ACTA Nº 86-19
CONSEJO SUPERIOR DEL PODER JUDICIAL. - San José, a las nueve horas del tres de octubre de dos mil diecinueve.
Sesión ordinaria con asistencia del Magistrado Presidente, Fernando Cruz Castro. Del integrante doctor Gary Amador Badilla, de las integrantes máster Sara Castillo Vargas y licenciada Sandra Pizarro Gutiérrez y del integrante suplente Hugo Hernández Alfaro, quien sustituye al integrante máster Carlos Montero Zúñiga, quien se encuentra de vacaciones. Asiste también la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva.

[bookmark: _Toc20748594]ENTRA LA INTEGRANTE SUPLENTE ÁLVAREZ ACOSTA

ARTÍCULO I

Documento N° 12498-19

Se aprueba el acta N° 82-19 de la sesión celebrada el 19 de setiembre de 2019.
El Magistrado Presidente; Cruz Castro, la Integrante Pizarro Gutiérrez y el Integrante suplente Hernández Alfaro, se abstienen de aprobar la citada acta; por no haber participado en esa sesión. Se declara acuerdo firme.
SALE LA INTEGRANTE SUPLENTE ÁLVAREZ ACOSTA

[bookmark: _Toc20748599]ARTÍCULO II
Documento N° 552-18 / 12352-19
En correo electrónico del 20 de setiembre de 2019, la Secretaría General de la Corte comunicó al Juzgado Civil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica el oficio número 9547-19, mediante el cual hizo de conocimiento el acuerdo tomado por este Consejo Superior, en sesión número 76-19 celebrada el 29 de agosto de 2019 artículo XVIII, que literalmente dice:
“La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio N° 334-CACMFJ-JEF-2019 del 20 de agosto de 2019, comunicó:

“En atención al seguimiento que realiza el Centro al Juzgado Civil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica (Limón), procedo a exponer la siguiente situación en que actualmente se encuentra ese juzgado.

1.- El Consejo Superior, en sesión N° 94-18, celebrada el 30 de octubre de 2018, artículo LVII, tuvo por rendido el informe 1230-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionado “con la propuesta de estructura de trabajo de los nuevos Juzgados Civiles, en el marco de la implementación del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342)” y se avalaron las recomendaciones en él emitidas.

2.- El Consejo Superior, en sesión N° 51-19, celebrada el 4 de junio pasado, artículo XIII, conoce el acta de la visita que realiza la inspección Judicial al Juzgado Civil del Primer Circuito de la Zona Atlántica en fecha 9 de mayo, la visita es solo en relación con los controles, al considerar que el despacho se encuentra con la reciente entrada en vigor de la reforma, y establece una serie de acciones para cumplimiento.

Un punto de interés en esta acta son las apreciaciones de otras situaciones que cita el acta:

“Según lo manifestado por la Coordinadora Judicial, Arelys Morales Chaves, debido al movimiento de Huelga Nacional de Movimiento sindical, el despacho se unió a ésta en su totalidad durante los meses de setiembre a diciembre de 2018, sin embargo, se brindaron los servicios que se indican en la circular número 108-2018 “Atención de servicios en el Poder Judicial en virtud de la Huelga Nacional del Movimiento Sindical”.

De igual forma, señaló que, durante el mes de enero del 2019, la Dirección de Planificación le otorgó al despacho el plazo de mes y medio, con el fin de que realizara la depuración de expedientes que fueron asumidos producto de la Reforma Procesal Civil del pasado mes de octubre del 2018, (Juzgados de Cobro de Limón, Contravencional de Bribri, Contravencional de Matina y del antiguo Juzgado Civil de Mayor Cuantía de Limón), labor que se realizó durante todo el mes de enero y hasta mediados de febrero del 2019.

Además, indicó que, durante el periodo del 18 al 28 de febrero del 2019, todo el despacho realizó las labores de inventariado de expedientes, situación que suspendió durante ese lapso la tramitación.

Producto de las situaciones expuestas, mediante correo electrónico del pasado 7 de mayo del 2019, el ingeniero Arnold Alvarado Ruiz, de la Unidad de Modernización Jurisdiccional de la Dirección de Planificación, suministró un plan remedial al despacho, asignándose una cuota diaria por cada técnico de 15 asuntos, esto con el fin de que en el plazo de 3 meses y 5 días se terminen con el total de 1.617 escritos acumulados, tramitándose primeramente los de más vieja data hasta el más nuevo, plan remedial que según lo manifestado por la Jueza Coordinadora y la Coordinadora Judicial, se ha venido cumpliendo por el personal técnico.

Asimismo, señala la servidora Morales Chaves, que el despacho fue visitado por la Auditoría Judicial el 22 de enero del 2019, esto debido a que para ese día se contaban con 11.305 depósitos en el Sistema de Depósitos Judiciales, motivo por el cual el profesional de esa Auditoría, le manifestó que el despacho debía paulatinamente, revisar todos los registros para depurar el sistema, labor que ha estado realizando diariamente la Coordinadora Judicial durante la segunda audiencia de la jornada laboral, dado que en la primera audiencia se encarga de las labores administrativas propias de su cargo, mismas que no puede descuidar.”

3.- El equipo de seguimiento de la Comisión de la Jurisdicción Civil, encargado de la implementación del nuevo Código Procesal Civil, en coordinación con este Centro (CACMFJ), el 15 de mayo realiza visita al despacho, y exponen los principales datos de la matriz de indicadores de gestión y SIGMA, del periodo de octubre del 2018 a marzo del 2019, con los siguientes hallazgos: 

El Circulante tiene una tendencia creciente pasando de octubre del 2018 de 1443 a 1597 procesos a marzo del 2019, representando un 10,67% de incremento.

Las audiencias celebradas por las personas juzgadoras representan un 0% de rendimiento.

El plazo de días en espera de audiencia se ubica en 0 días.

El fallo de la persona juzgadora presenta un porcentaje de rendimiento del 36,21%, fallando 21 procesos de una cuota esperada 58 expedientes.

[bookmark: _GoBack]El plazo para el dictado de sentencia se ubica en 82 días, con 11 procesos pendientes.

El proveído de las personas técnicas judiciales presenta un porcentaje de rendimiento del 2,404%, tramitando 75 procesos de una cuota esperada 3124 expedientes.

El plazo para resolver escritos se ubica en 325 días, la matriz de indicadores de gestión no reporta la cantidad de procesos pendientes.

El plazo para resolver demandas se ubica en 111 días.
Se implementa un Plan remedial por parte de la Dirección de Planificación, en el proveído de escritos. (Ver Anexo N° 3)

4.- El Consejo Superior en sesión N° 54-19 celebrada el 13 de junio del 2019, artículo LXXXI, tuvo por rendido el informe del Magistrado Molinari Vílchez, en calidad de Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Civil, en relación con los hallazgos de la visita realizada al Circuito Judicial de la Zona Atlántica, que adicionalmente hizo del conocimiento los siguientes documentos:

- Lista de asistencia de Abogados litigantes de Limón.
- Gestión entregada por Abogados de litigantes de Limón.
- Acta de visita del CACMFJ.”

En razón de lo informado por la Comisión, el informe fue traslado al Tribunal de la Inspección Judicial.

[bookmark: _Hlk9431478]5.- El 7 de mayo el Juzgado inicia un Plan Remedial diseñado por la Dirección de Planificación, para la atención de los escritos pendientes, el cual se encuentra en práctica en el juzgado, tal y como queda en la constancia del acta de la Inspección Judicial.

A continuación, se presenta un cuadro resumen del plan:

Cuadro No 
Plan de trabajo de escritos pendientes
con 3 técnicos judiciales
Mayo 2019

[image: ]
  
FUENTE: Información suministrada por el Juzgado Civil de Limón.

El objetivo del plan es que; los 3 técnicos deben proveer 15 procesos diarios, como mínimo deben tramitar 8 escritos de vieja data, proyectando que en 3 meses y 5 días se logre poner al día los escritos pendientes.

6.- Posterior a las citas visitas, el Centro (CACMFJ), diseña un plan remedial adicional, con la colaboración de la Administración Regional de la Zona que consistía en el apoyo de una persona juzgadora y una persona técnica, por un periodo de 4 meses y 9 días; y lo comunica por medio del oficio NO 257-CACMFJ-JEF-2019 al despacho y al Licenciado Diego Alejandro Meoño Piedra, Juez Coordinador del Juzgado Civil de Limón. (Ver Anexo NO 4).

7.- Mediante correo electrónico el licenciado Meoño Piedra, juez unipersonal del despacho, solicita un mes para la implantación del plan del CACMFJ, periodo que venció el 21 de julio del 2019. El citado correo indica en lo que interesa: (Ver Anexo NO 5.)

“Le agradezco haberme hecho llegar, mediante el mensaje abajo reproducido, el acta de visita allí aludida. Ahora bien, por cuanto se me confiere un plazo de 2 días (el cual vencería el próximo lunes 3 de junio de 2019), me refiero a algunos aspectos puntuales de dicho documento y que usted también ayer abordó durante la conversación telefónica que sostuvimos, sobre todo porque, como consta en los registros institucionales, no estuve presente en dicha ocasión por hallarme incapacitado médicamente:

1. Con relación a una reunión que me relató usted se llevó a cabo entre litigantes de la zona y el magistrado Molinari antes de la señalada visita, y en la que se habrían vertido numerosas molestias de parte de los primeros para con el funcionamiento de este juzgado, no he detectado en la referida acta ni una somera alusión a ese encuentro, por lo que aún desconozco las posibles razones concretas de tanto malestar, lo cual sería de enorme relevancia porque, al parecer, ya se habría utilizado como insumo para la toma de decisiones a lo interno de la jurisdicción civil (o al menos, así ya se comentaría en su seno), porque la actividad jurisdiccional no debería depender de factores subjetivos, ajenos al Derecho —ni siquiera si fuesen invocados por el gremio abogadil—, sino solo de consideraciones técnico-jurídicas. En tal sentido, a guisa de ejemplo, mal se haría si, ante los consabidos criterios de formalidad que imperan alrededor de la admisibilidad de un recurso de casación en alguna de nuestras salas y que redundan en que la gran mayoría de gestiones sean denegadas de plano, se atendiese a un determinado movimiento que, sin justificación jurídica alguna (sino tan solo por alegatos de 'entrabamiento' y 'dificultad' para ganar procesos), procurase imponer un cambio de facto en el sagrado ejercicio de la libertad de convicción de nuestros máximos jueces.

2. Luego, en cuanto a algunas de las manifestaciones atribuidas a la jueza supernumeraria que me habría suplido durante mi ausencia, simplemente me causan perplejidad, mas no solo por su contenido en sí sino, sobre todo, por su falta de concreción y carencia de datos duros. Así, al afirmar que "en los expedientes se hacen prevenciones y luego se archivan", se sataniza algo que la propia legislación contempla, es decir, como si fuese algo anómalo (tal y como ocurriría si se enunciase que 'las mujeres se embarazan y luego dan a luz'). De igual manera, aseverar que "el juez no admite recursos de apelaciones (sic) lo que ocasiona que los expedientes no se tramiten en segunda instancia", resulta no menos sesgado porque, si se incluyó allí, sería por su cariz negativo, pero es que jamás se detalla ni un solo asunto específico en el que eso hubiese acaecido y, en especial, si la decisión de por medio obedeció a una mera y antojadiza arbitrariedad o, más bien, a razones técnico-jurídicas (como la posible extemporaneidad de la impugnación o la inexistencia legal de ese medio de combate en el particular) que, de paso, no hubieren sido adversadas en otra instancia. Luego, sobre que "los procesos están "entrabados", (sic) por esta razón tampoco existen señalamientos ni quedan listos para fallo", de nuevo cuestiono: ¿se identificó de antemano la identidad de cada asunto de esos, se analizó si lo puntualizado fue fundamentado y se averiguó si la persona prevenida cumplió o no con ello? Y es que, vale decir, hay de por medio una alarmante falacia, porque, ¿de dónde se sigue que una prevención de autenticación (también prevista en la ley) siempre implique per se la obstaculización de que un proceso quede listo para ser fallado? Por lo demás, no menos preocupante es la siguiente frase: "Únicamente se hacen prevenciones de autenticación, (sic) por esa razón los procesos no avanzan." Esto es, ¿la precitada supernumeraria, durante su estadía de 2 semanas en este juzgado, solamente vio resoluciones en ese sentido, o sea, ni siquiera una de algún otro aspecto? El uso del adverbio "únicamente" es categórico, como lo es "siempre" o "nunca". Por eso, hasta de un examen superficial de sus demás afirmaciones se desprende que, esa última, es insostenible.

Dicho lo anterior, es pertinente referirme al tema de las expectativas oficiales respecto de este tribunal, sobre las cuales mucho habría deseado haber externado parecer presencialmente a la sazón. Sin embargo, como ello no fue posible, debo apuntar que, aunque la situación enfrentada hasta ahora no es de una sola arista, comprendo a la perfección que la excelencia, la calidad, la precisión, el rigor en la lectura, la ortografía, la sintaxis y muchos otros aspectos otrora muy valorados en todo el Poder Judicial (y que todavía, paradójicamente, se promueven mediante, por ejemplo, cursos institucionales como el de "Comunicación Escrita", impartido de forma virtual por la propia Escuela Judicial) y cuyo despliegue exige un tributo cada vez más escaso llamado tiempo, en la actualidad son secundarios (o terciarios) y, en su lugar, las cifras lo son todo. Por eso, manifiesto mi absoluta capacidad para producir números, como también, para exigirlos del personal subalterno, si ello fuese la única vara de medición institucional. De allí que, a propósito del "plan remedial" recién ideado y puesto en mi conocimiento, me permito decirle que lo estimo innecesario a aquellos fines; esto es, tan solo para ejemplificarle, le relato que, mediante aplicar los criterios deseados por la jurisdicción civil, al concluir mi jornada de ayer logré que mis únicas tareas pendientes fueran 9 expedientes por firmar y 1 asunto para fallar, por lo que mantener esas y otras labores en los términos ideales, numéricamente hablando, es más que realizable. En otras palabras, doña Maricruz, por un tema de ahorro de fondos estatales, le exhorto a gestionar lo necesario para que se suspenda aquella iniciativa, al menos por un mes, al cabo del cual se podrá valorar la oportunidad, o no, de implementarlo.”

8.- Cumplido el plazo se hace un nuevo seguimiento con los siguientes resultados. (Ver Anexo NO 6):

El Circulante reportado por SIGMA, presenta una tendencia creciente pasando de octubre del 2018 de 1443 a 1656 procesos a mayo del 2019, representando un 14,76% de incremento. Con un incremento de marzo a mayo del 4,09%

 Según los indicadores de gestión, se señalaron de abril a junio del 2019, 5 audiencias celebrándose todas, sin cumplir la cuota establecida por el Órgano Técnico de 8 señalamientos mensuales.

El plazo de días en espera de audiencia se ubica en 0 días y según la Agenda Cronos no tienen señalamiento después de junio del 2019. Para mayor detalle ver Anexo NO 7.

El fallo de la persona juzgadora presenta un porcentaje de rendimiento del 20%, fallando 6 procesos de una cuota esperada 30 expedientes.

El plazo para el dictado de sentencia se ubica en 0 días; dado que, El Plan de Descongestionamiento en Juzgado Civiles, le colabora al despacho.

El plazo para resolver escritos se ubica en 306 días, la matriz de indicadores de gestión no reporta la cantidad de procesos pendientes.

El plazo para resolver demandas se ubica en 8 días.

El Plan remedial por parte de la Dirección de Planificación, logran proveer 1170 procesos de mayo al 17 julio. Para mayor detalle ver Anexo NO 8.

Del último seguimiento y visto los resultados, el plan remedial diseñado por el Centro en colaboración de la Administración Regional de la Zona inició el pasado 12 de agosto del año en curso.

Por lo tanto, por las particulares circunstancias que durante los últimos meses ha enfrentado el juzgado, así como las quejas de los abogados litigantes de la zona, mismas que se encuentran siendo investigadas por la Inspección Judicial, solicito al Consejo Superior valorar que, durante la implementación del Plan Remedial del Centro, la coordinación del despacho sea asumida por la persona juzgadora asignada por la Administración Regional de Limón, tomando en consideración además, indicado por la Comisión de la Jurisdicción Civil en su informe, “la excepcional trascendencia y particularidades de las alertas reflejadas por la información recabada sobre el funcionamiento del Juzgado Civil de Zona Atlántica y los riesgos que podrían derivarse respecto del cumplimiento de objetivos institucionales y en particular su servicio de administración de justicia.”

- 0 –

En sesión N° 94-18 celebrada el 30 de octubre de 2018, artículo LVII, -entre otras cosas- se tuvo por rendido el Informe N° 1230-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, relacionado “con la propuesta de estructura de trabajo de los nuevos Juzgados Civiles, en el marco de la implementación del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342), además se evaluaron las recomendaciones que fueron emitidas por ese informe.

Posteriormente, en sesión N° 51-19 del 4 de junio de 2019, artículo XIII, se tomó el acuerdo que en su parte dispositiva dice:

[bookmark: _Hlk10704593]“Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe Nº 821-IJ-2019, sobre el Acta de Visita al Juzgado Civil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, presentado por el Tribunal de la Inspección Judicial. 2.) Ratificar las recomendaciones contenidas en este, dirigidas a la Jueza Coordinadora, a la Coordinadora Judicial, al personal auxiliar y a la Administración del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica. 3.) El Tribunal de la Inspección Judicial verificará su cumplimiento e informará a este Consejo lo que corresponda. 4.) Notifíquese este acuerdo a la Jefatura del Despacho, para que lo haga de conocimiento del personal de esa oficina, con el fin de que cumplan con las recomendaciones efectuadas, con la prevención de que en caso de omisión se podrá aplicar el régimen disciplinario. 5.) Deberá el citado despacho tomar en consideración los requisitos que han de darse al trámite referente a las personas usuarias que podrían estar en estado de discapacidad o vulnerabilidad social. 6.) Deberá el Juzgado Civil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, cumplir con lo dispuesto en la Ley N° 9578, para trasladar al Régimen no Contributivo de la C.C.S.S (RNC) recursos que provengan de proceso judiciales concluidos o abandonados por 10 años o más, así como los lineamientos dados por este Consejo mediante Circulares N° 167-2018, N° 7-2019 y N° 90-2019, relacionados con ese tema. Se declara acuerdo firme.”
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Finalmente, en sesión N° 54-19 del 13 de junio de 2019, artículo LXXXI, se tuvo por rendido el informe del Magistrado Molinari Vílchez, en calidad de Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Civil, en relación con los hallazgos de la visita realizada al Circuito Judicial de la Zona Atlántica.

Se acordó: Acoger la gestión de la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio N° 334-CACMFJ-JEF-2019, en consecuencia; designar a la licenciada Dennisse Carpio Aguilar como Jueza Coordinadora interina del Juzgado Civil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, por el tiempo que dure el Plan Remedial establecido por el Centro.”
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En correo electrónico del 25 de setiembre de 2019, el licenciado Diego Alejandro Meoño Piedra, Juez Coordinador interino del Juzgado Civil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, solicitó lo siguiente:
“Dado que justo hoy me he enterado de manera informal de lo decidido por ese órgano colegiado a través del artículo XVIII, acordado en su sesión N° 76-19, celebrada el 29 de agosto de 2019, y por cuanto me atañe personal y directamente, formulo respecto de ello recurso de reconsideración y nulidad concomitante, por los motivos que paso a exponer:

1. dispuso ese colegio, manu militari, que las funciones de juez coordinador que durante más de un año he venido ejerciendo en el Juzgado Civil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica se desplacen a una específica funcionaria interina y que se desempeñaría a lo sumo 4 meses en el mismo juzgado, sin que para ello se me hubiese nunca siquiera conferido audiencia de antemano, lo cual, de suyo es violatorio de los más elementales rudimentos del debido proceso.

2. al margen del singular génesis de tal iniciativa y de lo peculiar que resulta que aunque la oficina que así lo requirió nunca siquiera mencionara el nombre de la persona designada pero esta terminó siendo claramente identificada en el acuerdo adversado, debe apuntarse que, a la luz de lo normado en los artículos del 128 al 139 inclusive, de la Ley General de la Administración Pública, lo actuado por esa instancia carece de "motivación", pues a pesar de que recién he accesado a su texto, no se identifica ese ineludible elemento de validez de todo acto administrativo. Por ello, lo único que semeja es una suerte de medida disciplinaria adoptada apresurada y prematuramente, aunque por razones nada prístinas, pues para el momento de su solicitud originaria y adopción final no se tenía siquiera noticia de algún procedimiento sancionatorio en mi contra ni de ninguna medida cautelar que se justificara.

3. es patente que, en mi caso, el traslado de las antedichas faenas no tendría ninguna incidencia salarial; de hecho, desde el punto de vista de las responsabilidades, significaría un relevo para mí. Sin embargo, es patente que en una relación de servicio como la de marras no solamente se trata de mantener las condiciones remunerativas, sino de respetar aspectos vinculados con la estabilidad y regularidad de los quehaceres asignados de antemano, pues lo contrario podría llegar a significar un velado acoso laboral que mereciera tutela jurisdiccional.

Así las cosas, solicito se revierta el acuerdo impugnado y, en su caso, se revele con total transparencia cuál es la motivación que, para los intereses puramente institucionales, habría tras la finalidad de trasladar las referidas labores de coordinación justo a alguien que continuaría fungiendo de manera interina por un espacio al que le resta algo más que 2 meses.

(…).”
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	Previamente a resolver la reconsideración presentada por el licenciado Diego Alejandro Meoño Piedra, Juez Coordinador interino del Juzgado Civil del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en correo electrónico del 25 de setiembre de 2019, contra el acuerdo tomado por este órgano en sesión N° 76-19 celebrada el 29 de agosto de 2019 artículo XVIII, relacionado con la designación de la persona coordinadora de ese despacho, se acuerda lo siguiente: 1.) Solicitar a la Comisión de la Jurisdicción Civil y a la Contraloría de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica que en el plazo de 10 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, informen a este Consejo Superior si existen quejas presentadas en esos despachos respecto a la labor del servidor Meoño Piedra. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del gestionante.
	La Comisión de la Jurisdicción Civil y la Contraloría de Servicios del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, tomarán nota para los fines consiguientes.
[bookmark: _Toc20748601]ARTÍCULO III
Documento N° 9893-19 / 12249-19. 
En correo electrónico de fecha 23 de setiembre de 2019, la Secretaría General de la Corte, comunicó al licenciado José Andrés Cruz Tenorio, la resolución N° 1161-2019, de las once horas veintiocho minutos del diecisiete de setiembre de dos mil diecinueve, mediante la cual hizo de conocimiento el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 80-19 celebrada el 12 de setiembre del año 2019, artículo III, que literalmente dice:
“Manifiesta el señor José Andrés Cruz Tenorio, Juez Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en nota de 26 de agosto de 2019, en contra de lo resuelto por este Consejo, en sesión N°72-19 celebrada el 16 de agosto del año 2019, artículo LXXXII; en la cual se acordó: “1.) Acoger la medida cautelar solicitada por el Tribunal de la Inspección Judicial, referente a la reubicación fuera de la jurisdicción laboral de la materia Contenciosa de Expropiaciones de los servidores Obed Alberto Molina Vargas y José Andrés Cruz Tenorio. El traslado será en puestos donde ambos puedan desempeñar las funciones propias de sus puestos como Técnico Judicial 2 y Juez 3 respectivamente. Lo anterior, a partir del 22 de agosto y hasta que culmine la tramitación del expediente disciplinario 18-002487-0031-IJ. 2.)  Por lo anterior, trasladar temporalmente al licenciado Cruz Tenorio al Centro de Apoyo y Coordinación de la Función Jurisdiccional, a esos efectos el citado Centro designará a un Juez 3 en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda. 3.) Asimismo, trasladar temporalmente al servidor Molina Vargas a la Administración del Segundo Circuito Judicial de San José, para lo cual la citada Administración deberá de asignar el recurso supernumerario en el citado Juzgado”, lo siguiente:
“HECHOS

1) He estado nombrado como Juez Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda en el Área de Expropiaciones desde julio del año 2008, es decir, tengo más de once años de experiencia en la materia.

2) En estos más de once años como Juez de Instancia y Decisor en el Área de Expropiaciones, no he recibido ninguna sanción disciplinaria en el desempeño de mis funciones, lo que demuestra que mis labores siempre se han apegado al Ordenamiento Jurídico y a las disposiciones legales y reglamentarias que rigen la materia.

3) El pasado 8 de agosto del año 2019 recibí la notificación del traslado de cargos relacionado con el expediente 18-002487-0031-IJ seguido por el Tribunal de la Inspección Judicial contra mi persona y el Técnico Judicial, Obed Alberto Molina Vargas.

4) A través de la resolución N°2257-2019 de las once horas veinte minutos del ocho de agosto del año dos mil diecinueve, el Tribunal de la Inspección Judicial le solicita al Consejo Superior que acoja la medida cautelar provisionalísima contra mi persona y el señor Molina Vargas, para que seamos reubicados fuera de la jurisdicción laboral de la materia contenciosa de expropiaciones.

5) Mediante el acuerdo que se impugna en este acto, el Consejo Superior dispuso: “Acoger la medida cautelar solicitada por el Tribunal de la Inspección Judicial, referente a la reubicación fuera de la jurisdicción laboral de la materia Contenciosa de Expropiaciones de los servidores Obed Alberto Molina Vargas y José Andrés Cruz Tenorio” y además, acordó: “…trasladar temporalmente al licenciado Cruz Tenorio al Centro de Apoyo y Coordinación de la Función Jurisdiccional, a esos efectos el citado Centro designará a un Juez 3 en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda”.

FUNDAMENTO FÁCTICO DEL RECURSO

Si los Honorables miembros del Consejo Superior realizan una revisión detallada de los hechos que dieron origen al traslado de cargos formulado en mi contra, llegarán a la conclusión que los mismos no justifican la medida tan drástica tomada y tampoco tiene proporcionalidad con las faltas supuestamente cometidas por mi persona, por las razones que se explican a continuación:

- El Hecho 1 del traslado de cargos, hace referencia al tiempo que he laborado en propiedad como Juez Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda y si bien es cierto desde mayo del año 2013 he estado en propiedad, reitero que he estado en el Área de Expropiaciones como Juez de Instancia y Decisor desde julio del año 2008, es decir, más de once años. 

- El Hecho 2 del traslado de cargos confunde el trámite de designación del perito (que es competencia exclusiva del Técnico Judicial) con el nombramiento del profesional, que si bien es cierto es una función del Juez de Instancia, este no tiene injerencia en el rol de peritos que posee la Dirección Ejecutiva.

- El Hecho 3 no es propiamente un “hecho”, sino que es parte del fundamento jurídico del traslado.

- El Hecho 4 tampoco es un “hecho” en sentido estricto y más bien es parte del fundamento jurídico del traslado y la misma Inspectora Judicial está ratificando con la Circular N°256-2014 del Consejo Superior y la N°10-2016 de la Dirección Ejecutiva, que el Técnico Judicial es la persona encargada de la designación de los peritos, NO el Juez de Instancia.

	- El Hecho 5 es parte del fundamento de derecho del traslado y no constituye propiamente un “hecho”.
	
	- En el Hecho 6 se me atribuye la comisión de varias faltas en el trámite del nombramiento de los peritos en materia de expropiaciones y si bien es cierto la discusión del fondo de estos temas será analizado por el Tribunal de la Inspección Judicial en su momento, para efectos de la medida cautelar provisionalísima debe resaltarse que básicamente las faltas atribuidas a mi persona implican que “dicté” las resoluciones del nombramiento de peritos “antes” de la designación del mismo por parte del Técnico Judicial, sin embargo, la Inspectora Judicial confunde gravemente la fecha y hora de la creación de la plantilla o el borrador de resolución (que equipara a la fecha y hora del dictado de la resolución por parte del Técnico Judicial) con la fecha y hora en que el Juez de Instancia firma la resolución; como puede observar el Honorable Consejo Superior, como la Inspectora Judicial no conoce el procedimiento interno del nombramiento de peritos en materia de expropiaciones, no sabe que la fecha y hora de creación del borrador de resolución por parte del Técnico Judicial nunca va a coincidir con la fecha y hora de la firma de la resolución por parte del Juez de Instancia y por ende, cuando mi persona firmó todas las resoluciones mencionadas en el Hecho 6 del traslado de cargos, es más que evidente que el Técnico Judicial ya había designado al perito y ya había realizado la constancia que demostraba ese nombramiento, ya que es imposible firmar una resolución de nombramiento del perito judicial sin antes ver sus calidades y especialidad; dicho en otras palabras, es materialmente es imposible que el Juez de Instancia “dicte” o firme una resolución nombrando un perito judicial sin que antes estuviera una constancia donde se indicaran los datos básicos del profesional. Finalmente, si bien es cierto el análisis de fondo de este tema debe ser realizado por el Tribunal de la Inspección Judicial, de forma superficial se aprecia que las faltas atribuidas a mi persona son inexistentes o al menos, no son graves ni gravísimas, de ahí que la medida cautelar provisionalísima no es proporcional a los hechos atribuidos y a las supuestas faltas cometidas y por el contrario, es muy drástica.

	- En relación con el Hecho 7 del traslado de cargos, aparte de que la supuesta falta está más que prescrita (ya que los hechos datan del año 2016), se le informa al Consejo Superior que la misma hace referencia a la resolución de un escrito por parte del Juez de Instancia horas antes de haberse presentado; nuevamente, la Inspectora Judicial confunde la fecha y hora de confección del borrador de resolución por parte del Técnico Judicial con la fecha y hora de la firma de la resolución por parte del Juez de Instancia; si mi persona firmó una resolución haciendo referencia a un escrito, es porque lógicamente tuve acceso al mismo antes de esa firma, ya que entre la creación del borrador, la presentación de escritos, la incorporación de datos, el cambio de ubicación al Juez de Instancia, el análisis del borrador y la firma de la resolución final por lógica siempre transcurre el tiempo y cuando la Inspectora Judicial habla de “dictado de la resolución” por parte del Juez, más bien está hablando de la creación del borrador por parte del Técnico Judicial y la firma se da después de la presentación de todos los escritos que existan, de ahí que el Juez de Instancia ya conoce sus contenidos; si bien es cierto el análisis de fondo de este tema debe ser realizado por el Tribunal de la Inspección Judicial, de forma superficial se aprecia que la falta atribuida a mi persona es inexistente, improcedente e inclusive se encuentra prescrita o al menos, no es grave ni gravísima, de ahí que la medida cautelar provisionalísima no es proporcional al hecho atribuido y a la supuesta falta cometida y evidentemente es muy drástica.
	
	- En relación con el Hecho 8, de una forma temeraria, malintencionada e inexplicable la Asistente Judicial Interina indica en un simple correo electrónico que mi persona dio la orden para que “nadie tocara los expedientes administrativos” que estaban en mi oficina y el traslado de cargos simplemente se fundamentó en el dicho de esa persona, sin ningún otro elemento probatorio (o al menos indicio) que la complementara; en la contestación del traslado de cargos, aporté una declaración jurada donde indico expresamente que nunca di esa orden y la documentación siempre estuvo a disposición de las partes, usuarios y funcionarios para ser obtenida cuando fuera necesaria; además, en autos no consta ninguna queja, denuncia o algún inconveniente por las manifestaciones temerarias e infundadas de la Asistente Judicial Interina; si bien es cierto el análisis de fondo de este tema debe ser realizado por el Tribunal de la Inspección Judicial, de forma superficial se aprecia que la falta atribuida a mi persona es inexistente, improcedente e inclusive temeraria o al menos, no es grave ni gravísima, de ahí que la medida cautelar provisionalísima no es proporcional al hecho atribuido y a la supuesta falta cometida y resulta muy drástica para el hecho denunciado.

DESPROPORCIONALIDAD DE LA MEDIDA CAUTELAR PROVISIONALÍSIMA

	Reitero que si bien es cierto el Consejo Superior no puede referirse en este momento al fondo del traslado de cargos formulado en mi contra, sí puede revisar minuciosamente los hechos atribuidos para RECONSIDERAR la medida cautelar provisionalísima impuesta, ya que las faltas atribuidas, aparte de ser inexistentes, no son graves ni gravísimas.

	Aunado a lo anterior, de una forma muy respetuosa llamo la atención de los Honorables miembros del Consejo Superior en el sentido que la medida cautelar no hace ninguna diferenciación o separación de los hechos atribuidos a mi persona y los hechos atribuidos al Técnico Judicial, Obed Alberto Molina Vargas, sino que equipara las faltas y las sanciones sin percatarse que los traslados de cargos son totalmente diferentes y las faltas atribuidas no son las mismas; en todo caso, en el trámite del proceso ya se solicitó la desacumulación del proceso y se pidió que ambas causas se tramiten de forma separada para evitar las confusiones que se han venido presentado en la tramitación y que podrían acarrear la nulidad absoluta del proceso por dejarme en un estado de indefensión.

	En el acuerdo impugnado, el Consejo Superior afirma en el Considerando III) que: “…se les acusa de un aparente incumplimiento de los lineamientos administrativos y demás normativa legal establecida para el trámite de designación de peritos en procesos judiciales, específicamente en procesos de expropiación que se conocen en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda”, sin embargo, esto no es motivo para sacarme de la oficina en que he estado por más de once años y trasladarme al Centro de Apoyo y Coordinación de la Función Jurisdiccional, ya que los hechos y las faltas atribuidas, aparte de ser inexistentes, no son graves ni gravísimas, de ahí que la medida cautelar es totalmente desproporcionada.

	Además, el Consejo Superior alega que existe: “la apariencia de buen derecho (FumusBoni Iuris), pues nos encontramos ante una queja de carácter disciplinario, que establece conductas las cuales permiten determinar una eventual comisión de una falta disciplinaria”, sin embargo, si eso fuera cierto, prácticamente todos los funcionarios judiciales que son acusados de alguna falta disciplinaria (por más leve que sea), deben necesariamente ser sacados de su oficina y ser trasladados a otro Despacho Judicial, de ahí que esa tesis se respeta pero por ningún motivo se comparte, ya que la apertura del procedimiento disciplinario y traslado de cargos por sí solos, no implican la reubicación de los funcionarios acusados; respetuosamente considero que el traslado de oficina de un funcionario procede ante acusaciones de hechos muy graves que pongan en riesgo el trámite de los expedientes o el resultado del proceso disciplinario, sin embargo, en el caso concreto, esos supuestos no se dan, ya que las faltas atribuidas a mi persona apenas pueden considerarse como leves y por ende, permitir que siga en mi oficina y tramite y resuelva asuntos del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda en materias que NO sean de expropiaciones, no pone en riesgo el proceso disciplinario ni la tramitación de los expedientes en mención.

	Como continuación del hecho anterior, vale la pena resaltar que otros Jueces y Técnicos del Área de Expropiaciones también se encuentran denunciados ante el Tribunal de la Inspección Judicial por los mismos hechos y en el caso de estos, solamente se impuso la medida cautelar de no tramitar ni resolver los expedientes que formaban parte del traslado de cargos, pero siguieron en sus oficinas y puestos en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda (con la salvedad realizada); en el caso del suscrito Juzgador, a pesar de estar acusado de prácticamente los mismos hechos, se me traslada a otra oficina y se me asigna al Centro de Apoyo y Coordinación de la Función Jurisdiccional, lo que demuestra una clara violación al principio de igualdad establecido en el artículo 33 de nuestra Constitución Política, ya que ante situaciones y traslados de cargos iguales, se están aplicando medidas diferentes y a mi persona le correspondió la más drástica y desproporcionada. 

Aunado a lo anterior, el Consejo Superior estima que existe prueba en el expediente que demuestra que: “…en una multiplicidad de casos, nombraron peritos a quienes no les correspondía su nombramiento, sin seguir los procedimientos señalados para tales efectos”, sin embargo, esos son aspectos que deben ser analizados por el Tribunal de la Inspección Judicial en la resolución correspondiente, ya que afirmar de modo categórico que los nombramientos eran irregulares, violenta claramente el principio de inocencia establecido en el artículo 39 de nuestra Constitución Política y en todo caso, si el Consejo Superior estima que no puedo seguir tramitando expropiaciones y nombrando peritos mientras dure el proceso disciplinario, perfectamente pudo haberme mantenido en mi oficina en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda y ponerme a resolver ejecuciones de sentencia de tránsito, de sentencia de la Sala Constitucional o bien, otra de las materias que conoce el Juzgado, sin embargo, opta por sacarme de la oficina y pasarme al Centro de Apoyo y Coordinación de la Función Jurisdiccional, lo que demuestra que la medida cautelar provisionalísima es totalmente desproporcionada, drástica y no guarda relación con los hechos atribuidos.

Ahora bien, de manera muy respetuosa pero vehemente llamo la atención del Consejo Superior en el sentido que otro de los argumentos para dictar la medida cautelar es: “…la probabilidad requerida, donde se puede constatar que en varias causas, se adelantó la resolución de asuntos, con escritos presentados por las partes el mismo día, por encima de otras causas que esperaban resolución”, sin embargo, de una simple lectura del traslado de cargos formulado en mi contra, se aprecia claramente que ESAS NO SON FALTAS O HECHOS ATRIBUIDOS A MI PERSONA, sino que los mismos son atribuidos al señor Molina Vargas, lo que demuestra la imperiosa necesidad de que ambas causas sean conocidas de forma separada e independiente; por lo tanto, le solicito respetuosamente al Honorable Consejo Superior que reconsidere la medida cautelar adoptada en mi contra, ya que se están fundamentando en faltas y hechos que ni siquiera fueron atribuidos al suscrito Juzgador y además, hacen referencias a actuaciones que no se pueden atribuir al suscrito Juzgador, ya que la resolución de escritos es una labor exclusiva del Técnico Judicial.
	
	Agrega el Consejo Superior que: “…nos encontramos ante un peligro en la demora (Periculum in Mora), si no se procede con el traslado urgente de los funcionarios a otro despacho judicial y para evitar la comisión de futuras anomalías como las investigadas” y aunque esta afirmación no es compartida por el suscrito Juzgador, respetuosamente solicito que se reconsidere la medida cautelar y se me mantenga en mi oficina resolviendo otras materias que NO sean del Área de Expropiaciones pero que sí sean del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, tales como ejecuciones de sentencia de tránsito, de sentencia de la Sala Constitucional, entre otros, ya que la medida adoptada, es totalmente desproporcionada.
	
	Finalmente, el Honorable Consejo Superior afirma que la medida se toma: “…con la finalidad de no poner en peligro una adecuada tramitación del expediente disciplinario 18-002487-0031-IJ, en igual sentido evitar una eventual afectación al servicio público…”, sin embargo, si se reconsidera la medida impuesta y se me permite seguir en mi oficina en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda resolviendo materias que NO sean expropiaciones, no se va a afectar ni el interés público ni el procedimiento disciplinario, ya que estaría conociendo y resolviendo otras materias totalmente ajenas al nombramiento de peritos.

CONSECUENCIAS DE LA MEDIDA

He sido Juez del Área de Expropiaciones por más de once años, soy un funcionario judicial que llega todos los días antes de las siete de la mañana a trabajar, apenas tomo unos veinte minutos de la hora de almuerzo para comer y junto con el Técnico Judicial trabajamos arduamente para que la casilla asignada esté totalmente al día y los escritos se estén resolviendo en cuestión de dos o tres días máximo; además, he arriesgado la vida en múltiples ocasiones recorriendo terrenos muy peligrosos para realizar las diligencias judiciales, he pasado muchos días fuera de mi hogar y lejos de mi familia realizando los señalamientos y he cumplido el 100% de las diligencias programadas, lo que demuestra mi compromiso con el Área, con el Despacho y por supuesto, con el Poder Judicial y no considero justo que se me traslade intempestivamente de esa manera; aunado a lo anterior, insto respetuosamente al Consejo Superior a preguntarle a cualquier persona que me conozca en el edificio mi disposición de colaborar siempre con los funcionarios que requieren mi ayuda, ya que buscan a mi persona por la amplia experiencia que tengo en el Área y siempre saqué tiempo para escucharlos y aconsejarlos, aunque luego tuviera que trabajar horas extra (obviamente no cobradas) reponiendo el tiempo invertido; por lo tanto, QUE DE LA NOCHE A LA MAÑANA SE ME ORDENE SALIR DE MI OFICINA Y DEL EDIFICIO, HA SIDO UN GRAN IMPACTO Y SIENTO QUE UN TRABAJADOR EJEMPLAR Y RESPONSABLE QUE SIEMPRE HA ESTADO TOTALMENTE AL DÍA CON SUS LABORES, NO MERECE ESTA MEDIDA CAUTELAR TAN DESPROPORCIONADA, DRÁSTICA E INJUSTA.
Por más de once años he estado consciente que el Área de Expropiaciones es una de las áreas más humanas pero a la vez más urgentes de la jurisdicción contenciosa administrativa, ya que por un lado están los propietarios que deben desalojar sus inmuebles y por otro lado está la satisfacción del interés público legalmente comprobado; en virtud de esos dos principios (de indemnización justa e interés público) y para garantizar la buena imagen del Poder Judicial es que mi persona ha trabajado de una forma responsable y ardua durante estos más de once años en el Área y nunca había tenido ningún problema hasta ahora y aunque el proceso disciplinario debe ser asumido a través de la defensa respectiva, debe resaltarse el hecho que el mismo ocasionó que la casilla que siempre había estado al día, se atrasara y que los señalamientos que estaban pendientes, se atrasen de forma considerable, ya que obviamente la persona juzgadora que venga a sustituirme, va a tener que empezar desde cero revisando los expedientes y por ende, todas las labores realizadas por años para dejar al día los procesos, ahora prácticamente carecen de sentido.
	
	El hecho que el Consejo Superior dispusiera sacarme de mi oficina de más de once años y pasarme al Centro de Apoyo y Coordinación de la Función Jurisdiccional, fue un golpe muy fuerte y constituye una medida totalmente desproporcionada y drástica que inclusive lesiona mi imagen, me está ocasionando un serio daño moral por las constantes burlas, humillaciones e insultos que he recibido al considerarme como un “criminal”, ha ocasionado que mi salud se deteriore por el estrés y la afectación del estado de ánimo y además, como se explicó líneas atrás, no guarda relación con los hechos y las faltas atribuidas, ya que los hechos atribuidos apenas pueden ser catalogados como leves, mientras que la medida impuesta es muy drástica

	Finalmente, si el Honorable Consejo Superior reconsidera la medida cautelar y me devuelve al Despacho, el Poder Judicial no tendrá que invertir recursos públicos en el nombramiento de otro Juez 3 por todo el tiempo que dure el procedimiento administrativo, ya que mis labores en el Área de Expropiaciones pueden ser asumidas por otro Juez 3 del Despacho y yo asumiría la casilla de la otra persona juzgadora sin ningún inconveniente y sin conocer procesos expropiatorios, es decir, sería un simple cambio de personal que no implicaría gastos adicionales para el Poder Judicial, máxime en estos días de déficit fiscal y crisis en los presupuestos de las instituciones públicas.

FALTA DE FUNDAMENTACIÓN DE LA MEDIDA

	El artículo 78 de la Ley Orgánica del Poder Judicial establece que: “…el régimen de los actos del Consejo será el establecido para los actos administrativos” y bajo esa tesis, la medida cautelar impuesta por el Consejo Superior tuvo que tener como elementos constitutivos objetivos el motivo, el contenido y el fin, sin embargo, considero respetuosamente que no los tiene o al menos, no corresponden con la realidad ni guardan proporción con los hechos del traslado de cargos, por las razones que se explican a continuación: El motivo hace referencia a las razones jurídicas y fácticas que hacen posible la emisión del acto administrativo; en el caso concreto, para tomar la medida cautelar contra mi persona tanto el Tribunal de la Inspección Judicial como el Consejo Superior se basan en hechos que ni siquiera se están atribuyendo a mi persona en el traslado de cargos, de ahí que el acto administrativo tomado no contiene un motivo válido y proporcional a los hechos acusados. En segundo lugar y en referencia al contenido, estimo que la parte dispositiva del acuerdo ordena un traslado totalmente drástico e injusto en relación con un funcionario con más de once años de experiencia en el cargo que se le están atribuyendo faltas inexistentes y si eventualmente existieran, estas apenas llegarían a leves, de ahí que la medida cautelar es muy drástica y aparte de perjudicar mi honor y mi dignidad, hace incurrir al Poder Judicial en el nombramiento de otro Juez 3 con todos los gastos que eso implica durante el tiempo que dure el procedimiento. En tercer lugar y en relación con el fin, si el Consejo Superior y el Tribunal de la Inspección Judicial desean que mi persona no tramite ni resuelva expedientes del Área de Expropiaciones (aunque eso implique desaprovechar la iniciativa, los conocimientos y la experiencia de un funcionario judicial que ha estado más de once años en el puesto),ese resultado que persigue el acto administrativo se puede obtener reconsiderando la medida impuesta, devolviendo al suscrito Juzgador a mi oficina, prohibiendo que tramite y resuelva expedientes del Área de Expropiaciones y ponerme a resolver expedientes de otras áreas del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda tales como ejecuciones de sentencias de tránsito, ejecuciones de sentencia de la Sala Constitucional, interdictos, entre otros.
	
	COMO PUEDE APRECIAR EL HONORABLE CONSEJO SUPERIOR, EL FIN DE LA MEDIDA ES QUE MI PERSONA NO TENGA NINGÚN TIPO DE CONTACTO CON LOS EXPEDIENTES DEL ÁREA DE EXPROPIACIONES MIENTRAS DURE EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y ESTE FIN SE PUEDE LOGRAR SIN NINGÚN PROBLEMA SI SE ME MANTIENE EN MI OFICINA EN EL DESPACHO Y SE ME PONE A RESOLVER OTRO TIPO DE PROCESOS QUE CONOCE EL JUZGADO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO Y CIVIL DE HACIENDA, YA QUE LA MEDIDA IMPUESTA CONTRA MI PERSONA ES MUY INJUSTA, DRÁSTICA, DESPROPORCIONADA, SE BASA EN HECHOS QUE NI SIQUIERA FUERON ATRIBUIDOS A MI PERSONA Y NO GUARDA RELACIÓN CON LAS FALTAS LEVES QUE SE ME ESTÁN ACUSANDO.

FUNDAMENTO DE DERECHO
Este recurso de reconsideración tiene como fundamento los artículos 9, 11, 33, 39 y 41 de la Constitución Política, los artículos 78 y 83 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, los puntos 6 y 7 de la Circular N°256-2014 del Consejo Superior del Poder Judicial así como los numerales 1, 2 y 3 de la Circular 10-2016 de la Dirección Ejecutiva del Poder Judicial.

PRUEBAS
Las que constan en el expediente disciplinario Nº18-002487-0031-IJ, especialmente los hechos del traslado de cargos de las nueve horas catorce minutos del siete de agosto del año dos mil diecinueve.

PETITORIA
De la manera más respetuosa y por las razones ampliamente explicadas, le solicito al Consejo Superior del Poder Judicial que reconsidere el acuerdo tomado en la sesión N°72-19 celebrada el 16 de agosto del año 2019, artículo LXXXII, documento Nº9893-19 notificado a través de la resolución Nº992-2019 de las nueve horas veintiséis minutos del veintiuno del veintiuno de agosto del año dos mil diecinueve de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, se revoque y modifique la medida cautelar provisionalísima y se me permita seguir en mi oficina y en mi puesto en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda del Anexo A del Segundo Circuito Judicial de San José, tramitando y resolviendo expedientes siempre y cuando NO sean del Área de Expropiaciones mientras dure el proceso disciplinario presentado en mi contra”.

- 0 -
Asimismo, el máster José Andrés Cruz Tenorio, Juez Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en nota de 2 de setiembre de 2019, manifestó lo siguiente:

“El suscrito, (…), de calidades conocidas en autos, solicito respetuosamente que la PRUEBA PARA MEJOR RESOLVER aportada en este escrito, sea adjuntada de inmediato al RECURSO DE RECONSIDERACIÓN formulado contra el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión N°72-19 celebrada el 16 de agosto del año 2019, artículo LXXXII, documento Nº9893-19 notificado a través de la resolución Nº992-2019 de las nueve horas veintiséis minutos del veintiuno del veintiuno de agosto del año dos mil diecinueve de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, por tratarse de HECHOS NUEVOS que deben ser tomados en consideración por el Consejo Superior al momento de conocer y resolver el recurso en mención.

La prueba para mejor resolver a la que hago referencia es la resolución dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial a las trece horas cuarenta y tres minutos del veintinueve de agosto de dos mil diecinueve, la cual, para los efectos que interesa, dispone lo siguiente: 

“Sobre la solicitud de la desacumulación de causas. Se acoge la solicitud que plantea el señor Cruz Tenorio, para que se desacumule el presente proceso por cuanto no existe conexidad entre los hechos acusados en el Traslado de Cargos y las partes del proceso. Por ende, se ordenará lo anterior mediante un testimonio de piezas, para que a partir de ese momento se cuente con el número de expediente correspondiente”. (Lo subrayado no es del original).

Tal y como se indica en los Hechos del recurso de reconsideración interpuesto el pasado 26 de agosto del año 2019, el 8 de agosto del año 2019 recibí la notificación del traslado de cargos relacionado con el expediente 18-002487-0031-IJ seguido por el Tribunal de la Inspección Judicial contra mi persona y el Técnico Judicial, Obed Alberto Molina Vargas y mediante el acuerdo que se impugnó a través del recurso en mención, el Consejo Superior dispuso: “Acoger la medida cautelar solicitada por el Tribunal de la Inspección Judicial, referente a la reubicación fuera de la jurisdicción laboral de la materia Contenciosa de Expropiaciones de los servidores Obed Alberto Molina Vargas y José Andrés Cruz Tenorio” y además, acordó: “…trasladar temporalmente al licenciado Cruz Tenorio al Centro de Apoyo y Coordinación de la Función Jurisdiccional, a esos efectos el citado Centro designará a un Juez 3 en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda”. 

Una de las razones esenciales del Consejo Superior para disponer mi traslado al Centro de Apoyo y Coordinación de la Función Jurisdiccional fue: “…la probabilidad requerida, donde se puede constatar que en varias causas, se adelantó la resolución de asuntos, con escritos presentados por las partes el mismo día, por encima de otras causas que esperaban resolución”, sin embargo, como se dice expresamente en el recurso de reconsideración formulado, de una simple lectura del traslado de cargos formulado en mi contra, se aprecia claramente que ESOS NO SON FALTAS O HECHOS ATRIBUIDOS A MI PERSONA, sino que los mismos son atribuidos al señor Molina Vargas y precisamente esa confusión de hechos, cargos y actuaciones fue apreciada por el Tribunal de la Inspección Judicial, el cual, a través de la resolución de las trece horas cuarenta y tres minutos del veintinueve de agosto de dos mil diecinueve, le dio la razón al suscrito Juzgador y ordenó la desacumulación de los procesos disciplinarios interpuestos contra mi persona y contra el Técnico Judicial, Obed Molina Vargas.

Entonces, como puede apreciar el Honorable Consejo Superior, una vez que se separen las causas disciplinarias que se estaban tramitando en el expediente 18-002487-0031-IJ al suscrito Juzgador se le están atribuyendo faltas que si bien es cierto las mismas deben ser discutidas y resueltas en su momento por el Tribunal de la Inspección Judicial por ser aspectos de fondo, de una revisión superficial del traslado de cargos se aprecia claramente que las faltas no existen y si eventualmente existieran, las mismas si acaso llegan a ser leves, de ahí que sacarme de mi oficina, prohibir que pueda ingresar al contexto del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda e inclusive que se me haya quitado el teletrabajo (a través del acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión Nº75-19 del 27 de agosto del año 2019, artículo LXXIII, documento Nº9893-19, 10496-19), constituyen medidas sumamente drásticas, desproporcionadas, injustas y que no guardan relación con los hechos atribuidos a mi persona; además, como se indica en el recurso presentado, a otros Jueces y Juezas del Área de Expropiaciones se les está acusando de los mismos hechos y la medida cautelar que adoptó el Consejo Superior respecto a ellos fue simplemente no tramitar los expedientes objeto del proceso disciplinario y por el contrario, a mi persona se le saca de la oficina, se pasa al Centro de Apoyo y Coordinación de la Función Jurisdiccional, se le prohíbe tener acceso al contexto del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda y además, se le quita de forma intempestiva y sin ningún fundamento la posibilidad de laborar en la modalidad de teletrabajo, es decir, ante causas disciplinarias idénticas se están tomando medidas drásticas muy diferentes, lo cual violenta el principio de igualdad establecido constitucionalmente. 

Por lo tanto, en este acto aporto como prueba para mejor resolver la resolución dictada a las trece horas cuarenta y tres minutos del veintinueve de agosto de dos mil diecinueve por el Tribunal de la Inspección Judicial, en la cual se ordenó la desacumulación del proceso tramitado en mi contra del proceso incoado contra Obed Molina Vargas y por ende, el Honorable Consejo Superior podrá realizar una verificación de los hechos atribuidos a mi persona y podrá comprobar que el fundamento de la medida cautelar impuesta se basó en hechos que no fueron atribuidos a mi persona y en faltas que si existieran, apenas podrían llegar a leves, de ahí que la medida aplicada en mi contra es muy drástica y desproporcionada.

Por lo tanto, nuevamente le solicito al Consejo Superior del Poder Judicial de forma muy respetuosa que reconsidere el acuerdo tomado en la sesión N°72-19 celebrada el 16 de agosto del año 2019, artículo LXXXII, documento Nº9893-19 notificado a través de la resolución Nº992-2019 de las nueve horas veintiséis minutos del veintiuno del veintiuno de agosto del año dos mil diecinueve de la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia para que:

- Se admita la prueba para mejor resolver aportada en este acto por tratarse de hechos nuevos.

- Se revoque y modifique la medida cautelar provisionalísima.

- Se me permita continuar en mi puesto en propiedad en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda tramitando y resolviendo expedientes siempre y cuando NO sean del Área de Expropiaciones mientras dure el proceso disciplinario presentado en mi contra.

- Se me permita regresar a mi oficina en el Anexo A del Segundo Circuito Judicial de San José.

- Se me permita volver a laborar en la modalidad de teletrabajo los días martes y viernes según lo dispuso el Consejo Superior en la sesión Nº94-2018 del 30 de octubre de 2018, artículo LXIV.

NOTIFICACIONES
Sigo señalando como medio principal para recibir notificaciones el correo electrónico joancr81@yahoo.com que se encuentra debidamente autorizado por el Poder Judicial y como medio subsidiario el correo electrónico jcruz@poder-judicial.go.cr”
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Sobre el particular, este Consejo estima que en virtud de los hechos investigados en contra del señor Cruz Tenorio por el presunto incumplimiento de deberes en el ejercicio de su cargo y siendo que, la oficina del Área de Expropiaciones se encuentra en mismo recinto donde se realizan las demás labores de lo Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, no se considera oportuno ni prudente para efectos de garantizar el adecuado desarrollo del procedimiento disciplinario en cuestión, que el funcionario permanezca o desarrolle funciones en el mismo recinto de la oficina señalada. 

Lo anterior, por cuanto en dicho lugar se resguardados documentos, registros, se aplican controles u otros de interés, para efectos de la tutela efectiva y la determinación de la verdad real de los hechos. Asimismo, existe el riesgo de que se presente una interacción con los posibles testigos del caso, influyendo en la versión de los hechos conocida por estos. Igualmente, su presencia física en el lugar puede repercutir en la forma en que se ejecutan las labores o se toman decisiones en el Área de Expropiaciones, al incidir con su presencia sobre el personal que permanece en dicha área o ser consultado como referencia. 
Sobre las medidas cautelares, resulta de interés señalar lo dispuesto por la Sala Constitucional, en cuanto a que: 

	"(...) Las medidas asegurativas o cautelares, según la más calificada doctrina, surgen en el proceso como una necesidad que permita garantizar una tutela jurisdiccional efectiva y por ello se pueden conceptualizar como "un conjunto de potestades procesales del juez -sea justicia jurisdiccional o administrativa- para resolver antes del fallo, con el específico fin de conservar las condiciones reales indispensables para la emisión y ejecución del acto final”.” (Voto No. 7190-94 de las 15:24 hrs. del 6 de diciembre de 1994, criterio reiterado en el Voto 3929-95 de las 15:24 hrs. del 18 de julio de 1995, considerando V). (Subrayado no pertenece al original).
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En la misma línea, la Procuraduría General de la República en su opinión jurídica O.J.-076-2013 del 28 de octubre de 2013, ha señalado respecto a la medida cautelar que implica el traslado de un funcionario, lo siguiente: 
[bookmark: _ftnref9]“Efectivamente, según hemos referido, si bien la relación de empleo público es tendencialmente estable, pero no inamovible, puede experimentar diversas vicisitudes a lo largo de su existencia. Normalmente durante el servicio activo pueden darse situaciones administrativas o estados transitorios que no obstan incluso breves cesaciones del ejercicio del puesto, sin que aquella relación se extinga, esto por decisión unilateral e incluso oficiosa de la Administración y mientras se realiza una investigación preliminar o un procedimiento formal disciplinario, como es el caso de los traslados y reubicaciones provisionales, como medidas útiles y necesarias  basadas en motivos legítimos constatables, como por ejemplo: la naturaleza y gravedad de la falta (para que no se sigan vulnerando las disposiciones legales que eventualmente podrían estar siendo quebrantadas), así como su incidencia negativa en la imagen institucional o en la prestación misma de la normalidad y eficiencia del servicio público –art. 4 de la LGAP- (evitar que se siga presentando la situación conflictiva que se haya denunciado); el aseguramiento de que el procedimiento no se vea perjudicado, obstruido u obstaculizado en su substanciación; garantizar los resultados de la investigación, etc. Razones y fundamentos que deben constar expresamente en la motivación del acto que adopta la medida (art. 136 de la LGAP).

	Ahora bien, siendo que los propios Tribunales Contencioso Administrativos enuncian entre los deberes propios del régimen de empleo público, el deber de cautelar un adecuado ambiente de control interno (arts. 39 y 40 de la Ley General de Control Interno) y que dicho sistema normativo impone transversalmente a todos los jerarcas institucionales y titulares subordinados, la adopción inmediata de medidas correctivas ante cualquier evidencia de desviaciones e irregularidades (arts. 10 y 12 incisos b) y c, 13 inciso c) y e), 14 inciso c) Ibídem y dictamen C-447-2007 de 13 de diciembre de 2007), a fin de tutelar no sólo el patrimonio público, sino de manera más amplia proporcionar seguridad razonable en toda operación institucional con miras en la consecución de los objetivos institucionales y garantizar que la gestión sea eficaz y eficiente, es lógico y razonable concluir que en ese ámbito, frente a eventuales infracciones administrativas, por faltas personales y generadoras de responsabilidad disciplinaria, puedan adoptarse medidas cautelares como el traslado o reubicación de funcionarios”.
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Por tanto, se concluye por parte de la Procuraduría General de la República en el citado dictamen que: 

“Es jurídicamente factible que en determinadas circunstancias objetivas las autoridades administrativas trasladen o reubiquen a un funcionario en aras de asegurar el control interno institucional; medida que puede adoptarse habitualmente como mecanismo de control operacional del recurso humano o de forma excepcional, como medida precautoria en el marco de un procedimiento sancionador administrativo.”
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De esta forma, considera esta Cámara que la medida cautelar de traslado de un funcionario, es jurídicamente viable y atendible si la situación bajo estudio así lo amerita.
Por otro lado, en atención a los argumentos esbozados por el recurrente respecto a que la medida resulta desproporcional para el presente caso, al aducir que las faltas atribuidas  a su persona son inexistentes y no son graves ni gravísimas, es un aspecto sobre el cual este Colegio no puede referirse hasta que se desarrolle el procedimiento disciplinario de marras y se emita la sentencia por parte del Tribunal de la Inspección Judicial, siempre y cuando la parte solicite el conocimiento del asunto en fase recursiva. 

Asimismo, señala el funcionario José Andrés Cruz Tenorio, que la aplicación de la medida cautelar de traslado únicamente por apariencia de buen derecho, no es motivo suficiente para que se le desplace de la oficina. Sin embargo, lo expuesto por el señor Cruz Tenorio no es de recibo,  por cuanto esta Cámara a tenor de lo dispuesto en el ordenamiento jurídico en el tema de las medidas cautelares, da crédito a las finalidades que por sí misma persigue la medida cautelar y que resultan aplicables al caso concreto, en virtud del principio de tutela efectiva consagrado en el artículo 41 de la Constitución Política y de los argumentos señaladas supra, al resguardar el objeto del proceso y la efectividad del acto administrativo final. 
Por último, debe indicarse lo dispuesto en el artículo 81 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, que reza:  
“Artículo 81.- Corresponde al Consejo Superior del Poder Judicial:  
(…)
6.- Trasladar, provisional o definitivamente, suspender, conceder licencias con goce de sueldo o sin él, remover y rehabilitar, con arreglo a las disposiciones correspondientes, a todos los servidores judiciales, sin perjuicio de las potestades atribuidas al Presidente de la Corte.”
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De este numeral, se desprende la potestad del Consejo, de trasladar provisional o definitivamente a un funcionario, en procura de garantizar el buen desempeño del servicio público prestado, el adecuado aprovechamiento de los recursos y la consecución de los fines y finalidades que encierran los procedimientos disciplinarios incoados. 

Por tanto, este Órgano en virtud de las razones anteriormente señaladas, considera que la medida cautelar interpuesta contra José Andrés Cruz Tenorio, encuentra sustento jurídico suficiente, por lo que se procede a rechazar la solicitud de eliminación de esta planteada por el recurrente. 
Se toma nota de la resolución dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial a las trece horas cuarenta y tres minutos del veintinueve de agosto de dos mil diecinueve, en la que se resuelve desacumular los procesos disciplinarios, sin embargo, lo anterior no varía lo dispuesto por este Consejo Superior.
Se acordó: 1) Tomar nota de las comunicaciones presentadas por el señor José Andrés Cruz Tenorio, Juez Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en nota de 26 de agosto de 2019 y 2 de setiembre de 2019. 2.) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por el señor José André Cruz Tenorio, de calidades antes señaladas, contra el acuerdo tomado por este Consejo en la sesión N° 72-19 celebrada el 16 de agosto del año 2019, artículo LXXXII. 2) Conservar la medida cautelar interpuesta contra el funcionario Cruz Tenorio, por lo que deberá mantenerse en la Dirección Jurídica, de conformidad con lo acordado por este Consejo Superior en la sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo LXXIII. Se declara acuerdo firme.”
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El máster José Andrés Cruz Tenorio, Juez Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, mediante correo electrónico del 23 de setiembre de 2019, presenta Aclaración y Adición de acuerdo, en los siguientes términos:
[bookmark: _Hlk20403262]“El suscrito Juzgador, MSc. José Andrés Cruz Tenorio, de calidades conocidas en autos, por este medio, de la manera más respetuosa y dentro del plazo legalmente establecido para ello, solicito ACLARACIÓN Y ADICIÓN del acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión Nº 80-19 celebrada el 12 de setiembre del año 2019, artículo III, el cual hace referencia a la resolución N° 1161-2019 emitida a las once horas veintiocho minutos del diecisiete de setiembre del año dos mil diecinueve por la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, la cual fue notificada el día de ayer, por las razones que se explican a continuación:
Dentro del recurso de reconsideración presentado el 26 de agosto así como el escrito que lo complementa el 2 de setiembre, ambas fechas del año 2019, el suscrito Juzgador solicitó básicamente que se me permitiera seguir laborando en mi puesto en propiedad en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda conociendo y resolviendo expedientes que no fueran del Área de Expropiaciones, sin embargo, esta gestión fue rechazada por el Consejo Superior en el acuerdo tomado por el Consejo Superior en la sesión Nº 80-19 celebrada el 12 de setiembre del año 2019, artículo III y como parte del recurso de reconsideración, también se solicitó expresamente que:
“Se me permita volver a laborar en la modalidad de teletrabajo los días martes y viernes según lo dispuso el Consejo Superior en la sesión Nº 94-2018 del 30 de octubre de 2018, artículo LXIV.”
Sin embargo, en el acuerdo que se pretende aclarar y adicionar, el Consejo Superior únicamente dispuso expresamente: “1) Tomar nota de las comunicaciones presentadas por el señor José Andrés Cruz Tenorio, Juez Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en nota de 26 de agosto de 2019 y 2 de setiembre de 2019. 2.) Rechazar el recurso de reconsideración interpuesto por el señor José André Cruz Tenorio, de calidades antes señaladas, contra el acuerdo tomado por este Consejo en la sesión N° 72-19 celebrada el 16 de agosto del año 2019, artículo LXXXII. 2) Conservar la medida cautelar interpuesta contra el funcionario Cruz Tenorio, por lo que deberá mantenerse en la Dirección Jurídica, de conformidad con lo acordado por este Consejo Superior en la sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo LXXIII. Se declara acuerdo firme”, pero es totalmente omiso respecto a la petitoria relacionada con la posibilidad de seguir laborando en la modalidad de teletrabajo los días martes y viernes, como previamente había sido aprobado por el mismo Consejo y por la Comisión de Teletrabajo, lo cual violenta el principio de congruencia e integridad que deben tener las resoluciones, ya que en este caso se resuelven unas pretensiones pero se omite hacer referencia a otras. 
En virtud de lo anterior, respetuosamente solicito al Honorable Consejo Superior del Poder Judicial que realice la ACLARACIÓN Y ADICIÓN del acuerdo tomado en la sesión Nº 80-19 celebrada el 12 de setiembre del año 2019, artículo III y se me permita seguir laborando en la modalidad de teletrabajo los días martes y viernes por las siguientes razones:
1- Porque ya se habían realizado todas las gestiones ante la Comisión de Teletrabajo, las cuales fueron aprobadas y porque el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión Nº 94-2018 del 30 de octubre de 2018, artículo LXIV, ya había aprobado sin ningún inconveniente que mi persona laborara en la modalidad de teletrabajo los días martes y viernes.
2- Porque el Honorable Consejo Superior dispuso trasladarme temporalmente al Centro de Apoyo y Coordinación de la Función Jurisdiccional mientras finaliza el procedimiento disciplinario y este departamento me asignó en la Dirección Jurídica del Poder Judicial, por lo que mi labor es rendir informes y colaborar con el Director Jurídico, el MSc Rodrigo Campos Hidalgo.
3- Porque en la Dirección Jurídica no tengo que realizar audiencias, juicios o diligencias que impliquen mi presencia física en el lugar de trabajo; además, no debo atender a los usuarios directamente y si eventualmente el Director Jurídico necesita mi presencia para alguna reunión o tema específico, es más que evidente que ahí estaré.
4- Porque la devolución del teletrabajo previamente otorgado no implica ningún gasto o erogación adicional para el Poder Judicial, al contrario, más bien implica ahorro de electricidad, insumos y otros rubros adicionales.
5- Porque laborar desde mi casa de habitación los dos días en mención, implica mayor eficiencia en mis labores consultivas en la Dirección Jurídica, ya que cuento con una amplia bibliografía de consulta y mayores herramientas tecnológicas; actualmente estoy en una oficina en el Centro de Apoyo y Coordinación de la Función Jurisdiccional compartiendo el espacio físico con otros seis Jueces y Juezas de diversas materias y prácticamente es imposible concentrarse por el ruido excesivo, lo cual evidentemente influye en una menor productividad y eficiencia en mis labores; además, en ese lugar no tengo acceso directo a bibliografía ni ninguna fuente adicional de investigación, por lo que los recursos para realizar los eventuales dictámenes jurídicos, son muy reducidos.
6- (…).
7- Porque si me permiten laborar en la modalidad de teletrabajo los días martes y viernes, no tendré que desplazarme hasta el Centro de Apoyo y Coordinación de la Función Jurisdiccional y podré continuar con el tratamiento médico sin ningún inconveniente, según se indica en el dictamen médico adjunto.
8- Porque todas las personas juzgadoras que están colaborando temporalmente en la Dirección Jurídica, están laborando en la modalidad de teletrabajo y el suscrito Juzgador no encuentra ninguna justificación fáctica o jurídica para negar esa posibilidad a mi persona, para realizar una excepción al respecto y para aplicarme un trato discriminatorio.
9- Porque nunca se han justificado adecuadamente las razones para suspenderme el teletrabajo; en la sesión Nº 75-19 celebrada el 27 de agosto del año 2019, artículo LXXIII, el Honorable Consejo Superior dispuso suspender temporalmente el acuerdo que había aprobado el teletrabajo, sin embargo, nunca indicó las razones fácticas y jurídicas para ello; debemos recordar que todo acto administrativo debe tener necesariamente elementos objetivos y subjetivos básicos y dentro de los primeros, se destaca el motivo, el contenido y el fin; la decisión de suspender temporalmente el teletrabajo no posee ningún motivo, es decir, en ningún momento se indicaron las razones jurídicas y fácticas que hacen posible la emisión del acto administrativo que suspende esa modalidad laboral, sino que simplemente se toma la decisión sin ningún fundamento, lo cual me deja en un evidente estado de indefensión, violenta el debido proceso y genera muchas dudas al respecto; en relación con el contenido del acto, la decisión de suspender el teletrabajo carece totalmente de contenido, de fundamento, de razones y de cualquier análisis; ahora bien, en relación con el fin, el suscrito Juzgador no encuentra ninguna relación entre el traslado temporal a la Dirección Jurídica y la suspensión del teletrabajo, ya que la finalidad de la medida cautelar es que mi persona no tenga ningún contacto con el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda mientras dure el procedimiento disciplinario y si se me permite teletrabajar, esa finalidad no se vería afectada ni amenazada, ya que reitero, mi labor temporal el colaborar con la Dirección Jurídica.
10- Porque laborar en la modalidad de teletrabajo no pone en riesgo la finalidad de la medida cautelar del traslado temporal, no implica ninguna afectación al procedimiento disciplinario, no interfiere negativamente en las investigaciones que se están realizando, no tiene absolutamente ninguna relación con los testigos o los participantes del proceso y además, porque el traslado a la Dirección Jurídica y las labores que realizaré temporalmente en este departamento, no implican mi presencia física en el sitio, salvo en los casos que el Director Jurídico indique expresamente, a lo cual mi persona tiene toda la disponibilidad y voluntad de asistir.
11- Porque a las otras personas juzgadoras del Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda que actualmente poseen procesos disciplinarios abiertos en el Tribunal de la Inspección Judicial se les permitió seguir laborando en ese Despacho Judicial en la modalidad de teletrabajo, es decir, a pesar de las causas disciplinarias se les respetó el acuerdo de la Comisión de Teletrabajo y del Consejo Superior, de ahí que suspender esa modalidad solamente a mi persona, sería una violación al principio de igualdad establecido en el artículo 33 de nuestra Constitución Política, ya que ante hechos idénticos, se toman decisiones diferentes que afectan mis intereses, lo cual es totalmente discriminatorio.
12- Finalmente, porque está más que demostrado que un empleado que labora en la modalidad de teletrabajo es mucho más eficiente, más productivo, no posee ninguna distracción, no tiene problemas de concentración y además, su rendimiento es mucho mayor, aunado al hecho que mi condición médica requiere permanecer en la casa de habitación, por todas las razones indicadas previamente y por los motivos que se explican en el dictamen médico aportado a este escrito.
PRUEBA PARA MEJOR RESOLVER
En este acto aporto el dictamen médico que posee el código 2.851.730 en el cual la Doctora Guiselle Brenes Pacheco recomienda que mi persona laborar en la modalidad de teletrabajo para así lograr un mejor rendimiento laborar e incidir en mi salud mental.
PRETENSIÓN
Respetuosamente solicito al Honorable Consejo Superior que realice la ACLARACIÓN Y ADICIÓN del acuerdo tomado en la sesión Nº 80-19 celebrada el 12 de setiembre del año 2019, artículo III y se me permita laborar en la modalidad de teletrabajo los días martes y viernes, tal y como había dispuesto este órgano en la sesión Nº 94-2018 del 30 de octubre de 2018, artículo LXIV.

(…)”
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Se acordó: 1.) Denegar la solicitud presentada por el máster José Andrés Cruz Tenorio, Juez Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en correo electrónico del 23 de setiembre de 2019, en cuanto a seguir laborando en su puesto en propiedad en el Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda, en consecuencia, se mantiene lo dispuesto por este Consejo Superior en sesión Nº 80-19 celebrada el 12 de setiembre del año 2019, artículo III, en razón de tratarse de una medida cautelar. 2.) Denegar la solicitud del licenciado Cruz Tenorio, en relación con la posibilidad de seguir laborando en la modalidad de teletrabajo los días martes y viernes, en tanto la autorización dada al recurrente para laborar en la modalidad de Teletrabajo, fue recomendada por la Comisión de Teletrabajo y aprobada por el Consejo Superior en su oportunidad, bajo un escenario diferente al que actualmente condiciona la situación laboral del servidor. Debe recordarse que para cada caso particular la Comisión de cita, elabora un análisis pormenorizado de las circunstancias y verifica el cumplimiento de los requisitos establecidos para esos efectos, para posteriormente emitir una recomendación. Por consiguiente para valorar lo peticionado debería inicialmente el licenciado completar el proceso requerido para que su caso sea estudiado por la Comisión respectiva bajo su situación actual. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del gestionante.
[bookmark: _Toc20748604]ARTÍCULO IV
Documento N° 2531-17 / 12312-19

En sesión N° 25-17 celebrada el 16 de marzo de 2017, artículo IV, se autorizó el incremento en el contrato N° 10-A-11 a la empresa Estrella de Cariari GB, S.A., cédula jurídica 3-101-410043, por el alquiler del inmueble que aloja al Juzgado Contravencional, Juzgado Penal, Defensa Pública, Fiscalía y O.I.J. de Garabito, conforme las especificaciones acordadas en aquel momento.
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La licenciada Ingrid Moya Aguilar, Jefa interina del Departamento de Proveeduría, en oficio N° 3459-DP/12-2019 de 24 de setiembre del 2019, presenta la siguiente gestión:
“En relación con el Contrato N° 10-A-11 correspondiente al “Alquiler de local para alojar al Juzgado Penal, Defensa Pública, Fiscalía y O.I.J. de Garabito”, en el cual se han realizado algunas modificaciones al precio inicialmente pactado, producto del aumento en la cantidad de metros cuadrados contratados y trámites de estudio de incremento del precio, me permito exponer lo siguiente:
Mediante contrato refrendado el día 20 de diciembre de 2011, se pactó el servicio del arrendamiento del local, con un costo mensual de $16.001,62 para una cantidad de 1.174 m2, a un costo por metro cuadrado de $13,63.
Posteriormente, mediante Adenda refrendada el día 15 de noviembre de 2013, se pactó el incremento de metros cuadrados contratados al local, contratándose 49 m2 adicionales, para un total de 1.223 m2 arrendados, manteniendo el costo por metro cuadrado inicialmente pactado, por lo que el costo mensual ascendió a la suma de $16.669,49.
Luego, mediante acuerdo del Consejo Superior aprobado en sesión N° 25-17, del 16-03-2017, artículo IV, se autorizó un incremento del costo por metro cuadrado, conforme al estudio emitido por el Departamento de Servicios Generales, según oficio N° 236-14-AI-2016, visible a folios 464 al 467 del expediente físico, el cual consideró lo siguiente:
-En el estudio realizado por el Departamento de Servicios Generales, se consideró en el estudio de incremento, que el área contratada para dicho local era de 1.174 m2, omitiéndose en el mismo, el área adicional de 49 m2 que ya habían sido adicionados mediante Adenda de noviembre de 2013, por lo que todos los cálculos realizados en este informe fueron basados en la cantidad total de 1.174 m2, cuando lo correcto era 1.223 m2. 
En dicho estudio realizado por el Departamento de Servicios Generales, se solicitó al contratista, proceder con la construcción de una sala de lactancia producto de las mejoras solicitadas para proceder con la aprobación del incremento de precio solicitado por el contratista, por lo que la sala a construir representaba un incremento de área de 5,50 m2, con lo cual el Departamento de Servicios Generales estimó, que el área total a contratar ascendería a 1.179,50 m2 (siendo lo correcto 1.228,50 m2, correspondiente a
-la cantidad real contratada de 1.223 m2 más 5,50 m2 adicional de la sala de lactancia).
-Adicionalmente, en dicho informe, se definió que el nuevo costo a reconocer por metro cuadrado ascendería a la suma de $17,89, por lo que se debía reconocer mensualmente al contratista la suma de $21.101,25 (correspondiente a la cantidad de 1.179,50 m2 a un costo de $17,89 por metro cuadrado), monto que sería reconocido a partir del recibido a satisfacción de las mejoras que debía realizar el contratista, la cual rige a partir del 05 de setiembre de 2017.

En virtud de lo anterior, se evidencia que existió un error en la cantidad de metros estimada en el informe emitido por el Departamento de Servicios Generales, por cuanto no se contempló la cantidad real de metros cuadrados que se estaban reconociendo a esa fecha, lo cual provocó, que el cálculo del costo mensual a reconocer al contratista, sea erróneo, y por ende, se ha estado cancelando una cantidad equivocada a la realidad por dicho servicio, por lo que se procede a realizar los cálculos reales del costo mensual que debe reconocerse al contratista por el arriendo en estudio. 
Considerando que el costo por metro cuadrado se incrementó en la suma de $17,89 mensuales, y que el área contratada previo a la aprobación del estudio del último incremento tramitado era de 1.223 m2, y se procedió a incrementarse nuevamente el área en 5,50 m2 adicionales por concepto de la construcción de la sala de lactancia, el área total que está siendo utilizada por el Poder Judicial en el local de estudio en Garabito, es de 1.228,50 m2, equivalente a la suma total mensual de $21.977,87; no obstante, siendo que mediante acuerdo del Consejo Superior N° 25-17 del 16 de marzo de 2017, se autorizó cancelar por este servicio, la suma mensual de $21.101,25, se estaría adeudando al contratista, una diferencia de $876,62 mensuales, a partir del 05 de setiembre de 2017, fecha en que se recibió a satisfacción las mejoras realizadas por el contratista.
Cabe indicar, que al respecto se procedió a confirmar con el Departamento Financiero Contable, la suma cancelada al contratista a partir del mes de setiembre de 2017 a la fecha, constatándose que efectivamente se ha cancelado la suma de $21.101,25, tal como consta a folios 554 y 559 del expediente, según información remitida por la Lida. Anett Mata Alfaro, Profesional de la Unidad de Pagos Mayores, del Departamento Financiero Contable.    
Adicionalmente se aclara, que no se procedió a solicitar al Departamento de Servicios Generales valoración del estudio realizado, por cuanto se constató que el estudio de incremento fue claro en evidenciar que por error se consideró el área útil adjudicada y no contempló los 49 m2 adicionados mediante Adenda refrendada el día 15 de noviembre de 2013, lo cual facultó a esta Proveeduría, poder realizar el presente estudio, ajustando el monto actual por metro cuadrado, a la cantidad total de metros cuadrados en uso. Por lo anterior, coincide el Departamento de Proveeduría con  la inquietud manifestada por la Administración Regional de Puntarenas, planteada mediante correo electrónico de fecha 20 de mayo de 2019, en el cual se solicitó la revisión de los pagos realizados al contrato 10-A-11, por cuanto se estimaba que el pago que se reconocía mensualmente al contratista no era concordante con la cantidad de metros cuadrados contratados, razón por la cual resulta procedente la modificación del costo mensual que se reconoce actualmente al propietario del inmueble.
Por tanto, considerando todo lo expuesto anteriormente, se solicita respetuosamente, proceder con la corrección del monto mensual a cancelar por el alquiler del local que aloja al Juzgado Contravencional, Juzgado Penal, Defensa Pública, Fiscalía y O.I.J. de Garabito, de forma tal, que el costo mensual que se cancele en adelante, sea de $21.977,87, a partir del 05 de setiembre de 2017, para lo cual se deberá proceder a cancelar el monto de $876,62 de manera retroactiva, a partir del 05 de setiembre de 2017 al 04 de octubre de 2019, en amparo a la certificación presupuestaria N°625-CE-2019 y 647-CE-2019 que se detallarán más adelante en el presente informe. 
Asimismo, se solicita autorizar que el monto mensual a cancelar a partir del próximo periodo presupuestario se contemple en la suma de $21.977,87, de manera que así pueda ser considerado en las próximas reservas presupuestarias por la Administración Regional de Puntarenas.
Al respecto, para proceder con el pago de los montos adeudados, la Administración Regional de Puntarenas, procedió a aportar las siguientes certificaciones presupuestarias:

	N° Certificación Presupuestaria
	625-CE-2019
	647-CE-2019

	[bookmark: _Hlk19101886]Programa
	927
	927

	Subpartida
	10101
	10101

	F.F.
	001
	001

	Periodo
	comprendido del 05 de setiembre del 2017 al 04 de octubre 2019
	comprendido del 05 de octubre del 2019 al 31 de diciembre 2019

	Monto Reservado
	¢12.710.990,00
	¢1.507.775,94

	
OBSERVACIONES: Para un monto total reservado de ¢14.218.765,94, correspondiente al pago mensual adeudado al contratista por un monto equivalente a ¢508.439,60.




Asimismo, tal como consta a folio 573 del expediente, la Administración se compromete a reservar la cantidad mensual de $21.977,87 a partir de su aprobación, y para los próximos ejercicios presupuestarios que conlleve la ejecución del referido contrato.”

- 0 -    

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar al Departamento de Servicios Generales que remita a este Consejo Superior, a la mayor brevedad posible, un informe refiriéndose a lo expuesto por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Jefa interina del Departamento de Proveeduría, en cuando a el área contratada para el citado local. 2.) La Dirección Ejecutiva y el del Departamento de Proveeduría, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748606]ARTÍCULO V

Documento N° 10122-15 / 12378-19.
En sesión Nº 75-15 celebrada el 20 de agosto de 2015, artículo III, se adjudicó la Licitación Abreviada N° 2015LA-000066-PROV que corresponde a la “Contratación externa de servicios profesionales en Actuarial para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial”, al señor Raúl Hernández González.  
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En oficio número 4496-DE-2019, del 25 de setiembre de 2019, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, informó:
“Para lo que a bien estime resolver el Consejo Superior, me permito remitir oficio N° 4010-DP/27-2019 de fecha 24 de setiembre de 2019, que suscribe la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Jefa a.í. del Departamento de Proveeduría, en el que se solicita la ampliación con base en la aplicación del artículo 209 del Reglamento de la Ley de Contratación Administrativa a la Licitación Abreviada 2015LA-000066-PROV denominada “Contratación externa de servicios profesional en actuarial para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial” al señor Raúl Hernández González.”

-0-  

Seguidamente se transcribe el oficio número 4010 -DP/27-2019, del 24 de setiembre de 2019, suscrito por la licenciada Ingrid Moya Aguilar, Jefa del Departamento de Proveeduría, dirigido a la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, en su citado carácter, que literalmente dice:
“En sesión N° 75-15 celebrada el 20 de agosto del 2015, artículo III, el Consejo Superior dispuso adjudicar la Licitación Abreviada 2015LA-000066-PROV, denominada “Contratación externa de servicios profesional en actuarial para el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial al señor Raúl Hernández González, cédula de identidad 02-0443-0650.

Producto de ello, mediante el contrato Nº 040115, suscrito con el señor Hernández González, refrendado por el Área de Contratación Administrativa de la Dirección Jurídica del Poder Judicial el 28 de setiembre del 2015, se formalizó el procedimiento de comentario de conformidad con los términos y condiciones del cartel y la oferta.

Solicitud de ampliación

Mediante el oficio 352-FC-2019 de fecha 19 de agosto del 2019, suscrito por el Lic. José Andrés Lizano Vargas Jefe a.i. del Proceso de Riegos y la máster Floribel Campos Solano, Jefa del Macroproceso Financiero Contable, remiten las diligencias para la ampliación del contrato actual, lo anterior en vista que actualmente se encuentra en trámite la Licitación Abreviada 2019LA-000031-PROV para gestionar un nuevo contrato, sin embargo dicha licitación aún no cuenta con una fecha para recepción de ofertas por cuanto el borrador del cartel se encuentra en revisión del Macroproceso Financiero Contable, motivo por el cual se toma la previsión de prorrogar el actual contrato únicamente por un plazo máximo de tres meses, ya que dada la envergadura del procedimiento que corresponde (Licitación Abreviada) no se tiene certeza del plazo en que pueda quedar firme un nuevo contrato puesto que aún no se tiene definida una fecha para recepción de ofertas y debido a que el objetivo es no descontinuar el servicio, es que se hace necesario valorar la posibilidad de contratar el servicio por un plazo de tres meses adicionales, a fin de poder contar con la asesoría correspondiente, siendo que los demás términos contractuales permanecerían invariables. 

	Mediante correo electrónico de fecha 30 de agosto del 2019 el Lic. Lizano Vargas, indica que lo que se requiere es ampliar el servicio únicamente de la línea N° 1, por un máximo de 36 horas por los 3 meses de prórroga, sean 12 horas por mes.  

Análisis de la aplicación del artículo 209 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa

	Así las cosas, se procede a analizar la aplicación del artículo 209 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, el cual posibilita a la Administración a realizar un contrato adicional del objeto contratado, bajo las siguientes reglas: 

“(...) 

a) Que el nuevo contrato se concluya sobre las bases del precedente. 

b) Que se mantengan los precios y condiciones con base en os cuales se ejecutaron las obligaciones, pudiendo el contratista mejorar las condiciones iniciales.

c) Que el monto del nuevo contrato no sea mayor al 50% del contrato anterior, contemplando los reajustes o revisiones y modificaciones operadas. Cuando el objeto del contrato original esté compuesto por líneas independientes, el 50% se calculará sobre el objeto y estimación general del contrato y no sobre el monto o cantidad de alguna línea en particular. En contratos de objeto continuado el 50% se considerará sobre el plazo originalmente convenido sin considerar las prórrogas.

d) Que no hayan transcurrido más de seis meses desde la recepción provisional del objeto, Cuando la recepción provisional del objeto coincida con la definitiva, el plazo comenzará a contar a partir de esta fecha. En contratos con plazos de entrega diferidos, contará a partir de la última entrega de bienes. 

Se excluyen del cómputo de este plazo la ejecución de prestaciones subsidiarias de la principal, como el plazo de garantía sobre bienes o servicios de soporte y mantenimiento derivado del principal.

e) Que en el contrato procedente no se hubiera incurrido en ningún incumplimiento grave.”

Conforme a lo anterior, se procede a realizar el siguiente análisis a fin de determinar que la situación que se presenta en la compra de referencia corresponda a las condiciones señaladas en la normativa aplicable:

1) En primer lugar es importante señalar que el contrato actual N° 040115 vence el 28 de setiembre del 2019, por lo que se evidencia que no han transcurrido 6 meses desde la fecha en la que va a vencer el contrato, por lo tanto, es posible la aplicación del artículo 209 y como tal el análisis y desarrollo de los puntos que establece dicha normativa.

2) Respecto al inciso a) referente a que el nuevo contrato se concluya sobre las bases del precedente.

En este caso, es claro que no existe un cambio en la naturaleza del objeto contractual o en el fin inicialmente propuesto, lo que se pretende más bien, es poder ampliar el plazo del contrato y de esta manera continuar con el servicio profesional de asesoría en actuarial, el cual coadyuva en el análisis y acompañamiento que requiere el Poder Judicial en esta materia, hasta que se encuentre en ejecución el nuevo contrato que se encuentra en trámite en la Proveeduría, por lo que la naturaleza del contrato inicialmente pactado se sigue mantenimiento, y dicha prorroga es sobre las mismas bases de la contratación original,  cumpliéndose así con  dicha condición.

3)	Respecto al punto b) que se mantengan los precios y condiciones con base en los cuales se ejecutaron las obligaciones.

Se cumple esta condición ya que el contrato adicional que se pretende es por un periodo de tres meses y únicamente para la línea N° 1, según se puede observar, en oficio de fecha 28 de agosto del 2019 visible a folio 421 el señor Raúl Hernández González, adjudicatario del contrato actual, manifiesta que está anuente a continuar con el servicio en las mismas condiciones inicialmente pactadas, con lo cual se tiene por cumplida dicha condición.

4)	Respecto al punto c) que el monto del nuevo contrato no sea mayor al 50% del contrato anterior, contemplando los reajustes o revisiones y modificaciones operadas.

Se tiene que inicialmente la contratación contemplo un total de 144 horas de asesoría por año, con un costo por hora de ¢40.000,00 y dos informes semestrales con un costo total de ¢2.200.000,00, para un gran total de 7.960.000,00, por año, y se definió que por mes se debía brindar un máximo de 12 horas de asesoría, por lo que tomando en cuenta este parámetro se tiene que el costo del servicio por los 3 meses que se pretende prorrogar para la línea N° 1, ascendería eventualmente a un monto de ¢1.440.000,00, monto que es inferior al monto máximo permitido a incrementar, por lo que no se estaría excediendo el límite máximo establecido y como tal se cumple con condicha condición.

6)	Respecto al punto d) que no hayan transcurrido más de seis meses desde la recepción provisional del objeto.

El contrato actual vence el próximo 28 de setiembre del 2019, por lo que a partir de esta fecha los seis meses se cumplirían en el mes de marzo del 2020, y la presente ampliación se pretende realizar a partir del  mes de octubre del 2019 por un plazo adicional de 3 meses, periodo que se encuentre dentro del rango de los seis meses que establece el artículo 209 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, por lo que se cumple con dicha condición.

7) Respecto a que en el contrato procedente no se hubiera incurrido en ningún incumplimiento grave.

Dentro de la licitación abreviada, no hubo incumplimientos por parte del contratista, todos los servicios fueron brindados según las condiciones establecidas en el pliego de condiciones.  

Disponibilidad Presupuestaria

Por otra parte, es importante indicar que existe contenido presupuestario certificado por el Macroproceso de Financiero Contable ya que mediante oficio 438-P-2019 del 29 de agosto del 2019, la MBA. Floribel Campos Solano, Jefa de Macroproceso Financiero Contable, certificó en el programa 926 “Dirección, Administración y Otros Órganos de Apoyo”, subpartida 1.04.04 “Servicios en ciencias económicas y sociales, Centro Gestor 140 “Departamento de Proveeduría”, fuente de financiamiento 001 “Ingresos Corrientes” por un monto mensual de ¢526.829,27, para un total de ¢1.440.000,00, por el periodo que comprende los últimos tres meses del año, del 29/09/2019 al 20/12/2019.

Recomendación

Luego de determinar la aplicación del artículo 209 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa, se recomienda la ampliación de la presente licitación de la siguiente forma:

Con base en todo lo anterior, se solicita muy respetuosamente, considerar la contratación adicional del servicio brindado bajo el contrato N° 040115, suscrito con el señor Raúl Hernández González, cédula de identidad 02-0443-0650; por un período de tres meses adicionales, para la línea N° 1 “Contratación de un profesional en actuarial por hora profesional para que brinde análisis y acompañamiento que requiere el Poder Judicial” para los últimos tres meses del año.

Por todo lo anterior, se solicita remitir este asunto a conocimiento del Consejo Superior, a fin de que autorice la adquisición de los servicios, esto con fundamento en el artículo 209 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa. Es importante señalar que, no podrá hacerse de conocimiento a dicha instancia antes del 28 de setiembre de 2019, fecha en la que vence el contrato actual.

(…).”
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De conformidad con lo que establece el artículo 209 del Reglamento a la Ley de Contratación Administrativa y con base en la recomendación formulada por el Departamento de Proveeduría en el oficio anteriormente transcrito, se acordó: 1.) Autorizar la contratación adicional del servicio brindado bajo el contrato N° 040115, suscrito con el señor Raúl Hernández González, por un período de tres meses adicionales, para la línea N° 1 “Contratación de un profesional en actuarial por hora profesional para que brinde análisis y acompañamiento que requiere el Poder Judicial” para los últimos tres meses del año. 2.) Notificar el presente acuerdo al señor Hernández González.
La Dirección Ejecutiva, la Auditoría, el Departamento de Proveeduría y el Departamento de Financiero Contable, tomaran nota para lo que a cada una corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748610]ARTÍCULO VI
Documento N° 17-001138-0031-IJ
Conoce este Consejo en alzada la resolución N° 1113-2018 de las catorce horas y veintiséis minutos del veinticinco de junio del año dos mil dieciocho, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial, en la causa seguida contra el servidor Randall Vargas Ramírez, Juez del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, mediante la cual se declaró con lugar la queja, calificando la falta como grave, imponiéndole la sanción de ocho días de suspensión sin goce de salario. -
I.- Mediante resolución 99-2019 de las ocho horas treinta minutos del veintiséis de abril del dos mil diecinueve, la Comisión de Relaciones Laborales, recomendó mantener la sanción impuesta al encausado por cuanto el procedimiento disciplinario seguido en su contra y la medida impuesta se encuentran ajustadas a derecho.
II. Mediante resolución de las once horas cincuenta y cinco minutos del treinta de agosto del año dos mil diecisiete, se concedió audiencia al aquí encausado para que se manifestara respecto de los siguientes cargos donde se le acusó: "RETRASO INJUSTIFICADO EN LA RESOLUCIÓN DEL EXPEDIENTE N°14-000995-1178-LA. Concretamente se le acusa de lo siguiente: 1- Que en el Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, se tramita el expediente N°14-000995-1178-LA, donde figura como actor el señor Álvaro Antonio Bustillos Ortega y como demandada la Municipalidad de San José. 2- Que usted Randall Vargas Ramírez, siendo su persona el Juzgador encargado de conocer del expediente citado en el cargo anterior ha incurrido en un retraso injustificado en la Administración de Justicia, por cuanto se le asignó para fallo desde el 26 de enero de 2016 el expediente N°14-000995-1178-LA, sin embargo al día de hoy 30 de agosto de 2017, sea 1 año y 7 meses después, usted no ha emitido la sentencia en dicho proceso, provocando un atraso e incerteza para las partes, quienes continúan esperando que usted emita la respectiva resolución en el proceso donde son parte." 
III.- El Tribunal Disciplinario tuvo como hechos probados dentro de la investigación realizada los siguientes: “1.- Que el servidor Randall Vargas Ramírez presenta 25 anualidades, según oficio N°3949-AP-2017 SICE 15098-2017 emitido por el Departamento de Gestión Humana en fecha 29 de setiembre del 2017. 2.- Que el servidor Randall Vargas Ramírez, no presenta en su prontuario sanciones disciplinarias, según se indica en el oficio CO-3952-17-REF-15098-17 de fecha 29 de setiembre del 2017; pese a lo anterior, el Sistema de Gestión del Tribunal de la Inspección Judicial, registra una sanción de suspensión sin goce de salario confirmada por el Consejo Superior en sesión N°10-18 del 06 de febrero del 2018, artículo IX. 3.- Que en el Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, se tramita el expediente N°14-000995-1178-LA, proceso en el cual figura como actor Álvaro Bustillos Ortega (hecho no controvertido con respaldo en imágenes 24 a 220 del expediente electrónico en formato pdf, correspondiente a copia del expediente judicial). 4.- Que en fecha 26 de enero del 2016 el expediente N°14-000995-1178-LA, fue asignado para fallo al encausado Randall Vargas Ramírez, en su condición de Juez Decisor 1; siendo que al día 18 de julio del 2017 - fecha interposición de la queja- dicho expediente no había sido resuelto (ver imágenes 227 y 228 del expediente electrónico en formato pdf correspondiente a capturas de pantalla de ubicaciones).” Como hecho no probado se tiene: “Que el atraso en la resolución del expediente N°14-000995-1178-LA por parte del encausado Vargas Ramírez, haya sido justificado (no existe prueba idónea en autos que acredite el hecho).”
IV.- El Licenciado Erick Zúñiga Madrigal, defensor público del encausado presentó recurso de apelación en el cual aduce errónea fundamentación del incidente de caducidad por cuanto en el presente caso posterior a haber transcurrido el plazo de los seis meses el órgano instructor concede la audiencia final cuando lo correspondiente era archivar de oficio por parte de la Administración de conformidad con el artículo 340 de la Ley General de Administración Pública y el criterio del Tribunal Contencioso Administrativo así como de la Sala Primera. Indica que la errónea fundamentación se da cuando el a quo señala que una vez reanudado el procedimiento después de haber cumplido el plazo de seis meses de inactividad es extemporáneo alegar el incidente de caducidad por parte de la defensa técnica, siendo que el ordenamiento jurídico no determina causales de interrupción ni de suspensión una vez cumplido  el plazo de los seis meses de inactividad por parte de la Administración por lo que no es factible para la Administración reanudar el procedimiento por cuanto ya habría operado la caducidad, siendo que en vez de dar audiencia final lo que procedía era declarar la caducidad, señalando que el artículo 222 inciso 2 de la Ley General de la Administración Pública no aplica en este caso  ya que la activación del proceso lo produce la Administración. /- Este Órgano Superior avala lo resuelto por el Tribunal de la Inspección Judicial respecto al tema de la caducidad alegado por cuanto la denuncia ante el órgano disciplinario competente de realizar la investigación fue presentada el 18 de julio del 2017, fecha en la que también se solicitó informe al Juez/a Coordinador/a del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José y en el mes de agosto se realizaron una serie de diligencias preliminares necesarias para dar inicio al proceso, confeccionándose el traslado de cargos una vez que se contaba con esa información, el 30 de agosto del dos mil diecisiete. Posteriormente, se observan varios trámites, dictándose la audiencia final el ocho de junio del dos mil dieciocho, es decir antes de que se terminara el plazo del año para que la investigación se concluyera. Se observa como última diligencia una constancia confeccionada por la Inspección Judicial de fecha primero de noviembre del dos mil diecisiete, quedando el expediente a la espera de dictar audiencia final, la cual se otorgó, como se indicó, mediante resolución del ocho de junio del dos mil dieciocho, por lo que efectivamente no se realizó ningún trámite durante ese periodo. Sin embargo, este Órgano Colegiado comparte el criterio esgrimido por el a quo en cuanto a que el segundo plazo establecido en el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial otorgado a la Administración para concluir la investigación del proceso disciplinario es de un año, por lo que se cumplió al no sobrepasarse el término legal, que se computa a partir del traslado de cargos hasta que se confiera la audiencia final. Cabe indicar también que de conformidad con el artículo 197 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, la Ley General de la Administración Pública y consecuentemente el artículo 340 de la misma se debe aplicar a falta de norma expresa, lo que no sucede en el caso concreto debido a la existencia del numeral 211 antes mencionado. Por otro lado, si bien es cierto que el ordenamiento jurídico vigente reconoce y sanciona los atrasos o dilaciones que se dieran durante la tramitación del proceso, en el entendido de que constituyen una irregularidad o anormalidad (numerales 128, 158 y 223,  de la LGAP) que podrán dar lugar a responsabilidad disciplinaria o patrimonial, no configuran un vicio invalidante que anule el procedimiento, siendo los plazos por su naturaleza, estrictamente instrumentales, cuya infracción sólo adquiere relevancia cuando suponen una disminución efectiva, real y trascendente de garantías, incidiendo así en la decisión de fondo y alterando evidentemente su sentido en perjuicio del administrado y aún de la propia Administración (artículo 223.2 de a LGAP), lo cual no ocurre en la especie. Es criterio de este Órgano que en caso de inobservancia de plazos, es irrelevante cuando, de todas maneras, se logra la finalidad que el legislador persigue, sea el interés público superior en la aplicación del régimen disciplinario, en observancia de las normas de subordinación y en general, del exacto cumplimiento de todos los deberes de la función pública (necesidad de mantener la disciplina interna). Así las cosas, se deniega la defensa de caducidad de la acción por inactividad de más de 6 meses. En cuanto a la extemporaneidad para alegar la caducidad por parte de la defensa técnica, la Sala Primera en las sentencias no. 001001-A-S1-2013 de las 16 horas 15 minutos del primero de agosto de 2013 y no. 000286-F-S1-2014 de las 9 horas 45 minutos del 6 de marzo de 2014, indicó: “…los efectos procedimentales de la caducidad requieren que se haya solicitado o declarado dentro del procedimiento, precisamente para ponerle fin. Ello conlleva a que la decisión administrativa dictada luego de una inercia de seis meses atribuible con exclusividad a la Administración, cuando no se haya alegado o declarado la caducidad, sea totalmente válida. De la doctrina del canon 59 en relación al 66, ambos de la LGAP, las competencias públicas se otorgan para ser ejercitadas. Solo en los supuestos en que el legislador de manera expresa disponga un fenecimiento de esa competencia por factores temporales, el órgano público se encuentra imposibilitado de actuar. Ya explicamos que, por regla general, las competencias no se extinguen por el transcurso del plazo señalado para ejercerlas. La excepción a esta regla la contempla el mismo ordinal cuando indica que habrá una limitación de la competencia por razón del tiempo cuando expresamente el legislador disponga que su existencia o ejercicio esté sujeto condiciones o términos de extinción. En este sentido, insistimos que el precepto 329 ibídem señala con toda contundencia que el acto dictado fuera de plazo es válido para todo efecto legal, salvo disposición expresa de ley, lo que aquí no ocurre. La caducidad es una forma anticipada de terminar el procedimiento y como tal, debe decretarse para generar ese efecto de cierre. Por ende, mientras no se disponga, o al menos, no se haya solicitado…no produce esa consecuencia procedimental.” En este mismo sentido, se ha pronunciado el fallo de la Sala Primera 000190-F-S1-2012 de las 8 horas 45 minutos del 16 de febrero de 2012. En suma, al no haberse alegado en la fase constitutiva del procedimiento (momento procesal oportuno para tales efectos) la caducidad aducida, se reputa como válida. Así las cosas esta Cámara estima, un requisito procedimental que debe acatarse a la hora de analizar la existencia de una caducidad del procedimiento, es que esta se haya declarado o alegado dentro del procedimiento para ponerle fin. Lo anterior se desprende de la interpretación del numeral 329 de la LGAP, pues resultaría válido el acto administrativo que se dicte luego de una inercia de seis meses, atribuible a la Administración, si antes no se reclamó la caducidad que es una de las excepciones dispuestas en la ley. Por lo anterior, se declara sin lugar este motivo.
V.- Otro motivo de inconformidad lo es la errónea fundamentación fáctica de la sentencia y valoración de la prueba basado en que se utilizó para probar los hechos la queja, que no es una prueba como tal, sino que es la información para iniciar una investigación. Agrega que para demostrar la supuesta inactividad el a quo valora erróneamente el sistema de gestión “G log” donde se registra Marianella Peralta Elizondo y Ángelo Meza Valverde ya que se observa en el apartado de acción únicamente buscar expediente, abrir expediente, no determinándose específicamente cuál era la función que estaban realizando ambos usuarios, por lo que no podría el a quo determinar cuál fue la diligencia que realizaron. Indica la defensa técnica que no existen pruebas que acrediten ninguna negligencia en el cumplimiento de los deberes propios del cargo por parte de su representado, resaltando que lo que procedía en este caso no era una sanción, sino el archivo o en su defecto una sanción menor a la impuesta. /- Al respecto, se observa que el voto del Tribunal de la Inspección Judicial fue correctamente fundamentado con la prueba que consta en el expediente, sin observarse que el a quo haya utilizado la queja como elemento probatorio para fundamentar los hechos que tuvo por demostrados como lo indica la defensa técnica. Además, se denota que en su generalidad fue analizada a la luz de una correcta valoración, descriptiva e intelectiva que llevó al Tribunal a la conclusión a la que arribó, donde se explicó claramente por qué consideraba que el encausado incurrió en la falta que se le acusó. Este Consejo, luego de valorar las imputaciones hechas al encausado y su relación con las pruebas aportadas en este procedimiento, comparte el criterio del Tribunal al fundamentar de manera fehaciente todo lo que se tuvo por demostrado, por lo que contrario a lo que quiere hacer ver la defensa técnica, se considera que existe certeza de los hechos que se tuvieron por demostrados, lográndose aseverar que la funcionario Vargas Ramírez se retrasó injustificadamente en el dictado de la sentencia del proceso N° 14-000995-1178-LA que se le asignó el 26 de enero del 2016, determinándose que a la fecha de interposición de la presente queja no se había emitido, provocando con su actuar una afectación a las partes intervinientes de ese proceso laboral, violentándose su derecho humano a una justicia pronta y cumplida que a la postre pudo generar un recurso de amparo con posible condenatoria para el Estado. Al respecto la resolución N° 2008-013962, dictada por la Sala Constitucional a la 9:31 horas del 19 de setiembre del 2008 establece la obligación del juez laboral a desempeñar una conducta muchísimo más acuciosa como impulsor del proceso. En materia laboral, esta celeridad, más que un ideal, se convierte en una necesidad apremiante debido a las cuestiones que se pretenden, de ahí la importancia que la persona trabajadora que acude ante los Juzgados de Trabajo en procura de hacer efectivos sus derechos laborales y de seguridad social obtenga una respuesta célere que subsume una agilización de los procesos en ese ámbito. Con respecto a la valoración errónea de los movimientos en el sistema de gestión que menciona la Defensa Técnica, se logró determinar que dicho sistema no registra algún movimiento del expediente después de que se le asignó al aquí encausado para el fallo correspondiente, que justifique de alguna manera el motivo por el cual se dio el retraso investigado. Si bien es cierto, después de la audiencia celebrada el 26 de enero del 2016 con ocasión del proceso laboral, el expediente fue accesado por los funcionarios Marianela Peralta Elizondo y Ángelo Meza Valverde, según se desprende del Sistema de Gestión, no se extrae de la prueba incorporada al proceso que ellos hayan tramitado alguna diligencia que impidiera al aquí encausado resolver el asunto o que se haya cambiado la ubicación del mismo para algún trámite o diligencia. Así las cosas y valorándose que los principios y normas jurídicas en materia laboral tienen por objeto la tutela de un aspecto de gran importancia en la vida del ser humano como lo es el trabajo y los derechos que se derivan del mismo, resulta reprochable el actuar del aquí encausado. Por lo anterior se declara sin lugar este alegato.
VI.- Por último, se alega desproporcionalidad de la sanción, considerando que la resolución recurrida carece de fundamento, dejándose de lado el fin preventivo de este tipo de sanciones, aunado a que no se valoró de forma íntegra toda la prueba, como también las cargas laborales que se manejan en los despachos judiciales y que su defendido no contaba con antecedentes disciplinarios. Solicita se tome en consideración que su representado ha sido un excelente funcionario, responsable y diligente en sus funciones y que la sanción impuesta no solo le afecta de manera pecuniaria, familiar y emocional sino que además le afecta para futuros ascensos, becas, etc. /- En relación a estos alegatos, no los comparte este Consejo, sino que más bien se considera que el a quo puntualizó los motivos por los cuales imponía la sanción de ocho días de suspensión sin goce de salario, debido a que se demostró con la prueba incorporada al proceso que la conducta acusada efectivamente se cometió generándose el atraso en el fallo del expediente n°14-000995-1178-LA. Tomando en cuenta los hechos demostrados en esta causa, este Consejo es conteste con la consideración que hace el Tribunal al afirmar que la falta disciplinaria en la que incurrió el encausado amerita la sanción que se impuso, la cual es acorde a lo demostrado en el proceso y a la gravedad de misma, cumpliéndose así con los principios de proporcionalidad, razonabilidad y fin correctivo que se exigen en este tipo de asuntos. Aunado a lo anterior, si bien es cierto la mayoría de los despachos laborales de este país cuentan con una carga laboral importante, el aquí encausado debió tomar las medidas necesarias con el fin de poder hacer frente a las vicisitudes, evitando que se postergara por tanto tiempo el fallo del proceso, evitando perjudicar a los usuarios del servicio público y la sensibilidad social que distingue a la materia laboral. Es menester recalcar que en este caso, contrario a lo que aduce la defensa, se consideró no era procedente atenuar la sanción impuesta debido a que el encausado presenta antecedentes disciplinarios por retrasos en el fallo de sentencias como en su tramitación. En virtud de todo lo expuesto, se declara sin lugar este agravio.
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Conforme a lo expuesto se acordó: 1) Confirmar el acto administrativo recurrido que declara con lugar la queja, calificando la falta como grave, imponiéndole la sanción de ocho días de suspensión sin goce de salario al funcionario Randall Vargas Ramírez, la cual deberá ejecutarse en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo. 2) Déjese constancia en el expediente personal del encausado de la falta cometida y la sanción impuesta. 3) Notificar a las partes a los medios señalados y realizar las comunicaciones respectivas a la Dirección de Gestión Humana y al Tribunal de la Inspección Judicial para lo de su cargo.
[bookmark: _Toc20748613]ARTÍCULO VII
Documento N° 17-000226-0031-IJ
Conoce este Consejo en alzada la resolución N° 2017-2000 de las catorce horas diez minutos del treinta de octubre del año dos mil diecisiete, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial, en la causa seguida contra Jorge Arturo Alpízar Mora, para entonces Juez del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas, mediante la cual declaró con lugar la causa, calificó como grave la falta y le impuso la sanción de tres días de suspensión sin goce de salario.
I.- La Comisión de Relaciones Laborales en resolución Nº 121-2018 de las ocho horas treinta minutos del diecinueve de diciembre de dos mil dieciocho recomendó mantener la sanción disciplinaria impuesta por el Tribunal de la Inspección Judicial. -
II.- Mediante resolución del Tribunal de la Inspección Judicial, de las catorce horas con once minutos del seis de marzo de dos mil diecisiete, se le concedió audiencia al encausado para que informara respecto a los siguientes cargos, donde se le acusa de: “Negligencia en el cumplimiento de las funciones propias del cargo y omisión de aplicar el régimen disciplinario, infringiendo lo establecido en el artículo 192 inciso 3) de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Concretamente se le atribuye: 1- Que usted Jorge Arturo Alpízar Mora, ejerció la jefatura del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas en el periodo comprendido del 03 de abril del 2014 hasta el 02 de marzo del 2015. 2- Mediante resolución de las nueve horas y diecisiete minutos del veintiuno de julio del año dos mil catorce, el Tribunal de la Inspección Judicial le delegó la competencia para tramitar el expediente disciplinario número 14-000243-0031-IJ seguido contra Kattia Carvajal Sandoval, donde mediante la resolución de las diez horas y treinta y siete minutos del tres de marzo del año dos mil catorce, se le trasladó cargos por el no pago injustificado de una deuda. 3- Usted omitió continuar con las diligencias necesarias para concluir la investigación dentro del año después de su inicio, siendo que en el expediente 14-000243-031-IJ no dictó el acto final y no aplicó el régimen disciplinario a la funcionaria judicial Carvajal Sandoval dentro del año según lo establece el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. 4- Mediante queja interpuesta por la Contraloría de Servicios de Puntarenas en fecha 21 de mayo del 2014, se le puso en conocimiento de la situación acaecida entre la funcionaria judicial Kattia Carvajal Sandoval y la usuaria Jalila Tabash Hernández, siendo que usted no le asignó un número de expediente a la causa, así como tampoco trasladó cargos ni solicitó la desestimación de la causa en el plazo del mes que establece el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para iniciar la investigación disciplinaria. 5.- En fecha 07 y 13 de mayo de 2014 se le presentó a usted como jefe del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas, dos informes de labores del estado del escritorio del técnico judicial N° 5 de dicho despacho, por lo que ordenó el inicio del proceso disciplinario N°14-02-PA contra la servidora judicial Verónica Huezo Barrantes; sin embargó usted no confeccionó el traslado de cargos correspondiente y omitió realizar el acto final; violentando de esta forma los artículos 197 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial que regulan el procedimiento disciplinario. 6.- Con su conducta infringió lo estipulado en el artículo 192 inciso 3 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al no aplicar el régimen disciplinario a las funcionarias Kattia Carvajal Sandoval y Verónica Huezo Barrantes”. -
III.- El Tribunal Disciplinario tuvo como hechos probados dentro de la investigación realizada los siguientes: 1) Que el encausado Jorge Arturo Alpízar Mora laboraba como Juez en el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas, donde ocupó la coordinación del despacho, desde abril o mayo del dos mil catorce hasta marzo del dos mil quince. (No controvertido). - 2) Que mediante resolución de las nueve horas y diecisiete minutos del veintiuno de julio del año dos mil catorce, el Tribunal de la Inspección Judicial se declaró incompetente para tramitar el expediente disciplinario número 14-000243-0031-IJ seguido contra Kattia Carvajal Sandoval por no pago injustificado de una deuda, y lo remitió al Juez Coordinador del Despacho donde laboraba la señora Carvajal Sandoval. (Expediente electrónico, formato PDF, modo ascendente, imagen 60. Se advierte que en lo sucesivo toda cita de imagen corresponderá al expediente electrónico citado).- 3) Que mediante queja interpuesta por la Contraloría de Servicios de Puntarenas en fecha 21 de mayo del 2014, se le puso en conocimiento del encausado Alpízar Mora la situación acaecida entre la funcionaria judicial Kattia Carvajal Sandoval y la usuaria Jalila Tabash Hernández, siendo que el encausado no le asignó un número de expediente a la causa, así como tampoco trasladó cargos ni solicitó la desestimación de la causa en el plazo del mes que establece el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial para iniciar la investigación disciplinaria. (Imágenes 67 a 68 y 70).- 4) Que en fecha 07 y 13 de mayo de 2014 se le presentó al encausado Jorge Arturo Alpízar Mora como jefe del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas, dos informes de labores del estado del escritorio del técnico judicial N° 5 de dicho despacho, por lo que ordenó el inicio del proceso disciplinario N°14-02-PA contra la servidora judicial Verónica Huezo Barrantes; sin embargo el encausado no confeccionó el traslado de cargos correspondiente y omitió realizar el acto final; violentando de esta forma los artículos 197 y siguientes de la Ley Orgánica del Poder Judicial que regulan el procedimiento disciplinario. (Imágenes 80, 83 a 89, 149 a 156 y 157). - 
IV- El Tribunal Disciplinario tuvo como hecho no probado el siguiente: 1) Que el encausado Jorge Arturo Alpízar Mora hubiera llegado a tener conocimiento de que la Inspección Judicial se declarara incompetente para conocer la causa 14-000243-0031-IJ. -
IV.- La defensa técnica del encausado planteó en su escrito de apelación como primer motivo, que en la resolución recurrida se dio una falta de fundamentación intelectiva, ya que considera que el Tribunal fue omiso en resolver los alegatos planteados por la Defensa en la audiencia de conclusiones, siendo que resolvió la causa sin haberse pronunciado sobre las circunstancias que mediaron los hechos, con respecto a la extraña desaparición de los expedientes disciplinarios que no fueron resueltos, situación que provocó que a su representado le fuese imposible resolverlos en tiempo. Considera que es evidente el hecho de que no se consideró a la hora de resolver los alegatos de su representado en ejercicio de su defensa, en cuanto a que los expedientes disciplinarios fueron sacados de su esfera de trabajo y escondidos, precisamente para que no fuesen resueltos, versión que en criterio del recurrente, concatenada con el resto de la prueba merecía credibilidad, ya que los testigos fueron claros en exponer ante el Tribunal las circunstancias de modo y lugar en la que se hallaron los expedientes objeto de la causa, con lo que se causa un grave perjuicio a su defendido. Como segundo motivo alega la desproporcionalidad de la sanción impuesta, pues considera que el Tribunal no hizo una adecuada fundamentación de la sanción, ya que la sola mención del perjuicio causado no sostiene en sí una sanción tan grave como la suspensión sin goce de salario. Alega la defensa, que no se tomó en cuenta por parte del Tribunal, a pesar de que se trajo prueba al respecto, que su representado tenía una carga laboral excesiva que mantenía al día, dada su dedicación en el trabajo, la que precisamente influyó para que humanamente le fuese imposible percatarse de que le habían retirado los expedientes disciplinarios de su oficina, circunstancias que considera deben de ser tomadas en cuenta para atenuar la sanción, siendo que el fin buscado por el proceso disciplinario, en este caso se haría efectivo con una sanción menor. Por las consideraciones expuestas, solicita se ordene el archivo de la causa. //- En criterio de este Órgano Colegiado, el voto del Tribunal de la Inspección Judicial está correctamente fundamentado con la prueba que consta en el expediente. Se evidencia que la prueba, en su generalidad fue analizada a la luz de una correcta valoración, descriptiva e intelectiva por lo que en la conclusión a la que arribó el Tribunal, se explicó claramente por qué se consideraba que el encausado incurrió en las faltas que se demostraron y el fundamento por el cual se calificaron las mismas de graves, así como de manera consecuente, se le eximió de responsabilidad al encartado por el cargo que se tuvo por no probado, valoración que comparte este Colegio, considerándose la sanción que se le impuso al encausado de tres días de suspensión sin goce de salario, proporcionada con respecto a los hechos que fueron comprobados en la presente causa. Alega la defensa técnica del encausado en su recurso de apelación, como primer motivo, la falta de fundamentación intelectiva, al considerar que el Tribunal de la Inspección Judicial, no valoró lo indicado por su representado en su declaración de parte en el sentido de que los expedientes le fueron sustraídos de su oficina, con el afán de perjudicarle. Con base a lo expuesto previamente y al considerar que lo indicado por el encartado en su deposición, no se tuvo por demostrado dentro del proceso, no es de recibo lo alegado. Contrario sensu, si se comprobó con la prueba allegada dentro del proceso, que el encausado Jorge Arturo Alpízar Mora, tuvo conocimiento y de hecho realizó diligencias en dos de las causas que originaron el proceso de marras, por lo que era su responsabilidad la tramitación de las mismas hasta su fenecimiento con el dictado del a resolución final, lo cual evidentemente no hizo, incumpliendo así con las funciones inherentes al cargo y con su  deber de aplicar el régimen disciplinario según lo establecido en el artículo 192 inciso 3) de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Como segundo argumento de la apelación, alega el recurrente la desproporcionalidad en la sanción impuesta, considerando que una sanción menor, podría cumplir con el objetivo del proceso disciplinario, indicando además la defensa, que a la hora de imponer la sanción, no se tomó en consideración la gran cantidad de trabajo que tenía su representado, para cuando se dieron los hechos investigados. En criterio de este Consejo Superior, como ya se consignó previamente, la sanción impuesta sí cumple con los presupuestos de racionalidad y proporcionalidad respecto de los hechos que se tuvieron por demostraros, lo que implica que con la imposición de la misma, se está haciendo una aplicación correcta y proporcionada del régimen disciplinario, por lo que contrario a la pretensión de la defensa, una sanción menor antes que cumplir con el propósito del proceso disciplinario, vendría en demérito del mismo al restar relevancia a una falta que no solamente se tiene por demostrada, sino que figura dentro de la Ley Orgánica del Poder Judicial, como una falta grave. Por otra parte en criterio de este Órgano Colegiado, no se constituye en un eximente de responsabilidad, como lo pretende la defensa, la carga laboral con la que contaba el encausado para cuando se dio la supuesta sustracción de los expedientes de su oficina, ya que pese a ello, es su deber como funcionario del Poder Judicial y como servidor público, el tener control sobre los expedientes bajo su responsabilidad, lo que implica el darse cuenta en el momento de que los mismos, por las razones que fuese, no se encontraran en su haber impidiendo de ese modo, que situaciones como las que dieron origen al expediente sub-examine se dieran, o al menos hubiese propiciado una solución más inmediata. Como se indicó supra, se considera que el a quo puntualizó los motivos por los cuales imponía la sanción de tres días de suspensión sin goce de salario, ya que se logró demostrar con la prueba incorporada al caso que la conducta que se acusó al encausado efectivamente la cometió, indicándose que dicha conducta es grave, al ser contemplada como tal en el artículo 192 inciso 3) de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Por lo expuesto, se concluye que la sanción impuesta de tres días de suspensión sin goce de salario es acorde con la gravedad de la falta cometida y objetivamente proporcional a la conducta desarrollada por el encausado, ya que conductas como la que nos ocupa no solo van en contra de lo expresamente regulado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, sino del buen desempeño en las funciones que debe tener todo servidor judicial. En virtud de todo lo expuesto, se declara sin lugar este motivo.
 Se acuerda: 1.) Confirmar el acto administrativo recurrido que declara con lugar la queja e impone la sanción de tres días de suspensión sin goce de salario al señor Jorge Arturo Alpízar Mora. 2.) La sanción fijada deberá ejecutarse dentro del plazo de un mes una vez notificado este acto administrativo.  3.) Notificar a las partes a los medios señalados y realizar las comunicaciones respectivas a la Dirección de Gestión Humana para lo de su cargo y al Tribunal de la Inspección Judicial. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748616]ARTÍCULO VIII
Documento N° 16-001666-0031-IJ
Conoce este Consejo en alzada la resolución N°2385-2017 las nueve horas y ocho minutos del veintiuno de diciembre del año dos mil diecisiete, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial, dentro del procedimiento seguido contra Juan Luis Ureña Álvarez, Investigador del Organismo de Investigación Judicial de la Delegación Regional de Pérez Zeledón, mediante la cual declaró con lugar la causa, calificó como grave la conducta indebida y como gravísima el incumplir el Reglamento para el otorgamiento de licencias e incapacidades a los beneficiarios del servicio de salud, por lo cual se le impuso por ambas conductas la revocatoria de nombramiento.
I.- La Comisión de Relaciones Laborales en resolución N° 99-2019 de las ocho horas treinta minutos del veintiséis de abril del dos mil diecinueve, recomendó por haber incumplido con el Reglamento de Incapacidades, mantener la falta como grave e imponer la sanción de quince días de suspensión sin goce de salario y con respecto a la conducta indebida, archivar la causa administrativa y activar el protocolo para servidores que padecen la enfermedad del alcoholismo.
II.- Mediante resolución de las quince horas y dieciocho minutos del trece de diciembre de dos mil dieciséis, se le trasladaron cargos el señor Juan Luis Ureña Álvarez por: “INCORRECIONES EN SU VIDA PRIVADA POR CONDUCTA INDEBIDA E INCUMPLIR EL REGLAMENTO PARA EL OTORGAMIENTO DE LICENCIAS E INCAPACIDADES A LOS BENEFICIARIOS DEL SERVICIO DE SALUD, lo anterior según los hechos que se indican a continuación: Usted Juan Luis Ureña Álvarez, de acuerdo con la boleta de aviso de incapacidades por enfermedad y licencias N°0611901, se encontraba incapacitado por enfermedad por la Sección de Neurocirugía del Hospital Escalante Pradilla de Pérez Zeledón, desde el 11 de octubre de 2016 al 09 de noviembre de 2016; sin embargo, estando usted incapacitado, el día 28 de octubre de 2016, sin poderse precisar hora exacta, pero al ser aproximadamente las veinte horas cuarenta y cinco minutos (8:45 p.m.) circulaba por el sector de Pérez Zeledón, concretamente en Río Nuevo, camino a Santa Rosa, del cementerio 2 kilómetros hacia el centro de Santa Rosa, en el vehículo placa número BFF311, inscrito a su nombre, lugar donde tuvo un accidente de tránsito, ya que ese vehículo en el cuál usted viajaba, se salió de la vía y quedó en una pendiente, por lo que usted Juan Luis con su actuar violentó el Reglamento para el Otorgamiento de Licencias e Incapacidades a los Beneficiarios del Servicio de Salud, el cual se establece que durante el periodo que se otorga la incapacidad, el paciente se encuentra inhabilitado para el desempeño de cualquier tipo de actividad remunerada y no remunerada, pública o privada, tanto en su horario ordinario como fuera de él, lo mismo que actividades académicas, físicas o recreativas, por lo que además su comportamiento al viajar el día señalado en horas de la noche en su vehículo, resulta contrario a la finalidad de la incapacidad, la cual tiene como consecuencia lógica, que el trabajador guarde reposo, logre recuperarse y así pueda reincorporarse en su trabajo lo antes posible, evitando agravar el padecimiento por el cual fue incapacitado. También se le acusa a usted Juan Luis Ureña Álvarez de comportamiento indebido, por cuanto el citado día 28 de octubre de 2016, al ser aproximadamente las veinte horas cuarenta y cinco minutos (8:45 p.m.) en el sector de Pérez Zeledón, concretamente en Río Nuevo, camino a Santa Rosa, del cementerio 2 kilómetros hacia el centro de Santa Rosa, lugar donde usted Juan Luis tuvo el accidente de tránsito con el vehículo placa número BFF311, inscrito a su nombre, el cual se salió de la vía y quedó en una pendiente, al ser atendido el accidente por el señor Mario Díaz Lizano de la Cruz Roja y el Oficial de Tránsito Carlos Luis Villagra Mendoza de la Policía de Tránsito, ambos de Pérez Zeledón, ambos señores trataron de brindarle ayuda a su persona y le pedían que saliera del vehículo, sin embargo usted Juan Luis se negaba a salir y les decía que lo dejaran ahí, que no quería salir, ya que si lo hacía le realizaban la alcoholemia, procediendo usted Juan Luis a identificarse como un funcionario del Organismo de Investigación Judicial y les indicaba que no le tocaran el vehículo que no le ppedían hacer nada, que usted sabía lo que ellos podían hacer porque usted era del OIJ. Continuando usted Juan Luis con su comportamiento indebido, al salir del vehículo usted se puso agresivo y en presencia del señor Mario Díaz Lizano, usted forcejeó con el Oficial de Tránsito Carlos Luis Villagra Mendoza a quien su persona en tono suave y mirándolo a la cara le dijo: “usted se va a quedar sin trabajo” esto cuando trataban de ponerles las esposas. Además, según percibieron los señores Mario Díaz Lizano y Carlos Luis Villagra Mendoza, usted Juan Luis ese día se encontraba bajo los efectos del licor, que según percibieron los señores Días Lizano y Villagra Mendoza, usted hablaba enredado y caminaba con dificultad, incluso al salir usted del vehículo no se podía mantener de pie y se recostaba sobre el mismo vehículo. Que usted Juan Luis Ureña Álvarez, con sus acciones y comportamiento, violentó el artículo 10 del Código de Ética Judicial del Organismo de Investigación Judicial, el cual impone el deber de los servidores y servidoras del Organismo de tener plena conciencia de su responsabilidad por los actos que ejecuten tanto dentro como fuera de su labor, ya que las directrices éticas contenidas en dicho Código, son vinculantes para tutelar también la conducta en vida privada, de ahí que se exige demostrar y practicar una conducta moral y ética intachable, lo cual usted no cumplió, al no actuar con prudencia, integridad, seriedad, moralidad y rectitud al ser atendido por funcionarios de la Cruz Roja y el Cuerpo de Bomberos de Pérez Zeledón, a quienes trato de manera irrespetuosa”. 
III.- El Tribunal Disciplinario tuvo como hechos probados dentro de la investigación realizada los siguientes: “Se tienen como efectivamente probados los siguientes hechos: 1. Que el encausado es Investigador del Organismo de Investigación Judicial para la fecha de los hechos.- (hecho no controvertido).- 2.- Que el día de los hechos, es decir el 28 de octubre de 2016 a las diecinueve horas con cincuenta minutos, el encausado Ureña Alvarez viajaba en el vehículo placas BFF311 cuando ocurrió un accidente de salirse de la vía lo que ocurrió en San José de Pérez Zeledón, Río Nuevo de la Iglesia de Santa Rosa un kilómetro a San Isidro, el vehículo se precipitó a un guindo a seis metros de profundidad, percance en que fueron atendidos los señores Juan Luis Ureña y Mauricio Ceciliano.- (hecho probado de la sentencia 1600-2016 del Juzgado de Tránsito de Pérez Zeledón expediente 16-1483-804-TR y constancia del Cuerpo de Bomberos de fecha 10 de noviembre de 2016) 3.- Que en virtud de dicho percance se confeccionó la boleta de citación de la Policía de Tránsito para el encausado número 2-2016-254001011 del 28 de octubre de 2016 y el parte de Tránsito número 254000195.- (expediente de Tránsito número 16-1483-804-TR incorporado al expediente administrativo).- 4.- Que el 28 de octubre de 2016, día del percance, encausado se encontraba incapacitado por Neurocirugía del Hospital Escalante Pradilla, según boleta de incapacidad número 0611901 desde el día once de octubre de dos mil dieciséis, hasta el día nueve de noviembre de ese mismo año.- (boleta de incapacidad adjunta al expediente administrativo en fecha 23 de noviembre número 0611901 y auto de pase número 891-DRPZ-2016).- 5.- Que el encausado, a raíz del percance automovilístico fue remitido por la Cruz Roja al Hospital Escalante Pradilla de Pérez Zeledón y del cual se expide el Oficio número JCE-CERT-8480-2016 según el cual en la Hoja de Atención de Urgencias por accidente, el día 28 de octubre de 2016 a las diecinueve horas con cincuenta y dos minutos se atendió al encausado e indica que “paciente refiere que cayó en un guindo al intentar esquivar un carro” y según expediente médico que consta agregado al expediente virtual el encausado presenta el diagnóstico definitivo que indica: “accidente de tránsito, etilismo y trauma lumbar” (ver Oficio JCE-CERT-8480-2016 y expediente médico agregado al expediente en fecha 16 de enero de 2017 apartado de escritos).- 6.- Que según el libro de novedades de la Fuerza Pública adjunto al Informe de Investigación, así como el Libro de Novedades de la Delegación del OIJ de Pérez Zeledón, a las diecinueve horas con veinticinco minutos informan los Oficiales Carlos Villagra y Errol Campos, que al atender el percance los ocupantes del vehículo, uno de los cuales era el encausado, presentaban aliento etílico, y que se llamó al Fiscal Roy Ureña quien les indicó que atendieran el incidente porque no hay indicios probables de quién pudo ser el conductor del vehículo ya que no habían testigos y que dentro del vehículo estaba el compañero del OIJ Juan Ureña.- (Informe de Investigación adjunto al expediente el 23 de noviembre de 2016).- 7.- Que el encausado fue valorado por el Departamento de Medicina Legal el cual en el dictamen PPF-2017-0002232 emite la siguiente conclusión: “Persona quien se describe un patrón de consumo de alcohol en alta tasa, pero no cumple criterios de adicción.- Es persona integral en sus capacidades mentales, reconoce lo lícito e ilícito es capaz de ajustarse a normas sociales y en condición de enfrentar un proceso.-” (dictamen adjunto en fecha 10 de octubre de 2017).- 8.- Que el día del accidente, el oficial de la Fuerza Pública Carlos Villagra indica en su condición de testigo que al llegar al lugar había un vehículo Tracker amarrado porque podía volcarse, mismo en el que había una persona adentro, el encausado, en tanto que el otro pasajero, estaba en la Unidad de la Cruz Roja siendo atendido, e indicó que el ocupante que estaba dentro del vehículo accidentando era su amigo y era funcionario judicial. (declaración de Carlos Villagra) 9.- Que dicho ocupante del vehículo accidentado se negaba a salir complicando el rescate, y expedía un olor a licor.- (declaración de Carlos Villagra).- 10.- Que el encausado, opuso cierta resistencia para ser bajado del vehículo por lo que debieron tratar de inmovilizarlo poniéndole las esposas por lo que cuando el Oficial Carlos Villagra lo trata de reducir a la impotencia, el encausado le dijo “ se va a quedar sin trabajo”, para posteriormente empezar a gritar diciendo que le dolía la espalda y que no lo movieran bruscamente porque había sido operado, para posteriormente ser trasladado al Hospital.- (declaración de Carlos Villagra y Mario Díaz Lizano).- 11.- Que el encausado acostumbra ingerir licor.- (declaración de Sergio Carballo Solís).-”.Sobre el hecho probado número 7, debe señalarse que este Consejo Superior, de conformidad con los elementos de prueba  y las valoraciones técnico jurídico realizadas en el presente caso, considera como probado el hecho de que el señor Juan Luis Ureña Álvarez padece la enfermedad del alcoholismo, esta afirmación, por cuanto como se desarrollará más adelante,  es conteste con lo indicado por los testigos y por la información recabada en la pericia desarrollada por el Departamento de Psicología Forense, la cual como señala el Tribunal de la Inspección en la sentencia recurrida, establece altas tasas de consumo de alcohol por parte del encausado. Por tanto, se tiene como un hecho probado el síndrome de dependencia al alcoholo sufrida por el encausado Ureña Álvarez.
IV.- El Tribunal Disciplinario tuvo como hechos no probados dentro de la investigación realizada los siguientes: “No se demuestra: 1.- Que el encausado tenga un diagnóstico de alcoholismo. - 2.- Que el encausado fuera el conductor del vehículo accidentado el día de los hechos. - 3.- Que el encausado se presentara como Oficial del Organismo de Investigación Judicial”. Sobre punto 2 aquí indicado, este Consejo Superior debe indicar que de conformidad con lo señalado en el considerando III anterior, se toma como probado el hecho de que el señor Juan Luis Ureña Álvarez padece la enfermedad del alcoholismo, esto con base en el peritaje que establece las altas de consumo por parte del encausado desde la edad de trece año. Por tanto, se tiene como un hecho probado el síndrome de dependencia al alcoholo sufrida por el encausado Ureña Álvarez. 
V. La Defensa Técnica del encausado en su escrito de apelación aduce una errónea valoración de la prueba, en virtud de que no se consideró por parte del Tribunal de la Inspección Judicial, la manifestación clara y franca del encausado respecto a que padece problemas del alcoholismo, los cuales fueron respaldados por el testigo Sergio Carballo Solís al momento de rendir su testimonio en la audiencia de recepción de prueba. Agrega el recurrente, que el análisis de estos testimonios en conjunto con la prueba pericial soporta de manera irrefutable el alcoholismo o síndrome de dependencia al alcohol que padece el endilgado, aspecto que no fue valorado en el presente proceso disciplinario. Asimismo, se alega que en el dictamen pericial se hizo referencia a la asistencia del señor Ureña Álvarez a citas de psicología en el IAFA, a entrevistas para iniciar el tratamiento y que fue atendido en medicina general, en donde se le recetó Fluoxetina a raíz de su padecimiento alcohólico. Del mismo modo, señala que en la testimonial del Oficial de Tránsito Carlos Villagra Mendoza, se desconoce por parte del a quo, lo indicado respecto a que el encausado se negaba a salir del vehículo complicando el rescate y expedía un olor a licor, aspectos que denotan una pérdida de autocontrol derivada del alcoholismo. Por tanto, señala el recurrente que padecer de alcoholismo o síndrome de dependencia al alcohol, es considerado una enfermedad por la Organización Mundial de la Salud y esta condición es ignorada deliberadamente por el a quo, pese a que el señor Ureña Álvarez reconoce su condición de alcohólico dependiente y el testigo Sergio Carballo Solís refiere a este padecimiento, provocándose de esta forma un grave perjuicio al encausado al no valorarse correctamente la prueba. Asimismo, agrega que el dictamen pericial forense número PPF-2017-0002232, bajo el cual se sustenta el criterio del Tribunal de la Inspección Judicial no corresponde a un peritaje eficaz para determinar la verdadera condición de alcoholismo, pues se sustenta en información incompleta y sesgada que el mismo encausado ha ofrecido en razón de su problema para reconocer su condición de alcoholismo, aspectos indicados por el encausado en la audiencia oral practicada. Por lo que señala la defensa técnica, que el funcionario Ureña Álvarez es sujeto de someterse a un tratamiento alcohólico de previo a la aplicación del régimen disciplinario.-/ En atención a estos alegatos, se estima importante indicar que el principio de valoración de la prueba establece que ésta debe ser sopesada de conformidad con las reglas de la sana crítica y nunca de forma arbitraria, ajustándose a los más altos parámetros de objetividad, siendo este ejercicio base esencial de la fundamentación del acto administrativo. Es menester señalar que, para el caso concreto este ejercicio jurídico presenta algunos aspectos de consideración, los cuales se proceden a analizar. Es así, como se debe valorar lo indicado en el dictamen pericial psiquiátrico forense número PPF-2017-0002232 del 09 de octubre de 2017, en donde se establece de manera clara y precisa que el encausado Ureña Álvarez presenta una tendencia alta al consumo de bebidas etílicas, al señalar expresamente que: “Se trata de una persona quien describe un patrón de consumo de alcohol, en alta tasa el cuál es perjudicial, presentó el año anterior consumo diario en alta tasa por un período de varios meses.” Asimismo, se incorpora en la pericia como datos complementarios y sobre los cuales el médico a cargo de la diligencia señala que tuvo a la vista y fue de su conocimiento, una copia del expediente del Instituto sobre Alcoholismo y Farmacodependencia del encausado, en donde se refiere que: “nota del 7 de setiembre, abstinencia de dos meses, control y seguimiento, medicado con fluoxetina 20 mg al día, apoyo psicosocial. Nota del 7 de 7 del 17, alcoholismo, inició a los 13 años, 3-4 veces por semana, 8 a 10 cervezas o tragos, diagnóstico de dependencia al alcohol. Refirió querer cambios, tener procesos internos en el trabajo, ansiedad, estado de ánimo de regular para arriba, asiste a grupos. Nota de psicología con misma fecha, describió, consumo desde los 13 años de edad, en mayo del año anterior tuvo una operación, remplazó medicamentos por licor; con patrón de consumo diario, en octubre del 2016 tuvo accidente con su vehículo, luego de haber tomado y le abren proceso en el Poder Judicial y parte de las recomendaciones que le dieron fue asistir al IAFA”. Por tanto, se desprende de lo anterior, el patrón la situación de dependencia alcohólica que sufre Ureña Álvarez y sobre lo cual se encuentra recibiendo tratamiento médico en una institución especializada. En el mismo sentido, este Colegio, valora el testimonio rendido por el señor Ureña Álvarez en el escrito de ofrecimiento de prueba y señalamiento de medio para recibir notificaciones (documento visible en folio 135 del expediente), al indicar que “En primer lugar solicito que de previo a cualquier acto procesal, se proceda a realizarme una valoración clínica médico forense a fin de establecer mi estado actual de dependencia alcohólica, mi estado de salud en general y actual tratamiento, para lo cual estoy anuente a someterme a cualquier valoración que sea necesaria, sea médica, psicológica o psiquiátrica”. Siendo que, se reconoce en la gestión del encausado sus problemas con el alcohol, los cuales considera deben ser de recibo para el análisis del presente caso. Esto aspecto, se sustenta en la declaración rendida por Ureña Álvarez en la audiencia oral de recepción de prueba, en donde de forma amplia y coherente sobre su dependencia al licor y su necesidad de recibir un tratamiento para superar la condición que padece. Expresamente señala el encausado: “quiero aclarar aquí en este momento, que en algún momento me ofrecí a una prueba con personal forense, para exponer un problema de salud que tengo, de alcoholismo, este y oculté información ahí al señor perito que me atendió, porque, pues en realidad he comprendido que tengo problemas de alcoholismo. Inicié con el licor desde los 13,14 años, luego en el transcurso de la vida obtuve un trabajo remunerado y esta situación del licor se me fue acentuando un poco más, desde entonces he venido tomando licor en la vida y siendo cada vez más tolerante. Como le digo, al señor perito le oculté información porque sentía miedo de que esto me pudiese repercutir en mi trabajo, de que me asusté, de enfrentar el problema y de enfrentar la vida, pero he comprendido que en realidad padezco una enfermedad de alcoholismo, la cual se me agudizó hace un tiempo para acá y en post de esta cirugía que tuve en mayo del 2016, se me agudizó bastante severa, el estar ahí, puesto en una cama, en una silla de ruedas, pues me producía mucha ansiedad, estar solo, porque me asistía solo, comencé a tomar licor en gran cantidad y ya pues, luego, vi que había cometido errores, y pues me he dado cuenta que tengo  problemas de alcoholismo en la vida, tomo mucho, prácticamente todos los días, y en cantidades exageradas, al punto que me quedo en los bares, me he quedado dormido en ellos, me he quedado dormido en mi vehículo donde está estacionado (…). He buscado ayuda sobre esta situación, después de este percance que se dio, pues he buscado ayuda con instituciones como Alcohólicos Anónimos, pero siempre, pues como se dice en ese ámbito, uno tiene resbalones, he podido aceptar que soy alcohólico, después de asistir a esta institución, de ver los pasos que ahí se dan, que dicen que la vida se la gobierna a uno el licor y no uno a la vida, que hay formas de recuperarse y que es asistiendo con ellos. También me incorporé al IAFA para tratar de buscar una solución más profunda, al haberme visto envuelto en este percance y ver que tal vez cometí una actuación levemente en contra del sistema, de la vida, de las personas que me rodean y he aceptado que tengo estos problemas de alcoholismo. Hoy le pido disculpas al sistema y me gustaría que el sistema me ayude a superar, bueno a superar más, porque lo he estado superando bastante, esta situación de alcoholismo que vivo (…)”. El padecimiento de la enfermedad de alcoholismo por parte del encausado también encuentra sustento en la pieza testimonial de Sergio Carballo Solís, quien señala que compartió con Ureña Álvarez una casa de habitación por un período de nueve meses, en donde fue testigo de la grave enfermedad que padece el encausado y su dependencia al alcohol. Es así, como manifiesta que: “¿Usted sabe si don Juan Luis tiene problemas de alcohol? -/ Todos. ¿Todos qué perdón? -/ Todos los problemas de alcohol. ¿A qué se refiere con que todos los problemas de alcohol? -/ Sí él toma mucho, tiene muchos problemas de alcohol.  ¿Qué tanto toma a su criterio, o sea usted lo acompaña o qué? ¿Por qué dice eso? -/ Pues sí digamos él y yo antes salíamos mucho. Ahora no, ahora en realidad no, ya no salimos, ya no nos vemos. ¿Con qué frecuencia tomaba licor? -/ Cuando el tiempo se lo permitía, digamos, él tenía libre, sus fines de semana, sus semanas, a él no le importaba si era domingo, lunes, martes o miércoles, él siempre tomaba cuando él no tenía que trabajar. ¿Usted cómo califica a Juan Luis como un alcohólico o un bebedor social ocasional? -/ Alcohólico, porque él no controla, él no tiene un límite de tomar, él siempre sale y hasta que se canse de tomar, hasta que se duerme, ahí termina, incluso cuando él está en la casa, cuando él termina, ya él se acuesta y usted lo ve a las dos horas levantado volviendo a tomar. ¿Por qué le consta esa situación a usted? -/Él y yo vivimos nueve meses juntos. ¿Usted le ha llamado la atención, le ha dado algún consejo sobre esa situación? -/ Sí, digamos, Nosotros se lo hemos dicho, amigos, yo en especial, que busque ayuda, él no entendía, ahora él está poniendo abajo, él está entendiendo, está buscando ayuda, en Alcohólicos Anónimos”. Por tanto, este Órgano, mediante la valoración del dictamen pericial, el testimonio del señor Juan Luis Ureña Álvarez y del testigo Sergio Carballo Solís, considera que se está en presencia de un caso que versa sobre funcionario judicial que padece la enfermedad del alcoholismo y que por la dependencia de alcohol, que esta conlleva, se han derivado otras conductas que dan pie al proceso disciplinario en cuestión, tales como la conducta irregular y el incumplimiento al Reglamento para el otorgamiento de licencias e incapacidades a los beneficiarios del servicio de salud. De ahí que, el desplazamiento realizado por el señor Ureña Álvarez el día de los hechos, violentando el reglamento que regula las incapacidades,  obedezca a la búsqueda de bebidas etílicas y por consiguiente los efectos etílicos que sufría, tal y como se desprende de la copia de la epicrisis practicada al indilgado en el Servicio de Urgencia del Hospital Escalante Pradilla de Pérez Zeledón, hagan comprensible su comportamiento hostil y de poco entendimiento al momento de ser abordado por las autoridades y los cuerpos de rescate. Situaciones que confirman, los flagelos identificados de la enfermedad del alcoholismo, al no estar el encausado Ureña Álvarez en condiciones psicológicas óptimas para adecuar su comportamiento de conformidad con la normativa que regula el tema de las incapacidades, así como para dirigirse con respecto y decoro al ser abordado por una autoridad. Por tanto, con base en los aspectos ya esbozados por esta Cámara, se admite para la valoración del presente caso la existencia de una condición de salud de relevancia para el señor Ureña Álvarez, al padecer la enfermedad del alcoholismo o lo que es igual el síndrome de dependencia al alcohol. Sobre el tratamiento y rehabilitación a los trabajadores con problemas de alcoholismo, antes de considerar la aplicación de medidas disciplinarias, la Organización Mundial de la Salud ha sido enfática en que esta constituye una enfermedad crónica. Al respecto, es importante mencionar lo resuelto por la Sala Constitucional en sentencia N° 1664-2010 de las quince horas y ocho minutos del veintisiete de enero del dos mil diez, en la que consideró en lo que interesa lo siguiente: “III.- EL ALCOHOLISMO COMO ENFERMEDAD Y LA NECESIDAD DE OTORGARLE AL TRABAJADOR LA POSIBILIDAD DE REHABILITARSE. El alcoholismo ha sido catalogado por la Organización Mundial de la Salud (OMS) como un trastorno de la salud mental con raíces biológicas, psicológicas y sociales (Perspectivas de Salud - La revista de la Organización Panamericana de la Salud, Volumen 10, Número 1, 2005). De hecho, de acuerdo con esa misma organización, el uso nocivo del alcohol es uno de los principales riesgos para la salud, responsable del 4% de la carga mundial de morbilidad. Según el segundo informe del Comité de Expertos de la OMS en problemas relacionados con el consumo de alcohol de 2006, entre el 2000 y 2002, a nivel mundial, el porcentaje total de defunciones atribuibles a su consumo ascendía a 3,7 %. El alcohol es un factor etiológico en más de sesenta enfermedades (las cardiovascular, hepáticas, mentales, las lesiones y muertes por accidentes de tráfico y los comportamientos de alto riesgo). Además, entre los daños sociales importantes relacionados con el consumo de alcohol figuran los problemas familiares e interpersonales, laborales y la marginación social. En el ámbito laboral, tal ha sido la repercusión de esta enfermedad que la Organización Internacional del Trabajo se ha dado a la tarea de investigar y emitir una serie de recomendaciones relacionadas con el uso abusivo de alcohol y otras drogas. En ese sentido, en una reunión de Expertos en Ginebra, Suiza realizada en enero de 1995, se examinaron una serie de recomendaciones prácticas sobre el tratamiento de los problemas relacionados con el consumo de alcohol y drogas en los lugares de trabajo. Estas pautas se encuentran recogidas en el documento conocido como Repertorio de recomendaciones prácticas de la Organización Internacional del Trabajo, sobre el tratamiento de cuestiones relacionadas con el alcohol y drogas en el lugar de trabajo, Ginebra, 1996. Su gran aporte fue enfocar al alcoholismo como un problema de salud que repercute no sólo en la esfera individual del trabajador sino que, además, afecta el entorno laboral, causando, incluso, la pérdida de productividad. Desde esta perspectiva, al considerarse al alcoholismo como un problema de salud, se establece la obligación de tratarlo sin discriminación como otra enfermedad más y se enmarca su tratamiento dentro del alcance de los servicios de salud (públicos o privados) según corresponda. En este esquema de abordaje, se dispuso que los patronos, preferiblemente, deben conceder a los trabajadores alcohólicos, la oportunidad de someterse a rehabilitación para superar su enfermedad sin ningún tipo de discriminación, antes de aplicar sanciones disciplinarias. Ciertamente, se reconoció la posibilidad del patrono de sancionar las conductas impropias del trabajador producto del consumo del alcohol u otras drogas, no obstante, de previo a la adopción de cualquier medida disciplinaria, deberá remitir al trabajador para que se someta a rehabilitación y tratamiento, siendo que, en caso de que no exista una respuesta afirmativa de su parte, podrá aplicar la sanción correspondiente conforme la legislación vigente. En este sentido, la recomendación No.9.1, de forma expresa, establece lo siguiente: “Preferencia por el tratamiento en vez de las medidas disciplinarias. 9.1.1. El empleador debería considerar los problemas de alcohol o de drogas como un problema de salud. En tales casos, el empleador debería normalmente ofrecer servicios de asesoramiento, tratamiento y rehabilitación a los trabajadores, antes de considerar la aplicación de medidas disciplinarias”. Asimismo, en la recomendación No. 9.2., se dispone lo siguiente: “Debería reconocerse que el empleador tiene autoridad para sancionar a los trabajadores cuya conducta profesional sea impropia como consecuencia de problemas relacionados con el alcohol o las drogas. Sin embargo, es preferible que los remitan a los servicios de asesoramiento, tratamiento y rehabilitación en vez de aplicarles sanciones disciplinarias. Si un trabajador no colabora plenamente con el tratamiento, el empleador podrá tomar las medidas disciplinarias que considere oportunas”. Dentro de este esquema, debe considerarse el papel que juega la rehabilitación de la persona alcohólica, el hecho de contar con un trabajo estable, lo que le permite sentirse productivo y reducir el grado de marginación y estigmatización. Tanto es así, que en las recomendaciones supra citadas, se reconoció que la estabilidad que ofrece un empleo se constituye, frecuentemente, en un factor importante para facilitar la superación de los problemas relacionados con el consumo de alcohol o de drogas. Al ser nuestro país miembro de la Organización Internacional del Trabajo, estas pautas, aun cuando tienen carácter recomendativo en atención al principio pro homine, sirven para integrar e interpretar el Derecho de la Constitución, en el tanto otorgan mayor protección a los derechos fundamentales de las personas. En el ordenamiento jurídico infraconstitucional, concretamente, en el Código de Trabajo, artículo 72, inciso c), se establece como prohibición absoluta para los trabajadores, laborar en estado de embriaguez o bajo cualquier otra condición análoga, mientras que, en el inciso i), del artículo 81 ibídem, se establece como justa causa de despido cuando, una vez apercibido el trabajador, incurra en una de las causales previstas por los incisos a, b, c, d y e del numeral 72 recién indicado. Es decir, al trabajador que reincida en laborar en estado de embriaguez, una vez que ha sido apercibido, podrá ser despido con justa causa. De otra parte, en la Ley General de Salud, No.5395, en el artículo 29 se establece que las personas con dependencia del uso de drogas u otras sustancias, incluidos los alcohólicos, pueden someterse, voluntariamente, a tratamiento especializado ambulatorio o de internamiento en los servicios de salud. De lo expuesto se deduce que el patrono debe brindarle al trabajador la posibilidad de tratarse y rehabilitarse antes de aplicar el régimen disciplinario, de modo que si no aprovecha tal oportunidad, podría, entonces, aplicar la sanción correspondiente. Eso sí, debe quedar claro que al trabajador le corresponderá acreditar por medios idóneos, su dependencia al alcohol y en su caso, estar recibiendo tratamiento o terapia. (…)”.  En línea con lo anterior, a nivel Institucional se emitieron las pautas para el tratamiento del alcoholismo, mediante circular número 140-2004, aprobadas por Corte Plena en Sesión N° 30-04 del 23 de agosto del año 2004, artículo XXV, donde se señala: “1.- Se reconoce al alcoholismo como una enfermedad incurable, pero sí tratable.  2.- Debe establecerse, mediante la oficina de Servicio de Salud para Empleados, un tratamiento preventivo en el uso del alcohol. 3.- En la aplicación del régimen disciplinario, debe diferenciarse entre el consumo ocasional y la dependencia del alcohol, cuyas características  básicas han sido definidas por el Comité de Alcoholismo de la Organización Mundial de la Salud, así: “regularidad en la bebida, tendencia irrefrenable a tomar, aumento de la tolerancia del alcohol, síndrome de abstinencia e intentos de evitarlo, volviendo a beber, percepción subjetiva de una necesidad compulsiva de consumir y, por último, reaparición del síntomas tras períodos de abstinencia”. (Sala Segunda, sentencia número 182, de las 10:20 horas del 23 de marzo del 2001). 4.- De previo a aplicar el régimen disciplinario, debe procurarse que la o el servidor judicial reciba asesoramiento, tratamiento y rehabilitación; para lo cual, deberán ser remitidos al Servicio de Salud para Empleados, a efectos de que se les oriente sobre el tratamiento que deben recibir. 5.- Deben prevenirse, al servidor o la servidora, sobre la posibilidad de ser destituido de sus puestos, en caso de negarse a recibir o abandonar el tratamiento; o bien, en situaciones de reincidencia. 6.- Se estimulará, mediante el Servicio de Salud para Empleados, la formación de grupos de apoyo para los y las servidoras judiciales dependientes del alcohol”. De esta forma, este Consejo, da credibilidad al argumento de que el señor Juan Luis Ureña Álvarez, se encontraba atravesando una situación física de consideración, al haber sido sometido a una cirugía de columna meses antes de que sucedieron los hechos, los cuales influyeron en su estabilidad física, psicológica y emocional, que como lo señala en su testimonio, generaron una condición de vulnerabilidad con episodios de ansiedad, al verse limitado en su movimiento y atenderse por sí mismo, incidiendo en la frecuencia y cantidad de consumo de bebidas alcohólicas. Por lo que la decisión del Tribunal de la Inspección Judicial, de tener por acreditada la falta en la que calificó como grave la conducta indebida y como gravísima el incumplir el Reglamento para el Otorgamiento de Licencias e Incapacidades a los Beneficiarios del Servicio de Salud, no es compartida por este Órgano en virtud de la condición de salud que padece el endilgado y la cual como se detalló supra repercute en la falta de conciencia de los comportamientos realizados y por ende imposibilita a la persona a dirigirse consecuentemente con el ordenamiento jurídico y los más altos valores. Por tanto, este Consejo con base en la enfermedad de alcoholismo que se toma como probada, estima que las dos faltas acusadas al señor Juan Luis Ureña Álvarez deben ser eximidas en esta ocasión de la aplicación del régimen disciplinarios, para efectos de que se brinde tratamiento formal y profesional para superar el síndrome de dependencia al alcohol que padece.  Igualmente, esta Cámara valorando los 23 años de servicio del funcionario Juan Luis Ureña Álvarez y que este no cuenta en su expediente personal con sanciones disciplinarias, vislumbra como idóneo y necesario concederle la oportunidad al encausado de someterse a rehabilitación, con el fin de que trate su enfermedad sin ningún tipo de discriminación, antes de aplicarle alguna sanción disciplinaria, pues en autos no consta que anteriormente se le haya otorgado este tipo de medida o apercibimiento por hechos de esta misma naturaleza. 
En consecuencia, se acoge el motivo de apelación respecto a la errónea valoración de la prueba y se otorga credibilidad a la condición del alcoholismo señalada por el endilgado. 
V.- En vista de lo resuelto en el considerando anterior, no se entra a conocer el resto de los agravios.
Se acordó: 1) Revocar el acto administrativo apelado, seguido contra Juan Luis Ureña Álvarez, Investigador del Organismo de Investigación Judicial de la Delegación Regional de Pérez Zeledón, mediante el cual se declaró con lugar la causa disciplinaria, se calificó como grave la conducta indebida y como gravísima el incumplimiento al Reglamento para el otorgamiento de licencias e incapacidades a los beneficiarios del servicio de salud, por las que se le impuso la revocatoria de nombramiento. 2) Remitir al encausado Juan Luis Ureña Álvarez al Servicio de Salud para Empleados Judiciales, de conformidad con la circular número 140-2004 aprobada por Corte Plena en Sesión N° 30-04 del 23 de agosto del año 2004, artículo XXV, para efectos de que se le oriente sobre el tratamiento que debe recibir. 3)  Deberá el señor Juan Luis Ureña Álvarez tratar su enfermedad de alcoholismo en el Instituto de Alcoholismo y Farmacodependencia (IAFA) o en la Caja Costarricense del Seguro Social, de acuerdo a las pautas aprobadas por la Corte Plena para el tratamiento del alcoholismo en el Poder Judicial. Además, deberá apersonarse al Servicio de Salud de Empleados del Poder Judicial en el Primer Circuito Judicial de San José, donde se le abrirá expediente médico al efecto y se coordinará el tratamiento a recibir, dándosele el seguimiento respectivo por el profesional asignado, para lo cual se requerirán informes al menos cada 6 meses sobre sus avances por parte de la Secretaría de la Inspección Judicial, los cuales deberá presentarle el encausado e informar mediante documento idóneo su finalización. En caso de incumplir con su tratamiento, o de incurrir en una acción como la que ahora se conoce, relacionado al tema del alcoholismo, puede ser sancionado hasta con el despido, debiendo la Jefatura dar el seguimiento que corresponde para que se mantenga el servidor cumpliendo con el tratamiento y tenga el debido desempeño laboral. 3.) Comuníquese al Tribunal de la Inspección Judicial, al Servicio Médico de Empleados del Poder Judicial, a la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Pérez Zeledón, a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y a la Dirección de Gestión Humana, para lo que corresponda.
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Conoce este Consejo en alzada, ante recurso de apelación, la resolución Nº 1034-2017 de las catorce horas cero minutos del cinco de junio del año dos mil diecisiete, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial, en la causa disciplinaria número 16-001180-0031-IJ, seguida contra Zarak Sofía Díaz Loría, Técnica Judicial del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas, en la que se declaró con lugar la causa disciplinaria, calificando la falta cometida como gravísima y se le impuso la sanción disciplinaria de REVOCATORIA DE NOMBRAMIENTO. 
I.- La Comisión de Relaciones Laborales mediante resolución N° 81-2019 de las trece horas treinta minutos del cinco de abril del dos mil diecinueve, recomendó modificar la calificación de la falta a grave y la sanción impuesta a quince días de suspensión sin goce de salario, considerando que aun cuando la incapacidad fue otorgada por el servicio de Ginecología, la encausada acreditó que era víctima de violencia doméstica y afrontaba como consecuencia un trastorno depresivo que la llevó a tomar la decisión de viajar fuera del territorio nacional. Señala la Comisión que la encausada cuenta con una trayectoria de 19 años y sin ninguna sanción disciplinaria.  Agrega que, si bien la encausada puso en riesgo su recuperación, se evidencia que no existió una intención de perjudicar la Administración de Justicia y que existieron circunstancias especiales como el afán de buscar la unidad familiar que permitiría atenuar la sanción de conformidad con los principios de razonabilidad y proporcionalidad que rigen el procedimiento disciplinario sancionatorio y acorde con la política seguida a nivel institucional en casos similares. Finalmente, refiere que un incumplimiento al Reglamento de Incapacidades merece ser sancionado, pero no puede conllevar a un cese de nombramiento, ya que tal situación, procedería si se tratase de una conducta reiterada y dolosa en materia de incapacidad, lo cual no ocurre en el presente caso.
II.-  Mediante resolución de las trece horas treinta y nueve minutos del treinta y uno de agosto del dos mil dieciséis, se dictó el acto inicial contra la servidora Zarak Sofía Díaz Loría, Técnica Judicial del Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas, por “Incorrecciones en su vida privada, recaído en salir del país encontrándose en período de incapacidad, contraviniendo con su actuar el Reglamento para el Otorgamiento de Incapacidades y Licencias a los Beneficiarios del Servicio de Salud”, a quien literalmente se le trasladó los siguientes cargos: “1- Que usted Díaz Loría, según boleta de incapacidad N°1111296, se encontró incapacitada del día 12 al 23 de enero de 2015. 2- Que según certificación expedida en fecha 24 de agosto de 2016 por la Dirección General de Migración y Extranjería, su persona salió del país el día 15 de enero y regresó al país el día 18 de enero ambos de 2015, es decir, durante el período en que se encontró incapacitada usted abandonó el país, contraviniendo con su actuar lo establecido por los numerales 5, 14, 15 y 16 del Reglamento para el Otorgamiento de licencias e incapacidades a los beneficiarios del Servicio de Salud, resultando su salida del país, contraria a la finalidad de la incapacidad, la cual tiene como consecuencia lógica que el trabajador guarde reposo, logre recuperarse y así pueda reincorporarse a su trabajo lo antes posible, evitando agravar el padecimiento por el cual fue incapacitado, por lo que usted Díaz Loría, según lo dispone el numeral 14 del Reglamento para el Otorgamiento de licencias e incapacidades a los beneficiarios del Servicio de Salud, en el período señalado se encontraba inhabilitada para el desempeño de cualquier tipo de actividad remunerada y no remunerada, pública o privada, tanto en su horario ordinario, como fuera de él, lo mismo que actividades académicas, físicas o recreativas que interfiera con la recomendación médica, así como viajes dentro y fuera del país, y cualquier otra actividad que ponga en peligro la recuperación de la salud del asegurado(a) activo(a)”.
III.- El Tribunal Disciplinario tuvo como hechos probados dentro de la investigación realizada los siguientes: “1. Que la servidora Zarak Sofía Díaz Loría, presenta 16 anualidades, según oficio N°2997-AP-2016 SICE:14227-16 emitido por el Departamento de Gestión Humana. 2.- Que la servidora Zarak Sofía Díaz Loría, presenta una sanción disciplinaria de suspensión sin goce de salario en su prontuario, según se indica en el oficio número AP-3000-16 SICE 14227-2016 de fecha 02 de setiembre del 2016. 3.- Que la encausada Díaz Loría, estuvo incapacitada en el período comprendido del 12 al 23 de enero del 2016 (ver copia de la boleta de incapacidad N°1111296 y reporte de estado laboral del Departamento de Gestión Humana). 4.- Que la boleta de incapacidad otorgada a la encausada fue expedida por la especialidad médica de Ginecología del Hospital Monseñor Sanabria (ver copia de la boleta de incapacidad N°1111296). 5.- Que la encausada Díaz Loría, estuvo fuera del país en el período comprendido del 15 al 18 de enero del 2015 (ver copia de certificación de la Dirección General de Migración y Extranjería de fecha 24 de agosto del 2016)”.
IV.- El Tribunal tuvo como hechos no probados en la presente causa administrativa los siguientes: “1.- Que durante el período de incapacidad comprendido entre los días 12 al 23 de enero de 2016 la encausada haya sido autorizada expresamente en su expediente médico y boleta de incapacidad por el respectivo profesional, para salir del país como parte de su terapia de recuperación o tratamiento médico, y según los parámetros establecidos en el numeral 16 del Reglamento de Incapacidades otorgadas por la CCSS (no existe prueba idónea en autos que respalde el hecho)”.
V.- ARGUMENTOS EXPUESTOS EN EL RECURSO DE APELACIÓN PLANTEADO POR LA DEFENSA TÉCNICA DE LA ENCAUSADA. El Lic. Alexis Hernández Moreira, en su recurso de apelación alega lo siguiente: 1) Violación al debido proceso, derecho de defensa en concreto a que sean escuchadas y valoradas las pruebas de la defensa. Alega que la encausada en la contestación del traslado de cargos manifestó que la salida del país no fue producto de una voluntad libre sino que la misma estaba condicionada por los mandatos de género, producto de que es víctima de violencia doméstica desde hace varios años y dicha decisión fue impuesta por su pareja a quien identifica como agresor, quien maneja el discurso manipulativo de que había que sacrificarse haciendo un viaje para recuperar su familia, lo que provoca un fenómeno de culpabilización interna en la acusada si no colabora con esa consigna.  Refiere que le fue rechazada de manera arbitraria y sin mayor explicación la prueba testimonial y documental aportada, provocándole una lesión al derecho de defensa, pues consistía en la prueba directa que iba a poner en perspectiva la prueba documental ofrecida, en el momento histórico de la toma de la decisión para la salida del país y su valoración podía haber generado un resultado diferente como el archivo de la causa, al encontrar que la decisión de salir del país no obedecía a una voluntad libre de la acusada, lo que significa ausencia del componente moral de la falta disciplinaria, por lo que su acción no era reprochable, pudiendo demostrarse que obedeció a los mandatos de género en un contexto de violencia intrafamiliar. Incluso alega que con esa prueba hubiese sido posible valorar la falta de la acusada en relación a los principios de buena fe y de lealtad, esto por cuanto era necesario valorar si existía la opción de haberse comportado de otra manera y su deseo de no perjudicar al patrono. Las opciones de castigo entonces hubieran variado y se hubieran perfilado como alternativas la amonestación escrita o bien la suspensión sin goce de salario. Solicita se anule la sentencia recurrida y se restituya a la acusada de su derecho constitucional al ejercicio de su defensa, de que escuchen y valoren las pruebas de su defensa para tomar una decisión justa. Se admita la prueba ofrecida como prueba para mejor resolver, para garantizar el debido proceso y se proceda al dictado de una nueva resolución por un Tribunal con integración diferente, para asegurar el acceso a un Tribunal objetivo e imparcial que no haya adelantado criterio. 2) Violación al principio de necesidad, razonabilidad y proporcionalidad de la sanción.  Alega que en el presente caso la falta de razonabilidad de la sanción impuesta no se justifica como necesaria, pues existen otros medios diferentes al escogido que satisfacen los mismos fines sin que la medida sea tan gravosa. Refiere que la salida del país fue por cuatro días de una incapacidad por doce días, lo que no significa que no cumpliera con el reposo el resto de los días, además, no se demostró que su recuperación se viera afectada y comprometiera su retorno a sus labores, por lo que considera que la sanción es desproporcionada con relación a la intensidad y la naturaleza de la falta que en realidad fue mínima. Asimismo, argumenta que la falta cometida es de inicios del año 2015, sin que exista ninguna evidencia de que se trate de un comportamiento reiterado o bien continuo. Es decir, que durante los últimos dos años y medio posteriores a la falta, la encausada ha venido desempeñándose en su puesto de manera continua y aceptable sin que se le atribuya ninguna otra falta, lo que a su vez se relaciona con el tema de la oportunidad de la sanción, pues su comportamiento posterior revela que no es su deseo perjudicar al Poder Judicial, manteniéndose ajustada a las normas y deberes atinentes a su cargo, perfilando la falta cometida como una circunstancia aislada y excepcional. En consideración a los antecedentes de violencia doméstica y la evidencia de que existe un seguimiento sobre el tema en dos centros de salud tanto a nivel psicológico como psiquiátrico, solicita dimensionar la sanción de manera proporcional a esta condición personal de vulnerabilidad que la impulsó a tomar una decisión que ahora se juzga inadecuada desde la defensa de sus propios intereses. Por lo anterior, considera que resulta razonable y proporcional establecer una sanción de cuatro días de suspensión sin goce de salario, sanción que figura suficiente en consideración a su falta, que le hará reflexionar sobre sus decisiones y hacer suficiente contención para evitar la futura repetición del evento, sin necesidad de que la administración tenga de que prescindir por un tiempo prolongado de un recurso humano capacitado que ha venido desempeñándose en diferentes puestos a lo largo de 16 años de servicio. Reclama también que, desde el punto de vista de la equidad la destitución del cargo no es la única sanción que se ha impuesto en este tipo de conducta, pues tanto el Tribunal de la Inspección Judicial como el Consejo Superior han aplicado para este tipo de faltas la sanción de suspensión sin goce de salario, en personas con menos condiciones de vulnerabilidad que el de la acusada en este caso y con un mayor tiempo de permanencia fuera del país, con destinos remotos en comparación con este caso. Solicita se anule y revoque la resolución recurrida, en su lugar se ordene una sanción que sea congruente con el bloque de legalidad y la aplicación de los principios de razonabilidad, idoneidad y proporcionalidad. 3) Solicita audiencia oral ante el Consejo Superior para una clara y mejor exposición de los motivos de este recurso de previo a la resolución del mismo.
	VI.- SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO Y LOS AGRAVIOS EXPUESTOS EN EL RECURSO DE APELACIÓN. En el caso concreto se ha logrado acreditar que la encausada Zarak Sofía Díaz Loría, había sido incapacitada en el período comprendido del 12 al 23 de enero del 2016, por la especialidad médica de Ginecología del Hospital Monseñor Sanabria, siendo que la encausada durante ese período estuvo fuera del país del 15 al 18 de enero del 2015, sin haber sido autorizada por el médico tratante como parte de su recuperación.  
Con base en lo anterior, es posible afirmar que la encausada vulneró los artículos 5 y 14 del Reglamento para el Otorgamiento de las Incapacidades de la Caja Costarricense del Seguro Social, ya que una incapacidad implica forzosamente un período de reposo, que imposibilita al trabajador incapacitado para laborar, realizar actividades físicas o recreativas contrarias a las órdenes emanadas del médico, así como viajes dentro y fuera del país que ponga en peligro la recuperación de la salud del asegurado, pues lo que se pretende es que el trabajador dentro del período de incapacidad recupere las facultades y/o aptitudes temporalmente pérdidas, con el objetivo que se reincorpore a sus labores habituales. 
Además, debe tomarse en consideración que el reglamento de cita establece en el artículo 15 que el asegurado que realiza actividades contrarias al reposo prescrito, no solamente ve afectada su salud, sino que también falta a los principios de universalidad, igualdad, solidaridad, subsidiaridad, obligatoriedad, unidad y equidad, que caracterizan el sistema de salud costarricense, pues desatender las recomendaciones médicas implica utilizar nuevamente los servicios institucionales y encarecerlos, con la consiguiente afectación para el sistema de Seguridad Social y para el patrono, ya que pone en riesgo la salud, retrasa su recuperación y su reincorporación al trabajo.  Asimismo, establece que quien no sigue los lineamientos ordenados por el médico que otorga la incapacidad vulnera los principios de buena fe y lealtad para con su patrono, presentes en los contratos de trabajo, así como otras obligaciones inherentes a la relación obrero-patronal, tales como conducirse conforme con los principios de rectitud, honradez, confianza y buen proceder, los cuales se mantienen vigentes, aún durante el período de incapacidad, pues así lo regula el artículo 73º del Código de Trabajo al establecer que la suspensión total o parcial de los contratos de trabajo no implica su terminación, ni extingue los derechos y obligaciones que emanen de ellos.
Lo descrito en la normativa antes mencionada fue inobservado, sin lugar a dudas, por la encausada Díaz Loría y, si bien es cierto, ésta alega que no se demostró que se haya causado una afectación en su recuperación que le impidiera reincorporarse a sus labores, tal situación no es una causa eximente de responsabilidad, pues para la configuración de una falta de esta naturaleza es suficiente que se acredite la inexistencia de una autorización médica para salir del país, ya que esa acción por sí misma pone en riesgo la condición de la persona incapacitada.  
Además, la encausada alega en su primer motivo de apelación que se violentó el derecho de defensa, pues la prueba que le fue rechazada por el Tribunal consistía en prueba directa que iba a poner en perspectiva los motivos que generaron la decisión para la salida del país y su valoración podía haber generado un resultado diferente como el archivo de la causa, ya que su actuación no obedecía a una voluntad libre, sino que se vio viciada, ya que esa decisión fue impuesta por su pareja a quien identifica como agresor, quien la manipuló bajo el pretexto de que tenía que sacrificarse haciendo el viaje para recuperar su familia. Sobre el particular este Consejo no pone en tela de duda que la encausada haya sido víctima de violencia doméstica, tal y como consta en autos, ante los hechos de agresión que denunció en el año 2012 en el Juzgado de Violencia Doméstica de Puntarenas; sin embargo, la aparente manipulación a la que se vio sometida por parte de su pareja sentimental no resulta convincente en esta ocasión, por tanto, la prueba testimonial y documental que fue rechazada por el Tribunal no constituye una violación al derecho de defensa, pues es una facultad que ostenta ese Órgano Disciplinario para admitir o rechazar la prueba que estime pertinente, conforme lo establece el numeral 203 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  
Por tal razón, los antecedentes de violencia doméstica y problemas de salud que refiere no justifican su actuación indebida, pues la incapacidad otorgada no la facultaba para salir del país, salvo que existiera una autorización expresa del médico tratante, conforme el procedimiento establecido en el artículo 16 del mencionado reglamento de incapacidades, lo que no ocurrió en el caso concreto.  
Así las cosas, se rechaza en todos sus extremos este primer motivo de inconformidad, ya que la prueba rechazada no sería capaz de modificar lo resuelto.  
En relación al segundo motivo de apelación, en el que el recurrente arguye violación al principio de necesidad, proporcionalidad y racionalidad de la sanción, se estima admisible atenuar el quantum de la sanción, tomando en consideración los antecedentes administrativos en los que se han resuelto asunto similares por parte de este Consejo, en cuyos casos no se ha demostrado que la persona acusada haya actuado de manera dolosa y en donde la salud si bien es cierto se puso en riesgo, no fue posible demostrar una afectación real en la recuperación de la persona incapacitada. 
Así las cosas, se estima procedente mantener la calificación de la falta como gravísima y modificar el quantum de la sanción a una suspensión de un mes sin goce de salario, la cual se ajusta a los parámetros de proporcionalidad y razonabilidad, tomando en consideración que, para la calificación de la falta y la fijación de la sanción, la potestad disciplinaria de la Administración tiene por finalidad el corregir y sancionar las faltas a los deberes en el ejercicio de las funciones de sus empleados e incorrecciones en la vida privada, y parten de un poder discrecional que les permite definir, con parámetros de razonabilidad y proporcionalidad, la sanción que mejor cumpla con dicha finalidad.  También es cierto que es responsabilidad de quien sanciona a la hora de determinar qué sanción impone, valorar la gravedad de la conducta, el tipo de falta cometida y la afectación al servicio público para determinar el castigo aplicable. 
En ese sentido, se admite este motivo de apelación en los términos señalados y, en consecuencia, se acoge la recomendación de la Comisión de Relaciones Laborales, en el sentido de modificar la sanción impuesta. 
Finalmente, se estima innecesario concederle audiencia a la parte encausada y a su abogado defensor, por cuanto los hechos investigados y los alegatos expuestos han sido debidamente valorados en esta resolución. 
Conforme a lo expuesto, se acordó: 1.) Acoger parcialmente el recurso de apelación interpuesto, únicamente en cuanto a la desproporcionalidad de la sanción impuesta, por tanto, se confirma el acto administrativo recurrido, en el que se declara con lugar la queja seguida contra la servidora Zarak Sofía Díaz Loría, se califica la falta cometida como gravísima pero se modifica la sanción a un mes de suspensión sin goce de salario, en atención a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, la que deberá ejecutarse en el plazo de un mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo. 2.) Déjese constancia en el expediente personal de la servidora Zarak Sofía Díaz Loría, de la falta cometida y la sanción impuesta. 3.) Comuníquese al Tribunal de la Inspección Judicial, al Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas para que ejecute la sanción impuesta, así como a la Dirección de Gestión Humana, para lo que a cada una corresponda. El Tribunal de la Inspección Judicial dará el seguimiento correspondiente, a fin de que corrobore la ejecución de la sanción impuesta al encausado dentro del plazo establecido.  4.) Notifíquese a las partes. Se declara acuerdo firme.  
[bookmark: _Toc20748620]ARTÍCULO X
Documento N° 17-000569-0031-IJ
Conoce este Consejo en alzada, ante recurso de apelación, la resolución Nº 502-2018 de las catorce horas veintitrés minutos del catorce de marzo del año dos mil dieciocho, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial, en la causa disciplinaria número 17-000569-0031-IJ, seguida contra Josué Alemán Rodríguez, investigador en la Delegación Regional del O.I.J. de Pérez Zeledón, en la que se declaró con lugar la causa disciplinaria, calificando la falta cometida como grave y se le impuso la sanción disciplinaria de un mes de suspensión sin goce de salario. 
I.- La Comisión de Relaciones Laborales mediante resolución N° 40-2019 de las ocho horas treinta minutos del veintidós de marzo del dos mil diecinueve, consideró que no se detectan vicios en la fundamentación, sea de forma o de fondo, que determinen la ineficacia de lo resuelto y por el contrario los agravios expuestos en el recurso de apelación carecen de sustento para ser declarados con lugar.  Señala la Comisión que, de no haber sido por la reubicación de los lockers de la oficina y asignación a los oficiales de la delegación regional, los asuntos asignados al encausado se hubiesen mantenido en estado de abandono.  Refiere que la defensa trata de justificar esta situación con el hecho que se trataba de causas iniciadas a raíz de información confidencial que, según su valoración, no tenían ninguna información contundente, considerando que, según los testigos, las mismas se archivaron por ese mismo motivo; sin embargo, la Comisión estima que  el encausado, luego de agotar la investigación correspondiente, debió de presentar el informe para el archivo de la misma, lo cual no hizo, en abierto desacato a sus deberes como funcionario público y de ahí que el reproche que le realiza el Tribunal es el correcto, derivado de un adecuado análisis de la prueba testimonial y documental recabada. Por lo anterior, la Comisión considera que la calificación de la falta y sanción establecida es la correcta, resulta proporcional y razonable a la naturaleza de los actos cometidos.
II.- Mediante resolución de las catorce horas veintitrés minutos del dos de mayo del año dos mil diecisiete, se dictó el acto inicial contra el servidor Josué Alemán Rodríguez, investigador en la Delegación Regional del O.I.J. de Pérez Zeledón, por “Negligencia en los deberes propios del cargo”, a quien concretamente se le trasladó los siguientes cargos: “1. Sin precisar fecha exacta pero sí para el año 2014, a usted Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 09-DROG-14, en el cual se tiene como investigado a Evelyn Serrano Díaz y Andrea Aguilar Núñez. Siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. 2. En fecha 26 de mayo del 2014, a usted Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 11-DROG-14, en el cual se tiene como investigado a Jonathan Angulo y Evelyn Duarte Sandoval. Siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. 3. En fecha 26 de mayo del 2014, a usted Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 12-DROG-14, en el cual se tiene como investigado Bolívar Gamboa Segura. Siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. 4. Sin precisar fecha exacta pero sí para el año 2014, a usted Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 15-DROG-14, en el cual se tiene como a investigado Minor Antonio Arce Chaves. Siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. 5. En fecha 24 de junio del 2014, a usted Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 16-DROG-14, en el cual se tiene como investigado Marvin Antonio Monge Vindas. Siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. 6. En fecha 24 de junio del 2014, a usted Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 17-DROG-14, en el cual se tiene como investigado Nidia Garro Chaves y otros. Siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. 7. En fecha 06 de octubre del 2014, a usted Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 32-DROG-14, el cual no registra investigado. Siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. 8. Que los casos anteriormente descritos, así como el CASO DURIKA 2013, bajo el número único 13-200518-0634-PE, por el delito de abusos sexual y otros, fueron asignados a su persona Josué Alemán Rodríguez, quien en evidente falta al deber de cuidado, no mantuvo bajo su cuidado ni su custodia, ya que los mismos fueron hallados, en un casillero de la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de Pérez Zeledón, casillero que se identifica con el número nueve y el apellido "Torres", el cual no era asignado a su persona Alemán Rodríguez. Hechos por los cuales se abrió causa penal 17-000618-0064-PE, la cual se tramita en la Fiscalía de Crimen Organizado, por el Delito de Narcotráfico”. 
III.- El Tribunal Disciplinario tuvo como hechos probados dentro de la investigación realizada los siguientes: “1- Que sin precisar fecha exacta, pero sí para el año 2014, al acusado Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 09-DROG-14, en el cual se tiene como investigado a Evelyn Serrano Díaz y Andrea Aguilar Núñez, siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó lo siguiente: bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. (Ver prueba documental que consta en autos en el expediente virtual y testimonial de Randy Trejos Morales, Luis Aguilar Alvarado y Leonardo Vargas Marín). 2- Que en fecha 26 de mayo del 2014, al investigado Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 11-DROG-14, en el cual se tiene como investigado a Jonathan Angulo y Evelyn Duarte Sandoval, siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: la bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. (Ver prueba documental que consta en autos en el expediente virtual y testimonial de Randy Trejos Morales, Luis Aguilar Alvarado y Leonardo Vargas Marín). 3- Que en fecha 26 de mayo del 2014, al denunciado Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 12-DROG-14, en el cual se tiene como investigado Bolívar Gamboa Segura, siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: la bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. (Ver prueba documental que consta en autos en el expediente virtual y testimonial de Randy Trejos Morales, Luis Aguilar Alvarado y Leonardo Vargas Marín). 4- Que sin precisar fecha exacta pero sí para el año 2014, al acusado Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 15-DROG-14, en el cual se tiene como a investigado Minor Antonio Arce Chaves, siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: la bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. (Ver prueba documental que consta en autos en el expediente virtual y testimonial de Randy Trejos Morales, Luis Aguilar Alvarado y Leonardo Vargas Marín). 5- Que en fecha 24 de junio del 2014, al investigado Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 16-DROG-14, en el cual se tiene como investigado Marvin Antonio Monge Vindas, siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: la bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. (Ver prueba documental que consta en autos en el expediente virtual y testimonial de Randy Trejos Morales, Luis Aguilar Alvarado y Leonardo Vargas Marín). 6- Que en fecha 24 de junio del 2014, al encausado Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 17-DROG-14, en el cual se tiene como investigado Nidia Garro Chaves y otros, siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: la bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. (Ver prueba documental que consta en autos en el expediente virtual y testimonial de Randy Trejos Morales, Luis Aguilar Alvarado y Leonardo Vargas Marín). 7- Que en fecha 06 de octubre del 2014, al denunciado Josué Alemán Rodríguez, se le asignó el CASO 32-DROG-14, el cual no registra investigado, siendo que de forma negligente en los deberes propios de su cargo como Investigador Judicial, no confeccionó: la bitácora del expediente, cronograma de actividades, no le dio fecha de inicio, así como tampoco confeccionó informe policial que finalizara la investigación en el presente caso, causando de esta forma un retraso de aproximadamente tres años. (Ver prueba documental que consta en autos en el expediente virtual y testimonial de Randy Trejos Morales, Luis Aguilar Alvarado y Leonardo Vargas Marín). 8- Que los casos anteriormente descritos, así como el CASO DURIKA 2013, bajo el número único 13-200518-0634-PE, por el delito de abusos sexual y otros, fueron asignados al encausado Josué Alemán Rodríguez, quien en evidente falta al deber de cuidado, no mantuvo bajo su cuidado ni su custodia, ya que los mismos fueron hallados, en un casillero de la Delegación del Organismo de Investigación Judicial de Pérez Zeledón, casillero que se identifica con el número nueve y el apellido "Torres", el cual no era asignado a su persona Alemán Rodríguez, siendo que por tales hechos por los cuales se abrió causa penal 17-000618-0064-PE, la cual se tramita en la Fiscalía de Crimen Organizado, por el Delito de Narcotráfico. (Ver prueba documental que consta en autos en el expediente virtual y testimonial de Randy Trejos Morales, Luis Aguilar Alvarado y Leonardo Vargas Marín)”.
[bookmark: _Hlk1657604][bookmark: _Hlk533088204]IV.- RECURSO DE APELACIÓN INTERPUESTO POR LA DEFENSA TÉCNICA DEL ENCAUSADO. La Licda. Melissa Méndez Quirós, en su calidad de defensora pública, interpuso recurso de apelación alegando lo siguiente: 1) Falta de fundamentación intelectiva.  Reclama que no es cierto que los expedientes que se acusan debían de salir con informe policial final, ya que ningún testigo mencionó eso, por el contrario, quedó muy claro que los casos "DROG", por ser iniciados con información confidencial quedan a la espera de que se incorporen nuevos elementos de prueba para poder iniciar un proceso con número único. Refiere que en relación a la supuesta gravedad por no embalar la evidencia y resguardarla en la bodega, no es un hecho contenido en el traslado de cargos por lo que no tiene por qué ser fundamento de la sanción al ser violatorio del principio de correlación entre acusación y sentencia, que en todo caso no es cierto que se haya puesto en riegos la salud pública por haberse hallado en un sitio que tenía acceso cualquier persona, ya que el locker donde se haya la evidencia, estaba en apariencia al olvido de la Delegación, porque no buscaron los expedientes, mucho menos tener libre acceso a la evidencia. Además, alega que el Tribunal no valoró los argumentos expuestos en la audiencia final por la defensa, ya que, como se indicó en la misma, se logró demostrar que los casos que se le acusan al encausado como atraso, no eran expedientes de tramitación ordinaria, los testigos indicaron que no había plazo para culminar las investigaciones de los siete casos "DROG", en virtud de que los mismos eran asuntos que estaban a la espera de cualquier información que permita continuar con la investigación, por lo tanto no existe tal afectación o retraso en la investigación porque no existe un plazo establecido, a diferencia de los expedientes que tienen número único. Agrega que no hay un análisis por parte del órgano decisor que le hubiese permitido concluir que la falta que se acusaba no constituía ningún atraso en la investigación de causas, tan es así que -como lo hizo ver la Defensa- las causas no fueron continuadas por el Organismo de Investigación Judicial, porque simplemente no existían elementos suficientes para abrir un proceso propiamente con asignación de número único. Asimismo, señala que el Tribunal dejó de lado que el descubrimiento de los expedientes se hizo mucho tiempo después de que el encausado ya no trabajara en la oficina y propiamente cuando se hizo entrega de los casos de drogas a la siguiente sección, el encausado no participó de la entrega, por lo que no se hizo un adecuado inventario de los casos que se estaban remitiendo, a pesar de que existe prueba documental que hace saber de la existencia de cada uno de los casos acusados, que estuvo a disposición de los investigadores que continuaron con la sección de drogas, situación que no es atribuible al encausado. Solicita se acoja este motivo y se archive la causa. 2) Desproporcionalidad de la sanción impuesta. Señala que la finalidad de la sanción en el proceso disciplinario es la corrección del funcionario judicial, ya que el derecho administrativo disciplinario en el Poder Judicial debe ser correctivo y no represivo. Alega que el Tribunal no ha fundamentado el quantum de la sanción, sino lo que ha hecho es una cita de la normativa aplicable como una serie de frases rutinarias que no dan cuerpo a la imposición de un mes de suspensión por un "atraso" en la investigación de causas que iniciaron con información confidencial no contundente, según lo declararon los testigos de cargo. Sobre el principio de proporcionalidad y razonabilidad cita la resolución 5924-2007 de la Sala Constitucional. Arguye que contrario a lo que ha indicado la Sala en sus pronunciamientos, el Tribunal sin fundamentación debida ha impuesto la sanción que más afecta al administrado, por lo que no cumple con los parámetros que establece la ley. Solicita se declare con lugar el motivo y se imponga una amonestación escrita, que lograría el objetivo que tiene la Administración de corregir la falta de un atraso de trabajo. 
V.- SOBRE EL FONDO DEL ASUNTO Y LOS AGRAVIOS DE LA DEFENSA TÉCNICA. En el caso bajo estudio ha quedado debidamente acreditado que el encausado Josué Alemán Rodríguez con su proceder incurrió en una manifiesta negligencia en los deberes propios de su cargo, ya que no confeccionó las bitácoras de los casos en cuestión, no realizó los cronogramas de actividades, no le dio fecha de inicio ni tampoco realizó un informe o resolución de cierre de las investigaciones.  
Sobre el particular, se ha establecido que este tipo de asuntos identificados como “DROG” son iniciados por información confidencial no concreta, sin embargo, el Lic. Randy Trejos Morales, Jefe de la Delegación del O.I.J. de Pérez Zeledón, narró que esos casos deben ser registrados en los libros físicos que se llevan para esos efectos y una vez que se cuente con información contundente se le asigna número único para continuar su trámite bajo dirección funcional del Ministerio Público.  
La defensa técnica intenta minimizar la actuación de su representado señalando que esos asuntos no requerían ser finalizados con un informe policial; sin embargo, ese argumento resulta inadmisible, ya que el mismo Lic. Trejos Morales señaló que a esos casos se les debe dar un cierre por documento u oficio, ya que es fundamental que el Ministerio Público tenga conocimiento, aunque no se pueda judicializar. Por su parte, el testigo Luis Aguilar Alvarado manifestó que esos casos se ingresan al libro de control, se hace un legajo y, al igual que cualquier otro caso lleva su bitácora de diligencias realizadas, fecha de inicio y se comienza a documentar el legajo. 
En virtud de lo anterior, se considera que los casos identificados internamente como “DROG”, efectivamente deben ser tramitados y custodiados con mayor recelo, ya que contienen información de carácter sensible, por lo que no es justificable que un investigador que es conocedor de esa situación no haya tomado las medidas de control interno correspondientes, dejando en abandono documentación que correspondía a investigaciones de drogas. 
Por otra parte, la defensa alega que él no embalar la evidencia y resguardarla en la bodega, no tiene por qué ser fundamento de la sanción por no ser un hecho contenido en el traslado de cargos.  Al respecto, si bien es cierto en el acto inicial no consta que se le haya trasladado algún cargo al encausado en relación a la droga encontrada en abandono; se estima que, aun suprimiendo ese reproche, la gravedad de los hechos atribuidos y debidamente acreditados son suficientes para considerar que el denunciado incurrió en una falta grave que amerita una sanción como la impuesta por el Tribunal.  
Además, es importante mencionar que efectivamente dichos asuntos de drogas sufrieron un atraso considerable en su tramitación, por lo que resulta válido considerar que la actuación del encausado también encuadra en lo que establece el artículo 192 inciso 8) de la Ley Orgánica del Poder Judicial.  
En cuanto a la alegada desproporcionalidad de la sanción impuesta, tampoco se comparte ese motivo de apelación, pues como bien lo señala el Tribunal, el encausado con su actuar incumplió con sus deberes propios del cargo e infringió la normativa relacionada con la Ley de Control Interno y los principios éticos aplicables a los servidores del Organismo de Investigación Judicial. También debe considerarse que ese tipo de actuaciones, al no ser atendidas las investigaciones policiales con la seriedad y celeridad que ameritan, contribuye a que la salud pública y la seguridad ciudadana se continúe viendo afectada por ilícitos relacionados con la venta, tráfico y consumo de drogas. 
En síntesis, es posible concluir que el encausado no solamente incurrió en la negligencia acusada, sino que también provocó un atraso significativo en la resolución de las investigaciones, pues ese tipo de casos también deben ser atendidos dentro de plazos razonables y no pueden quedar bajo la discrecionalidad del investigador por tantos años, salvo que sean de carácter complejo debidamente justificados ante su jefatura, lo cual no sucedió en la especie.  
Así las cosas, se rechazan los motivos de inconformidad planteados por la recurrente y se confirma lo resuelto por el Tribunal, considerándose que la calificación de la falta como grave se ajusta al mérito de los autos y la sanción impuesta de un mes de suspensión sin goce de salario se encuentra acorde con la gravedad de la falta. Asimismo, se comparte la valoración y la recomendación realizada por la Comisión de Relaciones Laborales. 
    Conforme a lo expuesto se acordó: 1.) Declarar sin lugar el recurso de apelación interpuesto, por tanto, se confirma el acto administrativo recurrido, en cuanto declara con lugar la queja contra Josué Alemán Rodríguez, califica la falta como grave y, en atención a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, se impone la sanción a un mes de suspensión sin goce de salario, la cual no podrá ejecutarse en virtud de que el encausado no se encuentra laborando para el Poder Judicial por haberse dictado en su contra la sanción de revocatoria de nombramiento en otro proceso disciplinario. 2.) Déjese constancia en el expediente personal del servidor Josué Alemán Rodríguez de la falta cometida y la sanción impuesta. 3.) Comuníquese a la Dirección de Gestión Humana, al Tribunal de la Inspección Judicial, a la Dirección General y a la Delegación Regional de Pérez Zeledón, ambas del Organismo de Investigación Judicial, para lo que a cada una corresponda. 5) Notifíquese a las partes. Se declara acuerdo firme.  
[bookmark: _Toc20748622]ARTÍCULO XI
Documento N° 17-001911-0031-IJ
Conoce este Consejo en alzada la resolución N° 2055-2018 de las 13:53 horas del 25 de octubre de 2018, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial, dentro de la causa 17-001911-0031-IJ, seguida contra Corina de los Angeles Barberena Martínez, al momento de los hechos, Coordinadora Judicial del Juzgado Contravencional y de Transito del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, mediante la cual declaró con lugar la falta cometida, calificándola de grave e imponiéndole la sanción de cinco días de suspensión sin goce de salario. 
I.- En resolución 113-2019 de las 08:30 horas del 26 de abril de 2019, la Comisión de Relaciones Laborales, recomendó mantener la sanción impuesta. 
II.- Mediante resolución de 14:47 horas del 17 de noviembre de 2018, se concedió audiencia a la servidora Corina Barberena Martínez, para que se manifestara respecto a los siguientes cargos: “(…) Fallas en el Ejercicio del Cargo y Faltas de Respeto. Propiamente se acusó1.- El 17 de octubre de 2017, la licenciada Maureen Vargas Solano le encomendó a usted Corina Barberena Martínez elaborar un informe correspondiente al mes de octubre, conforme a lo ordenado en la circular 155-2017 misma que estableció se emitiera un informe mensual que debía ser presentado ante el Patronato de Construcciones, Instalaciones y Adquisición de Bienes de acuerdo al artículo 416 de Ley 5386, siendo que una vez elaborado debía ser pasado a revisión a la jefatura. 2.- Usted Barberena Martínez procedió a enviar el informe indicado en el punto anterior directamente al Patronato de Construcciones, Instalaciones y Adquisición de Bienes sin la previa revisión de la jefatura y con datos del mes de agosto de 2017 y no del mes de octubre de 2017 como correspondía según la circular 155-2017 ocasionando dicha situación que la licenciada Maureen tuviese que corregir el informe y remitirlo de manera tardía. 3.- Usted Corina Barberena Martínez como encargada de la custodia y envió de evidencias, debía remitir unos toldos con su respectiva armadura al depósito de objetos de San Joaquín de Flores correspondientes a los expedientes 16-000719-0680-FC y 16-000718-0680-FC, esto desde el 30 de agosto de 2017, siendo que para hacer este envío se firmó (sic) boleta con fecha del 18 de octubre del 2017, sin embargo usted de forma omisa los envío (sic) hasta el 30 de octubre de 2017. 4.- El 24 de octubre de 2017, ante la indicación del Licenciado Marco Arce Castro sobre un error en la citación del expediente 17-000408-0680-FC, correspondiente al técnico Ashley Calvo Barrantes, usted Corina Barberena Martínez de manera irrespetuosa dijo: “como siempre no hacen las cosas bien”, lo anterior con un comportamiento tendiente a menoscabar la dignidad de Calvo Barrantes. 5.- El 24 de octubre de 2017 entre las 11:30 horas y 13:00 horas (hora de almuerzo) cuando el funcionario Luis Ramírez Valverde reposaba su cabeza sobre el escritorio, usted Corina Barberena Martínez le puso unos expedientes en el escritorio junto a su cabeza rosando levemente sus manos provocando que el funcionario se despertara asustado. 6.- El 26 de octubre de 2017, entre las 11:30 horas y 13:00 horas (hora de almuerzo) usted Corina Barberena Martínez encontrándose en el Juzgado Contravencional y de Tránsito de Guápiles con el funcionario Jonathan Cubero Calvo le dijo de forma irrespetuosa: “que cuando lo había tratado de forma avergonzante”, lo anterior ante el correo remitido por la jefatura donde se le indicaba la forma en que debía girar una directriz, situación que desconcertó a Cubero Calvo al no tener conocimiento de lo referido. 7.- El 27 de octubre de 2017, la licenciada Maureen Vargas Solano le informó a usted Corina Barberena Martínez que el día sábado 28 de octubre de 2017 se presentaría a trabajar, por lo que usted Barberena Martínez de manera negligente en cuanto a sus funciones no autorizó los permisos del Sistema informático Gestión para que Vargas Solano pudiese realizar las labores el día sábado ya que al no concederse los permisos no podría ingresar al Sistema de Gestión y realizar las labores propias. […]” (sic) (…)”.
III.- El Tribunal Disciplinario, tuvo como hechos probados dentro de la investigación realizada los siguientes: “1) La denunciada Corina de los Ángeles Barberena Martínez, se desempeña como Coordinadora Judicial en el Juzgado Contravencional y de Tránsito del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, sumando a la fecha de confección de las constancias respectivas en su prontuario 22 anuales. (Ver oficios N° 4908-AP-2017 SICE: 18715-2017, emitido en fecha 28 de noviembre del año 2017 por el Departamento de Gestión Humana, Subproceso Administración de Personal, archivos debidamente incorporados al expediente virtual). 2) La encausada presenta en su prontuario personal, las siguientes sanciones disciplinarias: i. una suspensión sin goce de salario aplicada entre el 1 y el 30 de setiembre del año 2016; ii. Suspensión sin goce de salario del día 14 de octubre del año 2016, conforme acuerdo del Consejo Superior en sesión 88-16 del 22 de septiembre del año 2016; iii. Suspensión sin goce de salario tramitada en esta sede mediante la sumaria 16-000615-0031-IJ. (Ver oficio 4910-AP-17-REF-18715-17 emitido en fecha 28 de noviembre del año 2017 por el Departamento de Gestión Humana, Subproceso Administración de Personal, archivos debidamente incorporados al expediente virtual). 3) El Consejo Superior del Poder Judicial, en sesión 80-17 del día 30 de agosto del año 2017, artículo LXVI, ordenó a los Juzgados Contravencionales, remitir mensualmente al Patronato de Construcciones, Instalaciones y Adquisición de Bienes del Ministerio de Justicia y Gracia, un informe en el cual se debería informar de las sanciones impuestas en los procesos tramitados en esa sede, correspondientes a días multa. (Ver Circular 155-2017 del 27 de setiembre del año 2017, emitida por la Secretaría General de la Corte Suprema de Justicia, archivo adjunto al escritorio virtual) 4) El día 27 de octubre del año 2017 mediante correo electrónico, la jueza coordinadora del Juzgado Contravencional y de Tránsito del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, ordenó a la encausada Corina de los Ángeles Barberena Martínez confeccionar un informe conforme los alcances descritos en el hecho anterior. Aunado a ello, la juzgadora advirtió a la denunciada que previo a la remisión respectiva, se lo trasladara para su revisión. (Ver declaración testimonial de Mauren Vargas Solano durante audiencia de recepción de prueba y copia de correo electrónico remitido desde la cuenta electrónica mvargas@poder-judicial.go.cr entre otro al destinatario cbarberena@poder-judicial.go.cr en fecha 17 de octubre del año 2017, archivos debidamente adjuntos al escritorio virtual). 5) Mediante correo electrónico de fecha 17 de octubre del año 2017, la encausada remitió desde la cuenta electrónica del Juzgado Contravencional y Tránsito del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, el informe al Patronato de Construcciones, Instalaciones y Adquisición de Bienes del Ministerio de Justicia y Gracia, sin antes ser revisado por la Jueza Coordinadora del despacho tal y como le fue ordenado. (Ver copia de correo electrónico de cuenta poc-jcontrav@poder-judicial.go.cr a fbogantes@mj.go.cr y declaración testimonial de Mauren Vargas Solano durante audiencia de recepción de prueba, archivos debidamente incorporados al escritorio virtual). 6) Debido a la acción descrita en el hecho anterior, la jueza Coordinadora Juzgado Contravencional y Tránsito del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica el día 17 de octubre del año 2017, remitió un correo electrónico al Patronato de Construcciones, Instalaciones y Adquisición de Bienes del Ministerio de Justicia y Gracia, solicitando dejar sin efecto el informe enviado en esa misma fecha por la denunciada Barberena Martínez. (Ver copia de correo electrónico de cuenta mvargas@poder-judicial.go.cr a fbogantes@mj.go.cr del 17 de octubre del año 2017 y declaración testimonial de Mauren Vargas Solano durante audiencia de recepción de prueba, archivos debidamente incorporados al escritorio virtual). 7) En el Juzgado Contravencional y Tránsito del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, se tramitan las causas 16-000719-0680-FC y 16-000718-0680-FC, en las cuales se encontraban decomisados dos “toldos” de color azul con armadura, a los cuales le fue fijada como fecha de remisión al Departamento de Objetos Decomisados del Organismo de Investigación Judicial, el día 18 de octubre del año 2017. (Ver copia de boletas “Inventario de Objetos Decomisados” de las sumarias 16-000719-0680-FC y 16-000718-0680-FC del día 18 de octubre del año 2017 y declaraciones testimoniales de Mauren Vargas Solano y Ashley Calvo Barrantes durante audiencia de recepción de prueba, archivos debidamente incorporados al escritorio virtual). 8) Los “toldos” descritos en el hecho anterior, no fueron remitidos en la fecha indicada (18 de octubre del año 2017) debido a la ausencia de la gestión respectiva por parte de la encausada Barberena Martínez. (Ver declaraciones testimoniales de Mauren Vargas Solano y Ashley Calvo Barrantes durante audiencia de recepción de prueba y correo electrónico remitido de la cuenta mgomezme@poder-judicial-go.cr a la cuenta de correo electrónico de la encausada, archivos debidamente incorporados al escritorio virtual). 9) El día 24 de octubre del año 2017, durante el descanso a la jornada laboral (medio día) la encausada Barberena Martínez colocó en el escritorio del servidor judicial Luis Ángel Ramírez Valverde, un conjunto de expedientes, mientras este último se encontraba reposando. (Ver declaraciones testimoniales de Mauren Vargas Solano y Luis Ángel Ramírez Valverde durante audiencia de recepción de prueba, archivos debidamente incorporados al escritorio virtual). 10) En fecha sábado 28 de octubre del año 2017, la jueza coordinadora del Juzgado Contravencional y Tránsito del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, se apersonó a laborar al despacho, sin embargo no le fue posible ingresar al Sistema de Gestión de los Despachos Judiciales en tanto carecía de los permisos respectivos. (Ver declaración testimonial de Mauren Vargas Solano durante audiencia de recepción de prueba, archivo debidamente incorporados al escritorio virtual)”.
IV.-Como hechos no probados se tienen: “1) Que las manifestaciones emitidas el día 24 de octubre del año 2017, por parte de la encausada Barberena Martínez, esto es: “como siempre no hacen las cosas bien”, refiriéndose al técnico judicial Ashley Calvo Barrantes, menoscabaran la dignidad de este último. (No fueron traídos al proceso suficientes elementos de prueba que permitan comprobar ese hecho). 2) Que la colocación de algunos expedientes en fecha 24 de octubre del año 2017 en el escritorio del servidor judicial Juzgado Contravencional y Tránsito del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Luis Ramírez Valverde, por parte de la denunciada, provocó que el servidor Ramírez Valverde se despertara asustado. (No fueron traídos al proceso elementos que permitan comprobar ese hecho). 3) Que el día 26 de octubre del año 2017, en las instalaciones del Juzgado Contravencional y Tránsito del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, a raíz de una indicación remitida por la jefatura del despacho (respecto a la forma en la cual debía la encausada girar una directriz), la denunciada Barberena Martínez, de forma irrespetuosa le indicara al servidor judicial “que cuándo lo había tratado de avergonzar”. (No fueron traídos al proceso elementos que permitan comprobar ese hecho). 4) Que la ausencia de los respectivos permisos para utilizar el sistema institucional informático de Gestión de Despachos Judiciales por parte de la jueza coordinadora del Juzgado Contravencional y Tránsito del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, el día sábado 28 de octubre del año 2017, resultara a partir de una acción negligente por parte de la encausada Barberena Martínez. (No fueron traídos al proceso suficientes elementos que permitan comprobar ese hecho)”.
V.- En escrito de apelación presentado por la encausada Barberena Martínez y su defensa técnica, se alega en resumen: 
1.- Señala la recurrente una inadecuada valoración de la prueba, pues se cómo se observa, lo que remitió al Patronato de Construcciones, fue un informe donde efectivamente indicaba que no había ningún depósito a su orden, por esa razón, no requería ninguna valoración por parte de la jefatura. En relación con el tema de los toldos, no existe ninguna trasgresión de responsabilidades de su parte, señala que para el momento de los hechos se encontraba incapacitada, durante todo el mes de septiembre y regresando hasta el día 03 de octubre, lo que evidencia una causal de eximición. Por ello, es evidente el desconocimiento de su parte en el envío de los toldos indicados, no es sino hasta el 18 de octubre, que el señor Ashley Calvo, la pone en conocimiento. No fue valorada la prueba por ella aportada, lo que presume una gravísima violación al Bloque de Legalidad. Además respecto al tema de los toldos, no se causó ningún perjuicio ni se pusieron estos en peligro, toda vez que, estaban custodiados en una bodega prestada por la Administración y en segundo lugar porque los imputados eran ignorados. 
Sobre el particular, se hace necesario acotar que entre los requisitos indispensables de todo acto administrativo, que pueda llegar a imponer una sanción, en este caso de carácter disciplinaria, se encuentra la motivación o fundamentación de la misma. Entre los diversos tipos de fundamentación, la fundamentación probatoria, constituye la descripción mediante la cual se expone íntegramente el contenido de la prueba evacuada en el caso concreto. Debiéndose señalar claramente por qué un(os) testimonio(s) le genera(n) mayor credibilidad que otro(s) y en caso de que no se haga este análisis se da una indebida valoración probatoria. En el presente asunto, luego de un estudio detallado del expediente y de la prueba documental y testimonial incorporada en autos, y de lo referido en la apelación presentada, considera este Órgano que no lleva razón la apelante, pues se observa que los hechos han quedado plenamente acreditados, se tiene que se ha demostrado en el ejercicio de sus funciones como Coordinadora Judicial del Juzgado Contravencional y Tránsito del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica, de forma injustificada incumplió una directriz directa emitida por la Jueza Coordinadora del despacho, la cual le ordenó que previo a enviar un informe en el cual se debían enumerar las multas impuestas en aquella sede por concepto de sanción, (conforme lo dispuso en su momento el este Consejo, en sesión 80-17 del día 30 de agosto del año 2017 artículo LXVI), le remitiera copia a su correo institucional. Lo anterior según consta en la declaración testimonial de Mauren Vargas Solano, Jueza Coordinadora y en la copia constante en autos, remitida desde la cuenta electrónica mvargas@poder-judicial.go.cr, entre otros, al destinatario cbarberena@poder-judicial.go.cr, en fecha 17 de octubre del año 2017. No obstante, la encausada remitió el informe sin antes haberlo hecho de conocimiento de su jefatura, y siendo que no envió la información correcta, tuvo que ser solicitado por parte de la Jueza Coordinadora dejar sin efecto este envió, pues no tuvo noción de lo que contenía el enviado por la servidora Berberena Martínez. Lo anterior, contraviniendo claramente la orden emanada por un superior, a quien le corresponde la debida supervisión de las tareas que asigne, más aún sí el correo por el cual salió el informe era el oficial del despacho. Señala la recurrente, como parte de su defensa, que al no tener depósitos que declarar, no hacía falta el comunicarle a la jueza; sin embargo, se equivoca la apelante en su apreciación, pues como parte de las funciones como Jefatura, corresponde el supervisar las laboras que se realicen en el despacho de índole administrativo, además de que como superior, podría tener responsabilidad sobre lo que se envíe mediante el correo oficial de despacho. Por lo cual, si se debía comunicarle el contenido de la información que iba hacer enviada.
Por otra parte, se acusa a la investigada de no haber llevado a cabo las diligencias necesarias para remitir, el día 18 de octubre del año 2017, unos bienes decomisados en las causas 16-000719-0680-FC y 16-000718-0680-FC al Departamento de Objetos Decomisados del Organismo de Investigación Judicial. Tal y como lo señala el Tribunal disciplinario, la ausencia del traslado efectivo de los bienes caídos en decomiso los cuales permanecían en custodia provisional del despacho judicial, pudo ocasionar que estos sufrieran daños o incluso se extraviaran, considerando la ausencia de un espacio físico idóneo como lo afirmó la declarante Vargas Solano. Siendo que dicha actuación, pudo ocasionar un claro perjuicio al propietario de esos bienes, lo que acarrearía una eventual responsabilidad civil por parte de la Institución. Sobre estos hechos se contó con el testimonio de las personas servidoras Mauren Cecilia Vargas Solano y Ashley José Calvo Barrantes, quienes relataron la dinámica acontecida respecto a la necesidad del traslado urgente de unos “toldos” al Departamento de Objetos ubicado en San Joaquín de Flores. Ambos hicieron hincapié en que el referido traslado debía realizarse desde finales del mes de agosto del año 2017, pero ello no fue posible sino, hasta el día 18 de octubre de ese año, cuando les fijaron una cita en el despacho de cita para su entrega, para lo cual de antemano fueron confeccionadas y firmadas las boletas respectivas. Los testigos, señalaron a la encausada Barberena Martínez como la responsable de realizar las gestiones propias para concretar dicho envío, siendo su responsabilidad desde un inicio el traslado, debido al riesgo latente de tener esos objetos en el despacho. Por ello, efectivamente incumplió con las labores que le fueron asignadas, la recurrente alega que para ese periodo se encontraba incapacitada; no obstante, no se observa prueba que respalde su dicho. 
Sanción por imponer 
Estima este Consejo, en estricto apego a la normativa que le cobija para la aplicación de una sanción disciplinaria, que en el presente asunto, ha existido una violación a los deberes propios del cargo que está obligada a cumplir toda persona como servidor o servidora judicial, dándose ineludiblemente una afectación al servicio público brindado por la Institución. Debe tomarse en consideración que se trata de una servidora de más de 22 años de servicio, además desempeña un puesto, donde se necesita tener un amplio conocimiento de los aspectos de índole administrativo y más con mucha mayor razón, es consciente del deber de obediencia que le atañe como servidora pública, por lo que su actuación fue contraria a los lineamientos institucionales. Este Consejo considera que en el presente asunto el Tribunal realizó una ponderación efectiva entre lo acusado y lo sancionado. No obstante, la Sala Constitucional ha considerado respecto a la proporcionalidad y razonabilidad de las sanciones disciplinarias, en las sentencias constitucionales números 2011-5272, de las 15:17 hrs. del 27 de abril del 2011 y la N° 8858-98, de las 16:33 hrs. del 15 de diciembre de 1998, que: “(…) Conviene indicar, que el principio de razonabilidad y proporcionalidad cumple un rol de primer orden en el Derecho Administrativo, al proyectarse en diversos ámbitos. Así, es de vital importancia como límite al ejercicio de la discrecionalidad administrativa, al establecer la Ley General de la Administración Pública que no podrán dictarse actos administrativos discrecionales contrarios a las reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a los principios elementales de justicia, lógica o conveniencia (artículos 16, párrafo 1°, 158, párrafo 4° y 160). En materia de los elementos constitutivos de índole material objetivo (motivo, contenido y fin), debe existir una relación de proporcionalidad entre los mismos, así para una falta disciplinaria específica de un funcionario –motivo- debe existir una sanción proporcionada –amonestación verbal o escrita, suspensión o destitución-, en tal sentido el artículo 132, párrafo 2°, de la Ley General de la Administración Pública establece que el contenido “Deberá ser (…) proporcionado al fin legal y correspondiente al motivo, cuando ambos se hallen regulados”. En el terreno del derecho administrativo sancionador, el principio de proporcionalidad y razonabilidad es determinante para evitar sanciones exorbitantes o desproporcionadas (…)”. Es así como, se estima una sanción menor le permitirá a la encausada tomar conciencia de sus acciones y cumplirá el fin correctivo del régimen disciplinario. Es por lo anteriormente expuesto, que se acogen parcialmente los alegatos de defensa, específicamente en lo relacionado a la desproporcionalidad de la sanción, imponiéndosele una amonestación escrita, la cual resulta proporcional a los hechos cometidos por la servidora Barberena Martínez, considerando este Consejo para ello, el fin reformativo del régimen disciplinario, evitando se vuelvan a generar situaciones como la acontecida. Se espera que la sanción le permita recapacitar para que a futuro evite y corrija este tipo de conductas contrarias que ponen en entredicho el buen servicio público, y son contrarias a los lineamientos institucionales que obligan a las personas servidoras a ser responsables y cumplir con los deberes, obligaciones y compromisos que la Institución les demande. 
Conforme lo anterior se acordó: 1) Acoger parcialmente el recurso de apelación presentado y en atención a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, modificar la sanción impuesta a la servidora Corina Barberena Martínez a una amonestación escrita. 2.) Comuníquese a la Jefatura del Juzgado Contravencional y de Tránsito del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, a la Dirección de Gestión Humana, y al Tribunal de la Inspección Judicial, para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
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Conoce este Consejo en alzada la resolución N°1509-2018, dictada por el Tribunal de la Inspección Judicial a las quince horas treinta y nueve minutos del trece de agosto del dos mil dieciocho, dentro del procedimiento seguido contra Alexei Guzmán Ortiz, Custodio de Detenidos de la Sección de Cárceles de Limón, mediante la cual declaró con lugar la causa disciplinaria, calificó de grave la falta cometida y le impuso la sanción de cinco días de suspensión sin goce de salario. En el mismo expediente se siguieron causas contra de Kendall de Jesús Canales Bastos, Coordinador de Oficina de Apoyo Jurisdiccional destacado en la Sección de Cárceles de Limón, a quien se le impuso una sanción de advertencia y contra Iván Alexander Pérez Pérez y Meisel Patricia Ruiz Villareal, contra quienes se declaró sin lugar la causa. 
I.- La Comisión de Relaciones Laborales en resolución N°83-2019 de las trece horas treinta minutos del cinco de abril del dos mil diecinueve, recomendó mantener la sanción fijada.
II.- Mediante resolución de las ocho horas cincuenta y cinco minutos del veintinueve de setiembre del dos mil diecisiete, se le dio traslado de cargos al encausado para que se manifestara sobre lo siguiente: ““FALLAS EN EL EJERCICIO DE SUS CARGOS COMO CUSTODIOS DE DETENIDOS QUE AFECTAN EL BUEN SERVICIO Y LA IMAGEN DEL PODER JUDICIAL (ARTÍCULOS 29.2 DE LA LEY ORGÁNICA DEL PODER JUDICIAL). Asimismo, se inicia procedimiento administrativo disciplinario en contra del funcionario KENDALL CANALES BASTOS, en su condición de Coordinador de Oficina de Apoyo Jurisdiccional, destacado en la Sección de Cárceles de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Limón, para que dentro del plazo de CINCO DÍAS informe respecto a los siguientes cargos donde se le acusa OMISIÓN EN EL CUMPLIMIENTO DE SUS DEBERES POR NO ESTABLECER CONTROLES INTERNOS EN CUANTO A LAS ESPOSAS ASIGNADAS A LA SECCIÓN DE CÁRCELES (MANUAL DESCRIPTIVO DE PUESTOS Y LEY GENERAL DE CONTROL INTERNO). Concretamente se les atribuye lo siguiente: HECHOS RELACIONADOS CON LOS CUSTODIOS DE DETENIDOS ANTES CITADOS: 1. Que el día cinco de setiembre del año dos mil diecisiete, aproximadamente a las cinco horas veinte minutos, encontrándose en frente de la entrada de acceso a las celdas de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Bribrí, ustedes Alexei Guzmán Ortiz, Meisel Ruíz Villarreal e Iván Pérez Pérez, desempeñándose como Custodios de Detenidos del Organismo de Investigación Judicial de Limón, procedieron a bajar a los detenidos que se encontraban dentro de la unidad número PJ-230, la cual se encontraba estacionada en el parqueo a las afueras de la delegación, para ingresarlos a las celdas, sin embargo, ustedes de manera negligente y descuidada, omitieron actuar en estricta coordinación entre ustedes mismos, a fin de contener al detenido Warner Solano Campos, conocido como “Betillo”, quien se dio a la fuga llevándose consigo las esposas patrimonio del Poder Judicial (número desconocido), afectando con ello el buen servicio que debe brindar el Poder Judicial. 2. Que producto de su conducta negligente y descuidada descrita en el hecho anterior, ustedes Alexei Guzmán Ortiz, Meisel Ruíz Villarreal e Iván Pérez Pérez, también afectaron la imagen del Poder Judicial, toda vez que lo sucedido fue publicado en varios medios de la prensa nacional con los siguientes titulares: “Hombre huye esposado de agentes del OIJ antes de entrar a juicio” (La Nación), “Convicto aprovecha descuido y escapa de OIJ” (La Extra). 2. Que debido a su conducta negligente y descuidada señalada en el párrafo anterior, no fue posible recuperar las esposas patrimonio del Poder Judicial (número desconocido) con las que se escapó el detenido Warner Solano Campos, siendo que ustedes se encuentran en la obligación de reponer el costo de dicho patrimonio. HECHOS RELACIONADOS CON EL FUNCIONARIO ALEXEI GUZMÁN ORTIZ 1. Que el día cinco de setiembre del año dos mil diecisiete, aproximadamente a las cinco horas veinte minutos, encontrándose en frente de la entrada de acceso a las celdas de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Bribrí, usted Alexei Guzmán Ortiz, sin esperar la colaboración de su compañera Meizel Ruíz Villarreal, para contar al menos con dos custodios a la hora de bajar a los detenidos que trasladaban en la unidad número PJ-230, para ingresarlos a las celdas de la citada delegación regional, de manera negligente y descuidada su persona procedió a bajar de la citada unidad al detenido Warner Solano Campos, siendo que mientras usted cerraba la compuerta del cajón de la unidad, el citado detenido aprovechó que usted se encontraba solo y distraído, y salió corriendo llevándose las esposas puestas, cruzó la calle e ingresó a una zona boscosa hacía el Río Sixaola. 2. Que usted, Alexei Guzmán Ortiz, cuando se percata de que el citado detenido se estaba dando a la fuga, procedió a seguirlo, sin embargo, al llegar a media calle se devolvió hacía la unidad número PJ-230, a pesar de que se encontraba muy cerca de alcanzar al detenido, es decir, no hizo lo propio por alcanzar al detenido y así evitar la fuga. 3. Que producto de su conducta negligente y descuidada, el detenido Warner Solano Campos, se mantuvo en fuga durante siete días, toda vez que el mismo fue capturado hasta el día once de setiembre del año dos mil diecisiete y sin portar las esposas patrimonio del Poder Judicial.”
III.- El Tribunal Disciplinario tuvo como hechos probados dentro de la investigación realizada los siguientes: “a) El investigado Guzmán Ortiz, desempeña el puesto de Custodio de Detenidos. Registra veinticuatro anualidades y para la fecha del informe se denota suspensión sin goce de salario, para el período de cinco al dieciséis de abril del año dos mil diez, suspensión sin goce de salario, del veintiocho de marzo al primero de abril del año dos mil once, suspensión sin goce de salario, del veintinueve al treinta de mayo del año dos mil catorce (hecho no controvertido, Oficio 5231-AP-2017-SICE:19972-2017, imagen 212, incorporado al expediente virtual el día 20/12/2017/15:18 y Oficio 5249-AP-17-REF-19972-17, a imagen 213, incorporado al expediente virtual el día 22/12/2017/09:49); b) El encausado Pérez Pérez, desempeña el puesto de Custodio de Detenidos. Registra, para la fecha del informe veinticinco anualidades y para la fecha del informe presenta amonestación escrita, con fecha de vigencia primero de noviembre del año dos mil dos, advertencia, con fecha de vigencia doce de abril del año dos mil doce y advertencia, con fecha de vigencia cuatro de julio del año dos mil diecisiete (hecho no controvertido, Oficio 5231-AP-2017-SICE:19972-2017, imagen 211, incorporado al expediente virtual el día 20/12/2017/15:18 y Oficio 5249-AP-17-REF-19972-17, a imagen 214, incorporado al expediente virtual el día 22/12/2017/09:49); c) El endilgado Canales Bastos, desempeña el puesto de Coordinador de Oficina de Apoyo Jurisdiccional, en la Sección de Cárceles de la Delegación de Regional del Organismo de Investigación Judicial de Limón. Registra para la fecha del informe diecisiete anualidades y para la fecha del informe no presenta sanciones disciplinarias (hecho no controvertido, Oficio 5231-AP-2017-SICE:19972-2017, imagen 210, incorporado al expediente virtual el día 20/12/2017/15:17 y Oficio 5249-AP-17-REF-19972-17, a imagen 214, incorporado al expediente virtual el día 22/12/2017/09:49); d) La procesada Ruiz Villarreal, desempeña el puesto de custodia de detenidos. Registra para la fecha del informe cinco anualidades, mediante oficio 390- AP-2018-SICE:755-2018, se comunicó, desde el doce de setiembre del año dos mil diecisiete, fue sancionada con revocatoria de nombramiento (hecho no controvertido, Oficio 5231-AP-2017-SICE:19972-2017, imagen 209, incorporado al expediente virtual el día 20/12/2017/15:17, y oficio 390- AP-2018-SICE:755-2018, a imagen 228, incorporada al expediente virtual el día 29/01/2018/10:56); e) Los medios de prensa escrita, publicaron la noticia concerniente a una persona detenida que logró fugarse de la custodia de los oficiales de cárceles de la delegación de Bribrí. El Diario Extra, publicó la noticia bajo el encabezado “Convicto aprovecha descuido y escapa del OIJ” y La Nación, bajo el titular “Hombre huye esposado de agentes del OIJ antes de entrar a juicio” (Noticia de Diario Extra a imagen 3, incorporado al expediente virtual el día 06/09/2017/17:54 y Noticia del Periódico la Nación a imagen 5, incorporado al expediente virtual el día 06/09/2017/17:54:52); f) El día cinco de setiembre del año dos mil diecisiete, a eso de las cuatro horas y quince minutos, salió la unidad PJ-239, hacia la Delegación de Bribrí, conducida por Alexei Guzmán Ortiz, acompañado por Meiseil Ruiz Villarreal, para el traslado de los detenidos, Dithiel Blanco Nercis, proceso número 16-000242-0597-PE. Wagner Solano Campos, proceso número 16-000655-0597-PE. Henry Flores Delgado, proceso número 17-000999-0485-PE. Rudsell Hamed Walcott Lindley, proceso número 17-000670-0829-PE y recoger en Sandoval a Isaac Machado Villegas, proceso número16-000655-0597-PE” (ver copia del Reporte de Novedades de la Delegación Regional de Limón, consecutivo número 4, a imagen 111, incorporada al expediente virtual el día 25/10/2017/15:44); g) La unidad PJ- 239, ingresa al parqueo de la Oficina de la Delegación Regional de Bribrí a las cinco horas y veintinueve minutos del cinco de setiembre del año dos mil diecisiete (Captura de imagen del video de la cámara de vigilancia de Cárceles del OIJ de Bribrí, inserta en el informe 252- UIP-AI-INF-2017, de fecha veinte de setiembre del año dos mil diecisiete, a imagen 19, incorporado al expediente virtual el día 20/09/2017/16:08 y video respaldado en disco compacto); h) El investigado Guzmán Ortiz, procedió a bajar al detenido Warner Solano Campos, de la Unidad PJ-239, para ingresarlo a la Unidad de Cárceles de Bribrí y en el momento en que estaba cerrando la puerta de la unidad, el detenido Solano Campos, aprovechó para cruzar la calle e ingresar en un área boscosa hacia el Río Sixaola, sin embargo, Guzmán Ortiz, le dio seguimiento hasta la mitad de la carretera y procedió a devolverse a la unidad (ver informe 252- UIP-AI-INF-2017, de fecha veinte de setiembre del año dos mil diecisiete, a imagen 19, incorporado al expediente virtual el día 20/09/2017/16:08, declaración de Augusto Douglas, Jefe de Cárceles de la Delegación de Bribrí, recibida en la audiencia oral y privada y video respaldado en disco compacto); i) Para el momento en que el detenido Solano Campos se dio a la fuga, el encausado Pérez Pérez, conducía otro detenido hacia el pasillo de celdas (ver informe 252- UIP-AI-INF-2017, de fecha veinte de setiembre del año dos mil diecisiete, a imagen 19, incorporado al expediente virtual el día 20/09/2017/16:08, declaración de Augusto Douglas, Jefe de Cárceles de la Delegación de Bribrí, recibida en la audiencia oral y privada y video respaldado en disco compacto); j) La Delegación Regional de Limón, coordinada por el procesado Canales Bastos, registra el equipo policial no asignado mediante libro de Cadena de Custodia, Equipo Policial No Asignado de la Sección de Cárceles de la Delegación Regional del OIJ de Limón (copia certificada durante el período del treinta y uno de julio al treinta y uno de octubre, ambas fechas del año dos mil diecisiete); k) Para el día cinco de setiembre del año dos mil diecisiete, el libro de Cadena de Custodia, Equipo Policial No Asignado de la Sección de Cárceles de la Delegación Regional del OIJ de Limón, había caído detrás del escritorio del encausado Canales Bastos (ver escrito de contestación a imagen 202-205, incorporada al expediente virtual el día 13/12/2017/11:25); l) Para la fecha diecinueve de setiembre del año dos mil diecisiete, el encausado Canales Bastos remitió comunicación electrónica al señor Carlos Hernández, oficial de Investigación de Asuntos Internos, en los siguientes términos: “Buena tarde tenga usted Don Carlos Hernández, en relación a lo solicitado por su autoridad en este momento no contamos con el número de PJ de las esposas que se extraviaron con el detenido de la evasión ya que no quedaron constadas (sic) las numeraciones que se llevaron ese día los oficiales en la madrugada, vamos a recoger todas la numeraciones que andan afuera en las unidades para ver si damos con la numeración requerida para su interés mediante algún control de activos que pueda tener la administradora y si logramos encontrarlo se lee estaría comunicando de forma inmediata por este medio” (ver comunicación electrónica de fecha diecinueve de setiembre del año dos mil diecisiete a imagen 36, incorporada al expediente virtual el día 20/09/2017/16:09).” 
IV.- En su escrito de apelación la Defensa Técnica del encausado, aduce errónea fundamentación fáctica de la sentencia y valoración de elementos probatorios, toda vez que se expone un hecho medular basado en un análisis somero, sin determinar los aspectos propios del traslado detenidos y el Manual de Conducción, entre ellos la cantidad de funcionarios enviados por parte de la Administración de Limón, así como el mal estado los portones de ingreso al O.I.J de Bribri. Manifiesta que no se valora que se enviaron solo dos custodios con cinco detenidos, con el agravante de que quien acompañaba al encausado era una servidora, la que no puede trasladar personal masculino. /-Respecto lo alegado, se estima acertado reiterar la necesidad de que los actos administrativos cuenten con una fundamentación suficiente, compuesta por la derivación descriptiva, la que versa sobre la consignación resumida de los elementos de juicio con que se cuentan y la intelectiva, entendida como la que requiere se tasen los medios probatorios incorporados al procedimiento, se escojan los que sirvan para determinar si los hechos investigados se produjeron o no y si el endilgado tuvo participación en estos; para lo cual debe utilizar las reglas del entendimiento humano, a saber, la psicología, la lógica y la experiencia común. En asunto subexámine, este Consejo estima que no le asiste la razón al argumento de defensa, dado que la autoridad de instancia desplegó una fundamentación adecuada, acreditando conforme las probanzas tenidas en la especie, que el recurrente incurrió en la falta que se le intimó. Específicamente se observa como el a quo analizó el Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos en la Institución, el protocolo de actuación, el perfil competencial de los Custodios de Detenidos, así como el tema relacionado con la avería en los portones de la Oficina de Bribrí y sus implicaciones, señalando para cada uno de estos aspectos las consideraciones necesarias, tal y como se aprecia en el acto administrativo recurrido, donde en lo que interesa se consigna: “ Con el propósito de determinar si los argumentos expuestos por el investigado con el carácter de atenuantes, resultan atendibles, debemos examinar las funciones de la persona encargada de la custodia de las personas detenidas. Según el ordinal 2) del Manual de Procedimientos para la Contención, Conducción e Intervenciones Corporales de Detenidos, señala. “La función del Conductor de Detenidos consiste en el traslado de personas privadas de libertad desde los Centros Penitenciarios o celdas del Organismo de Investigación Judicial a los Despachos Judiciales, Complejo de Ciencias Forenses, Centros Hospitalarios o cualquier otro lugar señalado por la autoridad a cuya orden estuviera el detenido...” El numeral 12 del mismo Manual de análisis, ordena: “…El detenido en lo posible, será custodiado por dos conductores de detenidos quienes a su vez deben de procurar el traslado de las celdas a los despachos judiciales, utilizando los pasillos y/o ascensores destinados para el uso exclusivo de los servidores judiciales, evitando al máximo el contacto del detenido con las personas particulares. Según sea el caso, deben solicitar a servidores judiciales y personas particulares desalojar el ascensor mientras se procede con el traslado del detenido, con el fin de no exponerlo al público y se tomaran las medidas necesarias para protegerlo de los insultos, de la curiosidad y toda clase de publicidad…” A tenor de la norma de estudio, es de fácil comprensión el interés de la Institución en presentar a las personas detenidas ante la autoridad judicial con el propósito de resolver su situación jurídica. Es de trascendencia apuntar el estado de vulnerabilidad que embarga a la persona detenida, enfrentar el proceso judicial por la presunta actividad delictiva, el centro reclusorio, el desarraigo del núcleo al que pertenece y el estigma social, forman parte de los factores que provocan altos niveles de ansiedad, estrés y agresividad, elementos que sin duda alguna, motivan en la persona detenida su interés en recobrar su libertad. De ahí la necesidad de estar vigilantes y atentos al lenguaje verbal y corporal de las personas detenidas, a efecto de tomar las medidas necesarias para asegurar la integridad física de la persona detenida y las personas involucradas y su entorno y a la vez, se garantice la presentación en tiempo de la persona detenida al recinto reclusorio. En línea con lo apuntado, el Perfil Competencial de Custodios de Detenidos, de forma expresa establece el deber de la persona custodia de detenidos de implementar las medidas de seguridad necesarias para el traslado y custodia de la persona detenida, en relación directa con los numerales 7 y 8 del Manual de estudio en los concerniente a implementar las medidas de seguridad para el traslado, debe con antelación planificar las medidas del traslado, así como garantizar la integridad física propia, del detenido, servidores judiciales y otras personas que tengan contacto directo o indirecto con éste. Ahora bien, abocadas a los hechos que conforman el escenario fáctico denunciado, cumpliendo con el protocolo establecido por el numeral doce transcrito en líneas anteriores, se asignó al procesado Guzmán Ortiz, junto con la investigada Ruíz Villarreal, ambos custodio de detenidos de la Delegación de Limón, el traslado de los detenidos Dithiel Blanco Nercis, Wagner Solano Campos, Henry Flores Delgado, Rudsell Hamed Walcott Lindley e Isaac Machado Villegas, a la Sección de Cárceles de la localidad de Bribrí, diligencia que transcurrió con normalidad durante el traslado hacia la Delegación de Bribrí. Es válido acentuar, la disposición de dos custodios no se agota para el traslado de una Delegación a otra, la finalidad del protocolo deviene en asegurar en todo momento la integridad física de la persona detenida y su entorno. En atención a lo expresado, una vez en la Delegación de Bribrí, el traslado de los detenidos al área de celdas debió efectuarse atendiendo el protocolo. Se hace preciso adicionar que el testigo Augusto Douglas refirió que el portón de la Delegación de Bribrí, presenta daños que no permite que puedan abrirse en su totalidad, circunstancia que imposibilita que las unidades de traslado se estacionen en los espacios asignados dentro de la Delegación de Bribrí, versión que se corrobora con la capturas de imagen de la cámara de grabación del exterior de la Delegación, inserta en el informe 252-UIP-AI-INF-2017, de fecha veinte de setiembre del año dos mil diecisiete, circunstancia que amerita reforzar las medidas de seguridad con el propósito de anular toda intencionalidad de fuga por parte de los detenidos. Pese a ser esta la conducta esperable, el investigado Guzmán Ortiz, procedió a bajar al detenido Wagner Solano Campos, en el momento en que no contaba con apoyo de su compañera Ruiz Villarreal para custodiar al detenido Wagner Solano Campos, al momento de sacarlos de la unidad y proceder a cerrar la compuerta del cajón de la unidad de transporte, toda vez que el custodio Pérez Pérez, se encontraba trasladando a uno de los detenidos hacia el área de celdas.” De lo anterior, todo lo cual comparte este Colegio, no se aprecia que se hubiesen valorado de manera inadecuada las pruebas incorporadas, sino que por el contrario se observa como el Tribunal Disciplinario, definió puntualmente los hechos cuestionados conforme el material probatorio, tanto de cargo como de descargo, reflejando coherencia lógica entre la prueba material incorporada al procedimiento y lo denunciado; siendo que del análisis integral de todo este material, resulta como se indicó, lógico y coherente lo concluido por la autoridad de instancia. Lo anterior en consecuencia considera este Órgano, tal y como se desprende del acto administrativo en cuestión, permitió llegar a conclusiones certeras. En consecuencia se estima que se logró establecer la comisión de la conducta acusada, dentro de un contexto relacionado con las razones de hecho y de derecho propias del caso concreto, siendo que procede el rechazo del agravio planteado. 
V.- En el escrito de apelación, se señala como inconformidad la desproporcionalidad de la sanción impuesta. Se indica que esta carece de fundamentación, que no se realizó una ponderación de intereses en cuanto a sula aplicación y el fin preventivo de la misma, ya que impuso un reproche que resulta totalmente desproporcional, en relación a la comisión de la falta. Señala que no se valora que el encausado siempre ha sido un excelente funcionario, una persona muy responsable y diligente en sus funciones, siendo que la sanción impuesta no sólo lo afecta de manera pecuniaria, emocional y familiar, sino que además, para futuros ascenso, becas, etc.  -/ Sobre el particular, es menester señalar que como parte de la responsabilidad de quien sanciona a la hora de determinar qué pena impone, es el valorar la gravedad de la conducta, el tipo de falta cometida y la afectación al servicio público para determinar la sanción aplicable. Para ello, debe tomarse en consideración que la Sala Constitucional ha estimado respecto a la proporcionalidad y razonabilidad de la sanción, en las sentencias constitucionales números 2011-5272, de las 15:17 hrs. del 27 de abril del 2011 y la N° 8858-98, de las 16:33 hrs. del 15 de diciembre de 1998, que: “(…) Conviene indicar, que el principio de razonabilidad y proporcionalidad cumple un rol de primer orden en el Derecho Administrativo, al proyectarse en diversos ámbitos. Así, es de vital importancia como límite al ejercicio de la discrecionalidad administrativa, al establecer la Ley General de la Administración Pública que no podrán dictarse actos administrativos discrecionales contrarios a las reglas unívocas de la ciencia o de la técnica, o a los principios elementales de justicia, lógica o conveniencia (artículos 16, párrafo 1°, 158, párrafo 4° y 160). En materia de los elementos constitutivos de índole material objetivo (motivo, contenido y fin), debe existir una relación de proporcionalidad entre los mismos, así para una falta disciplinaria específica de un funcionario –motivo- debe existir una sanción proporcionada –amonestación verbal o escrita, suspensión o destitución-, en tal sentido el artículo 132, párrafo 2°, de la Ley General de la Administración Pública establece que el contenido “Deberá ser (…) proporcionado al fin legal y correspondiente al motivo, cuando ambos se hallen regulados”. En el terreno del derecho administrativo sancionador, el principio de proporcionalidad y razonabilidad es determinante para evitar sanciones exorbitantes o desproporcionadas (…)”. Así las cosas, en el presente asunto, estima este Consejo que el reproche puede ser atenuado, se valora para ello, lo referido por el testigo Augusto Douglas, al señalar que el portón de la Delegación de Bribrí, presentaba daños que no permitían pudiera abrirse en su totalidad, circunstancia que imposibilitó que las unidades de traslado se estacionen en los espacios asignados dentro de la Delegación de Bribrí, versión que se corrobora con la capturas de imagen de la cámara de grabación del exterior de la Delegación, inserta en el informe 252-UIP-AI-INF-2017, de fecha veinte de setiembre del año dos mil diecisiete. Esta circunstancia aminora la responsabilidad del encausado, quien, pese a que a debía velar por la seguridad del detenido, debiendo prever esta situación antes de bajarlo, tuvo que realizar su función bajo condiciones que no eran las óptimas. Por todo lo anterior, se considera que rebajar la sanción a una Amonestación Escrita, cumplirá con los fines correctivos del régimen disciplinario y permitirá que el encausado Guzmán Ortiz tome conciencia sobre su actuar y prevenga a futuro la comisión de hechos de similar naturaleza. La sanción impuesta se ajusta a los parámetros señalados, se encuentra prevista en la LOPJ y es aplicable al tipo de falta acreditada en autos; toda vez que, el artículo 195 ibídem, indica que las faltas graves pueden sancionarse con amonestación escrita o suspensión hasta por dos meses.
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Conforme a lo expuesto se acordó, por mayoría: 1) Confirmar el acto administrativo recurrido; no obstante, en atención a los principios de razonabilidad y proporcionalidad se rebaja la sanción impuesta al servidor Alexei Guzmán Ortiz, Custodio de Detenidos de la Sección de Cárceles de Limón, a una Amonestación Escrita. 2) Comunicar a la Dirección de Gestión Humana, a la Dirección del Organismo de Investigación Judicial y al Tribunal de la Inspección Judicial, para lo de su cargo. 
La Integrante Pizarro Gutiérrez y el Integrante Suplente Hernández Alfaro, se separan del voto de mayoría e indican que respecto a lo esgrimido, resulta oportuno citar que la doctrina ha establecido: “La solución de la relación de tensión sólo puede lograrse mediante la ponderación de los valores e intereses involucrados en el caso concreto, operación tras la cual podrá concederse si el medio se encuentra en razonable proporción con el fin perseguido. Adquiere, así singular importancia en el marco del principio de proporcionalidad en sentido estricto la ponderación de fines y medios.” (González Cuellar Serrano, Nicolás, Proporcionalidad y derechos fundamentales en el proceso penal, editorial Colex, 1990, p. 274.) Ahora bien, como resultado del estudio del procedimiento administrativo que nos ocupa, verificado que se ha logrado acreditar fehacientemente la comisión de la conducta acusada, se estima que la motivación plasmada por el Tribunal Disciplinario utilizó apropiadamente los argumentos requeridos para tasar la falta y establecer el quantum del reproche, los cuales desde nuestro punto de vista resulta razonable y proporcional respecto a los hechos acreditados. Paralelamente, se acota que el reproche fijado, encuentra asidero en las normas que regulan la materia disciplinaria dentro de la institución, manteniendo una relación acorde a los principios de razonabilidad y proporcionalidad, así como al fin correctivo de en este tipo de procedimientos administrativos. Finamente, se espera que el reproche establecido le permita reflexionar al señor Guzmán Ortiz, para que en adelante no repita este tipo de acciones y cumpla sus labores en apego a los manuales y protocolos establecidos para ello. Por lo anterior, confirman el acto administrativo seguido contra Alexei Guzmán Ortiz, Custodio de Detenidos de la Sección de Cárceles de Limón, mediante el cual declaró con lugar la causa disciplinaria, calificó de grave la falta cometida y le impuso la sanción de cinco días de suspensión sin goce de salario. 
[bookmark: _Toc20748629]ARTÍCULO XIII
Documento N° 2497-19 / 12118-19

La Corte Plena, en sesión extraordinaria N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI, tuvo por rendido el informe del máster Rodrigo Campos Hidalgo, Director Jurídico y en lo conducente, dispuso que el Consejo Superior del Poder Judicial tendría la competencia y responsabilidad de implementar los alcances de la Ley 9544 en su integralidad, en tanto no se traslade la competencia a la Junta Administradora del Fondo de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial. Al mantenerse las competencias del Consejo Superior, no se está en presencia aún de un órgano con máxima desconcentración, por lo que se mantienen las relaciones inter orgánicas del mismo con la Corte Suprema de Justicia y demás instancias de rango inferior. 
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	La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 4364-DE-2019 de 19 de setiembre de 2019, remitió el oficio 747-TI-2019 de 17 de setiembre en curso, suscrito por la máster Floribel Campos Solano, Jefa interina del Departamento Financiero Contable, mediante el cual remite el Informe del análisis comparativo de títulos valores entre los registros del Poder Judicial y el ente custodio, al 31 de agosto de 2019,  a saber:
“En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones N° 33-14 del 10 de abril de 2014, artículo XCIX y N° 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV, se remite el análisis comparativo de títulos valores entre los estados de cuenta suministrados por los entes bancarios, con respecto a los registros que se llevan en este Macroproceso Financiero Contable, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, así como las cuentas Administrativas de este Poder Judicial, con corte al 31 de agosto de 2019, de lo cual es importante indicar: 

Para el mes de mayo de 2019 el Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), sin previo aviso cambió el formato y contenido del estado de cuenta que remite mes a mes, donde refleja las inversiones realizadas por el Poder Judicial y que custodia dicho Banco en Dólares, Colones y UDES el cual es insumo para realizar la conciliación, siendo que no fue posible efectuarla con los datos contenidos en dicho Estado de cuenta.

Dado lo anterior, mediante oficio N° 508-TI-2019 del 10 de junio de 2019 se solicitó lo siguiente al BCR: 
[…] de la forma más atenta se solicita remitir el estado de cuenta con el formato anteriormente utilizado, o bien se realicen mejoras en el nuevo reporte, a fin de que esta oficina tenga los insumos necesarios para poder realizar la citada conciliación, siendo que, hasta que no se cuente con dicha información la misma no se puede llevar a cabo.

Por lo antes expuesto, de manera respetuosa solicitamos que en futuros casos se indique previamente a esta Institución cuando se vayan a realizar cambios como los comentados, a fin de prever cualquier inconveniente como el que nos ocupa.” 

No obstante, el BCR solicitó reunión al respecto la cual se llevó a cabo el 17 de junio de 2019, a la que asistieron en representación del BCR el Lic. Gabriel Esteban Alpízar Chaves, Jefe Departamento de Tesorería Custodio, Lic. Luis Esteban Sánchez Peñaranda, Custodia Electrónica de Valores y el Lic. José Ariel Sosa Mesen, Custodia Electrónica de Valores.  

En dicha reunión el BCR indica que los cambios obedecen a solicitudes de la Superintendencia, que dicha Entidad Bancaria invirtió gran cantidad de recursos por lo que no es posible generar el Estado de cuenta en el formato anterior, sin embargo,  propone que Poder Judicial utilice el WEB SERVICE del BCR y además se compromete en remitir el estado de cuenta en formato “XML” para una mejor manipulación, por ende se solicita a dicha Entidad que en la respuesta al oficio citado detalle lo relacionado con la utilización de la herramienta propuesta. 

Revisados los archivos indicados por el BCR Custodio en los estados de cuenta solicitados, de igual forma se dificulta la conciliación de los títulos valores tanto principales como cupones, de lo cual es importante indicar que por ejemplo el Banco une los cupones por vencimientos y no es factible conciliar uno a uno los cupones. 

Mediante oficio N° 696-TI-2019 se remitió al Custodio las diferencias presentadas en el mes de junio y julio, de igual forma se solicitó reunión para tratar los problemas presentados, de lo cual se está a la espera de la respuesta, no obstante, como parte del seguimiento en conversación telefónica el custodio informó que van remitirán la respuesta y a brindar las posibles fechas para la reunión.

Adicionalmente, con oficio N° 787-TI-2019 se remite consulta al Custodio respecto a las diferencias presentadas en el mes de agosto de 2019.
[bookmark: _Hlk16582385]Con referencia a la herramienta ofrecida por el BCR (WEB Service), se remitieron a la DTI los documentos facilitados por dicho banco con el fin de que valoren la posibilidad de obtener información que facilite ejecutar la conciliación, a lo cual dicha Dirección indicó mediante correos del 06 y 09 de setiembre de 2019 que, por este año no puede ser atendido el requerimiento y que el tiempo estimado para su ejecución podría ser de 3 a 4 semanas.

Así las cosas, con gran esfuerzo se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores en Dólares, Colones y UDES los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Poder Judicial, en cuanto a los cupones no todos vienen en el estado de cuenta lo cual se hizo saber al custodio y se procedió a verificar los adjuntos.”
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[bookmark: _Toc20748631]Seguidamente, se transcribe el informe del análisis comparativo de títulos valores entre el Poder Judicial y los entes custodios agosto 2019:
[bookmark: _Toc20748632][bookmark: _Toc481051947]“I. INFORMACIÓN GENERAL.

En atención a lo dispuesto por el Consejo Superior, en sesiones 33-14 del 10 de abril de 2014, artículo XCIX y 53-14 del 10 de junio de 2014, artículo XCIV, el Macroproceso Financiero Contable (FICO) realizó el análisis comparativo de títulos valores del Poder Judicial, con los estados remitidos por los entes bancarios, que comprende las siguientes cuentas:

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
Contaduría Judicial
Fondo de Socorro Mutuo
Fondo de Emergencias 
Ingresos sobre Cuentas Corrientes Judiciales

El procedimiento que se realiza consiste en constatar los instrumentos financieros, que respaldan las inversiones con títulos valores desmaterializados[footnoteRef:1], así como los títulos valores físicos, relativos a las negociaciones directas efectuadas con recursos económicos de las diferentes carteras que se administran. Lo anterior, contiene la información con corte al 31 de agosto de 2019. [1: Son anotaciones en cuenta que carecen de un documento físico.
] 

[bookmark: _Hlk17896574]Al respecto es de indicar que, en el mes de mayo el Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), sin previo aviso cambió el formato y contenido del estado de cuenta que remite mes a mes, donde refleja las inversiones realizadas por el Poder Judicial y que custodia dicho Banco en Dólares, Colones y UDES el cual es insumo para realizar la conciliación, siendo que, se analiza el nuevo formato del estado de cuenta y se determina que no es factible extraer la información necesaria para realizar la misma.
Dado lo anterior, mediante oficio N° 508-TI-2019 del 10 de junio de 2019 se solicitó lo siguiente al BCR: 

[…] de la forma más atenta se solicita remitir el estado de cuenta con el formato anteriormente utilizado, o bien se realicen mejoras en el nuevo reporte, a fin de que esta oficina tenga los insumos necesarios para poder realizar la citada conciliación, siendo que, hasta que no se cuente con dicha información la misma no se puede llevar a cabo.

Por lo antes expuesto, de manera respetuosa solicitamos que en futuros casos se indique previamente a esta Institución cuando se vayan a realizar cambios como los comentados, a fin de prever cualquier inconveniente como el que nos ocupa.” 

Por lo que, a solicitud del BCR el 17 de junio de 2019 se efectuó reunión con representantes de dicha entidad bancaria con el fin de valorar la posibilidad de que remitieran en el formato anterior los estados de cuenta, sin embargo, el BCR expone que el cambio obedece a un requerimiento de SUGEVAL y que la Institución realizó una gran inversión al respecto, por tal razón no es posible realizar cambio al formato o estructura de dichos estados, por lo que recomiendan acceso a la información por medio del Web Service, además se acordó que se enviaría los estados de cuenta en formato XML, lo cual fue recibido mediante correo electrónico del 09 de julio de 2019 con oficio BCR-CEV-93-2019.       

Se coordinó con varias personas servidoras de esta Institución, dentro de los cuales de la Dirección de Tecnología de la Información (DTI), con el propósito de convertir la información contenida en el archivo de XML de manera que fuese funcional para realizar la conciliación, no obstante, no fue factible.  

Respecto a la herramienta ofrecida por el BCR (WEB Service), se remitieron a la DTI los documentos facilitados por dicho banco con el fin de que valoren la posibilidad de obtener información que facilite ejecutar la conciliación, de lo cual dicha Dirección indicó mediante correos del 06 y 09 de setiembre de 2019:

“[…] En este momento nos encontramos de lleno en los ajustes contables, por lo que este requerimiento lamentablemente no podría ser atendido este año, debido a las estrictas fechas establecidas por Supen para el cumplimiento de los catálogos contables”.

[bookmark: _Hlk19622414]“[…] si es solo el consumir el servicio y generar un reporte plano de la información retornada de los faciales e intereses de los títulos, el tiempo estimado podría ser de 3 a 4 semanas.”


En virtud de la imposibilidad expuesta, con gran esfuerzo se procedió a extraer del estado de cuenta la información correspondiente a los principales de los Títulos Valores en Dólares, Colones y UDES los cuales se revisaron y coinciden con los registros del Poder Judicial.

En cuanto a los cupones de igual forma se realizaron varios intentos con el propósito de determinar el método más adecuado para ejecutar la conciliación de éstos, lo cual generó la inversión de tiempo y esfuerzo dado la complejidad de la estructura de la información contenida en el estado de cuenta, producto de lo cual se identificó que no todos los cupones se reflejaban en dicho estado, que algunos se muestran agrupados por número de ISIN y fecha de vencimiento por lo que no es factible conciliarlos uno a uno, así mismo se identificó que algunos cupones presentan tasas y montos de interés que difieren a los registrados por el Poder Judicial, 

Dado lo anterior, a continuación, se presentan los anexos donde se muestra el análisis realizado:

[bookmark: _Toc481051948][bookmark: _Toc20748633]I.I. Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial
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Para el mes de agosto de 2019, en el análisis comparativo de la información brindada por los emisores y ente custodio, con los controles que para los efectos se llevan de los instrumentos del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en forma atenta, se indican las observaciones siguientes:

Operaciones reportadas por el Custodio BCR:
Dado el nuevo formato del estado de cuenta se presenta una diferencia significativa entre el dato del Poder Judicial y la información remitida por el custodio por la suma de ¢205.991.018.061,01, $2.027.096,81 y 1.179.866,30 en UDES, las cuales obedece a las siguientes razones: 

No se incluyeron en el estado de cuenta algunas operaciones y sus cupones.

Se muestran operaciones agrupadas por número de ISIN y fecha de vencimiento y no por operación de compra conforme lo registra el Poder Judicial y se detallaba anteriormente por el Custodio.

Los montos y tasas de interés de algunos de los cupones difieren a los registrados por el Poder Judicial y con lo informado anteriormente por el Custodio.

Por lo cual mediante oficio N° 787-TI-2019 se remite consulta al BCR al respecto, a fin de subsanar dichas diferencias. 

Es menester citar, que estamos a la espera de la respuesta por parte del BCR al oficio N° 696-TI-2019 mediante el cual se comunicaron las diferencias presentadas en los meses de junio y julio 2019, siendo que en dicho oficio se solicitó reunión para valorar una posible solución. 

Operaciones reportadas por el BCR:

Con respecto a la conciliación de las operaciones que se mantienen en custodia con el BCR se presenta una diferencia de ¢223.592.722,23, la cual obedece a que el Estado de cuenta únicamente muestra los principales no así los cupones.

Con correo electrónico de fecha 08 de noviembre del 2018, el Lic. Carlos Luis Sibaja Morales ejecutivo de cuenta del BCR, informó que por el cambio en la cédula jurídica del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, los estados de cuenta suministrados para dicha conciliación no se incluye la información de los cupones solamente de los títulos, para lo cual se requiere una mejora al reporte de estado de cuenta por parte del departamento de Tecnología de esa Entidad Bancaria, por lo que se aclara que hasta tanto no se cuente con dicha información, para la presente conciliación  y las futuras solamente se podrá conciliar los títulos. Cabe indicar que se le da seguimiento a este tema y se está solicitando reunión al respecto.

Mediante correo electrónico del 28 de agosto de 2019 se solicitó reunión al Lic. Sibaja Morales con el fin resolver la situación que se presenta con estado de cuenta. 

[bookmark: _Toc481051949][bookmark: _Toc20748634]I.I.I. Cuentas Administrativas Poder Judicial

En el análisis de las cuentas administrativas del mes de agosto de 2019, no se anotan observaciones ya que corresponden a instrumentos emitidos por los mismos entes financieros.
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[bookmark: _Toc20748635]II. SEGUIMIENTO Y CONCLUSIONES

En términos generales se considera que los resultados del análisis comparativo de instrumentos son satisfactorios, con excepción de la conciliación de los cupones que corresponden a operaciones contenidas en el estado de cuenta remitido por el Custodio del BCR, siendo que las diferencias más significativas en el Fondo de Jubilaciones y Pensiones se debe a:

Que, partir del mes de mayo de 2019, el Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), sin previo aviso cambió el formato y contenido del estado de cuenta que remite mes a mes, donde refleja las inversiones realizadas por el Poder Judicial y que custodia dicho Banco en Dólares, Colones y UDES el cual es insumo para realizar la conciliación, siendo que como se expuso en la información general de este informe.

Que, en el estado de cuenta remitido por el custodio de BCR no se incluyen ¢73.290.176.805,20 en cupones en colones, $634.943,93 en cupones en dólares y ¢1.179.866,30 en UDES. 

Que, en algunos cupones que se lograron conciliar, se presentan diferencias entre el monto del Poder Judicial y el contenido en los estados de cuenta del custodio del BCR.   

Que, con oficio N° 787-TI-2019 se remite consulta al Lic. Luis Sánchez Peñaranda, jefe de Custodia de Valores del Banco de Costa Rica, referente a las diferencias presentadas, que son las siguientes:

No se incluyeron en el estado de cuenta algunas operaciones y sus cupones.

Se muestran operaciones agrupadas por número de ISIN y fecha de vencimiento y no por operación de compra conforme lo registra el Poder Judicial y se detallaba anteriormente por el Custodio.

Los montos y tasas de interés de algunos de los cupones difieren a los registrados por el Poder Judicial y con lo informado anteriormente por el Custodio.

Respecto a la herramienta ofrecida por el BCR (WEB Service), se remitieron a la DTI los documentos facilitados por dicho banco con el fin de que valoren la posibilidad de obtener información que facilite ejecutar la conciliación, a lo cual dicha Dirección indicó mediante correos del 06 y 09 de setiembre de 2019 que por este año no puede ser atendido el requerimiento y que el tiempo estimado para su ejecución podría ser de 3 a 4 semanas.

Asimismo, como seguimiento se remite comunicación a las entidades bancarias, respecto del análisis comparativo individual de informe presentado por cada ente emisor y custodio.”
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	Tomando en consideración la competencia que aún conserva temporalmente este Consejo para conocer de los asuntos relacionados con la Administración del Fondo de Pensiones y Jubilaciones, según lo establecido en el Transitorio I de la Ley N° 9544, el artículo 81 inciso 12) de la Ley Orgánica del Poder Judicial (Ley N° 7333) y lo dispuesto por la Corte Plena en sesión N° 53-18 celebrada el 19 de noviembre de 2018, artículo XXI; por mayoría se acordó por mayoría: 1.) Tener por recibido el oficio N° 4364-DE-2019 de la Dirección Ejecutiva, referente al “Informe del análisis comparativo de títulos valores entre los registros del Poder Judicial y el ente custodio, relativo a las cuentas del Fondo de Jubilaciones y Pensiones, y de las cuentas Administrativas de este Poder Judicial, con corte al 31 de agosto de 2019”.  2.) Tomar nota que los resultados del análisis comparativo de instrumentos son satisfactorios, con excepción de la conciliación de los cupones que corresponden a operaciones contenidas en el estado de cuenta remitido por el Custodio del Banco de Costa Rica (BCR), ya que éste para el mes de mayo de 2019, sin previo aviso cambió el formato y contenido del estado de cuenta que remite mes a mes, donde refleja las inversiones realizadas por el Poder Judicial y que custodia dicho banco en dólares, colones y UDES, el cual es insumo para realizar la conciliación, siendo que no fue posible efectuarla con los datos contenidos en dicho estado de cuenta. Asimismo, se informa que como seguimiento se remite comunicación a las entidades bancarias del análisis comparativo individual de informe presentado por cada ente emisor y custodio. 3.) Por la importancia que reviste el tema expuesto en el informe anteriormente transcrito, deberá el Departamento de Financiero Contable elaborar una presentación y exponer el tema ante la Corte Plena, con la finalidad de que el citado órgano conozca los alcances de lo indicado, por lo que deberá coordinar con el Despacho de la Presidencia lo pertinente a la fecha de la sesión. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva, del Departamento de Financiero Contable, de la Corte Plena, de la Auditoría Judicial, de la Dirección de Tecnología de la Información, de los Comités de Riesgos e Inversiones y de la Comisión de Vigilancia del Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, así como de las Asociaciones y Sindicatos de Empleados Judiciales. 
El integrante Hernández Alfaro vota por no conocer el asunto, en tanto estima que no existe respaldo jurídico que permita interpretar que este Órgano mantiene las competencias para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial, en vista del contenido del transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, donde se señala un plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018, sin que se previera una extensión de ese plazo; así como que el acuerdo de Corte Plena, donde se le brinda la potestad de hacerlo a este Órgano, es una decisión de tipo administrativo y que dicha Corte no tiene competencia para realizar una interpretación auténtica del transitorio de cita. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748636]ARTÍCULO XIV
Documento N° 12362-19

En oficio número 4475-DE-2019, del 25 de setiembre de 2019, la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, informó:
“Para conocimiento de los integrantes del Consejo Superior, me permito remitir oficio ADPb-6912-2019 de 20 de setiembre en curso, suscrito por el licenciado Héctor Eduardo García Villegas, Abogado de la Procuraduría General de la República, donde se condenó al Estado al pago a favor de Silvia María Sosa Ulate y Roberto Antonio Pérez Gutiérrez (sic), dentro del expediente 15-008884-1027-CA, ¢105.586.03, por concepto y ¢150.000.00 por concepto de costas del proceso del recurso de amparo.

El Juzgado Contencioso Administrativo, mediante resolución 1994-2016 de las 11:20 horas del 30 de noviembre de 2016, en su Considerando indica: “I.-  HECHOS PROBADOS: De importancia para la resolución del presente asunto, se tuvieron por demostrados los siguientes hechos: 1) Que la Sala Constitucional de la Corte Suprema de Justicia, por medio del voto número 2015-012611 de las 09:05 horas del 14 de agosto de 2015, declaró con lugar un recurso de amparo interpuesto por el Christian Quesada Mendoza por cuanto acredita que se produjo una amenaza real a la libertad del tutelado con la omisión señalada, por cuanto los procesos alimentarios son independientes y no podía saber la autoridad recurrida de antemano, qué pasaría con el segundo proceso mencionado, como por ejemplo que el amparado pagara el monto adeudado y, ante la omisión que se discute, hubiese permanecido detenido de forma ilegítima, al no haberse comunicado la orden de libertad dispuesta en el expediente número 14-700304-0377-PA por resolución número 28-MA-2015 de las 16:28 horas del 21 julio de 2015… 2) Que el recurso de amparo, lo interpuso el señor León Murillo, en fecha 31 de julio de 2015 (ver folio 2 del expediente judicial). 3) Que el señor Quesada Murillo, estuvo detenido de manera ilegítima por 11 días (véanse considerando II del voto que se ejecuta, así como los escritos de demanda y contestación respectivamente en lo que atañe al tema de días).”

Cabe agregar, que ya se ordenó al Departamento Financiero Contable, proceder con el pago a favor de Christian Quesada Mendoza.

(…).”
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Se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio N° 4475-DE-2019, del 25 de setiembre de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en el que remitió el oficio N° ADPb-6912-2019 de 20 de setiembre en curso, suscrito por el licenciado Héctor Eduardo García Villegas, Abogado de la Procuraduría General de la República, donde informa que en el expediente 15-008884-1027-CA del Juzgado Contencioso Administrativo, se condenó al Estado al pago a favor de Christian Quesada Mendoza, de ¢105.586.03 (ciento cinco mil quinientos ochenta y seis colones con tres céntimos), por concepto de daño moral y ¢150.000.00 (ciento cincuenta mil colones exactos) por concepto de costas del proceso de recurso de amparo, a esos efectos, se hace este acuerdo de conocimiento del Tribunal de la Inspección Judicial para los fines correspondientes. 2.) Tomar nota de que ya se ordenó al Departamento Financiero Contable proceder con el pago a favor del señor Christian Quesada Mendoza. 3.) Remitir este asunto a la Sección de Cobro Administrativo de la Dirección Jurídica para que realice las diligencias pertinentes con el fin de recuperar las sumas indicadas. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Procuraduría General de la República.
La Auditoría, el Tribunal de la Inspección Judicial y el Departamento Financiero Contable, tomarán nota para lo que corresponda a cada uno. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748638]ARTÍCULO XV
Documento N° 12355-19.

La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 4421-DE-19, del 24 de setiembre del 2019, remitió la nota N° 987-04-SG-2019 de fecha 20 de setiembre de 2019, suscrita por el Ing. José Vindas Cantillano, Jefe interino del Departamento de Servicios Generales, relacionado con el Plan de Vacaciones 2019-2020, el cual cuenta con el aval de esa Dirección y refiere a la necesidad que las plazas de Asistente Administrativa 3 a cargo de la Unidad de Correo Interno y de la Unidad de Transportes de Magistrados, puedan sustituirse hasta por un día al tratarse de puestos únicos que tienen a cargo personal; el supra citado indica lo siguiente:
 “Con el fin de que sea elevado al Consejo Superior, sí así esa Dirección lo considera conveniente, me permito exponer lo siguiente:
Realizando un análisis del plan de vacaciones 2018-2019 en lo que corresponde a sustituciones en el Ámbito Administrativo, este Departamento no podrá efectuar sustituciones hasta por un día en dos puestos de : Asistente Administrativo 3 , a pesar de que en las dos plazas se requieren dichas sustituciones, ambos puestos están asignados a dos unidades diferentes : Unidad de Correo Interno del primer circuito judicial de San José, y el otro puesto asignado a la Unidad de Transportes de Magistrados, que si bien son Asistentes administrativas 3, tienen personal a su cargo, con funciones de encargados o de coordinación .
El departamento de Servicios Generales ha venido realizando las sustituciones hasta por un día en ambas plazas, basándose en la cláusula N. 9.4 del Plan de vacaciones 2018-2019, la cual literalmente indica “ Podrá sustituirse a partir de un día a los jefes de oficina (Dirección, Departamento, Sección, Unidad)...” asimismo se aplicaba la cláusula N. 9.5 “Podrán realizarse las sustituciones en cadena que se deriven de los puestos de excepción, señalados en el punto anterior”. 
Es preocupante para este Departamento que en el último nombramiento que se le realizó por un día de vacaciones a la servidora Iriam Valerio Jiménez, Asistente Administrativa 3 de la Unidad de Correo Interno, fue rechazado por el Departamento de Gestión Humana, cuando se nombró sustituta como se había hecho durante muchos años.  La señora Valerio Jiménez tiene a cargo 10 Auxiliares administrativos, entre ellos 2 choferes con sus respectivas unidades vehiculares asignadas a esta misma unidad, además debe realizar funciones no solamente de asistente como lo indica el manual de puestos, sino de coordinación de toda la unidad. Aunado a lo anterior, tiene también otras funciones que se le han asignado, debe de atender emergencias con las unidades vehiculares como accidentes u otras situaciones relacionadas con los vehículos, o bien gestionar entregas de emergencia de expedientes lo que conlleva hacer nuevas rutas de los vehículos, de manera que se pueda dar el servicio de entrega de expedientes de personas detenidas o bien de expedientes que urgen que lleguen a los diferentes despachos, debe gestionar y aprobar facturas electrónicas para pago diario conforme van ingresando, debe movilizar el personal para realizar el servicio diario cuando hay más de un servidor incapacitado o de vacaciones , de manera que se pueda realizar las funciones de entrega y recibo de correspondencia, expedientes, causas, etc. debido a que las mismas deben ejecutarse diariamente de ningún modo puede recargarse o estancarse para cuando el personal propietario pueda retomar sus labores, si los mismos no fueron sustituidos. 
Las funciones que se le asignan a esta Asistente administrativa 3, se encontrarán en el documento adjunto, mismas que fueron entregadas a el Departamento de Planificación para el respectivo estudio para valoración en el puesto en fecha de junio 2019. Es por lo expuesto supra, causa preocupación en el Departamento de Servicios Generales; debido a que nos imposibilita sustituir este puesto de vital importancia, pues es necesario que un sustituto asume funciones y supervise para controlar al personal de esa unidad cuando la propietaria de dicho puesto se encuentre fuera de las institución por motivo de vacaciones, incapacitada o por periodos hasta por un día. 
Al igual que el puesto de Asistente Administrativo citado anteriormente, nos encontramos ante otra situación similar con el segundo puesto de Asistente Administrativo 3 de la Unidad de Transportes de Magistrados, ocupado por la señora Dylana Muñoz Martínez, esta servidora lleva la coordinación y el manejo de la Unidad de Transportes de Magistrados además de la coordinación diaria de los choferes, que laboran directamente con los señores magistrados, revisa e incorpora diariamente al correo de facturas electrónica, las facturas de combustible diarias de todos los vehículos de esa unidad , además es la persona que se encarga de cualquier emergencia que se cite con los vehículos de los señores magistrados. (se adjunta cuadro de funciones enviado al Departamento de Planificación para valoración de puesto). 
La Servidora Muñoz Martínez como puesto único en dicha Unidad de Magistrados también coordina las necesidades laborales diarias de los choferes y trata directamente en algunas oportunidades con los señores magistrados cuando los mismos tienen consultas relacionadas con el chofer asignado o alguna situación que se presente con su unidad vehicular, así como atender ya sea vía personal, telefónica o electrónica consultas de usuarios, además de otras funciones del puesto. 
Conforme a lo expuesto; finalmente le solicitamos respetuosamente, interponer sus buenos oficios para que el honorable Consejo Superior valore  para el próximo Plan de Vacaciones 2019-2020 esta situación, con el fin de que se autorice la sustitución hasta por un día en ambas plazas, que si bien no poseen con exactitud las mismas funciones, ambas servidoras tienen funciones de responsabilidad como encargadas de las unidades respectivas tanto de la Unidad de Correo Interno como la Unidad de Transportes de Magistrados.
Se remiten documentos correspondientes a las funciones de ambos puestos presentados al Departamento de Planificación en fecha del 06 de junio de 2019 para valoración de puestos.
(…)”
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Por las particulares funciones de los puestos indicados y de conformidad con lo expuesto por el Ing. José Vindas Cantillano, Jefe interino del Departamento de Servicios Generales, se acordó: 1.) Acoger la gestión presentada en el oficio N° 4421-DE-19 del 24 de setiembre del 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, en consecuencia, deberá la Dirección de Gestión Humana y la Dirección de Planificación, según corresponda, incorporar en el plan de Vacaciones 2019-2020, un punto en donde se indique que se autoriza sustituir hasta por un día las plazas de Asistente Administrativa 3 de la Unidad de Correo Interno y Asistente Administrativo 3 de la Unidad de Transportes de Magistrados. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección Ejecutiva y del Departamento de Servicios Generales. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748641]ARTÍCULO XVI
Documento N° 1924-16 / 12348-19.
En sesión Nº 65-18 celebrada el 19 de julio del 2018, artículo LXXXVI, en lo que interesa, este Consejo Superior solicitó a la Dirección Jurídica, que emitiera criterio respecto a la procedencia de exonerar del cobro de honorarios por parte de la Defensa Pública a los niños, niñas y adolescentes en conflicto con la ley penal que figuran como personas usuarias en asuntos de materia Penal Juvenil.
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En oficio número DJ-C-412-2019, del 25 de setiembre de 2019, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico y la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica, remitieron el informe que literalmente dice:
“En relación con el oficio N° 8057-18 del 08 de agosto del 2018, le remito el informe solicitado por el Consejo Superior en la sesión N°65-18 celebrada el 19 de julio del 2018, artículo LXXXVI.

I.- Antecedentes:

El Consejo Superior en la sesión N° 65-18 celebrada el 19 de julio del 2018, artículo LXXXVI, solicitó a la Dirección Jurídica que estudie y rinda informe acerca de la solicitud presentada por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública, en oficio N°762-JEFDP-2018 del 6 de julio de 2018, con respecto a la procedencia de exonerar del cobro de honorarios por parte de la Defensa Pública a los niños, niñas y adolescentes en conflicto con la ley penal que figuran como personas usuarias en asuntos de materia Penal Juvenil.

En resumen, en la solicitud se expone que en aplicación del artículo 154 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y bajo acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial tomado en sesión 17-16, celebrada el 23 de febrero de 2016, la Dirección de la Defensa Pública mediante Circular número 08-2016 del 15 de marzo de 2016, estableció el "Protocolo para el cobro de honorarios a favor de la Defensa Pública". Es con ocasión a ello, que la Coordinación de la Unidad de Defensa Pública Penal Juvenil expone una serie de argumentos centrados en legislación nacional e internacional, así como en la interpretación de principios que rigen el interés superior de las personas menores de edad usuarias de ese servicio,  para sustentar su requerimiento de criterio acerca de la viabilidad jurídica de tener por exonerada a esa población vulnerable del cobro de honorarios.

Ahora bien, al realizar una lectura de los argumentos expuestos por la Unidad de Defensa Pública Penal Juvenil, podemos resumir su postura en dos ejes temáticos: el primero, que la condición de vulnerabilidad de las personas menores de edad justifica el eximirlas del pago de honorarios al amparo de normativa legal y supra legal aplicable en la materia, y, segundo, la posible incompatibilidad existente entre el principio de gratuidad de la defensa técnica de un menor de edad procesado penalmente y el artículo 154 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, por cuanto este numeral faculta el cobro de honorarios a la persona usuaria que figura como imputada en proceso penal. 

A efecto de sustentar su criterio, se citan tres artículos de la Ley de Justicia Penal Juvenil, a saber, el artículo séptimo que establece como principios rectores del proceso los siguientes: "la protección integral del menor de edad, su interés superior, el respeto a sus derechos, su formación integral y la reinserción en su familia y la sociedad", principios que a su criterio, incluyen también a los padres o representantes legales del menor. El segundo artículo que aborda es el doceavo, del cual se desprende el derecho que asiste a estos menores a una justicia especializada. Por último, se menciona el artículo veintidós que recoge el principio de inviolabilidad del derecho de defensa, al disponer que: "Los menores de edad tendrán el derecho a ser asistidos por un defensor, desde el inicio de la investigación policial y hasta que cumplan con la sanción que les sea impuesta".

[bookmark: __DdeLink__536_414432053]Agrega que la normativa legal procesal debe ser interpretada conjuntamente con el principio de gratuidad que contempla el artículo 114 del Código de la Niñez y la Adolescencia, el cual dispone que: "En los procesos y procedimientos en que se discutan los derechos de personas menores de edad, el Estado les garantizará: a) Gratuidad: el Estado proporcionará a toda persona menor de edad la defensa técnica y la representación judicial gratuita". Cuerpo normativo que en su artículo tercero indica que: "Las disposiciones de este Código se aplicarán a toda persona menor de edad, sin distinción alguna, independientemente de la etnia, la cultura, el género, el idioma, la religión, la ideología, la nacionalidad o cualquier otra condición propia, de su padre, madre, representantes legales o personas encargadas".

Ahora bien, en cuanto a la defensa de los menores de edad procesados penalmente, señala que la Convención Sobre los Derechos del Niño (artículos 40. 2. ii y 40. 2. iii) dispone que todo menor dispondrá de asistencia jurídica u otra asistencia apropiada en la preparación y presentación de su defensa. Además, advierte que las Directrices de Acción Sobre el Niño en el Sistema de Justicia Penal, señalan en el punto dieciséis que: "Debe otorgarse prioridad a la creación de organismos y programas que presten asistencia jurídica y de otra índole a los niños, como servicios de interpretación de ser necesario con carácter gratuito".  En el mismo sentido, hace referencia el criterio a las reglas de Beijing, los principios y directrices de las Naciones Unidas sobre el acceso a la asistencia jurídica en los sistemas de justicia penal, los cuales se encuentran contenidos en una resolución de la Asamblea General de las Naciones Unidas sobre la base del informe de la Tercera Comisión.

Concluye, que al amparo del marco normativo antes expuesto, no es viable que la Defensa Pública cobre honorarios en materia penal juvenil, por las siguientes razones: la circular 08-2016 de la Dirección de la Defensa Pública no es compatible con la naturaleza del proceso penal juvenil, de toda suerte que conforme al artículo 1 de la Ley de Justicia Penal Juvenil el interés por el cual debe velar la Defensa Pública es el del menor de edad que figura como imputado dentro del proceso, cuyo interés en ocasiones no coincide con el interés de los padres del imputado, por lo que el defensor debe avocarse por el interés del imputado cuando éste entra en conflicto con el interés de sus padres o representantes legales. Desde esta perspectiva, la relación profesional es con respecto a los menores de edad procesados penalmente y no en favor de los padres de estos, motivo por el cual, estima que sería improcedente trasladar un cobro de honorarios a quienes no figuran como personas usuarias directas de la Defensa Pública en el proceso penal juvenil, ya que necesariamente no es el interés de los padres o representantes legales por el que velan los defensores en materia penal juvenil. 

Agrega que la circular faculta a la Defensa Pública a cobrar los honorarios en dos momentos procesales: cuando el imputado decide sustituir la defensa pública por una defensa particular y cuando ha terminado el debate oral y público. Sin embargo, la defensa técnica está garantizada en el proceso penal juvenil durante toda la fase de ejecución, conforme lo dispone el artículo 17 de la Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles. 

Por último, aduce una lesión de orden patrimonial y de acceso a una defensa especializada que afecta los intereses de los menores, quienes son personas bajo claras condiciones de vulnerabilidad, adolescentes en un proceso de formación, con una preparación académica incompleta, en pleno desarrollo psicológico, que no tienen una situación laboral estable y carecen de una fuente de ingreso independiente, por lo que el cobro de honorarios es una lesión directa al patrimonio familiar que le provee alimento, vestido, educación, etc.  En cuanto al acceso a una justicia especializada, afirma que “en la actualidad en Costa Rica sólo se tutela con un equipo de profesionales en Derecho que integran la Unidad Penal Juvenil de la Defensa Pública, defensores y defensoras que en la práctica sólo se avocan a conocer de procesos penales juveniles, de manera que si bien los padres y representantes legales de los menores de edad procesados penalmente pueden acudir a una defensa particular, esta no garantiza en la práctica el principio de una justicia especializada, motivo por el cual los y las costarricenses no tienen otra alternativa que acudir a la Defensa Pública para que se les garantice a sus hijas e hijos el derecho a una defensa técnica especialidad, otra razón por la cual sería improcedente un cobro de honorarios aún para aquellas personas usuarias cuyas familias tienen recursos suficientes”.

En virtud de lo expuesto, recomienda la Coordinación de la Defensa Pública Penal Juvenil a la Jefatura de la Defensa Pública adicionar la circular 08-2016 con una nota aclaratoria en la que se establezca sin excepción alguna, que en reconocimiento de su condición de persona y el libre ejercicio de sus derechos, los niños, niñas y adolescentes que figuran como personas usuarias del proceso penal juvenil están exentos del cobro de honorarios.

II.- Análisis:

De acuerdo con la solicitud formulada por la Coordinación de la Unidad de la Defensa Pública Penal Juvenil, la emisión del presente informe gira en torno a la determinación de si existe o no, infracción al principio de gratuidad y al ordenamiento jurídico, al operar la imposición del pago de honorarios a favor de la Defensa Pública, en asuntos donde las personas usuarias del servicio son menores de edad.

A efecto de rendir el presente informe, es importante partir de la premisa que la justicia penal juvenil tiene como usuarios a niños, niñas y jóvenes a 	quienes la normativa los califica de población vulnerable y en ese tanto, con respecto a éstos existen una serie de pautas, políticas y principios de especial aplicación por parte del Estado costarricense y, por ende, por el sistema de justicia. 

Teniendo claro el objeto del estudio y una vez analizados los argumentos expuestos en el criterio vertido por la Coordinación de la Unidad de la Defensa Pública Penal Juvenil, así como la normativa aplicable en la materia, se arriba a la conclusión que no existe norma de rango legal o supra legal que permita tener por excluidos de forma automática, únicamente justificada en su carácter subjetivo, a las personas menores de edad y sus padres o representantes, del pago de honorarios a favor de la Defensa Pública, cuando no califiquen para la aplicación del beneficio de gratuidad del servicio.

En primer orden, es importante señalar que la Ley de Justicia Penal Juvenil, ley número 7576, del 08 de marzo de 1996, no establece ninguna eximente de carácter subjetivo en esta materia en lo que atañe al cobro de honorarios de los defensores públicos, es más, la única norma que aborda el tema de costas es el numeral 55, el cual se refiere a la acción civil para el pago de daños y perjuicios. Así las cosas, corresponde aplicar la norma general en la materia, máxime que, el artículo 8 de su texto normativo, indica en cuanto a la interpretación y aplicación de sus normas que: “esta ley deberá interpretarse y aplicarse en armonía con sus principios rectores, los principios restaurativos, los principios generales del derecho penal, del derecho procesal penal y la normativa internacional en materia de menores. Todo ello en la forma que garantice mejor los derechos establecidos en la Constitución Política, los tratados, las convenciones y los demás instrumentos internacionales suscritos y ratificados por Costa Rica”.

Es por esa razón que debemos abordar los alcances del Código Procesal Penal, ley 7594 del 10 de abril de 1996, la cual establece en el artículo 265, respecto a las costas del imputado lo siguiente: “En todo proceso, el Estado cubrirá los gastos en relación con el imputado y las demás partes que gocen del beneficio de litigar sin el cobro de ellos. Cuando el imputado tenga solvencia económica, deberá pagar al Poder Judicial los servicios de defensor público o cualquier otro que haya recibido. Para ello, se seguirá el procedimiento establecido en la Ley Orgánica del Poder Judicial, respecto del defensor público. Se exceptúa de ese deber el pago del traductor o del intérprete oficiales”. Nótese entonces que por ministerio de ley, se prevé la posibilidad de la gratuidad del servicio de la Defensa Pública, salvo que el imputado tenga solvencia económica y operen entonces las reglas establecidas al efecto.

En armonía con lo dispuesto en el artículo 265 del Código Procesal Penal, el artículo 37 de la Ley de Justicia Penal Juvenil, establece que desde el inicio de la investigación y durante todo su proceso, los menores de edad deberán ser asistidos por defensores, facultando a que el acusado o cualquiera de sus padres, tutores o responsable puedan nombrar un defensor particular y que, si no cuentan con recursos económicos, el Estado les brindará un defensor público.

La misma tutela, exige el artículo 17 de la Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, ley 8460, del 20 de octubre del 2005, el cual dispone que durante toda la etapa de ejecución de la sanción, a la persona joven sancionada deberá garantizársele la defensa legal, mediante un profesional acreditado en derecho, de suerte que si no puede nombrar una defensa particular, se le nombrará un defensor público.

Desde esta perspectiva, no se incumple de ninguna forma el principio de gratuidad o acceso a la justicia en materia penal juvenil, al no operar de forma automática la exoneración del pago de honorarios de la Defensa Pública en los procesos donde la persona imputada es menor de edad, toda vez que la norma procesal transcrita garantiza que la persona menor de edad contará con la defensa técnica especializada bajo cualquier circunstancia y que, solo bajo la premisa que el usuario no califique para el beneficio de contar con patrocinio letrado especializado gratuito, se realizará el procedimiento de cobro respectivo.

Bajo esta inteligencia, tampoco es viable estimar que el requerirse el pago a los menores, padres o representantes que tengan capacidad económica y no califiquen para el beneficio, implique una negación a la justicia especializada, toda vez que el fin público perseguido no se diluye en virtud de tal acción. La premisa básica de la norma procesal es la prestación del servicio de patrocinio letrado por parte de la Defensa Pública especializada en la materia, de suerte que la procedencia del cobro no afecta ese derecho de la persona menor de edad. Tampoco se estima que sea válido afirmar que la gestión de cobro al menor, sus padres o representantes que no califiquen para disfrutar ese beneficio, provoque una lesión patrimonial familiar que afecte las necesidades básicas del menor, tales como alimento, vestido, salud, educación, entre otros. Tal presunción es meramente especulativa y ayuna de todo sustento.

Ahora bien, atendiendo puntualmente a los argumentos y citas normativas que sustenta la gestión en estudio, debemos proceder al análisis del artículo 114 del Código de la Niñez y la Adolescencia, ley 7739 del 06 de enero de 1998, a partir del cual, se sustenta el criterio del derecho a la gratuidad del patrocinio letrado de las y los defensores públicos en los procesos penales juveniles. El artículo de interés indica que: "En los procesos y procedimientos en que se discutan los derechos de personas menores de edad, el Estado les garantizará: a) Gratuidad: el Estado proporcionará a toda persona menor de edad la defensa técnica y la representación judicial gratuita (...)”. A partir de una lectura integral de la norma, queda claro para esta Asesoría que ese numeral no es inobservado en ninguna medida con ocasión del cobro de honorarios por parte de la Defensa Pública cuando ello sea procedente, por cuanto nótese que la norma refiere a procesos y procedimientos donde se discutan derechos de los menores de edad, y es evidente, que en el proceso penal juvenil no se discuten derechos de los menores, sino que éstos, son sujetos de imputación de conductas calificadas como delitos o contravenciones.

En otras palabras, el objeto del proceso penal juvenil no gira en torno a la declaratoria de un derecho de un menor de edad, bien sea en cuanto a su existencia, eliminación o delimitación, sino que su fin es el determinar si se presenta por parte de éste, la comisión de una conducta típica, antijurídica y culpable, de toda suerte que si bien es cierto, el proceso penal por excelencia debe observar las reglas del debido proceso y por ello, concurren una serie de derechos que ostenta todo imputado, el presupuesto de la norma contenida en el artículo 114 del Código de Niñez y Adolescencia no alcanza para conceder la gratuidad de los servicios profesionales de la Defensa Pública cuando no se cuente con dicho beneficio en virtud de la capacidad económica del menor, sus padres o representantes, máxime que el artículo 1047 del Código Civil, ley número 63 del 28 de setiembre de 1887, indica que: “Los padres son responsables del daño causado por sus hijos menores de quince años que habiten en su misma casa. En defecto de los padres, son responsables los tutores o encargados del menor”.

Es así, que dentro de los límites de análisis del presente informe, se concluye que no existe infracción alguna en el dictado del "Protocolo para el cobro de honorarios a favor de la Defensa Pública" en aplicación del artículo 154 de la Ley Orgánica del Poder Judicial y bajo acuerdo del Consejo Superior del Poder Judicial tomado en sesión 17-16, celebrada el 23 de febrero de 2016, por cuanto por ministerio de ley se faculta tal conducta regulatoria, misma que no transgrede en ninguna medida, los derechos a una defensa especializada en la jurisdicción penal juvenil y mucho menos, el principio de gratuidad que opera bajo criterios objetivos y no subjetivos.

De especial interés es mencionar que la circular 08-2016, de fecha 15 de marzo del 2016, comunicó el protocolo dictado por la Defensa Pública, siendo clara en advertir que es una obligación de todos los Defensores y Defensoras Públicas el proceder al cobro de honorarios en relación con aquellas personas usuarias del servicio de Defensa Pública que cuenten con ingresos superiores a tres veces el monto del salario base de Oficinista 1, cuando la causa haya finalizado por sentencia firme, o bien, cuando la persona usuaria prescinda del servicio de la Defensa Pública.   El protocolo, en sus primeras líneas precisa que “toda persona usuaria que solicita los servicios de la Defensa Pública deberá llenar el formulario de Declaración Jurada que se adjunta como Anexo 1 a este protocolo, a fin de determinar sus condiciones socioeconómicas. En todo caso se le advertirá que si se demuestra que tiene solvencia económica suficiente podrá ser objeto del procedimiento de cobro de honorarios a favor de la Defensa Pública”. Los supuestos que contempla el Protocolo en mención para realizar las gestiones de cobro son dos:  a) Cuando la persona usuaria de la Defensa Pública prescinde de los servicios de la defensa pública para contratar defensa particular y b) Cuando la defensa pública representa a la persona usuaria incluso al momento del dictado de la sentencia. Además, se advierte que “en ambos supuestos, la solicitud de fijación de honorarios en concreto de la Defensa Técnica deberá estar debidamente fundamentada, con el fin que la fijación de honorarios que realice el Tribunal a cargo del asunto sea lo más ajustada a las condiciones particulares del proceso y de la persona usuaria del servicio de defensa pública”.

En orden a lo indicado, es importante precisar que en aplicación de los artículos 266, 267 y 269 del Código Procesal Penal, el Tribunal que conoce de un proceso penal juvenil, deberá pronunciarse en forma motivada sobre el pago de costas procesales y personales al dictar la resolución que ponga término a la causa, siendo posible eximir del pago de costas personales, que incluyen los honorarios, cuando estime que existe razón plausible para litigar. En ese tanto, corresponde al Defensor Público demostrar la existencia de mérito para la exoneración del pago de honorarios.

Corolario de lo expuesto, tenemos que una vez realizado el análisis de la normativa, los principios que tienen una labor integradora e interpretativa del ordenamiento jurídico, así como los argumentos expuestos por el Coordinador de la Unidad de la Defensa Pública, se concluye que no existe sustento normativo para exonerar del pago de honorarios sin distinción a todas las personas usuarias del proceso penal juvenil.

III.- Conclusión:

De conformidad con todo lo expuesto, y con fundamento en los artículos 11 de la Constitución Política, 11 de la Ley General de la Administración Pública, 114 del Código de la Niñez y la Adolescencia, 265 a 269 del Código Procesal Penal, 5, 37 y 55 de la Ley de Justicia Penal Juvenil, 17 de Ley de Ejecución de las Sanciones Penales Juveniles, 1047 del Código Civil y 154 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se concluye lo siguiente:

1.- La justicia penal juvenil tiene como usuarios a niños, niñas y jóvenes a quienes la normativa los califica de población vulnerable y en ese tanto, con respecto a éstos existen una serie de pautas, políticas y principios de especial aplicación por parte del sistema de justicia.

 2.- El ordenamiento jurídico costarricense garantiza sin distinción, el acceso a la justicia especializada en materia de procesos penales cuyos usuarios son las personas menores de edad.

3.- La Defensa Pública puede iniciar procesos de cobro de honorarios cuando no califique el usuario para el disfrute del beneficio de la gratuidad, premisa que no infringe el derecho de acceso a una justicia especializada ni al principio de acceso a la justicia.

4.- El "Protocolo para el cobro de honorarios a favor de la Defensa Pública” dictado al amparo del artículo 154 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, al regular la fijación de honorarios de las Defensoras y Defensores Públicos en razón de prescindir el imputado de sus servicios o en virtud de existir solvencia económica del mismo, no infringe el principio de gratuidad que establece el artículo 114 del Código de Niñez y Adolescencia.

5.- No existe norma de rango legal o supra legal que permita tener por excluidos de forma automática, únicamente justificada en su carácter subjetivo, a los menores de edad y sus padres o representantes, del pago de honorarios a favor de la Defensa Pública, cuando no califiquen para la aplicación del beneficio de gratuidad del servicio.

6.- Para poder generar la exoneración pretendida por la Coordinación de la Defensa Pública Penal Juvenil, se hace imperativo una ley en sentido formal que así lo establezca.

7.- En criterio de la Dirección Jurídica, no procede aprobar la solicitud planteada por el Coordinador de la Unidad de la Defensa Pública Penal Juvenil, con el objetivo de adicionar el "Protocolo para el cobro de honorarios a favor de la Defensa Pública” para tener por exonerados del pago de honorarios, sin distinción alguna, a todos los usuarios del proceso penal juvenil que son asistidos por la Defensa Pública.

IV.- Recomendación:

	La Dirección Jurídica recomienda rechazar la solicitud analizada en el presente informe.

Conforme lo expuesto, se deja rendido el criterio jurídico solicitado.

(…)”

-0-
Una vez analizado el criterio jurídico anterior, es menester traer a colación lo regulado por la Ley 7739 “Código de la Niñez y Adolescencia”, la que cita textualmente lo siguiente:
Artículo 1° - Objetivo: Este Código constituirá el marco jurídico mínimo para la protección integral de los derechos de las personas menores de edad. Establece los principios fundamentales tanto de la participación social o comunitaria como de los procesos administrativo y judicial que involucren los derechos y las obligaciones de esta población.
Las normas de cualquier rango que les brinden mayor protección o beneficios prevalecerán sobre las disposiciones de este Código.
Artículo 4° - Políticas estatales: Será obligación general del Estado adoptar las medidas administrativas, legislativas, presupuestarias y de cualquier índole, para garantizar la plena efectividad de los derechos fundamentales de las personas menores de edad.
(…) 
Artículo 114°- Garantías en los procesos: En los procesos y procedimientos en que se discutan los derechos de personas menores de edad, el Estado les garantizará:
a) Gratuidad: el Estado proporcionará a toda persona menor de edad la defensa técnica y la representación judicial gratuita.
(…)

- 0 -  

Como se puede apreciar, nuestra legislación goza de una ley especial que protege los principios de los menores de edad, tanto de la participación social o comunitaria como de los procesos administrativos y judiciales, que involucren los derechos y las obligaciones de esta población, así indicado en el artículo 1 supracitado, regulación que este Consejo Superior no puede obviar en aras de la protección de los intereses de los menores. Aunado a esto, el artículo 114 de la citada ley, garantiza que el Estado debe proporcionar a toda persona menor de edad la defensa técnica y la representación judicial gratuita.
En razón de lo anterior, este órgano analizó la propuesta planteada por la unidad de la Defensa Pública Penal Juvenil,  para exonerar a las “Niñas, Niños y Adolescentes que figuran como personas usuarias de la Institución”, a la luz de los derechos otorgados por la normativa supracitada y concuerda que los proceso penales juveniles se rigen por los principios de interés superior del menor, es decir, el Poder Judicial no puede ser ajeno al otorgamiento de estos beneficios para la citada población y debe implementar las medidas administrativas, para garantizar la plena efectividad de los derechos fundamentales de las personas menores de edad, así estipulado en el artículo 4 del Código de la Niñez y Adolescencia.
Por lo anteriormente expuesto, se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio número DJ-C-412-2019 del 25 de setiembre de 2019, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico y la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica. 2.) Separarse del criterio jurídico anterior y aprobar la “Propuesta de la Unidad de la Defensa Pública Penal Juvenil Para Exonerar a las Niñas, Niños y Adolescentes que Figuran como Personas Usuarias de Nuestra Institución del Cobro de Honorarios en Materia Penal Juvenil”, en consecuencia, deberá la Defensa Pública implementar las medidas necesarias para dar cumplimiento a la propuesta presentada mediante oficio N° 762-JEFDP-2018, suscrito por la máster Diana Montero Montero. 3.) Deberá la jefatura de la Defensa Pública modificar la circular N° 08-2016 del 15 de marzo de 2016 , denominada "Protocolo para el cobro de honorarios a favor de la Defensa Pública", en el sentido de incluir la nueva disposición supra cita.
La Unidad de la Defensa Pública Penal Juvenil, tomará nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc20748643]ARTÍCULO XVII

Documento N° 176-19 / 12349-19 


[bookmark: _Hlk535839974] En la sesión N° 4-19 celebrada el 17 de enero del 2019, artículo L, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La señora Johanna Rodríguez Acosta, mediante nota de 8 de enero de 2019, solicitó lo siguiente:
“Quien suscribe, Johanna Rodríguez Acosta, (…), egresada de la Maestría en Derecho Penal de la Universidad Internacional de las Américas (UIA), me dirijo con todo respeto ante ustedes, a fin de poder tener acceso a través del Juzgado Penal de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José, al listado y expedientes que han sido sobreseído o desestimados durante el periodo del 2015 al 2018, relacionados con el delito de tráfico de influencias. Lo anterior, por cuanto en este momento me encuentro efectuando la tesis para optar por el grado de máster, bajo el tema “Implicaciones probatorias que trae consigo la ausencia de la intervención de comunicaciones en los procesos por tráfico de influencias”, siendo requisito de este proyecto la elaboración de un análisis de casos relacionados con el tema. 

(…).”
- 0 -
	
Mediante circular N° 8-16 publicada en el Boletín Judicial del 11 de febrero de 2016, la Secretaría General de la Corte hizo del conocimiento de los despachos judiciales del país, el acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión No. 108-15 celebrada el 10 de diciembre de 2015, artículo LXXVIII, donde dispuso reiterar la circular N° 91-2010 sobre “Acceso a los expedientes judiciales”.
La Secretaría General de la Corte, mediante circular N° 85-2006 del 9 de junio de 2006, publicada en el Boletín Judicial N° 122 del 26 de ese mismo año, hizo de conocimiento a todos los jefes de los despachos judiciales y administrativos del país, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 36-06, celebrada el 23 de mayo de 2006, artículo XXX, donde dispuso comunicarles que podrán conceder la autorización correspondiente, en los casos que un particular o servidor judicial tenga interés en realizar algún trabajo comunal, graduación o pasantía, siempre y cuando cumplan con todos los requisitos establecidos por este Consejo para cada caso en concreto. Además, se le reiteraba que el Jefe de cada despacho debía supervisar la actividad a realizar, haciéndole saber que el uso que hiciera el estudiante de la información que llegara a su conocimiento, quedaría bajo la exclusiva responsabilidad de éste, así como, que tenía el deber de ajustarse a las normas que rigen la prestación del servicio en el Poder Judicial.
Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: remitir la solicitud presentada mediante nota del 8 de enero de 2019, por la señora Johanna Rodríguez Acosta, a la Dirección Jurídica, con la finalidad de que analice e informe a este Consejo Superior, si lo solicitado contraviene lo estipulado en el artículo 295 del Código Procesal Penal, asimismo, indique si los expedientes que hayan terminado por sobreseimiento o desestimación pueden ser de acceso público o por el contrario con motivo de la información sensible que contienen, se deben considerar como documentos confidenciales.”

[bookmark: _Hlk16069762]- 0 -

[bookmark: _Hlk16077242]El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la licenciada Silvia E. Calvo Solano, Coordinadora del Área Análisis Jurídico, mediante oficio N° DJ-AJ-C-408-2019, del 25 de septiembre de 2019, comunicaron:
“En relación con el oficio N° 1116-19 de 31 de enero del 2019, mediante el cual se comunica el acuerdo del Consejo Superior tomado en la sesión N° 4-19 celebrada el 17 de enero del 2019, artículo L, le remito el criterio jurídico solicitado.
Antecedentes:
Mediante el oficio N° 1116-19 del 31 de enero del 2019, se comunicó a la Dirección Jurídica el acuerdo del Consejo Superior tomado en la sesión N° 4-19 celebrada el 17 de enero del 2019, artículo L. En el citado oficio, se solicita a la Dirección Jurídica que emita criterio en relación con la solicitud realizada por la señora Johana Rodríguez Acosta, egresada de la Maestría en Derecho Penal de la UIA, para tener acceso, a través del Juzgado Penal de Hacienda del II Circuito Judicial de San José, al listado y expedientes que han sido sobreseídos o desestimados, durante el período comprendido entre el año 2015 al 2018, relacionados con el delito de tráfico de influencias. El Consejo Superior realiza la consulta para que se determine, si lo solicitado contraviene lo dispuesto en el artículo 295 del Código Procesal Penal.   Asimismo, se solicita se indique, si los expedientes que hayan terminado por sobreseimiento o desestimación pueden ser de acceso público o por el contrario, con motivo de la información sensible que contienen, se deben considerar como documentos confidenciales.
La señora Johanna Rodríguez Acosta, mediante nota de 8 de enero de 2019, solicitó lo siguiente:
“Quien suscribe, Johanna Rodríguez Acosta, cédula 1-1169-0352, egresada de la Maestría en Derecho Penal de la Universidad Internacional de las Américas (UIA), me dirijo con todo respeto ante ustedes, a fin de poder tener acceso a través del Juzgado Penal de Hacienda del Segundo Circuito Judicial de San José, al listado y expedientes que han sido sobreseídos o desestimados durante el periodo del 2015 al 2018, relacionados con el delito de tráfico de influencias. Lo anterior, por cuanto en este momento me encuentro efectuando la tesis para optar por el grado de máster, bajo el tema “Implicaciones probatorias que trae consigo la ausencia de la intervención de comunicaciones en los procesos por tráfico de influencias”, siendo requisito de este proyecto la elaboración de un análisis de casos relacionados con el tema…”
Criterio:
Sobre el tema consultado, la Dirección Jurídica ya se ha pronunciado en varias ocasiones, por ejemplo, puede citarse el criterio comunicado mediante el oficio N° DJ-AJ-1889-2016 del 4 de agosto del 2016.
Primeramente, ha de señalarse que el artículo 295 del Código Procesal Penal indica lo siguiente:
“Artículo 295: Privacidad de las actuaciones.  El procedimiento preparatorio no será público para terceros. Las actuaciones sólo podrán ser examinadas por las partes, directamente o por medio de sus representantes. Los abogados que invoquen un interés legítimo serán informados por el Ministerio Público sobre el hecho que se investiga y sobre los imputados o detenidos que existan, con el fin de que decidan si aceptan participar en el caso. Las partes, los funcionarios que participen de la investigación y las demás personas que, por cualquier motivo, tengan conocimiento de las actuaciones cumplidas, tendrán la obligación de guardar secreto. El incumplimiento de esta obligación será considerado falta grave.”
Los artículos 1 y 2 de la Ley de protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales, N° 8968 de 7 de julio del 2011, establecen lo siguiente:
“Artículo 1.- Objetivo y fin.   Esta ley es de orden público y tiene como objetivo garantizar a cualquier persona, independientemente de su nacionalidad, residencia o domicilio, el respeto a sus derechos fundamentales, concretamente, su derecho a la autodeterminación informativa en relación con su vida o actividad privada y demás derechos de la personalidad, así como la defensa de su libertad e igualdad con respecto al tratamiento automatizado o manual de los datos correspondientes a su persona o bienes.”
“Artículo 2.- Ámbito de aplicación. Esta ley será de aplicación a los datos personales que figuren en bases de datos automatizadas o manuales, de organismos públicos o privados, y a toda modalidad de uso posterior de estos datos.
El régimen de protección de los datos de carácter personal que se establece en esta ley no será de aplicación a las bases de datos mantenidas por personas físicas o jurídicas con fines exclusivamente internos, personales o domésticos, siempre y cuando estas no sean vendidas o de cualquier otra manera comercializadas.”
El “Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial”, aprobado por la Corte Plena en la sesión No. 1-16 celebrada el 11 de enero de 2016, artículo XXXVI (circular N° 88-2016), establece en los artículos 4 y 5 lo siguiente:
“Artículo 4: Ámbito de aplicación.  Estos artículos deberán ser aplicados por los despachos u oficinas judiciales, independientemente de la materia que se trate, en aquellos documentos, resoluciones escritas o información que emitan y que deba ser difundida, publicada o puesta a disposición de terceras personas que no forman parte del proceso.
También deberán protegerse, cuando contengan datos sensibles y previo a su publicación, difusión o puesta a disposición de terceras personas, aquellos fallos emitidos oralmente, sea en audio o video.  No obstante, hasta tanto no se cuente con herramientas y plataforma tecnológica que permita dicha protección, no podrán ser publicados.”
[bookmark: _Toc387146297]“Artículo 5:    Documentos de acceso público en las bases de datos del Poder Judicial a terceras personas.  Son de acceso público en las bases de datos oficiales del Poder Judicial, las resoluciones emitidas por los Tribunales Superiores que se encuentren en firme, y las de las Salas de la Corte Suprema de Justicia.  No podrá publicitarse aquella información que no haya sido protegida según lo dispuesto en la Ley No. 8968.”
Se presume que la solicitud de la señora Johanna Rodríguez Acosta, se refiere a aquellos procesos donde la resolución que decreta el sobreseimiento o desestimación se encuentre firme, ya que lo contrario carecería de confiabilidad e iría en contra de la presunción de inocencia, consagrado en el artículo 39 de la Constitución Política, el artículo 9 del Código Procesal Penal y otros instrumentos internacionales firmados y ratificados por Costa Rica, tales como la Declaración Universal de los Derechos Humanos (artículo 11), La Convención Americana sobre Derechos Humanos (artículo 8.2) y El Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (artículo 14.2). 
La Sala Constitucional en la resolución 11.338-2003 de las 9:50 horas del 3 de octubre del 2003 reiteró el criterio sostenido en la sentencia N° 4.847 de las 16:27 horas del 22 de junio de 1999, que a continuación se transcribe:
“VI.-   (…)
[bookmark: _Hlk19705385]Es obvio, que el acceso a la información es un poderoso instrumento de progreso individual, y para el ejercicio de los derechos políticos y sociales. Pero también debe reconocerse que el progreso no significa que los ciudadanos deban quedar en situación de desventaja frente al Estado o a los particulares. El nuevo derecho a la intimidad debe ponderar los intereses en conflicto, entre el legítimo interés de la sociedad a desarrollarse utilizando la información, como la también necesidad de tutelar a la persona frente al uso arbitrario de sus datos personales. La tutela a la intimidad implica, la posibilidad real y efectiva para el ciudadano de saber cuáles datos suyos están siendo tratados, con qué fines, por cuáles personas, bajo qué circunstancias, para que pueda ejercer el control correspondiente sobre la información que se distribuye y que lo afecta (arts. 24 de la Constitución y 13 inciso 1, de la Convención Americana de Derechos Humanos)."
De conformidad con el Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial, son datos sensibles y susceptibles de despersonalización, los siguientes: 
“e) Datos sensibles: Toda aquella información que pueda ser utilizada contra una o varias personas físicas, para discriminarlas o excluirlas, en relación con su fuero íntimo, por ejemplo por su origen racial o étnico, por sus opiniones políticas, convicciones religiosas, espirituales o filosóficas; así como la relativa a información biomédica, vida, salud y orientación sexual, entre otros.”  (Artículo 3 inciso e).
Igualmente, el artículo 12 del mismo Reglamento establece qué datos deben protegerse:
“Artículo 12.-Datos que deben protegerse. Para efectos de publicitar la información deberán ocultarse o eliminarse los datos personales contenidos en una resolución o sentencia, que permitan identificar a una persona, cuando se haga alusión a datos sensibles o de acceso restringido. 
No podrá divulgarse bajo ninguna circunstancia, la información personal relativa a personas menores de edad, personas mentalmente incapaces, víctimas referidas a acoso, delitos penales y de violencia doméstica. De igual manera no se podrán publicar en ningún caso, la dirección de la residencia, fotografías, número de teléfonos privados y otros de igual naturaleza cuyo tratamiento pueda afectar los derechos y los intereses de la persona titular.”
De manera que, se denominan datos de acceso restringido, aquellos que sólo interesan al titular o a la Administración Pública, y datos sensibles aquellos que podrían, eventualmente, ser utilizados para discriminar o excluir a las personas[footnoteRef:2]. Al tratarse de asuntos penales que no finalizaron por sentencia condenatoria, el nombre y los datos personales de aquellos que, en su momento, figuraron como imputados, son datos que deben protegerse, salvo que la misma persona titular de esos datos autorice su divulgación y acceso para terceras personas.  [2:  Art. 3.  Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial. ] 

Conclusiones:
Conforme a todo lo expuesto, y con fundamento en los artículos 11 de la Constitución Política, 11 de la Ley General de la Administración Pública y 13 de la Ley de la Jurisdicción Constitucional, se concluye lo siguiente:
1.- Conforme establece la Ley de protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales, debe protegerse el derecho a la autodeterminación informativa de las personas; por ejemplo: el nombre, apellidos, o cualquier otra información que sirva para identificar a la persona.  En las sentencias, o bien en los autos con carácter de sentencia, se registra información sobre los intervinientes en el proceso, siendo que el “Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial”, establece qué información debe despersonalizarse y qué datos deben permanecer en el texto de las resoluciones judiciales.
2.- El artículo 5 de dicho Reglamento, establece que “Son de acceso público en las bases de datos oficiales del Poder Judicial, las resoluciones emitidas por los Tribunales Superiores que se encuentren en firme, y las de las Salas de la Corte Suprema de Justicia.  No podrá publicitarse aquella información que no haya sido protegida según lo dispuesto en la Ley No. 8968.” (Énfasis suplido).  Por lo que la señora Rodríguez Acosta, no puede tener acceso a aquellos expedientes e información que no haya pasado previamente el filtro de despersonalización.  El Poder Judicial puede permitir el acceso a la información que solicita la señora Johanna Rodríguez Acosta, pero el suministro de la información debe hacerse en estricto apego a lo que dispone el “Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial”.
3.- De acuerdo con lo estipulado en el artículo 295 del Código Procesal Penal, la información suministrada a la señora Rodríguez Acosta, bien puede consistir en datos estadísticos, pero no pude autorizarse el acceso a los expedientes.  Además de que, es importante destacar que la etapa preparatoria no es pública para terceras personas, por lo que todas las actuaciones, incluidas aquellas referentes a sobreseimientos o desestimaciones dictadas en esta etapa, son privadas.  De esta forma, la solicitud de la señora Rodríguez Acosta se limitaría a brindar aquella información que cumpla con dos presupuestos, que se encuentre firme y que no corresponda a ningún acto dictado en la etapa preparatoria. 
4.- Finalmente, y a manera de conclusión general, debe indicarse que el Poder Judicial debe permitir el acceso a la información que solicita la señora Johanna Rodríguez Acosta, para fines de elaborar su tesis de maestría en derecho penal en la UIA,  pero el suministro de la información debe hacerse conforme dispone el “Reglamento de actuación de la Ley de Protección de la persona frente al tratamiento de sus datos personales en el Poder Judicial”, es decir, la información deberá solicitarse a través del Digesto de Jurisprudencia del Poder Judicial y, será -únicamente- de la información proveniente de la Base de Datos Pública, la cual -de conformidad con el reglamento- sólo tiene sentencias firmes que ya han pasado por el proceso de despersonalización.
Conforme lo expuesto se deja rendido el informe solicitado.”
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Se acordó: Acoger el criterio de la Dirección Jurídica en oficio N° DJ-AJ-C-408-2019, del 25 de septiembre de 2019, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y la licenciada Silvia E. Calvo Solano, Coordinadora del Área Análisis Jurídico, en consecuencia, informarle a la señora Johanna Rodríguez Acosta que puede solicitar la información requerida, no obstante, deberá cumplir con los términos indicados en el presente informe. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento del Centro de Información Jurisprudencial. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748645]ARTÍCULO XVIII
Documento N° 11376-13 / 12330-19.
En sesión N° 10-19 celebrada el 7 de febrero del 2019, artículo LXI, se tomó nota de lo comunicado por la máster Damaris Vargas Vásquez, Coordinadora del Proyecto de Implementación Reforma Procesal Agraria. Asimismo, previamente a resolver lo que correspondiera, se solicitó a la Dirección Jurídica que remitiera a este Consejo Superior un estudio integral de los parámetros que se debían tomar en cuenta para determinar cuáles personas se debían considerar como personas de “escasos recursos”. De ser necesario, se podía tomar en consideración el criterio sobre este tema utilizado por otras instituciones del Estado.
Posteriormente, en sesión N° 67-19 celebrada el 30 de julio del 2019, artículo XVII, se solicitó a la Dirección Jurídica, que a la mayor brevedad concertara una audiencia con el Instituto Mixto de Ayuda Social, para lo cual se hará acompañar de la Dirección Ejecutiva, a fin de que dicho ente suministré los insumos, información y criterios necesarios para poder delimitar los alcances del concepto “escasos recursos”, y remita a este Consejo el estudio integral de los parámetros que se deben tomar en cuenta para determinar cuáles personas se encuentran en esa condición.”
[bookmark: _Toc19552432]Finalmente, en la sesión N° 82-19 celebrada el 19 de setiembre de 2019, artículo XVIII, se tomó nota de la comunicación de la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, mediante oficio N° 4091-DE-2019 del 06 de setiembre de 2019 y se dispuso estar a la espera del informe de la Dirección Jurídica, referente a los parámetros que se debían tomar en cuenta para determinar cuáles personas se encontraban en condición de “escasos recursos”. 
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	El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en oficio N° DJ-C-409-2019 de 25 de setiembre de 2019, remitió lo siguiente: 
“Me refiero al acuerdo de ese Consejo de sesión número 82-19 de fecha 19 de setiembre de 2019, mediante el cual se indica estar a la espera del informe de la Dirección Jurídica, referente a los parámetros que se deben tomar en consideración para determinar cuáles personas se encuentran en condiciones de “escasos recursos”.

Al respecto, esta unidad asesora se permite reiterar lo indicado en nuestro oficio DJ-C-263-2019 de fecha 18 de junio de 2019, en el sentido de que los parámetros solicitados correspondientes a la delimitación de conceptos jurídicos indeterminados, que deben ser precisados por las reglas de la técnica y la ciencia aplicables.

Consecuentemente, no es posible para esta Dirección ejecutar lo indicado, toda vez que la concreción del concepto debe ser realizada por personas especializadas en la materia, empleando los insumos que pueda llegar a brindarse por parte del ente rector en el tema, sea el Instituto Mixto de Ayuda Social y de su órgano desconcentrado, el Sistema Nacional de Información y Registro Único de Beneficiarios del Estado.

En este sentido el indicado Sistema tiene como competencias las siguientes:

“a) Conformar una base de datos actualizada y de cobertura nacional de todas las personas que requieran servicios, asistencias, subsidios o auxilios económicos por encontrarse en situaciones de pobreza o necesidad, así como de aquellos beneficiarios que reciban recursos de programas sociales, independientemente de la institución ejecutora que haya asignado el beneficio. 

b) Constituir una red interinstitucional que permita hacer estudios comparativos entre las entidades públicas de ayuda social y con ello lograr una mejor distribución de los recursos. 

c) Sistematizar el control de los recursos destinados a la inversión de los programas sociales. 

d) Efectuar una acción coordinada con las diversas instituciones que atienden programas destinados a erradicar la pobreza. 

e) Monitorear y evaluar la efectividad de los recursos de las instituciones públicas que atienden programas destinados a erradicar la pobreza. 

f) Conformar una base de datos actualizada de todos los programas de asistencia social que mantienen las instituciones públicas. 

g) Realizar estudios que permitan identificar y establecer posibles beneficiarios de programas de asistencia social de los sectores vulnerables de la población”.

En razón de lo anterior, debe entenderse que el órgano dicho, cuenta con información necesaria para la toma de decisiones institucional, en orden a delimitar el perfil de la persona de “escasos recursos”, más en el entendido de que corresponde al Poder Judicial aplicar esos insumos a los requerimientos de los cuerpos normativos respectivos. 

Consecuentemente, personal profesional en el área de Trabajo Social podría colaborar en dichos esfuerzos, bajo una visión en donde se articule los requerimientos y necesidades de las jurisdicciones que puedan estar involucradas en la aplicación del concepto.

En este orden de ideas, la Defensa Pública y la Coordinadora del Proyecto de Implementación del Código Procesal Agrario están realizando una valiosa coordinación con dicha Institución para los fines indicados y tienen programadas acciones tendientes a la formulación de un convenio de cooperación para el suministro de información.

Estimamos que esta unidad puede brindar apoyo y acompañamiento al proceso dicho, más en el entendido de que no es de nuestra competencia y conocimientos la precisión del concepto indicado.”
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Se acordó: 1.) Tomar nota de lo informado por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino en su oficio N° DJ-C-409-2019 de 25 de setiembre de 2019. 2.) Aclarar a la Dirección Jurídica que debe ser esa Dirección la encargada de presentar a este Consejo Superior, el criterio jurídico definiendo el concepto “escasos recursos” para estandarizarlo en la institución, así solicitado por este Consejo Superior en sesión número 10-19 celebrada el 7 de febrero del 2019, artículo LXI, sin menoscabo de la coadyuvancia que puedan brindar otras oficinas especializadas en el tema.
La Dirección Jurídica tomará nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc20748647]ARTÍCULO XIX
Documento N° 10793-19 / 12343-19.

En la sesión N° 60-19 celebrada el 4 de julio de 2019, artículo XVII, se tuvo por rendido el informe N° DJ-AJ-207-2019 del 20 de junio de 2019 de la Dirección Jurídica. Asimismo, se hizo ese acuerdo de conocimiento de la Comisión de Acceso a la Justicia y Género, para que estableciera los mecanismos para su divulgación, respecto a los derechos a personas de una población en condición de vulnerabilidad como la LGTBI, cuyos derechos se tutelan en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Constitución Política y que a su vez, se reafirman mediante los compromisos concretos asumidos por este Poder de la República para garantizar la no discriminación de esta población. 
Asimismo, en la sesión N° 78-2019 celebrada el 05 de setiembre del 2019, artículo XXIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba, el licenciado Carlos Lizano Alfaro y la licenciada Leda Córdoba Montero, por su orden Directora y Subdirectora interina de Gestión Humana, Jefe interino de Administración de Personal y Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, mediante oficio N° PJ-DGH-AP-3829-AP-2019 del 23 de agosto de 2019, comunicaron lo siguiente:

“Para conocimiento del Consejo Superior, se remite en alzada el recurso de revocatoria contra el oficio 2283-AP-2019, interpuesto ante la Dirección de Gestión Humana por la licenciada Mayra Centeno Mejía, en su condición de abogada apoderada especial judicial de la señora Clare Goddman Goddchild, compañera sentimental de la exservidora Grettel Román Torres, contra el oficio 2283-AP-2019, por medio del cual se le deniega la pretensión de pensión. Señala para notificaciones la dirección: (…).

Antecedentes del caso.

En fecha 16 de febrero 2016, la señora Clare Goddman Goddchild presenta solicitud de pensión en calidad de compañera sentimental de la exservidora Grettel Román Torres, cuyo deceso acaeció el 15 de febrero del 2016.

Con oficio 1131-AP-2016, de fecha 6 de abril 2016, la Dirección de Gestión Humana eleva consulta a la Dirección Jurídica del Poder Judicial, a fin de obtener un criterio legal que permita abordar la solicitud de la señora Goddman Goddchild, lo anterior en razón de que su caso es el primero que trata sobre reclamos de pensión para relaciones de parejas del mismo sexo.

Con fecha 5 de setiembre 2016, la Dirección Jurídica remite el oficio DJ-AJ-2321-2016, en cual señala: “comunico que de momento la Dirección Jurídica no puede emitir el criterio legal solicitado, debido a que está en estudio ante la Sala Constitucional, una acción de inconstitucionalidad Nº 13-013032-0007-CO interpuesta contra el artículo 242 del Código de Familia y el artículo 4º, inciso m) de la Ley de la Persona Joven, reformado por Ley Nº 9155, por estimarlos contrarios a los artículos 7º, 28, 33 y 51 de la Constitución, así como 1.1, 8.1, 11, 17, 24 y 25.1 de la Convención Americana de Derechos Humanos, y 1º, 5º, 14, 23 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos. Lo anterior debido a que la decisión que pueda adoptar la Sala Constitucional puede incidir directamente en el pronunciamiento de esta Dirección sobre el tema en consulta”.

Con base en lo indicado por la Dirección Jurídica, por medio de comunicación vía correo electrónico del 5 de setiembre 2016, se le comunica a la señora Clare Goddman Goddchild, que su solicitud queda pendiente de resolución hasta que la Sala Constitucional emita el fallo correspondiente a la acción de inconstitucionalidad Nº 13-013032-0007-CO.

En escrito recibido el 28 de junio 2018, la señora Goddman Goddchild reitera la solicitud de pensión, argumentado en esta oportunidad que además de haber demostrado la convivencia entre ella y la señora Grettel Román Torres, el Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de Alajuela, ha fallado a su favor en cuanto al reclamo de las prestaciones legales, ahorros en la ASOSEJUD y Fondos de Capitalización Laboral, lo anterior conforme al expediente No. 16-000283-0639-LA. Por lo tanto, reclama se apruebe el derecho de pensión a su favor.

Por correo electrónico de fecha 9 de julio 2018, se le informa a la señora Goddman Goddchild a través de su abogada apoderada especial judicial, que la acción de inconstitucionalidad acogida por la Sala Constitucional no ha sido dictaminada, motivo por el cual la gestión se mantiene pendiente.

Ahora bien, por medio del voto 2018-12782, de fecha 8 de agosto de 2018, la Sala Constitucional resuelve la acción de inconstitucional en estudio y la declara con lugar indicando: “se insta a la Asamblea Legislativa, en el uso de la función constitucionalmente asignada, a que en el plazo de 18 meses, adecue el marco jurídico nacional con la finalidad de regular los alcances y efectos derivados de las relaciones de pareja entre personas del mismo sexo, en los términos expuestos en este sentencia.

En consecuencia, se mantiene la vigencia del inciso 6 del numeral 14 del Código de Familia hasta por el citado plazo de 18 meses.”

Consecuentemente, con oficio 2283-AP-2019, de fecha 7 de junio 2019, se le informa a la señora Clare Goddman Goddchild, que no es factible aprobar su solicitud de pensión, en razón de que, conforme a la normativa actual vigente, la relación entre ella y la exservidora Román Torres, no cumple con la condición se poseer aptitud legal para contraer matrimonio y por lo tanto se deniega la gestión de pensión.

Normativa vinculada al caso.

Ley Orgánica de Poder Judicial 7333, artículo 232:

“ ARTICULO 232.- En las condiciones establecidas en este Capítulo, el fallecimiento de un servidor judicial, activo o jubilado, da derecho a sus beneficiarios a una pensión que el Consejo fijará prudencialmente, pero que no podrá ser superior a las dos terceras partes de la jubilación que disfrutaba o pudo disfrutar ni inferior a la tercera parte del último sueldo que percibió, salvo cuando se tratare del cónyuge sobreviviente, en cuyo caso el monto de la pensión será igual al monto de la jubilación que venía disfrutando o tenía derecho a disfrutar el exservidor.

Por beneficiarios, se entienden las personas que el servidor o exservidor judicial designe, si se tratare de su cónyuge, de su compañero o compañera de convivencia durante al menos dos años, de sus hijos o de sus padres. Tal designación deberá hacerse por escrito y dirigida al Consejo.

A falta de esa designación o si la última, por cualquier motivo racional, evidentemente no representare los deseos del causante, se tendrá por beneficiarios a la persona o personas dichas y se distribuirá la pensión entre ellas, en la forma en que el Consejo reglamente y que se ajuste, en lo posible, a los presuntos deseos del fallecido y a las necesidades familiares.

…”

Ley 9544, Reforma al Régimen de Pensiones y Jubilaciones del Poder Judicial, artículo 228:

Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia:

[…]

b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil.” (Énfasis agregado).

Código de familia.

“Artículo 14.-Es legalmente imposible el matrimonio:

[…]

6) Entre personas del mismo sexo.”

“Artículo 242.- La unión de hecho pública, notoria, única y estable, por más de tres años, entre un hombre y una mujer que posean aptitud legal para contraer matrimonio, surtirá todos los efectos patrimoniales propios del matrimonio formalizado legalmente, al finalizar por cualquier causa”.

Criterio de la Dirección de Gestión Humana.

Conforme a los antecedentes expuestos y fundamentados en la normativa actual, considera esta Dirección que las razones jurídicas que impiden reconocer a la señora Clare Goddman Goddchild el beneficio de pensión que solicita, mantienen su vigencia debido a que el voto de la Sala Constitucional estableció un plazo de 18 meses, para que la Asamblea Legislativa modificara el marco legal de regulación para las relaciones de pareja entre personas del mismo sexo, así como los derechos patrimoniales derivados de esas uniones.

En razón de que a esta fecha la Asamblea Legislativa no ha impulsado las reformas legales que se requieren y debido a que el plazo establecido por la Sala Constitucional no ha fenecido, sostiene esta Dirección el argumento de que a esta fecha no es jurídicamente posible conceder un derecho de pensión a favor de la señora Goddman Goddchild, debido a que a diferencia del juez natural, se adolece de la competencia para interpretar la normativa, debiendo apegar sus actos y resoluciones a lo que explícitamente le imponen las leyes.

Por lo anterior, se remite para conocimiento y valoración del Consejo Superior el reclamo presentado por la señora Clare Goddman Goddchild, a fin de que el órgano superior resuelva conforme a mejor criterio y fundamentación lo procedente para este caso.”
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Seguidamente, se trascribe el recurso de revocatoria con apelación en subsidio que literalmente dice:

“Recursos Revocatoria y Apelación en Subsidio contra Resolución 2283-AP-2019 SICE: 1310-2016, notificada el 03-07-2019. 

MSc Roxana Arrieta Meléndez, Dirección Gestión Humana 
Superior de la Dirección de Gestión Humana; y 
Subproceso Administración de Personal 
Correo: gh_docuelectro@poder-judicial.go.cr 

Estimada señora: 

En este acto, quien suscribe MAYRA CENTENO MEJIA, en mi condición de abogada apoderada especial judicial de la señora CLARE GODDMAN GODDCHILD, a quien se le notifica en el correo electrónico señalado notificacionescenteno@gmail.com, la resolución número 2283-AP-2019 SIC:1310-2016, de fecha 7 de junio de 2019, dictada por Licenciada Leda Córdoba Montero, Coordinadora a.i. Unidad de Jubilaciones y Pensiones, y el Licenciado Carlos Lizano Alfaro, Jefe a.i. Administración de Personal, en la cual contestan negativamente la solicitud de pensión interpuesta por mi representada el 26 de febrero de 2016, reclamando la pensión en calidad de compañera sentimental de quien en vida se llamó Grettel Román Torres, servidora judicial, cuyo deceso ocurrió el 15 de febrero de 2016, motivos del recurso, por cuanto dicha resolución no contempla razonamiento alguno de esa decisión, únicamente indica en forma literal y en lo que interesa, lo siguiente: 

“En virtud de lo anterior, su solicitud no puede ser atendida en este momento, toda vez que, de acuerdo con la normativa vigente, su persona y la señora Román Torres no contaban con la aptitud legal dispuesta en la norma citada.” 

I.- Debemos entender entonces que la reforma a la Ley Orgánica del Poder Judicial, en su artículo 228 inciso b) mencionado, al indicar dentro del texto “que no tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme a la legislación civil.” Es la base para denegar el reclamo. 

II.- Los firmantes de la resolución están interpretando que no puede hacerse dicho trámite, pese a que no existe razonamiento alguno de ningún tipo, al tenor de las disposiciones de Convenios Internacionales, Opinión Consultiva y demás directrices del Consejo Superior de este Poder Judicial, lo cual violenta el derecho de defensa y roza con el principio de legalidad de grado superior incluso a la Constitución de nuestro país, sin embargo, tal respuesta es omisa cuando existe a la fecha suficiente criterio y directrices incluso de Corte Plena, en donde no puede el Poder Judicial desconocer el mismo voto de la Sala Constitucional No.2018-12783 referido, e incluso opiniones de la Dirección Jurídica del Poder Judicial. 

III.- Hago referencia en forma inmediata al oficio DJ-AJ-207-2019 de fecha 20 de junio de 2019, emitido por el MSc Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y la Licda. Silvia E. Calvo Solano, Director Jurídico interino y Coordinadora interina del Área de Análisis Jurídico, que al efecto comunicaron en un caso concreto que evidenciaría la violación a normas del ordenamiento jurídico y de convenios internacionales ya mencionados, causando por ello indefensión por violación al Principio de Igualdad y no Discriminación, los cuales considero están siendo violentados con lo resuelto de no atender la solicitud en este momento. 

IV.- Es inaudito que desde el 2016 en este mismo caso se nos dijo, que el razonamiento era que estaba pendiente una Acción de Inconstitucionalidad, y ya la misma fue resuelta. Creemos que la implementación y la interpretación que están dando en el oficio comunicado es restrictiva y violenta también el derecho de acceso a la justicia que reclama la solicitante. 

En la opinión Jurídica de esta institución el análisis es extenso pero merece apuntarlo en lo que concierne, por las referencias que viene señalando el oficio recurrido, ya que el término “su solicitud no puede ser atendida en este momento” toda vez que de acuerdo a la normativa vigente, no contaba la solicitante con aptitud legal dispuesta en la norma citada, es discriminatoria y trato desigual, contrario a la Opinión Consultiva y a las convenios internacionales que antes indique vendría a comentar con esta opinión jurídica del mismo Poder Judicial que dice: 

“Mediante oficio N° DJ-AJ-207-2019 del 20 de junio de 2019, el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo y la licenciada Silvia E. Calvo Solano, Director Jurídico y Coordinadora interinos del Área de Análisis Jurídico, respectivamente, comunicaron: 

"En relación al oficio No.2377-18 de 5 de marzo del 2018, suscrito por Kenneth Aguilar Hernández, Prosecretario General interino, le remito el informe solicitado por el Consejo Superior. 

I. Antecedentes: 

Mediante el oficio N° 2377-18 de 5 de marzo del 2018, se comunica el acuerdo del Consejo Superior tomado en la sesión N° 12-18 celebrada el 13 de febrero del 2018, artículo LXXIII, que solicita criterio jurídico en relación a la consulta presentada el 2 de febrero del 2018, por la máster Sandra Saborío Artavia, Jueza Coordinadora del Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, acerca de la Objeción de Conciencia dentro del Poder Judicial. Al respecto, la señora Sandra Saborío señaló lo siguiente: 

- Con motivo de la Opinión Consultiva OC-24/2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, realizó una reunión con las personas funcionarias del despacho por las dudas e inquietudes que surgieron en razón de la misma y que provocaron un ambiente negativo. 

- Que una de las funcionarias del despacho manifestó de forma expresa, que no iba a recibir ninguna gestión que implicara personas del mismo sexo, tales como las solicitudes de matrimonio de personas del mismo sexo, a pesar de que esta función es propia de su cargo. 

- El argumento de la funcionaria fue que las relaciones de personas del mismo sexo van en contra de sus principios religiosos. 

Por lo anterior, la Jueza Saborío Artavia consulta si el Poder Judicial permite la objeción de conciencia cuando una persona funcionaria judicial se apega a la misma para no realizar gestiones propias de sus funciones, argumentando que va contra sus principios religiosos, de conciencia, morales, sociales o familiares, y de ser así, de qué forma y bajo cuáles parámetros se concede. La interesada hace énfasis en el hecho de que en otros despachos se han hecho solicitudes de matrimonio entre personas del mismo sexo, y si bien, aún no existen directrices que permitan actuaciones judiciales eficaces, es un tema transversal que involucra a todo el sistema judicial. 

II. Fundamento Normativo: 

A continuación, se transcriben las normas que fundamentan el presente criterio jurídico: 

Constitución Política: 

“Artículo 11.- Los funcionarios públicos son simples depositarios de la autoridad y no pueden arrogarse facultades que la ley no les concede. Deben prestar juramento de observar y cumplir esta Constitución y las leyes. La acción para exigirles la responsabilidad penal de sus actos es pública.” 

“Artículo 29.- Todos pueden comunicar sus pensamientos de palabra o por escrito, y publicarlos sin previa censura; pero serán responsables de los abusos que cometan en el ejercicio de este derecho, en los casos y del modo que la ley establezca.” 

“Artículo 33.- Toda persona es igual ante la ley y no podrá practicarse discriminación alguna contraria a la dignidad humana.” 

“Artículo 41.- Ocurriendo a las leyes, todos han de encontrar reparación para las injurias o daños que hayan recibido en su persona, propiedad o intereses morales. Debe hacérseles justicia pronta, cumplida, sin denegación y en estricta conformidad con las leyes.” 

“Artículo 75.- La Religión Católica, Apostólica, Romana es la del Estado, el cual contribuye a su mantenimiento, sin impedir el libre ejercicio en la República de otros cultos que no se opongan a la moral universal ni a las buenas costumbres.” 

“Artículo 154.- El Poder Judicial sólo está sometido a la Constitución y a la ley, y las resoluciones que dicte en los asuntos de su competencia no le imponen otras responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos.” 

Declaración Universal de los Derechos Humanos: 

“Artículo 7.- Todos son iguales ante la ley y tienen, sin distinción, derecho a igual protección de la ley. Todos tienen derecho a igual protección contra toda discriminación que infrinja esta Declaración y toda provocación a tal discriminación.” 

“Artículo 18.- Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia, y de religión; este derecho incluye la libertad de cambiar de religión o de creencia, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, por la enseñanza, la práctica, el culto y la observancia.” 

Convención Americana de Derechos Humanos: 

“Artículo 12.- Libertad de Conciencia y de Religión. 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de conciencia y de religión. Este derecho implica la libertad de conservar su religión o sus creencias, o de cambiar de religión o de creencias, así como la libertad de profesar y divulgar su religión o sus creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado. 

2. Nadie puede ser objeto de medidas restrictivas que puedan menoscabar la libertad de conservar su religión o sus creencias o de cambiar de religión o de creencias. 

3. La libertad de manifestar la propia religión y las propias creencias está sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley y que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos o los derechos o libertades de los demás.” (…) 

“Artículo 13.- Libertad de Pensamiento y de Expresión. 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento y de expresión. Este derecho comprende la libertad de buscar, recibir y difundir informaciones e ideas de toda índole, sin consideración de fronteras, ya sea oralmente, por escrito o en forma impresa o artística, o por cualquier otro procedimiento de su elección. 

2. El ejercicio del derecho previsto en el inciso precedente no puede estar sujeto a previa censura sino a responsabilidades ulteriores, las que deben estar expresamente fijadas por la ley y ser necesarias para asegurar: a) el respeto a los derechos o a la reputación de los demás, o b) la protección de la seguridad nacional, el orden público o la salud o moral públicas.” 

Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos: 

“Artículo 18.- 

1. Toda persona tiene derecho a la libertad de pensamiento, de conciencia y de religión, este derecho incluye la libertad de tener o adoptar la religión o creencias de su elección, así como la libertad de manifestar su religión o creencias, individual o colectivamente, tanto en público como en privado, mediante el culto, la celebración de los ritos, las prácticas y la enseñanza. 

2. Nadie será objeto de medidas coercitivas que puedan menoscabar su libertad de tener o de adoptar la religión o creencias de su elección. 

3. La libertad de manifestar la propia religión o propias creencias estará sujeta únicamente a las limitaciones prescritas por la ley que sean necesarias para proteger la seguridad, el orden, la salud o la moral públicos, o los derechos y libertades fundamentales de los demás. (…)” 

“Artículo 26.- Todas las personas son iguales ante la ley y tienen derecho sin discriminación a igual protección de la ley. A este respecto, la ley prohibirá toda discriminación y garantizará a todas las personas protección igual y efectiva contra cualquier discriminación por motivos de raza, color, sexo, idioma, religión, opiniones políticas o de cualquier índole, origen nacional o social, posición económica, nacimiento o cualquier otra condición social.” 

Ley General de la Administración Pública: 

“Artículo 4.- La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios.” 

“Artículo 11.- Principio de Legalidad Administradora. 

1. La Administración Pública actuará sometida al ordenamiento jurídico y sólo podrá realizar aquellos actos o prestar aquellos servicios públicos que autorice dicho ordenamiento, según sea la escala jerárquica de sus fuentes. 

2. Se considerará autorizado el acto regulado expresamente por norma escrita, al menos en cuanto a motivo o contenido, aunque sea en forma imprecisa.” 

Ley Orgánica del Poder Judicial: 

“Artículo 2.- El Poder Judicial sólo está sometido a la Constitución y la ley. Las resoluciones que dicte, en los asuntos de su competencia, no le imponen más responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos. 

No obstante, la autoridad superior de la Corte prevalecerá sobre su desempeño, para garantizar que la administración de justicia sea pronta y cumplida.” 

Nota: El énfasis es suplido. 

III. Análisis: 

De los antecedentes del caso en particular, se evidencia que la consulta planteada por la Jueza del Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Sandra Saborío Artavia versa sobre si el Poder Judicial permite la objeción de conciencia cuando una persona funcionaria judicial se apega a la misma, para no realizar gestiones propias de sus funciones; argumentando que va contra sus principios religiosos, de conciencia, morales, sociales o familiares, y de ser así, de qué forma y bajo cuáles parámetros se concede. 

La doctrina ha considerado a la objeción de conciencia como un corolario de la libertad ideológica, religiosa y de culto. Al respecto, se ha señalado que es “…la situación en que se halla la libertad de conciencia cuando alguna de sus modalidades de ejercicio (prima facie) encuentra frente a sí razones opuestas derivadas de una norma imperativa o de la pretensión de un particular.” [1] 

El Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la Constitución Política reconocen el derecho a la libertad de conciencia y religión, así como a la libertad de pensamiento (artículos 29 y 75 de la Constitución Política, 18 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 12 y 13 de la Convención Americana de los Derechos Humanos, 18 del Pacto internacional de Derechos Civiles y Políticos). Además, resguardan el precepto de que nadie puede ser sujeto de discriminación alguna contraria a la dignidad humana y el derecho de acceder a un sistema que garantice la justicia pronta y cumplida (artículos 33 y 41 de la Constitución Política, 7 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos). 

Sin embargo, la objeción de conciencia o el derecho a ser eximido del cumplimiento de los deberes constitucionales o legales por resultar ese cumplimiento contrario a las propias convicciones, no se reconoce de manera expresa en nuestra Constitución Política ni en otro cuerpo normativo nacional [2]. La objeción de conciencia ha sido analizada en opiniones jurídicas de la Procuraduría General de la República [3]. También ha sido tratada por la Sala Constitucional en materia de salud y de educación [4]. 

Por otra parte, el Principio de Primacía de la Ley, dispone que todo ejercicio de un poder público debe realizarse acorde a la ley vigente y su jurisdicción, y no a la voluntad de las personas. Además, el principio de Legalidad Administrativa establece que la Administración solo puede realizar aquellos actos y actuaciones autorizadas en el ordenamiento jurídico (Artículo 11 de la Constitución Política y artículo 11 de la Ley General de la Administración Pública). 

En relación a los principios que regulan los servicios públicos, el numeral 4 de la Ley General de la Administración Pública señala con toda claridad que “La actividad de los entes públicos deberá estar sujeta en su conjunto a los principios fundamentales del servicio público, para asegurar su continuidad, su eficiencia, su adaptación a todo cambio en el régimen legal o en la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de los destinatarios, usuarios o beneficiarios” (el énfasis es suplido). 

Por su parte, el artículo 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial dispone que “El Poder Judicial sólo está sometido a la Constitución y la ley. Las resoluciones que dicte, en los asuntos de su competencia, no le imponen más responsabilidades que las expresamente señaladas por los preceptos legislativos (…)” (el énfasis es suplido). 

De lo anterior se extrae que, las actuaciones de todos los servidores judiciales se encuentran sujetas a lo que la ley les autoriza y ordena; además, sus actuaciones deben estar sometidas a los principios fundamentales del servicio público, que han de adaptarse a la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato a los usuarios. 

En materia de derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad, el Poder Judicial ha asumido una serie de compromisos institucionales que buscan garantizar el respeto de los derechos humanos y fundamentales de las poblaciones como la LGTBI [5]. 

El Consejo Superior ha reiterado la importancia de conocer, estudiar y aplicar la normativa internacional para que las autoridades públicas velen porque sus servicios tutelen de la manera más garante los derechos fundamentales de estas personas. Mediante la Circular No.76-2019 del 16 de mayo de 2019, la Secretaría General de la Corte comunicó el acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial en la sesión No.40-19 del 7 de mayo de 2019, artículo XLI, que dispuso se acataran los siguientes instrumentos internacionales: 

“ […] 

7.-Instrumentos Internacionales sobre población LGTBI. 

Declaración Universal de los Derechos Humanos 
Principios de Yogyakarta 
El Pacto de los Derechos Civiles y Políticos 
Declaración sobre Orientación Sexual e Identidad de Género de la ONU 

Opinión Consultiva n°24.” 

Asimismo, la “Política Respetuosa de la Diversidad Sexual” aprobada por Corte Plena en sesión Nº 31-11, celebrada el 19 de setiembre de 2011, artículo XIII, desarrolla las acciones concretas a las que se compromete el Poder Judicial con el fin de garantizar el respeto a los derechos de las personas sexualmente diversas tanto usuarias como funcionarias o servidoras judiciales. A ese efecto, se dispone lo siguiente: 

“El Poder Judicial costarricense se compromete con: 

1. La no discriminación por razón de orientación sexual tanto respecto a los servicios que se brindan a las personas usuarias como en el trato y las oportunidades de quienes laboran en la institución. 

2. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo que sean necesarias con el fin de garantizar el respeto a los derechos de las personas sexualmente diversas tanto usuarias como funcionarias o servidoras judiciales. 

3. Asegurar los recursos humanos, materiales, financieros y técnicos necesarios, así como la creación de órganos, métodos y procedimientos adecuados para implementar esta política e incorporar criterios de descentralización para que se haga efectiva. 

4. Definir y desarrollar las acciones afirmativas o medidas que se requieran para eliminar las desigualdades en el acceso a la justicia que afectan a las personas sexualmente diversas. 

5. Desarrollar procesos sostenidos de capacitación y sensibilización a las personas servidoras judiciales para lograr un cambio de actitud en la cultura institucional respecto a las personas sexualmente diversas. 

6. Asegurar la prestación de servicios a partir de criterios de eficiencia, agilidad, cortesía y accesibilidad acordes con las demandas y necesidades de las personas sexualmente diversas, que tomen en cuenta sus características específicas y eliminen todas aquellas normas, prácticas y costumbres que tengan un efecto o resultado discriminatorios. 

7. Brindar información veraz, comprensible y accesible sobre los servicios judiciales a las personas sexualmente diversas. 

8. Deberán aplicarse las directrices de no revictimización en los casos en que sean parte personas sexualmente diversas menores de edad”. (Énfasis suplido). 

De igual forma, esta Dirección Jurídica ya se ha pronunciado varias veces sobre las acciones afirmativas que debe emprender el Poder Judicial con el fin de garantizar igualdad a todas las personas que accedan a sus servicios, sin distingo de factores como su orientación sexual. Así, el dictamen N.747-DJ-2018 del 20 de febrero de 2018, señala: 

“Estima esta unidad asesora que con fundamento en los principios, normativas y políticas mencionadas anteriormente, el Poder Judicial está llamado a realizar las acciones afirmativas necesarias para garantizar igualdad en todo tipo de poblaciones, dada la diversidad existente en nuestro país y por consiguiente, no es dable imponer restricciones por motivos de orientación sexual.” (Énfasis suplido). 

Incluso, la Dirección Jurídica ha emitido criterio sobre la aplicabilidad directa de la Opinión Consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos para los órganos administrativos y auxiliares de justicia del Poder Judicial. Mediante informe DJ-243-2019 estipuló lo siguiente: sobre la aplicación de la opinión consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 

“Estima esta unidad asesora que la opinión consultiva de la Corte Interamericana y el derecho convencional obligan al Poder Judicial al reconocimiento para las personas del mismo sexo que se encuentren un unión como proyecto de vida, así como a las que solicitan el reconocimiento de un género auto percibido, de los mismos derechos que actualmente se le otorgan a las parejas heterosexuales en virtud de las diferentes relaciones de empleo público que tiene con sus servidores o de servicio con sus usuarios.” (Énfasis suplido). 

A la luz de todo lo anterior, y del Principio de Progresividad de los Derechos Humanos que vincula a la Administración Pública, esta Dirección Jurídica estima que el Poder Judicial no podría adoptar conductas que pudieran ser consideradas regresivas del reconocimiento o tutela de derechos a personas de una población en condición de vulnerabilidad como la LGTBI, cuyos derechos se tutelan en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Constitución Política y que a su vez, se reafirman mediante los compromisos concretos asumidos por la institución para garantizar la no discriminación de esta población, pues parten de un derecho a un trato igualitario frente a la ley, que se interpreta de manera sistémica, conforme a las necesidades sociales y el cambio del tiempo (artículo 4 de la Ley General de la Administración Pública). 

Aunando, es imprescindible recordar que los derechos humanos por su naturaleza no son absolutos y, por ende, sus limitaciones las prescribe la ley y pueden surgir toda vez que sea necesario para proteger los derechos o libertades de los demás (Artículo 12 inciso 3 de la Convención Americana de los Derechos Humanos). Por ello, los derechos humanos y fundamentales como el derecho a la libertad de conciencia o la de culto, se limita cuando su práctica o ejercicio transgrede una disposición legal o deber jurídico o bien, impide el disfrute de otro derecho de igual rango por parte de terceros, como el derecho a la no discriminación y el acceso a la justicia. Sobre esto, la Sala Constitucional ha mantenido en su jurisprudencia que, 

“II. Los derechos fundamentales de cada persona deben coexistir con todos y cada uno de los derechos fundamentales de los demás; por lo que en aras de la convivencia se hace necesario muchas veces un recorte en el ejercicio de esos derechos y libertades, aunque sea únicamente en la medida precisa para que las otras personas los disfruten en iguales condiciones.[6]” (Énfasis suplido). 

En consecuencia, a la luz de la normativa citada y los compromisos institucionales adquiridos, la Dirección Jurídica estima que el Poder Judicial no debería permitir la utilización de la objeción de conciencia como un mecanismo válido para que un funcionario o funcionaria se exima de realizar gestiones propias de sus funciones, por estimar que éstas son contrarias a sus principios religiosos, de conciencia, morales, sociales y/o familiares. Desconocer bajo ese argumento, el mandato legal de su función de conformidad con los fines estatales y los principios del servicio público establecidos mediante la Constitución, la Ley General de la Administración Pública y la Ley Orgánica del Poder Judicial, podría implicar una arbitraria restricción de otros derechos humanos y fundamentales, tales como el acceso a la justicia y la no discriminación. 

Debe recordarse que los servidores públicos somos simples depositarios de la ley y no podemos dejar de cumplir ni el ordenamiento jurídico ni lo resuelto por los órganos jurisdiccionales nacionales e internacionales competentes en la materia y en el entendido de que el ejercicio de la función en el Poder Judicial significa la existencia de una relación de sujeción especial, en donde voluntariamente se acepta el cumplimiento de las regulaciones internas emitidas por los órganos competentes y el ejercicio de la función pública conforme a las mismas. 

Esta Dirección no desconoce la validez de la objeción de conciencia en el marco de determinados supuestos en donde se presenten conflictos serios entre valores del servidor y sus deberes funcionariales, más debe tomarse en consideración que en un juicio de ponderación al confrontar la denominada objeción de conciencia con el derecho de acceso a la justicia o de una adecuada prestación de servicios públicos, la primera debe necesariamente ceder ante los bienes jurídicos tutelados y el cumplimiento de competencias constitucionales por parte de este Poder Judicial. 

Lo anterior en tanto que la objeción de conciencia es un derecho que como todo derecho debe ejercerse dentro de un marco normativo que se abre a la garantía de protección y estímulo de la diversidad cultural, mas no puede ejercerse de manera absoluta, en detrimento, en este caso del derecho de terceros de acceso a la justicia. 

IV. Conclusiones 

De conformidad con todo lo expuesto y con fundamento en los artículos 11, 29, 33, 41, 75, 154 de la Constitución Política, 7 y 18 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos, 12 y 13 de la Convención Americana de Derechos Humanos, 18 y 26 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, 4 y 11 de la Ley General de la Administración Pública y 2 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se concluye lo siguiente: 

1. La doctrina ha considerado la objeción de conciencia como un corolario de la libertad ideológica, religiosa y de culto; se manifiesta como una libertad de conciencia, en caso de surgir un conflicto entre una norma imperativa o de la pretensión de un particular, que va en contra de creencias o convicciones personales. 

2. El Derecho Internacional de los Derechos Humanos y la Constitución Política reconocen los derechos mencionados en el presente criterio, a saber, el derecho a la libertad de conciencia y religión, así como a la libertad de pensamiento, a no ser discriminado y el acceso a la justicia pronta y cumplida. 

3. Con fundamento en los principios de Primacía de la Ley y de Legalidad Administrativa, las actuaciones de todos los funcionarios del Poder Judicial se encuentran sujetas a lo que la ley les ordena y autoriza; deben estar sometidas a los principios del servicio público, que han de adaptarse a la necesidad social que satisfacen y la igualdad en el trato de las personas usuarias. 

4. En materia de derechos humanos de las personas en condición de vulnerabilidad, el Poder Judicial ha asumido compromisos institucionales para garantizar el respeto de los derechos de las poblaciones como la LGTBI. Mediante la Circular No.76-2019 se comunicó que en la sesión No.40-19 del 7 de mayo de 2019, artículo XLI, el Consejo Superior dispuso que para atender a esta población, deben aplicarse los instrumentos de derecho internacional de los derechos humanos, a saber, la Declaración Universal de los Derechos Humanos, los Principios de Yogyakarta, el Pacto de los Derechos Civiles y Políticos, la Declaración sobre Orientación Sexual e Identidad de Género de la ONU, y la Opinión Consultiva OC-24/17, 24 de noviembre de 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos. Asimismo, mediante la “Política Respetuosa de la Diversidad Sexual”, aprobada por Corte Plena en sesión Nº 31-11, el Poder Judicial se compromete, entre otras cosas, con la no discriminación por razón de orientación sexual respecto a los servicios que se brindan las personas usuarias y a quienes laboran en la institución. 

5. La Dirección Jurídica en los criterios N° 747-DJ-2018 y DJ-243-2019, ha estimado que el Poder Judicial está llamado a realizar acciones afirmativas para garantizar igualdad en todo tipo de poblaciones, dada la diversidad del país. Por ello, no pueden imponerse restricciones por motivo de orientación sexual. Además, que la opinión consultiva y el derecho convencional obligan al Poder Judicial al reconocimiento de los mismos derechos a las personas -tanto servidoras como usuarias- del mismo sexo que se encuentren en unión y también las que solicitan el reconocimiento de un género autopercibido. 

6. A la luz del Principio de Progresividad de los Derechos Humanos que vincula a la Administración Pública, es claro que el Poder Judicial no podría adoptar conductas regresivas del reconocimiento o tutela de derechos a personas de una población en condición de vulnerabilidad como la LGTBI, cuyos derechos se tutelan en el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Constitución Política y que a su vez, se reafirman mediante los compromisos concretos asumidos por el Poder Judicial para garantizar la no discriminación de esta población. 

7. Por su naturaleza, los derechos humanos no son absolutos y sus limitaciones las prescribe la ley o pueden surgir toda vez que sea necesario para proteger los derechos o libertades de los demás (artículo 12 inciso 3 de la Convención Americana de los Derechos Humanos). Por ello, el límite de derechos como el derecho a la libertad de conciencia o la de culto se encuentra, cuando su práctica o ejercicio transgrede una disposición legal o deber jurídico, o bien, impide el disfrute de otro derecho de igual rango por parte de terceros, como el derecho a la no discriminación y el acceso a la justicia. En este sentido, se ha señalado que los derechos fundamentales de cada persona deben coexistir con todos y cada uno de los derechos fundamentales de los demás, por lo que se hace necesario un recorte en el ejercicio de estos derechos y libertades, en la medida precisa, para que las otras personas los disfruten en iguales condiciones (Sala Constitucional, resolución No.4205-1996). 

8. De acuerdo con el Derecho Internacional de los Derechos Humanos, la Constitución Política, la Ley General de la Administración Pública, la Ley Orgánica del Poder Judicial y los compromisos institucionales adquiridos, la Dirección Jurídica concluye que el Poder Judicial no puede permitir que se utilice la objeción de conciencia como un mecanismo válido para que una persona servidora judicial se exima de realizar labores propias de sus funciones, por valorar que son contrarias a sus principios religiosos, de conciencia, morales, sociales y/o familiares. Desconocer -bajo ese argumento- el deber jurídico de su función de conformidad con los fines estatales y los principios del servicio público, podría implicar una arbitraria restricción a otros derechos humanos y fundamentales de las personas usuarias pertenecientes a la población LGTBI, tales como el acceso a la justicia y a la no discriminación."

De tal suerte, que la fundamentación hecha en la opinión jurídica aquí referida es el sustento legal suficiente para que el criterio comunicado sea revocado y se le dé curso a la solicitud de la usuaria legitimada en realizar el planteamiento, mi representada la Señora Clare Goodman Goodchild…”
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Por mayoría; se acordó: De previo a resolver lo que corresponda, trasladar el presente acuerdo a estudio de la Dirección Jurídica, para que, dentro del plazo de 15 días hábiles, informe a este Consejo lo pertinente. 

La Integrante Castillo Vargas se abstiene en votar. 

El integrante Carlos Montero Zúñiga vota por que el Consejo no conozca los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1 de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. Se declara acuerdo firme.”

- 0 -

El máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino, en oficio N° DJ-C-411-2019 de 25 de setiembre de 2019, remitió lo siguiente:
“Me refiero al acuerdo de ese Consejo de sesión número 78-19 de fecha 5 de setiembre de 2019, mediante el cual se solicita criterio a esta unidad asesora respecto recurso planteado por la señora Clare Goodman Goodchild, relacionada con el rechazo de pensión de su compañera Grettel Román Torres.

Al respecto esta unidad asesora se permite manifestar lo siguiente:

Sobre el tema objeto de consulta, esta unidad asesora se ha expresado mediante oficio DJ-243-2019, en su Informe sobre la aplicación de la opinión consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos a los ámbitos administrativos y auxiliares del Poder Judicial, lo siguiente:

“5.- Sobre la aplicabilidad de la opinión consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos: 

[bookmark: _Hlk536526278]Del análisis realizado se advierte que en el caso de la opinión consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017 de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, estamos en presencia de parte de toda una línea jurisprudencial emitida con respecto a las personas gay, lésbicas, transexuales y bisexuales.

No estamos en presencia de consideraciones aisladas de sendas resoluciones sobre el tema y por el contrario, tal y como en su momento señaló la Sala Constitucional, la Corte Interamericana de Derechos Humanos ha reconocido la orientación sexual como una categoría protegida por la Convención Interamericana sobre Derechos Humanos.

En razón de lo anterior, estima esta Dirección Jurídica que lo dispuesto en la indicada opinión consultiva es de aplicación directa por los órganos administrativos y auxiliares de la justicia del Poder Judicial, en tanto que se debe aplicar un control de convencionalidad difuso al caso de análisis.

Estima esta unidad asesora que  la opinión consultiva de la Corte Interamericana y el derecho convencional obligan al Poder Judicial al reconocimiento para las personas del mismo sexo que se encuentren un unión como proyecto de vida, así como a las que solicitan el reconocimiento de un género autopercibido, de los mismos derechos que actualmente se le otorgan a las parejas heterosexuales en virtud de las diferentes relaciones de empleo público que tiene con sus servidores o de servicio con sus usuarios.

Esta Dirección considera que lo dispuesto por la Corte Interamericana es de ejecución directa por las instancias administrativas competentes, en estricta aplicación de lo dispuesto en el caso “Cabrera García y Montiel Flores c/. México” de 26 de noviembre de 2010 y “Gelman c/. Uruguay” de 24 de febrero de 2011, así como la sentencia de supervisión dictada por la Corte en el mismo caso del 20 de marzo de 2013.

En este orden de ideas, no puede obviarse el fundamento de lo resuelto por la Corte Interamericana, en tanto que se parte del reconocimiento de los derechos de las uniones entre personas del mismo sexo, partiendo de un trato desigual en la actualidad, y habida cuenta que la opinión consultiva deviene en una igualdad de trato, en aplicación del principio pro-persona y de la inherente dignidad de la persona humana.  

Resulta aplicable al análisis indicado, lo dispuesto por la Magistrada Hernández en su concurrencia al voto de la Sala Constitucional analizado ut supra al indicar:

“En los propios antecedentes de este asunto, está claro que fue nuestro país (el Estado denominado Costa Rica) el que puso en marcha el mecanismo de la consulta, cuando acudió a la Corte Interamericana de Derechos Humanos en procura de una opinión sobre la legitimidad de la colegiatura obligatoria de los periodistas. Esa circunstancia torna inescapable concluir en que la decisión recaída, contenida en la Opinión Consultiva OC-5-85, obligó a Costa Rica, de manera que no podía mantenerse una colegiatura -obligatoria- para toda persona dedicada a buscar y divulgar información de cualquier índole. En otras palabras, la tesis de “la fuerza moral de la opinión consultiva”, si cabe llamarla así, puede ser sostenida válidamente respecto de otros países -Estados- que ni siquiera se apersonaron o intervinieron en el proceso de consulta. Pero aplicada al propio Estado consultante, la tesis suena un tanto ayuna de consistencia y seriedad, porque vano sería todo el sistema y obviamente el esfuerzo intelectual de análisis realizado por los altos magistrados de la Corte, si la sentencia que se dicta -Opinión Consultiva- la puede archivar aquél lisa y llanamente…”

No es óbice indicar que el dimensionamiento hecho por la Sala Constitucional no puede ser interpretado como impediente de la aplicación directa de la opinión consultiva OC-24/17 de 24 de noviembre de 2017, toda vez que el mismo se refiere propiamente a la institución del matrimonio y sus efectos y se encuentra directamente orientado hacia el Poder Legislativo mediante una sentencia exhortativa.

Por lo anterior, en aplicación de las consideraciones hechas sobre el fondo de lo resuelto tanto por la CIDH como por la mayoría de la Sala Constitucional, no obsta para que se adopten medidas administrativas tendientes al reconocimiento de los derechos de las personas en unión de hecho o convivencia que sean del mismo sexo, en las mismas condiciones que actualmente se reconocen a las personas en dichas situaciones jurídicas en uniones heterosexuales no formalizadas en matrimonio.

Una vez que se aplique plenamente los efectos de la opinión consultiva, sea cumplido el plazo de la sentencia exhortativa, se aplicaría las regulaciones propias del matrimonio, toda vez que el mismo sería en las mismas condiciones para personas heterosexuales o del mismo sexo.

En este sentido, un buen ejemplo es lo dispuesto en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en tanto dispone, entre otros, lo siguiente:

“Los servidores judiciales tendrán derecho a licencia con goce de sueldo durante una semana, en los casos de matrimonio del servidor o de fallecimiento del padre, la madre, un hijo, el cónyuge, compañero o compañera de convivencia de por lo menos tres años, un hermano o los suegros que vivieran en su casa” (el destacado es nuestro)

En el mismo sentido, el artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en tanto dispone:

“Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia: a) El cónyuge sobreviviente del servidor o jubilado fallecido que dependa económicamente del causante, al momento del fallecimiento. b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil”. (el destacado es nuestro)

En ambos casos nótese como las normas no hacen referencia a un género específico ni lo subrayado indica la existencia de un matrimonio previo, por lo que vía aplicación interpretativa de las resoluciones que dan base al presente criterio, es viable considerar que las uniones indicadas abarcan, a partir de la opinión consultiva y sus consideraciones, los vínculos entre personas del mismo sexo y no sólo heterosexuales.

Esta unidad asesora se permite indicar que sobre el tema, ya con anterioridad había expresado su criterio sobre la necesidad de aplicación del principio pro-persona en la interpretación de una situación jurídica aplicable a una pareja de personas del mismo sexo que mantenían una convivencia por más de veinte años, de la siguiente manera:
“Me refiero a su correo del día 16 de febrero de 2018, mediante el cual se nos da traslado de solicitud planteada por el Juez xxxx en donde expone lo siguiente: 

“Con base en el artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, y en razón de que mi compañero de convivencia por más veinte años xxxxx cédula xxx, falleció el pasado 7 de febrero, solicito se me conceda la licencia por una semana, dispuesta en el artículo antes mencionado.

Debo indicar que para el momento del fallecimiento de mi pareja me encontraba con permiso sin goce de salario, el cual finaliza el día de hoy, razón por la cual solicito se me extienda mi ingreso a laborar por el plazo de que dura la licencia, para lo cual debería reincorporarme a mis labores el día lunes 26 de febrero.

Adjunto los siguientes documentos, Acta de Defunción original y su respectivo Apostillado, traducción oficial del acta de defunción y del Apostillado, fotocopia de la cédula xxx, Declaración Jurada que hace constar mi relación con xxx por diecisiete años para el año 2014, misma que fue presentada ante el Consejo Superior con el propósito de solicitar un permiso con goce de salario para acompañar a mi pareja en su tratamiento en noviembre de 2014, lo cual fue resuelto por Acta del Consejo Superior 094 del 28 de octubre de 2014,  sin más que agregar se despide atentamente…”

Al respecto, hecho un análisis de la solicitud planteada se permite expresar lo siguiente: El artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en lo que interesa, establece lo siguiente:

“…  Los servidores judiciales tendrán derecho a licencia con goce de sueldo durante una semana, en los casos de matrimonio del servidor o de fallecimiento del padre, la madre, un hijo, el cónyuge, compañero o compañera de convivencia de por lo menos tres años, un hermano o los suegros que vivieran en su casa…”

Como se advierte la norma de cita prevé el derecho como acto reglado, no discrecional de la Administración, a favor de todo aquel servidor que demuestre estar en alguna de las condiciones objetivas citadas anteriormente.

Lo anterior, en tanto que en el caso de la conducta administrativa reglada, no hay márgenes de escogencia si se llega a demostrar el motivo de la decisión administrativa y el mismo es acorde con la norma que se invoca para que la misma se adopte.

En este orden de ideas, el voto No. 16 - 201 3 -IV de las ocho horas del siete de marzo del año dos mil trece de la Sección IV del Tribunal Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda dispuso:

“…Como se advierte de la norma transcrita, estamos en presencia de un acto reglado y no de carácter discrecional. En este sentido debe tomarse en consideración que cuando estamos en presencia de la discrecionalidad administrativa, uno de los elementos del acto (con excepción del fin), no se encuentra reglado y por consiguiente, el funcionario posee un margen de conducta suficiente como para escoger alguna de varias opciones posibles, siempre limitado por las reglas unívocas de la ciencia o la técnica, o a los principios de justicia, lógica o conveniencia (art 16 LGAP). Con respecto a la diferencia de potestades regladas y discrecionales, se ha indicado lo siguiente: "... la potestad será regladas en la medida en que todos los elementos de la conducta administrativa hayan sido prefijados por la norma jurídica, de tal manera que ante un presupuesto jurídico o de hecho claramente establecido en la norma (motivo), estará dispuesta una decisión o actuación también definida (contenido), con el objetivo de alcanzar un resultado predeterminado por el propio Ordenamiento (fin). Por el contrario, cuando esos elementos no están bien definidos, o lo están de manera imprecisa, puede decirse que hay un margen de elección o de valoración para concretar la conducta específica y en ese sentido, hay discrecionalidad... “González Camacho Oscar, en El Nuevo Proceso Contencioso Administrativo. Página 475. De conformidad con lo anterior, en el caso de los actos reglados, los elementos se encuentran debidamente normados, tanto el motivo como el contenido mismo de la conducta administrativa y por consiguiente, como es la situación concreta de análisis, el operador del derecho sea la persona que recibe la solicitud de prórroga de licencia hecha por la actora, no posee margen alguno ante la constatación del acaecimiento del supuesto de hecho previsto en la norma respectiva…”

Consecuentemente, en el caso de análisis, la demostración de la existencia de uno de los supuestos de la norma en mención por parte de uno de los sujetos a quien la misma se dirige, implica per se el reconocimiento de la respectiva licencia.

Análisis del caso en particular:

En el caso del Juez xxxx se advierte la existencia de una convivencia con su compañero que data de hace más de veinte años, como condición suficiente para que nazca el derecho a su favor.

Al respecto, debe tomarse en consideración que mediante artículo LV de la sesión 94-14 del día 28 de octubre de 2014, el Consejo Superior del Poder Judicial, fundado en el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, mediante el cual se acordó adicionar la circular No. 176-2013 denominada “Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial”, publicada en el Boletín Judicial No. 233 del 3 de diciembre de 2013, reconoció de manera expresa la situación jurídica subjetiva del solicitante, de la siguiente manera:

 “Se dispuso: 1) Por las especiales circunstancias que motivan la gestión y por tratarse de un tratamiento médico a realizarse en el exterior, se acoge la anterior solicitud y de conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005, conceder permiso con goce de salario y sustitución improrrogable, al licenciado xxxxx, Juez del Juzgado xxxx, por el plazo de un mes, del 1 al 30 de noviembre del año en curso, para los fines indicados. 2) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Subcomisión de Diversidad Sexual”. 

De conformidad con lo anterior, mediante un acto administrativo existe un reconocimiento expreso de que el solicitante se encuentra en una situación jurídica que le hace acreedor al derecho que surge con motivo de su convivencia con otro ser humano.

El Lic. xxx tiene una situación jurídica subjetiva que ha sido conocida y reconocida expresamente por el Consejo Superior como válida y suficiente para la adopción de una decisión favorable a sus intereses en el año 2014 y no es posible que se le reste efectos jurídicos con posterioridad, máxime si inclusive, la petición de análisis se encuentra vinculada con el lamentable motivo que dio origen al acuerdo del año indicado.  

Fundado en el principio de confianza legítima y la naturaleza unívoca del indicado reconocimiento, esta unidad asesora estima que se ha incorporado a la esfera jurídica del señor xxx, el reconocimiento pleno de los derechos que emanen de la Administración para cualquier conviviente con otro ser humano.


Es menester inclusive que por la progresividad misma de los derechos y el principio pro homine, el reconocimiento previo de los efectos jurídicos de la relación de convivencia del solicitante, no pueden ni deben ser desconocidos, habida cuenta que se les ha dado una plena acogida en un acto administrativo válido y eficaz previo por parte de la Administración.

No está de más recordar que la Corte Plena en sesión Nº 31-11, celebrada el 19 de setiembre de 2011, artículo XIII, aprobó la “Política Respetuosa de la Diversidad Sexual”, que en lo que interesa, indica:

“2. Desarrollar todas las medidas de carácter administrativo, normativo, procedimental y operativo que sean necesarias con el fin de garantizar el respeto a los derechos de las personas sexualmente diversas tanto usuarias como funcionarias o servidoras judiciales”.

Por consiguiente, no resulta aceptable que en sede administrativa pueda darse el desconocimiento de una relación jurídica subjetiva que como se ha demostrado ha generado conductas administrativas favorables al funcionario y que como tales, reconocen la exigibilidad de la aplicación de la norma en cuestión a su favor. 

Estima esta unidad asesora que con fundamento en los principios, normativas y políticas mencionadas anteriormente, el Poder Judicial está llamado a realizar las acciones afirmativas necesarias para garantizar igualdad en todo tipo de poblaciones, dada la diversidad existente en nuestro país y por consiguiente, no es dable imponer restricciones por motivos de orientación sexual.

Esta unidad asesora no omite manifestar que si bien es del criterio de que la opinión consultiva de la Corte Interamericana de Derechos Humanos, número 24-2017, debe ser considerada como de plena aplicación directa por todos los funcionarios de nivel jurisdiccional y administrativo, sin necesidad de ley o pronunciamiento en tal sentido, dada la aceptación de un sistema difuso de control de convencionalidad por aquella, es menester que en cuanto a la implementación de la misma, sea conocida la respectiva opinión por las instancias competentes para ordenar su plena adopción a nivel institucional. Para tal efecto, se está realizando el estudio jurídico respectivo a instancias de nivel superior para su análisis y se valore la eventual adopción de las decisiones correspondientes, salvo mejor criterio por parte de las mismas.
No obstante, se aclara, tal y como se ha indicado anteriormente, con los principios, normativa y políticas mencionadas y citadas, el Poder Judicial cuenta con un marco normativo suficiente y adecuado para fundamentar acoger la petición del Lic. xxx, en el marco del respeto absoluto y prevalente de sus derechos fundamentales”.  (dictamen N. 747-DJ-2018 de 20 de febrero de 2018)

Conteste con la posición que suscribió esta Dirección hace casi un año, se estima que las personas del mismo sexo en una unión que cumpla los supuestos normativos tienen un derecho inherente a su condición humana, al respeto básico de su dignidad como servidores públicos y habitantes de la República, que merecen la aplicación del derecho de la Constitución y de la convencionalidad necesaria para la equiparación de sus condiciones para con otros tipos de relaciones jurídicas que no son matrimonio, pero que se les ha optado por otorgarles derechos.

El hecho mismo del reconocimiento de su existencia y validez jurídica mediante actos administrativos previos implica que obviamente dos personas que conviven y habitan como pareja en los supuestos de la norma no están en un estado de antijuricidad, sino que por el contrario, existe de un reconocimiento de su situación jurídica como generadora de derechos y obligaciones. 

Incluso, aplicando el principio de igualdad y confianza legítima, al haber antecedentes administrativos reconociendo que dichas uniones son aptas para generar derechos, mal haría la administración en adoptar una medida contraria a acuerdos adoptados previamente, sin que exista un motivo que pudiera dar validez a tal decisión administrativa.

El principio de progresividad torna imperativo que la administración del Poder Judicial no pueda adoptar conductas administrativas que puedan ser consideradas como regresivas del reconocimiento de derechos realizados previamente a personas integrantes de una colectividad, cuya situación jurídica subjetiva ha sido debidamente reconocida inclusive en políticas de Corte y que el derecho administrativo estima dignas de tutela, en tanto que se tutela en sede contencioso administrativa los intereses jurídicos de grupos, aún y cuando no tengan una representación legal.              

Las anteriores consideraciones se ven reforzadas indudablemente por la opinión consultiva de análisis y ante todo, por los razonamientos subyacentes a la misma, habida cuenta que parten de un derecho a un trato igual frente a la ley que debe ser interpretado de manera sistémica y conforme a las coordenadas en el tiempo y no de una manera estática…” 

 A mayor abundamiento respecto del pronunciamiento ya expresado por esta Dirección, debe señalarse que la reforma del artículo 228 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, mediante ley 9544, indica lo siguiente: “Artículo 228- Tienen derecho a pensión por sobrevivencia: ….b) El compañero económicamente dependiente al momento del fallecimiento del jubilado, que haya convivido por lo menos tres años previos al deceso y tuvieran ambos aptitud legal para contraer nupcias, conforme la legislación civil….”

Como se advierte, la norma no hace ningún tipo de distinción respecto de la condición u orientación sexual de la persona que sea compañero o compañera del fallecido, por lo que en una interpretación pro-persona, conforme a la literalidad de la norma, la reclamante lo que debería demostrar es fundamentalmente lo siguiente:

a.- La convivencia por al menos tres años previo al deceso.

b.- La dependencia económica.

c- La aptitud legal para contraer nupcias, entendida ésta no como la aptitud para contraer con la persona que falleció – lo cual pertenece a la autonomía de la voluntad y la norma sabiamente no regula- sino más bien que ambas, sobreviviente y fallecida, no tenían un impedimento previo a la convivencia, en virtud de la existencia de un matrimonio.  Es decir, que ambos se encuentren en libertad de estado.

No es óbice indicar que el Consejo Superior ya presenta antecedentes en donde se ha reconocido derechos a personas en convivencia, sentando valoraciones conformes a las políticas institucionales en materia de diversidad sexual, por lo que no se estima desaplicar las mismas para un caso en particular, en virtud del principio de inderogabilidad singular.

En este sentido, mediante voto 2014-012703 la Sala Constitucional resolvió el derecho de un agremiado del Colegio de Abogados a “…extender a la pareja del recurrente el carné para el ingreso y uso de las instalaciones de esa corporación profesional y, en caso presentar las gestiones concretas, tramitar lo correspondiente para que pueda incluirlo como beneficiario de la póliza de vida y asegurado en las pólizas de los seguros voluntarios…”.

Con lo anterior, se evidencia la existencia de una línea en materia de derechos fundamentales, inclusive previas a la resolución de la CIDH, tendiente a la protección de personas unidas por un vínculo de convivencia, independientemente de su orientación sexual. 

Conclusión:

Esta unidad asesora estima procedente acoger el recurso planteado por la señora Goodman Goodchild en aplicación del control de convencionalidad difuso y el derecho mismo de la Constitución y las políticas del Poder Judicial en materia de derechos humanos.

(…).”
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[bookmark: _Toc20748652]En razón que la norma no hace ningún tipo de distinción respecto de la condición u orientación sexual de la persona que sea compañero o compañera de un servidor judicial fallecido que gestione una pensión, en aplicación del principio pro-persona, se acordó por mayoría: acoger el criterio emitido por la Dirección Jurídica, en su oficio número DJ-C-411-2019 del 25 de setiembre de 2019, en consecuencia: 1.) Acoger el Recurso planteado por la licenciada Mayra Centeno Mejía, en condición de abogada apoderada especial judicial de la señora Clare Goodman Goodchild, en contra del oficio 2283-AP-2019, de la Dirección de Gestión Humana. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana, a la brevedad, dar trámite a la solicitud de pensión a favor de la señora Clare Goodman Goodchild;  en el cual deberá acreditar el cumplimiento de las condiciones y requisitos establecidos en el criterio jurídico de cita. 4.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Secretaría Técnica de Género y de la Subcomisión de Acceso a la Justicia.
La integrante Castillo Vargas, se abstiene de votar.
El integrante Hernández Alfaro vota por que el Consejo no conozca los asuntos referentes a la Administración del Fondo, debido a que considera que el Consejo Superior perdió la competencia para administrar el Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial. Ya que las atribuciones que otorgó el transitorio 1° de la ley N° 9544 del 24 de abril de 2018, era mientras se cumplía el plazo máximo de seis meses a partir de su publicación, el cual venció el pasado 21 de noviembre de 2018. Y que la norma no previó una extensión del plazo. Asimismo, que el acuerdo de Corte Plena es una decisión de tipo administrativo y que ese Órgano no tiene competencia para darle una interpretación auténtica a la ley. 
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda.
ARTÍCULO XX
Documento N° 12269-19 / 12686-19

En sesión N° 3-17 celebrada el 17 de enero del 2017, artículo XLIII, se tuvo por rendido el informe Nº 1381-100-SAEEC-2016 de la Auditoría. Así mismo, se acogieron las recomendaciones indicadas en el informe, las cuales deberían ser cumplidas por la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, sede Golfito en el plazo indicado en el acuerdo. Finalmente se trasladó a la Dirección Ejecutiva para que le diera seguimiento al cumplimiento de las recomendaciones realizadas por la Auditoría en el informe de cita. 
[bookmark: _Toc496024911]	Posteriormente, en la sesión N° 96-17 celebrada el 19 de octubre del 2017, artículo XXXI, en lo conducente, se tomó nota del informe rendido por la Auditoría, referente a la “Evaluación de la administración y control de los fondos públicos asignados a la Administración Regional del Circuito Judicial de Golfito”. A esos efectos, se hizo ese acuerdo de conocimiento de la citada Administración con el fin de que diera cumplimiento a las recomendaciones que no se han aplicado o se encuentran en proceso e informe a la Auditoría lo que corresponda. 
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	El licenciado Roberth García González, Auditor Judicial, en oficio Nº 1134-285-SEGA-2019 de 24 de setiembre de 2019, remitió el “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas a la Administración Regional de Golfito”, que indica lo siguiente:
“Para que se haga del conocimiento del Consejo Superior, la Ley General de Control Interno en su artículo 12, inciso c) establece la obligatoriedad de la Administración Activa de implementar las recomendaciones emitidas en los informes de auditoría, asimismo, el numeral 2.11 de las Normas para el ejercicio de la Auditoría Interna en el Sector Público, establecido por la Contraloría General de la República, requiere que nuestro despacho, aplique un proceso de seguimiento derivado de los servicios de este Órgano Fiscalizador para evaluar las acciones ejecutadas por la Administración Activa y determinar su implementación dentro de los plazos definidos.

Al respecto, se procedió a evaluar el estado de las encomiendas emitidas en el Informe N° 1381-100-SAEEC-2016, del 22 de diciembre de 2016, relacionadas con el estudio “Evaluación de la administración y control de los fondos públicos asignados a la Administración Regional del Circuito Judicial de Golfito” y dirigidas al Administración Regional de Golfito, cuyos plazos de implementación habían fenecido.

Mediante Informe Nº 1156-173-SEGA-2017, del 10 de octubre de 2017, la Sección Auditoría de Seguimiento y Gestión Administrativa, comunicó los resultados del primer seguimiento, precisándose que las numeradas como 4.1, 4.3, 4.4, 4.6 a, 4.6 b, 4.6 i y 4.6 j, se encontraban en proceso y una de ellas como no aplicada; por lo que se solicitó al tenor de lo dispuesto en el artículo 12 de la citada Ley, que las mismas fueran implementadas, facilitándose para tal efecto un lapso prudencial.

En virtud de lo anterior, se informa sobre los resultados obtenidos del segundo seguimiento efectuado por la Licenciada Claudia Hurtado Guevara, profesional de esta Auditoría, en coordinación con la Jefatura de esta Sección, a cargo del Máster Carlos Luis García Aparicio.

Para efectos de este informe, las fechas de visita a la oficina evaluada fueron los días 19 y 20 de agosto de 2019.

El seguimiento practicado reveló el siguiente estado, cuyos resultados se presentan en el siguiente gráfico:










Obsérvese en el gráfico anterior, que del 100% (7) verificado, el 57% (4) se encuentran en proceso, un 29% (2), están aplicadas y el restante 14% (1), se determinó como no aplicada, a la fecha de las pruebas ejecutadas por la Auditoría Judicial. 

En el anexo de este informe, se detalla cada una, con su respectivo estado de cumplimiento.

Asimismo, es menester señalar que esta Auditoría reconoce el esfuerzo realizado para implementar las ordenanzas emitidas, lo cual es digno de destacar, en razón de que con ello se fortalece el sistema de control interno existente. Sin embargo, se hace la observación que las acciones pendientes derivadas de las que se encuentran en proceso y no aplicada, de no implementarse con la oportunidad requerida, exponen a su dependencia a una eventual materialización de los riesgos asociados y a un posible impacto negativo sobre sus objetivos y metas. 

En ese sentido cabe indicar, que por tratarse de un segundo seguimiento, se procederá al cierre de las numeradas como 4.1, 4.3, 4.6 a, 4.6 b y 4.6 j, en el sistema informático de esta Auditoría, de conformidad con el acuerdo tomado por el Consejo Superior en sesión N° 88-11 celebrada el 18 de octubre del año 2011, artículo XLIX, en que se conocieron  los lineamientos que se han dispuesto a lo interno de esta Auditoría en materia de seguimiento y a lo establecido en los artículos 10, 12 inciso c) y 22 de la Ley General de Control Interno, las Normas para el ejercicio de las Auditorías Internas en el Sector Público, numerales 2.11, 2.11.1 y 2.11.2 y las Normas generales de Auditoría Interna para el Sector Público, numeral 206.

En virtud de lo anterior y de lo dispuesto en los artículos 10, 12 y 39 de la Ley General de Control Interno, se previene sobre la necesidad de que esas encomiendas sean atendidas e implementadas a la brevedad posible, por lo que el Consejo Superior debe solicitar a la Administración Regional de Golfito, su debido cumplimiento, tomando las acciones pertinentes en un lapso prudencial y se proceda a informar por escrito a ese Órgano Superior sobre lo actuado.


Finalmente, en caso de que este documento deba ser facilitado a partes externas del Poder Judicial, deberá preverse lo establecido en la Ley Nº 8968 “Protección de la Persona Frente al tratamiento de sus datos personales”.”
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“ANEXO 
Detalle del estado de las recomendaciones objeto de seguimiento

	N° INFORME
	RECOMENDACIONES BAJO SEGUIMIENTO
	ACCIONES EMPRENDIDAS POR EL RESPONSABLE 
	ESTADO DE LA RECOMENDACIÓN

	
N° 1381-100-SAEEC-2016
	
4.1

Realizar las acciones necesarias con el propósito de cumplir con los deberes establecidos para las Administraciones Regionales, como ente fiscalizador superior en materia de manejo y control de los dineros asignados a las cajas chicas, los cuales están contemplados en Artículo 33, segundo párrafo del Reglamento de Cajas Chicas Auxiliares.  

	


La revisión efectuada el 20 de agosto último, a la Circular N° 20-ARG-2019, de fecha 16 de julio de 2019, permitió confirmar a este Órgano Fiscalizador que el Administrador Regional, reiteró a la encargada de Caja Chica, el debido cumplimiento de sus labores, así como de las recomendaciones emitidas por parte de esta Auditoría.

Asimismo, del estudio de las gestiones que se encontraron pendientes durante la primera evaluación, se estableció que la 4.4 y la 4.6 i, de este informe, se están implementando adecuadamente.

No obstante, lo anterior, se concluyó que hay carencia de una debida supervisión por parte del personal coordinador del despacho, por cuanto al realizar el análisis respectivo, no se contó con evidencia documental suficiente, que respalde el seguimiento oportuno de las gestiones relacionadas con el aspecto 4.3 en cuanto a los incumplimientos en la presentación de liquidaciones de gastos.

Asimismo, se determinó que las ordenanzas 4.6 a, 4.6 b y 4.6 j, todavía se mantienen en proceso de una apropiada implementación.

Por consiguiente, se considera que se encuentra también en proceso y se insta a esa dependencia a cumplir a cabalidad con la normativa institucional y con esto subsanar las debilidades del sistema de control interno detectadas.

	

En Proceso


	
N° 1381-100-SAEEC-2016

	
4.3

Informar al Órgano Superior correspondiente -en caso de incumplimiento por parte del servidor o funcionario judicial que realizó un viaje, en cuanto a la presentación de la liquidación de gastos en los términos del plazo establecido por el reglamento pertinente- esta situación, con el propósito de que aplique las medidas que señala el artículo anterior.

	


Se procedió, en fecha 12 de agosto último, a generar el reporte de notificaciones de retraso en la presentación de liquidaciones, en el Sistema de Caja Chica, durante el periodo del mes de enero a julio de 2019, comprobándose que hubo gran cantidad de gestiones que fueron presentadas extemporáneamente, de acuerdo con la normativa que rige este proceso.

Durante visita al despacho, en fecha 20 de agosto de 2019, se consultó a la encargada, sobre las acciones emprendidas para el cumplimiento de esta ordenanza, señalando que, por parte de esa oficina administrativa, no se ha informado al superior jerárquico correspondiente, los casos de incumplimiento del servidor (a) judicial que realizó un viaje, tampoco recibió instrucciones de la jefatura anterior y considera que dicha labor significa una carga adicional a su trabajo. 
[bookmark: _Toc20748654]Por otro lado, se indagó al Coordinador de Área, quien señaló que, a pesar de tener conocimiento del informe de Auditoría, no se ha ejercido la adecuada supervisión respecto a la labor encomendada.
[bookmark: _Toc20748655]Es importante señalar que, en el resultado del primer seguimiento, esta representación estableció la importancia de comunicar al jefe inmediato encargado de la aprobación del respectivo gasto por el medio más idóneo, que ordene a quien corresponda cumplir con la Circular N° 74-2013, emitida por la Dirección Ejecutiva el 16 de mayo de 2013, con el fin de subsanar el hecho presentado.
[bookmark: _Toc20748656]Por lo indicado, se mantiene como no aplicada y deberá la Administración Regional de Golfito, proceder a comunicar al superior jerárquico del subalterno que incumpla con el plazo de presentación de las respectivas liquidaciones de viáticos y a documentar la gestión. 

	

No aplicada

	
N° 1381-100-SAEEC-2016

	
4.4

Supervisar que en el control de entradas y salidas de vehículos se incluya la información adecuada y completa, a fin de disminuir el riesgo de que los vehículos sean objeto de uso no autorizado y además sirva como un control cruzado para determinar si corresponde el pago de viáticos.



	
[bookmark: _Toc20748657]De la revisión efectuada el 20 de agosto de 2019, al control manual para registrar las entradas y salidas de vehículos, durante el periodo del mes de junio a agosto de 2019, se observó que la información requerida en el formulario mencionado, se está consignando de forma completa, situación que evidencia que se ha venido ejerciendo la debida supervisión por parte de la persona encargada en la Administración Regional de Golfito, verificando oportunamente que los oficiales de seguridad, cumplan con llenar todos los espacios requeridos en dicho instrumento previo a su archivo.
[bookmark: _Toc20748658]Por consiguiente, se considera que se está implementando adecuadamente.

	

Aplicada

	
N° 1381-100-SAEEC-2016
	
4.6 a

Girar instrucciones al encargado de la caja chica y mantener la supervisión correspondiente con el fin de:

Cumplir con lo establecido en el artículo 18 del Reglamento de Cajas Chicas Auxiliares referente a la remisión de los arqueos mensuales a más tardar el tercer día del mes siguiente, con el objetivo de que esa oficina pueda ejercer las labores de control concomitante en cuanto a la administración y destino de los recursos financieros encomendados a esa oficina para los propósitos establecidos en la ley, la reglamentación y las disposiciones normativas relacionadas.


	

[bookmark: _Toc20748659]La revisión de la Circular N° 20-ARG-2019, referida en el punto 4.1, permitió confirmar que el Administrador Regional, reiteró las instrucciones necesarias a la encargada de la caja chica, en cuanto a lo establecido en el artículo 18 del Reglamento de Cajas Chicas Auxiliares referente a la remisión de los arqueos mensuales a más tardar el tercer día del mes siguiente.
[bookmark: _Toc20748660]No obstante, se procedió al análisis de los arqueos enviados durante el periodo de enero a julio de 2019, comprobándose que tres de los casos fueron remitidos en forma tardía y los restantes cuatro se remitieron dentro del plazo respectivo, conforme la normativa que regula este proceso.

En el siguiente cuadro se detallan los casos indicados:


Al respecto y según lo esbozado por la encargada de caja chica, el motivo del retraso en el envío de los meses de marzo y abril se debe a la falta del debido cuidado.

En cuanto al atraso presentado en el mes de mayo, mediante correo electrónico del 18 de junio último, remitido con copia a esta Auditoría, la encargada manifestó que, no había logrado detectar en mayo una diferencia que se había generado en el mes de abril de un Quick Pass Bill Elect6364120004630565 el 03/04/2019, sin reintegrar.

Asimismo, es importante señalar que no son de recibo las justificaciones por envío tardío, en virtud de que debe existir una adecuada supervisión por parte de la jefatura en la ejecución de esta tarea.
[bookmark: _Toc20748661]Por lo tanto, esta encomienda continúa en proceso de una adecuada aplicación y deberá la oficina evaluada tomar las medidas necesarias a fin de cumplir con lo solicitado. 



	

En proceso

	
N° 1381-100-SAEEC-2016
	
4.6 b

Trasladar mensualmente a la Caja Única del Estado dentro de los tres primeros días del mes siguiente, el monto correcto retenido por concepto de impuesto sobre la renta. 


	
[bookmark: _Toc20748662]De la revisión efectuada el 19 de agosto de 2019, a los comprobantes de transferencias ejecutadas por la Administración Regional, en el periodo comprendido del mes de diciembre 2018 a julio de 2019, se confirmó que las retenciones se depositaron en tiempo en tres de los casos, en el mes de junio no hubo renta y en cuatro casos se hizo de manera tardía, tal y como se visualiza en el siguiente cuadro:


Al respecto se indagó a la encargada de la caja chica, manifestando que los motivos de los atrasos señalados, se deben a que en la sucursal del Banco de Costa Rica existente en la zona, se encuentra ubicada dentro de las instalaciones del Depósito Libre de Golfito y dicho recinto permanece cerrado los días lunes; no obstante, tal situación no es de recibo como una justificación para los atrasos evidenciados, pues considera este Órgano Fiscalizador, que sólo en el caso de que el primer día del mes resulte ser jueves, se ampliaría el plazo al martes siguiente, siendo responsabilidad de ese despacho, tomar las previsiones del caso, para proceder en tiempo a realizar la operación bancaria correspondiente.
[bookmark: _Toc20748663]En virtud de lo antes expuesto, esta Auditoría considera que este requerimiento se encuentra todavía en proceso de una apropiada implementación, ya que las acciones emprendidas por el personal encargado no se ajustan a lo estipulado en la Circular N° 5501-TE-05 del 21 de junio del 2005, emitida por el Macroproceso Financiero Contable y deberá la jefatura de esa oficina administrativa, velar por que se cumpla con el plazo establecido en dicha normativa para todos los casos. 

	

En proceso

	
N° 1381-100-SAEEC-2016
	
4.6 i

Verificar que todas las facturas presentadas a cobro estén a nombre del Poder Judicial y cuenten con el visto bueno del Administrador Regional.

	


Esta Auditoría procedió a la revisión de los Reintegros de Caja Chica N° 0058-ARG-2019, 0059-ARG-2019, 0060-ARG-2019, 0061-ARG-2019, 0062-ARG-2019, 0063-ARG-2019 y 0064-ARG-2019, tramitados por esa dependencia, comprobándose a los efectos que el nombre indicado en todas las facturas de una muestra extraída, corresponde al instituido por la Dirección Ejecutiva mediante Circulares N° 41-2017 del 16 de marzo del 2017, y N° 146-2017 del 20 de setiembre de 2017.
[bookmark: _Toc20748664]Por lo mencionado, se está aplicando satisfactoriamente.

	

Aplicada

	
N° 1381-100-SAEEC-2016
	
4.6 j

Registrar inmediatamente en el libro de cuenta corriente los cheques una vez confeccionados.
	

[bookmark: _Toc20748665]El 19 de agosto último, se efectúo una revisión al libro de registro de cheques en el periodo que comprende de marzo a julio de 2019, además se solicitó a la encargada la entrega del talonario en uso, para lo cual se determinó lo siguiente: 
[bookmark: _Toc20748666]Se observó el consecutivo de cheques del 28190426-8 al 28190434-0.
[bookmark: _Toc20748667]El N° 28190426-8, se confeccionó el 05 de marzo de 2019 y se registró hasta el 15 de marzo de 2019, al efectuar la consulta a la encargada de caja chica, las razones del atraso, señaló que en el libro de efectivo si se anotó el mismo día de su confección, sin embargo, olvidó realizar el registro a tiempo en el libro correspondiente a transferencias bancarias y cheques o cuenta corriente. 
[bookmark: _Toc20748668]El cheque N° 28190429-7 fue confeccionado en fecha 16 de mayo de 2019 y registrado en el libro el 17 de mayo de 2019.
[bookmark: _Toc20748669]No se encontraron documentos pendientes de registrar al 19 de agosto de 2019, fecha en que esta Auditoría visitó la oficina evaluada.
[bookmark: _Toc20748670]Por lo anterior, se considera que se mantiene en proceso de una apropiada implementación, y deberá la Administración Regional de Golfito, supervisar que los cheques que se utilicen se registren de manera inmediata en el documento de control manual correspondiente, con el fin de que se cumpla con lo establecido en la norma que rige este proceso.


	

En proceso



(...)”
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[bookmark: _Hlk7084294]La máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva, en oficio N° 4604-DE-2019 del 2 de octubre de 2019, remitió el oficio 270-ARG-2019 de misma fecha, suscrito por el licenciado Jeremy Soto Aguilar, Administrador interino de la Regional de Golfito, relacionado con el informe de la Auditoria Nº 1134-285-SEGA-2019 denominado “Evaluación de la administración y control de los fondos públicos asignados a la Administración Regional del Circuito Judicial de Golfito”, que indica:
“En respuesta al oficio N° 4447-DE-2019, de 26 de setiembre de 2019, emitido por la Dirección Ejecutiva, en donde solicita tener presente el cumplimiento de las recomendaciones del informe N° 1381-100-SAEEC-2016, emitido por la Auditoría, correspondiente al Estudio Operativo de la Administración Regional de Golfito y donde se solicita que se informe sobre las acciones tomadas para su ejecución, es que en lo consiguiente me refiero a cada uno de los hallazgos.
Con respecto al punto 4.1 en donde se solicita realizar las acciones necesarias con el propósito de cumplir con los deberes establecidos para las Administraciones Regionales, como ente fiscalizador superior en materia de manejo y control de los dineros asignados a las cajas chicas, los cuales están contemplados en Artículo 33, segundo párrafo del Reglamento de Cajas Chicas Auxiliares. Para ello se emitió la circular 20-ARG-2017 y la circular 24-ARG-2019, dirigida tanto al Coordinador de Área Administrativa como a la compañera de Caja Chica, en donde se solicita que se mantenga una supervisión más efectiva para que los arqueos mensuales y el impuesto de la renta se presenten en los plazos establecidos que corresponde al tercer día hábil del mes siguiente he igualmente se le solicitó a la compañera de Caja Chica que debe de registrar todos los cheques confeccionados a anulados en el libro correspondiente y el libro debe ser supervisado por el Administrador Regional antes de firmar el cheque. Igualmente, el punto se incluyó en una lista de chequeo que llevará tanto el Coordinador de Área Administrativa como el Administrador Regional para supervisar el cumplimiento de los plazos establecidos.
Con respecto al punto 4.3 en donde se solicita Informar al Órgano Superior correspondiente -en caso de incumplimiento por parte del servidor o funcionario judicial que realizó un viaje, en cuanto a la presentación de la liquidación de gastos en los términos del plazo establecido por el reglamento pertinente- esta situación, con el propósito de que aplique las medidas que señala el artículo anterior. Para dar cumplimiento a este punto, por medio de circular N° 24-ARG-2019 y la circular 22-ARG-2019 se le hace saber a la encargada de Caja Chica el deber de trasladar por medio de correo electrónico al órgano superior la información de incumplimiento en los plazos de los viáticos que fueron cobrados de manera extemporánea y estos debe ser copiados tanto al Administrador Regional como al Coordinador Administrativo para su comprobación. Igualmente se incluyó el tema en una lista de chequeo que llevará tanto el coordinador de Área Administrativa como el Administrador Regional.
Con respecto al punto 4.6 a, en donde se solicita Girar instrucciones al encargado de la caja chica y mantener la supervisión correspondiente con el fin de: Cumplir con lo establecido en el artículo 18 del Reglamento de Cajas Chicas Auxiliares referente a la remisión de los arqueos mensuales a más tardar el tercer día del mes siguiente, con el objetivo de que esa oficina pueda ejercer las labores de control concomitante en cuanto a la administración y destino de los recursos financieros encomendados a esa oficina para los propósitos establecidos en la ley, la reglamentación y las disposiciones normativas relacionadas. Para ello se realizó la circular N° 20-ARG-2019 en donde se le hace el recordatorio a la compañera de Caja Chica que debe enviar al Departamento Financiero Contable los arqueos antes del tercer día hábil del mes siguiente. Igualmente, de parte del Coordinador de Unidad como del Administrador Regional se incluyó dentro de la lista de chequeo la presentación en tiempo y forma con el afán de supervisar la remisión de la información en los plazos establecidos. 
Con respecto al punto 4.6 b, en donde se solicita Trasladar mensualmente a la Caja Única del Estado dentro de los tres primeros días del mes siguiente, el monto correcto retenido por concepto de impuesto sobre la renta. Para ello se realizó la circular N° 20-ARG-2019 en donde se le hace el recordatorio a la compañera de Caja Chica el deber de enviar el monto retenido por concepto de impuesto sobre la renta al Departamento Financiero Contable antes del tercer día hábil del mes siguiente. Igualmente, el punto se incluyó en una lista de chequeo que llevará tanto el Coordinador de Área Administrativa como el Administrador Regional para supervisar el cumplimiento de los plazos establecidos.
Con respecto al punto 4.6 j en donde se solicita Registrar inmediatamente en el libro de cuenta corriente los cheques una vez confeccionados. Para ello se realizó la circular N° 20-ARG-2019 y 28-ARG-2019 en donde se le hace el recordatorio a la compañera de Caja Chica que debe registrar inmediatamente en el libro de cuenta corriente, los cheques confeccionados y anulados y al ser firmados por el Administrador Regional, la compañera de Caja Chica deberá presentar el registro en el libro de cuenta corriente para su refrendo.” 

- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio Nº 1134-285-SEGA-2019 de 24 de setiembre de 2019 suscrito por el licenciado Roberth García González, Auditor Judicial, en el que remitió el “Informe sobre el resultado del segundo seguimiento de recomendaciones de Auditoría dirigidas a la Administración Regional de Golfito”. 2.) Tomar nota del oficio N° 4604-DE-2019 del 2 de octubre de 2019, suscrito por la máster Ana Eugenia Romero Jenkins, Directora Ejecutiva. 3.) En razón de las manifestaciones realizadas por la máster Romero Jenkins, deberá la jefatura de la Administración Regional de Golfito, continuar implementando las medidas necesarias para dar cumplimiento a las recomendaciones emitidas por la Auditoría Judicial, con el fin de no afectar el funcionamiento del despacho. 4.) La Dirección Ejecutiva dará el seguimiento respectivo.
La Auditoría Judicial y la Administración Regional de Golfito, tomarán nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748673]ARTÍCULO XXI
Documento N° 12223-19.
Los licenciados Juan Carlos Sebiani y Juan de Dios Salón López, por su orden, Presidente y Secretario de la Asociación Nacional de Profesionales de Poder Judicial, en oficio N° 108-ANPROJUD-2019 de 24 de setiembre de 2019, remitieron lo siguiente:
“La Asociación Nacional de Profesionales de Poder Judicial (ANPROJUD), es una organización que cuenta con personas asociadas que laboran en las diferentes oficinas del Poder Judicial en todo el territorio nacional.

De acuerdo con los estatutos vigentes se debe realizar una asamblea anual durante el mes de octubre de cada año, por lo que atendiendo las solicitudes de personas asociadas que, por su lugar de trabajo y residencia, se les imposibilita asistir a las asambleas; se programó la Asamblea General fuera del Valle Central, en la provincia de Puntarenas procurando un lugar de fácil acceso y que sea equidistante para las y los asociados en general.

La Asamblea está programada y convocada para realizarla el día viernes 18 de octubre del 2019 a las 5:00 p.m., de ahí que con todo respeto se solicita autorización a las y los asociados que se han inscrito para asistir, con el fin de puedan disponer de la segunda audiencia de trabajo del citado día y que ese tiempo sea rebajado del otorgado a nuestra Asociación por la Corte Plena, según acuerdo comunicado en oficio N° 4943-12, del 29 de mayo de 2013, de la Secretaría General de la Corte, para las Organizaciones gremiales.

Se acompaña certificación CER-DGH-456-2019 suscrita por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirección interina de Gestión Humana, en que se indica que según registros que al efecto se llevan, se cuenta con un total de 10.375 días.
 
Se adjunta el listado de las personas para quienes se solicita el permiso, con la indicación de la oficina o departamento donde laboran. Es importante mencionar que aun cuando es un grupo importante de profesionales de todo el país, se distribuyen en diferentes oficinas por lo que se estima que no se afectará el servicio público con la participación en esta actividad.

Con muestras de nuestra consideración y estima, nos suscribimos muy atentamente,

	 Nombre
	Cédula
	Puesto
	Oficina

	Adolfo Rodríguez Loría
	01-0967-0978
	Jefe interino
	Sección de Ingeniería Forense del Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial

	Adrián Murillo Sánchez
	01-1155-0452
	Profesional 2 interino
	Departamento de Tecnología de la Información

	Alejandra Alfaro Ugalde
	02-0491-0535
	Perito Judicial 1
	Sección de Análisis de Escritura y Documentos Dudosos

	Alina Ortiz Ortiz
	05-0285-0998
	Profesional 1
	Salud Ocupacional del Primer Circuito Judicial de Guanacaste

	Andrés Méndez Bonilla
	07-0101-0140
	Jefe
	Centro de Gestión de Calidad

	Armando Brenes Morales
	01-1117-0465
	Profesional en Informática 2
	Dirección de Tecnología de la Información

	Aurelio Fernández Solano
	01-0766-0477
	Profesional en Informática 2
	Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur

	Barbara Polini Jiménez
	01-0940-0194
	Profesional 1 en Salud Ocupacional
	Subproceso Salud Ocupacional

	Bertony Jiménez Campos
	01-1201-0596
	Profesional en Informática 2
	Sección de Telemática de la Dirección de Tecnología de la Información

	Cinthya Jiménez Obando
	01-1007-0376
	Perito Judicial 1
	Sección Pericias Físicas 

	Cristian Gómez Solis
	03-0333-0388
	Técnico Administrativo II
	Departamento Financiero Contable

	David Viscayno Castro
	01-1098-0025
	Investigador Informático
	Unidad Tecnológica Informática del Organismo de Investigación Judicial

	Dayana Novoa Muñoz
	01-1048-0155
	Administradora Regional 2
	Administración Regional de Alajuela

	Elena Gabriela Picado González
	01-1189-0062
	Jefa
	Subproceso Modernización Institucional, Ingeniería en Producción Industrial de la Dirección de Planificación

	Elizandro Trejos Chaves
	01-0870-0722
	Profesional Informática 2
	 Dirección de Tecnología de la Información

	Elsy Madrigal Ugalde
	01-1334-0133
	Técnica Judicial
	Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur

	Erick Esquivel Campos
	01-1058-0738
	Perito Judicial 1
	Sección de Bioquímica del Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial

	Erick Granados Umaña
	01-1061-0445
	Chofer Administración Regional
	 Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur

	Ernesto Rodríguez Ramírez
	02-0596-0349
	Perito Judicial 1
	Sección de Pericias Físicas 

	Evelyn Quijano Eduarte
	01-1055-0674
	Profesional 2
	 Unidad de Investigación y Control de Calidad

	Federico Zúñiga Quesada
	03-0386-0966
	Perito Judicial 1
	Unidad de Balística y Estudios Físicos de la Sección de Pericias Físicas del Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial

	Gabriela Fonseca Rojas
	3-0380-0135
	Profesional Administración II
	Gestión del Desempeño

	Grettel Matarrita Carrillo
	05-0342-0296
	Inspectora Instructora
	Inspección Judicial

	Guillermo Tiele Mora
	01-0850-0032
	Perito Judicial 2
	Sección de Biología Forense

	Hugo Hernández Alfaro
	1-0796-0776
	Jefe
	Oficina de Control Interno

	Ingrid Ángulo Sánchez
	05-0285-0560
	Técnico Administrativo 2
 
	Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur

	Ingrid Villalta Valladares
	01-0916-0778
	Profesional 2
	Sección de Protocolo y Relaciones Públicas 

	Jairo Alexis Acosta Valerín
	02-0553-0547
	Perito Judicial 2 B
	Sección de Toxicología del Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial

	Jessica González Venegas
	01-1168-0615
	Técnica Especializada 6
	Sección de Biología Forense del Organismo de Investigación Judicial

	Karla Infante Blanco
	01-0771-0373
	Profesional del Subproceso de Gestión del Desempeño
	Dirección de Gestión Humana

	Karla Madrigal Cerdas
	01-1501-0136
	Profesional en Telemática
	Sección de Telemática de la Dirección de Tecnología de la Información

	Kattia Vargas Pérez
	01-0886-0825
	Coordinador de Unidad 1
	Sección de Contabilidad
 

	Laura Esquivel Campos
	01-0960-01750
	Perito Judicial
	Sección de Pericias Físicas del Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial

	Maikol Ibarra Jara
	03-0397-0809
	Profesional en Informática 2
	 Oficina Administrativa del Segundo Circuito Judicial de San José

	Manuel Emilio Rojas Vega
	02-0696-0872
	Perito Judicial 1
	Unidad de Balística de la Sección de Pericias Físicas del Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial

	Marcela Fernández Chinchilla
	01-1175-0370
	Profesional 2
	Sección de Protocolo y Relaciones Públicas 

	Mario Alfaro Saborío
	01-1037-0475
	Perito Judicial 2
	Organismo de Investigación Judicial

	Marlene Valerio López
	04-0171-0853
	Perito Judicial 1
	Sección de Análisis de Escritura y Documentos Dudosos

	Minor Zúñiga González
	3-0316-0212
	Profesional 2
	Sección Auditoría de Seguimientos y Gestión Administrativa

	Moisés Sancho Arias
	4-0188-0828
	Perito Judicial 2
	Sección de Pericias Físicas del Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial

	Norbert Brunnet Agüero
	01-0963-0090
	Profesional 2
	Sección Auditoría de Seguimientos y Gestión Administrativa

	Oscar Blanco Villalobos
	01-0722-0577
	Profesional en Informática I
	Unidad Tecnológica Informática del Organismo de Investigación Judicial

	Osmario Barrantes Fernández
	02-0613-0115
	Perito Judicial 1
	Sección de Pericias Físicas del Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial

	Rebeca Hidalgo Duarte
	1-1173-0653
	Técnico Especializado 5
	Dirección de Tecnología de la Información

	Roy Sánchez Barrantes
	01-0931-0695
	Perito Judicial 1 interino
	Sección de Pericias Físicas del Departamento de Laboratorios de Ciencias Forenses del Organismo de Investigación Judicial

	Seidy Jiménez Bermúdez
	05-0265-0389
	Administradora Regional
	Administración Regional de Liberia, Guanacaste

	Sindy Rodríguez Montes de Oca
	01-0841-0220
	Profesional Administrativa 2
	Sección Auditoría Tecnología de Información 

	Sujey Sánchez Segura
	0401610921
	Profesional 2
	Departamento Financiero Contable

	Vivian Rímola Soto
	01-1026-0894
	Jefe Administrativo 4
	Sección de Sistemas de Informáticos 

	Welesley Henry Martínez
	01-1314-0219
	Profesional 2
	Sección Auditoría Operativa 

	Wendy Beita Ureña
	06-0299-0933
	Administradora Regional 2
	Administración Regional del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur



(…)”
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A esos efectos, se adjuntó el oficio N° CER-DGH-456-2019 de 20 de setiembre de 2019, suscrito por la licenciada Olga Guerrero Córdoba, Subdirectora interina de Gestión Humana, en el que se indica:
“En atención al oficio Nº 107-ANPROJUD-2019 del 17 de septiembre del año 2019, de la Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial donde solicita:

… “le solicito se extienda a la brevedad constancia de los días disponibles para la Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial”…

La Dirección de Gestión Humana hace de su conocimiento lo siguiente:

Se le indica que según el acuerdo de Consejo Superior tomado en la sesión N°40-2005 artículo XL, ANPROJUD dispone de 15 días hábiles durante el año para asistir a las actividades propias de la agrupación, los cuales serán distribuidas entre sus miembros según las necesidades que ustedes consideren.

1. En relación con el oficio 4943-12 del 29 de mayo del año 2012, Artículo XXXVIII de la Secretaría General de la Corte, en el cual se acordó:

… “En adelante, las asociaciones gremiales del Poder Judicial, cada vez que gestionen permisos de este tipo, deberán aportar constancia en la que se indique que cuentan con disponibilidad de días de licencia.”…

Ahora bien, según los registros que se llevan es esta Dirección su representada Asociación Nacional de Profesionales del Poder Judicial, al día de hoy cuenta con un total de 10 días y 3 horas para disfrute.

Finalmente es importante indicar que, en atención al acuerdo del Consejo Superior sesión N°31-16 del 05 abril 2016, artículo LXXXIV, relacionado a la necesidad de verificar la acreditación de las Organizaciones Gremiales. Se deja constancia en este documento de que consta la certificación emitida por Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con fecha del cuatro de abril de 2019, donde cita los datos de registro y representación legal de la agrupación.”
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Se acordó por mayoría: Acoger la solicitado en oficio número 108-ANPROJUD-2019 de 24 de setiembre de 2019, suscrito por los licenciados Juan Carlos Sebiani y Juan de Dios Salón López, por su orden, Presidente y Secretario de la Asociación Nacional de Profesionales de Poder Judicial, en consecuencia, autorizar la participación de las personas servidoras judiciales indicadas en el cuadro transcrito, en la Asamblea General que realizará la Asociación Nacional de Profesionales de Poder Judicial (ANPROJUD), durante la segunda audiencia del día viernes 18 de octubre de 2019, en la provincia de Puntarenas, en el entendido que deberá ajustar el tiempo a invertir por parte de sus agremiados, de acuerdo al tiempo del que dispone esa asociación, de conformidad con lo dispuesto por la Corte Plena en sesión Nº 8-2010 celebrada el 15 de marzo de 2010, artículo XXIX y a lo indicado por la Dirección de Gestión Humana. Lo anterior siempre y cuando se minimice la afectación del servicio público a cargo del servidor, lo cual implica que se dará prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial. 2 ) La Dirección de Gestión Humana llevará el control del tiempo en ejecución de lo dispuesto por la Corte Plena en sesión del 1 de noviembre de 1993, artículo LVIII, con respecto a las licencias que en casos como el presente se otorga a las asociaciones gremiales del Poder Judicial.
El integrante Hernández Alfaro, se abstiene de votar.
La Dirección de Gestión Humana, tomará nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748676]ARTÍCULO XXII
Documento N° 5733-19 / 12326-19.

En sesión número 63-19, celebrada el 16 de julio de 2019, artículo XXXIX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“En sesión N° 54-19 del 13 de junio de 2019, artículo III, en audiencia concedida a la Magistrada Marta Eugenia Esquivel Rodríguez, quien de forma conjunta con la doctora Ana Isabel Orozco y el licenciado Juan Carlos Sebiani Serrano, mostraron su preocupación tanto personal; por el índice de cáncer en la población judicial, al respecto se tomó nota de las manifestaciones de la Magistrada Marta Eugenia Esquivel Rodríguez, así como de lo expuesto por la doctora Ana Isabel Orozco y el licenciado Juan Carlos Sebiani Serrano; y estuvo a la espera de propuesta que deberían presentar ante este Consejo Superior.

La Magistrada Marta Eugenia Esquivel Rodríguez, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Lucha contra el Cáncer del Poder Judicial, mediante nota recibida el 4 de julio de 2019, comunicó:

“En seguimiento a las acciones que promueve la Comisión de Lucha contra el Cáncer y con el fin de buscar alternativas de salud en mejora de las condiciones laborales de nuestros funcionarios procedemos a solicitar lo siguiente;

Considerando:

*Que dentro del Plan Estratégico 2019-2024 se contempla como eje transversal el bienestar y la salud.

*Que la situación económica y financiera de los funcionarios judiciales desde el año 2017 ha sufrido una evidente afectación a sus ingresos personales.

*Que para el Poder Judicial y para los funcionarios no resulta positivo el aumento de días de incapacidad.

*Que el enfoque de la Salud de nuestra institución no está tomando en cuenta prácticas de prevención de enfermedades y está enfocado más en un aspecto de atención de riesgos de trabajo.

*Que las organizaciones sociales y gremiales pueden ser medios importantes para apoyarla lucha contra el cáncer entre otras enfermedades.

*Que el aumento de casos de cáncer es claro y evidente y el aumento de estrés, entre ellos el factor financiero personal, puede incidir de manera negativa.

*Que se cuenta con una herramienta valiosa para poder generar diagnósticos preventivos en materia de salud.

Propuesta:

1. Que el Consejo Superior solicite al Departamento de Gestión Humana la política de salud del Poder Judicial a fin de analizar y determinar la posibilidad de enfocar acciones en prevención, tratamiento e incorporación de estas poblaciones al entorno laboral.

2. Utilizar la herramienta que denominaremos "Expediente de Información de la Salud Personal".

Que se inicie el proyecto como un plan piloto en las oficinas del II Circuito Judicial Goicoechea, Sala Constitucional y Tribunales de Limón. Esto por cuanto esos despachos fueron los que inicialmente se seleccionaron debido a su alto nivel de incapacidades.

3. Coordinar con TI la remisión de dicho documento para que sea ingresado al expediente médico de todos los funcionarios judiciales una vez que sea completado el formulario por cada uno de los funcionarios y funcionarlas, preservando los datos sensibles.

4. Que se nos autoricen campañas de divulgación de buenas prácticas de salud. Ya contamos con una pequeña muestra que fue elaborada por la Asociación Solidarista y que acentúa la necesidad de cuidar nuestra salud.

5. Que se asignen las plazas de médicos ginecólogos que nunca se lograron ocupar para evaluar los datos que se reciban y poder identificar las personas con mayor riesgo, a su vez un análisis de la ubicación de las plazas de médico de empresa en los servicios de salud y los médicos contratados a fin de dar prioridad a esos riesgos.

7. Que se autorice a la Comisión para coordinar con la CCSS la posibilidad de compartir información entre EDUS y el Poder Judicial de modos que se maximicen los esfuerzos.

8. El seguimiento de estos acuerdos deberá ser supervisado por la oficina de control interno considerando el riesgo que generan las enfermedades e incapacidades en la continuación del servicio y en cumplimiento con el objetivo del plan estratégico "el bienestar y la salud"…”
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Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: Conceder audiencia a la Dirección de Gestión Humana y a la Dirección de Tecnología de la Información, para que dentro del plazo de 15 días se refieran a la gestión presentada por la Magistrada Marta Eugenia Esquivel Rodríguez, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Lucha contra el Cáncer del Poder Judicial e informen a este Consejo lo correspondiente.”

-0-

La máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y la máster Kattia Morales Navarro, Directora de Tecnología de Información, mediante oficio PJ-DGH-462-2019, remitido el 25 de setiembre de 2019, expresaron lo siguiente:    
“En relación con el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión número 63-19 de fecha 16 de julio de2019, artículo XXXIX que literalmente indica:
[bookmark: _Hlk15993380]“Conceder audiencia a la Dirección de Gestión Humana y a la Dirección de Tecnología de la Información, para que dentro del plazo de 15 días se refieran a la gestión presentada por la Magistrada Marta Eugenia Esquivel Rodríguez, en su condición de Coordinadora de la Comisión de Lucha contra el Cáncer del Poder Judicial e informen a este Consejo lo correspondiente.”
Por lo que, una vez revisados y analizados los puntos de la propuesta generada por la Comisión de Lucha contra el cáncer, nos permitimos manifestar lo siguiente, por medio de la reproducción de cada recomendación y su respectivo análisis:
1. Que el Consejo Superior solicite al Departamento de Gestión Humana la política de salud del Poder Judicial a fin de analizar y determinar la posibilidad de enfocar acciones en prevención, tratamiento e incorporación de estas poblaciones al entorno laboral.
La Corte Plena, aprobó el Modelo Integral de Salud, bajo el cual operarían los Servicios de Salud, según consta en sesión N° 37-12 del 29 de octubre de 2012, artículo II, la cual se encuentra disponible en la acuerdos de dicho órgano, asimismo, se puede facilitar el documento a la Comisión. Este modelo se basó en los ejes principales de Prevención de la enfermedad y Promoción de la Salud, donde por medio de la aplicación de diagnósticos en salud se pudieran generar las diferentes estrategias de prevención y promoción.
Es precisamente bajo esta línea y con los recursos humanos existentes que, en algunos circuitos judiciales, se ha podido identificar a la población judicial según las condiciones en salud que tienen y se están desarrollando diferentes estrategias de atención.
Debe considerarse que, recientemente como parte de la actualización que se realiza con la aprobación del Plan Estratégico Institucional 2019-2024, se definió como uno de los temas estratégicos el “Bienestar y la Salud”.  De ahí que desde la Dirección de Gestión Humana y de manera integral, se está construyendo no solamente la Política en Salud, sino una Política Integral de Bienestar y Salud, que pretende brindar lineamientos Institucionales para planificar y desarrollar acciones profilácticas dirigidas a todas las personas trabajadoras y que con su aplicación se contribuyan a garantizar, en todos los ámbitos y tipos de actividad, condiciones de salud integral y bienestar laboral. y como tal se encuentra en el proceso de validación, según las políticas institucionales de proyectos de interés, con su estudio de factibilidad, remitido recientemente a la Dirección de Planificación.
Cuando se habla de una Política integral en Salud y Bienestar, no solamente se trata de definir acciones para abordar la enfermedad, sino también lo relacionado con el accionar de Salud Ocupacional, los factores de riesgos psicosociales, la salud mental, los ambientes laborales saludables, la salud financiera, entre otros, es decir, son todos los factores o elementos que son determinantes de la salud de las personas trabajadoras.
Es así que, debe considerarse por la Comisión en cuestión, que la Dirección de Gestión Humana, como ente responsable de los temas de salud, con la intervención y aporte de todas las áreas involucradas, se encuentra en el proceso de diagnóstico, para generar un documento unificado con las acciones y estrategias integradas, a la luz de las condiciones actuales de la población judicial, donde por supuesto se agradece y reconoce el aporte brindado en esta oportunidad por la Comisión,  aportes que mejoran el proceso de desarrollo de la política, por medio de una comunicación oportuna y por las vías correspondientes.
2. Utilizar la herramienta que denominaremos "Expediente de Información de la Salud Personal".
Que se inicie el proyecto como un plan piloto en las oficinas del II Circuito Judicial Goicoechea, Sala Constitucional y Tribunales de Limón. Esto por cuanto esos despachos fueron los que inicialmente se seleccionaron debido a su alto nivel de incapacidades.
[bookmark: _Hlk20290442]En relación con la herramienta que se indica, en vista que el documento fue aportado hasta el jueves 19 de septiembre a las 15:52 de la tarde, es necesario se conceda un plazo de 10 días hábiles para poder analizar su contenido, determinar si parte de la información de esta herramienta ya la considera el Expediente Médico actual o bien analizar en conjunto con la Dirección de Tecnología de la Información si existen alternativas sencillas de desarrollar, que permitan la aplicación de la herramienta en un corto tiempo.
No obstante, es importante mencionar que los Servicios de Salud cuenta con un expediente electrónico, que, si bien es cierto, requiere de una actualización y de una cantidad de mejoras, en este momento ha permitido la gestión documental para controlar y almacenar la información, conforme la normativa de control interno, en un único sistema.  Sobre este particular, se están realizando todos los esfuerzos logísticos y presupuestarios que se requieren, en coordinación con la Dirección de Tecnología de la Información, a efecto de adquirir un nuevo sistema, o bien hacer uso del expediente EDUS, iniciativa que igualmente señala la Comisión, en el punto 7 de la propuesta, en ese sentido, autorizarlos podría  generar esfuerzos aislados o duplicados al permitir hacer el contacto, que de hecho ya se encuentra en agenda realizar ese encuentro con las autoridades de la CCSS,  en función de sus competencias de esta Dirección.
Por limitaciones en los recursos la Dirección de Tecnología no ha podido asumir el desarrollo de un nuevo sistema del Expediente Médico o implementar las mejoras que se requieren para que el sistema funcione de acuerdo con los nuevos requerimientos de los Servicios de Salud, por tanto, durante este año se inició un estudio de mercado de las opciones existentes en el país.
Adicionalmente, con el fin de recopilar la información en los procesos de diagnóstico, se cuenta con una herramienta unificada que es utilizada por los Profesionales en Salud, para realizar este tipo de procesos en las poblaciones judiciales que se han determinado.  En este sentido, se ha realizado en zonas como Alajuela, Puntarenas, Grecia y oficinas del I Circuito Judicial de San José.  
Es importante mencionar que estos diagnósticos permiten identificar los diferentes riesgos en tema de enfermedad que pueda padecer cada persona trabajadora, no solamente en un factor como el cáncer, sino cualquier tipo de riesgos, según sus antecedentes y demás información que se solicita.  De ahí lo valioso que resulta su aplicación desde los Servicios de salud, en procura de conocer a la población y generar estrategias para la mejora de sus condiciones, por medio de la prevención y promoción, así como de la articulación de las acciones que se puedan generar desde Salud Ocupacional y Ambiente Laboral.
Por lo cual, en este momento y al disponer de la herramienta indicada hasta el 19 de setiembre y por ser un aspecto médico y de uso de los Servicios de Salud, será necesario posterior a la emisión de esta respuesta, generar un proceso de validación y consenso por todos los Profesionales en Salud, a fin de que sea aplicado un único instrumento.  
En cuanto a la propuesta de iniciar con un Plan piloto en algunas oficinas, que “fueron las que inicialmente se seleccionaron debido a su alto nivel de incapacidades”, sería oportuno compartir la fuente de la información de dónde se determinó que esas oficinas presentan una mayor cantidad de incapacidades,  dado que de la información que se tiene desde los Servicios de Salud, difiere de las indicadas, de acuerdo con la información estadística de la Caja Costarricense del Seguro Social y nuestros propios registros de estadística.
Ahora bien, desde la visión integral que se debe tener desde la Dirección de Gestión Humana, los abordajes de las diferentes poblaciones se realizan de conformidad con la información de las oficinas, diagnósticos o zonas que presenten una mayor cantidad de incapacidades o de motivos de consulta en los diferentes Circuitos Judiciales.  Debido a que es necesario maximizar el uso de los recursos y generar acciones de mejora en esas poblaciones, para lo cual se cuenta con información estadística que permite evidenciar cuáles son esas poblaciones y donde se ubican.
Por lo tanto, sería específicamente desde la Dirección de Gestión Humana, de conformidad con su rango de acción y el análisis de la información generada desde los Servicios de Salud y los reportes de la Caja Costarricense del Seguro Social, donde se podrían definir las poblaciones a atender y la manera en que los Servicios de Salud pueden abordarlas, de conformidad con las posibilidades de atención y brindar la permanencia en el tiempo.
Por lo anterior señalado, se tiene identificado el Circuito Judicial de Limón, el cual ya fue tamizado por la doctora que se ubica en esa zona, previo a la apertura del Servicio de Salud.  De igual forma sucede con la Sala Constitucional, donde precisamente la doctora Ana Isabel Orozco aplicó un diagnóstico a la población de esa oficina. Es importante reiterar que el diagnóstico en salud desde su abordaje integral pretende evaluar la salud de la colectividad y proponer alternativas viables, flexibles y sostenibles para la resolución de las situaciones encontradas, por lo cual no es necesario la aplicación de diferentes diagnósticos para determinar una situación particular, sino que estos instrumentos buscan identificar las situaciones de riesgo, por antecedentes o por diferentes factores específicos de las personas.
En el caso de la población del Segundo Circuito Judicial, esta Dirección considera que el instrumento de diagnóstico que actualmente se encuentra validado, podría ser aplicado por los Profesionales en Medicina que laboran en el Servicio de Salud de esa zona.
De ahí que es posible generar el respectivo proceso directamente desde ese Servicio de Salud. Por lo cual, esta oficina vería viable que, en coordinación con Gestión Humana, se pueda iniciar este proceso que será de gran utilidad, dada la necesidad de conocer a la población de ese Circuito y aprovechando que la doctora Ana Isabel que es parte de esa Comisión, es una de las Médicas de ese Servicio.
3. Coordinar con TI la remisión de dicho documento para que sea ingresado al expediente médico de todos los funcionarios judiciales una vez que sea completado el formulario por cada uno de los funcionarios y funcionarlas, preservando los datos sensibles.
Para el 2020 se tiene programado valorar las alternativas existentes en el mercado para sustituir el actual Expediente Médico, ya sea utilizando herramientas existentes en el mercado que están siendo usadas en otras instituciones, hacer uso del Sistema EDUS de la CCSS o bien por medio de una contratación desarrollar un nuevo sistema a la medida considerando todas las mejoras que se logren identificar, por tanto dependería, de la opción que resulte más beneficiosa para la institución, el poder incorporar la herramienta mencionada en el nuevo sistema. Una vez que se defina la alternativa a utilizar se tendría que valorar la necesidad de recurso económico y humano, con lo cual se determinará la factibilidad de ejecutar el proyecto a partir del 2021 o 2022.
4. Que se nos autoricen campañas de divulgación de buenas prácticas de salud. Ya contamos con una pequeña muestra que fue elaborada por la Asociación Solidarista y que acentúa la necesidad de cuidar nuestra salud.
En cuanto a esta solicitud, esta Dirección está de acuerdo que dicha Comisión generé la divulgación en temas específicos de cáncer, lo que se sugiere sea de manera coordinada, para tener congruencia en las líneas de acción, en procura del bienestar de la población judicial.
Ahora bien, en cuanto a la información que se menciona fue elaborada por la Asociación Solidarista, se reconoce el esfuerzo de los gremios por realizar iniciativas en procura del favorecimiento de la salud de las personas trabajadoras; sin embargo, no exime o sustituye la responsabilidad que también tiene la institución por el cuido de la salud, lo cual se realiza por medio de los Servicios de Salud, conforme sus competencias.
5. Que se asignen las plazas de médicos ginecólogos que nunca se lograron ocupar para evaluar los datos que se reciban y poder identificar las personas con mayor riesgo, a su vez un análisis de la ubicación de las plazas de médico de empresa en los servicios de salud y los médicos contratados a fin de dar prioridad a esos riesgos.
En relación con este punto se debe aclarar, que las plazas que se mencionan están siendo ocupadas y utilizadas de conformidad con las necesidades de los Servicios de Salud.
La plaza de tiempo completo que pertenece al Servicio de Salud de San José es ocupada por la doctora Lorey Esquivel, quien brinda consulta asistencial y tiene a cargo el procedimiento de toma de citologías vaginales, de conformidad con el Protocolo definido para este tipo de procedimientos y en coordinación con la Caja Costarricense del Seguro Social para el análisis de las muestras tomadas.
De acuerdo con las estadísticas que se llevan en los Servicio de Salud, la ocupación de este puesto se distribuye y presenta de la siguiente forma:

	Especialidad
	Cantidad

	Medicina General 
	3.876

	Citologías (PAP)
	241


 
Fuente: Servicios de Salud, I Circuito Judicial de San José
En el caso del puesto de medio tiempo que pertenece al Servicio de Salud de Guadalupe, actualmente es ocupado por la doctora Natalia Villegas, quien tiene a cargo el proceso de diagnóstico, en diferentes oficinas de acuerdo con las necesidades y la programación de trabajo.  Este proceso tiene como objetivos: determinar los factores que generan daños a la salud, desde la identificación de riesgos y condicionantes individuales y grupales, definir una estrategia de intervención en cada grupo específico y dar seguimiento a las recomendaciones planteadas para cada grupo. 
Durante este proceso se han abordado oficinas como:

	Oficina
	Población valorada

	Reforma Laboral
	91

	Defensa Pública
	91

	Planes y Operaciones O.I.J.
	273

	Departamento de Investigaciones Criminales
	144


			Fuente: Servicios de Salud, I Circuito Judicial de San José
Para todos los casos se realiza un informe describiendo la situación encontrada en la población y se definen y diseñan los planes de acción que son aplicados y los casos que ameritan, son referidos para atención y continuidad en los Servicios de Salud.  Precisamente los planes contemplan acciones desde ámbitos como la psicología, preparación física y medicina entre otros, los cuales en forma conjunta permiten abordar las diferentes situaciones de manera integral.
De ahí que, se evidencia que las plazas mencionadas están siendo utilizadas en las diferentes necesidades de atención que tienen los Servicios de Salud, no solamente en atención de la consulta ordinaria, sino también en procesos específicos, como son la toma de citologías y los procesos de diagnóstico, los cuales buscan generar bienestar y salud en las personas.  Por lo tanto, bajo el principio de maximización de los recursos, estas plazas han sido utilizadas por Médicos Generales, siempre en la atención de las personas que así lo requieren.
Considerar que, según la distribución en el Servicio de Salud de San José, se atiende a una población aproximada de 6790 personas trabajadoras, por lo que se trata de una alta demanda que no precisamente se puede atender durante todos los días de manera completa, por lo tanto cualquier recurso que pueda utilizarse en la atención que se demanda, es bien aprovechada en procura de solventar la necesidad que se tiene, no solamente de la enfermedad, sino de la prevención que se pueda realizar por medio de los diagnósticos y otras actividades que se realizan.
Por otra parte, la dificultad que ha tenido Gestión Humana para ocupar estos cargos por Profesionales en Ginecología ha sido de conocimiento de la Auditoría Judicial y del Consejo Superior, donde mediante informe de la Dirección de Gestión Humana, se brindó respuesta a una serie de hallazgos realizados por esa instancia, que se reiteran nuevamente:
 “…
“1. CONCURSO CN-04-2016 (Puesto N°372395 nombramiento de medio tiempo en la Unidad de Servicios de Salud del II Circ. Judicial de San José)
 
Periodo de Inscripción: del 15 al 26 de febrero de 2016.
Total personas inscritas al cierre de la convocatoria:  5 personas 
Una vez revisados los requisitos se desestimaron 4 personas (2 no eran médicos y 2 no cumplen con la especialidad) quedando únicamente el señor Adolfo Montero Masis ya que cumplía a cabalidad con todos los requisitos.
Detalle:

 El señor Adolfo Montero Masís fue nombrado en propiedad en el puesto N°372395 a partir del 09/01/2017. Sin embargo, renuncia a su puesto el 14 de agosto del 2017, dando como justificación para su decisión, su disconformidad salarial.
Posteriormente, debido a la jubilación de la médico ginecóloga del Servicio de Salud de San José, se procede a realizar la convocatoria CV-09-2017, misma que se detalla a continuación:
CONVOCATORIA CV-09-2017 (Para conformar un registro de postulantes para posibles nombramientos en la Unidad de Servicios de Salud del I Circ. Judicial de San José)

Periodo de Inscripción: del 14 al 18 de agosto de 2017
Total personas inscritas al cierre de la convocatoria:  2 personas
Una vez revisados los requisitos se desestimó 1 persona (no presentó la certificación de experiencia) quedando únicamente la doctora Andrea Salazar Sandí ya cumplía a cabalidad con todos los requisitos.
 Detalle:
 



Del último concurso realizado, quedo elegible una candidata, la cual fue entrevistada por la Subdirección de Desarrollo Humana, sin embargo, posterior a la entrevista, la persona indica que declina su interés dado el salario a percibir en el Poder Judicial. 
En este sentido, precisamente nos hemos dado a la tarea de indagar la situación que se presenta con el salario del profesional en Ginecología, haciendo un comparativo entre lo percibido en otros centros de salud como la Caja Costarricense del Seguro Social (CCSS) versus el Poder Judicial.
Se determinó que existe una ventaja salarial a nivel de salario base y de otras variables (las guardias, horas extra y pluses salariales) a favor de la CCSS, situación que no hace atractivo optar por el puesto de Ginecólogo en el Poder Judicial.
Adicionalmente, se ha evidenciado otra problemática que radica en la equiparación que debe realizarse con el fondo de pensiones, donde las personas tienen que pagar la diferencia de porcentajes de un régimen a otro y traerlo a valor presente; esto genera que sí el candidato tiene una experiencia considerable en la especialidad (años de servicio), tenga que retribuir un monto importante al fondo, lo cual genera una pérdida de interés en formar parte del Poder Judicial.
Por otra parte, si la persona tiene pocos años de laborar para otra Institución, la falta de interés radica en los pocos procedimientos que se pueden realizar en los Servicios de Salud del Poder Judicial el cual se rige por el Reglamento de Medicina de Empresa, mismo que imposibilita realizar cirugías, siendo esto un reto para los profesionales en esta área.
Dado lo anterior, se ha visualizado la posibilidad de que este servicio especializado de medicina se pueda brindar a la población judicial a través de una contratación (persona jurídica) de servicios profesionales.
..”
Sin embargo, esta medida no pudo aplicarse, debido a la falta de contenido presupuestario en la subpartida y la imposibilidad de trasladar recursos.  Por lo que de manera alternativa y de acuerdo con las modificaciones que la Caja Costarricense del Seguro Social ha realizado al Reglamento de Medicina de Empresa, en los Servicios de Salud se han estado realizando toma de citologías por medio de un médico general.
Por lo que se reitera que las plazas de Ginecología que se tienen en los Servicios de Salud, y que no ha sido posible ocuparlas con profesionales en esa especialidad, están siendo utilizadas por médicos generales, en la atención de las diferentes necesidades de las personas que acuden a los Servicios de Salud.
7. Que se autorice a la Comisión para coordinar con la CCSS la posibilidad de compartir información entre EDUS y el Poder Judicial de modos que se maximicen los esfuerzos.

Al respecto, nos referimos en el punto 2 del presente oficio.

8. El seguimiento de estos acuerdos deberá ser supervisado por la oficina de control interno considerando el riesgo que generan las enfermedades e incapacidades en la continuación del servicio y en cumplimiento con el objetivo del plan estratégico "el bienestar y la salud"…”
De acuerdo con el Modelo de Gestión Estratégica Judicial, se ha provisto de instrumentos que permitan la efectiva ejecución del PEI y de las políticas institucionales, tales como las siguientes:
Cuadro de Mando Integral (con base en el mapa estratégico institucional).
Gestión del Portafolio Institucional de Proyectos Estratégicos (PPE).
Planes Anuales Operativos (PAO).
Presupuesto orientado a resultados.
Gestión de Políticas Institucionales.
Gestión de Innovación.
Los cuales deben ser aplicados por todas las oficinas que tienen a cargo temas de índole estratégico, de lo cual no escapa esta Dirección, por lo que el seguimiento ya está definido correspondiéndole a la Dirección de Planificación, por medio de los diferentes documentos que se les aporta en el avance de las actividades, valga la oportunidad para indicar que actualmente el proyecto denominado “Política de Bienestar y Salud Laboral del Personal Judicial”, se encuentra en la fase del estudio de factibilidad (estudios de viabilidad y caso de negocio), en coordinación con la Dirección de Planificación, como responsable de la cartera de proyectos.
En este sentido, Gestión Humana en su visión integral comparte la preocupación por las diferentes necesidades de las personas trabajadoras y también entiende la necesidad de priorizar de acuerdo con las que representan mayoría, dada la limitación de recursos con que se cuenta, por lo que todo el apoyo que se tenga es de gran beneficio, por lo que se considera que esta Comisión puede ser un aliado estratégico en el abordaje de las situaciones de la temática de cáncer.
Por todo lo anterior expuesto, se solicita al Consejo Superior, la participación de una persona que designe la Dirección de Gestión Humana, para formar parte de esta Comisión, en el entendido y la aclaración que la señora Ana Isabel Orozco, quien es Médica en el Servicio de Salud de Guadalupe, funge como representante de los gremios, con el propósito de hacer los enlaces respectivos de manera coordinada y oportuna, en procura del objetivo común del bienestar de la población judicial. Asimismo, con respecto a la herramienta, que se conceda un plazo de 10 días hábiles adicionales para poder analizar su contenido, ambas Direcciones.”
- 0 -   

Previamente a resolver lo que corresponda, se acordó: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que, en el plazo de 3 días hábiles a partir del comunicado del presente acuerdo, aclare quien funge actualmente como representante de los gremios, debido a que este Consejo Superior entiende que esa representación, recae en el licenciado Juan Carlos Sebiani Serrano, en condición de presidente de la ANPROJUD, y la doctora Ana Isabel Orozco, Médica en el Servicio de Salud de Guadalupe, representa a la Dirección de Gestión Humana en el presente tema. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del licenciado Sebiani Serrano.
[bookmark: _Toc20748679]ARTÍCULO XXIII
Documento N° 12271-19.	
En oficio número 1051-DG-2019, remitido el 24 de setiembre de 2019, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, remitió la siguiente gestión:
“Reciban un cordial saludo de esta Dirección General. Como es de su conocimiento desde el año 2017 entró en vigor la Ley de Bienestar de los Animales, la cual introdujo una serie de conductas en perjuicio de los animales al Código Penal. Como consecuencia de la categorización delictiva de estas acciones se genera la obligación para esta policía judicial de investigar con bases científicas estos hechos y poner los resultados a disposición de las autoridades judiciales.

Para cumplir con las investigaciones originadas por las denuncias de maltrato animal, el Organismo ha tenido que reestructurar a lo interno las competencias de las oficinas por cuanto la Ley no abasteció de un contenido presupuestario que permitiera afrontar apropiadamente las obligaciones que imponía.

Se han hecho distintos esfuerzos para cumplir la normativa de una manera eficiente, pero ha resultado una tarea particularmente compleja el tratamiento de los cadáveres animales y la realización de su respectiva autopsia para esclarecer científicamente la causa de muerte y otros elementos de interés para los procesos judiciales debido a que no contamos con médicos veterinarios forenses en la institución y mucho menos con un espacio de trabajo destinado a esta función.

No obstante, a través del oficio ESFA-053-19 fechado 17 de setiembre del año 2019 y suscrito por el Msc. Rodrigo Rosales, Director Académico de la Escuela de Medicina y Cirugía Veterinaria San Francisco de Asís de la Universidad Veritas ofrece la colaboración con una necropsia animal por semana al Organismo de Investigación Judicial sin costo alguno para la institución, estimando el valor de cada pericia en ciento veinticinco mil colones (₡125.000) de conformidad con los aranceles establecidos por el Colegio de Veterinarios de Costa Rica. Cabe destacar que la asistencia propuesta por la Escuela Veterinaria incluye tomas de muestras, registros fotográficos e histopatológicos de los tejidos animales, así como la emisión de un dictamen que se ajuste a las necesidades de las autoridades judiciales a nivel nacional sin generar coste económico al Poder Judicial.

Esta entidad cuenta con un laboratorio debidamente equipado y un grupo de expertos en la práctica de necropsias animales que permitiría obtener científicamente la causa que originó la muerte del animal que figure en condición de víctima, permitiendo con esto un resultado veraz que pueda ser utilizado como medio probatorio en los procesos penales.

El compromiso que adquiriría el Organismo de Investigación Judicial sería capacitar debidamente a los funcionarios del Laboratorio de Patología de la Escuela Veterinaria San Francisco de Asís en temas relacionados a la buena praxis pericial, cadena de custodia y requisitos del dictamen con el fin de dar soporte a las actuaciones de los médicos veterinarios y asegurar que esta prueba cumpla con todas las regulaciones procesales que le permitan contar con capacidad jurídica de surtir efectos en la vía judicial.

Con vista en lo anterior, estima esta Dirección General que, ante la carencia de recursos institucionales en este momento para asumir esta función, el ofrecimiento formulado por la Universidad Veritas de donar un servicio de necropsia semanal trae un beneficio institucional en cuanto a la capacidad de respuesta científica en la persecución de los delitos cometidos en perjuicio de los animales sujetos a regulación.

Por lo tanto, solicito al Consejo Superior que valore la suscripción de un convenio de colaboración entre el Organismo de Investigación Judicial y la Escuela de Medicina y Cirugía Veterinaria San Francisco de Asís con la intención de dotar de herramientas propicias a la policía judicial en la persecución de los delitos previstos por la Ley de Bienestar Animal, mientras se adquiere el presupuesto necesario para la incorporación de estos servicios con recursos propios.

Para estos propósitos se adjunta oficio ESFA-053-19 el cual hace constar el formal ofrecimiento por parte de las autoridades de la Escuela de Veterinaria San Francisco de Asís y un borrador de convenio marco de cooperación entre ambas instituciones. No omito manifestar que la Ley se encuentra en vigencia, lo que hace necesario que la presente gestión sea conocida lo más pronto posible.

(…).”
-0-
A esos efectos adjunta la propuesta de Convenio Marco entre el Organismo de Investigación Judicial y la Escuela de Medicina y Cirugía Veterinaria San Francisco de Asís.


-0-
Se acordó: Remitir a la Dirección Jurídica el oficio número 1051-DG-2019 del 24 de setiembre de 2019, suscrito por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, con la finalidad de que, en el plazo de 1 mes contado a partir de la comunicación de este acuerdo, emita criterio sobre la viabilidad de aprobar el Convenio Marco propuesto entre el Organismo de Investigación Judicial y la Escuela de Medicina y Cirugía Veterinaria San Francisco de Asís.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748681]ARTÍCULO XXIV
Documento N° 9519-17 / 12206-19.
En sesión número 76-19 celebrada el 29 de agosto de 2019, artículo XLV, en lo que interesa se denegó que como una medida emergente, el puesto de Jefatura de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense se pudiera nombrar a un profesional en el campo de la Psicología Clínica en el puesto N° 43433. Asimismo, se mantuvo en la categoría del puesto las vacaciones profilácticas conforme fueron otorgadas y se dejó sin efecto el punto 3 del acuerdo tomado por este Consejo en la sesión número 108-18 celebrada el 13 de diciembre de 2018, artículo XLIV, por lo que se autorizó que durante el horario institucional el servicio de psiquiatría forense se pudiera brindar en otras sedes del Departamento de Medicina Legal siempre y cuando reúnan las condiciones necesarias para ofrecer ese servicio. Por otra parte, se creó el servicio ininterrumpido en el campo de psiquiatría forense mediante el sistema de guardias médicas, las cuales debían realizarse en el Departamento de Medicina Legal, en la sede central ubicada San Joaquín de Flores. Esta medida se implementaría en cuanto se dispusiera del contenido presupuestario en el programa correspondiente al Organismo de Investigación Judicial, para lo cual la Dirección de Gestión Humana debía certificar la disposición de los recursos económicos.
En oficio número JDML 2019-0992, del 23 de setiembre de 2019, el doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal, con el visto bueno del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, remitió la siguiente gestión:
“En relación al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión N° 76-19 celebrada el 29 de agosto de 2019, artículo XLV, que literalmente dice: (…)“3.) Denegar que como una medida emergente, el puesto de Jefatura de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense se pueda nombrar a un profesional en el campo de la Psicología Clínica en el puesto N° 43433. 4.) Mantener en la categoría del puesto las vacaciones profilácticas conforme fueron otorgadas. 5.) Dejar sin efecto el punto 3 del acuerdo tomado por este Consejo en la sesión número 108-18 celebrada el 13 de diciembre de 2018, artículo XLIV, por lo que se autoriza que durante el horario institucional el servicio de psiquiatría forense se pueda brindar en otras sedes del Departamento de Medicina Legal siempre y cuando reúna las condiciones necesarias para ofrecer ese servicio. 6.) Crear el servicio ininterrumpido en el campo de psiquiatría forense mediante el sistema de guardias médicas, las cuales deberán realizarse en el Departamento de Medicina Legal, en la sede central ubicada San Joaquín de Flores. Esta medida se implementará en cuanto se disponga del contenido presupuestario en el programa correspondiente al Organismo de Investigación Judicial, para lo cual la Dirección de Gestión Humana deberá certificar la disposición de los recursos económicos.”

Respetuosamente quisiera hacerle algunas consultas a fin de acatar lo dispuesto de la manera correcta:

En razón de que se deniega la posibilidad de nombrar a un Psicólogo (a) Forense en el puesto de Jefatura de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense (SPPF), me di a la tarea de volverle a consultarle a los psiquiatras que nos quedan acerca de su disposición para asumir la Jefatura de dicha Sección y esta es la respuesta de cada uno de ellos.

Doctor Juan Rafael Valverde Zúñiga, Psiquiatra de la Unidad Médico Legal de Pococí y Guácimo: “…con relación a interés de ocupar Jefatura de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense, manifiesto mi agradecimiento por tomarme en cuenta, empero, el suscrito está en vías de jubilación próximamente. Es por ello por lo que no optaría por dicha posibilidad. Agradeciendo de antemano su fina atención, de Uds. con sumo respeto, su servidor…”.

Doctor Nino Castro Carboni, Psiquiatra de la Unidad Médico Legal de Pavas: “…En respuesta a lo solicitado les informo que no tengo interés en ocupar el cargo de Jefatura, de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense…”

Doctora Larisa Escalante Chaves, Psiquiatra de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense: “…En respuesta a la consulta sobre mi interés en ocupar el cargo de jefatura de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense, le indico que agradezco ser tomada en cuenta, no obstante no tengo interés en ocupar ese puesto…”

Doctora Ileana Monge Gutiérrez, Psiquiatra de la Unidad Médico Legal de Cartago: “…No tengo interés en el puesto. Mi condición de tener medio tiempo me imposibilita…”

Doctora Rocío Arce Solano, Psiquiatra de servicio social que labora con nosotros hasta marzo: “…Me permito saludarle y a la vez informarle que en este momento yo no tengo interés en ocupar el cargo de Jefatura de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense pues mi ingreso es muy reciente a la sección y además me encuentro realizando el Servicio Social Obligatorio…”

En razón de que todos me reiteran su desinterés por asumir la jefatura de la Sección y que no puedo obligarlos a asumir el puesto, es mi deber comentarles que la persona que ha dado la cara por el Poder Judicial y que me ha ayudado a estabilizar la situación crítica que ha tenido el país dada la pérdida de Psiquiatras, ha sido la Msc. Marcela Villalobos Guevara, Psicóloga Forense y Psicóloga Clínica, quien actualmente se desempeña como coordinadora de Psicología Forense y quien me ha dado el apoyo y está dispuesta a asumir la Jefatura de la Sección.

Tradicionalmente, y básicamente por una cuestión que obedece a intereses de gremios, los Psicólogos han sido subvalorados respecto de los médicos especialistas en Psiquiatría, circunstancia que ha permeado a nuestro Depto a lo largo de su existencia, haciendo que la Sección de Psiquiatría y Psicología siempre haya sido dirigida por un Psiquiatra. En realidad se trata de dos ciencias distintas que traslapan la aplicación de su conocimiento en algunas cosas, pero que no por ser Psiquiatra se puede decir que se es intrínsicamente Psicólogo ni viceversa, por lo que no podemos pretender que el Psiquiatra puede lo más y el Psicólogo puede lo menos. Cada quien en su expertise.

El Psicólogo no puede revisar técnicamente lo que hace un Psiquiatra y éste tampoco al primero (esto se le puede consultar a los colegios profesionales si se tiene la duda) por lo que la jefatura de la SPPF se convierte en una figura de orden administrativa, que técnicamente puede intervenir únicamente en lo de su expertise, con respecto a sus homólogos, precisamente por eso se creó la Coordinación de Psicología Forense. Es decir, si la jefatura es de un Psiquiatra, ésta no puede intervenir técnicamente en una pericia Psicológica, pues no es psicólogo, y al contrario igual. Al estar conformada la SPPF al día de hoy básicamente por psicólogos en su amplia mayoría, no veo razón alguna para que un Psicólogo/a Forense no se le considere competente para desempeñar el puesto, y sobre todo si tiene acumulada una experiencia considerable como perito en el Poder Judicial.

En el acuerdo de marras no se indica las razones por las cuales no se acepta el nombramiento de un Psicólogo/a Forense en dicho puesto (debería de haberse fundamentado) con lo cual se me darían los elementos para comprender las razones por las que el Honorable Consejo Superior no acepta dicho nombramiento y así valorar opciones.  No omito recordarles que si el problema está en que la jefatura debe refrendar los dictámenes tanto de Psiquiatras como de Psicólogos, esto no es un obstáculo pues ya en el pasado fue ampliamente analizado por el mismo Consejo Superior, que el refrendo es administrativo, no técnico.

Actualmente en la SPPF sólo se cuenta con Psicólogos especializados en área Forense y ninguno de los Psiquiatras que nos quedan, ni los que utópicamente lleguemos a contratar, serán especialistas en Psiquiatría Forense, pues en este país, no existe tal sub-especialidad. 

Esta no es la primera vez que el Poder Judicial se queda sin Psiquiatras, pues en el pasado, hará hace unos 10 años quizás, ya  ellos habían renunciado en bloque a raíz de una denuncia penal que se les hizo por parte de la Dirección del OIJ, en ese entonces a cargo de Don Jorge Rojas, por estar dando consulta privada, toda vez que se les acusaba de estar recibiendo el plus de dedicación exclusiva, cuando en realidad, se demostró posteriormente que ni a ellos (ni a nosotros los médicos forenses), se nos había pagado, (ni se nos paga), dicho rubro. Esto hizo que nos quedáramos con dos Psiquiatras únicamente, y hubo que nombrar a uno de ellos como jefe, pues es el único que aceptó. Esta persona no reunía las condiciones mínimas deseables para asumir una jefatura y fue un verdadero caos a lo interno, pues se nombró sólo por el hecho de contar con el título de psiquiatra, y no por sus competencias administrativas. Al final el doctor terminó pensionado anticipadamente por una serie de padecimientos en su salud mental, que desde un inicio lo declaraban no apto para ocupar el cargo. 

Estimados integrantes del Consejo Superior, esta no puede ser la tónica en el Poder Judicial. No se trata de nombrar a cualquiera en cargos de jefatura, se trata de nombrar a la persona idónea, que tenga la camiseta puesta, que dé la milla extra y que se mantenga fiel al Poder Judicial en las buenas y en las malas.

Es importante comprender que los psiquiatras son especialistas básicamente clínicos, no forenses, por lo tanto su interés por permanecer en un área forense es muy raro y eso hace que sea muy difícil contratarlos, lo cual posiblemente siga pasando a pesar de los enormes esfuerzos que ustedes han hecho para incrementarles el salario y equipararlo al de la CCSS.

Así las cosas, el problema de la Jefatura de la SPPF no está resuelta, y debe resolverse, pues sigo yo, como jefe Departamental, con una sobrecarga laboral asumiendo dicha responsabilidad, y esto no es ni técnica, ni jurídicamente correcto, pues de no nombrarse una jefatura en dicha Sección, estaremos incurriendo en riesgos que yo no puedo asumir indefinidamente y por lo tanto, debo trasladarlo a vuestra autoridad, como me lo ordena la Ley de Control Interno.

En razón de lo anterior hago algunas propuestas para que sean valoradas por ustedes:

En relación a la plaza de Jefatura que permanece acéfala.

Dado que el Consejo Superior es del criterio que un Psicólogo no puede dirigir administrativamente una Sección constituida por Psicólogos y Psiquiatras, entonces respetuosamente solicito se me indiquen cuáles van a ser las estrategias que el Poder Judicial va a implementar para lograr que un Psiquiatra (que cuente con las competencias adecuadas para venir a dirigir una Sección de Psicólogos y Psiquiatras),  venga a laborar con nosotros en el Dpto. de Medicina Legal,  y por cuánto tiempo se implementarán estas medidas, dado que ya agoté todos mis recursos y no logré que ninguno aceptara venir y tampoco lo logró Gestión Humana, que tiene toda una batería de recursos para ello. Y como se demuestra en los correos adjuntos los psiquiatras que trabajan actualmente con nosotros tampoco tienen interés en asumir la jefatura. 

Si a pesar de las medidas salariales que el Consejo Superior implementó, no se lograra contratar a nadie en un plazo prudencial para la Administración Pública, cómo solventaremos este problema de contar con una plaza de jefatura acéfala, indefinidamente.

Con el mayor de los respetos, soy del criterio que es muy difícil contratar Psiquiatras que quieran venir y lo más importante, quedarse en el Poder Judicial, por lo que quisiera solicitarles reconsiderar nombrar a un Psicólogo/a Forense mediante la apertura del respectivo concurso interno, en condición de Jefatura de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense y con esto resolver el problema de una vez por todas, dejando abierta la posibilidad para que esa jefatura la pueda asumir o un Psicólogo/a Forense o un/a Psiquiatra.  En mi criterio, esto resuelve de una vez y para siempre el problema.

Como corolario al punto 3, en caso de que se acepte nombrar en el puesto de Jefatura de la Sección a un/a Psicólogo/a Forense, entonces podríamos hacer que la plaza nº 43435 de coordinar de Psicología que actualmente está vacante, se le modifique el requisito para que pueda ser llenada tanto por un Psiquiatra como un Psicólogo, de tal manera que cuando la plaza de Jefatura esté ocupada por un Psiquiatra exista un coordinador/a de Psicología y si el Jefe es un Psicólogo exista un coordinador/a de Psiquiatría, con lo cual esperaría resolver la situación que supongo da origen a la negativa por parte del Consejo Superior de nombrar un Psicólogo como Jefe de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense.

Así las cosas, en virtud de que ninguno de los psiquiatras desea asumir una Jefatura y que el Poder Judicial cuenta con personal de Psicología Forense muy capacitado y con muy amplia experiencia, se torna transcendente solicitarle al Consejo Superior que reconsidere la posición vertida en el Acuerdo nº 76-19.

Como se los he expresado en momentos previos, continuar asumiendo, además de mis funciones propias de Jefe Departamental, la carga administrativa de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense es algo que hago con gran mística y dedicación; pero además de que es humanamente imposible, no es correcto asumir dicha responsabilidad, cuando existen soluciones para solventar el problema. 

Para este momento la crisis que reventó a finales del año pasado, está equilibrada, gracias a la labor conjunta con la actual coordinadora de Psicología, la MSc. Marcela Villalobos, toda vez que logramos bajar la agenda de Psiquiatría que estaba a un año para cuando estalló la crisis, a mes y medio al día de hoy.  De igual manera hicimos con el circulante de Psicología, que estaba a 9 meses para el mismo momento y pasó a 3 meses al día de hoy.  Esto lo logramos gracias al esfuerzo de todo el equipo de psicólogos/as, los psiquiatras que nos quedan, el trabajo conjunto con la coordinadora de Psicología, y por su puesto al invaluable apoyo de ustedes y del señor Director General del OIJ. 

Señoras y señores, hasta el día de hoy, mis decisiones han sido siempre en favor del Poder Judicial, no están inspiradas en intereses personales ni en salvaguardar intereses de ningún gremio; mi único y vertical interés es este país. Mi criterio técnico, con 25 años de experiencia de laborar en este Poder Judicial, y con más de 4 años de estar al frente del Depto de Medicina Legal, es que no encuentro ninguna razón que justifique no aceptar el criterio de Gestión Humana para variar el perfil competencial del puesto de Jefe de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense y resolver de una vez la grave situación por todos Ustedes conocida.

Respecto de la creación del Servicio Ininterrumpido en el Campo de Psiquiatría Forense mediante el sistema de guardias médicas, las cuales deberán realizarse en el Departamento de Medicina Legal, en la sede central ubicada San Joaquín de Flores, tengo la siguiente consulta:

Cuando hablan de “guardias”, y no de “disponibilidades”, específicamente a qué se refieren, cómo serán pagadas, cuál será el horario que tendrán los Psiquiatras, cuál será el salario, cómo se cancelará, etc, etc, etc, pues este es un rubro muy propio de los hospitales de la CCSS en el cual se paga muy bien a los profesionales y existe todo un aparataje reglamentario en esa Institución que regula esos pagos, por lo que para implementar esto, se requieren de reglas claras, dado que influirá en el aguinaldo, en los salarios escolares, en las pensiones, en la cesantía, y en muchas otras cosas más.  

Un médico en la Caja que hace guardias puede ganar varios millones de colones de más, aparte de su salario, dependiendo de cuántas guardias realice y de cuánta sea su antigüedad.  En promedio y en números gruesos, una guardia de entre semana para una persona con poca antigüedad, un día de semana le genera unos 300 mil colones, por guardia, si es de fin de semana, el pago es mucho mayor.  Si se trata de una persona con antigüedad importante, una sola guardia de fin de semana puede ser de unos 700 mil colones. Así las cosas, dependiendo de la antigüedad, y de la cantidad de guardias que realice, un médico especialista en la CCSS puede redondearse al mes, desde 2 millones hasta 4 o 5 millones de colones (aparte de su salario). Por su puesto que esto tiene una repercusión importante a nivel presupuestario que me parece prudente informarles para que ustedes lo tengan en cuenta, además del incremento salarial a la base ya aprobado para todas las plazas de Psiquiatras con que cuenta el Depto de Medicina Legal.

(…).”
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En razón de las particularidades que presenta la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense, mencionadas por el doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal, en su oficio número JDML 2019-0992, del 23 de setiembre de 2019, se acordó: 1.) Acoger parcialmente la reconsideración presentada en contra del punto número 3 del acuerdo tomado por este Consejo Superior en sesión N° 76-19 celebrada el 29 de agosto de 2019, artículo XLV, en consecuencia: 1.1) autorizar como medida emergente que se nombre a un profesional en el campo de la psicología forense mediante la apertura del respectivo concurso interno en condición de jefatura de la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense. 1.2) Autorizar que se modifique el requisito para el llenado de la plaza número 43435 de Coordinador de Psiquiatría, con la finalidad que pueda ser ocupara tanto por un profesional en psicología como por un profesional en Psiquiatra. Lo anterior, en el entendido que cuando la plaza de jefatura esté nombrada por un profesional en Psiquiatría, exista un profesional en Psicología como coordinador de Psicología y si la Jefatura está ocupada por un profesional en Psicología, exista un coordinador de Psiquiatría. 2.) En cuanto a la solicitud de aclaración respecto a la creación del servicio ininterrumpido en el Campo de Psiquiatría Forense mediante el sistema de Guardias Médicas; turnar al integrante Montero Zúñiga, con la finalidad que analice lo solicitado.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, el Departamento de Medicina Legal, la Sección de Psiquiatría y Psicología Forense y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para lo que corresponda.
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Documento N° 6997-19 / 12239-19

La máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública, mediante oficio N° 1024-JEFDP-2019 del 24 de setiembre de 2019, manifestó:
“Reciban un cordial saludo.  La Defensa Pública con el apoyo de la Dirección de Planificación trabaja actualmente en el “Proyecto de Inventario de Expedientes”, con el cual se han analizado las cargas de trabajo de diversas oficinas de la Defensa Pública a nivel nacional, lo que ha facilitado a la Institución poseer los datos más actualizados de las causas tramitadas por Defensor o Defensora Pública. 
Esta información, ha permitido a la Jefatura de la Defensa Pública procurar el equilibrio entre las cargas de trabajo del personal profesional a nivel nacional. Es por ello, que en razón del avance en el proceso de arqueo, se han fortalecido algunas oficinas u Unidades que se han visto recargadas en razón del crecimiento que ha experimentado la Defensa Pública durante los últimos años, producto de la evolución y la asignación de nuevas competencias legales.  
En virtud de lo anterior, respetuosamente les expongo la siguiente situación:
La Unidad de Reclutamiento y Selección de la Defensa Pública, con ocasión de las competencias legalmente asignadas en los últimos años ha experimentado un aumento acelerado en su carga de trabajo, en razón de la necesidad de la selección de personal y los lineamientos sobre evaluación de desempeño que se han venido trabajando durante los últimos meses. A modo de ejemplo,  es importante indicarles que entre los años del 2014 al 2017 dicha Unidad pasó de tramitar al menos dos convocatorias para obtener registros de personas elegibles en materia de penal, materia de pensiones o bien materia laboral, a gestionar en el 2018 seis procesos de selección y reclutamiento: dos convocatorias en materia agraria, una convocatoria en materia penal, una convocatoria en materia de pensiones alimentarias , una convocatoria de personas investigadores, así como el inicio de un nuevo proceso en materia de pensiones, el cual continúa a la fecha en trámite, es decir el trabajo se ha triplicado prácticamente, pues debe también apoyarse la labor de reclutamiento de personal administrativo y técnico jurídico en la Institución. 
En lo que va de este año 2019, se han realizado las siguientes convocatorias: CV-01-2019 en materia de pensiones alimentarias, CV-014-2019 en materia agraria, CV- 013-2019 para conformar listas de elegibles en puestos de abogado de asistencia social, CV-12-2019 para profesional Administrativo 2 como encargado de la Unidad de Nombramiento y el aviso 001-2019 de Defensor Público Supervisor Nacional de la Defensa Pública. Debe señalarse que cada una de estas convocatorias implica la revisión de atestados, la elaboración de nóminas con los profesionales que cumplen los requisitos, los procesos de entrevistas y exámenes atendiendo a la particularidad de cada convocatoria, con el tiempo, el análisis y la organización que cada proceso requiere.
Debe considerarse además, que la Unidad de Reclutamiento y Selección de la Defensa Pública se encuentra actualmente siendo objeto de estudio por parte del Departamento de Auditoría, lo que ha implicado la mejora paulatina de algunos trámites esenciales de dicha Unidad, sumado a la necesidad de implementar algunos cambios en los distintos procesos,  detectando con ello una serie de aspectos pendientes, como lo son: la ausencia de perfiles competenciales, la depuración y actualización  del proceso penal de reclutamiento contemplado en el acuerdo del Consejo Superior de la sesión 85-05, aunado al proceso en materia agraria y de pensiones , lo que inevitablemente implica la revisión de temarios, el establecimiento de ítems, la elaboración de un mapa funcional , la revisión de metodológica de las evaluaciones, la integración de Tribunales examinadores,  entre otros. 
Por otro lado, debe considerarse la urgencia en la construcción de protocolos o bien circulares que contengan lineamientos referentes al área de reclutamiento y selección de la Defensa Pública, aunado a la necesidad de construir indicadores cualitativos y cuantitativos para el personal de la Defensa Pública y los requerimientos de la evaluación de desempeño. 
Además, se requieren estudiar los procesos y funciones del personal de la Defensa Pública para las políticas de inclusión de participación de personas con discapacidad y el impacto de este en el reclutamiento del personal, siendo necesaria su adaptación para lograr una tutela igualitaria a todas las personas aspirantes. 
Ante lo expuesto, resulta importante recalcar que la actual estructura de personal en la Unidad de Reclutamiento y Selección de la Defensa Pública comprende un asistente administrativo y 2 profesionales Defensores Públicos, esta situación implica que ante el incremento de la carga de trabajo se requiera un apoyo  profesional adicional que permita brindar el estudio y trámite adecuado a los informes de seguimiento del personal profesional, para detectar las deficiencias y brindar la debida retroalimentación de cara al reto que asumirá la Institución en cuanto a la evaluación de desempeño del personal, sumado a la creciente cantidad de profesionales por reclutar para las distintas materias que asume la Defensa Pública. 
En atención a lo indicado, esta Jefatura a.i analizó la situación de la Defensa Pública de Hatillo, producto del resultado de la visita del equipo de arqueo a dicha oficina, cuyos circulantes de las y los profesionales que la conforman se encuentran por debajo de la media nacional, en el sentido de que cada Defensor o Defensora Pública atiende un aproximado de 250 expedientes.
Aunado a lo anterior, es importante  exponer  que producto de este inventario de expedientes, esta Jefatura a.i tuvo conocimiento de la situación de salud que enfrenta actualmente el Lic. Rodrigo Calvo García, quien es Defensor Público propietario de la plaza 6548, cuya categoría de puesto corresponde a Defensor Público Coordinador 1, con más de 20 años de experiencia, pues recientemente ha sido diagnosticado por su médico tratante (…) que lo ha mantenido incapacitado desde el 26 de julio de 2019 y según el dictamen presentado por el Lic. Calvo se recomienda para su recuperación “la reasignación de funciones”.
Producto de esta recomendación, se ha gestionado lo correspondiente ante la Dirección de Gestión Humana para que se valore en el Departamento de Medicina del Trabajo al Lic. Calvo García y proceder con el proceso de readecuación de funciones. En el tanto, su actual médico tratante recomienda (…), es el traslado a un puesto con otras funciones. Por ello, el Lic. Calvo García ha solicitado a esta Jefatura se valore la posibilidad de desempeñarse en otro puesto de acuerdo con su área de experticia, a fin de que pueda continuar aportando a la Institución toda su experiencia como Defensor Público.
Es necesario indicar que la cita de valoración en la Sección de Medicina del Trabajo ha sido asignada para el día 30 de setiembre de 2019, según consta en correo adjunto. 
En atención a esta situación y tomando en consideración el resultado del inventario de expedientes en la Defensa Pública de Hatillo y el bajo circulante reportado en la oficina, sumado a la situación y los retos que tiene por asumir la Unidad de Reclutamiento y Selección de la Defensa Pública,  esta Jefatura a.i en un afán de fortalecer dicha Unidad y tomando en cuenta a su vez los datos reportados según el inventario de expedientes y la situación de salud del Lic. Calvo García,  ha valorado solicitar a este honorable Consejo que autorice que el Lic. Calvo García se traslade en su puesto en propiedad a la Unidad de Reclutamiento y Selección de la Defensa Pública.
Resulta necesario aclarar, que el Lic. Calvo tanto de manera personal como mediante comunicación dirigida a la Jefatura de la Defensa Pública, ha solicitado se valore la asignación de nuevas funciones  que se ajusten a su situación de salud actual y para ello renuncia a la categoría de puesto de Defensor Público Coordinador 1, solicitando a su vez que dicho puesto en virtud de los acuerdos del Consejo Superior de las sesiones 65-11 artículo XXXIX y 101-11 artículo XXXI, adquiera la condición de Defensor Público y dicho porcentaje por funciones de coordinación sea asignado al profesional que actualmente las realiza y que se desempeña interinamente en el puesto en propiedad del Lic. Calvo.  
De autorizarse el traslado de esta plaza de la Defensa Pública de Hatillo para que se destaque en la Unidad de Reclutamiento y Selección de la Defensa Pública, no solo contribuiría a una mayor eficiencia y eficacia en el reclutamiento del personal, sino que  facilitaría a su vez avanzar en los informes de seguimiento del personal y trabajar en los cambios que deberán implementarse en los procesos de reclutamiento de las distintas materias que atiende la Defensa Pública, lo que sin duda se traduciría en una mejora al servicio público que se brinda. 
Debe considerarse, que de aprobar esta propuesta se tomarían las medidas correspondientes en la distribución de las causas entre el resto del personal profesional de la oficina de Hatillo, siempre de manera equilibrada, de forma tal que no se afectaría el servicio público que se brinda. 
Finalmente, sobre este punto es importante aclarar que el Lic. Rodrigo Calvo pese a que cuenta con propiedad como Defensor Público Coordinador 1 en el puesto 6548, se encuentra nombrado como interino en la plaza de Defensor Público número 352796, de manera que de autorizarse que el Licenciado se traslade en su plaza en propiedad con la categoría de Defensor Público,  de la Defensa Pública de Hatillo a la Unidad de Reclutamiento y Selección, no existiría afectación para la persona interina que ocupa el puesto, pues esta a su vez pasaría a ocupar interinamente el puesto que estaría dejando el Lic. Calvo García. 
Es necesario señalar, que este esfuerzo se realiza en cumplimiento de lo regulado en la Ley Orgánica del Poder Judicial, artículo 155, que establece como una responsabilidad de la Jefatura de la Defensa Pública regular la carga de trabajo de sus profesionales. Aunado a lo anterior,  debe considerarse que la Misión y Visión institucional contemplados en la Carta Ideológica de la Defensa Pública, procuran garantizar un servicio público de calidad a sus personas usuarias y una de las formas de lograr este objetivo es propiciando una distribución equitativa del recurso humano, en atención a los principios de eficiencia y eficacia  del servicio público, contemplados en el artículo 8 de la Ley General de la Administración Pública y sin duda una de las áreas más importantes en la Institución para garantizar la calidad de los profesionales defensores y defensoras públicas es la Unidad de Reclutamiento. 
En virtud de lo expuesto, y con el mayor de los respetos de conformidad con los artículos 150 y 155 de la Ley Orgánica del Poder Judicial,  se solicita a este Honorable Consejo Superior,  autorizar el traslado de la plaza 6548 que le pertenece en propiedad al Lic. Rodrigo Calvo García, misma que se encuentra adscrita a la Defensa Pública del III Circuito Judicial de San José,  para que a partir del 15 de octubre de 2019, se destaque en la Unidad de Reclutamiento y Selección de la Defensa Pública, en atención a la situación de salud que posee dicho funcionario y el circulante reportado en esta oficina, pues aún y con el movimiento de esta plaza cada persona Defensora Pública de dicho despacho tendría a cargo un aproximado de 290 causas activas, encontrándose esta cifra dentro del promedio nacional.
Resulta importante aclarar que esta Jefatura a.i dará seguimiento a la carga de trabajo de dicha oficina, pues de mantenerse la situación actual y atendiendo a las necesidades institucionales solicitaría ante este Consejo Superior la autorización correspondiente a fin de fortalecer otras oficinas que se encuentran en estudio.” 

- 0 -

Previamente a resolver la gestión presentada por la máster Diana Montero Montero, Jefa interina de la Defensa Pública, mediante oficio N° 1024-JEFDP-2019 del 24 de setiembre de 2019, en la que solicita se autorice el traslado de la plaza del licenciado Rodrigo Calvo García, Defensor Público de Hatillo a la Unidad de Reclutamiento y Selección de ese auxiliar de justicia, en razón de su situación de salud, se dispone lo siguiente: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana que informe a la mayor brevedad posible a este Consejo Superior cual es el perfil competencial, que debe tener el funcionario que asuma la labor pretendida por la Defensa Pública en la Unidad de Reclutamiento y Selección. 2.) Solicitar al Programa de Readecuación Laboral que de forma inmediata readecue las funciones del servidor Calvo García, conforme a las recomendaciones médicas, lo anterior como medida hasta tanto la Dirección de Gestión informe lo solicitado en el punto anterior. 3.) Hacer este acuerdo de conocimiento del servidor Calvo García.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda.
[bookmark: _Toc20748687]ARTÍCULO XXVI
Documento N° 13558-15 / 12309-19.
La licenciada Marcia González Aguiluz, Ministra de Justicia y Paz, en oficio N° MJP-621-09-2019 de 23 de setiembre de 2019, remitió lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo. A la vez, me permito externar la preocupación en relación con los excesivos tiempos de respuesta de algunos jueces en relación con los informes y solicitudes de revocatoria del monitoreo electrónico en personas indiciadas y sentenciadas.

Como es de su conocimiento, la Ley No. 9271 “MECANISMOS ELECTRÓNICOS DE SEGUIMIENTO EN MATERIA PENAL” establece que “La supervisión y el seguimiento del cumplimiento de esta medida estará a cargo de la Dirección General de Adaptación Social del Ministerio de Justicia y Paz, la cual deberá informar inmediatamente de algún incumplimiento a la autoridad judicial o administrativa correspondiente”.

En el marco de la Comisión de Asunto Penales, en varias ocasiones hemos conversado sobre diferentes situaciones que se relacionan con el accionar de la Corte Suprema de Justicia y que impactan de manera negativa la operación del monitoreo electrónico. Una de ellas -y la que más preocupación causa- es el tiempo de respuesta de los jueces ante informes de incumplimientos o solicitudes de revocatorias.

Como muestra de ello, en un estudio aleatorio de personas con incumplimientos, la Unidad Especializada en Monitoreo Electrónico encontró que existen al menos 13 casos en que se ha solicitado a la autoridad judicial la revocatoria del beneficio, con un promedio de 244 días en espera de la resolución. Cabe mencionar que durante todo ese tiempo, este Ministerio ha seguido haciendo el monitoreo de estas personas de acuerdo con los procedimientos establecidos.

Me permito ponerles en conocimiento de esta situación para que se puedan tomar las medidas que corresponda para garantizar la efectividad y eficiencia de este mecanismo, así como salvaguardar la seguridad de la ciudadanía. ”
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Mediante Circular N° 229-2015, publicada en el boletín judicial N° 14 del 21 de enero del 2016, la Secretaría General de la Corte comunicó a los despachos judiciales del país que tramitan materia penal, circular referente a la Ley No. 9271 denominada “Ley de Mecanismos electrónicos de seguimiento en Materia Penal” del Ministerio de Justicia y Paz.
Posteriormente, en sesión N° 80-19 celebrada el 12 de setiembre de 2019, artículo LXXXI, se tomó nota de la comunicación realizada por el licenciado Jairo Vargas Agüero, Ministro interino de Justicia y Paz, donde indicó que hasta el día de hoy se nos informa verbalmente que efectivamente ya no se cuenta con tobilleras electrónicas para la colocación por parte de la Unidad de Monitoreo Electrónico y se está a la espera de la comunicación formal, lo anterior imposibilitando a partir de este momento al Ministerio de Justicia y Paz en la colocación de los mismos.
Se acordó: Hacer este acuerdo de conocimiento de la Comisión de Asunto Penales, con la finalidad que rinda informe a este Consejo Superior sobre lo manifestado por la licenciada Marcia González Aguiluz, Ministra de Justicia y Paz, en oficio N° MJP-621-09-2019 de 23 de setiembre de 2019. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748689]ARTÍCULO XXVII
Documento N° 5889-16 / 12252-19.
En sesión número 48-16 celebrada el 17 de mayo del año en curso, artículo LXXXVI, en lo que interesa se conoció el acuerdo que literalmente dice:
“Manifiesta el integrante suplente Carlos Mora Rodríguez, que recibió llamada telefónica del licenciado Ramón Rojas Sáenz, quién dice ser abogado litigante de la zona de Turrialba y manifestó su preocupación por el atraso significativo que presenta la Oficina de Trabajo Social y Psicología de esa localidad. Según don Ramón, tienen pendientes informes de más de dos años de haber sido requeridos por los despachos interesados, lo cual incide en el buen servicio público que debe brindar el Poder Judicial, por lo que solicita que el Consejo Superior ordene una investigación y busque una solución a este problema, que a su juicio es muy grave.

Se acordó: 1) Tener por hechas las manifestaciones del integrante Mora Rodríguez. 2) Solicitar a la Jefatura del Departamento de Trabajo Social y Psicología informe sobre lo expuesto por el licenciado Ramón Rojas Sáenz.”

-0-
En oficio número DTSP-170-2019, del 24 de setiembre de 2019, la máster Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología, remitieron la siguiente gestión:
“Reciban un respetuoso saludo. La oficina de Trabajo Social y Psicología de Turrialba, desde su creación en el año 2002, ha estado conformada por una profesional de cada disciplina y una auxiliar administrativa. Atiende procesos de Familia, Violencia Infanto – Juvenil en Penal, Violencia Doméstica, Pensiones, Penal Juvenil y Penal personas adultas víctimas e imputadas.  

Históricamente ha contado con un alto ingreso de casos, principalmente para trabajo social. La sobrecarga de la profesional del área ha ocasionado agendas a largo plazo y por ende malestar tanto de las personas usuarias, como de los despachos judiciales, por el tiempo que demora la respuesta, a pesar de que la perito cumple con la cuota de trabajo establecida, incluso la supera.  En la siguiente tabla se aprecia el circulante para trabajo social en los últimos 5 años:

Tabla 1
Ingreso por año para valoraciones sociales
Oficina de Trabajo Social y Psicología de Turrialba

	Año
	Ingreso

	2015
	252

	2016
	252

	2017
	323

	2018
	303

	2019
	147*


*Nota: Ingreso reportado a setiembre 2019.

Mediante acuerdo del Consejo Superior, tomado en la sesión 48-2016, artículo LXXXVI (oficio Nº 5738-16 adjunto), se solicitó a la jefatura informar acerca del atraso de hasta dos años para las valoraciones en esa oficina. Dado lo anterior y el seguimiento que se ha dado por parte de la supervisión y jefatura departamental, se han llevado a cabo múltiples planes remediales en búsqueda de soluciones para un servicio más efectivo a las personas usuarias, aun así, la demanda de trabajo supera la capacidad de respuesta. En consecuencia, en dos ocasiones se ha autorizado por su estimable Consejo el nombramiento de otra profesional en trabajo social en Turrialba, por medio del artículo 44 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, 3 meses en el 2016 y 4 meses en el 2017.  Asimismo, de nuestra parte se ha destacado por épocas una profesional adicional de apoyo, sin embargo, las medidas tomadas han sido paliativas, sin lograr dar solución a la sobredemanda.

Es por lo anterior que solicito se autorice, a partir de enero de 2020, el traslado a la Oficina de Turrialba, de la plaza N° 6421 adscrita actualmente a la Oficina de Trabajo Social y Psicología del I Circuito Judicial de San José, la cual quedó vacante el 1° de marzo de 2018, luego estuvo ocupada de manera interina por una profesional que se acogió a la jubilación el 25 de mayo del año en curso, por lo que continúa vacante y es un puesto de perito judicial 2 en Trabajo Social.

En cuanto a la Oficina de San José, cuenta con 13 profesionales de Trabajo Social incluyendo la plaza vacante, y al hacer un comparativo entre la carga laboral asignada por profesional con respecto a la trabajadora social de Turrialba, se tiene que en San José cada trabajador y trabajadora social cuenta a la fecha con un ingreso promedio de 155 casos, mientras que la profesional de Turrialba con 147, que si bien es una diferencia de 8 casos, la mayor cantidad de procesos que valora implican rendir dictámenes, que conllevan una investigación minuciosa, con trabajo de campo y mayor complejidad la redacción; mientras que parte significativa de los informes que rinden los y las profesionales de San José, son evaluativos en procesos de seguimiento de las Suspensiones del Proceso a  Prueba.

Aunado a lo anterior, si bien el ingreso de la trabajadora social de Turrialba es de 147 casos, el circulante es de 265, pues presenta un rezago de dos años aproximadamente, por las altas cargas de trabajo que han sido referidas a esa oficina en años anteriores.

Por lo tanto, reitero la solicitud para que se autorice trasladar a la Oficina de Trabajo Social y Psicología de Turrialba, a partir de enero 2020, la plaza vacante N° 6421 de perito judicial 2 en Trabajo Social, adscrita actualmente a la Oficina de Trabajo Social y Psicología del I Circuito Judicial de San José. ”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio número DTSP-170-2019, del 24 de setiembre de 2019, suscrito por la máster Alba Gutiérrez Villalobos, Jefa del Departamento de Trabajo Social y Psicología. 2.) Acoger la solicitud presentada en el citado oficio y aprobar el traslado de la plaza vacante N° 6421 de perito judicial 2 en Trabajo Social, adscrita actualmente a la Oficina de Trabajo Social y Psicología del Primer Circuito Judicial de San José a la Oficina de Trabajo Social y Psicología de Turrialba. Lo anterior, en el entendido que se cuenta con un análisis previo y visto bueno por parte de la jefatura.
El Departamento de Trabajo Social y Psicología, la Oficina de Trabajo Social y Psicología del Primer Circuito Judicial de San José, la Oficina de Trabajo Social y Psicología de Turrialba y la Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748691]ARTÍCULO XXVIII
Documento N° 12315-19

	Mediante circular N° 133-19 de 21 de agosto de 2019, la Secretaría General de la Corte hizo de conocimiento de las autoridades judiciales del país lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión No. 65-19, celebrada el 23 de julio de 2019, artículo XXVII, referente al Ingreso y salida de personas usuarias a los edificios, oficinas y despachos judiciales en horas y días no hábiles.
	La máster Dayana Novoa Muñoz, Administradora de la Administración Regional de Alajuela, en oficio N° 416-ARICJA-2019 de 25 de setiembre de 2019, indicó lo siguiente:

“Reciban un cordial saludo, muy respetuosamente para los fines consiguientes, se hace de su conocimiento la situación expuesta por la Licda. María del Rocío de la O Díaz, Fiscala Adjunta del I Circuito Judicial de Alajuela mediante correo electrónico de fecha 24 de setiembre del año en curso, referente a la circular 133-2019 emanada por la Secretaría General de la Corte; en el cual indica:

… “procedo a exponer el inconveniente que existe en el cumplimiento de la circular 133-2019, por parte de la Fiscalía de este circuito, precisamente por la ubicación física que tiene el despacho dentro del edificio. 

La fiscalía se ubica en la planta baja, el ingreso al edificio es por el primer piso, por lo que las personas usuarias deben bajar un piso, para ser atendidos en la fiscalía. 

El promedio de atención de personas usuarias en horas y días inhábiles es de aproximadamente 10 a 25, lo que implica un desgaste no solo físico, sino de tiempo (por ende horas extras por ese tiempo muerto) el subir y bajar cada vez que entra y sale alguna persona, aunado a las demás diligencias de la disponibilidad o de la fiscalía de flagrancias, que se ubica en el mismo lugar.

Por lo anterior, se solicita eximir de dicha directriz a este despacho, por ser incompatible con la función que desempeña durante la jornada inhábil. 

Las soluciones provisionales que se proponen serían:

1.- Habilitar o asignar un espacio físico en el primer piso, cerca del ingreso principal del edificio, para ese fin; comprometiéndose la fiscalía a equiparla con el mobiliario y el equipo necesario. 

2.- Que al momento que lleguen las personas usuarias, el guarda de seguridad que se encuentra en la entrada del edificio, le comunique mediante llamada telefónica (ya que la lista de disponibilidad y de las extensiones se le comunica a la administración) al fiscal o fiscala disponible o de flagrancias, quien en la planta baja recibirá al usuario para atenderlo en la fiscalía. 

Cabe indicar que esta Administración desde marzo de los corrientes el ingreso de las personas en horario no hábil hacia la Fiscalía ha sido regulado y coordinado con la persona o personas que se encuentren disponibles, de manera que el Oficial de Seguridad de la entrada principal se comunica vía telefónica con el Fiscal o Fiscala disponible, quien autoriza que la persona ingrese o solicita que se mantenga en espera hasta que el Profesional pueda recibirle y atenderle. 

Dicha coordinación ha dado muy buen resultado en torno a la pretensión final que es el acceso contralado de las personas usuarias en horarios inhábiles y su adecuada atención sin dejar descubierta la seguridad e integridad de las personas que se encuentran laborando y de la infraestructura. 

Por lo cual, dado lo expuesto por la señora María del Rocío de la O Díaz, Fiscala Adjunta del I Circuito Judicial de Alajuela, en torno a las limitaciones de recurso y la adecuada atención a la persona usuaria, esta Administración considera viable continuar aplicando el procedimiento desarrollado desde marzo del presente año, por cuanto las directrices de la Circular 133-2019 no son viables de ejecutar dadas las condiciones expuestas.”
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Se acordó: 1.) Denegar la solicitud planteada por la máster Dayana Novoa Muñoz, Administradora de la Administración Regional de Alajuela, en oficio N° 416-ARICJA-2019 de 25 de setiembre de 2019, debido a que se trata de un tema de seguridad, por consiguiente prioritario para la institución, priva el interés general sobre el particular de una determinada oficina; por lo que deberá la Fiscalía Adjunta del Primer Circuito Judicial de Alajuela, apegarse a lo que está señalado en la circular N° 133-19. 2.) La Dirección Ejecutiva tomará nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc20748693]ARTÍCULO XXIX
Documento N° 12280-19

	El servidor Gerardo Castillo Castillo, Coordinador Judicial del Juzgado de Trabajo de Cartago, en correo electrónico de 24 de setiembre de 2019, remitió lo siguiente:
“En virtud de la renuncia al puesto de coordinación, de la licenciada Kattia Sequeira Muñoz del Juzgado de Trabajo de Cartago y según el acuerdo de Consejo de Jueces y Juezas número 03-2019 celebrado el día viernes 20 de Setiembre del año en curso, se remite la siguiente gestión para ser conocida por el Consejo Superior y su debido pronunciamiento:

􀁸 Por lo anterior y luego de realizar las cinco votaciones necesarias sin llegar a un acuerdo en la designación de una persona juzgadora que asuma el puesto de coordinación y según el artículo 5 inciso11 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de los Consejos de Jueces y Juezas de la República, se procede a elevar ante el Consejo Superior el conocimiento y la designación de la persona juzgadora coordinadora del Juzgado de Trabajo de Cartago.

􀁸 Asimismo, en caso de que la designación de la persona juzgadora le corresponda al Consejo de Jueces, se solicita al Consejo Superior, nos indique las pautas a seguir y datos a tomar en cuenta para designar a la persona que ocupe el puesto de coordinador/a puesto que definitivamente Kattia Sequeira no desea por salud continuar.”

- 0 -    
  
[bookmark: _Hlk20993473] ANEXO
	Juez/ Jueza
	Estado
	Persona que sustituye
	Vigencia del nombramiento

	Bertha Jiménez Alvarado
	Propietaria
	Gabriela Pizarro Corea
	Nombrada hasta el 20/12/2019

	Ronald Figueroa Acuña
	Propietario
	Andrea Gutierrez Vargas
	23/09/ al 15/11/2019

	Kattia Sequeira Muñoz
	Propietaria
	
	

	Marlen Solís Porras
	Propietaria
	Sofía Sancho Valerín
	Nombrada hasta el 20/12/2019

	Clelia Calvo Bermúdez
	Propietaria
	Randall Briceño Solano
	Nombrado hasta el 20/12/2019

	Mónica Zúñiga Vega
	Propietaria
	Mauren Robinson Rosales
	01/10 al 15/11/2019





	JUZGADO DE TRABAJO DE CARTAGO


	CONSEJO DE JUECES Y JUEZAS  



	Tema de la reunión:
	Renuncia al puesto de coordinación por parte de la licenciada Kattia Sequeira Muñoz
	N°:
	03-2019



	Nombre de despacho u oficina judicial:
	Juzgado de Trabajo de Cartago

	Objetivo de la reunión:
	Cumplimiento de la LOPJ y Ley General de Control Interno



	Fecha

	Lugar
	Hora inicio
	Hora final

	20/09/2019
	Sala de Juicios 01
	11:00 am
	12:05 pm



	Personas Convocadas
	Oficina
	Puesto
	Asistencia

	
	
	
	Sí
	No

	Jorge Picado Chacón
	Juzgado de Trabajo de Cartago
	Juez Tramitador
	X
	

	Randall Briceño Solano
	Juzgado de Trabajo de Cartago
	Juez Tramitador
	X
	

	Kattia Sequeira Muñoz
	Juzgado de Trabajo de Cartago
	Jueza coordinadora
	X
	

	Sofía Sancho Valerín
	Juzgado de Trabajo de Cartago
	Jueza Tramitadora
	X
	

	Gabriela Pizarro Corea
	Juzgado de Trabajo de Cartago
	Jueza Tramitadora
	X
	

	Andrea Gutiérrez Vargas
	Juzgado de Trabajo de Cartago
	Jueza Tramitadora
	X
	

	Bertha Jimenez Alvarado
	CACMFJ
	Jueza Tramitadora
	
	X

	Clelia Calvo Bermudez
	CACMFJ
	Jueza Tramitadora
	
	X

	Marlen Solís Porras
	Juzgado Civil de Cartago
	Jueza Tramitadora
	
	X

	Mónica Zúñiga Vega
	CACMFJ
	Jueza Tramitadora
	
	X

	Ronald Figueroa Acuña
	CACMFJ
	Juez Tramitador
	
	X

	Gerardo Castillo Castillo
	Juzgado de Trabajo de Cartago
	Coordinador Judicial
	X
	







	Agenda

	1. Bienvenida
2. Renuncia de la licenciada Kattia Sequeira Muñoz al puesto de coordinadora de este Juzgado
3. Elección de una persona juzgadora en el puesto de cordinación del Despacho






	Asuntos Conversados

	Manifiesta la licenciada Kattia Sequeira Muñoz que: por las razones que expondrá más adelante, no puede continuar más con el puesto de coordinadora de este Juzgado.
Indica la licenciada Kattia que; desde abril aproximadamente en ocasiones ha sustituido al coordinador pero en el mes de junio del año en curso, lo hizo por cuanto el período indicado era de quince días únicamente, sin embargo el mismo se ha venido extendiendo hasta llegar a los tres mes y recientemente por iniciar en el Programa de Descongestionamiento en la modalidad de Teletrabajo por parte del licenciado Ronald Figueroa Acuña quien es el juez coordinador titular de este Despacho;  la licenciada Sequeira Muñoz, debe continuar en el puesto mínimo hasta diciembre; sin embargo como es conocido por el Area de Salud y Departamento de Salud Ocupacional de este circuito, las dosis de medicamento se me ha duplicado y no está nada controlada, sumada a problemas en mi esfera personal graves, por lo que mi salud física se ha visto afectada por la presión del trabajo ordinario sumado con el recargo de la coordinación; pues debo de cumplir con la misma cuota de trabajo asignada a todo el personal a pesar de tener que cumplir con todas las labores de coordinación que demanda un Despacho Judicial
Por la razón anterior y tomando en cuenta que mi aceptación había sido para un período distinto al que he asumido dicho puesto, manifiesto mi decisión irrevocable de continuar realizando las labores de jueza coordinadora y solicito a este Consejo de Jueces y Juezas, asignar a una nueva persona juzgadora que continúe con dicha labor.
La licenciada Andrea Gutiérrez V manifiesta que por el poco tiempo que tiene de laborar en este Despacho, no puede asumir dicho puesto,
Seguidamente la licenciada Sofía Sancho V explica que por su estado actual de embarazo y por recomendaciones médicas no puede asumir dicho puesto
La licenciada Gabriela Pizarro y Randall Briceño manifiestan que no pueden asumir el puesto por  el tiempo que demanda dicho cargo y que se vería afectado la resolución de expedientes y trabajo ordinario al tener que realizar las labores de coordinación; así como la experiencia que consideran debe de tener la persona juzgadora que asuma dicho puesto,
Por último el licenciado Jorge Picado, manifiesta que apenas cuenta con tres días en el puesto por sustitución de la licenciada Mónica Zúñiga y no podría asumir dicho puesto máxime que su nombramiento finaliza el 29 del mes de setiembre del año en curso.
Por lo anterior y luego de realizar las cinco votaciones necesarias sin llegar a un acuerdo en la designación de una persona juzgadora que asuma el puesto de coordinación y según el artículo 5 inciso11 del Reglamento de Organización y Funcionamiento de los Consejos de Jueces y Juezas de la República, se procede a elevar ante el Consejo Superior el conocimiento y la designación de la persona juzgadora coordinadora del Juzgado de Trabajo de Cartago.
Asimismo, en caso que la designación de la persona juzgadora le corresponda al Consejo de Jueces;  se solicita al Consejo Superior, nos indique las pautas a seguir y datos a tomar en cuenta para designar a la persona que ocupe el puesto de coordinador/a; puesto que definitivamente Kattia Sequeira no desea por salud continuar.
La licenciada Kattia Sequeira Muñoz se mantiene en la cordinación de este Juzgado, hasta que el Consejo Superior nos indique quien debe de asumir dicho puesto o en su caso nos refiera los aspectos a considerar para la elección de la nueva persona juzgadora que debe ocupar la coordinación.
Asimismo se acuerda agendar pronto una nueva reunión para tratar temas especificos con la organización interna del despacho así como distribución de labores y cargas de trabajo.
Al ser las doce horas con cinco minutos, se da por finalizada la presente reunión.
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Una vez analizadas calidades de las personas juzgadoras del despacho, se acordó: 1) Tener por recibida la comunicación remitida por el servidor Gerardo Castillo Castillo, Coordinador Judicial del Juzgado de Trabajo de Cartago, en correo electrónico de 24 de setiembre de 2019, relativa al acuerdo tomado por el de Consejo de Jueces y Juezas del Juzgado de Trabajo de Cartago, en sesión N° 03-2019 celebrada el 20 de Setiembre del 2019. 2) En virtud de la renuncia de la licenciada Kattia Sequeira Muñoz a la coordinación del despacho y a la ausencia de consenso para la elección por parte del Consejo de Jueces y Juezas; tener por designada como jueza coordinadora del Juzgado de Trabajo de Cartago a la licenciada Gabriela Pizarro Corea, por lo que deberá asumir las funciones de coordinación una vez sea comunicado el presente acuerdo. 3) Mostrar la preocupación de este Consejo Superior, ante la poca coordinación y disposición de ese órgano colegiado, en la toma de decisiones atinentes a la organización del despacho, por la afectación que implica al servicio público que brinda.
El Consejo de Jueces y Juezas del Juzgado de Trabajo de Cartago, tomará nota para los fines correspondientes.
[bookmark: _Toc20748695]ARTÍCULO XXX
Documento N° 12327-19.

[bookmark: _Hlk20482950]En Circular Nº 9-2018 del 30 de enero del 2018, la Secretaría General de la Corte, hizo de conocimiento a los despachos judiciales del país, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 9-16 del 13 de octubre del 2016, artículo LXII, en la que comunicó sobre la “Utilización del formulario de solicitud de estudio a la Dirección de Planificación”

Mediante correo electrónico del 25 de setiembre de 2019, la máster Gisela Salazar Rosales, Jueza Coordinadora del Juzgado de Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil de Turrialba, solicitó:   
“La suscrita, Gisela Salazar Rosales, en mi condición de Coordinadora del Juzgado de Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil de Turrialba, me dirijo a su Honorable Consejo con la siguiente inquietud: La oficina que dirijo cuenta con 3 plazas de técnicos judiciales, sean los señores Donald Granados, Isaac González, la señora Johanna Brenes, y 1 que corresponde al técnico coordinador, señor Wilberth Madrigal, en total suman 4 plazas, no tenemos ninguna plaza destinada a la manifestación, al menos no creada con esa función únicamente.
Al tratarse de una oficina que atiende materias sumamente sensibles, y al ser la atención al usuario nuestra principal misión institucional, desde hace casi once años, se encomendó a una de las técnicas, sea la señora Johanna Brenes la manifestación, además otras de otras responsabilidades como las notificaciones, hacer el correo, y la tramitación de una tercera parte de los procesos no contenciosos de divorcios por mutuo acuerdo, mientras que el grueso de la tramitación de las tres materias recayó en los otros dos técnicos. En aquel entonces esa repartición de trabajo era razonable pues el volumen y clase de tareas no era comparable con lo que se hace hoy en día.
Recientemente se implantó en la oficina el expediente electrónico, lo cual si bien no es que facilite el trabajo, pues las tareas se han multiplicado, pero sí hay otras que ya no se hacen de la misma manera, o del todo se han eliminado, pues se hacen en línea, ya no de forma manual. Es por ello que no se puede a mi humilde criterio mantener las mismas tareas a la técnica judicial Johanna Brenes que antes se dedicada a manifestar y notificar en su mayoría, pues tales tareas han variado y/o desaparecido.
En razón de ese cambio notable en las tareas que antes se hacían y las necesidades que ahora tenemos en la oficina, además de la inconformidad de los otros dos técnicos en cuanto a la disparidad de las cargas laborales, se decidió repartir las tareas en igualdad de condiciones a los 3 técnicos judiciales, sea la tramitación de todo el circulante, mientras que entre los 4, incluido el secretario, se reparten la atención al público.
El problema radica en que para la señora Johanna Brenes ese cambio no le resulta positivo, ha externado su molestia dados sus problemas de salud y una vez conversado con todo el personal, no hallamos una solución que satisfaga a todos los técnicos, y esa es la razón por la cual me dirijo a Uds de la forma más respetuosa posible, para como órgano con atribuciones para tomar decisiones, dicten los lineamientos sobre la manera en que en mi despacho se deben distribuir las cargas laborales, tomando en cuenta las particularidades de cada empleado(a). Me tomo la atribución de solicitar la intervención del Departamento de Planificación pues cono he dicho anteriormente, al menos a nivel interno hemos agotado las posibilidades de diálogo y lo que menos deseo es que por este tema se acabe la armonía y sano ambiente de trabajo que durante años hemos mantenido.”

- 0 -  

Se acordó: Acoger la gestión presentada por la máster Gisela Salazar Rosales, Jueza Coordinadora del Juzgado de Familia, Violencia Doméstica y Penal Juvenil de Turrialba, en correo electrónico del 25 de setiembre de 2019, en consecuencia: Solicitar la intervención del Departamento de Planificación, a fin de establecer equitativamente la distribución de las tareas, conforme a los nuevos requerimientos del despacho. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748699]ARTÍCULO XXXI

Documento N° 12296-19

La licenciada Aslhey Quesada Valerio, Profesional 2 de la Sección de Reclutamiento y Selección, de la Dirección de Gestión Humana, remitió la Proposición de Nombramientos N° 00016-2019, la cual se indica a continuación:
LOPEZ ROBLES INDRA MICHAL 
0303480624 
Nómina: 0016-2019 
Tipo de Nombramiento: Propiedad 
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/12/2019
Puesto en que se nombra:
Oficina: FISCALIA DE BUENOS AIRES 
Clase de Puesto: COORDINADOR JUDICIAL 2 
Número de Puesto: 57023
Puesto en propiedad anterior:
Oficina: FISCALIA DE BUENOS AIRES 
Clase de Puesto: TÉCNICO JUDICIAL 2 
Número de Puesto: 366100

MORA UMAÑA MARICELA DEL CARMEN 
0111530949 
Nómina: 0016-2019 
Tipo de Nombramiento: Propiedad 
Fecha de Rige del Nombramiento: 29/11/2019
Puesto en que se nombra:
Oficina: JUZGADO CIVIL Y TRABAJO DE GOLFITO 
Clase de Puesto: COORDINADOR JUDICIAL 2 
Número de Puesto: 44969
Puesto en propiedad anterior: 
Nombramiento en propiedad por primera vez 

RODRIGUEZ VILLALOBOS ANA GABRIELA 
0116130783 
Nómina: 0016-2019 
Tipo de Nombramiento: Propiedad 
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/01/2020
Puesto en que se nombra:
Oficina: JUZGADO CONTRAVENCIONAL DE COTO BRUS 
Clase de Puesto: TÉCNICO JUDICIAL 1 
Número de Puesto: 378701
Puesto en propiedad anterior: 
Nombramiento en propiedad por primera vez

VILLARREAL SALAZAR MIRLEN DE LOS ANGELE 
0602810182 
Nómina: 0016-2019 
Tipo de Nombramiento: Propiedad 
Fecha de Rige del Nombramiento: 06/12/2019
Puesto en que se nombra:
Oficina: JUZGADO CONTRAVENCIONAL II CIRC. JUD. ZONA SUR 
Clase de Puesto: TÉCNICO JUDICIAL 1 
Número de Puesto: 95513
Puesto en propiedad anterior:
Oficina: JUZGADO CONTRAVENCIONAL II CIRC. JUD. ZONA SUR 
Clase de Puesto: AUXILIAR DE SERVICIOS GENERALES 2 
Número de Puesto: 107882

MOYA MONGE JOSE FABIO 
0113820400 
Nómina: 0016-2019 
Tipo de Nombramiento: Propiedad 
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/12/2019
Puesto en que se nombra:
Oficina: FISCALIA ADJUNTA I CIRC. JUD. ZONA SUR 
Clase de Puesto: TÉCNICO JUDICIAL 2 
Número de Puesto: 352063
Puesto en propiedad anterior: 
Nombramiento en propiedad por primera vez 

LI ZUÑIGA VIVIANA 
0603850011 
Nómina: 0016-2019 
Tipo de Nombramiento: Propiedad 
Fecha de Rige del Nombramiento: 01/12/2019
Puesto en que se nombra:
Oficina: FISCALIA ADJUNTA I CIRC. JUD. ZONA SUR 
Clase de Puesto: TÉCNICO JUDICIAL 2 
Número de Puesto: 370043
Puesto en propiedad anterior: 
Nombramiento en propiedad por primera vez

Observaciones 
La Sección de Reclutamiento y Selección verificó que cada una de las personas propuestas reúne los requisitos según la clase de puesto en la que se le propone, asimismo mediante técnicas selectivas se corroboró que cada persona cuenta con idoneidad para el puesto indicado.
En atención al acuerdo del Consejo Superior sesión No. 72-01 celebrada el 11 de setiembre del año 2001, artículo XL, se informa la persona designada firmó la propuesta de nombramiento, asimismo dicho documento fue firmado por la jefatura inmediata; en caso que la jefatura inmediata se encuentre en condición interina se verificó contar con el visto bueno del jefe titular de oficina, o en su defecto del superior inmediato. En los casos donde la jefatura es interina, y no existe un titular o bien un superior inmediato, la propuesta de nombramiento es realizada únicamente por la jefatura interina, lo anterior según criterio legal DJ-4053-2018 emitido por la Dirección Jurídica.

A partir de la valoración de resultados de la consulta realizada a bases de datos y plataformas informatizadas a las que la Unidad de Investigación Sociolaboral y de Antecedernos,  tiene acceso, se descartaron posibles anotaciones o registros a nivel judicial, policial y administrativo-disciplinario en contra de las personas propuestas, que puedan contravenir la normativa y políticas institucionales vigentes, lo anterior, de acuerdo con las políticas que han sido dictadas por la Corte Plena según recomendación de la Comisión para Investigar la Penetración del Crimen Organizado y el Narcotráfico en el Poder Judicial, así como los lineamientos establecidos por el Consejo Superior en la sesión N° 59-15 celebrada el 25 de junio del 2015, artículo VIII.”

- 0 -

[bookmark: _Toc12859509]Con vista en las proposiciones incluidas en la nómina N° 0016-2019, elaborada por la Dirección de Gestión Humana, se acordó: 1.) Aprobar en propiedad los nombramientos indicados en la nómina N° 0016-2019. 2.) Tener por aceptado que la Sección de Selección y Reclutamiento de la Dirección de Gestión Humana, verificó en la nómina N° 0016-2019 lo siguiente: a.) Que las personas propuestas cumplen con todos los requisitos según la clase de puestos en la que corresponden. .b) Que las firmas corresponden a las de las personas propuestas, jefatura inmediata y cuentan con el visto bueno del superior inmediato, cuando así se requieren, en aquellos casos en lo que la jefatura inmediata se encuentre en condición de interina. 3.) Tomar nota que como resultado de la consulta a las plataformas informatizadas UISA, se descartaron posibles anotaciones o registros a nivel judicial, policial y administrativo-disciplinario contra las personas propuestas, que puedan contravenir las normativas y políticas institucionales vigentes. 5.) Los servidores nombrados en propiedad por primera vez se presentarán al Servicio Médico para los Servidores Judiciales, a efecto de que se les practique el reconocimiento respectivo, para lo cual concertarán la cita en forma personal, o por vía telefónica en la extensión 3572. De conformidad con los artículos 33 y 34 inciso a) del Estatuto de Servicio Judicial, las servidoras y los servidores nombrados en propiedad por primera vez deberán cumplir un período de prueba de un año a partir de la fecha en que rige el nombramiento y las servidoras y los servidores propietarios que pasen a ocupar otras plazas cumplirán un período de prueba de 3 meses, en ambos casos en los puestos que están siendo nombrados.
La Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748701]ARTÍCULO XXXII

Documento N° 12300-19

	La máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Krissia Rojas Quirós, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina y Jefa interina de la Sección de Reclutamiento y Selección todos de Gestión Humana, en oficio N° RS-0634-2019 de 9 de setiembre de 2019, remitió lo siguiente:
“En atención a la solicitud de información sobre el nombramiento en puesto de confianza planteado por el Magistrado Fernando Castillo Víquez, presidente de la Sala Constitucional, en el cual se propone a la Licenciado Maikol Andrade Fernández, cédula 01-0948-0967, puesto N° 112356 clasificado como Profesional en Derecho 3B de la Sala Constitucional, nos permitimos indicar lo siguiente:

Para la clase que nos ocupa el Manual de Clases de Puestos Vigentes, establece los requisitos que a continuación se detallan:

Licenciatura en Derecho.
Incorporado al Colegio de Abogados de Costa Rica
Requiere un mínimo de dos años de experiencia en labores relacionadas con el puesto.

Una vez revisado el expediente de la licenciada Andrade Fernández en los sistemas que para tales efectos se llevan en esta Dirección, se determinó que el servidor cumple a cabalidad con los requisitos antes señalados, asimismo se descarta mediante la investigación Sociolaboral efectuada, la existencia de antecedentes de tipo administrativo, disciplinario, judicial o de otra naturaleza, que pudiera contravenir la idoneidad ética y moral que la institución exige a su personal; por lo que la Sección de Reclutamiento y Selección, avala técnicamente el movimiento propuesto. ”



        

- 0 -

	Se acordó: Acoger la gestión presentada por la máster Roxana Arrieta Meléndez y las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Krissia Rojas Quirós, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina y Jefa interina de la Sección de Reclutamiento y Selección todos de Gestión Humana, en oficio N° RS-0634-2019 de 9 de setiembre de 2019, en consecuencia, aprobar el nombramiento en propiedad del licenciado Maikol Andrade Fernández como Profesional en Derecho 3B de la Sala Constitucional, puesto N° 112356, en el entendido que es un puesto de confianza, conforme al “Reglamento de Puestos de Confianza” aprobado por la Corte Plena en sesión N° 39-01 del 5 de noviembre del 2001, artículo XIII. 
	La Sala Constitucional y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748704]ARTÍCULO XXXIII

Documento N° 12237-19

En oficio número 1065-DG-19 del 24 de setiembre de 2019, el máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, remitió la siguiente solicitud:
“Con el respeto de siempre, después de un atento saludo, me dirijo a su persona por lo siguiente:

La Oficina del Representante de Defensa de la Embajada de los Estados Unidos, cursa invitación a los funcionarios que se adjuntan, con el fin de que participen en el “Curso Conjunto de Tácticas (JCET)” a realizarse en San José, Costa Rica, los días del 27 de octubre al 26 de noviembre de 2019. 

Según lo dispuesto por el Consejo Superior mediante acuerdo tomado en la sesión Nº 26-14 celebrada el 25 de marzo del 2014, artículo LXIII, y en virtud de la importancia de este tipo de convocatorias para la labor que realiza este Organismo, se solicita el permiso respectivo para que los funcionarios, participen de tan importante actividad.

Por lo anterior se solicita el permiso con goce de salario de los siguientes servidores, así como el pago de viáticos en los casos estrictamente necesarios.

	Primer Nombre
	Primer Apellido
	Segundo Apellido
	Cedula #
	Nombre de la Unidad
	Rango

	Jairo Ricardo
	Poveda
	Coto
	112250403
	Unidad de Protección a Víctimas y Testigos
	Agente de Protección

	Leonel Antonio
	Fallas
	Delgado
	109530562
	Unidad de Protección a Víctimas
	Agente de Protección

	Jorge Manuel
	Retana
	Mora
	114010359
	Organismo de Investigación Judicial
	Investigador 1

	Kevin Josué
	Cortés
	Barrantes
	114730799
	Brigada Operacional de Apoyo
	Investigador

	Kevin Johan
	Castro
	Mora
	603990188
	Brigada Operacional de Apoyo
	Investigador 2

	Henry
	Acuña
	Solano
	110780406
	Brigada Operacional de Apoyo
	Investigador 1

	Yordan Gerardo
	Esquivel
	Redondo
	110970112
	Servicio Especial de Respuesta Táctica
	Oficial de Intervención Táctica

	José Pablo
	Ramírez
	González
	112040106
	Servicio Especial de Respuesta Táctica
	Oficial de Intervención Táctica

	Katherine
	Valverde
	Chacón
	206370847
	Unidad de Vigilancia y Seguimiento
	Investigador Especializado en Vigilancia y Seguimiento

	Oscar Francisco
	Porras
	Picado
	401900717
	Unidad de Vigilancia y Seguimiento
	Investigador Especializado en Vigilancia y Seguimiento



(…).”
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Se acordó: 1.) Acoger la solicitud presentada en oficio número 1065-DG-19, del 24 de setiembre de 2019, por el máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, en consecuencia, conceder permiso con goce de salario a las personas servidoras judiciales indicadas en el cuadro transcrito, para que del 27 de octubre al 26 de noviembre de 2019 participen en el “Curso Conjunto de Tácticas (JCET)” a realizarse en San José, Costa Rica. 2.) Autorizar el pago de viáticos en los casos estrictamente necesarios. 3.) Es entendido que las personas a las que se les autoriza participar en la citada actividad deberán coordinar lo correspondiente con las jefaturas con la finalidad de no afectar el servicio al público a su cargo.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748706]ARTÍCULO XXXIV

Documento N° 12384-19.
En oficio número 1074-DG-19 del 25 de setiembre de 2019, el máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, remitió la siguiente solicitud:
“(…).

El Consejero de Interior del El Salvador, cursa invitación al funcionario Dixon Alberto Carvajal Barrantes, cédula 0602750919, Jefe de Investigación 3 de la Delegación Regional de Puntarenas de este Organismo, con el fin de que participen en el “Seminario Internacional de Ámbito Iberoamericano en Materia de Ciencias Forenses y su Aplicación a la Investigación Policial” a realizarse en Centro de Formación de la Cooperación Española en Santa Cruz de la Sierra en Bolivia, del 14 al 18 de octubre de 2019”, siendo las fechas de viaje el 13 y 19 de octubre de 2019 respectivamente.

Según lo dispuesto por el Consejo Superior mediante acuerdo tomado en la sesión Nº 26-14 celebrada el 25 de marzo del 2014, artículo LXIII, y en virtud de la importancia de este tipo de convocatorias para la labor que realiza este Organismo, se solicita el permiso respectivo para que el funcionario, participe de tan importante actividad.

Por lo anterior se solicita el permiso con goce de salario del servidor. Asimismo, solicito se proceda a través de su persona, extender la nota para el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, a fin de que se tramite el pasaporte oficial. Tal actividad no tiene costo alguno para la institución, por cuanto los gastos serán cubiertos por la entidad anfitriona. 

(…).”
- 0 -

Se acordó: Acoger la solicitud presentada en oficio número 1074-DG-19, del 25 de setiembre de 2019, por el máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, en consecuencia: 1.) Conceder permiso con goce de salario al servidor Dixon Alberto Carvajal Barrantes, Jefe de Investigación 3 de la Delegación Regional del Organismo de Investigación Judicial de Puntarenas, del 13 al 19 de octubre de 2019, con la finalidad de que participe en el “Seminario Internacional de Ámbito Iberoamericano en Materia de Ciencias Forenses y su Aplicación a la Investigación Policial”, a realizarse en el Centro de Formación de la Cooperación Española en Santa Cruz de la Sierra en Bolivia. Lo anterior en el entendido que los gastos serán cubiertos por la entidad anfitriona. 2.) La Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio, en los casos en que la persona interesada así lo solicite y se cuente con el plazo establecido para ello.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección de Gestión Humana tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748708]ARTÍCULO XXXV

Documento N° 12288-19 

[bookmark: _Hlk10557535]El máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, en oficio N° 1071-DG-2019 del 24 de setiembre de 2019, solicitó lo siguiente: 
“Con el respeto de siempre, después de un atento saludo, me dirijo a su persona por lo siguiente:
El Proyecto GLACY-Acción Global contra la Cyberdelincuencia, cursa invitación a al funcionario Diego Herrera Ramírez, cédula 0205320579, profesional en informática 2, Sección Delitos Informáticos de este Organismo, con el fin de que participen en la “Taller de entrenamiento de Análisis de Malware de INTERPOL” a realizarse en Lyon, Francia, del 04 al 08 de noviembre de 2019”, siendo las fechas de viaje el 02 y 10 de noviembre de 2019 respectivamente.
Según lo dispuesto por el Consejo Superior mediante acuerdo tomado en la sesión Nº 26-14 celebrada el 25 de marzo del 2014, artículo LXIII, y en virtud de la importancia de este tipo de convocatorias para la labor que realiza este Organismo, se solicita el permiso respectivo para que el funcionario, participe de tan importante actividad.
Por lo anterior se solicita el permiso con goce de salario del servidor. Asimismo, solicito se proceda a través de su persona, extender la nota para el Ministerio de Relaciones Exteriores y Culto, a fin de que se tramite el pasaporte oficial. Tal actividad no tiene costo alguno para la institución, por cuanto los gastos serán cubiertos por la entidad anfitriona.” 

- 0 -

Se acordó: Acoger la gestión presentada por el máster Gerald Campos Valverde, Director General interino del Organismo de Investigación Judicial, en oficio N°1071-DG-2019 del 24 de setiembre de 2019; en consecuencia: 1.) Conceder permiso con goce de salario al servidor Diego Herrera Ramírez, Profesional en Informática 2, de la Sección de Delitos Informáticos, del 02 al 10 de noviembre de 2019, en el “Taller de entrenamiento de Análisis de Malware de INTERPOL”, que se llevará a cabo en Lyon, Francia. Lo anterior en el entendido que los gastos serán cubiertos por la entidad anfitriona. 2.) En virtud de la importancia del contenido de la capacitación a recibir, deberá el señor Herrera coordinar lo necesario, a fin de transmitir los conocimientos adquiridos al equipo de trabajo del cual forma parte, según los requerimientos institucionales. 3.) La Secretaría General de la Corte tramitará lo correspondiente al pasaporte de servicio, en caso de que la persona interesada así lo solicite y se cuente con el plazo establecido para ello.
Las Direcciones de Gestión Humana y del Organismo de Investigación Judicial, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748710]ARTÍCULO XXXVI

Documento N° 11594-19 / 12367-19.
[bookmark: _Toc19552569]En sesión número 82-19 celebrada el 19 de setiembre del 2019, artículo LXXX, en lo que interesa se autorizó la participación de las personas investigadoras Valeria Cristina Ávila Araya y Joshua Guevara Alfaro, de la Sección de Delitos Varios, en la “XIV Conferencia Internacional sobre Aplicación de la Ley sobre Delitos contra la Propiedad Intelectual”, del 19 al 25 de octubre de 2019, a realizarse en Ciudad del Cabo, Sudáfrica.

- 0 -

En correo electrónico del 26 de setiembre de 2019, la servidora Karla Rivera Venegas, Secretaría de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, informó lo siguiente:
“Se pone en conocimiento que he relación al curso XIV Conferencia Internacional sobre Aplicación de la Ley sobre Delitos contra la Propiedad Intelectual, aprobado por el Consejo Superior y según correo adjunto del servidor Joshua Guevara, el mismo informa sobre la compra de los boletos, los cuales fueron adquiridos para viajar a partir del día jueves 17 de octubre del 2019, y no así el 19 como se había indicado en el acuerdo infra. Por lo anterior se solicita de sus buenos oficios con el fin de poder modificar las fechas del viaje siendo las correctas del 17 y 25 de octubre de los corrientes.”  

- 0 -

A esos efectos adjunta el oficio número 1079-DG-19 del 26 de setiembre de 2019, suscrito por el máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General del Organismo de Investigación Judicial, informó:
“Mediante oficio N° 1002-DG-19/ref. 1322-19 de 11 de setiembre de 2019 de esta Dirección, se solicitó permiso Valeria Cristina Ávila Araya,  cédula 0113710459, investigador 1, Joshua Guevara Alfaro cédula 0113750801, investigador 2, ambos de la Sección de Delitos Varios de este Organismo, con el fin de que participen en el “XIV Conferencia Internacional sobre Aplicación de la Ley sobre Delitos contra la Propiedad Intelectual” a realizarse en Ciudad del Cabo, Sudáfrica, del 22 al 23 de octubre 2019”, siendo las fechas de viaje 19 y 25 de octubre respectivamente. Dicha petición fue aprobada en sesión N° 82-19 celebrada el 19 de setiembre del 2019, documento n° 11594-19.

Sin embargo, nos ha sido informado por parte de uno de los participantes la solicitud de poder modificar las fechas inicialmente indicadas, lo anterior por motivos de la realización de la compra de los boletos aéreos por parte de la entidad anfitriona, siendo las correctas del 17 y 25 de octubre. Por lo anterior se solicita modificar las fechas de viaje indicadas en el acuerdo anterior.”

-0- 
 
Se acordó: Acoger la solicitud presentada en correo electrónico del 26 de setiembre de 2019, suscrito por la servidora Karla Rivera Venegas, Secretaría de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y en oficio número 1079-DG-19 del 26 de setiembre de 2019, suscrito por el máster Gerald Campos Valverde, Subdirector General de ese organismo, en consecuencia, modificar el acuerdo tomado por este Consejo Superior en Sesión número 82-19 celebrada el 19 de setiembre del 2019, artículo LXXX, únicamente en cuanto a que se autoriza la participación de las personas investigadoras Valeria Cristina Ávila Araya y Joshua Guevara Alfaro, en la “XIV Conferencia Internacional sobre Aplicación de la Ley sobre Delitos contra la Propiedad Intelectual”, del 17 al 25 de octubre de 2019 y no como se indicó. En lo demás se mantiene incólume el citado acuerdo.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748712]ARTÍCULO XXXVII

Documento N° 12371-19.
[bookmark: _Hlk8026272][bookmark: _Hlk8026396]Con el visto bueno del máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, el Doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal remitió mediante oficio UAA-DML-2019-380, del 23 de setiembre 2019, lo siguiente:
“Como es de vuestro conocimiento el Departamento de Medicina Legal cuenta actualmente con una Tomografía Axial Computarizada (TAC) así como un Ultrasonido propios, circunstancia que ha venido a generar una gran mejora en el servicio público.

Como parte de los estudios de TAC que se realizan actualmente, están los estudios con medio de contraste, los cuales ameritan inyectarle al paciente, previo consentimiento informado, un medio que permite la adecuada  visualización de los órganos internos, para lo cual, el protocolo determina que el equipo de expertos que realiza los estudios requiere contar con cursos de Soporte Vital Básico y Soporte Vital Cardiovascular Avanzado, que son cursos que preparan al personal para afrontar cualquier situación propia de la introducción de medios de contraste, que aunque es muy poco frecuente que generen una reacción alérgica, existe el riesgo y por ello el personal debe estar en capacidad de atender la complicación.

De conformidad con lo dispuesto en la circular 176-2017 de la Dirección Ejecutiva, que indica que para actividades de capacitación con un costo superior a los ¢500.000.00, debe gestionarse el permiso ante ese Honorable Consejo, hago traslado de la siguiente gestión, a efecto de contar con su autorización para continuar con el trámite de contratación de tres cursos de Soporte Vital Cardiovascular Avanzado y cinco cursos de Soporte Vital Básico, que son requisito indispensable para tramitar permiso ante el Ministerio de Salud, ante la necesidad de realizar pruebas de tomografía con medio de contraste.

El curso de Soporte Vital Cardiovascular Avanzado estaría dirigido a dos médicos forenses y una enfermera, mientras que el curso de Soporte Vital Básico, está dirigido a un médico forense, dos enfermeras, y dos técnicos de rayos X.

Estos 8 cursos tienen un costo aproximado de ¢805.464.00, para lo que este Centro Gestor (78), cuenta con los recursos suficientes para hacer frente al gasto, específicamente ¢1.000.000.00 en el artículo 19543 actividades de capacitación, subpartida 10701, sin embargo no es posible aportar la certificación de contenido presupuestario, toda vez que existe una Solicitud de Pedido Abierta (SPA) 301-292527-2019, la que tiene asociada  la requisición 6163-SR-2019, misma que en este momento se encuentra en estado pendiente, a la espera de la aprobación de permiso por parte de ese Consejo Superior.”
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Se acordó: Acoger la gestión del Doctor Franz Vega Zúñiga, Jefe del Departamento de Medicina Legal en oficio UAA-DML-2019-380, del 23 de setiembre 2019, en consecuencia; autorizar el trámite de contratación de tres cursos de Soporte Vital Cardiovascular Avanzado y cinco cursos de Soporte Vital Básico, en virtud de que existe contenido presupuestario para tal efecto, según Pedido Abierto (SPA) 301-292527-2019, asociado a la requisición 6163-SR-2019 y en razón de contarse con el visto bueno de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial. 
El Departamento de Proveeduría tomará nota para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748714]ARTÍCULO XXXVIII
Documento N° 10128-19 / 12432-19.
[bookmark: _Toc17118225]En la sesión N° 74-19 celebrada el 21 de agosto de 2019, artículo XXXVI , en lo que interesa se acogió la gestión presentada por la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, en oficio N° EJ-DIR-147-2019 de 14 de agosto de 2019, así como por la licenciada Flor Arroyo Morena, Gestora de Capacitación de la Escuela Judicial, en correo electrónico de 16 de agosto de 2019, por lo que se autorizó la participación sin sustitución de las personas servidoras de la lista transcrita, para que conforme al detalle de fechas y grupos, asistieran a la capacitación de materia civil, a la luz de la Reforma Procesal Civil, en el entendido de que se minimizara la afectación del servicio público a cargo de los servidores a quienes se les autoriza a participar, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberían atenderlas, asimismo de presentarse algún asunto urgente suspenderán su participación para atenderlo. Asimismo, se autorizó la participación sin sustitución para las personas facilitadoras conforme a las fechas descritas anteriormente.
[bookmark: _Toc18936626]Posteriormente, en sesión N° 80-19 celebrada el 12 de setiembre del 2019, artículo XLV, en lo conducente, se acogió la solicitud presentada en oficio número EJ-DIR-165-2019, del 4 de setiembre de 2019, por la licenciada Ileana Guillén Rodríguez, Directora de la Escuela Judicial, por lo que se modificó el acuerdo tomado por este Consejo Superior, en sesión número 74-19 celebrada el 21 de agosto de 2019, artículo XXXVI, en cuanto a los cambios solicitados en el punto primero de la presenta gestión, a saber:
Los Foros Virtuales descritos contarán con 1 sesión presencial únicamente, y no con una sesión presencial cada semana, como se indicó.
El primero de los foros virtuales se realizará del 26 de agosto al 13 de setiembre del 2019, y se llevará a cabo únicamente 1 sesión presencial en el Colegio de Abogados y Abogadas de Costa Rica en Zapote, de 8 de la mañana a 4 de la tarde, el día viernes 13 de setiembre, por lo que el permiso solicitado  con goce de salario y sin sustitución para asistir a la sesión presencial de los grupos 1 y 2, es únicamente para esa fecha, y no en las 3 fechas que se indicaron anteriormente.
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El licenciado Mateo Ivánovich Fonseca, Director interino de la Escuela Judicial, en oficio N ° EJ-DIR-180-2019 de 25 de setiembre de 2019, remitió lo siguiente:
“En sesión N° 74-19 del 21 de agosto del 2019,  Art. XXXVI, se aprobó la participación del personal juzgador en materia civil en los Foros de Aplicación del Código Procesal Civil.

Se solicita permiso para participar en dichos foros del 7 al 24 de octubre, para el listado de personas que a continuación se detalla. Asimismo, para asistir a una única sesión presencial en la fecha que se indica para cada grupo, se les solicita permiso con goce de salario y sin sustitución: 

Grupo 5

Sesión presencial: 25 de octubre , de 8 a.m. a 4 p.m.
Sede Colegio de Abogados y Abogadas, Zapote

	
 No.
	
Nombre 
	       
Cédula 
	
Despacho
	
Puesto

	
	Alfaro Obando Isabel Cristina
	108970527

	Juzgado tercero civil de San José
	Juez 1
44293


	
	Alpízar Mora Jorge Arturo
	109990962
	Área de Gestión y Apoyo.
	Juez 1
45021

	
	Arguedas Vargas Andrés 
	
1-0891-0994 
	
Juzgado Civil de Alajuela
	Juez 3 

	
	Argüello González Guiselle Pamela
	111740548 
	Área de gestión y apoyo
	  Juez 3
  377697

	
	
Artavia Nájera Karla 
	
1-0947-0645
	 Juzgado Civil de Grecia
	Juez 3 

	
	Avy Cosmi Sandrine Renee 
	801090568
	Juzgado Civil, trabajo y familia de Buenos Aires 
	Juez 3 
352631

	
	Azofeifa Barrantes José Francisco 
	
1-1348-0715
	1juzgado Civil Y Trabajo Ii Circuito Judicial Alajuela, Sede Upala 
	Juez 3

	
	Barrantes Rojas Wendy
	112950377
	Juzgado Civil del III Circuito Judicial de San José
	Juez 1
103675

	
	Barth Jiménez Mario Alberto 
	109100348
	Juzgado Civil, Trabajo y Familia Osa
	Juez 3 
44974

	
	Bello Varela Yorleny 
	108900271
	Juzgado Civil III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón)
	Juez 3 
359280

	
	Benavides Ruiz Guillermo 
	5-0314-0558 
	
Juzgado Civil Y Trabajo De Cañas 
	Juez 3 

	
	Bogantes Ledezma Simón 
	110810960
	Juzgado Civil y Trabajo Cañas
	Juez 3
100868

	
	Bonilla Alvarado Luis Diego
	303340418
	Juzgado Civil, Trabajo y Familia Golfito
	Juez 3
96496

	
	Brenes Castro Adriana
	113740737
	Juzgado Civil de Heredia
	Juez 3
378938

	
	Brenes Quesada Edith
	204660314
	Juzgado Civil, Trabajo, Familia Buenos Aires
	Juez 3
352631

	
	Carpio Aguilar Dennis 
	
3-0396-0104 
	
Administración Regional I Circuito Judicial Zona Atlántica  
	Juez Supernumerario 

	
	
Castillo Porras Ileana 
	
6-0307-0884 
	
Juzgado Civil, Trabajo Y Familia De Osa 
	Juez 3 

	
	Castillo Ureña Francisco Javier 
	1-0945-0435 
	Juzgado Civil De Cartago 
	
Juez 3 

	
	Cedeño Yanes Aura Lisseth 
	603880584 
	Juzgado Civil y de Trabajo I Circuito Judicial Guanacaste
	Juez 3
378731

	
	Céspedes Mora Jean Carlo 
	1-1195-0509 
	Juzgado Civil, Trabajo Y Familia De Buenos Aires 
	Juez 3 

	
	Chaves Sánchez Tatiana
	206790689
	Juzgado Civil I Circuito Judicial de San José 
	Juez 3 
43816

	
	Cruz Montero María Cristina 
	204870594
	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Quepos
	Juez 3 
20308

	
	Delgado Montoya César 
	1-1467-0243 
	Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil Y Violencia Domestica Sarapiquí 
	Juez 3 

	
	Espinoza Martínez Allan Roberto
	111930840
	Juzgado Civil y Trabajo II Circuito Judicial Zona Sur
	Juez 3 
378697

	
	Esquivel Herrera Xinia María 
	502730690
	Juzgado Civil Y Trabajo Cañas
	Juez 3 
57131

	
	Fallas Espinoza Elizabeth 
	1-1404-0311

	Juzgado Civil Y Trabajo Ii Circ. Jud. De Guanacaste 
	Juez 3 

	
	Fallas Granados Natalia 
	
1-1060-0281 
	Juzgado Civil Hatillo, San Sebastián Y Alajuelita 
	Juez 3 

	
	Fernández Delgado José Celso
	108750732
	Juzgado Civil y de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur 
(Pérez Zeledón) 
	Juez 3
378687



	
	Gamboa Ramírez Sussy María
	112490564
	Juzgado Civil y trabajo II Circuito Judicial Alajuela (Upala)
	Juez 3 
369942

	
	Gómez Chacón Randall 
	303250383 
	Juzgado Civil de Turrialba 
	Juez 3
55576

	
	Guevara Guevara Emi Lorena
	502240963
	Juzgado Civil y Trabajo Grecia
	Juez 3
55673

	
	Gutiérrez López Franciny 
	304460294 
	Juzgado Civil de Santa Cruz 
	Juez 3
57125

	
	Gutiérrez Rojas Ana Milena
	204260463
	Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	Juez 3
378723

	
	Guzmán Valerio Francella
	114750195
	Juzgado Civil de Puntarenas
	Juez 3 
378977

	
	Herrera Vargas Norman Armando
	205130569
	Juzgado Civil y de Trabajo Del Primer Circuito Judicial de La Zona Sur
	Juez 3
43888

	
	
Hidalgo Ávila Hellen 
	
1-1205-0338 
	Juzgado Civil Y Trabajo Del I Circuito Judicial De La Zona Sur 
	Juez 3 

	
	Hurtado Villalobos Roberto
	110250871
	Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires
	Juez 3
352631



Grupo 6
Sesión presencial: 25 de octubre , de 8 a.m. a 4 p.m.
Sede Colegio de Abogados y Abogadas, Zapote

	
 No.
	
Nombre 
	       
Cédula 
	
Despacho
	
Puesto

	
	Jiménez Bonilla Adriana
	1-0844-0013
	Juzgado Civil (mixto) de Puriscal
	Juez 3

	
	Jiménez Castro Ivannia Cristina
	108410091
	Juzgado III Civil
San José
	Juez 3
378864

	
	Jiménez Soto Ximena 
	115800745 
	Juzgado Civil y Trabajo II Circuito Judicial Guanacaste 

	Juez 3 
 378741

	
	Juárez Gutiérrez Alberto
	503280870
	Juzgado Civil y Trabajo, II Circuito Judicial de Guanacaste
	Juez 3
57141

	
	
Madrigal Escoto Yarini 
	
7-0177-0166 
	Juzgado Primero Civil De San Jose 
	Juez 3

	
	Matamoros Bendaña Dany Gerardo
	108930345
	Juzgado Civil y Trabajo II Circuito Judicial Zona Sur
	Juez 3
84207

	
	Mena Gutiérrez Margarita
	206620495
	Juzgado Civil de Heredia
	Juez 3
378936

	
	Meoño Piedra Diego Alejandro
	108290327
	Juzgado Civil I Circuito Judicial Zona Atlántica
	Juez 3
378988

	
	Miranda Arias Charlyn
	111340406
	Juzgado Civil, trabajo y familia de Puriscal
	Juez 3
96471

	
	Mora Arce Adolfo Esteban 
	109940230
	Juzgado Civil y Trabajo II Circuito Judicial Alajuela
	Juez 3
44490

	
	
Mosquera Rodríguez Yorleny 
	
6-0341-0774
	Juzgado Segundo Civil De San Jose 
	Juez 3

	
	Obando Corrales Walter 
	111250020
	Juzgado Tercero Civil de San José 
	Juez 3


	
	Orocú Chavarría Adriana
	303170898
	Juzgado Primero Civil Menor Cuantía San José
	Juez 3
47546

	
	Palacios Alvarado Floribeth 
	6-0221-0749 
	
Administración Regional Santa Cruz 
	Juez Supernumerario 

	
	Porras López Floryzul Yazmin
	105440845
	Juzgado Civil III Circuito Judicial SJ 
	Juez 3 
44250

	
	Quesada Alpízar Silvia Patricia
	109330370
	Juzgado Civil y Trabajo de Grecia
	Juez 3 
378717

	
	Quesada Padilla José Pablo 
	2-0620-0197 
	Juzgado Civil Y Trabajo Ii Circ. Jud. Zona Sur 
	Juez 3 

	
	Ramírez Bazán Alba Aurora
	800800053
	Juzgado Civil II Circuito Judicial SJ
	 Juez 3
102189

	
	Rivera Hernández Kathia Vanesa
	206080978
	Juzgado Civil I Circuito Judicial Alajuela
	Juez 3 
378894

	
	Rivera Prieto Jaime 
	1-0932-0092 
	Juzgado Civil Y Trabajo Del Iii Circuito Judicial De Alajuela 
	Juez 3 

	
	Robbison Rosales Mauren 
	3-0405-0047 
	Juzgado Civil Y Trabajo De Grecia 
	Juez 3 

	
	Rodríguez Chavarría Laura 
	6-0321-0395 
	Juzgado Civil Y Trabajo Ii Circ. Jud. De Guanacaste 
	Juez 3 

	
	Rodríguez Godínez Paola
	112940488
	Juzgado Civil y Trabajo II Circuito Judicial Alajuela
	Juez 3 
369941

	
	
Rodríguez Hernández Jason 
	
	Juzgado Civil (mixto) de Turrialba.
	
Juez 3 

	
	Rodríguez Villalobos Oscar 
	
5-0393-0405
	Juzgado Segundo Civil De San Jose 
	Juez 3 

	
	Romero Trejos Luis Diego 
	1-0644-0659 
	Juzgado Civil De Cartago 
	Juez 3 

	
	Ruiz Bravo Luis Guillermo 
	
4-0159-0367
	Juzgado Civil De Heredia 
	Juez 3 

	
	
Sancho Araya Carlos Esteban 
	2-0620-0978 
	
Juzgado Civil de Alajuela
	Juez 3 

	
	
Solís Porras Marlen 
	
9-0101-0865 
	Juzgado Civil De Cartago 
	Juez 3 

	
	Soto Johanson María Carolina 
	1-1476-0154 
	Juzgado Contravencional De Carrillo 
	Juez 1 

	
	Torres Morales Valeria Lucía 
	1-1437-0852 
	Juzgado Civil Del Ii Circ. Jud. De La Zona Atlántica 
	Juez 3 

	
	Ubilla Arce Denis Armando 
	800580232
	Juzgado Concursal
	Juez 3
377744

	
	Ugalde Castillo Santiago
	1-1085-0402 
	Juzgado Primero Civil Del I Circuito Judicial De San José
	Juez 3 

	
	Ureña Chaves José Andrés 
	112840758
	Juzgado Civil y Trabajo I Circuito Judicial Guanacaste 
	Juez 3
378730

	
	Venegas Chacón Lidieth 
	
1-1042-0225 
	Juzgado Tercero Civil De San Jose 
	Juez 3 

	
	Villalobos Jiménez Eunice 
	113200306
	Juzgado Civil y Trabajo III Circuito Judicial Alajuela (San Ramón) 
	Juez 3 
44483

	
	Villalobos Retana Susane Francine 

	109800893

	Juzgado Civil Cartago
	Juez 3 
363507



Respetuosamente de acogerse la solicitud planteada, solicito se declare acuerdo firme.”
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Se acordó: Acoger la solicitud presentada por el licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, Director interino de la Escuela Judicial, en oficio N ° EJ-DIR-180-2019 de 25 de setiembre de 2019, en consecuencia: 1.) Autorizar la participación sin sustitución de las personas indicadas en las tablas supra, conforme a las fechas y grupos detallados, para que asistan a los Foros de Aplicación del Código Procesal Civil. Lo anterior, en el entendido que se minimice la afectación del servicio público a cargo de los servidores a quienes se les autoriza a participar, lo cual implica que en caso de tener diligencias programadas no podrán alterar en modo alguno la fecha de su realización y deberán atenderlas, asimismo de presentarse algún asunto urgente suspenderán su participación para atenderlo. 2.) Indicar a las personas participantes, que la inasistencia a la actividad de referencia deberá justificarse directamente ante los organizadores y no ante este Consejo.
La Dirección de Gestión Humana y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc20748716]ARTÍCULO XXXIX
Documento N° 9602-17 / 12405-19.
[bookmark: _Toc532484126]En la sesión Nº 109-18 celebrada el 18 de diciembre de 2018, artículo LXIX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente indica:
“De conformidad con el artículo 44, párrafo 4º de la Ley Orgánica del Poder Judicial y en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, y por ser un asunto de interés institucional se acordó: Acoger las gestiones de la máster Ileana Guillén Rodríguez y de la licenciada Kattia Escalante Barboza, por su orden Directora y Subdirectora interina de la Escuela Judicial, presentadas mediante oficios N° EJ-DIR-355-2018 del 06 de diciembre de 2018 y N° EJ-DIR-358-2018 del 11 de diciembre de 2018, en consecuencia 1.-) Conceder permiso con goce de salario y sustitución para las personas facilitadoras del Programa de Formación Inicial para Aspirantes a la Judicatura (FIAJ) que a continuación se dirán: las máster Julieta Barboza Cordero, Jueza 3 del Centro de Conciliación del Poder Judicial, Maureen Jiménez Gómez, Jueza 3 del Juzgado de Trabajo del Segundo Circuito Judicial de San José, Gabriela Morera Guerrero, Jueza 3 del Juzgado Contra la Violencia Doméstica del Primer Circuito Judicial de Alajuela, Karol Solano Ramírez, Jueza 3 Civil de Heredia y al máster Raymond Porter Aguilar, Juez 4 del Tribunal Penal del Tercer Circuito Judicial de San José, Sede Suroeste, por el período que va del 1 de enero al 31 de diciembre de 2019. 2.-) Conceder permiso con goce de salario y sustitución para las juezas Mercedes Muñoz Campos, Jueza del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de San José, y Francini Quesada Salas, Jueza del Tribunal de Apelación de Sentencia del Segundo Circuito Judicial de San José, por el período que va del 07 de enero al 12 de abril y del 22 de abril al 20 de diciembre de 2019, para que continúen con las labores que se indicaron. Lo anterior, en el entendido que cuentan con el contenido presupuestario para el 2019 y tomen las medidas para que reserven estos dineros.”
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El licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, Directora de la Escuela Judicial, en oficio N ° EJ-DIR-184-2019 de 26 de setiembre de 2019, solicitó lo siguiente:
“En sesión 109-18, del 18 de diciembre de 2018, Artículo LXI, este Consejo Superior, otorgó permiso con goce de salario y derecho a sustitución a diferentes personas juzgadoras, para que colaboraran como facilitadoras en distintas capacitaciones entre enero y diciembre de 2019.

Como parte de diferentes medidas para poder hacer frente a las necesidades de capacitación emergentes y/o impostergables de la institución, derivadas de las reformas procesales aprobadas y/o de leyes recientes; el Consejo Directivo de la Escuela Judicial mediante sesión nº. 015-2019, del 09 de agosto del 2019 propiamente en su artículo VI, entre otras, acordó lo siguiente:

Regreso a sus puestos en propiedad, de 2 personas facilitadoras del FIAJ, a partir del 01 de noviembre  de 2019, (se mantendrían 2 personas facilitadoras para la especialización FIAJ-Contencioso [Godelieve López y otra persona a designar], durante la ejecución de la misma; 1 persona facilitadora hasta diciembre de 2019 en la elaboración de un manual y la ejecución de ciertas actividades [Raymond Porter] y 1 persona facilitadora que rediseñará el Programa de Técnicos Judiciales en materia Laboral [Maureen Jiménez])

Regreso a sus puestos en propiedad, de las personas facilitadoras de materia penal que brindan soporte al Programa de Especialización Penal y al Subprograma de Nivelación General Básica, a partir del 01 de octubre de 2019.

En ese sentido, debido a diversos reacomodos de actividades y responsabilidades docentes, se le solicita a este Consejo Superior, dar por finalizado los permisos con goce de salario y derecho a sustitución, de las siguientes facilitadoras, en las fechas que se señalan:

	Nombre
	Finalización de permiso

	Julieta Barboza Cordero
	07 de octubre de 2019

	Karol Solano Ramírez
	07 de octubre de 2019

	Francini Quesada Salas
	18 de octubre de 2019

	Mercedes Muñoz Campos
	18 de octubre de 2019




Es importante resaltar la excelente labor docente y los valiosos aportes que las señoras juezas aportaron a esta Escuela Judicial, durante el tiempo que colaboraron en las diferentes actividades académicas. Por lo cual considero importante reconocer institucionalmente esa labor.

	Gracias por su atención a la presente solicitud.”   
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Se acordó: Acoger la solicitud presentada por el licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, Director de la Escuela Judicial, en oficio N ° EJ-DIR-184-2019 de 26 de setiembre de 2019, en consecuencia: 1.) Limitar los permisos con goce de salario y sustitución; concedidos mediante sesión Nº 109-18 celebrada el 18 de diciembre de 2018, artículo LXIX, a las personas señaladas en el cuadro supra; conforme a las siguientes fechas:
	Nombre
	Finalización de permiso

	Julieta Barboza Cordero
	07 de octubre de 2019

	Karol Solano Ramírez
	07 de octubre de 2019

	Francini Quesada Salas
	18 de octubre de 2019

	Mercedes Muñoz Campos
	18 de octubre de 2019



 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de San José, Tribunal de Apelación de Sentencia del Segundo Circuito Judicial de San José, del Centro de Conciliación del Poder Judicial y del Juzgado Civil de Heredia.
La Dirección de Planificación, la Dirección de Gestión Humana y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme. 
[bookmark: _Toc20748718]ARTÍCULO XL

Documento N° 12375-19.
En oficio N° EJ-DIR-0181-2019 del 26 de setiembre de 2019, el máster Mateo Ivankovich Fonseca, Director interino de la Escuela Judicial, solicitó lo siguiente:
“Por este medio les solicitamos su autorización para realizar el acto de graduación de las actividades académicas de la Escuela Judicial, el próximo miércoles 6 de noviembre de 2019 a las 09:00 horas en el Auditorio Miguel Blanco Quirós, en el Edificio del Organismo de Investigación Judicial del I Circuito Judicial de San José.
Se graduarán funcionarios y funcionarias judiciales, que han cursado los programas formativos de la Escuela Judicial y la Unidad de Capacitación de O.I.J durante el año 2019.
Además; se solicita autorización para realizar el gasto en la sub partida 1.07.02 Actividades Protocolarias y brindar un pequeño refrigerio. Se adjunta la solicitud de pedido abierto No. 301-293077-19 donde se visualiza que se cuenta con contenido presupuestario para cubrir los siguientes gastos:


Además, se solicita permiso con goce de salario para que las personas convocadas a la graduación asistan al acto.”
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Se acordó: Acoger la gestión presentada por el máster Mateo Ivankovich Fonseca, Director interino de la Escuela Judicial en oficio N° EJ-DIR-0181-2019 del 26 de setiembre de 2019, en consecuencia: 1.) Autorizar el acto de graduación de las actividades académicas de la Escuela Judicial y la Unidad de Capacitación de Organismo de Investigación, durante el año 2019, programadas para el 6 de noviembre de 2019 a las 09:00 horas en el Auditorio Miguel Blanco Quirós. 2.) Aprobar el gasto de la citada actividad por el monto de 955.000,00 (novecientos cincuenta y cinco mil colones exactos), conforme la solicitud de pedido abierto No. 301-293077-19 donde se visualiza que se cuenta con contenido presupuestario para cubrir el monto, en la sub partida 1.07.02 Actividades Protocolarias. 3.) Autorizar la participación de las personas convocadas a la graduación. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748720]ARTÍCULO XLI

Documento N° 11553-19 / 12376-19.
[bookmark: _Toc19198580]En sesión número 81-19 celebrada el 17 de setiembre del 2019, artículo LXIV, en lo que interesa, de conformidad con el artículo 44 párrafo cuarto de la Ley Orgánica del Poder Judicial, en concordancia con las políticas aprobadas por la Corte Plena, y por ser un asunto de interés institucional, se concedió permiso con goce de salario y sustitución al licenciado Alberto Jiménez Mata, Juez de Familia Puntarenas, a partir del 23 setiembre al 4 de octubre de 2019, para que se dedicara al Plan de Acción que implica atender en el último trimestre del presente año una serie de actividades de formación y actualización.
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En oficio número EJ-DIR-179-2019, del 25 de setiembre de 2019, el licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, Director interino de la Escuela Judicial, informó lo siguiente:
“En sesión 81-19, del 17 de setiembre de 2019, Artículo LXIV, este Consejo Superior, otorgó permiso con goce de salario y derecho a sustitución a diferentes personas juzgadoras, para que colaboren como personas facilitadoras en diferentes procesos de diseño de actividades de capacitación.

Entre las personas a las que se les otorgó el referido permiso se encuentra el juez Alberto Jiménez Mata. No obstante, por estar nombrado durante ese periodo para un proyecto específico en el Centro de Apoyo para la Función Jurisdiccional, no podrá colaborar como facilitador de esta Escuela, según lo previsto.

En vista de ello, se solicita dejar sin efecto el permiso del Juez Jiménez Mata.

(…).”
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Se acordó: 1.) Tener por recibido el oficio número EJ-DIR-179-2019, del 25 de setiembre de 2019, suscrito por el licenciado Mateo Ivankovich Fonseca, Director interino de la Escuela Judicial. 2.) En razón de lo indicado por el licenciado Ivankovich Fonseca, dejar sin efecto el permiso concedido al licenciado Alberto Jiménez Mata, en sesión número 81-19 celebrada el 17 de setiembre del 2019, artículo LXIV.
La Escuela Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748722]ARTÍCULO XLII

Documento N° 12225-19.
Con el visto bueno de la licenciada Heilin Rojas Madrigal, Jueza Coordinadora del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, la licenciada Stephanie Alvarado Bejarano, Jueza de ese despacho, en correo electrónico de 24 de setiembre de 2019, solicitó lo siguiente:
“(…), de conformidad con lo que establece el artículo 137 de la Ley Orgánica de Poder Judicial, solicito permiso para estudiar en horas laborales, basado en lo siguiente:

Soy licenciada en derecho desde el veintisiete de marzo de dos mil catorce he estado haciendo ascensos interinos en puestos de Juez 3 agrario desde el mes de agosto de dos mil dieciocho hasta la fecha, en aras de superarme y poder también brindan mejor servicio como persona juzgadora en la materia agraria me matricule en el programa de Posgrado en Derecho Agrario y Ambiental de la Universidad de Costa Rica.

Dichos cursos empiezan los viernes a las seis de la tarde en San Pedro de Montes de Oca, lo cual implica que saliendo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón a las cuatro y media el viernes me es imposible llegar a tiempo, máxime como es sabido que a raíz de los trabajos de ampliación de la Ruta 32 y el congestionamiento que ha causado la apertura de terminal de APM en Moín, la ruta de salida se congestiona en forma grave lo que dificulta aún más la posibilidad de llegar en tiempo a clases, así como los cierres en carretera, tardando entre cuatro o cinco horas o inclusive hasta más para llegar a San José un día viernes.

Por ello solicito atentamente que este Consejo amparado a dicho artículo, me otorgue permiso para ausentarme en la segunda audiencia de los días viernes o en su defecto salir a las catorce horas para poder llegar a tiempo.

Respetuosamente considero que la participación en este posgrado es de interés del Poder Judicial, más en un área tan sensible como el derecho agrario, materia que trata poblaciones vulnerables como lo son las zonas indígenas y las personas campesinas de escasos recursos, las audiencias y sentencias deben tomar en cuenta estos aspectos, por tanto, capacitarme en dicha rama del derecho me hará una mejor persona más consciente de la especialidad de la material, una mejor profesional y servidora de la comunidad.

Agrego que cuento con el visto bueno de mi jefatura y me comprometo a mantener mi calidad de trabajo como jueza agraria. Remito adjunto la solicitud de permiso de asistencia a clases y la constancia del Departamento de Posgrado en Derecho Agrario y Ambiental de la Universidad de Costa Rica.

(…).”



- 0 -
Se acordó por mayoría: Acoger parcialmente la solicitud presentada por la licenciada Stephanie Alvarado Bejarano, Jueza del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en consecuencia, autorizar a la citada servidora para que durante el segundo semestre de 2019 se ausente del despacho a partir de las 14:00 horas de los días viernes, para asistir a lecciones en la Universidad de Costa Rica, en razón del Posgrado en Derecho Agrario y Ambiental que cursa. Es entendido que deberá reponer el tiempo que ocupe en dichas labores a fin de mantener el trabajo al día y con el fin de que se minimice la afectación del servicio público a su cargo, lo cual implica que darán prioridad a la atención de los asuntos urgentes relacionados con sus funciones en el Poder Judicial y que por ningún motivo se podrán suspender audiencias previamente señaladas. A esos efectos deberá coordinar lo pertinente con la jefatura.
La integrante Pizarro Gutiérrez vota por denegar la gestión presentada por la licenciada Stephanie Alvarado Bejarano, Jueza del Juzgado Agrario del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en razón que este tipo de permisos para ocupar tiempo laboral en estudios u otras actividades personales, debe solicitarse de previo a adquirir cualquier compromiso. Además su situación es la misma que enfrentan muchos servidores y servidoras judiciales, por lo que se debe garantizar la prestación del servicio público y dar un trato equitativo.
El Tribunal de la Inspección Judicial y la Dirección de Gestión Humana, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748724]ARTÍCULO XLIII

Documento N° 11950-19 / 12292-19.
En sesión número 82-19 celebrada el 19 de setiembre de 2019, artículo XLI, de conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, publicado en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013, se concedió permiso con goce de salario y sustitución, al servidor Deibin Rafael Chaves Chavarría, Técnico Judicial 3 del Tribunal Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de San José, por el plazo de 5 días hábiles, a partir del 19 de setiembre de 2019, para que se dedicara al cuidado de su señora madre.

- 0 -

En correo electrónico del 25 de setiembre de 2019, el servidor Deibin Chaves Chavarría, Técnico Judicial del Tribunal Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de San José, en lo que interesa, informó lo siguiente:
“El suscrito Deibin Chaves Chavarría, mayor, cédula de identidad número (…), soltero, vecino de la Trinidad de Moravia, respetuosamente informo que en relación al permiso que se me otorgó el pasado jueves 19 de setiembre de dos mil diecinueve para cuidar a un familiar por cinco días (número de referencia 11950-2019, oficio 9818, conocido en sesión 82-19 del 19 de setiembre de 2019), únicamente utilicé los días 19 y 20 de setiembre de este año. Por lo cual no fue necesario usar los tres días restantes del permiso, siendo que me reincorporé a mis labores el lunes 23 de setiembre.

Dicho permiso fue gestionado en forma urgente para atender a mi madre (…). Gracias al permiso otorgado pude atender a mi madre los días 19 y 20 de setiembre, más el fin de semana correspondiente a los días 21 y 22 de setiembre. Agradezco toda la ayuda que se me brindó para la atención de mi madre.”

- 0 -  

Se acordó: Tomar nota del correo electrónico del 25 de setiembre de 2019, suscrito por el servidor Deibin Chaves Chavarría, Técnico Judicial del Tribunal Segundo Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de San José mediante el cual informa que del permiso para cuido de familiar enfermo otorgado en sesión número 82-19 celebrada el 19 de setiembre de 2019, artículo XLI, solo fueron utilizados los días 19 y 20 de setiembre de 2019. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Gestión Humana para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748730]ARTÍCULO XLIV

Documento N° 9152-18 / 11939-19.
En sesión número 73-18 celebrada el 16 de agosto de 2018, artículo LXXII, en lo que interesa, se nombró al licenciado Stiven Alexander Ruiz Romero, en la vacante N° 365692, de Juez 1 Penal en el Tribunal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste, a partir del 11 de octubre de 2018.

- 0 -

En oficio número PJ-DGH-SACJ-1748-2019, del 17 de setiembre de 2019, la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, remitió el siguiente informe:
“Para su conocimiento y fines consiguientes, le remito los informes sobre la Evaluación del Desempeño del licenciad Stiven Ruiz Romero, rendidos por el licenciado Jason Alfaro Carballo, Inspector del Tribunal de la Inspección Judicial y la MSc. Rebeca Chavarría Hernández, Trabajadora Social de la Unidad Interdisciplinaria,

El licenciado Ruiz Romero, fue nombrado en propiedad como Juez 1 en el Tribunal del III Circuito Judicial de San José - Hatillo, a partir del 11 de octubre de 2018.  Según acuerdo de Consejo Superior, en sesión 73-18, del 16 de agosto 2018, artículo LXXII.  El periodo de prueba vence el 11 de octubre de 2019.

El informe del Lic. Alfaro Carballo, indica: 

“Informe sobre período de prueba Licenciado Stiven Alexander Ruiz Romero.

Puesto: Juez de trámite, Tribunal Penal de Pavas.

A) Inicialmente se procede a responder las preguntas planteadas:

2- Si resuelve incidentes y otros: cantidad de sentencias dictadas durante el período desglosadas por mes.

El licenciado Stiven Ruiz Romero como juez de trámite no tiene dentro de sus funciones dictar sentencias o resolver incidentes de ningún tipo

3-Si atiende audiencias de algún tipo, a. cantidad convocadas según la agenda durante ese periodo, b. así como el número de ellas que logró efectuar y el motivo por el cual las restantes no se llevaron a cabo.

Como juez de trámite, el licenciado Ruiz Romero no tiene dentro de sus labores realizar o atender ningún tipo de audiencias

4-Si lleva control del trámite en cantidad de expedientes y otros, anotar ese dato.

No se lleva un control específico sobre la cantidad de expedientes de trámite. Sin embargo se puede indicar que el licenciado Ruiz Romero, tiene a cargo como juez de trámite las Secciones Colegiadas denominadas como 2 y 4, así como la Colegiada Vespertina (en conjunto con la otra jueza de tramita). Y tiene también a su cargo las Secciones Unipersonales B y D, y la Sección de Apelaciones.

5-Cantidad de expedientes que le fueron entregados para el trámite respetivo al momento de asumir el puesto en esa oficina.

Al momento de asumir el puesto no tenía expedientes pendientes de trámite en el escritorio.

6-Cantidad de expedientes asignados pendientes de trámite al momento de rendir el informe.

Al día de hoy el licenciado Ruiz Romero no tiene ningún expediente pendiente en su oficina de realizar trámite alguno.

7-Días (fechas) que haya estado fuera del despacho por vacaciones, incapacidades, permisos con o sin goce de salario, independientemente si ha sido sustituido o no.

Además de los días de cierre colectivo de diciembre, el licenciado Ruiz Romero tuvo cuatro días de vacaciones, uno en octubre de 2018 y otros tres en abril de 2019. Y no reportó ninguna incapacidad, ni permisos con o sin goce de salario durante el período de prueba.

B) Se procede a explicar las funciones generales del puesto en este tribunal:

Como primer punto es importante indicar que en el Tribunal de Pavas hay dos jueces de trámite, por lo que existen funciones asignadas a cada uno de dichos jueces. El tribunal está conformado por 10 secciones, de ellas 4 son colegiadas en horario ordinario, 1 es colegiada en horario vespertino, 4 son unipersonales (una de ellas está asignada para hacer los juicios unipersonales de Puriscal) y 1 es de apelaciones.

El licenciado Ruiz Romero se encarga en términos generales de:

a) Realizar la revisión inicial y el estudio de prescripción de TODOS los expedientes de "nuevo ingreso" o de "reenvió" de las causas que tengan que ser conocidas por Tribunales Colegiados (delitos con una posible pena de más de cinco años de prisión) y asignar la sección y el código de juez al que le corresponde conocer de dicha causa de acuerdo al rol confeccionado al efecto. Dicha revisión comprende la totalidad del expediente, analizar la cantidad de audiencias en la que puede ser señalado, que no exista prueba pendiente de evacuar en el Juzgado Penal, verificar si se trata de un proceso con persona privada de libertad para dar trámite prioritario, entre otras (se adjunta boleta de estudio como "anexo 1").

b) Realizar los señalamientos en agenda cronos y física de las Secciones Colegiadas II y IV, las Secciones Unipersonales B y D (la Sección D es la encargada de realizar los juicios unipersonales en Puriscal), Unipersonal de Apelaciones y Sección Colegiada Vespertina.

c) Atender las consultas de personal y de los usuarios (en mostrador o vía telefónica) sobre el trámite de las causas asignadas a las Secciones Colegiadas II y IV, las Secciones Unipersonales B y D y Unipersonal de Apelaciones.

d) Supervisar al personal técnico a su cargo, dar instrucciones y guía respecto al trámite de las Secciones Colegiadas II y IV, las Secciones Unipersonales B y D Unipersonal de Apelaciones y Sección Colegiada Vespertina, así como del puesto de Archivo.   

e) Firmar y/o confeccionar resoluciones de mero trámite (prevenciones, señalamientos a juicios y/o vista, emplazamientos de recurso de apelación, etc.) para el curso correcto de las causas asignadas a las Secciones Colegiadas II y IV, las Secciones Unipersonales B y D, Unipersonal de Apelaciones y Sección Colegiada Vespertina.

f) Revisar y aprobar o rechazar los datos de los resúmenes de sentencias, o medidas alternas (conciliaciones, reparaciones, suspensiones, etc.) en el Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ), mismas que se envían al Registro Judicial de las Secciones Colegiadas II y IV, las Secciones Unipersonales B y D, y Sección Colegiada Vespertina.

h) Coordinar con jueces y juezas de juicio de diferentes secciones la realización de juicios o vistas cuando alguno de los juezas o juezas de dichas secciones se inhiben o tienen alguna imposibilidad para conocer de la causa señalada en su sección (existe un rol que se creó al efecto con colaboración del Lic. Ruiz Romero).

i) Llamar y coordinar con la Defensa Pública, Fiscalía y Juzgados Penales de Pavas, Hatillo y Puriscal sobre debates, continuaciones y diligencias varias (aperturas de evidencias, vistas de apelación, traslados de expedientes).

j) Coordinar con el Juzgado Penal de Puriscal para que faciliten un espacio físico a este tribunal (sala de audiencias preliminares), para que se conozcan vistas de apelación cuando la única Sala de Juicios de Puriscal ya está ocupada por otra Sección (Colegiada) de este Tribunal

k) Firmar oficios y/o formulas dirigidas a otros despachos del Poder Judicial, o a otras instituciones u oficinas gubernamentales.

l) Colaborar con la Jueza Coordinadora para la distribución de personal y de labores.

C) Algunos datos de relevancia:

a) Según el libro de controles de expedientes de debates para secciones colegiadas el licenciado Ruiz Romero revisó y asignó durante el 2019 aproximadamente un total de 394 causas colegiadas (con sus respectivos estudios de prescripción) distribuidas entre delitos contra la propiedad, fraudes o económicos, sexuales, psicotrópicos, integridad física, querellas, reo preso y complejos

DISTRIBUCIÓN DE CAUSAS COLEGIADAS 2019
Delitos contra la propiedad                                  96
Delitos económicos y/o fraudes                           40
Delitos sexuales                                                 120
Delitos sobre psicotrópicos                                  12
Delitos contra la integridad física                          68
Querellas privadas (colegiadas)                         12
Con persona detenida por la misma causa          43
Causas declaradas de trámite complejo               3
TOTAL 394

b) Personal a cargo: En total el Tribunal Penal de Pavas cuenta con 21 personas técnicas (incluyendo a los dos coordinadores judiciales y a la sección emergente vespertina). De los cuales de acuerdo a la distribución de labores al menos 11 trabajan directamente con el licenciado Ruiz Romero, por lo que tiene a su cargo permisos, supervisión y trámite en general de dichas personas, y al menos 10 personas más laboran de manera indirecta con el licenciado Ruiz, quien también siempre se muestra con disposición para atenderles y evacuar dudas.

c) De acuerdo a la Agenda Cronos (dato aportado por la Dirección de Tecnología a solicitud del licenciado Ruiz) el licenciado Stiven Ruiz ha creado y/o modificado un total de 570 señalamientos con su usuario (se adjunta como "anexo 2" algunos "pantallazos" de dicha información y el archivo completo se adjuntará también al correo con el presente informe). Es importante indicar que además existen otros señalamientos que se hicieron bajo la dirección del licenciado Stiven Ruiz, pero con el usuario de la técnica tramitadora Ivannia Matarrita y específicamente para la Sección Colegiada IV.

d) De acuerdo al Sistema de Administración y Control Electrónico de Juzgamientos (SACEJ) (información aportada por la Dirección de Tecnología, solicitada por el licenciado Ruiz) el señor Stiven Ruiz Romero ha aprobado o rechazado (para corregir) un total de 459 reportes (se anexa pantallazo de seguidilla de correos como anexo 3)  


ANEXO 1



ANEXO 2






ANEXO 3


Se informa que Ruíz Romero no cuenta con procesos disciplinarios según nuestro sistema-”

-0-

Al respecto, la Licda Rebeca Chavarría Hernández, Trabajadora Social de la Unidad Interdisciplinaria rindió el informe que en lo que interesa indica:

[bookmark: _Hlk508176816]“Informe Sociolaboral de Período de Prueba de Juez o Jueza con nombramiento en propiedad

Datos Generales

Nombre: Stiven Ruiz Romero.  
Cédula: 402050461.
Número de puesto: 365692.
Despacho: Tribunal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste. 
Tipo de Período de prueba: un año.
Fecha de vencimiento del período de prueba: 11 de octubre de 2019.

Estrategia Metodológica:

El estudio sociolaboral se realizó mediante visita al despacho judicial, donde se entrevistó al personal judicial que labora en el despacho, con quienes se indagó sobre el desempeño del evaluado durante el período de prueba y su adaptación al equipo de trabajo y al puesto. Además, se entrevistó al Licenciado Ruiz Romero, con quien se exploró sobre su experiencia en el puesto y la adaptación al despacho y las tareas que le competen como Juez de Trámite.

Hallazgos: 

A partir de la investigación realizada, se identifica que el evaluado ha tenido una adaptación positiva al Tribunal, en cuanto a las relaciones interpersonales, es un Juez que destaca por su trato cordial y respetuoso, ha construido confianza con el personal técnico, y se muestra accesible y comunicativo, todos estos elementos son requeridos por el puesto de Juez de Trámite y, el Licenciado Ruiz ha mostrado un alto dominio de estas competencias.

Asimismo, se evidencia en su accionar el apego a la normativa y los valores institucionales, cumple el horario laboral, es eficiente en sus funciones y colabora con las demandas del despacho. Ante situaciones de conflicto ha mostrado temple y ecuanimidad, además, promueve el diálogo y se observa en él gran capacidad negociadora.

Conclusiones:

A partir de los hallazgos de la investigación y el perfil del puesto, se concluye que el Licenciado Stiven Ruiz Romero ha mostrado apego al puesto como Juez de Trámite en el Tribunal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste.”

Según acuerdo del Consejo de la Judicatura, en caso de que la persona valorada tenga alguna observación al respecto, deberá gestionarlas directamente ante el órgano al que se haya trasladado el informe.”

-0-  

Se acordó: 1.) Tomar nota del informe rendido por la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y hacerlo de conocimiento del licenciado Stiven Ruiz Romero, Juez del Tribunal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste. 2.) Tener por aprobado el período de prueba del licenciado Ruiz Romero, el cual vence el 11 de octubre de 2019.
El Tribunal del Tercer Circuito Judicial de San José, sede Suroeste, la Dirección de Gestión Humana, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748732]ARTÍCULO XLV
Documento N° 12398-19

	La máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y los licenciados Carlos Lizano Alfaro y Juan José Carvajal Siles, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina, Jefe interino de Subproceso de Administración de Personal y Coordinador de la Unidad de Prestaciones Legales y Otros, todos de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP-4479-2019 de 26 de setiembre de 2019, remitieron lo siguiente:
[bookmark: _Toc396230324][bookmark: marca2][bookmark: marca3]“Ante la necesidad de proyectar las agendas de los despachos judiciales con la antelación que requiere la administración de justicia y considerando que es de suma importancia para los diversos actores del proceso judicial, entre ellos, la Judicatura, el Ministerio Público, la Defensa Publica, el Organismo de Investigación Judicial y el ámbito Administrativo; la Dirección de Gestión Humana somete a valoración del Consejo Superior la propuesta de cierre colectivo de fin y principio de año, así como la Semana Santa del período 2019/2020, con la finalidad de que esta sea avalada según lo más conveniente para los intereses del Poder Judicial:

Inicialmente, esta propuesta contempla un escenario de fechas de cierre colectivo de cierre de fin y principio de año que inicia el lunes 23 de diciembre de 2019 y finaliza el viernes 3 de enero de 2020, regresando a laborar el lunes 6 de enero de 2020. 

Cabe indicar que, el miércoles 25 de diciembre de 2019 y miércoles 1° de enero de 2020, al ser días feriados no se descontarían del número de días de vacaciones que les corresponde a las personas servidoras judiciales para el periodo 2019/2020.

[bookmark: marca4][bookmark: marca5]Además, se considera dentro de esta propuesta, la posibilidad de un cierre colectivo adicional, correspondiente a Semana Santa de 2020, entre las fechas del 6 y 8 de abril 2020.

Así las cosas, este escenario descontaría del número de días de vacaciones correspondientes al periodo 2019/2020, un total de 11 días hábiles, tal y como se muestra a continuación:

	Mes
	Días
	Cantidad de días

	Diciembre
	23, 24, 26, 27, 30 y 31 de diciembre 2019, así como 2 y 3 de enero 2020
	8 días

	Semana Santa
	6, 7 y 8 de abril 2020
	3 días

	Total
	
	11 días



Según lo anterior y bajo el supuesto de que la Municipalidad de San José decrete un día de asueto cantonal con motivo de las Fiestas de San José 2019-2020 y este sea avalado por la Dirección Ejecutiva de acuerdo a sus competencias,  este no sería rebajado de vacaciones a las personas servidoras judiciales que laboran en el cantón central de San José, así como las oficinas adscritas al Segundo Circuito Judicial de San José, además de aquellas ubicadas en Acosta, Alajuelita, Aserrí, Desamparados, Escazú, Mora, Puriscal, Santa Ana y las oficinas judiciales de la Ciudad Judicial ubicada en el distrito de San Joaquín del cantón de Flores de Heredia, de tal forma que, el número de días de vacaciones a rebajar por el cierre colectivo correspondiente al periodo 2019/2020, según la zona en que las personas prestan sus servicios, sería el que se muestra en el cuadro adjunto:

	Zona en que prestan servicios
	Días de vacaciones a rebajar

	Provincia de San José
	10

	Resto del país
	11



Bajo este escenario, a las personas servidoras judiciales que iniciaron su relación laboral con el Poder Judicial antes del 7 de agosto de 2006, al corresponderles 23 días de vacaciones por período y considerando los rebajos del cierre colectivo del periodo 2019/2020 y la zona en que prestan su servicio, les quedaría un saldo de vacaciones de:

	Zona en que se prestan servicios
	Saldo de vacaciones

	Provincia de San José
	13

	Resto del país
	12


			
Para aquellas personas que iniciaron su relación laboral con posterioridad al 7 de agosto 2006 y que no tengan tiempo reconocido de otras instituciones del Estado antes de esa fecha, su saldo de vacaciones para el periodo 2019/2020 sería:

Para la población del primer escalafón (2 semanas de vacaciones) y de no contar con un saldo mayor a 11 días de vacaciones, se generaría un saldo negativo de un día para quienes laboran fuera de San José y para quienes están amparados por el decreto de asueto de fin de año, su saldo sería suficiente para cubrir la totalidad del cierre colectivo.

Para la población del segundo escalafón (15 días hábiles de vacaciones), quienes laboran fuera de San José, tendrían un saldo de cuatro días y a quienes les asista el decreto de asueto de fin de año, su saldo sería de cinco días de vacaciones.

Para la población del tercer escalafón (20 días hábiles de vacaciones), tendrían un saldo de nueve días de vacaciones para quienes laboran fuera de San José y un saldo de diez días para quienes están amparados por el decreto de asueto de fin de año.

Observaciones:
Debe tomarse en consideración que, bajo este escenario aquellas personas que laboren fuera de San José y tengan derecho a disfrutar del primer escalafón de vacaciones (10 días hábiles), los días de cierre colectivo a rebajar serán superiores a los que tienen derecho. Por lo tanto, deberán tomar previsiones a efectos de contar con saldo suficiente, para no incurrir en una acumulación negativa de su saldo de vacaciones.

Por lo indicado con antelación, a criterio de esta Dirección el planteamiento expuesto es acorde con los intereses institucionales, no obstante, adicionalmente se proponen algunas medidas complementarias que vendrán a evitar la generación de saldos negativos y a propiciar el descanso de las personas servidoras judiciales.

Medidas complementarias:
Es importante que se tomen en cuenta las siguientes consideraciones para evitar la acumulación de saldos negativos de vacaciones.

1. Las jefaturas que tengan a su cargo personas servidoras judiciales a quienes alcanza la reforma del artículo 39 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, están en la obligación de promover un plan que les permita a esas personas disfrutar del derecho al descanso durante el cierre colectivo, pero sin que este disfrute ocasione que, las personas acumulen saldos negativos.

Lo anterior de conformidad con lo dispuesto por el Órgano Superior en sesión 09-12 celebrada el 19 de octubre de 2012, artículo XLII.

2. El plan debe realizarse, en la medida de lo posible, de común acuerdo con las personas servidoras. Caso contrario, el jefe de oficina está en la obligación de elaborar el citado plan; además debe llevar un registro de su efectivo cumplimiento.

3. Las jefaturas deben tomar en consideración que, durante el cierre colectivo las personas que tengan derecho a disfrutar vacaciones deberán hacer uso de ellas, siempre y cuando, su saldo de vacaciones sea suficiente para cubrir los días del cierre colectivo. De no ser así, podrán disfrutar de los días de vacaciones proporcionales que legalmente les corresponde y laborar los días que estarían al descubierto, sin que deba limitárseles el nombramiento.

4. En aquellos despachos que hagan apertura efectiva durante el cierre colectivo, deberá dársele prioridad para el disfrute de vacaciones a las personas servidoras judiciales propietarias e interinas que tengan saldo de vacaciones y que éste les cubra la cantidad de días del cierre colectivo y mantenerse laborando con el personal que no tenga derecho a ese disfrute, evitando limitar el nombramiento de las personas servidoras interinas, sino que, sean éstas quienes deban prestar sus servicios en el periodo de apertura del despacho. 

5. Como medida alterna, para quienes no cuenten con saldo suficiente para cubrir los rebajos de vacaciones del cierre colectivo, se sugiere a la jefatura valorar la realización de trabajos pendientes, proyectos de la oficina que no hayan podido ejecutarse en tiempo ordinario, labores de archivo de documentos y mejoras en las condiciones de salud ocupacional en las que el servicio se presta (orden y ornato del despacho). 

6. En general y para todos los casos, debe indicarse que:

"La PIN será de uso obligatorio, por lo que todas aquellas oficinas que tengan acceso a ella deberán hacer uso de esta herramienta para realizar, entre otros, todos los movimientos relacionados con vacaciones, toda vez que esta acción agiliza el trámite y permite llevar un mejor control de los saldos de este derecho". (Plan de Vacaciones, 4.1.)

Para efectos de ser considerado en el análisis de la aprobación de esta propuesta de días de cierre colectivo, en el cuadro adjunto se desglosa la cantidad de personas asociadas en cada uno de los escalafones de vacaciones establecidos en el artículo 39 de la Ley Orgánica del Poder Judicial:

	Escalafón de vacaciones
	Cantidad de personas por escalafón de vacaciones 
	Distribución porcentual por población de vacaciones

	Población Judicial con derecho a 10 días hábiles de vacaciones
	2645
	41%

	Población Judicial con derecho a 15 días hábiles de vacaciones
	2518
	39%

	Población Judicial con derecho a 20 días hábiles de vacaciones
	1288
	20%

	Total general
	6451
	100%



De lo anterior se desprende que, pese a los beneficios que podría traer a la institución la posibilidad de un cierre general adicional de medio año, en aspectos como la disminución de días acumulados de vacaciones, así como en el ahorro en diversas partidas presupuestarias, actualmente un 41% de las personas (21% del total de la población judicial) a las que se les aplica el artículo 39 citado, les corresponden 10 días hábiles de vacaciones por período,  por lo que de ampliar la cantidad de días de cierre colectivo podría causarles saldos negativos, impidiéndoles futuros disfrutes de vacaciones. 

Como dato adicional, es importante resaltar la cantidad de días de vacaciones que fueron rebajados y la cantidad reconocidos durante el cierre colectivo del período 2018/2019 y que se muestran en el cuadro siguiente:


	Cierre colectivo
	Días rebajados
	Días reconocidos
	Porcentaje de días reconocidos

	Fin y principio 2018/2019
	92464
	30 752
	33.26%

	Semana Santa 2019
	37 713
	11 648
	30.89%



Del análisis del cuadro anterior, puede concluirse que, durante el cierre colectivo señalado en promedio por cada 10 días de vacaciones rebajados, se reconocen 3 días, evidenciándose que, en promedio, las personas servidoras judiciales disfrutaron de 7 días de descanso, durante el cierre colectivo, tanto para fin y principio de año, como el de Semana Santa. 

Finalmente y como corolario de lo indicado, como parte del procedimiento ya establecido, de acuerdo al escenario elegido por el Consejo Superior, esta Dirección rebajaría los días de vacaciones de cada cierre colectivo a toda la población judicial, en el entendido de que las oficinas registrarán mediante la PIN (Proposición Electrónica de Nombramiento), los días que el servidor o servidora se presente a laborar,  esto con la finalidad de que, esos días le sean reintegrados a su saldo de vacaciones.

Con toda consideración,”

- 0 -

	Se acordó: Acoger la gestión presentada en oficio N° PJ-DGH-AP-4479-2019 de 26 de setiembre de 2019, suscrito por la máster Roxana Arrieta Meléndez, la licenciada Olga Guerrero Córdoba y los licenciados Carlos Lizano Alfaro y Juan José Carvajal Siles, por su orden, Directora interina, Subdirectora interina, Jefe interino de Subproceso de Administración de Personal y Coordinador de la Unidad de Prestaciones Legales y Otros, todos de Gestión Humana, en consecuencia: 1.) Aprobar el escenario de fechas de cierre colectivo de cierre de fin y principio de año; que inicia el lunes 23 de diciembre de 2019 y finaliza el viernes 3 de enero de 2020, regresando a laborar el lunes 6 de enero de 2020. Lo anterior, en el entendido que el miércoles 25 de diciembre de 2019 y miércoles 1° de enero de 2020, al ser días feriados no se descontarán del número de días de vacaciones que les corresponde a las personas servidoras judiciales para el periodo 2019/2020. 2.) Aprobar la propuesta de cierre colectivo, correspondiente a la Semana Santa de 2020, entre las fechas del 6 y 8 de abril 2020. 
	La Direcciones de Gestión Humana y Planificación tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748734]ARTÍCULO XLVI

Documento N° 11924-18 / 12374-19.
[bookmark: _Hlk14244704]La máster Roxana Arrieta Meléndez, las licenciadas Olga Guerrero Córdoba y Leda Córdoba Montero y Carlos Lizano Alfaro, por su orden, Directora, Subdirectora interina, Coordinadora interina de la Unidad de Jubilaciones y Pensiones Jefe de Administración de Personal, todos de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP- 4398-2019 de 23 de setiembre de 2019, comunicaron lo siguiente:
“El Consejo Superior en la sesión 90-18, celebrada el 17 de octubre 2018, conoció el oficio 4455-AP-2018 del Subproceso de Administración de Personal de la Dirección de Gestión Humana, en cual la citada dirección exponía su criterio técnico sobre el reclamo de reajuste de jubilación presentado por la señora Lidieth Herrera Zamora y sobre el mismo acordó:

“Trasladar el presente acuerdo a la Dirección Jurídica para que realice un estudio e informe a este Consejo cual procedimiento jurídico le es aplicable en la situación de la señora Liliette Herrera Zamora, Jubilada judicial.”

Posteriormente, en la sesión 034-2019, celebrada el 23 de abril 2019, el Consejo Superior conoce el informe DJ-AJ-473-2019, rendido por la Dirección Jurídica y sobre el mismo dispuso:

“Acoger el criterio de la Dirección Jurídica, suscrito por la máster Argili Gómez Siu, Subdirectora Jurídica y el licenciado Jorge E. Kepfer Chinchilla, Coordinador Área Análisis Jurídico, mediante el oficio N° DJ-AJ-473-2019 del 4 de abril de 2019, en consecuencia: 1.) Solicitar a la Dirección de Gestión Humana, realice los cálculos respectivos al monto de la jubilación de la señora Liliette Herrera Zamora, para determinar si el monto que recibe está correctamente valuado e informe lo pertinente a este Consejo.”

Ahora bien, en atención al acuerdo citado, se le informa al Consejo Superior que se procedió a realizar los cálculos respectivos para la determinación del nuevo monto de jubilación de la señora Herrera Zamora, labor para la cual se inicia con la consulta del monto actual que devenga la jubilada, encontrando en su registro de prontuario, que la exservidora falleció el pasado 4 de abril de 2019, ósea 19 días antes de que el Consejo Superior conociera el informe de la Dirección Jurídica y ordenara a la Dirección de Gestión Humana la elaboración de los cálculos por el reajuste pretendido.

Por lo anterior, se le informa al Consejo Superior que el lamentable deceso de la señora Lidieth Herrera Zamora, imposibilita la generación de un reajuste sobre su monto de beneficio. Así mismo, qué de acuerdo con la verificación de las solicitudes de pensión presentadas ante la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, no se registra a la fecha ningún reclamo tendiente a la aprobación de un derecho de pensión, razón por la cual no existen a esta fecha sumas por liquidar.”

- 0 -
En sesión 90-18, celebrada el 17 de octubre 2018, artículo LXXVII, se trasladó el informe de la Dirección de Gestión Humana, relativo al reclamo de reajuste de jubilación presentado por la señora Lidieth Herrera Zamora a la Dirección Jurídica para que realizara un estudio e informe a este Consejo, relativo a cuál procedimiento jurídico le era aplicable a la situación de la señora.
Luego, en sesión 34-19, celebrada el 23 de abril 2019, artículo XXIII, se acogió el informe rendido por la Dirección Jurídica, asimismo, se acordó solicitar a la Dirección de Gestión Humana, realizar los cálculos respectivos al monto de la jubilación de la señora Liliette Herrera Zamora, para determinar si el monto que estaba recibiendo era correcto e informara lo pertinente a este Consejo.
Posteriormente, en sesión N° 81-19 celebrada el 17 de setiembre de 2019, artículo LVI, se acogió la gestión presentada por la Unidad de Jubilaciones y Pensiones, y se autorizó una prórroga de 10 días hábiles para presentar el informe solicitado en sesión N° 34-19 celebrada el 23 de abril de 2019, artículo XXIII.  

- 0 -

Se acordó: Tener por rendido el informe presentado por la Dirección de Gestión Humana, en oficio N° PJ-DGH-AP- 4398-2019 de 23 de setiembre de 2019. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748737]ARTÍCULO XLVII

Documento N° 12234-19.
En oficio N° 1558-PLA-MI-2019 del 20 de setiembre del 2019, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, remitió lo siguiente:
“Le remito el informe del Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con el resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba a raíz de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil.

Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio 1373-PLA-MI-2019 del pasado 28 de agosto, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento del Lic.  Randall Gómez Chacón, Juez Coordinador del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba. Mediante copia de este oficio, también se le solicitó criterio al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional,  Comisión de la Jurisdicción Laboral y a la Comisión de la Jurisdicción Civil.  Como respuesta se recibió observaciones del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (ver apéndice 10, nota 372-CACMFJ-JEF-2019),  de la Comisión de la Jurisdicción Civil (ver apéndice 11, oficio 171-CJC-2019).  El 2 de setiembre de 2019 se realizó una reunión de revisión del informe con el equipo asesor de materia Civil, de la cual las observaciones emitidas coinciden con lo indicado en el oficio 171-CJC-2019.

Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta.

[bookmark: _Toc20748739]Presentación

El presente informe corresponde al resumen de hallazgos detectados y el plan de trabajo propuesto en el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba, a raíz del acompañamiento brindado a los despachos por parte de la Dirección de Planificación durante la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342) a partir del mes de octubre de 2018, con fundamento en lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 41-16 del 27 de abril de 2016, artículo XIX; donde se acordó la prioridad institucional a fin de tomar las acciones en las diferentes áreas administrativas para lograr implementar con éxito estas reformas.

La información plasmada en este informe corresponde a los datos obtenidos mediante la ejecución de las tareas que desarrollaron los profesionales a cargo del acompañamiento; las cuales se mencionan y explican a continuación:

[bookmark: _Hlk17185154]La Dirección de Planificación asignó una persona Profesional 2 que se encargará de dar acompañamiento y seguimiento a los despachos asignados, a fin de que logren iniciar sus operaciones de forma óptima y ordenada en el equilibrio de cargas de trabajo.

La Jefatura del Subproceso de Modernización Institucional envió un correo a los despachos que serán abordados, para informarles sobre la visita o acompañamiento que recibirán por parte de esta Dirección en donde se les explican los alcances del abordaje y obligación de los despachos de colaborar con el trabajo designado a fin de maximizar los recursos y equiparar las cargas de trabajo. En algunos casos no se realizó el envío de este correo por cuanto ya existía comunicación con ciertos Juzgados o Tribunales.

Se determinó el estado de los Despachos respecto a la participación en la huelga (2018), por lo cual no fue posible, en algunos casos, brindarles el abordaje en parte o totalmente (esta revisión aplica para todos los despachos).

Se realizó revisiones del circulante de Despachos y se sugieren propuesta de cómo ajustar los circulantes, a fin de que las cargas de trabajo se distribuyan de forma equitativa (por procedimiento y por fase del proceso) entre todo el personal de los despachos (tanto Juzgador como Técnico Judicial); y además se revisó y sugirió, en caso de presentarse, la corrección de inconsistencias tales como fases desactualizadas, identificación de procesos como legajos y tercerías que no se encuentren asociados a un expediente principal, procesos principales y sus legajos o tercerías asignados a diferentes personas técnicas judiciales, revisión de expedientes activos con tareas que sugieren que el asunto debería o podría estar cerrado,  entre otras.

En el caso de que al momento de revisar la distribución de cargas de trabajo el circulante se encuentre correctamente distribuido entre todo su personal, se procedería solamente a revisar las inconsistencias en el punto anterior descritas.

Una vez que se corroboró mediante listado del circulante actual, que los circulantes se encuentran equitativamente repartidos por tipos de procedimientos y fases entre todo el personal del Despacho, se procedió a enviar un correo electrónico donde se indica que a partir de esa fecha su oficina es certificada con un circulante equitativamente distribuido.

Debido al abordaje que se realizó por parte de esta Dirección con motivo de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo en el 2016 y 2017, existen varios despachos que ya contaban con la conformación de un Equipo de Mejora de Procesos; por lo tanto, en los casos que ya existía un Equipo, se revisan y se valora si es procedente una actualización de estos, si es que el Juzgado sufrió algún tipo de variación en su estructura de trabajo; o bien se crea un Equipo si es que este no existía aún.

Debido a que actualmente la mejora electrónica del Reparto Automático no se encuentra funcionando de la manera ideal para la materia Civil, ya que no reparte los asuntos de nuevo ingreso por medio de la variable Procedimiento sino por otra variable que no permite su debida distribución; los Profesionales a cargo de los abordajes confeccionaron diferentes herramientas en formato Excel conocidas como “Tejedoras” las cuales fueron debidamente ajustadas a la estructura de trabajo de los diferentes despachos, y con procesos actuales de acuerdo al Nuevo Código Procesal Civil, para que de forma temporal los despachos las utilicen y distribuyan sus demandas nuevas de forma equitativa.

Para poner en funcionamiento la Tejedora brindada, se les solicitó a las diferentes áreas de Tecnología de la Información Regional desactivar las mejoras de reparto automático (aplica sólo para Juzgados).

A todos los despachos abordados con la Reforma al Código de Trabajo, se les actualiza la matriz de indicadores de gestión, se resolvieron dudas y se realizó la retroalimentación.

[bookmark: _Hlk17185117]De las tareas mencionadas anteriormente se desprende la siguiente herramienta que valora la situación del despacho durante el acompañamiento, identificando los hallazgos, las propuestas de trabajo, los responsables de la implementación de las propuestas, el estado de la propuesta y los documentos de referencia.

Es importante mencionar, que, en el caso de los Despachos abordados inicialmente a raíz de la Reforma al Código de Trabajo, en ocasión a la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil se realizó un acompañamiento remoto; con excepción de algunos Juzgados que se visitaron debido a que en la zona se cuenta con Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil.

Por otro lado, se informa que a raíz del informe preliminar 1073-PLA-MI-2019 relacionado con la “Estructura de Trabajo de los Juzgados Civiles y de Trabajo y Juzgados Mixtos; en el marco del Nuevo Código Procesal Civil” y su definitivo, se podría generar cambios en los indicadores de gestión y estructura de trabajo (cuotas).

[bookmark: _Toc20748740]Antecedentes

Los antecedentes se presentan a continuación:

Con ocasión de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo se realizó un aborda en el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba de donde se generó el informe 1396-PLA-2017, el cual fue conocido por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 88-17 celebrada el 28 de 2017.

Una vez entrada en vigencia la Reforma al Código de Trabajo, el Juzgado percibiría modificaciones estructurales, ya que; se sumó al equipo de trabajo dos personas técnicas judiciales y una persona juzgadora adicional, que atendería las materias establecidas en el escenario incluido en el 1396-PLA-2017; y una persona técnica judicial.

Con motivo de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil (octubre 2018), en el cual el Juzgado adquirió nuevo circulante en materia Civil proveniente de Juzgados que atendía Menor Cuantía y trasladó los ordinarios de Mayor Cuantía y Cuantía Inestimable; sería necesario revisar las estructuras de trabajo y distribución de cargas de trabajo. Debido a lo anterior, la Dirección de Planificación estableció las estructuras de trabajo para los Juzgados Mixtos que tendrían cambios, mediante el oficio 1382-PLA-2018 relacionado con cambios de competencia en materia Civil y modificación en las estructuras de trabajo; aprobado por Consejo Superior en sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018, Artículo XLIX.

[bookmark: _Toc20748741]Herramienta para valorar la situación del despacho durante la visita

	Actividad 
	Responsable de la Actividad
	Hallazgo
	Propuesta (Qué, quién, cuándo y cómo)
	Responsable de implementar la mejora
	Anexos
	Observaciones

	Tema: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Civil, Trabajo y Agrario en el despacho

	Verificación de la asignación de Persona Juzgadora y Persona Técnica Judicial por expedientes
	Dirección de Planificación  
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	•En materia Civil, se identifican dos expedientes sin persona juzgadora asignada y dos expedientes sin asignar a ningún técnico Judicial.
•En materia Laboral y Agraria, todos los expedientes tienen Persona Juzgadora y Persona Técnica Judicial asignada.
	•Actualizar los expedientes en el Sistema de Gestión, de forma tal que se le asigne la persona Juzgadora y técnico judicial responsable de su trámite.
•Esta tarea debe ser realizada por las personas Técnicas Judiciales con la supervisión de la Coordinadora o Coordinador Judicial y la Jueza o Juez Coordinador del Despacho.
	Personal del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	Ver apéndice 1,
Certificación del circulante Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba.
	Dicha labor finalizó el 5 de diciembre del 2018.

Estado: Realizado

	Verificación de los expedientes según tipo de Procedimiento y ubicación.
	Dirección de Planificación  
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	•Se identifica en materia Civil 5 expedientes sin el dato del procedimiento. 
•En materia Laboral se identifica 98 expedientes con el procedimiento desactualizado.
•En materia Agraria dos expedientes con ubicación incorrecta.
	•Actualizar los expedientes en el Sistema de Gestión, de acuerdo con el procedimiento que corresponda en todas las materias, en el caso de materia civil, según el Manual definido para esos efectos el cual contiene la circular 113-18.
•Esta tarea deberá ser realizada por la Coordinadora o Coordinador Judicial y la Jueza o Juez Coordinador del Despacho.
	Personal del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	Ver apéndice 2, ajustes solicitados al circulante del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba.
	Dicha labor inició el 13 de noviembre y finalizó el 05 de diciembre del 2018. 

Estado: Realizado

	Verificación de las fases de los procesos activos en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales. 
	Dirección de Planificación  
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	•Se detectan 44 expedientes con las fases desactualizadas, según el catálogo de nuevas Fases, Circular 113-2018 “Cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil”.
•En las materias Laboral y Agraria las fases se registran de manera correcta.
	•Actualizar los expedientes en el Sistema de Gestión, de forma tal que se le asigne la fase correcta, esta tarea debe ser realizada por las personas técnicas judiciales con la supervisión de la Coordinadora o Coordinador Judicial y la Jueza o Juez Coordinador del Despacho.
	Personal del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	Ver apéndice 2, ajustes solicitados al circulante del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba.
	Dicha labor inició el 13 de noviembre y finalizó el 05 de diciembre del 2018. 

Estado: Realizado

	Verificación de combinación de variables y tareas en el circulante con estado trámite.
	Dirección de Planificación  
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	•Se encontraron inconsistencias entre la variable de ubicación electrónica con tareas activas en el circulante en trámite, específicamente:   •En materia Laboral se identifican dos expedientes, uno con tarea de terminado estando este activo y otro como prueba informática.
•En materia Agraria se identifica un expediente con tarea errónea.
•En materia Civil no se identifican expedientes con inconsistencias en las tareas.
	•Actualizar los expedientes en el Sistema de Gestión, de forma tal que se le asigne la tarea correcta. 
•Esta tarea deberá ser realizada por las personas Técnicas Judiciales con la supervisión de la Coordinadora o Coordinador Judicial y la Jueza o Juez Coordinador del Despacho.
	Persona Coordinadora del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	Ver apéndice 2, ajustes solicitados al circulante del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba.
	Dicha labor inició el 13 de noviembre y finalizó el 05 de diciembre del 2018. 

Estado: Realizado

	Análisis de cargas de trabajo por persona Juzgadora y Técnica Judicial.
	Dirección de Planificación
	•Las cargas de trabajo del personal técnico judicial se encuentran desequilibradas ya que, en materia Civil, ya que, se identifican diferencias de 22 expedientes entre la persona técnica judicial 1 con respecto al técnico judicial 3, y en materia de Trabajo se identifican diferencias de 26 expedientes entre la persona técnica judicial 3 con respecto al técnico judicial 2.
•Las cargas de trabajo de las personas juzgadoras no se encuentra asignado según lo definido en informe 1382-PLA-2018, ya que el Juez 2 debe de atender el 89% de los asuntos Materia Civil y la persona Juzgadora 3 los restantes y el 100% de la Materia Agraria, pero no se encuentra asignado de esta manera.
	•El Coordinar Judicial debe realizar los movimientos necesarios de expedientes entre el personal técnico judicial y personas juzgadoras, que permitan que la carga de trabajo sea homogénea tanto en cantidad como en tipo de procedimiento y la fase de los procesos, con el propósito de buscar la equidad en la cantidad de asuntos asignados.
	Persona Coordinadora del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	Ver apéndice 1,
Certificación del circulante Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba.

Ver apéndice 3, Distribución de expedientes por persona Juzgadora y Técnica Judicial.

	Dicha labor inició el 13 de noviembre y finalizó el 5 de diciembre del 2018.

Estado: Realizado

	Tema: Revisión de audiencias

	Revisión de la cantidad de audiencias por persona Juzgadora.
	Dirección de Planificación 
	•Se determina, de acuerdo con consulta efectuada a la Agenda Cronos de diciembre 2018, que en materia Civil existen 3 audiencias pendientes, en materia Laboral 6 pendientes y en materia Agraria 4 pendientes.

•La Agenda en materia Civil va en fecha 22 de enero 2019, materia Laboral al 4 de febrero de 2019 y en materia Agraria al 13 de febrero del 2019.

•Se identifican apuntes en la agenda Cronos que deben ser ajustados por el Despacho. 
	•El Despacho deberá agendar con base en la distribución equitativa del circulante planteada por el profesional de la Dirección de Planificación. 

El Juzgado debe ajustar los apuntes con oportunidad de mejora de la Agenda Cronos (ver apéndice 4)
	Persona Coordinadora del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	Ver apéndice 4, Correos de respuesta de Agenda Cronos
	Dicha labor fue realizada el 05 de diciembre del 2018.

Estado: Realizado

	Tema: Otras actividades

	[bookmark: _Hlk17360321]Acceso a los sistemas en el Despacho Judicial.
	Dirección de Planificación 
	•Se identificó que las personas juzgadoras de este Despacho Judicial no cuentan con la firma digital.
	•La persona Coordinadora Judicial del despacho, debe comunicarse con la Administración Regional, para coordinar la actualización de las firmas digitales de las personas juzgadoras.
	Persona Coordinadora del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
Administración   Regional
	Ver apéndice 5,
Correos de consulta de la firma digital a la Administración Regional.
	Dicha consulta a la Administración se efectuó el 29 de noviembre de 2018, queda pendiente para ser solicitado en el 2019.

Estado: Pendiente.

	Reparto de asuntos nuevos.
	Dirección de Planificación
	•Se le entrega al despacho una herramienta “Tejedora” ajustada a la estructura de trabajo del despacho, y con procesos actuales de acuerdo al Nuevo Código Procesal Civil, ya que la mejora electrónica del Reparto Automático no se encuentra funcionando de la manera ideal para la materia Civil.
	•Se les solicita a las diferentes áreas de Tecnología de la Información Regional desactivar las mejoras de reparto automático.
•El despacho debe utilizar la tejedora para distribuir sus demandas nuevas de forma equitativa.
	Persona Coordinadora del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
Administración   Regional
	Ver apéndice 1,
Certificación del circulante Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba (en el cual se confirma el envío de la tejedora).
	Dicha labor se realizó el 5 de diciembre del 2018.

Estado: Realizado

	Matriz de Indicadores de Gestión.
	Dirección de Planificación 
	•Se actualizaron las cuotas de trabajo en las tres materias, para el personal Juzgador y Técnico Judicial.

El Despacho cuenta con indicadores de gestión desde mayo 2017, producto del abordaje realizado a raíz de la Reforma al Código de Trabajo, lo cual se visualiza en el informe 1396-PLA-2017. 
	•La persona coordinadora Judicial es la responsable de actualizar mensualmente la matriz de indicadores de gestión de conformidad con el alcance que se establece en el Modelo de Sostenibilidad de Proyectos.
•La persona juzgadora coordinadora del Despacho debe velar porque la persona coordinadora Judicial realice la anterior. 
•La información insumo para completar la matriz, se extrae del SIGMA, Escritorio Virtual y demás controles del juzgado.
•Los resultados de los indicadores de gestión será la base para la reunión mensual del Equipo de Mejora donde se realizará el análisis de los indicadores de gestión y elaborar los planes remediales.
•Se actualizó el 13 de diciembre de 2018 la matriz de Indicadores de Gestión
	Personal del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	Ver apéndice 6, la Matriz de Indicadores de Gestión ajustada.

Ver apéndice 7, Actualización de parámetros de la Matriz de indicadores.

Ver apéndice 8, Actualización de Matriz de indicadores.

	 Dicha labor se realizó el 13 de diciembre del 2018.
El 23 de julio de 2019, se actualizan los parámetros de la matriz de indicadores del despacho.
El 5 de agosto de 2019, se incluye un indicador para la cantidad de escritos pendientes de resolver por materia.

Estado: Realizado 

	Equipo de Mejora
	Dirección de Planificación  
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	•Se confirma con el Juzgado que se mantiene el Equipo de Mejora de Procesos se reúne con periodicidad y se actualiza en relación al personal que actualmente labora en el despacho.

El inicio del Equipo de Mejora de este Despacho se dio en ocasión a la Reforma al Código de Trabajo, para lo cual se realizó un abordaje en el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba de donde se generó el informe 1396-PLA-2017, el cual contempla la conformación del equipo. 
	•El Equipo de Mejora es el responsable en la toma de decisiones, propuestas de solución y el seguimiento para la sostenibilidad del plan de trabajo. 
•Adicionalmente, el Equipo de Mejora es el responsable de realizar el análisis de los indicadores de gestión, para lo cual se reúnen una vez al mes, donde se analiza y consolida la información extraída y se genera la minuta; en la que debe constar la participación y firma de todas las personas involucradas.
•El criterio del Equipo de Mejora será fundamental para la creación del plan remedial y la evaluación de sus resultados. 
•La persona juzgadora coordinadora del despacho debe velar y promover la participación de la totalidad de los integrantes del Equipo de Mejora en las actividades correspondientes.
• Durante el acompañamiento se reafirma el Equipo de Mejora de Procesos.
•Se retroalimenta en relación con las funciones y responsabilidades de cada persona que forma parte del equipo de mejora.
	Personal del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
	Ver apéndice 9, Confirmación de equipo de mejora de procesos.
	Dicha labor se realizó en 16 de noviembre de 2018.

Estado: Ejecutado. 



[bookmark: _Toc20748742]Detalle del uso de libro de pase a fallo y la mejora de pase a fallo del Escritorio Virtual 

Con la finalidad de dar cumplimiento a lo solicitado por la Comisión de la Jurisdicción Civil, se amplía a continuación el tema del pase a fallo:

El control del pase a fallo sirve para registrar los expedientes pasados a fallar, las fechas de fallo y los expedientes devueltos sin sentencia, con su respectiva razón. Lo anterior con la finalidad de mantener controlado el proceso de dictado de sentencia debido a la relevancia de este.

Una vez que el expediente está listo para fallo, el personal técnico judicial, lo traslada a la ubicación en el E.V. de la persona coordinadora judicial para que lo ingrese en el libro electrónico de pase a fallo (MS Excel) y en la mejora de pase a fallo electrónico del E.V.  La tarea que debe utilizar la persona técnica judicial en la ubicación de la persona coordinadora judicial es "enviar a dictado de resolución o sentencia".

La coordinadora o coordinador judicial le asigna en la ubicación de la persona juzgadora el expediente en la tarea "expediente listo para fallar e ingresar al libro de fallo electrónico" del E.V.

Una vez que la persona juzgadora dictó la sentencia traslada el expediente a la ubicación del coordinador o coordinadora judicial en la tarea "sentencia dictada actualizar libro" o en caso de que sea necesario devolver el expediente sin fallo se coloca en la tarea "expediente devuelto sin sentencia se registra fallo electrónico" del E.V.

Los datos que se ingresan en el libro electrónico de pase a fallo deben coincidir con los registros de la mejora del E.V. "libro pase a fallo", es responsabilidad del coordinador o coordinadora judicial, confirmar dicha coincidencia, como mínimo de forma mensual para asegurar la veracidad de información que se incluye en los indicadores de gestión, entre otros motivos.

[bookmark: _Toc20748743]Modelo de Sostenibilidad

Con el fin de garantizar la sostenibilidad y los resultados del desempeño del Despacho a lo largo del tiempo, se reitera el procedimiento del Modelo de Seguimiento y Sostenibilidad de los Despachos abordados, donde interactúan los equipos de mejora de los despachos, la Administración Regional, el Consejo de Administración, la Dirección de Planificación y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento para la Gestión Jurisdiccional. El procedimiento descrito se muestra a modo de diagrama de flujo en la figura 1.

[bookmark: _Toc20748744]Descripción del Procedimiento de seguimiento

La Dirección de Planificación es la responsable de definir los Indicadores de Gestión para cada una de las oficinas, tomando en consideración las variables estadísticas y estructura organizativa de cada despacho.

El Coordinador o Coordinadora Judicial de cada oficina es el responsable de realizar mensualmente el cálculo de los indicadores. Para esto posee un tiempo de 15 días naturales, para completar la matriz de indicadores. Esto se debe realizar en las primeras dos semanas del mes.

Luego de la generación de los Indicadores, se deje actualizar la pizarra de indicadores con los datos obtenidos durante el mes.

Los Equipos de Mejora, se deben reunir y revisar los resultados obtenidos del mes, esto se debe realizar durante la tercera semana del mes. Es necesario, realizar la minuta correspondiente de la reunión, así como la definición de los planes remediales y acciones a ejecutar, esto para los casos que se requiera la toma de decisiones para la mejora de los resultados obtenidos.

Es importante extender la invitación de la reunión de revisión de indicadores a la Administración Regional, de forma que asista el coordinador del área jurisdiccional a dicha reunión, esto en los casos sea posible y de acuerdo a la programación anual de visitas que maneje la administración.

El Coordinador o Coordinadora Judicial del despacho debe remitir a más tardar al finalizar la tercera semana del mes, la minuta de reunión, los Indicadores de Gestión del mes y los planes remediales definidos, a la Administración Regional con copia al Consejo de Administración.

La Administración Regional es la responsable de realizar la revisión y análisis de los datos mensuales de cada oficina, del mismo modo deberá dar seguimiento a los planes remediales definidos por los mismos despachos, velando de esta forma por el cumplimiento de estos.

El Consejo de Administración al igual que la Administración Regional, debe tomar de insumo la información remitida por los despachos, como parte de su labor por velar por la buena marcha del Circuito; analizar su funcionamiento y proponer las mejoras pertinentes.

La Administración Regional, mensualmente debe remitir la información recibida por las oficinas al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.

El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional debe brindar apoyo y seguimiento a los despachos judiciales, del mismo modo debe recomendar la actualización de los rangos definidos en los Indicadores de Gestión al órgano técnico.

Figura 1
Diagrama de Flujo Procedimiento de Seguimiento de Indicadores

[bookmark: _Toc20748745]
Otros aspectos a considerar:

-El Modelo de Sostenibilidad pretende integrar a las personas del Despacho en un proceso de mejora continua, mediante la conformación de un Equipo de Mejora que tiene la responsabilidad de la toma de decisiones y propuestas de solución para la sostenibilidad del plan de trabajo.

-La ejecución del Modelo de Sostenibilidad implica que se tenga actualizada la matriz de indicadores, la reunión mensual del Equipo de Mejora la cual quedará evidenciada mediante la minuta de la sesión en la que conste la participación del equipo y en la cual se elabore y se dé seguimiento al plan remedial.

-El Plan remedial es el conjunto de medidas de cambio temporal que se toman en una organización para mejorar su rendimiento, su gestión, capacidades cognitivas del personal, optimización de procesos, celeridad en las tareas, entre otros. Deben planificarse cuidadosamente, llevarse a la práctica y constatar sus efectos. Además, dichos planes remediales deben ser medibles, tener una persona responsable de su cumplimento, una fecha de inicio y fin, una cuota asignada o plazo, entre otros.

-La información obtenida deberá ser remitida la tercera semana de cada mes a la Administración Regional con copia al Consejo de Administración y a la Dirección de Planificación (durante los seis meses de seguimiento), deben adjuntar: la minuta de reunión, los planes remediales, la matriz de indicadores y además, deberá actualizar la pizarra del Despacho.

El apartado anterior se incluye con a la finalidad de ampliar el tema según lo solicitado por la Comisión de la Jurisdicción 

[bookmark: _Toc20748746]Atención a Observaciones al informe 1373-PLA-MI-2019

A continuación, se muestran el análisis y respuestas a las consultas recibidas al preliminar de este informe, oficio 1373-PLA-MI-2019, por parte de la Comisión de la Jurisdicción Civil, el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba y al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, los cuales después de realizar la revisión respectiva emiten las siguientes observaciones:

	Comentarios
	Posición de la Dirección de Planificación

	[bookmark: _Hlk19085898]Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional

	“Omite referirse sobre la revisión de los expedientes pendientes para fallo y revisión de las variables de trámite, como lo son los escritos y demandas nuevas pendientes de tramitar, lo cual considera este Centro importante de incluirse, conforme fue considerado en otros despachos abordados “. 
	Es fundamental hacer referencia al apartado de presentación de este informe, en el cual de detallas las tareas que debían ser ejecutadas a raíz del acompañamiento brindado; con las cuales se confirma que el informe cumple a cabalidad con los aspectos solicitados, que son los mínimos necesarios para la continuación de las operaciones. 

En los nuevos despachos civiles, Juzgados y Tribunales Colegiados de Primera Instancia, al ser estructuras nuevas de trabajo contaron con prioridad respecto al acompañamiento brindado, por lo cual; como parte de las tareas se visitó el sitio a diferencia de los Juzgados Mixtos en los cuales, en la mayoría, el acompañamiento se realizó de forma remota; variable que dificulta la revisión extra de aspectos. 

El comentario afecta el contenido del presente informe.

	Recomendación: “Al Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
-Deberá implementar y dar seguimiento al plan de trabajo, así como a las recomendaciones establecidas en este informe y ejecutar las labores pendientes, a fin de garantizar el correcto desempeño del Juzgado “.

Adicionar a la recomendación que el despacho informe el cumplimiento de la actividad pendiente a la Dirección de Planificación y este Centro.
	Se toma nota de la solicitud y se informa que el Despacho concluyó con las tareas asignadas por lo cual se modifica la recomendación. 





	Recomendación: “Al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en conjunto con el Equipo Gestor de la materia Civil.
Dar seguimiento al desempeño del Juzgado, así como al cumplimiento de los planes de trabajo mencionados en este informe, con la finalidad de que, en caso de ser necesario, se brinden recomendaciones al Despacho y además se cuente con información base para el diseño de los planes de descongestionamiento que desarrolla el Centro. “

La guía de la implementación del rediseño recae en la Dirección de Planificación, así como de certificar el despacho con un circulante equitativamente distribuido, actualización de fases, entre otros, considerando además que desde un inicio el despacho ha sido dirigido por esa Dirección, metodología que siempre ha sido utilizada por esa dirección en otros rediseños de despacho judiciales. El acompañamiento se realiza por la Dirección de Planificación de manera conjunta con la Dirección de Tecnología de la Información y al final certifican el cumplimiento del plan trasado por el Órgano Técnico.
El CACMFJ, realiza el seguimiento de los planes de trabajo del despacho de manera mensual para el desarrollo de los planes de descongestionamiento.
	Es importante mencionar que mediante el informe 32-PLA-MI-2018 relacionado con “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil para el 2019”, aprobado por Corte Plena en sesión de presupuesto del 30 de mayo del 2018; se asignó al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional dos plazas de profesional 2 en condición extraordinaria con la siguiente información:

“Seguimiento a los planes de trabajo y recomendaciones aprobadas por el Consejo Superior.”

Debido a lo anterior, se mantiene la recomendación de que el CACMFJ realice el seguimiento al cumplimiento de las acciones pendientes en este informe, los problemas detectados y fundamentados, deben ser enviados a esta Dirección para proceder con los ajustes pertinentes

Adicionalmente el trabajo definido para la Dirección de Planificación respecto al acompañamiento a los Despachos a raíz de la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil correspondía a lo planificado dentro de los meses de octubre 2018 a enero 2019.

El comentario no afecta el contenido del presente informe.


	Comisión de la Jurisdicción Civil

	“SOBRE LA ACTIVIDAD DE LOS TÉCNICOS EN LOS DESPACHOS EN CUESTIÓN: Siendo que se deduce de los informes que las personas técnicas judiciales tramitan todas las materias, para esta Comisión esa forma de distribución de trabajo no es la más adecuada. En la actualidad, en estas estructuras mixtas se utilizan varios Códigos Procesales, entre ellos el laboral, el civil, un procesal penal o civil sin reforma que quedó vigente por transitorio de familia e inclusive dentro de pronto se sumarían un nuevo Código Procesal Agrario y uno de la materia de familia, lo que exige de las personas que laboran en estos despachos un conocimiento muy amplio en muchos temas, lo que no resulta práctico... 

... Lo que recomendamos, es que se formen equipos de trabajo por materia, para centralizar la información y los resultados, y con el fin de que ninguna de las materias quede rezagada respecto de las otras que se tramitan, implementar en los casos que amerite un plan remedial, que persiga como objetivo tramitar la materia que está más atrasada y ponerla al día, lo cual es de fácil realización partiendo del análisis mensual que se debe hacer en las reuniones de la revisión de los indicadores, donde se establecen  los planes remediales y se lograría equilibrar las cargas en cada materia sin necesidad de poner a trabajar en todo a los técnicos. Solicitamos se valore este tema y se incluya en lo que se resolverá en el informe 1073-PLA-MI-2019.”
	Se toma nota de la manifestación por la Comisión de la Jurisdicción Civil sobre el informe preliminar 1073-PLA-MI-2019. Dicho informe, fue construido con aportes y criterios de la Comisión, quienes participaron de forma activa en la definición de los distintos apartados juntamente con esta Dirección. 

Por otro lado, las observaciones relacionadas con el informe 1073-PLA-MI-2019 serán atendidas en el informe definitivo sobre las “Estructura de Trabajo de los Juzgados Civiles y de Trabajo y Juzgados Mixtos; en el marco del Nuevo Código Procesal Civil”; que realizará esta Dirección con motivo de determinar el impacto de la reforma.

La observación no modifica el contenido del informe.

	Se solicita aclarar a los Despacho el procedimiento sobre el pase a fallo, en tanto se deduce de los abordajes y visitas que se han realizado por parte de la Comisión Civil y el Centro de Apoyo, que existe confusión en el manejo del libro, incluyendo formas distintas de verlo entre la propia Inspección Judicial y la Dirección de Planificación. Hemos verificado que el Coordinador Judicial actualiza el libro hasta que lo pasa al Juez o Jueza y no desde que lo tiene el Coordinador asignado; el problema que se está dando es que si el expediente no está en la casilla del juzgador, no le genera causa ni responsabilidad, pero al momento de asignárselo le cuentan los 15 días que tiene para el dictado de la sentencia lo que ocasiona una responsabilidad, y ese problema se agrava en tanto los jueces señalan que no tienen capacidad operativa para resolver, solicitamos se especifique a la Inspección Judicial las implicaciones relacionadas al procedimiento actual sobre el pase a fallo.
	Se incorpora el detalle del tema del proceso de pase a fallo con la finalidad de ampliar en el tema en los Despachos y subsanar la deficiencia detectada por esta Comisión.

Debido a que la Comisión estima necesario que: 

“se especifique a la Inspección Judicial las implicaciones relacionadas al procedimiento actual sobre el pase a fallo”

Se sugiere que la Comisión informe a la Inspección Judicial la oportunidad de mejora detecta y gestione el espacio necesario para el intercambio de ideas, en el cual, con gusto, esta Dirección participará. 
 
El comentario modifica el contenido del presente informe.

	Reiteramos la necesidad de la valoración, comunicación y análisis a la implementación del Modelo de Sostenibilidad en los despachos mixtos analizados, en tanto en el abordaje que se ha realizado con las visitas de la Comisión y el Centro de Apoyo a los distintos despachos civiles, se ha comprobado que no se tiene claridad en las estructuras, de la participación de los despachos en los planes remediales, en el tema de análisis de indicadores por medio de reuniones y minutas, así como en el planteamiento al seguimiento de cada plan, siendo comprobable este tema, a través del análisis de los planes y actas de reunión que realiza de cada despacho y que la Dirección de Planificación tiene en su poder.  
	Es fundamental recordar que las estructuras de trabajo que atienden la materia Civil de forma mixta se abordaron por esta Dirección con el Proyecto de Reforma al Código de Trabajo, ejercicio que incluyó la implementación del Modelo de Sostenibilidad, los indicadores de gestión y la creación de los Equipos de Mejora. 

En el informe 1396-PLA-2017 relacionado con el proyecto realizado en el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba, en el marco de la Reforma al Código de Trabajo se detalla en apartado de “Seguimiento y Sostenibilidad” la descripción clara del procedimiento del Modelo de Sostenibilidad. 

Tomando en consideración la sugerencia de la Comisión se reitera en este informe el procedimiento del Modelo de Sostenibilidad y otros aspectos que aclararan dudas sobre el tema.

La observación modifica el contenido del informe.

	Dentro de las indicaciones del señalado informe se mencionó concretamente lo siguiente respecto del modelo de sostenibilidad: (…) Con el fin de garantizar la sostenibilidad y los resultados del desempeño del Despacho a lo largo del tiempo, se define el siguiente procedimiento como parte del Modelo de Seguimiento y Sostenibilidad de los Despachos abordados, donde interactúan los equipos de mejora de los despachos, la Administración Regional, el Consejo de Administración, la Dirección de Planificación y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento para la Gestión Jurisdiccional. (…) . 
Según se ha determinado del modelo de seguimiento, además del abordaje y certificación de los despachos en relación con las nuevas estructuras de trabajo ya aprobadas, a partir de la entrada en vigencia de la reforma procesal civil, existe la imperiosa necesidad que la Dirección de Planificación genere un abordaje a las nuevas estructuras, en el que valore todos los aspectos propios de los despachos analizados, tales como entrada y salida de asuntos, conformación actual de circulante por materia y por tipo de proceso, las cargas de trabajo, y cuotas asignadas tanto a los técnicos judiciales, como al personal juzgador, todo lo anterior, basado en datos e información actualizada y acorde a la realidad, con el fin de que se elimine el riesgo apuntado por esta Comisión, en el sentido de contar con los elementos necesarios, actuales y correctos que permitan a los despachos el efectivo y eficaz desempeño de su gestión. Máxime en el caso de los juzgados mixtos que tramitan varias materias desde dos hasta seis materias, que cuentan ya con la implementación de mínimo dos reformas, la laboral y la civil, cuyo impacto no ha sido motivo de valoración por el Departamento de Planificación, y los informes rendidos como el que nos ocupa, refieren a datos de estructuras proyectadas que no se ajustan a la realidad, a la fecha no cuentan con un análisis que conlleve a determinar si esas proyecciones y recomendaciones eran la necesarias, tanto de distribución de cargas y cuotas, no visualizan si se ajustan a la realidad de los despachos actuales, resultando como se indicó indispensable que la estructura y forma de trabajo implementada sea revisada, ajustada o modificada, siendo urgente además, tal y como ya lo aprobó el Consejo Superior en sesión N° 70-19 celebrada el 08 de agosto del 2019, que literalmente dice: “… Acoger la solicitud de la Comisión de la Jurisdicción Civil, realizada dentro de las observaciones a este informe, en el sentido de que, la Dirección de Planificación valore los efectos del Plan en un año plazo para así contar con más elementos en relación con la realidad derivada de su implementación y su sostenibilidad, ya que, en la mayoría de abordajes que se están planteando a las nuevas estructuras, no cuenta con datos suficientes para verificar la realidad de la implementación del nuevo código…”. Todo lo anterior, en procura de evitar el riesgo de que se instauren en definitiva estructuras y cargas desproporcionadas para los despachos incluidos, en afectación directa tanto del personal como del usuario, y del alcance de los objetivos institucionales.
	Se toma nota de la solicitud de la Comisión de la Jurisdicción Civil.

Se destaca que el equipo del CACMFJ, mediante el equipo de profesionales asignados para el seguimiento de la materia Civil y el equipo Gestor son los encargados de iniciar con la evaluación de los Despachos para posteriormente remitir las consideraciones necesarias al ente técnico correspondiente.

El CACMFJ cuenta con un equipo específico para la materia Civil conformado por dos personas juzgadoras 5, en su función de Asesores, y dos plazas de profesional 2 para el seguimiento a los planes de trabajo y recomendaciones aprobadas por el Consejo Superior. Lo anterior según lo definido en el informe de presupuesto 32-PLA-MI-2018 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil para el 2019”, Informe aprobado por el Consejo Superior en sesión 34-18 (Presupuesto 2019), del 25 de abril de 2018, artículo III. Que incluye acuerdos del Consejo Superior en sesión 42-18 del 15 de mayo 2018, artículo VI, VIII, IX y X.; además fue aprobado por Corte Plena en sesión de Presupuesto del 30 de mayo 2018 e incorpora el recorte presupuestario según indicación del Ministerio de Hacienda. Informe que responde a la actual Ley de Presupuesto 2019.

Por otro lado, mediante oficio 3321-19 de la Secretaría General de la Corte se comunicó el acuerdo del Consejo Superior, tomado en la sesión 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, donde en su artículo XXXVVI indica:

“Una vez analizado el tema relacionado con los modelos de los planes remediales para el modelo penal, se acordó: 1.) Comunicar a la Dirección de Planificación que será el encargado en los seguimientos respectivos de los despachos que están atendiendo los planes remediales para el modelo penal. 2.) Debido a lo anterior, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, deberá dirigir sus recursos a la atención de planes de las demás materias.”

Es importante mencionar, que los resultados mostrados en los informes relacionados con “Resumen de Hallazgos y Propuestas de Plan de Trabajo a raíz de la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil” no tienen la finalidad de evaluar la implementación del modelo de estructuras de trabajo, ya que el acompañamiento se brindó durante la entrada en vigencia, fechas en las que los despachos estaban organizando su funcionamiento, y se revisaron aspectos mínimos para el inicio de funciones; su finalidad es informar sobre las acciones realizadas y los planes de trabajo.  Los problemas detectados por el personal profesional del CACMFJ, deben ser fundamentados y enviados a esta Dirección para proceder con el análisis (evaluación), respectivo, que formarán parte de la evaluación integral que se realizará con motivo de medir el impacto de la reforma

El Modelo de Sostenibilidad se enfoca principalmente en el Desempeño del Despacho, en la autogestión que debe realizar para mejorar su rendimiento, por medio de la implementación de planes de trabajo remediales y del seguimiento mes a mes de los indicadores de gestión. La información que se genere del ejercicio mencionado por parte de los Despachos podrán ser insumos para una futura evaluación del modelo de estructuras implementadas.

Los datos del informe de la Dirección de Planificación 1373-PLA-MI-2019, que se puso en conocimiento corresponden a la situación del despacho al momento de realizar los ajustes y distribución del circulante entre el personal juzgador y técnico judicial, como parte del acompañamiento brindado durante la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil, por lo que la información y recomendaciones reflejan la realidad del juzgado.

La observación no modifica el contenido del informe.

	Por otro lado, se indica “… se informa que a raíz del informe preliminar 1073-PLA-MI-2019 relacionado con la “Estructura de Trabajo de los Juzgados Civiles y de Trabajo y Juzgados Mixtos; en el marco del Nuevo Código Procesal Civil” y su definitivo, se podría generar cambios en los indicadores de gestión y estructura de trabajo (cuotas)...” En relación con dicha afirmación, se hace la observación de la oposición vertida por la Comisión Civil a las recomendaciones de dicho informe, la cual ya fue externada a la Dirección de Planificación, dentro del plazo conferido, y donde esta Comisión expone ampliamente las razones por las que no comparte los resultados del estudio y traslada el riesgo al ente técnico, de basar sus conclusiones y recomendaciones en información desactualizada y no acorde a la realidad existente al momento del análisis. Por lo tanto, solicitamos que la Dirección de Planificación tenga en cuenta esa necesidad, posterior al abordaje a cada uno de los despachos civiles, con ocasión de la ejecución de la reforma.

	Se toma nota de la manifestación sobre la oposición vertida por la Comisión de la Jurisdicción Civil a las recomendaciones emitidas al informe preliminar 1073-PLA-MI-2019. Dicho informe, fue construido con aportes y criterios de la Comisión, quienes participaron de forma activa en la definición de los distintos apartados juntamente con esta Dirección. 

Por otro lado, las observaciones relacionadas con el informe 1073-PLA-MI-2019 serán atendidas en el informe definitivo sobre las “Estructura de Trabajo de los Juzgados Civiles y de Trabajo y Juzgados Mixtos; en el marco del Nuevo Código Procesal Civil”; las cuales no atañen al contenido de este informe.

La observación no modifica el contenido del informe.
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	Apéndice 1
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	Apéndice 2
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A continuación, se detallan las siguientes recomendaciones, producto del estudio realizado en el despacho:

Al Consejo Superior

Aprobar el presente estudio, y sus recomendaciones, con la finalidad del que el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba, inicie con la implementación de las recomendaciones descritas en el documento, según corresponda.

A la Contraloría de Servicios del Circuito Judicial de Turrialba

Realizará un acercamiento con las comisiones de usuarios y las personas usuarias relacionadas con el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba con el objetivo de determinar si requieren apoyo en cuanto a presentar y explicar el nuevo método de trabajo mediante el expediente electrónico, indicar las ventajas y el procedimiento, así como de las herramientas web que tiene la institución, las cuales facilitan la experiencia de obtener un servicio en la Institución.

Al Consejo de Administración del Circuito Judicial de Turrialba

Conocerá los resultados del seguimiento y tome las medidas de apoyo requeridas para darle sostenibilidad al proceso, según sus competencias.

Al Juzgado Civil  Trabajo y Agrario de Turrialba

Deberá implementar y dar seguimiento a las recomendaciones establecidas en este informe, a fin de garantizar el correcto desempeño del Juzgado

El Equipo de Mejora deberá implementar y dar seguimiento a la implementación del modelo de sostenibilidad de proyecto de rediseño, para analizar y verificar el correcto desempeño del Juzgado, utilizando los indicadores de gestión establecidos.

El personal técnico judicial, bajo la supervisión de la Jueza o Juez Coordinador y del Coordinador o Coordinadora Judicial, serán los responsables de mantener actualizadas las fases, tareas, ubicaciones y estados de los expedientes del circulante activo del juzgado lo que implica que cada vez que se realice una gestión, trámite o revisión en el expediente se debe actualizar.

Dar cumplimiento a las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18, 133-18, sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de Información, para realizar la labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficiencia del Juzgado, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel del despacho y gerencial.

Al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en conjunto con el Equipo Gestor de la materia Civil

Dar seguimiento al desempeño del Juzgado, con la finalidad de que, en caso de ser necesario, se brinden recomendaciones al Despacho y además se cuente con información base para el diseño de los planes de descongestionamiento que desarrolla el Centro.”

- 0 -   

Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N° 1558-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba a raíz de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil.” 2) Avalar las recomendaciones dadas en el informe indicado, producto del abordaje realizado al Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba, por consiguiente se debe: a) Aprobar el presente estudio y sus recomendaciones, con la finalidad de que el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba, ejecute las recomendaciones descritas en el documento, según corresponda. b) La Contraloría de Servicios del Circuito Judicial de Turrialba realizará un acercamiento con las comisiones de usuarios y las personas usuarias relacionadas con el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba con el objetivo de determinar si requieren apoyo en cuanto a presentar y explicar el nuevo método de trabajo mediante el expediente electrónico, indicando las ventajas y el procedimiento, así como de las herramientas web que tiene la institución, las cuales facilitan la experiencia de obtener un servicio en la Institución. c) El Consejo de Administración del Circuito Judicial de Turrialba conocerá los resultados del seguimiento y tomará las medidas de apoyo requeridas para darle sostenibilidad al proceso, según sus competencias. d) El Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba implementará y dará seguimiento a las recomendaciones establecidas en este informe, a fin de garantizar el correcto desempeño del Juzgado. e) El Equipo de Mejora del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba implementará y dará seguimiento a la implementación del modelo de sostenibilidad de proyecto de rediseño, para analizar y verificar el correcto desempeño del Juzgado, utilizando los indicadores de gestión establecidos. f) El personal técnico judicial del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba bajo la supervisión de la Jueza o Juez Coordinador y del Coordinador o Coordinadora Judicial, mantendrán actualizadas las fases, tareas, ubicaciones y estados de los expedientes del circulante activo del juzgado, lo que implica que cada vez que se realice una gestión, trámite o revisión en el expediente, se debe actualizar. g) El Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba dará cumplimiento a las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18, 133-18, sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de Información, para realizar la labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficiencia del Juzgado, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel del despacho y gerencial. h) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional en conjunto con el Equipo Gestor de la materia Civil darán seguimiento al desempeño del Juzgado, con la finalidad de que, en caso de ser necesario, se brinden recomendaciones al Despacho y además se cuente con información base para el diseño de los planes de descongestionamiento que desarrolla el Centro. 3) Comuníquese el presente acuerdo al Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba, a la Comisión de la Jurisdicción Civil, a la Comisión de la Jurisdicción Laboral, a la Dirección de Tecnología de la Información, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, a la Contraloría de Servicios del Circuito Judicial de Turrialba y al Consejo de Administración del Circuito Judicial de Turrialba. Se declara acuerdo firme.
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Documento N° 12120-19.
En oficio N° 1556-PLA-MI-2019 del 20 de setiembre del 2019, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, remitió lo siguiente:
“Le remito el informe suscrito por el Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con el resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo realizado al Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, en el marco de la implementación del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342).

Con el fin de que se manifestaran al respecto, mediante oficio 1302-PLA-MI-2019 del pasado 21 de agosto, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento a la Licda. Paola Elena Rodríguez Godínez,  Jueza Coordinadora del Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (Upala).  Mediante copia de este oficio, también se le solicitó criterio a la Comisión de la Jurisdicción Civil, Comisión de la Jurisdicción Laboral y al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Como respuesta se recibió observaciones de ese Centro con oficio 354-CACMFJ-JEF-2019 (ver apéndice 13), la Comisión de la Jurisdicción Laboral se manifestó con el 40-CJL-2019 (ver apéndice 14) y la Comisión de la Jurisdicción Civil con el 171-CJC-2019 (ver apéndice 15).  El 2 de setiembre de 2019 se realizó una reunión de revisión de este informe con el equipo asesor de materia Civil, de la cual las observaciones emitidas coinciden con lo indicado en el oficio 171-CJC-2019.

Las observaciones se consideraron en lo pertinente, en el informe que se presenta.

A continuación en lo conducente se trascribe el informe
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El presente informe corresponde al resumen de hallazgos detectados y el plan de trabajo propuesto en el Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela sede Upala a raíz del acompañamiento brindado a los despachos por parte de la Dirección de Planificación durante la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342) a partir del mes de octubre de 2018, con fundamento en lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 41-16 del 27 de abril de 2016, artículo XIX; donde se acordó la prioridad institucional a fin de tomar las acciones en las diferentes áreas administrativas para lograr implementar con éxito estas reformas.

La información plasmada en este informe corresponde a los datos obtenidos mediante la ejecución de las tareas que desarrollaron los profesionales a cargo del acompañamiento; las cuales se mencionan y explican a continuación:

La Dirección de Planificación asignó una persona Profesional 2 que se encargará de dar acompañamiento y seguimiento a los despachos asignados, a fin de que logren iniciar sus operaciones de forma óptima y ordenada en el equilibrio de cargas de trabajo.

La Jefatura del Subproceso de Modernización Institucional envió un correo a los despachos que serán abordados, para informarles sobre la visita o acompañamiento que recibirán por parte de esta Dirección en donde se les explican los alcances del abordaje y obligación de los despachos de colaborar con el trabajo designado a fin de maximizar los recursos y equiparar las cargas de trabajo. En algunos casos no se realizó el envío de este correo por cuanto ya existía comunicación con ciertos Juzgados o Tribunales.

Se determinó el estado de los Despachos respecto a la participación en la huelga (2018), por lo cual no fue posible, en algunos casos, brindarles el abordaje en parte o totalmente (esta revisión aplica para todos los despachos).

Se realizó revisiones del circulante de Despachos y se sugieren propuesta de cómo ajustar los circulantes, a fin de que las cargas de trabajo se distribuyan de forma equitativa (por procedimiento y por fase del proceso) entre todo el personal de los despachos (tanto Juzgador como Técnico Judicial); y además se revisó y sugirió, en caso de presentarse, la corrección de inconsistencias tales como fases desactualizadas, identificación de procesos como legajos y tercerías que no se encuentren asociados a un expediente principal, procesos principales y sus legajos o tercerías asignados a diferentes personas técnicas judiciales, revisión de expedientes activos con tareas que sugieren que el asunto debería o podría estar cerrado,  entre otras.

En el caso de que al momento de revisar la distribución de cargas de trabajo el circulante se encuentre correctamente distribuido entre todo su personal, se procedería solamente a revisar las inconsistencias en el punto anterior descritas.

Una vez que se corroboró mediante listado del circulante actual, que los circulantes se encuentran equitativamente repartidos por tipos de procedimientos y fases entre todo el personal del Despacho, se procedió a enviar un correo electrónico donde se indica que a partir de esa fecha su oficina es certificada con un circulante equitativamente distribuido.

Debido al abordaje realizado por parte de esta Dirección con motivo de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo en el 2016 y 2017, existen varios despachos que ya contaban con la conformación de un Equipo de Mejora de Procesos; por lo tanto, en los casos que ya existía un Equipo, se revisan y se valora si es procedente una actualización de estos, si es que el Juzgado sufrió algún tipo de variación en su estructura de trabajo; o bien se crea un Equipo si es que este no existía aún.

Debido a que actualmente la mejora electrónica del Reparto Automático no se encuentra funcionando de la manera ideal para la materia Civil, ya que no reparte los asuntos de nuevo ingreso por medio de la variable Procedimiento sino por otra variable que no permite su debida distribución; los Profesionales a cargo de los abordajes confeccionaron diferentes herramientas en formato Excel conocidas como “Tejedoras” las cuales fueron debidamente ajustadas a la estructura de trabajo de los diferentes despachos, y con procesos actuales de acuerdo al Nuevo Código Procesal Civil, para que de forma temporal los despachos las utilicen y distribuyan sus demandas nuevas de forma equitativa.

Para poner en funcionamiento la Tejedora brindada, se les solicitó a las diferentes áreas de Tecnología de la Información Regional desactivar las mejoras de reparto automático (aplica sólo para Juzgados).

A todos los despachos abordados con la Reforma al Código de Trabajo, se les actualiza la matriz de indicadores de gestión, se resolvieron dudas y se realizó la retroalimentación.

De las tareas mencionadas anteriormente se desprende la siguiente herramienta que valora la situación del despacho durante el acompañamiento, identificando los hallazgos, las propuestas de trabajo, los responsables de la implementación de las propuestas, el estado de la propuesta y los documentos de referencia.

Es importante mencionar, que, en el caso de los Despachos abordados inicialmente a raíz de la Reforma al Código de Trabajo, en ocasión a la entrada en vigor del Nuevo Código Procesal Civil se realizó un acompañamiento remoto; con excepción de algunos Juzgados que se visitaron debido a que en la zona se cuenta con Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil.

Por otro lado, se informa que a raíz del informe preliminar 1073-PLA-MI-2019 relacionado con la “Estructura de Trabajo de los Juzgados Civiles y de Trabajo y Juzgados Mixtos; en el marco del Nuevo Código Procesal Civil” y su definitivo, se podría generar cambios en los indicadores de gestión y estructura de trabajo (cuotas).
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	Actividad
	Responsable de la Actividad
	Hallazgo
	Propuesta (Qué, quién, cuándo y cómo)
	Responsable de implementar la mejora
	Anexos
	Observaciones

	Tema 1: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Civil del despacho

	 Revisión de todas las fases de los procesos activos en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales 
	  Dirección de Planificación  
	 Se detectan 130 expedientes con las fases desactualizadas, según el cátalo de nuevas Fases emitido por la Comisión Civil para el Nuevo Código Procesal Civil, Circular 113-2018 “Cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil”.
	 Actualizar de los expedientes en el Sistema de Gestión, de forma tal que se le asigne la fase correcta, esta tarea debe ser realizada por las personas técnicas judiciales con la supervisión de la Coordinadora o Coordinador Judicial y la Jueza o Juez Coordinador del Despacho. 

	Personal del Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 1
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Civil enviado al Despacho

Apéndice 5
Archivo con los expedientes con fases desactualizadas en materia Civil

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante 
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
26/11/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona juzgadora
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuido de la siguiente manera:

Persona Juzgadora 1: 226 expedientes

Sin embargo, existen 2 casos que no tiene persona juzgadora o está asignado a una persona que no le compete la materia. 

La revisión anterior, se realiza basada en el oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX .
	La coordinadora Judicial debe proceder con el ajuste y asignación de los expedientes al Juez 2, ya que; es la única persona juzgadora que se encarga de la materia Civil. 

	Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 1
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Civil enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
26/11/2018

Finalizado 25/01/2019

	Verificación de los expedientes que contengan tipo de Procedimiento
	Dirección de Planificación 
	Se encuentra 4 expediente que no poseen tipo de Procedimiento definido, según Circular 13-2018 relacionada con los “Cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil”.
	La Coordinadora Judicial debe proceder con el ajuste del expediente y determinar el tipo de procedimiento correspondiente, con criterio técnico de la persona juzgadora coordinadora en el caso de ser necesario. 
	Persona Coordinadora Persona Juzgadora Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 1
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Civil enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante en materia Civil
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
26/11/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora
	Dirección de Planificación 
	Los nueve expedientes pendientes de fallo se encontraron asignados a la persona juzgadora 1.

Se determina que el Despacho utiliza el libro de pase a fallo en formato Excel y la mejora de pase a fallo en el Escritorio Virtual. 

	La persona coordinadora judicial debe mantener el control de los expedientes para fallo y a su vez debe actualizar el libro de Pase a Fallo del Escritorio Virtual como el libro del control de pase a Fallo de Excel. 
	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
26/11/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona técnica judicial
	Dirección de Planificación
	Existe poca diferencia en la distribución del circulante entre el personal técnico judicial, tal como se muestra a continuación: 
 
•Téc. Jud 1:54 expedientes
•Téc. Jud 2: 36 expedientes
•Téc. Jud 3: 49 expedientes
•Téc. Jud 4: 46 expedientes
•Téc. Jud 5: 42 expedientes

Sin embargo, existe 1 expediente que no cuenta con una persona técnica judicial asignada.

La revisión anterior, se realiza basada en el oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX .
	La poca diferencia que se hace mención se debe a que la persona técnica judicial 1 posee más expedientes que el resto de las personas técnicas judicial. Por otra parte, la persona técnica judicial 2 tiene menos 
expedientes que los demás compañeros, por lo que se propone lo siguiente:
Información posesoria del Téc. Jud 1 asignarle 4 expedientes a la Téc. Jud. 2.
Interdicto del Téc. Jud. 1 asignarle 1 expediente a la Téc. Jud. 2
Sucesorio del Téc. Jud. 1 asignarle 2 expedientes a la Téc. Jud. 2.
Información posesoria del Téc. Jud 3 asignarle 3 expedientes a la Téc. Jud. 5
	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 1
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Civil enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante en materia Civil
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste

26/11/2018

Finalizado 25/01/2019

	Tema 2: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Trabajo del despacho

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona juzgadora
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuid o de la siguiente manera:

Persona Juzgadora 3: 287 expedientes

Sin embargo, existen 26 casos que no tiene persona juzgadora asignada o se encuentran asignados a otra persona juzgadora. 
La revisión anterior, se realiza basada en el oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX .
	La persona coordinadora Judicial debe proceder con el ajuste y asignación de los expedientes a la Jueza o Juez 3, ya que es la única persona juzgadora que se encarga de la materia Trabajo. 

	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 2 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Trabajo enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Verificación de los expedientes que contengan tipo de Procedimiento
	Dirección de Planificación 
	Se encuentra 2 expediente que no poseen tipo de Procedimiento determinado 
	La persona Coordinadora Judicial, en colaboración con la Persona Juzgadora Coordinadora, debe proceder con el ajuste del expediente y determinar el tipo de procedimiento correspondiente
	Persona Coordinadora Persona Juzgadora Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 2 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Trabajo enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora
	Dirección de Planificación 
	Los 25 expedientes pendientes de fallo se encontraron asignados a la persona juzgadora 3, quien es la responsable de la tramitación de esta materia. 


Se determina que el Despacho utiliza el libro de pase a fallo en formato Excel y la mejora de pase a fallo en el Escritorio Virtual. 

	La persona coordinadora judicial debe mantener la buena práctica de llevar el control de los expedientes para fallo y a su vez debe actualizar el libro de Pase a Fallo del Escritorio Virtual como el libro del control de pase a Fallo de Excel.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste

11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona técnica judicial
	Dirección de Planificación
	La diferencia entre el circulante distribuido a cada persona juzgadora es la siguiente:
•Téc. Jud 1:54 expedientes
•Téc. Jud 2: 49 expedientes
•Téc. Jud 3: 75 expedientes
•Téc. Jud 4: 53 expedientes
•Téc. Jud 5: 63 expedientes

Además, existen 19 expedientes que no cuentan con una persona técnica judicial asignada

La revisión anterior, se realiza basada en el oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.
	La distribución del circulante entre el personal técnico judicial se encuentra desequilibrado, por lo que se propone el siguiente ajuste:

De los 19 expedientes que no se encuentran asignados a una persona técnica judicial, asignar 3 a la Tec. Jud. 3, 3 al Téc. Jud. 1 y 12 a la Téc. Jud. 2. 
De los 75 expedientes asignados al Téc. Jud. 3, se debe realizar el siguiente ajuste:
Del Procedimiento EN EJECUCION: asignar 3 expedientes a la Téc. Jud. 4. 
Ordinario: Asignar 3 expedientes a la Téc Jud. 4 y 5 al Téc. Jud 1.  
	La persona Juzgadora Coordinadora, la Persona Coordinadora Judicial del
 Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 2 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Trabajo enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Tema 3: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Familia del despacho

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona juzgadora
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuido de la siguiente manera:
Juez 1: 290 expedientes

Sin embargo, existen 16 casos que no tienen persona juzgadora asignada o se encuentran asignados a otra persona juzgadora. 

Las asignaciones se deben realizar de acuerdo al oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación,  que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.
	La persona coordinadora judicial deberá revisar de forma diaria que las asignaciones de los expedientes se estén realizando de forma correcta.
	Persona Coordinadora Judicial del
 Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Verificación de los expedientes que contengan tipo de Procedimiento
	Dirección de Planificación 
	Se encuentra 9 expedientes que no poseen tipo de Procedimiento determinado
	La persona Coordinadora Judicial en colaboración con el Persona Juzgadora Coordinadora, debe proceder con el ajuste del expediente y determinar el tipo de procedimiento correspondiente
	Persona Coordinadora y Persona Juzgadora Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Emitido
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora
	Dirección de Planificación 
	Los 26 expedientes pendientes de fallo se encontraron asignados a la persona juzgadora 1, quien es la responsable del trámite de esta materia según oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.

Se determina que el Despacho utiliza el libro de pase a fallo en formato Excel y la mejora de pase a fallo en el Escritorio Virtual. 

	La persona coordinadora judicial debe mantener la buena práctica de llevar el control de los expedientes para fallo y a su vez debe actualizar el libro de Pase a Fallo del Escritorio Virtual como el libro del control de pase a Fallo de Excel.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona técnica judicial
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuido por persona técnica judicial de la siguiente manera:

•Téc. Jud 1: 47 expedientes
•Téc. Jud 2: 60 expedientes
•Téc. Jud 3: 70 expedientes
•Téc. Jud 4: 47 expedientes
•Téc. Jud 5: 42 expedientes

Sin embargo, existe 40 expediente asignados a la persona coordinadora judicial, por lo tanto, amerita ser revisados.

Las asignaciones se deben realizar de acuerdo al oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.

	La distribución del circulante entre el personal técnico judicial se encuentra desequilibrado, por lo que se propone lo siguiente: 

 De los 40 asuntos antes mencionados, en busca equiparar las cargas de trabajo, por lo que la persona coordinadora judicial debe asignar los expedientes por tipo de Procedimiento a las compañeras Téc. Jud 2, 13 casos, Téc. Jud 5, 14 casos y al compañero Téc. Jud 1 13 casos.

Del Procedimiento “ACT. JUD. NO CONT. DIV.SEP. POR MUTUO ACUERDO”, de los 18 casos del Téc. Jud 3, asignar 1 a la Téc. Jud. 4, 4 a la Téc. Jud 5 y 1 al Téc. Jud. 1.
	La persona Juzgadora Coordinadora, la Persona Coordinadora Judicial del
 Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Tema 4: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Penal Juvenil del despacho

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona juzgadora
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuid o de la siguiente manera:

Juez 2: 108 expedientes

Existe un (1) expediente que se encuentra asignado a una persona que no pertenece al despacho. 

Las asignaciones se deben realizar de acuerdo al oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX
	La persona coordinadora judicial deberá revisar periódicamente que las asignaciones se estén realizando de forma correcta.
	Persona Coordinadora Judicial del
 Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Verificación de los expedientes que contengan tipo de Procedimiento
	Dirección de Planificación 
	Todos los expedientes cuentan con procedimiento asignado. 
	La persona coordinadora judicial deberá revisar de forma diaria que las asignaciones se estén realizando de forma correcta. 
	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado
Fecha de envío para la realización del ajuste11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora
	Dirección de Planificación 
	No se encontraron expedientes pendientes de Fallo en esta materia en el libro de pase a fallo ni en la mejora de Pase a Fallo del Escritorio Virtual. 

Se determina que el Despacho utiliza el libro de pase a fallo en formato Excel y la mejora de pase a fallo en el Escritorio Virtual. 

	La persona coordinadora judicial debe seguir manteniendo el buen control de los expedientes para fallo, con el objetivo de llevar un seguimiento del proceso del dictado de sentencia de cada expediente.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona técnica judicial
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuido por persona técnica judicial de la siguiente manera:

•Téc. Jud 1: 27 expedientes
•Téc. Jud 2: 18 expedientes
•Téc. Jud 3: 17 expedientes
•Téc. Jud 4: 13 expedientes
•Téc. Jud 5: 18 expedientes

Existen 16 expedientes que no poseen persona técnica judicial asignada. 

Las asignaciones se deben realizar de acuerdo al oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.

	El circulante se encuentra desequilibrado entre el personal técnico judicial, por lo que se propone el siguiente ajuste:
De los 16 expedientes pendientes se repartirán:

Especial: 
1 expediente a la Téc. Jud 2 y otro expediente a la Téc. Jud 4.

Ordinarios: 

De los 14 pendientes de asignar se asignarán: 3 expedientes a la Téc. Jud 2, 4 expedientes al Téc. Jud 3, 4 expedientes a Téc. Jud 4 y 3 expedientes a la Téc. Jud 5.
De los 27 expedientes que tiene el Téc. Jud 1, se deben asignar 4 expedientes (de los más nuevos) a la compañera Téc. Jud. 4. 

	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Tema 5: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Violencia Doméstica del despacho

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona juzgadora
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuid o de la siguiente manera:

Jueza 3: 550 expedientes

Existen 39 expedientes que se encuentran asignados a otra persona juzgadora. 
 
Las asignaciones se deben realizar de acuerdo al oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.
	La persona coordinadora Judicial debe proceder con el ajuste y asignación del expediente a la Jueza 3, ya que es la única persona juzgadora que se encarga de la materia de Violencia Doméstica. 

	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Verificación de los expedientes que contengan tipo de Procedimiento
	Dirección de Planificación 
	Todos los expedientes cuentan con procedimiento asignado. 
	La persona coordinadora judicial deberá continuar con la buena práctica de revisar de forma diaria que las asignaciones se estén realizando de forma correcta. 
	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora
	Dirección de Planificación 
	Los ocho (8) expedientes pendientes de Fallo, se encontraron asignados a la persona juzgadora 3, quién es la persona responsable de atenderlos.

Se determina que el Despacho utiliza el libro de pase a fallo en formato Excel y la mejora de pase a fallo en el Escritorio Virtual. 


	Para el buen manejo de los expedientes pendientes del dictado de sentencia, la persona coordinadora judicial debe mantener la buena práctica de llevar el control de los expedientes en el libro de Control del Pendiente de Fallo en Excel que permita identificar cuántos y cuáles, así como la fecha en la que quedaron listos para fallo entre otras variables, son los expedientes pasados a fallar a la Jueza o Juez del despacho, así como su debido motivo de devolución, con o sin sentencia. También debe verificar de forma diaria que se esté utilizando las Tareas correspondientes del Escritorio Virtual para la correcta utilización de la mejora de Pase a Fallo de dicho sistema.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona técnica judicial
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuido por persona técnica judicial de la siguiente manera:

•Téc. Jud 1: 105 expedientes
•Téc. Jud 2: 109 expedientes
•Téc. Jud 3: 123 expedientes
•Téc. Jud 4: 115 expedientes
•Téc. Jud 5: 123 expedientes

Sin embargo, existe 14 expediente asignados a la persona coordinadora judicial, por lo tanto, amerita ser revisados. 

Las asignaciones se deben realizar de acuerdo al oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.
	El circulante se encuentra desequilibrado entre el personal técnico judicial, por lo que se propone el siguiente ajuste:

De los 14 asuntos antes mencionados, la persona coordinadora judicial debe asignar los expedientes de la siguiente manera:

5 expedientes a la persona Técnica Judicial 2. 
9 expedientes al compañero Téc. Jud 1.

Con el objetivo de equipar las cargas de trabajo, se propone lo siguiente:

De los 123 casos asignados a Téc. Jud 3, asignar 2 expedientes a la Téc. Jud 2 y 2 a la Téc. Jud 4. 
 Deben ser expedientes de los más nuevos.
De los 123 casos asignados a la Téc. Jud 5, asignar 4 al Téc. Ju 1 y 1 a la ¨Téc. Jud. 2. 

	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Tema: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Agraria del despacho

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona juzgadora
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuid o de la siguiente manera:

Jueza 2: 471 expedientes

Existen 6 expedientes que no cuentan con una persona juzgadora asignada. 
 
Las asignaciones se deben realizar de acuerdo al oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.
	La coordinadora Judicial debe proceder con el ajuste y asignación del expediente a la Jueza 2, ya que; es la única persona juzgadora que se encarga de la materia Agraria. 

	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Verificación de los expedientes que contengan tipo de Procedimiento
	Dirección de Planificación 
	Existen 5 expedientes que no poseen procedimiento asignado.  
	La persona coordinadora judicial en conjunto con la persona juzgadora coordinadora, deberá asignarle el procedimiento a los 5 expedientes que lo requieren, por lo que una buena medida es revisar periódicamente que las asignaciones se estén realizando de forma correcta. 
	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3 
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora
	Dirección de Planificación 
	Los 30 expedientes pendientes de fallo se encontraron asignados a la persona juzgadora 2, quien es responsable del trámite de esta materia, de acuerdo al oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX. 

Se determina que el Despacho utiliza el libro de pase a fallo en formato Excel y la mejora de pase a fallo en el Escritorio Virtual. 

	Para el buen manejo de los expedientes pendientes del dictado de sentencia, la persona coordinadora judicial debe mantener la buena práctica de llevar el control de los expedientes en el libro de Control del Pendiente de Fallo en Excel que permita identificar cuántos y cuáles, así como la fecha en la que quedaron listos para fallo entre otras variables, son los expedientes pasados a fallar a la Jueza o Juez del despacho, así como su debido motivo de devolución, con o sin sentencia. También debe verificar de forma diaria que se esté utilizando las Tareas correspondientes del Escritorio Virtual para la correcta utilización de la mejora de Pase a Fallo de dicho sistema.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona técnica judicial
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuido por persona técnica judicial de la siguiente manera:

•Téc. Jud 1: 106 expedientes
•Téc. Jud 2: 89 expedientes
•Téc. Jud 3: 90 expedientes
•Téc. Jud 4: 115 expedientes
•Téc. Jud 5: 123 expedientes

Sin embargo, existe 4 expediente asignados a la persona coordinadora judicial, por lo tanto, amerita ser revisados. 

Las asignaciones se deben realizar de acuerdo al con el oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.
	El circulante se encuentra desequilibrado entre el personal técnico judicial, por lo que se propone el siguiente ajuste:

Los 4 expedientes antes mencionados, la persona coordinadora judicial debe asignárselos a la persona técnica judicial 2.
De los 106 expedientes asignados a la persona técnica judicial 1, la persona coordinadora judicial debe asignar expedientes de más reciente entrada por tipo de procedimiento, lo siguiente: 

ACT. JUD. NO CONT. INFOR. POSESORIA: asignar 2 expedientes a la persona técnica 2 cuatro (4) a la persona técnica judicial 3
ORDINARIO AGRARIO: Asignar 2 a la persona técnica judicial 5 y 1 a la persona técnica 3

	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 3 Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil, Violencia Doméstica y Agrario enviado al Despacho

Apéndice 8
Certificación del reparto del circulante
	Estado: Realizado

Fecha de envío para la realización del ajuste
11/12/2018

Finalizado 25/01/2019

	Tema 7: Equipo de Mejora, Rol de Distribución de Demandas Nuevas y Matriz de Indicadores.

	Conformación del Esquipo de Mejora
	Dirección de Planificación
	El Despacho cuenta con un Equipo de Mejora conformado por todo el personal de la oficina, el cual se implementó según lo indicado en el informe 437-PLA-2017, de la Dirección de Planificación relacionado con el proyecto realizado en el Juzgado Civil, Trabajo y Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (Upala), en el marco de la Reforma al Código de Trabajo, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 19-17 del 2 de marzo de 2017, Artículo LVI.
	Se envía vía correo electrónico con un documento reafirmando las responsabilidades del personal que conforma el equipo de mejora que se abocará al seguimiento requerido para todas las propuestas de solución. 

Sé actualiza el Equipo de Mejora, ya que se cuenta con nuevo personal, por lo cual; se hace necesaria su actualización, en mirar de involucrar a nuevos integrantes en la toma de decisiones.  
•El Equipo de Mejora es el responsable en la toma de decisiones, propuestas de solución y el seguimiento para la sostenibilidad del plan de trabajo. 
•Adicionalmente, el Equipo de Mejora es el responsable de realizar el análisis de los indicadores de gestión, para lo cual se reúnen una vez al mes, donde se analiza y consolida la información extraída y se genera la minuta; en la que debe constar la participación y firma de todas las personas involucradas.
•El criterio del Equipo de Mejora será fundamental para la creación del plan remedial y la evaluación de sus resultados. 
•La persona juzgadora coordinadora del despacho debe velar y promover la participación de la totalidad de los integrantes del Equipo de Mejora en las actividades correspondientes.

	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 4 Actualización del Equipo de Mejora
	Realizado

12/12/2018

	Ajuste de la Matriz de Indicadores de Gestión
	Dirección de Planificación 
	Se realizan ajustes la matriz de Indicadores del Despacho, ya que a raíz de la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil, se realizaron modificaciones en la estructura de trámite que se implementó durante el abordaje realizado según informe 437-PLA-2017, de la Dirección de Planificación relacionado con el proyecto realizado en el Juzgado Civil, Trabajo y Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (Upala), en el marco de la Reforma al Código de Trabajo, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 19-17 del 2 de marzo de 2017, Artículo LVI.
	La persona coordinadora Judicial es la responsable de actualizar mensualmente la matriz de indicadores de gestión de conformidad con el alcance que se establece en el Modelo de Sostenibilidad de Proyectos.
•La persona juzgadora coordinadora del Despacho debe velar porque la persona coordinadora Judicial realice la anterior. 
•La información insumo para completar la matriz, se extrae del SIGMA, Escritorio Virtual y demás controles del juzgado.
•Los resultados de los indicadores de gestión será la base para la reunión mensual del Equipo de Mejora donde se realizará el análisis de los indicadores de gestión y elaborar los planes remediales.
•Se entregó la matriz de Indicadores de Gestión, ajustada al circulante y cantidad de recurso humano con el que cuenta el Despacho.
.

El Profesional de la Dirección de Planificación debe ajustar la matriz de Indicadores con la estructura de tramitación actual, ver apéndice 16.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 6 Matriz de Indicadores

Apéndice 16 Correo de Envío de la Matriz de Indicadores
	Entregada
12/12/2018

	Rol de Distribución de Demandas Nuevas
	Dirección de Planificación
	El Despacho cuenta con Reparto Automático activo, sin embargo, se solicita la desactivación en el contexto Civil, ya que se está realizando una mejora en dicha herramienta.
Se verifica que el Reparto Automático queda distribuyendo la materia de Trabajo, según el cambio realizado en el oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos.
	Al estar el Reparto automático de Demandas Nuevas desactivado en materia Civil, el despacho debe realizar el reparto respectivo por medio de una tejedora, la cual fue suministrada por parte de la Dirección de Planificación.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo y Familia de Buenos Aires
	Apéndice 7
Rol de Distribución de Demandas Nuevas (Tejedora)

Apéndice 9
Correo de solicitud de desactivación Reparto Automático en el Contexto Civil

Apéndice 10
Correo de envío del ajuste de Rol de Distribución de Demandas Nuevas (Tejedora)

	Estado: Realizado 

Entregada
26/11/2018

Desactivación
26/11/2018

	Actualización Libro de Pase a Fallo
	Dirección de Planificación
	El Despacho tiene implementado el Libro de Pase a Fallo, presenta oportunidades de mejora en cuanto a la inclusión de nuevas variables, las cuales permiten un mejor análisis. 
	La persona coordinadora judicial deberá llevar el control de la herramienta de los expedientes para el dictado de sentencia. Se envía la herramienta y se explica su uso. 
Cabe recordar, que toda la información debe estar ingresada en la mejora de Pase a Fallo del Escritorio Virtual. 
Al Libro del Control de Pase a Fallo se le realizaron ajustes con la inclusión de nuevas variables de medición, se envió vía correo electrónico 13/11/2018 al Despacho, quienes no tuvieron observaciones al respecto.  
Con la finalidad de dar cumplimiento a lo solicitado por la Comisión de la Jurisdicción Civil, se amplía a continuación el tema del pase a fallo:

-El control del pase a fallo sirve para registrar los expedientes pasados a fallar, las fechas de fallo y los expedientes devueltos sin sentencia, con su respectiva razón. Lo anterior con la finalidad de mantener controlado el proceso de dictado de sentencia debido a la relevancia de este.  
-Una vez que el expediente está listo para fallo, el personal técnico judicial, lo traslada a la ubicación en el Escritorio Virtual de la persona coordinadora judicial para que lo ingrese en el libro electrónico de pase a fallo (Excel) y en la mejora de pase a fallo electrónico del E.V.  La tarea que debe utilizar la persona técnica judicial en la ubicación de la persona coordinadora judicial es "enviar a dictado de resolución o sentencia". 
 -La coordinadora o coordinador judicial le asigna en la ubicación de la persona juzgadora el expediente en la tarea "expediente listo para fallar e ingresar al libro de fallo electrónico" del E.V.
-Una vez que la persona juzgadora dictó la sentencia traslada el expediente a la ubicación del coordinador o coordinadora judicial en la tarea "sentencia dictada actualizar libro" o en caso de que sea necesario devolver el expediente sin fallo se coloca en la tarea "expediente devuelto sin sentencia se registra fallo electrónico" del E.V.
-Los datos que se ingresan en el libro electrónico de pase a fallo, deben coincidir con los registros de la mejora del E.V. "libro pase a fallo", es responsabilidad del coordinador o coordinadora judicial, confirmar dicha coincidencia, como mínimo de forma mensual para asegurar la veracidad de información que se incluye en los indicadores de gestión, entre otros motivos. 


	Persona Coordinadora Juzgado Civil y Trabajo de Upala
	Apéndice 11
Libro de Pase a Fallo

Apéndice 13 
Correo de envío del ajuste del Libro de Pase a Fallo
	Realizado
14/08/2019 



[bookmark: _Toc20748753]Detalle del uso de libro de pase a fallo y la mejora de pase a fallo del Escritorio Virtual 

Con la finalidad de dar cumplimiento a lo solicitado por la Comisión de la Jurisdicción Civil, se amplía a continuación el tema del pase a fallo:

-El control del pase a fallo sirve para registrar los expedientes pasados a fallar, las fechas de fallo y los expedientes devueltos sin sentencia, con su respectiva razón. Lo anterior con la finalidad de mantener controlado el proceso de dictado de sentencia debido a la relevancia de este.

-Una vez que el expediente está listo para fallo, el personal técnico judicial, lo traslada a la ubicación en el E.V. de la persona coordinadora judicial para que lo ingrese en el libro electrónico de pase a fallo (Excel) y en la mejora de pase a fallo electrónico del E.V.  La tarea que debe utilizar la persona técnica judicial en la ubicación de la persona coordinadora judicial es "enviar a dictado de resolución o sentencia".

 -La coordinadora o coordinador judicial le asigna en la ubicación de la persona juzgadora el expediente en la tarea "expediente listo para fallar e ingresar al libro de fallo electrónico" del E.V.

-Una vez que la persona juzgadora dictó la sentencia traslada el expediente a la ubicación del coordinador o coordinadora judicial en la tarea "sentencia dictada actualizar libro" o en caso de que sea necesario devolver el expediente sin fallo se coloca en la tarea "expediente devuelto sin sentencia se registra fallo electrónico" del E.V.

-Los datos que se ingresan en el libro electrónico de pase a fallo, deben coincidir con los registros de la mejora del E.V. "libro pase a fallo", es responsabilidad del coordinador o coordinadora judicial, confirmar dicha coincidencia, como mínimo de forma mensual para asegurar la veracidad de información que se incluye en los indicadores de gestión, entre otros motivos.

[bookmark: _Toc20748754]Modelo de Sostenibilidad

Con el fin de garantizar la sostenibilidad y los resultados del desempeño del Despacho a lo largo del tiempo, se reitera el procedimiento del Modelo de Seguimiento y Sostenibilidad de los Despachos abordados, donde interactúan los equipos de mejora de los despachos, la Administración Regional, el Consejo de Administración, la Dirección de Planificación y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento para la Gestión Jurisdiccional. El procedimiento descrito se muestra a modo de diagrama de flujo en la figura 1.
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La Dirección de Planificación es la responsable de definir los Indicadores de Gestión para cada una de las oficinas, tomando en consideración las variables estadísticas y estructura organizativa de cada despacho.

El Coordinador o Coordinadora Judicial de cada oficina es el responsable de realizar mensualmente el cálculo de los indicadores. Para esto posee un tiempo de 15 días naturales, para completar la matriz de indicadores. Esto se debe realizar en las primeras dos semanas del mes.

Luego de la generación de los Indicadores, se deje actualizar la pizarra de indicadores con los datos obtenidos durante el mes.

Los Equipos de Mejora, se deben reunir y revisar los resultados obtenidos del mes, esto se debe realizar durante la tercera semana del mes. Es necesario, realizar la minuta correspondiente de la reunión, así como la definición de los planes remediales y acciones a ejecutar, esto para los casos que se requiera la toma de decisiones para la mejora de los resultados obtenidos.

Es importante extender la invitación de la reunión de revisión de indicadores a la Administración Regional, de forma que asista el coordinador del área jurisdiccional a dicha reunión, esto en los casos sea posible y de acuerdo a la programación anual de visitas que maneje la administración.

El Coordinador o Coordinadora Judicial del despacho debe remitir a más tardar al finalizar la tercera semana del mes, la minuta de reunión, los Indicadores de Gestión del mes y los planes remediales definidos, a la Administración Regional con copia al Consejo de Administración.

La Administración Regional es la responsable de realizar la revisión y análisis de los datos mensuales de cada oficina, del mismo modo deberá dar seguimiento a los planes remediales definidos por los mismos despachos, velando de esta forma por el cumplimiento de estos.

El Consejo de Administración al igual que la Administración Regional, debe tomar de insumo la información remitida por los despachos, como parte de su labor por velar por la buena marcha del Circuito; analizar su funcionamiento y proponer las mejoras pertinentes.

La Administración Regional, mensualmente debe remitir la información recibida por las oficinas al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.

El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional debe brindar apoyo y seguimiento a los despachos judiciales, del mismo modo debe recomendar la actualización de los rangos definidos en los Indicadores de Gestión al órgano técnico.

Figura 2
Diagrama de Flujo Procedimiento de Seguimiento de Indicadores
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Otros aspectos a considerar:

-El Modelo de Sostenibilidad pretende integrar a las personas del Despacho en un proceso de mejora continua, mediante la conformación de un Equipo de Mejora que tiene la responsabilidad de la toma de decisiones y propuestas de solución para la sostenibilidad del plan de trabajo.

-La ejecución del Modelo de Sostenibilidad implica que se tenga actualizada la matriz de indicadores, la reunión mensual del Equipo de Mejora la cual quedará evidenciada mediante la minuta de la sesión en la que conste la participación del equipo y en la cual se elabore y se dé seguimiento al plan remedial.

-El Plan remedial es el conjunto de medidas de cambio temporal que se toman en una organización para mejorar su rendimiento, su gestión, capacidades cognitivas del personal, optimización de procesos, celeridad en las tareas, entre otros. Deben planificarse cuidadosamente, llevarse a la práctica y constatar sus efectos. Además, dichos planes remediales deben ser medibles, tener una persona responsable de su cumplimento, una fecha de inicio y fin, una cuota asignada o plazo, entre otros.

-La información obtenida deberá ser remitida la tercera semana de cada mes a la Administración Regional con copia al Consejo de Administración y a la Dirección de Planificación (durante los seis meses de seguimiento), deben adjuntar: la minuta de reunión, los planes remediales, la matriz de indicadores y además, deberá actualizar la pizarra del Despacho.

El apartado anterior se incluye con a la finalidad de ampliar el tema según lo solicitado por la Comisión de la Jurisdicción 
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El 21 de agosto del 2019 se remite el presente informe vía correo electrónico al Juzgado Civil y Trabajo del II Circuito Judicial de Alajuela (Upala), al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, Comisión de Jurisdicción Laboral y Comisión de la Jurisdicción Civil, los cuales después de realizar la revisión respectiva emiten las siguientes observaciones:

	Observaciones realizadas al informe 1302-PLA-MI-2019 Juzgado Civil y Trabajo del II Circuito Judicial de Alajuela (Upala) 
	Observaciones 
	Posición de la Dirección de Planificación

	1.       
	Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (CACMFJ)

	1.1.
	“…Omite referirse sobre la revisión de los señalamientos en la Agenda Cronos, y revisión de las variables de trámite pendientes, como lo son los escritos y demandas nuevas pendientes, lo cual considera este Centro importante de incluirse en la valoración de la situación del despacho, conforme fue considerado en otros despachos abordados…”
	Con respecto a esta observación, en el aparatado 1. Antecedente, se indican los puntos que se someterán al análisis en este informe, por lo que no se incluyen las variables que hacen mención. 

Es importante acotar, que a este Despacho no se le realizó visita posterior a la implementación del Nuevo Código Procesal Civil, por lo que el ajuste que se realizó del circulante entre el personal técnico judicial y entre el personal juzgador, se realizó desde la oficina de la Dirección de Planificación. La inversión del tiempo en el ajuste del circulante es relevante, ya que el Despacho cuenta con cinco (5) materias, por lo que fue una tarea ardua la realización. 

La observación no modifica el contenido del informe. 


	2. 
	Comisión de la Jurisdicción Laboral

	2.1.
	“…En atención al oficio N°1302-PLA-MI-2019 de 21 de agosto el presente año, relacionado  con el resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo del Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (Upala), a raíz de la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil, el   cual se hizo de conocimiento de esta Comisión. 

	Dentro del plazo establecido, se informa que la Comisión de la Jurisdicción Laboral, no tiene observaciones que realizar al citado informe…”

	Se toma nota de lo indicado.

No se modifica el contenido del informe.

	3. 
	Comisión de la Jurisdicción Civil

	3.1.
	“SOBRE LA ACTIVIDAD DE LOS TÉCNICOS EN LOS DESPACHOS EN CUESTIÓN: Siendo que se deduce de los informes que las personas técnicas judiciales tramitan todas las materias, para esta Comisión esa forma de distribución de trabajo no es la más adecuada. En la actualidad, en estas estructuras mixtas se utilizan varios Códigos Procesales, entre ellos el laboral, el civil, un procesal penal o civil sin reforma que quedó vigente por transitorio de familia e inclusive dentro de pronto se sumarían un nuevo Código Procesal Agrario y uno de la materia de familia, lo que exige de las personas que laboran en estos despachos un conocimiento muy amplio en muchos temas, lo que no resulta práctico... 

... Lo que recomendamos, es que se formen equipos de trabajo por materia, para centralizar la información y los resultados, y con el fin de que ninguna de las materias quede rezagada respecto de las otras que se tramitan, implementar en los casos que amerite un plan remedial, que persiga como objetivo tramitar la materia que está más atrasada y ponerla al día, lo cual es de fácil realización partiendo del análisis mensual que se debe hacer en las reuniones de la revisión de los indicadores, donde se establecen  los planes remediales y se lograría equilibrar las cargas en cada materia sin necesidad de poner a trabajar en todo a los técnicos. Solicitamos se valore este tema y se incluya en lo que se resolverá en el informe 1073-PLA-MI-2019.”
	Se toma nota de la manifestación por la Comisión de la Jurisdicción Civil sobre el informe preliminar 1073-PLA-MI-2019. Dicho informe, fue construido con aportes y criterios de la Comisión, quienes participaron de forma activa en la definición de los distintos apartados juntamente con esta Dirección. 

Por otro lado, las observaciones relacionadas con el informe 1073-PLA-MI-2019 serán atendidas en el informe definitivo sobre las “Estructura de Trabajo de los Juzgados Civiles y de Trabajo y Juzgados Mixtos; en el marco del Nuevo Código Procesal Civil”; que efectuará esta Dirección.

La observación no modifica el contenido del informe.

	3.2.
	“…Se solicita aclarar a los Despacho el procedimiento sobre el pase a fallo, en tanto se deduce de los abordajes y visitas que se han realizado por parte de la Comisión Civil y el Centro de Apoyo, que existe confusión en el manejo del libro, incluyendo formas distintas de verlo entre la propia Inspección Judicial y la Dirección de Planificación. Hemos verificado que el Coordinador Judicial actualiza el libro hasta que lo pasa al Juez o Jueza y no desde que lo tiene el Coordinador asignado; el problema que se está dando es que si el expediente no está en la casilla del juzgador, no le genera causa ni responsabilidad, pero al momento de asignárselo le cuentan los 15 días que tiene para el dictado de la sentencia lo que ocasiona una responsabilidad, y ese problema se agrava en tanto los jueces señalan que no tienen capacidad operativa para resolver, solicitamos se especifique a la Inspección Judicial las implicaciones relacionadas al procedimiento actual sobre el pase a fallo…”
	Se incorpora el detalle del tema del proceso de pase a fallo con la finalidad de ampliar en el tema en los Despachos y subsanar la deficiencia detectada por esta Comisión.

Debido a que la Comisión estima necesario que: 
“se especifique a la Inspección Judicial las implicaciones relacionadas al procedimiento actual sobre el pase a fallo”

Se sugiere que la Comisión informe a la Inspección Judicial la oportunidad de mejora detecta y gestione el espacio necesario para el intercambio de ideas, en el cual, con gusto, esta Dirección participará de forma activa en las sesiones de trabajo que se efectúen. 
 
El comentario modifica el contenido del presente informe.



	3.3.
	“…Reiteramos la necesidad de la valoración, comunicación y análisis a la implementación del Modelo de Sostenibilidad en los despachos mixtos analizados, en tanto en el abordaje que se ha realizado con las visitas de la Comisión y el Centro de Apoyo a los distintos despachos civiles, se ha comprobado que no se tiene claridad en las estructuras, de la participación de los despachos en los planes remediales, en el tema de análisis de indicadores por medio de reuniones y minutas, así como en el planteamiento al seguimiento de cada plan, siendo comprobable este tema, a través del análisis de los planes y actas de reunión que realiza de cada despacho y que la Dirección de Planificación tiene en su poder…”  
	Es fundamental recordar que las estructuras de trabajo que atienden la materia Civil de forma mixta se abordaron por esta Dirección con el Proyecto de Reforma al Código de Trabajo, ejercicio que incluyó la implementación del Modelo de Sostenibilidad, los indicadores de gestión y la creación de los Equipos de Mejora. 

En el informe 437-PLA-2017, de la Dirección de Planificación relacionado con el proyecto realizado en el Juzgado Civil, Trabajo y Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela (Upala), en el marco de la Reforma al Código de Trabajo, aprobado por el Consejo Superior en la sesión 19-17 del 2 de marzo de 2017, Artículo LVI, se detalla en apartado de “Seguimiento y Sostenibilidad” la descripción clara del procedimiento del Modelo de Sostenibilidad. 

Tomando en consideración la sugerencia de la Comisión se reitera en este informe el procedimiento del Modelo de Sostenibilidad y otros aspectos que se consideran pueden aclarar algunas dudas sobre el tema.

La observación modifica el contenido del informe.

	3.4.
	“…Dentro de las indicaciones del señalado informe se mencionó concretamente lo siguiente respecto del modelo de sostenibilidad: (…) Con el fin de garantizar la sostenibilidad y los resultados del desempeño del Despacho a lo largo del tiempo, se define el siguiente procedimiento como parte del Modelo de Seguimiento y Sostenibilidad de los Despachos abordados, donde interactúan los equipos de mejora de los despachos, la Administración Regional, el Consejo de Administración, la Dirección de Planificación y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento para la Gestión Jurisdiccional. (…) . 
Según se ha determinado del modelo de seguimiento, además del abordaje y certificación de los despachos en relación con las nuevas estructuras de trabajo ya aprobadas, a partir de la entrada en vigencia de la reforma procesal civil, existe la imperiosa necesidad que la Dirección de Planificación genere un abordaje a las nuevas estructuras, en el que valore todos los aspectos propios de los despachos analizados, tales como entrada y salida de asuntos, conformación actual de circulante por materia y por tipo de proceso, las cargas de trabajo, y cuotas asignadas tanto a los técnicos judiciales, como al personal juzgador, todo lo anterior, basado en datos e información actualizada y acorde a la realidad, con el fin de que se elimine el riesgo apuntado por esta Comisión, en el sentido de contar con los elementos necesarios, actuales y correctos que permitan a los despachos el efectivo y eficaz desempeño de su gestión. Máxime en el caso de los juzgados mixtos que tramitan varias materias desde dos hasta seis materias, que cuentan ya con la implementación de mínimo dos reformas, la laboral y la civil, cuyo impacto no ha sido motivo de valoración por el Departamento de Planificación, y los informes rendidos como el que nos ocupa, refieren a datos de estructuras proyectadas que no se ajustan a la realidad, a la fecha no cuentan con un análisis que conlleve a determinar si esas proyecciones y recomendaciones eran la necesarias, tanto de distribución de cargas y cuotas, no visualizan si se ajustan a la realidad de los despachos actuales, resultando como se indicó indispensable que la estructura y forma de trabajo implementada sea revisada, ajustada o modificada, siendo urgente además, tal y como ya lo aprobó el Consejo Superior en sesión N° 70-19 celebrada el 08 de agosto del 2019, que literalmente dice: “… Acoger la solicitud de la Comisión de la Jurisdicción Civil, realizada dentro de las observaciones a este informe, en el sentido de que, la Dirección de Planificación valore los efectos del Plan en un año plazo para así contar con más elementos en relación con la realidad derivada de su implementación y su sostenibilidad, ya que, en la mayoría de abordajes que se están planteando a las nuevas estructuras, no cuenta con datos suficientes para verificar la realidad de la implementación del nuevo código…”. Todo lo anterior, en procura de evitar el riesgo de que se instauren en definitiva estructuras y cargas desproporcionadas para los despachos incluidos, en afectación directa tanto del personal como del usuario, y del alcance de los objetivos institucionales…”
	Se toma nota de la solicitud de la Comisión de la Jurisdicción Civil. 

Se destaca que el equipo del CACMFJ, mediante el equipo de profesionales asignados para el seguimiento de la materia Civil y el equipo Gestor son los encargados de iniciar con el seguimiento de los Despachos para posteriormente remitir las consideraciones necesarias a esta Dirección que atenderá los puntos detectados.

El CACMFJ cuenta con un equipo específico para la materia Civil conformado por dos personas juzgadoras 5, en su función de Asesores, y dos plazas de profesional 2 para el seguimiento a los planes de trabajo y recomendaciones aprobadas por el Consejo Superior. Lo anterior según lo definido en el informe de presupuesto 32-PLA-MI-2018 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil para el 2019”, Informe aprobado por el Consejo Superior en sesión 34-18 (Presupuesto 2019), del 25 de abril de 2018, artículo III. Que incluye acuerdos del Consejo Superior en sesión 42-18 del 15 de mayo 2018, artículo VI, VIII, IX y X.; además fue aprobado por Corte Plena en sesión de Presupuesto del 30 de mayo 2018 e incorpora el recorte presupuestario según indicación del Ministerio de Hacienda. Informe que responde a la actual Ley de Presupuesto 2019.
Por otro lado, mediante oficio 3321-19 de la Secretaría General de la Corte se comunicó el acuerdo del Consejo Superior, tomado en la sesión 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, donde en su artículo XXXVVI indica:

“Una vez analizado el tema relacionado con los modelos de los planes remediales para el modelo penal, se acordó: 1.) Comunicar a la Dirección de Planificación que será el encargado en los seguimientos respectivos de los despachos que están atendiendo los planes remediales para el modelo penal. 2.) Debido a lo anterior, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, deberá dirigir sus recursos a la atención de planes de las demás materias.”

Es importante mencionar, que los resultados mostrados en los informes relacionados con “Resumen de Hallazgos y Propuestas de Plan de Trabajo a raíz de la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil” no tienen la finalidad de evaluar la implementación del modelo de estructuras de trabajo, ya que el acompañamiento se brindó durante la entrada en vigencia, fechas en las que los despachos estaban organizando su funcionamiento, y se revisaron aspectos mínimos para el inicio de funciones; por ende su finalidad es informar sobre las acciones realizadas y los planes de trabajo.  Los problemas detectados por el personal profesional del CACMFJ, deben ser fundamentados y enviados al ente técnico para proceder con el análisis (evaluación), respectivo. Esta Dirección, realizará una evaluación integral del impacto de la reforma.

El Modelo de Sostenibilidad se enfoca principalmente en el Desempeño del Despacho, en la autogestión que debe realizar para mejorar su rendimiento, por medio de la implementación de planes de trabajo remediales y del seguimiento mes a mes de los indicadores de gestión. La información que se genere del ejercicio mencionado por parte de los Despachos podrán ser insumos para una futura evaluación del modelo de estructuras implementadas.

Los datos del informe de la Dirección de Planificación 1302-PLA-MI-2019, que se puso en conocimiento corresponden a la situación del despacho al momento de realizar los ajustes y distribución del circulante entre el personal juzgador y técnico judicial, como parte del acompañamiento brindado durante la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil, por lo que la información y recomendaciones reflejan la realidad del juzgado.

La observación no modifica el contenido del informe.

	3.5.
	“…Por otro lado, se indica “… se informa que a raíz del informe preliminar 1073-PLA-MI-2019 relacionado con la “Estructura de Trabajo de los Juzgados Civiles y de Trabajo y Juzgados Mixtos; en el marco del Nuevo Código Procesal Civil” y su definitivo, se podría generar cambios en los indicadores de gestión y estructura de trabajo (cuotas)...” En relación con dicha afirmación, se hace la observación de la oposición vertida por la Comisión Civil a las recomendaciones de dicho informe, la cual ya fue externada a la Dirección de Planificación, dentro del plazo conferido, y donde esta Comisión expone ampliamente las razones por las que no comparte los resultados del estudio y traslada el riesgo al ente técnico, de basar sus conclusiones y recomendaciones en información desactualizada y no acorde a la realidad existente al momento del análisis. Por lo tanto, solicitamos que la Dirección de Planificación tenga en cuenta esa necesidad, posterior al abordaje a cada uno de los despachos civiles, con ocasión de la ejecución de la reforma…”
	Se toma nota de la manifestación sobre la oposición vertida por la Comisión de la Jurisdicción Civil a las recomendaciones emitidas al informe preliminar 1073-PLA-MI-2019. Dicho informe, fue construido con aportes y criterios de la Comisión, quienes participaron de forma activa en la definición de los distintos apartados conjuntamente con esta Dirección. 
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A continuación, se detallan las siguientes recomendaciones.

Al Consejo Superior

Aprobar el presente estudio, y sus recomendaciones, con la finalidad del que el Juzgado analizado ejecute las recomendaciones descritas en el documento.

Al Juzgado Civil y Trabajo del II Circuito Judicial de Alajuela (Upala)

El equipo de Mejora debe continuar con la implementación y el seguimiento al plan de trabajo y las recomendaciones establecidas en este informe, analizar y verificar el correcto desempeño del Juzgado, utilizar los indicadores de gestión establecidos.

El personal técnico judicial, bajo la supervisión del Juez o Jueza Coordinadora y del Coordinador o Coordinadora Judicial, serán los responsables de mantener actualizadas las fases, tareas, ubicaciones y estados de los expedientes del circulante activo del Juzgado, lo que implica que cada vez que se realice una gestión, trámite o revisión en el expediente se debe actualizar.

Dar cumplimiento a las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18 y 133-18, sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de Información, para realizar labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficiencia del Juzgado, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel del despacho y gerencial.
- 0 -
Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N° 1556-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo realizado al Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, en el marco de la implementación del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342).”  2) Avalar las recomendaciones dadas en el informe indicado, producto del abordaje realizado al Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala, por consiguiente se debe: a) Aprobar el presente estudio, y sus recomendaciones, con la finalidad del que el Juzgado analizado ejecute las recomendaciones descritas en el documento. b) El Equipo de Mejora del Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Sede Upala, continuará con la implementación y el seguimiento al plan de trabajo y las recomendaciones establecidas en este informe, analizará y verificará el correcto desempeño del Juzgado y utilizará los indicadores de gestión establecidos. c) El personal técnico judicial del Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, sede Upala), bajo la supervisión del Juez o Jueza Coordinadora y del Coordinador o Coordinadora Judicial, mantendrán actualizadas las fases, tareas, ubicaciones y estados de los expedientes del circulante activo del Juzgado, lo que implica que cada vez que se realice una gestión, trámite o revisión en el expediente se debe actualizar. d) El Juzgado abordado dará cumplimiento a las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18 y 133-18, sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de Información, para realizar labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficiencia del Juzgado, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel del despacho y gerencial. 3) Comuníquese el presente acuerdo al Juzgado Civil y Trabajo del Segundo Circuito Judicial Alajuela (Upala), a la Comisión de la Jurisdicción Civil, a la Comisión de la Jurisdicción Laboral, a la Dirección de Tecnología de la Información y al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748760]ARTÍCULO XLIX
Documento N° 6486-16 / 12186-19.

En oficio N° 1549-PLA-MI-2019 del 20 de setiembre del 2019, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, remitió lo siguiente:
“Le remito el informe suscrito por el Subproceso de Modernización Institucional, relacionado con el resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo realizado al Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí, en el marco de la implementación del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342).
Con el fin de que se manifestara al respecto, mediante oficio 1248-PLA-MI-2019, del 08 de agosto del 2019, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento del Magistrado William Molinari Vílchez, Coordinador de la Comisión de la Jurisdicción Civil, del Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí, y del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Como respuesta se recibieron observaciones del Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí (ver apéndice 15), del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional (ver apéndice 16 Oficio No. 325-CACMFJ-JEF-2019), donde indica no contar con observaciones al informe, y de la Comisión de la Jurisdicción Civil (ver apéndice 17 Oficio 161-CJC-2019), las cuales se consideraron en el informe que se presenta.
De la reunión sostenida con el Equipo Asesor de la materia Civil, el 19 de agosto de 2019, se identifica que las observaciones coinciden con las enviadas por la Comisión de la Jurisdicción Civil.”
En lo conducente el informe de cita indica lo siguiente: 
“(…)
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El presente informe corresponde al resumen de hallazgos detectados y el plan de trabajo propuesto en el Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí a raíz del acompañamiento brindado a los despachos por parte de la Dirección de Planificación durante la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342) a partir del mes de octubre de 2018, con fundamento en lo dispuesto por el Consejo Superior en sesión 41-16 del 27 de abril de 2016, artículo XIX; donde se acordó la prioridad institucional a fin de tomar las acciones en las diferentes áreas administrativas para lograr implementar con éxito estas reformas.
La información plasmada en este informe corresponde a los datos obtenidos mediante la ejecución de las tareas que desarrollaron los profesionales a cargo del acompañamiento; las cuales se mencionan y explican a continuación:

La Dirección de Planificación asignó una persona Profesional 2 que se encargará de dar acompañamiento y seguimiento a los despachos asignados, a fin de que logren iniciar sus operaciones de forma óptima y ordenada en el equilibrio de cargas de trabajo. 
La Jefatura del Subproceso de Modernización Institucional envió un correo a los despachos que serán abordados, para informarles sobre la visita o acompañamiento que recibirán por parte de esta Dirección en donde se les explican los alcances del abordaje y obligación de los despachos de colaborar con el trabajo designado a fin de maximizar los recursos y equiparar las cargas de trabajo. En algunos casos no se realizó el envío de este correo por cuanto ya existía comunicación con ciertos Juzgados o Tribunales. 
Se determinó el estado de los Despachos respecto a la participación en la huelga (2018), por lo cual no fue posible, en algunos casos, brindarles el abordaje en parte o totalmente (esta revisión aplica para todos los despachos). 
Se realizó revisiones del circulante de Despachos y se sugieren propuesta de cómo ajustar los circulantes, a fin de que las cargas de trabajo se distribuyan de forma equitativa (por procedimiento y por fase del proceso) entre todo el personal de los despachos (tanto Juzgador como Técnico Judicial); y además se revisó y sugirió, en caso de presentarse, la corrección de inconsistencias tales como fases desactualizadas, identificación de procesos como legajos y tercerías que no se encuentren asociados a un expediente principal, procesos principales y sus legajos o tercerías asignados a diferentes personas técnicas judiciales, revisión de expedientes activos con tareas que sugieren que el asunto debería o podría estar cerrado,  entre otras. 
En el caso de que al momento de revisar la distribución de cargas de trabajo el circulante se encuentre correctamente distribuido entre todo su personal, se procedería solamente a revisar las inconsistencias en el punto anterior descritas.
Una vez que se corroboró mediante listado del circulante actual, que los circulantes se encuentran equitativamente repartidos por tipos de procedimientos y fases entre todo el personal del Despacho, se procedió a enviar un correo electrónico donde se indica que a partir de esa fecha su oficina es certificada con un circulante equitativamente distribuido. 
Debido al abordaje realizado por parte de esta Dirección con motivo de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo en el 2016 y 2017, existen varios despachos que ya contaban con la conformación de un Equipo de Mejora de Procesos; por lo tanto, en los casos que ya existía un Equipo, se revisan y se valora si es procedente una actualización de estos, si es que el Juzgado sufrió algún tipo de variación en su estructura de trabajo; o bien se crea un Equipo si es que este no existía aún. 
Debido a que actualmente la mejora electrónica del Reparto Automático no se encuentra funcionando de la manera ideal para la materia Civil, ya que no reparte los asuntos de nuevo ingreso por medio de la variable Procedimiento sino por otra variable que no permite su debida distribución; los Profesionales a cargo de los abordajes confeccionaron diferentes herramientas en formato Excel conocidas como “Tejedoras” las cuales fueron debidamente ajustadas a la estructura de trabajo de los diferentes despachos, y con procesos actuales de acuerdo al Nuevo Código Procesal Civil, para que de forma temporal los despachos las utilicen y distribuyan sus demandas nuevas de forma equitativa. 
Para poner en funcionamiento la Tejedora brindada, se les solicitó a las diferentes áreas de Tecnología de la Información Regional desactivar las mejoras de reparto automático (aplica sólo para Juzgados).
A todos los despachos abordados con la Reforma al Código de Trabajo, se les actualiza la matriz de indicadores de gestión, se resolvieron dudas y se realizó la retroalimentación.
De las tareas mencionadas anteriormente se desprende la siguiente herramienta que valora la situación del despacho durante el acompañamiento, identificando los hallazgos, las propuestas de trabajo, los responsables de la implementación de las propuestas, el estado de la propuesta y los documentos de referencia.
Es importante mencionar, que, en el caso de los Despachos abordados inicialmente a raíz de la Reforma al Código de Trabajo, en ocasión a la entrada en vigor del Nuevo Código Procesal Civil se realizó un acompañamiento remoto; con excepción de algunos Juzgados que se visitaron debido a que en la zona se cuenta con Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil. 
Por otro lado, se informa que a raíz del informe preliminar 1073-PLA-MI-2019 relacionado con la “Estructura de Trabajo de los Juzgados Civiles y de Trabajo y Juzgados Mixtos; en el marco del Nuevo Código Procesal Civil” y su definitivo, se podría generar cambios en los indicadores de gestión y estructura de trabajo (cuotas). 
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	Actividad 
	Responsable de la Actividad
	Hallazgo
	Propuesta (Qué, quién, cuándo y cómo)
	Responsable de implementar la mejora
	Anexos
	Observaciones

	Tema 1: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Civil del despacho

	 Revisión de todas las fases de los procesos activos en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales 
	  Dirección de Planificación  
	 Se detectan 124 expedientes con las fases desactualizadas, según el cátalo de nuevas Fases emitido por la Comisión de la Jurisdicción Civil para el Nuevo Código Procesal Civil, Circular 113-2018 “Cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil”. 
	Actualizar de los expedientes en el Sistema de Gestión, de forma tal que se le asigne la fase correcta, esta tarea debe ser realizada por las personas técnicas judiciales con la supervisión de la Coordinadora o Coordinador Judicial y la Jueza o Juez Coordinador del Despacho. 

	 Personal del Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	Apéndice 1
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Civil enviado al Despacho

Apéndice 11
Certificación del reparto del circulante en materia Civil
	Estado: Realizado


Fecha de envío para la realización del ajuste
08/11/2018

Finalizado 27/11/2018


	Distribución del Circulante-Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona juzgadora
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuido de la siguiente manera:

Persona Juzgadora 2: 265 expedientes

Sin embargo, existen 2 casos que no tiene persona juzgadora o está asignado a una persona que no le compete la materia. 
Lo anterior producto del oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX 
	La coordinadora Judicial debe proceder con el ajuste y asignación de los expedientes al Juez 2, ya que es la única persona juzgadora que se encarga de la materia Civil. 

	Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí.
	Apéndice 1
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Civil enviado al Despacho.

Apéndice 11
Certificación del reparto del circulante en materia Civil.
	 Estado: Realizado


Fecha de envío para la realización del ajuste
08/11/2018

Finalizado 27/11/2018


	Verificación de los expedientes que contengan tipo de Procedimiento
	Dirección de Planificación 
	Se encuentra 1 expediente que no poseen tipo de Procedimiento definido, según circular 113-2018 “Cambios administrativos y operativos que deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil”.  

	La Coordinadora Judicial debe proceder con el ajuste del expediente y determinar el tipo de procedimiento correspondiente, con criterio técnico de la persona juzgadora coordinadora en el caso de ser necesario.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	Apéndice 1
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Civil enviado al Despacho

Apéndice 11
Certificación del reparto del circulante en materia Civil
	 Estado: Realizado


Fecha de envío para la realización del ajuste
08/11/2018

Finalizado 27/11/2018


	Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora
	Dirección de Planificación 
	Los expedientes pendientes de Fallo, todos se encontraron asignados a la persona juzgadora 2.
Sin embargo, en la revisión del Libro de Pase a Fallo del Escritorio Virtual, se encontraron 6 expedientes pendientes de fallo diferentes a los que tiene pendiente el Juez 2, que el Coordinador Judicial manifiesta que se debe a expedientes que han salido en apelación o se cerraron estadísticamente, a los cuales no se les realizó el cambio de Ubicación ni de Tarea. 
	La persona coordinadora judicial debe mantener el control de los expedientes para fallo y a su vez debe actualizar el libro de Pase a Fallo del Escritorio Virtual, de tal forma que le libro de Excel de pase a Fallo coincida con el del Escritorio Virtual. 
El Coordinador Judicial debe enviar un reporte a informática para sacar de lo pendiente del dictado de sentencia, los seis (6) expedientes identificados. 


	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí.

El reporte fue generado y TI sustrajo los expedientes que aparecían pendientes de fallo. 
	
	  Estado: Realizado


Fecha de envío para la realización del ajuste
08/11/2018

Finalizado 27/11/2018


	Distribución del Circulante-Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona técnica judicial
	Dirección de Planificación
	El circulante entre el personal Técnico Judicial, se encuentra distribuido de la siguiente manera: 

•Téc. Jud 1:57 expedientes
•Téc. Jud 2: 58 expedientes
•Téc. Jud 3: 57 expedientes
•Téc. Jud 4: 55 expedientes
•Téc. Jud 5: 39 expedientes

Sin embargo, existe 1 expediente que no cuenta con una persona técnica judicial asignada
.
Lo anterior producto del oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.

	La distribución del circulante entre el personal técnico judicial se encuentra desequilibrado en la persona técnica judicial 5, por lo que los procesos Monitorio dinerario, Información posesoria, Ejecución hipotecaria y entre otros, la persona coordinadora judicial debe desasignar circulante a los compañeros que tienen más, como es el caso de la Téc. Judicial 2, Téc. Jud 1 y Téc. Jud 3; y asignárselos a la compañera Téc. Jud 5, con el objetivo de equiparar las cantidades entre todos los técnicas y técnicos. 
 Hay que mencionar que las variables utilizadas para realizar el ajuste del circulante fueron el tipo de proceso y la fase procesal del expediente. 
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	Apéndice 1
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Civil enviado al Despacho

Apéndice 11
Certificación del reparto del circulante en materia Civil
	Estado: Realizado


Fecha de envío para la realización del ajuste
08/11/2018

Finalizado 27/11/2018


	Tema 2: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Trabajo del despacho

	Distribución del Circulante-Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona juzgadora
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuid o de la siguiente manera:

Persona Juzgadora 2: 250 expedientes

Sin embargo, existe 1 caso que no tiene persona juzgadora asignada
Lo anterior producto del oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX
	La coordinadora Judicial debe proceder con el ajuste y asignación del expediente al Juez 2, ya que es la única persona juzgadora que se encarga de la materia Trabajo; por lo tanto, el Despacho mantiene de forma correcta la asignación del circulante en esta materia. 

	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	Apéndice 2
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Trabajo enviado al Despacho

Apéndice 12
Certificación del reparto del circulante en materia de Trabajo por oposición. 
	 Estado: Realizado


Fecha de envío para la realización del ajuste
16/11/2018

Finalizado 21/11/2018


	Verificación de los expedientes que contengan tipo de Procedimiento
	Dirección de Planificación 
	Se encuentra 1 expediente que no poseen tipo de Procedimiento. 
	La persona Coordinadora Judicial debe proceder con el ajuste del expediente y determinar el tipo de procedimiento correspondiente, con criterio técnico de la persona juzgadora coordinadora en el caso de ser necesario.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	Apéndice 2
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Trabajo enviado al Despacho

Apéndice 12
Certificación del reparto del circulante en materia de Trabajo por oposición. 
	 Estado: Realizado


Fecha de envío para la realización del ajuste
16/11/2018

Finalizado 21/11/2018


	Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora
	Dirección de Planificación 
	Los seis (6) expedientes pendientes de Fallo, se encontraron asignados a la persona juzgadora 2.

	La persona coordinadora judicial debe mantener la buena práctica de llevar el control de los expedientes para fallo y a su vez debe actualizar el libro de Pase a Fallo del Escritorio Virtual como el libro del control de pase a Fallo de Excel.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	Apéndice 2
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Trabajo enviado al Despacho

Apéndice 12
Certificación del reparto del circulante en materia de Trabajo por oposición.
	 Estado: Realizado


Fecha de envío para la realización del ajuste
16/11/2018

Finalizado 21/11/2018


	Distribución del Circulante-Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona técnica judicial
	Dirección de Planificación
	La distribución del circulante entre el personal técnico judicial se encuentra de la siguiente manera: 

•Téc. Jud 1:52 expedientes
•Téc. Jud 2: 42 expedientes
•Téc. Jud 3: 57 expedientes
•Téc. Jud 4: 55 expedientes
•Téc. Jud 5: 43 expedientes

Sin embargo, existe 1 expediente que no cuenta con una persona técnica judicial asignada
Lo anterior producto del oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX

	La distribución del circulante entre el personal técnico judicial se encuentra desequilibrado, sin embargo, hubo oposición del Despacho en realizar el ajuste porque manifiestan que existe conformismo como se encuentra la distribución. (ver apéndice 9)

Se indica que, con la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo se realizó una distribución del circulante y se equilibraron las cargas en el 2017.
Importante mencionar que las variables utilizadas para realizar el ajuste del circulante fueron el tipo de proceso y la fase procesal del expediente.
	La persona Juzgadora Coordinadora, la Persona Coordinadora Judicial del
 Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	Apéndice 2
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Trabajo enviado al Despacho

Apéndice 9
Correo donde se indica la oposición del Despacho sobre el ajuste del circulante en la materia de Trabajo

	No se realizó el ajuste debido a oposición del despacho, manifestando conformidad con la distribución detecta

El expediente que no contaba con persona técnica judicial se asignó el 16/11/2018 

Estado: Finalizado 


	Tema 3: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Familia del despacho

	Distribución del Circulante-Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona juzgadora
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuido de la siguiente manera:

Juez 1: 232 expedientes

Todo el circulante se encuentra asignado a la persona juzgadora correspondiente. 

Lo anterior producto del oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX

	La persona coordinadora judicial deberá revisar periódicamente que las asignaciones se estén realizando de forma adecuada.

En este caso se evidencia que, el Despacho cuenta con el circulante asignado de forma correcta.  

Es importante indicar que, con la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo se realizó una distribución del circulante y se equilibraron las cargas en el 2017.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	Apéndice 3
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica enviado al Despacho

Apéndice 10: Correo donde se indica la oposición del Despacho sobre el ajuste del circulante en la materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica
	Fecha de envío para la realización del ajuste
29/11/2018

Estado: Finalizado por oposición 

	Verificación de los expedientes que contengan tipo de Procedimiento
	Dirección de Planificación 
	Se encuentra 1 expediente que no poseen tipo de Procedimiento determinado
	La persona Coordinadora Judicial debe proceder con el ajuste del expediente y determinar el tipo de procedimiento correspondiente, con criterio técnico de la persona juzgadora coordinadora en el caso de ser necesario.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	Apéndice 3
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica enviado al Despacho
	
Fecha de envío para la realización del ajuste
29/11/2018

Estado: Finalizado por oposición 

	Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora
	Dirección de Planificación 
	Los 37 expedientes pendientes de Fallo se encontraron asignados a la persona juzgadora 1.
Consulta realizada el 26/11/2018.
	La persona coordinadora judicial debe mantener el control de los expedientes para para el dictado de sentencia en el libro de Pase a Fallo del Escritorio Virtual como el libro del control de pase a Fallo de Excel.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí.
	
	Fecha de consulta
26/11/2018

Estado: Realizado

	Distribución del Circulante-Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona técnica judicial
	Dirección de Planificación
	La diferencia entre el circulante distribuido a cada persona juzgadora es mínima:
•Téc. Jud 1:53 expedientes
•Téc. Jud 2: 31 expedientes
•Téc. Jud 3: 47 expedientes
•Téc. Jud 4: 53 expedientes
•Téc. Jud 5: 40 expedientes

Sin embargo, existe 8 expediente asignados a la persona coordinadora judicial, por lo tanto, amerita ser revisados. 

Lo anterior producto del oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.

	La distribución del circulante entre el personal técnico judicial se encuentra desequilibrado, sin embargo, hubo oposición del Despacho en realizar el ajuste porque manifiestan que ya se había ajustado con la Reforma al Código de Trabajo, por lo que están conformes como está. 

Importante mencionar que las variables utilizadas para realizar el ajuste del circulante fueron el tipo de proceso y la fase procesal del expediente.
	La persona Juzgadora Coordinadora, la Persona Coordinadora Judicial del
 Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí.
	Apéndice 3
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica enviado al Despacho

Apéndice 10
Correo donde se indica la oposición del Despacho sobre el ajuste del circulante en la materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica.
	Se mantuvo la distribución que tenía el Despacho debido al criterio del Juzgado. (ver apéndice 10)

	Tema 4: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Penal Juvenil del despacho

	Distribución del Circulante-Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona juzgadora
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuid o de la siguiente manera:
Juez 1: 107 expedientes

Todo el circulante se encuentra asignado a la persona juzgadora correspondiente. 

Lo anterior producto del oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.
	La persona coordinadora judicial deberá revisar periódicamente que las asignaciones se estén realizando de forma adecuada.

En este caso se evidencia que, el Despacho cuenta con el circulante asignado de forma correcta.  

Es importante indicar que, con la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo se realizó una distribución del circulante y se equilibraron las cargas en el 2017.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	Apéndice 3
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica enviado al Despacho.
	
Fecha de envío para la realización del ajuste
29/11/2018

Estado: Finalizado por oposición.

	Verificación de los expedientes que contengan tipo de Procedimiento
	Dirección de Planificación 
	Todos los expedientes cuentan con procedimiento asignado. 
	La persona coordinadora judicial deberá revisar periódicamente que las asignaciones se estén realizando de forma adecuada. 
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí.
	Apéndice 3
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica enviado al Despacho.
	
Fecha de envío para la realización del ajuste
29/11/2018

Estado: Realizado 
30/11/2018.

	Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora
	Dirección de Planificación 
	Los ocho (8) expedientes pendientes de Fallo, se encontraron asignados a la persona juzgadora 1.
Consulta realizada el 26/11/2018
	La persona coordinadora judicial debe mantener la buena práctica de llevar el control de los expedientes para fallo y a su vez debe actualizar el libro de Pase a Fallo Excel. 

Importante indicar, que actualmente la mejora de pase a Fallo del Escritorio Virtual, no se encuentra activa en esta materia, por lo que se conversa con Michael Arroyo, de TI de Sarapiquí (agosto 2019), e indica vía telefónica que en su momento no se activó por no contar con voto automático para esta materia. El Despacho realiza la gestión correspondiente para la activación de dicha mejora. La Dirección de Planificación queda atenta a la indicación por parte de Tecnología de la Información la implementación de la mejora.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	
Apéndice 18: Consulta sobre Mejora de Pase a Fallo
	Fecha de envío para la realización del ajuste
29/11/2018.

Estado: Realizado 
30/11/2018

	Distribución del Circulante-Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona técnica judicial
	Dirección de Planificación
	El circulante entre el personal técnico judicial se encuentra equilibrado:

•Téc. Jud 1:20 expedientes
•Téc. Jud 2: 20 expedientes
•Téc. Jud 3: 20 expedientes
•Téc. Jud 4: 25 expedientes
•Téc. Jud 5: 22 expedientes

Lo anterior producto del oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX

	La persona coordinadora debe estar vigilante de que el reparto de demandas nuevas y asuntos reentrados se distribuya de forma adecuada entre el personal Técnico Judicial. 

Es importante indicar que, con la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo se realizó una distribución del circulante y se equilibraron las cargas en el 2017.
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí
	Apéndice 3
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica enviado al Despacho.

Apéndice 10
Correo donde se indica la oposición del Despacho sobre el ajuste del circulante en la materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica
	Fecha de envío para la realización del ajuste
29/11/2018

Se mantuvo la distribución que tenía el Despacho debido al criterio del Juzgado.

	Tema 5: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Violencia Doméstica del despacho

	Distribución del Circulante-Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona juzgadora
	Dirección de Planificación
	El circulante se encuentra distribuid o de la siguiente manera:

Jueza 1: 17 expedientes
Juez 2: 5 expedientes
Jueza 3: 604 expedientes

Sin embargo, la persona juzgadora 3 es la encargada de esta materia, por lo que las demás personas juzgadoras no deben tener expedientes asignados

Lo anterior producto del oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.
	La coordinadora Judicial debe proceder con el ajuste y asignación del expediente a la Jueza 3, ya que es la única persona juzgadora que se encarga de la materia de Violencia Doméstica.  Excepto los casos que por inhibitoria o por otra causa jurídica que no lo pueda conocer dicha persona juzgadora; ya que; todas las personas juzgadoras del Despacho cuentan con competencia en la materia. 
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí.
	Apéndice 3
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica enviado al Despacho.
	Fecha de envío para la realización del ajuste
29/11/2018

Realizado 
30/11/2018.

	Verificación de los expedientes que contengan tipo de Procedimiento
	Dirección de Planificación 
	Todos los expedientes cuentan con procedimiento asignado. 
	La persona coordinadora judicial deberá revisar periódicamente que las asignaciones se estén realizando de forma adecuada. 
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí.
	Apéndice 3
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica enviado al Despacho.
	Fecha de envío para la realización del ajuste
29/11/2018
Realizado 
30/11/2018

	Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora
	Dirección de Planificación 
	Los 2 expedientes pendientes de Fallo se encontraron asignados a la persona juzgadora 3.
Consulta realizada el 26/11/2018.
	La persona coordinadora judicial debe mantener el control de los expedientes pendientes para el dictado de sentencia en el Libro Paso de Fallo en Excel.

Importante indicar, que actualmente la mejora de pase a Fallo del Escritorio Virtual, no se encuentra activa en esta materia, por lo que se conversa con Michael Arroyo, de TI de Sarapiquí, e indica vía telefónica que en su momento no se activó por no contar con voto automático para esta materia. El Despacho realiza la gestión correspondiente para la activación de dicha mejora. La Dirección de Planificación queda atenta a la indicación por parte de Tecnología de la Información la implementación de la mejora
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí.
	Apéndice 18: Consulta sobre Mejora de Pase a Fallo
	Fecha de envío para la realización del ajuste
29/11/2018
Realizado 
30/11/2018.

	Distribución del Circulante-Revisión de la cantidad de expedientes asignados por persona técnica judicial
	Dirección de Planificación
	El circulante entre el personal técnico judicial se encuentra equilibrado:

•Téc. Jud 1:123 expedientes
•Téc. Jud 2: 122 expedientes
•Téc. Jud 3: 127 expedientes
•Téc. Jud 4: 121 expedientes
•Téc. Jud 5: 132 expedientes
Existe desequilibrio en el circulante, donde se observa hasta 10 expedientes de diferencia entra un técnico a otro.
Existe 1 expediente que no tiene persona técnica judicial asignado

Lo anterior producto del oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX

	La distribución del circulante entre el personal técnico judicial se encuentra desequilibrado, sin embargo, hubo oposición del Despacho en realizar el ajuste porque manifiestan que ya se había ajustado con Reforma al Código de Trabajo, por lo que existe conformidad como se encuentra la distribución actualmente. 
Se debe asignar el expediente a una persona técnica judicial. 
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí.
	Apéndice 3
Correo sobre la revisión y solicitud de los ajustes del circulante en materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica enviado al Despacho

Apéndice 10
Correo donde se indica la oposición del Despacho sobre el ajuste del circulante en la materia Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica.
	Fecha de envío para la realización del ajuste
29/11/2018

Se mantuvo la distribución que tenía el Despacho debido al criterio del Juzgado.

Se asignó el expediente sin persona técnica judicial 
30/11/2018.

	Tema 6: Equipo de Mejora, Matriz de Indicadores y Pase a Fallo

	Conformación del Equipo de Mejora
	Dirección de Planificación
	El Equipo de Mejora del Despacho está conformado por gran parte del personal. Sin embargo, se hace la actualización del documento de las responsabilidades e integrantes, ya que ha habido movimiento del personal.  

El Equipo de Mejora fue implementado durante el abordaje realizado en miras de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo, según informe 1093-PLA-2017 proyecto realizado en el Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Sarapiquí.
	El Juez Coordinador del Despacho en conjunto con la Coordinadora Judicial deben considerar actualizar el Equipo de Mejora de Procesos, ya que se cuenta con nuevo personal, los cuales se abocarán al seguimiento de la implementación de Modelo de Sostenibilidad, en pro de la autogestión de los Despachos.
•El Equipo de Mejora es el responsable en la toma de decisiones, propuestas de solución y el seguimiento para la sostenibilidad del plan de trabajo. 
•Adicionalmente, el Equipo de Mejora es el responsable de realizar el análisis de los indicadores de gestión, para lo cual se reúnen una vez al mes, donde se analiza y consolida la información extraída y se genera la minuta; en la que debe constar la participación y firma de todas las personas involucradas.
•El criterio del Equipo de Mejora será fundamental para la creación del plan remedial y la evaluación de sus resultados. 
•La persona juzgadora coordinadora del despacho debe velar y promover la participación de la totalidad de los integrantes del Equipo de Mejora en las actividades correspondientes. 
	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí.
	Apéndice 4
Creación Equipo de Mejora.
	Realizado
21/11/2018.

	Ajuste de la Matriz de Indicadores de Gestión
	Dirección de Planificación 
	Se realizan ajustes a la matriz de Indicadores del Despacho, ya se realizaron modificaciones en la estructura de trámite, producto del oficio 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, que contiene los esquemas de organización y reparto que se utilizan en los Despachos Mixtos que atienden más de dos materias, conocido y aprobado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018 artículo XLIX.

Cabe indicar que la primera matriz de indicadores fue implementada durante el abordaje realizado en miras de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo, según informe 1093-PLA-2017 proyecto realizado en el Juzgado Civil, Trabajo, Familia, Penal Juvenil y Violencia Doméstica de Sarapiquí. 

	El Profesional de la Dirección de Planificación ajusta la matriz de Indicadores con la estructura de tramitación actual (ver apéndice 6), la cual se envió vía correo electrónico al Despacho el 20/11/2018, quienes no tuvieron observaciones. 
Se aprovechó también, enviar de nuevo el archivo de los Planes Remediales y el formato de la Minuta de trabajo que deben generar en las reuniones mensuales del Equipo de Mejora.  
La persona coordinadora Judicial es la responsable de actualizar mensualmente la matriz de indicadores de gestión de conformidad con el alcance que se establece en el Modelo de Sostenibilidad de Proyectos.
•La persona juzgadora coordinadora del Despacho debe velar porque la persona coordinadora Judicial realice la anterior. 
•La información insumo para completar la matriz, se extrae del SIGMA, Escritorio Virtual y demás controles del juzgado.
•Los resultados de los indicadores de gestión será la base para la reunión mensual del Equipo de Mejora donde se realizará el análisis de los indicadores de gestión y elaborar los planes remediales.

	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí.
	Apéndice 6
Matriz de Indicadores

Apéndice 14
Correo de envío de la Matriz de Indicadores Ajustada.
	Realizado
20/11/2018

	Ajuste del Libro de Pase a Fallo de todas las materias 
	Dirección de Planificación 
	El Despacho tiene implementado el Libro de Pase a Fallo, presenta oportunidades de mejora en cuanto a la inclusión de nuevas variables, las cuales permiten un mejor análisis. 
	La persona coordinadora judicial deberá llevar el control de la herramienta de los expedientes para el dictado de sentencia. Se entrada la herramienta y se explica su uso. 
Cabe recordar, que toda la información debe estar ingresada en la mejora de Pase a Fallo del Escritorio Virtual. 
Al Libro del Control de Pase a Fallo se le realizaron ajustes con la inclusión de nuevas variables de medición, se envió vía correo electrónico 13/11/2018 al Despacho, quienes no tuvieron observaciones al respecto.  
Detalles Generales:
-El control del pase a fallo sirve para registrar los expedientes pasados a fallar, las fechas de fallo y los expedientes devueltos sin sentencia, con su respectiva razón. Lo anterior con la finalidad de mantener controlado el proceso de dictado de sentencia debido a la relevancia de este.  
-Una vez que el expediente está listo para fallo, el personal técnico judicial, lo traslada a la ubicación en el Escritorio Virtual de la persona coordinadora judicial para que lo ingrese en el libro electrónico de pase a fallo (Excel) y en la mejora de pase a fallo electrónico del Escritorio Virtual La tarea que debe utilizar la persona técnica judicial en la ubicación de la persona coordinadora judicial es "enviar a dictado de resolución o sentencia". 
 -La coordinadora o coordinador judicial le asigna en la ubicación de la persona juzgadora el expediente en la tarea "expediente listo para fallar e ingresar al libro de fallo electrónico" del Escritorio Virtual. 
-Una vez que la persona juzgadora dictó la sentencia traslada el expediente a la ubicación del coordinador o coordinadora judicial en la tarea "sentencia dictada actualizar libro" o en caso de que sea necesario devolver el expediente sin fallo se coloca en la tarea "expediente devuelto sin sentencia se registra fallo electrónico" del Escritorio Virtual.
-Los datos que se ingresan en el libro electrónico de pase a fallo, deben coincidir con los registros de la mejora del Escritorio Virtual "libro pase a fallo", es responsabilidad del coordinador o coordinadora judicial, confirmar dicha coincidencia, como mínimo de forma mensual para asegurar la veracidad de información que se incluye en los indicadores de gestión, entre otros motivos. 

	Persona Coordinadora Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí.
	Apéndice 8
Libro de Pase a Fallo

Apéndice 13 
Correo de envío del ajuste del Rol de Distribución de Demandas Nuevas (Tejedora).
	Realizado
13/11/2018. 



[bookmark: _Toc20748764]Detalle del uso de libro de pase a fallo y la mejora de pase a fallo del Escritorio Virtual 

Con la finalidad de dar cumplimiento a lo solicitado por la Comisión de la Jurisdicción Civil, se amplía a continuación el tema del pase a fallo:
-El control del pase a fallo sirve para registrar los expedientes pasados a fallar, las fechas de fallo y los expedientes devueltos sin sentencia, con su respectiva razón. Lo anterior con la finalidad de mantener controlado el proceso de dictado de sentencia debido a la relevancia de este.  
-Una vez que el expediente está listo para fallo, el personal técnico judicial, lo traslada a la ubicación en el E.V. de la persona coordinadora judicial para que lo ingrese en el libro electrónico de pase a fallo (Excel) y en la mejora de pase a fallo electrónico del E.V.  La tarea que debe utilizar la persona técnica judicial en la ubicación de la persona coordinadora judicial es "enviar a dictado de resolución o sentencia". 
 -La coordinadora o coordinador judicial le asigna en la ubicación de la persona juzgadora el expediente en la tarea "expediente listo para fallar e ingresar al libro de fallo electrónico" del E.V.
-Una vez que la persona juzgadora dictó la sentencia traslada el expediente a la ubicación del coordinador o coordinadora judicial en la tarea "sentencia dictada actualizar libro" o en caso de que sea necesario devolver el expediente sin fallo se coloca en la tarea "expediente devuelto sin sentencia se registra fallo electrónico" del E.V.
-Los datos que se ingresan en el libro electrónico de pase a fallo, deben coincidir con los registros de la mejora del E.V. "libro pase a fallo", es responsabilidad del coordinador o coordinadora judicial, confirmar dicha coincidencia, como mínimo de forma mensual para asegurar la veracidad de información que se incluye en los indicadores de gestión, entre otros motivos. 
[bookmark: _Toc20748765][bookmark: _Hlk526850512]Modelo de Sostenibilidad
Con el fin de garantizar la sostenibilidad y los resultados del desempeño del Despacho a lo largo del tiempo, se reitera el procedimiento del del Modelo de Seguimiento y Sostenibilidad de los Despachos abordados, donde interactúan los equipos de mejora de los despachos, la Administración Regional, el Consejo de Administración, la Dirección de Planificación y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento para la Gestión Jurisdiccional. El procedimiento descrito se muestra a modo de diagrama de flujo en la figura 1.

[bookmark: _Toc463349341][bookmark: _Toc20748766]Descripción del Procedimiento de seguimiento

La Dirección de Planificación es la responsable de definir los Indicadores de Gestión para cada una de las oficinas, tomando en consideración las variables estadísticas y estructura organizativa de cada despacho. 
El Coordinador o Coordinadora Judicial de cada oficina es el responsable de realizar mensualmente el cálculo de los indicadores. Para esto posee un tiempo de 15 días naturales, para completar la matriz de indicadores. Esto se debe realizar en las primeras dos semanas del mes.
Luego de la generación de los Indicadores, se deje actualizar la pizarra de indicadores con los datos obtenidos durante el mes.
Los Equipos de Mejora, se deben reunir y revisar los resultados obtenidos del mes, esto se debe realizar durante la tercera semana del mes. Es necesario, realizar la minuta correspondiente de la reunión, así como la definición de los planes remediales y acciones a ejecutar, esto para los casos que se requiera la toma de decisiones para la mejora de los resultados obtenidos.
Es importante extender la invitación de la reunión de revisión de indicadores a la Administración Regional, de forma que asista el coordinador del área jurisdiccional a dicha reunión, esto en los casos sea posible y de acuerdo a la programación anual de visitas que maneje la administración.
El Coordinador o Coordinadora Judicial del despacho debe remitir a más tardar al finalizar la tercera semana del mes, la minuta de reunión, los Indicadores de Gestión del mes y los planes remediales definidos, a la Administración Regional con copia al Consejo de Administración.
La Administración Regional es la responsable de realizar la revisión y análisis de los datos mensuales de cada oficina, del mismo modo deberá dar seguimiento a los planes remediales definidos por los mismos despachos, velando de esta forma por el cumplimiento de estos.
El Consejo de Administración al igual que la Administración Regional, debe tomar de insumo la información remitida por los despachos, como parte de su labor por velar por la buena marcha del Circuito; analizar su funcionamiento y proponer las mejoras pertinentes.
La Administración Regional, mensualmente debe remitir la información recibida por las oficinas al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional debe brindar apoyo y seguimiento a los despachos judiciales, del mismo modo debe recomendar la actualización de los rangos definidos en los Indicadores de Gestión al órgano técnico.


Figura 3
Diagrama de Flujo Procedimiento de Seguimiento de Indicadores

	


[bookmark: _Toc20748767]Otros Aspectos a considerar:

-El Modelo de Sostenibilidad pretende integrar a las personas del Despacho en un proceso de mejora continua, mediante la conformación de un Equipo de Mejora que tiene la responsabilidad de la toma de decisiones y propuestas de solución para la sostenibilidad del plan de trabajo.
-La ejecución del Modelo de Sostenibilidad implica que se tenga actualizada la matriz de indicadores, la reunión mensual del Equipo de Mejora la cual quedará evidenciada mediante la minuta de la sesión en la que conste la participación del equipo y en la cual se elabore y se dé seguimiento al plan remedial. 
-El Plan remedial es el conjunto de medidas de cambio temporal que se toman en una organización para mejorar su rendimiento, su gestión, capacidades cognitivas del personal, optimización de procesos, celeridad en las tareas, entre otros. Deben planificarse cuidadosamente, llevarse a la práctica y constatar sus efectos. Además, dichos planes remediales deben ser medibles, tener una persona responsable de su cumplimento, una fecha de inicio y fin, una cuota asignada o plazo, entre otros.
-La información obtenida deberá ser remitida la tercera semana de cada mes a la Administración Regional con copia al Consejo de Administración y a la Dirección de Planificación (durante los seis meses de seguimiento), deben adjuntar: la minuta de reunión, los planes remediales, la matriz de indicadores y además, deberá actualizar la pizarra del Despacho.

El apartado anterior se incluye con a la finalidad de ampliar el tema y aclarar duras de los equipos de trabajo.
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El 8 de agosto del 2019 se remite el presente informe vía correo electrónico al Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y Comisión de la Jurisdicción Civil, los cuales después de realizar la revisión respectiva emiten las siguientes observaciones:


	 
	Observaciones 
	Posición de la Dirección de Planificación

	1.       
	Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí

	1.1.
	“…Con relación al punto "Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora" en materia de familia, solicitamos se aclare la indicación de "finalizado por oposición del despacho" siendo que la oposición que se realizó en su momento fue a una nueva repartición o equiparación de cargas de trabajo a las personas técnicas judiciales, no con respecto a los expedientes pendientes de fallo; Se hace la misma observación en materia Penal Juvenil, y se hace notar que en esta materia no se cuenta con la mejora del libro de pase a fallo en el escritorio virtual, al igual que en la materia de violencia doméstica…”
	Lleva razón en la solicitud de la aclaración, la cual es incluida en este informe. 

Con respecto a la mejora del Libro de Pase a Fallo en Escritorio Virtual en materia Violencia Doméstica y Penal Juvenil, no se encuentra activa, por lo que se conversa con Michael Arroyo, de TI de Sarapiquí, e indica vía telefónica que en su momento no se activó por no contar con voto automático para esta materia. El Despacho realizó la gestión correspondiente para la activación de dicha mejora. La Dirección de Planificación queda atenta a la indicación por parte de Tecnología de la Información la implementación de la mejora.

La observación modifica el contenido del informe en el punto "Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora" de la materia Familia y Revisión de la cantidad de expedientes pendientes de fallo por persona juzgadora en materia Violencia Doméstica y Penal Juvenil. 

Se detalla el procedimiento de pase a fallo en líneas anteriores. Se modifica el contenido del informe.



	2.       
	Comisión de la Jurisdicción Civil

	2.1.
	"...Dentro de las indicaciones del señalado informe se mencionó concretamente lo siguiente respecto del modelo de sostenibilidad: (…) Con el fin de garantizar la sostenibilidad y los resultados del desempeño del Despacho a lo largo del tiempo, se define el siguiente procedimiento como parte del Modelo de Seguimiento y Sostenibilidad de los Despachos abordados, donde interactúan los equipos de mejora de los despachos, la Administración Regional, el Consejo de Administración, la Dirección de Planificación y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento para la Gestión Jurisdiccional. (…)  

Según se ha determinado del modelo de seguimiento, además del abordaje y certificación de los despachos en relación con las nuevas estructuras de trabajo ya aprobadas, a partir de la entrada en vigencia de la reforma procesal civil, existe la imperiosa necesidad que la Dirección de Planificación genere un abordaje y seguimiento de las nuevas estructuras, en el que valore todos los aspectos propios de los despachos analizados, tales como entrada y salida de asuntos, conformación actual de circulante por materia y por tipo de proceso, las cargas de trabajo, y cuotas asignadas tanto a los técnicos judiciales, como al personal juzgador, todo lo anterior, basado en datos e información actualizada y acorde a la realidad, con el fin de que se elimine el riesgo apuntado por esta Comisión, en el sentido de contar con los elementos necesarios, actuales y correctos que permitan a los despachos el efectivo y eficaz desempeño de su gestión. Máxime en el caso de los juzgados mixtos, que cuentan ya con la implementación de dos reformas, la laboral y la civil, cuyo impacto no ha sido motivo de valoración por el Departamento de Planificación, y los informes rendidos como el que nos ocupa, refieren a datos de estructuras proyectadas, más no cuentan con un análisis que conlleve a determinar si esas proyecciones y recomendaciones, tanto de distribución de cargas y cuotas, se ajustan a la realidad de los despachos actuales, resultando como se indicó indispensable que la estructura y forma de trabajo implementada sea revisada, ajustada o modificada, siendo urgente que en el término de un año a más tardar a partir de la implementación de la reforma, se valoren los efectos del informe mencionado, en relación con la realidad derivada de la reforma, conforme lo establece la estructura en el modelo de sostenibilidad...."
	Se toma nota de la solicitud de la Comisión de la Jurisdicción Civil.

Se destaca que el equipo del CACMFJ, mediante el equipo de profesionales asignado para el seguimiento de la materia Civil, y el equipo Gestor son los encargados de iniciar con el seguimiento de los Despachos para posteriormente remitir las consideraciones necesarias a esta Dirección para su respectiva atención.  

El CACMFJ cuenta con un equipo específico para la materia Civil conformado por dos personas juzgadoras 5, en su función de Asesores, y dos plazas de profesional 2 para el seguimiento a los planes de trabajo y recomendaciones aprobadas por el Consejo Superior. Lo anterior según lo definido en el informe de presupuesto 32-PLA-MI-2018 “Impacto organizacional y presupuestario en el Poder Judicial a partir de la promulgación del Nuevo Código Procesal Civil para el 2019”, Informe aprobado por el Consejo Superior en sesión 34-18 (Presupuesto 2019), del 25 de abril de 2018, artículo III. Que incluye acuerdos del Consejo Superior en sesión 42-18 del 15 de mayo 2018, artículo VI, VIII, IX y X.; además fue aprobado por Corte Plena en sesión de Presupuesto del 30 de mayo 2018 e incorpora el recorte presupuestario según indicación del Ministerio de Hacienda. Informe que responde a la actual Ley de Presupuesto 2019.

Por otro lado, mediante el oficio 3321-19 de la Secretaría General de la Corte se comunicó el acuerdo del Consejo Superior, tomado en la sesión 24-19 celebrada el 15 de marzo del 2019, donde en su Artículo XXXVI indica:

“Una vez analizado el tema relacionado con los modelos de los planes remediales para el modelo penal, se acordó: 1.) Comunicar a la Dirección de Planificación que será el encargado en los seguimientos respectivos de los despachos que están atendiendo los planes remediales para el modelo penal. 2.) Debido a lo anterior, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, deberá dirigir sus recursos a la atención de planes de las demás materias.”
Es importante mencionar, que los resultados mostrados en los informes relacionados con “Resumen de Hallazgos y Propuestas de Plan de Trabajo a raíz de la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil” no tienen la finalidad de evaluar la implementación del modelo de estructuras de trabajo, ya que el acompañamiento se brindó durante la entrada en vigencia, fechas en las que los despachos estaban organizando su funcionamiento, y se revisaron aspectos mínimos para el inicio de funciones; por ende su finalidad es informar sobre las acciones realizadas y los planes de trabajo.  Los problemas detectados por el personal profesional del CACMFJ, deben ser fundamentados y enviados al ente técnico (Dirección de Planificación) para proceder con el análisis (evaluación), respectivo.

El Modelo de Sostenibilidad se enfoca principalmente en el Desempeño del Despacho, en la autogestión que debe realizar para mejorar su rendimiento, por medio de la implementación de planes de trabajo remediales y del seguimiento mes a mes de los indicadores de gestión. La información que se genere del ejercicio mencionado por parte de los Despachos podrán ser insumos para una futura evaluación del modelo de estructuras implementadas. Se reitera el procedimiento en este informe.
 
Los datos del informe de la Dirección de Planificación 1248-PLA-MI-2019, que se puso en conocimiento corresponden a la situación del despacho al momento de realizar los ajustes y distribución del circulante entre el personal juzgador y técnico judicial, como parte del acompañamiento brindado durante la entrada en vigencia del Nuevo Código Procesal Civil, por lo que la información y recomendaciones reflejan la realidad del juzgado.

La observación modifica el contenido del informe.


	2.2.
	“… se informa que a raíz del informe preliminar 1073-PLA-MI-2019 relacionado con la “Estructura de Trabajo de los Juzgados Civiles y de Trabajo y Juzgados Mixtos; en el marco del Nuevo Código Procesal Civil” y su definitivo, se podría generar cambios en los indicadores de gestión y estructura de trabajo (cuotas)...” En relación con dicha afirmación, se hace la observación de la oposición vertida por la Comisión Civil a las recomendaciones de dicho informe, la cual ya fue externada a la Dirección de Planificación, dentro del plazo conferido, y donde esta Comisión expone las razones por las que no comparte los resultados del estudio y traslada el riesgo al ente técnico, de basar sus conclusiones y recomendaciones en información desactualizada y no acorde a la realidad existente al momento del análisis...”
	Se toma nota de la manifestación sobre la oposición vertida por la Comisión de la Jurisdicción Civil a las recomendaciones emitidas al informe preliminar 1073-PLA-MI-2019. Dicho informe, fue construido con aportes y criterios de la Comisión, quienes participaron de forma activa en la definición de los distintos apartados juntamente con esta Dirección. 

Por otro lado, las observaciones relacionadas con el informe 1073-PLA-MI-2019 serán atendidas en el informe definitivo sobre las “Estructura de Trabajo de los Juzgados Civiles y de Trabajo y Juzgados Mixtos; en el marco del Nuevo Código Procesal Civil”; las cuales no atañen al contenido de este informe.


	2.3
	“Por lo tanto, solicitamos que la Dirección de Planificación tenga en cuenta esa necesidad, posterior al abordaje y el seguimiento a cada uno de los despachos civiles, con ocasión de la ejecución de la reforma.”
	Se toma nota de lo manifestado por la Comisión de la Jurisdicción Civil; a lo cual se cita la  necesidad que el equipo del CACMFJ, mediante el equipo de profesionales asignados para el seguimiento de la materia Civil y el equipo Gestor realicen los seguimientos de los despachos, los resultados obtenidos y debidamente fundamentados deberán ser enviados a esta Dirección, que serán los insumos para  iniciar con la evaluación de los Despachos (impacto de la reforma) para posteriormente emitirse las sugerencias pertinentes en procura de mejorar su gestión operativa.

La observación no modifica el contenido del informe.
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A continuación, se detallan las siguientes recomendaciones.

Al Consejo Superior

Aprobar el presente estudio, y sus recomendaciones, con la finalidad del que el Juzgado analizado ejecute las recomendaciones descritas en el documento.

Al Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí:    

El equipo de Mejora debe continuar con la implementación y el seguimiento al plan de trabajo y las recomendaciones establecidas en este informe, analizar y verificar el correcto desempeño del Juzgado, utilizar los indicadores de gestión establecidos. 
El personal técnico judicial, bajo la supervisión del Juez o Jueza Coordinadora y del Coordinador o Coordinadora Judicial, serán los responsables de mantener actualizadas las fases, tareas, ubicaciones y estados de los expedientes del circulante activo del Juzgado, lo que implica que cada vez que se realice una gestión, trámite o revisión en el expediente se debe actualizar.

Dar cumplimiento a las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18, 133-18, sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de Información, para realizar labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficiencia del Juzgado, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel del despacho y gerencial.

- 0 -  

Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N°1549-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo realizado al Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí, en el marco de la implementación del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342).” 2) Avalar las recomendaciones dadas en el informe indicado, producto del abordaje realizado al Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí, por consiguiente se debe: a) Aprobar el presente estudio, y sus recomendaciones, con la finalidad del que el Juzgado analizado ejecute las recomendaciones descritas en el documento. b) El equipo de Mejora del Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí continuará con la implementación y el seguimiento al plan de trabajo y las recomendaciones establecidas en este informe, analizará y verificará el correcto desempeño del Juzgado y utilizará los indicadores de gestión establecidos. c) El personal técnico judicial del despacho analizado bajo la supervisión del Juez o Jueza Coordinadora y del Coordinador o Coordinadora Judicial, mantendrán actualizadas las fases, tareas, ubicaciones y estados de los expedientes del circulante activo del Juzgado, lo que implica que cada vez que se realice una gestión, trámite o revisión en el expediente se debe actualizar. d) El Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí dará cumplimiento a las circulares 87-15, 159-15, 27 y 28-16, 160-16, 89-18, 133-18, sobre su obligación de colaborar con el personal de la Dirección de Tecnología de Información, para realizar labor de seguimiento de actualización de los sistemas, donde se contempla las mejoras que se diseñan y su uso, esto como parte de los grandes esfuerzos e inversión de recursos que realiza la Institución, que buscan aumentar la eficiencia del Juzgado, optimizar la utilización de la tecnología, reducir los tiempos de trabajo y generar información vital para la toma de decisiones a nivel del despacho y gerencial. 3) Comuníquese el presente acuerdo al Juzgado Civil, Trabajo, Familia y Penal Juvenil de Sarapiquí, a  la Comisión de la Jurisdicción Civil, a la Dirección de Tecnología de la Información y al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748772]ARTÍCULO L
Documento N° 12016-19

[bookmark: _Hlk4583314][bookmark: _Hlk20473957]En oficio N° 1531-PLA-ES -2019 del 19 de setiembre del 2019, el Ingeniero Dixon Li Morales, Jefe Interino de la Sección de Proceso Ejecución de las Operaciones, remitió lo siguiente:
“Le remito el informe suscrito por la Licda. Ana Ericka Rodríguez Araya, Jefa del Subproceso de Estadística, relacionado con los cuadros estadísticos sobre los homicidios dolosos durante el 2018 y el último quinquenio. 
“Con el fin de que se manifestara al respecto, mediante oficio 1245-PLA-ES-2019, del 07 de agosto del 2019, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento de la Magistrada Patricia Solano Castro, Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción Penal y del Máster Walter Espinoza Espinoza, Director del Organismo de Investigación Judicial. A la fecha no se recibió respuesta.”

- 0 -

[bookmark: _Hlk20474013]En lo conducente el informe de cita indica lo siguiente: 
“(…)

[bookmark: _Toc13811846][bookmark: _Toc20748774]ANTECEDENTES
Los aspectos principales de acuerdo con las defunciones ocurridas por homicidio doloso en Costa Rica durante el 2017 se describen a continuación, datos que se basan en los casos atendidos por las oficinas de la policía judicial, adscritas al Organismo de Investigación Judicial (OIJ). 
El homicidio doloso, como delito se encuentra tipificado, tal y como se mencionó en la edición anterior en “…Código Penal costarricense, en el Libro Segundo: “De los Delitos”, Título I: “Delitos Contra la Vida”, para sancionar la muerte causada a una persona por otra persona, con intención deliberada y con pleno conocimiento de su ilícito…”. También se menciona a “…Ley de Penalización de la Violencia contra las Mujeres, que castiga la problemática del femicidio, que consiste en aplicar muerte a una mujer, con la que se mantenga una relación de matrimonio o en unión de hecho, declarada o no declarada” y que se localiza en el artículo N° 21 de dicha Ley.
Es importante advertir, tal y como lo expone el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 1223-DG-2018 del 8 de noviembre de 2018, “…generalmente un homicidio no se resuelve de forma inmediata.  Aproximadamente se tarda poco más de 6 meses en poder sacarlo…”, por lo que no necesariamente los homicidios resueltos en el 2018 ocurrieron durante ese mismo año. 
También, indica el master Espinoza Espinoza “…es muy difícil determinar por año, la cantidad exacta de homicidios por crimen organizado, en primer lugar, porque el dato puede estar sesgado por los casos que no se lograron resolver, así como el hecho de que el dato puede ser fluctuante, debido a los casos que aún están pendientes de resolver, pues no puede obviarse que en la etapa de juicio también pueden cambiar las connotaciones sobre si es o no crimen organizado…”.

[bookmark: _Toc13811847][bookmark: _Toc20748775]HECHOS RELEVANTES

Algunos de los hechos más destacados por homicidio doloso se detallan a continuación:

San José (200), Limón (114), Alajuela (92) y Cartago (60) son las provincias donde se registran para el 2018, las cantidades más altas de homicidios dolosos 
En comparación con el 2017, se presenta un incremento de siete homicidios dolosos resueltos de mujeres 
El método utilizado en el 68,5% de las muertes es el arma de fuego y el móvil principal es el ajuste de cuentas”
De 18 a 29 años es el rango de edad donde se ubica con mayor frecuencia las personas fallecidas (43,2%) 
En la mayoría de los homicidios resueltos, las personas eran solteras (57,3%) y costarricenses (99,6%) 
Por cada cien casos investigados por homicidio doloso, se registran 110 muertes por esta modalidad 
La tasa de personas fallecidas por homicidio doloso en el 2018 (11,7 por cada cien mil habitantes) es menor a la obtenida un año antes (12,2 por cada cien mil habitantes).

[bookmark: _Toc13811848][bookmark: _Toc20748776]MUERTES OCURRIDAS POR HOMICIDIO DOLOSO

Dentro de las muertes ocurridas por homicidio doloso es importante conocer o determinar las características, en vista de que con ello permite establecer un perfil de las víctimas de manera que contribuya para un mejor abordaje de esta problemática. De seguido se analizan algunos datos sociodemográficos.

Ahora, al observar por provincia los resultados obtenidos se tiene que en los dos los últimos años hay cuatro provincias donde ocurren con mayor frecuencia las muertes por homicidio doloso, siendo que para el 2018 la distribución porcentual de estas es de: 34,2% para San José, 19,5% para Limón, 15,7% para Alajuela y 10,3% para Cartago, lo que en conjunto acumula el 79,7%. 

Es importante advertir, que en Cartago se ha venido incrementado los homicidios dolosos durante el cuatrienio 2015-2018, lo que evidencia un aumento año con año de la criminalidad en esta provincia.
	
Cuadro 1

	Personas fallecidas por homicidio
doloso por año

	según provincia de ocurrencia. 2014-2018

	

	 
	Año

	Provincia
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	
	 
	 
	
	

	Absolutos
	477
	557
	578
	603
	585

	San José
	203
	259
	244
	221
	200

	Alajuela
	52
	56
	54
	92
	92

	Cartago
	26
	38
	41
	48
	60

	Heredia
	22
	41
	32
	36
	40

	Guanacaste
	25
	22
	40
	48
	22

	Puntarenas
	53
	46
	51
	45
	57

	Limón
	96
	95
	116
	113
	114

	
	
 
	 
	
	
	

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	San José
	42,6
	46,5
	42,2
	36,6
	34,2

	Alajuela
	10,9
	10,1
	9,3
	15,3
	15,7

	Cartago
	5,5
	6,8
	7,1
	8,0
	10,3

	Heredia
	4,6
	7,4
	5,5
	6,0
	6,8

	Guanacaste
	5,2
	3,9
	6,9
	8,0
	3,8

	Puntarenas
	11,1
	8,3
	8,8
	7,4
	9,7

	Limón
	20,1
	17,1
	20,1
	18,7
	19,5

	 
	 
	 
	 
	 
	 


Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación

En cuanto a la variable sexo, en comparación con el 2017 en el 2018 se registra un incremento en la cantidad de mujeres víctimas de homicidio doloso, ello implica que porcentualmente también se incremente. 

Del total de muertes (585), un 88,7% corresponde a hombres y el 11,1% a mujeres, mientras que un 0,2% es para una persona a la que no se le consignó el sexo. Este último dato no se visualiza en el gráfico, en vista de que es el único que se presenta en los últimos años y que el aporte gráfico no es relevante.
 
[bookmark: _MON_1567929091]

Al igual que en la edición anterior, el arma de fuego es el método más empleado por los homicidas con un valor porcentual de 68,5%, seguida por, el arma blanca con un 18,8% del total. Respecto del móvil principal en estos casos es en lo referente al arma de fuego, el “ajuste de cuentas” y en lo correspondiente al arma de blanca las “discusiones, riñas”.

	Cuadro 2

	Personas fallecidas por homicidio doloso por año

	según método empleado. 2014-2018

	
	

	 
	Año

	Método Empleado
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	 
	 
	 

	Absolutos
	477
	557
	578
	603
	585

	Arma de fuego
	327
	385
	384
	435
	401

	Arma blanca
	90
	96
	102
	93
	110

	Otro
	57
	75
	6
	75
	74

	Ignorado
	3
	1
	86
	0
	0

	
	
	 
	
	
	

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Arma de fuego
	68,6
	69,1
	66,4
	72,1
	68,5

	Arma blanca
	18,9
	17,2
	17,6
	15,4
	18,8

	Otro
	11,9
	13,5
	1,0
	12,4
	12,6

	Ignorado
	0,6
	0,2
	14,9
	0,0
	0,0

	 
	 
	 
	 
	 
	 


Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación

De 18 a 29 años es el rango de edad donde se ubica la mayoría de las personas fallecidas (43,2%), seguido por las de 30 a 39 años con un 22,9%, ello implica que entre ambos rangos concentran casi dos terceras partes (66,2%) de los fallecimientos.

		Cuadro 3

	Personas fallecidas por homicidio doloso por año

	Según edad de la persona fallecida. 2014-2018

	

	 
	Año

	Edad
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	 
	 
	 

	Absolutos
	477
	557
	578
	603
	585

	Hasta 9 años
	4
	8
	10
	7
	6

	De 10 a 17 años
	26
	18
	28
	19
	23

	De 18 a 29 años
	190
	220
	237
	278
	253

	De 30 a 39 años
	112
	141
	139
	155
	134

	De 40 a 49 años
	73
	81
	80
	70
	64

	De 50 a 59 años
	36
	42
	35
	36
	56

	De 60 a más años
	36
	47
	34
	35
	46

	Ignorada
	0
	0
	15
	3
	3

	
	
	 
	
	
	

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Hasta 9 años
	0,8
	1,4
	1,7
	1,2
	1,0

	De 10 a 17 años
	5,5
	3,2
	4,8
	3,2
	3,9

	De 18 a 29 años
	39,8
	39,5
	41,0
	46,1
	43,2

	De 30 a 39 años
	23,5
	25,3
	24,0
	25,7
	22,9

	De 40 a 49 años
	15,3
	14,5
	13,8
	11,6
	10,9

	De 50 a 59 años
	7,5
	7,5
	6,1
	6,0
	9,6

	De 60 a más años
	7,5
	8,4
	5,9
	5,8
	7,9

	Ignorada
	0,0
	0,0
	2,6
	0,5
	0,5

	 
	 
	 
	 
	 
	 


Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación

En el siguiente cuadro se detalla el estado civil de las personas víctimas de homicidio doloso, donde destacan quienes se encontraban solteras en vista de que comprenden al 57,3% del total, seguido por las que vivían en unión de hecho con un 18,8% y las casadas con un 12,6%, las cuales agrupadas contabilizan un 88,7%. 



	Cuadro 4

	Personas fallecidas por homicidio doloso por año

	Según estado civil. 2014-2018

	

	 
	Año

	Estado Civil
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	 
	 
	 

	Absolutos
	477
	557
	578
	603
	585

	Soltero
	265
	296
	331
	364
	335

	Unión de hecho
	106
	141
	96
	129
	110

	Casado
	78
	68
	94
	52
	74

	Divorciado
	19
	26
	21
	26
	28

	Separado
	0
	18
	17
	13
	19

	Viudo
	6
	3
	1
	8
	7

	Ignorado
	3
	5
	18
	11
	12

	
	 
	
	 
	 
	 

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Soltero
	55,6
	53,1
	57,3
	60,4
	57,3

	Unión de hecho
	22,2
	25,3
	16,6
	21,4
	18,8

	Casado
	16,4
	12,2
	16,3
	8,6
	12,6

	Divorciado
	4,0
	4,7
	3,6
	4,3
	4,8

	Separado
	0,0
	3,2
	2,9
	2,2
	3,2

	Viudo
	1,3
	0,5
	0,2
	1,3
	1,2

	Ignorado
	0,6
	0,9
	3,1
	1,8
	2,1

	 
	 
	 
	 
	 
	 


Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación

De acuerdo con la nacionalidad de las personas fallecidas, la mayoría son costarricenses (483), seguido en menor proporción por las personas originarias de Nicaragua (63). Entre ambos constituyen el 93,4% del total.  

	Cuadro 5

	Personas fallecidas por homicidio doloso por año

	Según nacionalidad. 2014-2018

	

	 
	Año

	Nacionalidad
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	 
	 
	 
	 

	Absolutos
	477
	557
	578
	603
	585

	Costa Rica
	387
	444
	446
	508
	483

	Nicaragua
	64
	77
	86
	61
	63

	Panamá
	0
	9
	6
	6
	7

	Colombia
	6
	7
	8
	9
	11

	Otra
	17
	16
	16
	8
	18

	Ignorada
	3
	4
	16
	11
	3

	
	 
	 
	 
	 
	 

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	Costa Rica
	81,1
	79,7
	77,2
	84,2
	82,6

	Nicaragua
	13,4
	13,8
	14,9
	10,1
	10,8

	Panamá
	0,0
	1,6
	1,0
	1,0
	1,2

	Colombia
	1,3
	1,3
	1,4
	1,5
	1,9

	Otra
	3,6
	2,9
	2,8
	1,3
	3,1

	Ignorada
	0,6
	0,7
	2,8
	1,8
	0,5

	 
	 
	 
	 
	 
	 


 Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación


[bookmark: _Toc13811849][bookmark: _Toc20748777]CASOS INVESTIGADOS POR HOMICIDIO DOLOSO

Las características de los casos que el Organismo de Investigación Judicial (OIJ) analiza y que están orientados a ser admitidos como homicidio doloso se exponen a continuación. 

En términos generales, se experimenta una disminución de 18 casos entre el 2107 y 2018, lo cual sugiere una mejor política en el combate de esta forma delictiva.
  
En comparación con el 2017, las provincias que incrementan los casos de homicidio doloso son Cartago y Puntarenas con once cada una, mientras que Heredia aumenta en cinco. Las demás provincias reducen el volumen de casos, siendo San José la que disminuye en mayor cantidad (18 casos), en el bienio 2017-2018. 

	Cuadro 6

	Casos registrados como homicidio doloso por año

	según provincia. 2014-2018

	

	 
	Año

	Provincia
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	
	 
	 
	

	Absolutos
	434
	525
	526
	549
	531

	San José
	183
	240
	225
	201
	183

	Alajuela
	50
	54
	52
	84
	80

	Cartago
	26
	37
	38
	45
	56

	Heredia
	20
	37
	31
	35
	40

	Guanacaste
	24
	22
	30
	38
	22

	Puntarenas
	47
	46
	44
	42
	53

	Limón
	84
	89
	106
	104
	97

	
	
	 
	 
	
	

	Porcentajes
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	San José
	42,2
	45,7
	42,8
	36,6
	34,5

	Alajuela
	11,5
	10,3
	9,9
	15,3
	15,1

	Cartago
	6,0
	7,0
	7,2
	8,2
	10,5

	Heredia
	4,6
	7,0
	5,9
	6,4
	7,5

	Guanacaste
	5,5
	4,2
	5,7
	6,9
	4,1

	Puntarenas
	10,8
	8,8
	8,4
	7,7
	10,0

	Limón
	19,4
	17,0
	20,2
	18,9
	18,3

	 
	 
	 
	 
	 
	 


Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación

Por otra parte, al dividir el número de personas fallecidas por homicidio doloso entre la cantidad de casos investigados se logra obtener la cantidad de homicidios según el número de casos. Así, para el 2018 se obtiene como resultado 1,10 y que expandido por cien indica (notación fraccionaria:  ) que por cada 100 casos investigados por homicidio doloso se registran 110 muertes bajo este modo, valor similar al obtenido en el 2016 y 2017, por lo que no se presentan cambios significativos en los últimos años.      
	Cuadro 7

	Homicidios dolosos por caso según año. 2013-2017

	

	 
	Homicidios Dolosos

	Año
	Personas
	Casos
	Razón

	 
	Fallecidas
	Registrados
	Pers / Casos

	
	 
	 
	

	2014
	477
	434
	1,10

	2015
	557
	525
	1,06

	2016
	578
	526
	1,10

	2017
	603
	549
	1,10

	2018
	585
	531
	1,10

	 
	 
	 
	 


		     Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación


[bookmark: _Toc13811850][bookmark: _Toc20748778]TASAS DE MUERTE POR HOMICIDIO DOLOSO

Las tasas de muerte por homicidio doloso en 2018 muestran que Limón y San José siguen siendo la primera y segunda provincia donde se registran las tasas más altas; no obstante, para este año también sobresalen las de Puntarenas y Cartago, mientras que Guanacaste logra disminuirla en siete puntos porcentuales. 

	
Cuadro 8

	Tasas de personas fallecidas por homicidio doloso por año*

	según provincia. 2013-2017

	

	 
	Año

	Provincia
	2014
	2015
	2016
	2017
	2018

	
	 
	
	 
	 
	

	Total
	10,0
	11,5
	11,8
	12,2
	11,7

	
	
	
	
	
	

	San José
	12,9
	16,3
	15,2
	13,6
	12,2

	Alajuela
	5,5
	5,8
	5,5
	9,3
	9,2

	Cartago
	5,0
	7,3
	7,8
	9,1
	11,2

	Heredia
	4,6
	8,3
	6,4
	7,1
	7,8

	Guanacaste
	6,9
	6,0
	10,8
	12,7
	5,7

	Puntarenas
	11,5
	9,8
	10,8
	9,4
	11,7

	Limón
	22,4
	21,9
	26,4
	25,4
	25,3

	 
	 
	 
	 
	 
	 


* Tasas por cada 100.000 habitantes
Elaborado por: Subproceso de Estadística, Dirección de Planificación

Para el 2018, se tiene una baja en las tasas, con excepción de la femenina, pues como se había manifestado anteriormente el volumen de muertes por homicidio doloso de mujeres se incrementó. La tasa general alcanza los 11,7, mientras que la de hombres es de 20,6 y la de mujeres 11,6 homicidios dolosos por cada cien mil habitantes. 
[bookmark: _MON_1624343167]


[bookmark: _Toc20748779]Anexo

	Documento
	Archivo

	Cuadros anuales de homicidios
	


(…)”
[bookmark: _Toc12859516]- 0 -  

Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N° 1531-PLA-ES-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con “los cuadros estadísticos sobre los homicidios dolosos durante el 2018 y el último quinquenio.”  2) Tomar nota de la información expuesta en este informe, así como de los datos más relevantes que se extraen del mismo, que se detallan a continuación: a) San José (200), Limón (114), Alajuela (92) y Cartago (60) son las provincias donde se registran para el 2018, las cantidades más altas de homicidios dolosos. b) En comparación con el 2017, se presenta un incremento de siete homicidios dolosos resueltos de mujeres. c) El método utilizado en el 68,5% de las muertes es el arma de fuego y el móvil principal es el ajuste de cuentas. d) De 18 a 29 años es el rango de edad donde se ubica con mayor frecuencia las personas fallecidas (43,2%). e) En la mayoría de los homicidios resueltos, las personas eran solteras (57,3%) y costarricenses (99,6%). f) Por cada cien casos investigados por homicidio doloso, se registran 110 muertes por esta modalidad. g) La tasa de personas fallecidas por homicidio doloso en el 2018 (11,7 por cada cien mil habitantes) es menor a la obtenida un año antes (12,2 por cada cien mil habitantes). 3) Hacer el citado informe de conocimiento del Director General del Organismo de Investigación Judicial (OIJ), de la Comisión de la Jurisdicción Penal, de la Comisión Permanente para el Seguimiento de la Atención y Prevención de la Violencia Intrafamiliar, Instituto Nacional de las Mujeres (INAMU), del Ministerio de Seguridad Pública y Gobernación, con el fin de que valoren los resultados obtenidos en el presente estudio, por ser importante para la toma de decisiones en el establecimiento de estrategias y políticas preventivas.  Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748781]ARTÍCULO LI
Documento N° 12299-19.
En oficio número 1069-DG-2019 del 24 de setiembre de 2019, el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, remitió la siguiente solicitud:
“Reciban un respetuoso saludo por parte de esta Dependencia; a la vez, me permito adjuntar para la autorización respectiva el “OFRECIMIENTO DE EQUIPO, SEGÚN TERMINOS DE LA CARTA ENTENDIMIENTO SOBRE LA INICIATIVA MERIDA/CARSI ENTRE EL GOBIERNO DE LOS ESTADOS UNIDOS DE AMERICA Y EL GOBIERNO DE LA REPÚBLICA DE COSTA RICA”.

El Departamento de Estado a través de la Dirección de Asuntos Internacionales de Estupefacientes y de Aplicación de la Ley - INL de la Embajada de Estados Unidos de América en Costa Rica, hace entrega oficial de equipo descrito a continuación con el objetivo de apoyar las funciones diarias del Organismo de Investigación Judicial (OIJ) a través del Departamento de Medicina Legal y que se detalla a continuación:


Para los efectos se adjunta formulario de valoración técnica de bienes para trámites de donación en el Poder Judicial.

(…).”
-0-
A esos efectos se transcribe el oficio número UGC-DML-014-2019 del 23 de setiembre de 2019, suscrito por el licenciado Jesús A. Benavides Chacón, Analista y Desarrollador de la Unidad Tecnológica Informática, que literalmente dice:
“Con relación a la solicitud de criterio técnico acerca de la herramienta Dr. Explain, me permito informarles lo siguiente:

 Esta es una herramienta de gran utilidad para la creación de manuales (guías) de usuario, que permite de una manera ágil realizar capturas de pantalla y auto etiquetar los distintos controles de los formularios (pantallas).

 Su funcionalidad y agilidad radica en que se puede accionar sobre el formulario deseado, realizando la captura de pantalla. Una vez capturada, analiza los controles del formulario y genera la plantilla con etiquetas y descripciones de dichos controles.

 Se pueden agregar los temas y subtemas que sean necesarios, así como las respectivas definiciones, lo que permite claridad y orden en los manuales.

 Finalmente, permite exportar los manuales en distintos formatos, brindando de esta manera, flexibilidad en la presentación a la persona usuaria. Dentro de los formatos se encuentran el PDF, HTML (para exponerlo en la red), DOC, etc.

Por lo anterior y en vista de que se requiere actualizar los manuales de usuario para los sistemas del Departamento de Medicina Legal (SIMEL, Patología y Rayos X), se plantea la necesidad de adquisición de esta herramienta. Además de que NO se dispone de mucho tiempo y recursos para realizar dicha labor, y esta herramienta sería de gran ayuda dado a que reduce en gran medida el tiempo para crear los manuales.

La versión del software que ofrece la Embajada es exactamente la requerida para todas las funciones descritas anteriormente y además es muy sencillo utilizarla por lo que puede aplicarse para los manuales que se desarrollen inmediatamente a partir de la llegada del software.”
-0-
Asimismo, se transcribe la entrega oficial de equipo adquirido según los términos de la carta de entendimiento sobre la iniciativa MERIDA/CARSI, entre el gobierno de los Estados Unidos de América y el gobierno de la República de costa rica, que dice:
“Por medio de este documento se hace constar la entrega oficial de equipo descrito a continuación adquirido con fondos del Departamento de Estado a través de la Dirección de Asuntos Internacionales de Estupefacientes y de Aplicación de la Ley - INL según la Iniciativa Mérida/CARSI del Gobierno de los Estados Unidos de América, para apoyar al Organismo de Investigación Judicial a través del Departamento de Medicina Legal.

Si el equipo no cumple con las necesidades del usuario, según la Carta de Acuerdo, no podrá reasignarse para uso de otra institución y se deberá notificar inmediatamente a la Oficina de Asuntos Antinarcóticos de esta Embajada para una mejor coordinación.


(…)”
-0-
Se acordó: 1) Aprobar la solicitud presentada por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, en oficio número 1069-DG-2019 del 24 de setiembre de 2019, en consecuencia, aceptar y agradecer la donación de la Embajada de Estados Unidos de América, del bien descrito que se utilizará con el objetivo de apoyar las funciones diarias del Organismo de Investigación Judicial a través del Departamento de Medicina Legal. 2) El Departamento de Proveeduría realizará la inclusión respectiva en el patrimonio del Poder Judicial. 3.) Recordar a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, que los bienes a recibir deben cumplir con los estándares de calidad requeridos por la Institución.
Las Direcciones del Organismo de Investigación Judicial, Ejecutiva y los Departamentos Financiero Contable y Medicina Legal tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748788]ARTÍCULO LII
Documento N° 5715-15

En la sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo III, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“El máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial, mediante oficio N° 896-DG-2019 de 12 de agosto de 2019, presentó la siguiente gestión:

[bookmark: _Toc15575084][bookmark: _Hlk17186055]“…Con relación al contenido del oficio N° 8024-19 de 9 de agosto de los corrientes, me permito solicitarle una reconsideración de lo acordado en la sesión N° 69-19 celebrada el 6 de agosto del 2019, Artículo XLIX, por medio del cual se acordó lo siguiente: “…Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe N° PJ-DGH-RS-0308-19 de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, relacionado con la Política de puestos de reserva, en aplicación a la ley 8862 para los años 2017 y 2018, así como de los datos estadísticos aportados. 2.) Indicar a la Dirección de Gestión Humana, que debe promover a la brevedad la realización de los concursos relacionados con estas plazas, con el fin de que se nombre a personas que cumplan con las condiciones que estipula la ley antes referida.” A continuación, voy a referirme puntualmente a algunos aspectos contenidos en el informe PJ-DGH-RS-0308-19 de la Sección de Reclutamiento y Selección de la Dirección de Gestión Humana, a saber:

“Una vez identificada la totalidad de vacantes de estos dos años, la revisión se basó en las clases que en su momento la Sección de Análisis de Puestos estableció que pueden ser objeto de las reservas anuales (según su naturaleza, tareas típicas a desarrollar, requerimientos físicos, sensoriales y psicosociales de cada uno de los puestos)”.

Como puede observarse, el estudio no fue realizado de manera integral, por lo que se dejaron aspectos importantes sin considerar, como por ejemplo:  accesos a edificios, condiciones de iluminación, ventilación y mobiliario.  Se analizó la clase de puesto no así el espacio físico y el entorno en el que la persona desarrollaría sus funciones, es decir, sin analizar de forma pormenorizada si la oficina reúne las condiciones básicas que permitan proveer de condiciones óptimas a las personas con capacidades disminuidas.  La ausencia de análisis de los factores antes mencionados implicaría adaptar el lugar de trabajo y a la persona que ocuparía el puesto, situación que generaría ajustes presupuestarios no planificados que tomaría tiempo en su ejecución.

 “Tomando en cuenta la información anterior y de acuerdo con lo que estable la Ley en esta materia, la cantidad de plazas que se estarán reservando para el próximo concurso exclusivo para personas con discapacidad corresponden a catorce puestos, cuyas cifras para efectos de cálculo se muestran en la siguiente tabla:

	
	2017
	2018
	Total

	Cantidad total de vacantes
	108
	176
	284

	Reserva del 5% 
	5
	9
	14



Con vista del cuadro anterior, se tiene que de las 14 plazas reservadas 4 pertenecen al Organismo de Investigación Judicial, lo cual representa el 29% mientras que las oficinas restantes aportan únicamente el 7% (1 plaza). Lo anterior evidencia falta de equidad en la distribución de la reserva de las plazas.    

“Es importante mencionar, que la experiencia laboral para esta población no necesariamente ha sido en puestos oficinescos pues también se destacan en el área operativa, en actividades o negocios propios o familiares de distinta naturaleza, toda vez que las oportunidades de trabajo a nivel nacional se ven limitadas por su condición”


De conformidad con lo expuesto, es posible que no se cuente con oferentes que reúnan el requisito de experiencia indicada en el Manual Descriptivo de Clases de Puestos para los puestos reservados para el OIJ.

Es del caso hacer mención, que el requisito para desempeñarse como Auxiliar Administrativo demanda un mínimo de seis meses de experiencia en labores relacionadas con el puesto, al igual que el Técnico Administrativo 1, mientras que para laborar como Técnico especializado 2, se requiere un mínimo de un año de experiencia en labores relacionadas con el puesto.

Lo anterior, tomando en consideración que el dato suministrado en el cuadro N°5 corresponde a las personas participantes, no así a las que se encuentran en condición de elegibles.  Situación que conduciría a realizar concursos que resultarían infructuosos, en los cuales se invierte tiempo y dinero, dejado sin la posibilidad a la persona que ha venido desempeñando el puesto de manera interina de optar por la plaza y de esta forma lograr estabilidad laboral.     
  
“…no existe un procedimiento que pueda ser de aceptación generalizada para identificar de un grupo de vacantes cuáles serán objeto de reserva; no obstante, se procura que la elección de estos puestos responda por una parte a la satisfacción de las necesidades de esa población, y por otra parte que en cada nuevo proceso de reserva anual se vayan considerando paulatinamente todas las áreas de la institución, en forma equitativa…”, 

Según lo expuesto, únicamente se valoraron los criterios del Departamento de Gestión Humana al momento de seleccionar las plazas que serán utilizadas de reserva, sin tomar en consideración el perjuicio que se ocasionaría a las personas que actualmente ocupan estos puestos de forma interina y que desconocían la condición que se le está dando a la plaza en la actualidad.

Asimismo, es importante indicar que el presente estudio no contempla las clases de puestos denominadas “de riesgo”, siendo que en el OIJ el 75% de las plazas forman parte de los puestos policiales y de investigación, de ahí que únicamente contamos con un 25% de plazas administrativas y técnicas, por lo que llegará el momento en que la capacidad para aceptar plazas de reserva se verá agotada.  

Seguidamente, voy a referirme sobre las plazas de OIJ que fueron incluidas en el estudio de Gestión Humana.

En el caso de la plaza N° 43215 que corresponde al puesto que se denomina “Auxiliar Administrativo”, adscrito a la Dirección General del OIJ, voy a indicar someramente las labores que ejecuta, con la finalidad de que puedan considerar aspectos relevantes que son determinantes para analizar la conveniencia o no de nombrar a una persona con discapacidad.  Lo anterior, en razón de que el informe elaborado por Gestión Humana no hace referencia al tipo de discapacidad que podría presentar la persona ofertante que se estaría considerando como posible candidato o candidata para desempeñarse en cada uno de los puestos seleccionados.

Las labores que ejecuta el Auxiliar Administrativo de la Dirección General del OIJ, en términos generales son las siguientes:

Mantener actualizado el archivo digital y físico que se ubica en un habitáculo anexo a los baños que se ubican fuera de la oficina.

Revisión de los correos electrónicos remitidos por el Jefe de Despacho y la persona que se desempeña en la Recepción, con la finalidad de alimentar y asignar referencias en el sistema denominado “Sistema Integrado de Correspondencia Electrónica SICE”.

Prestar colaboración a los demás servidores de la Dirección General en la ubicación de documentación física y digital.

Atención de visitas, sirviendo café y gestionando aspectos técnicos y materiales necesarios para la realización de reuniones, como la conexión de sistemas audiovisuales, entre otros.

Colaboración en las compras de artículos necesarios para la atención de reuniones.

Realizar suplencias temporales de los compañeros que prestan funciones en la Recepción y en la Secretaría de la Dirección General (Director y Subdirector General). 

En el caso específico de las funciones que debe ejecutar el personal que ostenta la clase de puesto Técnico Administrativo 1 (en su clase angosta Técnico de Archivo Criminal), plaza N° 95366 es necesario indicarles, que a pesar de estar denominado, en su clase ancha como puesto administrativo, la naturaleza del trabajo engloba una serie de aspectos operativos que se estima conveniente sean tomados en consideración por este órgano previo a que se publique el concurso respectivo de manera formal.

Dentro de las tareas de este puesto se debe estar constantemente en contacto directo con personas detenidas para la toma de huellas, fotografías y captar sus características físico-cromáticas con el fin de incluirlas en la herramienta digital dispuesta para dicho fin. Cabe destacar que los espacios destinados para el desarrollo de esta función se ubican dentro del área de celdas de este Organismo.

Asimismo, otra de las funciones que debe desempeñar la persona que ocupe este cargo se encuentra la de entrevistar ofendidos y testigos de una causa penal para captar información relevante sobre las características de una persona sospechosa de la comisión de un delito. A partir de dicho diálogo debe materializar las manifestaciones en un reconocimiento fotográfico que permita en alto grado de probabilidad individualizar al presunto responsable del hecho punible. 

Como parte del catálogo funcional también se encuentra la atención y evacuación de consultas a las distintas organizaciones policiales desde la cabina de radio sobre personas, vehículos y objetos requeridos judicialmente. 

Por lo tanto, el elenco de labores críticas del puesto Técnico Administrativo 1 asignada al Archivo Criminal requiere una constante movilización dentro de los espacios físicos respectivos y una aguda percepción por medio de los sentidos sobre las particularidades que se presentan en cada caso atendido en el Archivo Criminal para cumplir con una adecuada identificación técnico-policial de las personas.

Derivado de lo anterior, se debe tomar en cuenta que el espacio físico que ocupa el Archivo Criminal no cumple con los criterios técnicos mínimos para el desarrollo y movilización de personas con discapacidad, toda vez que la infraestructura en razón de su antigüedad no se encuentra diseñada con las condiciones óptimas para esta población y en virtud de la expectativa de la construcción de un nuevo edificio para el Organismo de Investigación Judicial sobreviene la dificultad de realizar modificaciones que requieran partidas presupuestarias para estos fines.

Del mismo modo, debe considerarse que la naturaleza del Archivo Criminal exige que el servicio se preste de manera incesante, por lo cual la plaza de Técnico Administrativo 1 mantiene horarios rotativos y alternado tanto en el Primer y Segundo Circuito Judicial de San José para asegurar la continuidad del servicio público 24/7.

Finalmente, no se omite señalar que la plaza 95366 se encuentra ocupada de manera interina y continua desde el 01 de marzo del año 2018 por un servidor, el cual quedaría cesado definitivamente pues el Archivo Criminal no cuenta en la actualidad con otra plaza donde se pueda reubicar al servidor, razón por la cual se podría incurrir en un grave perjuicio para esta persona. 

En lo que concierne al puesto N° 111251 de la Delegación Regional de Cartago, hago de su conocimiento que dicha plaza es de Técnico Especializado, que corresponde a Radio Operador.  Al respecto, debe considerarse que por la naturaleza del puesto la persona que lo ocupe debe ser de total confianza de la Jefatura, por cuanto es quien recibe de primera mano todas las informaciones que ingresan a la delegación, muchas de estas de carácter confidencial.  

Aunado a lo anterior, quien se desempeñe como Radio Operador debe saberse plenamente las claves, las cuales son básicas en la atención del radio y del teléfono (este puesto atiende la central telefónica de la Oficina), ya que debe desenvolverse con fluidez en la atención de público, así como saber identificar cuando se trata de una verdadera llamada de emergencia, brindar un trato adecuado a informantes, entre otros.  Además, debe tener la capacidad, adiestramiento y desempeño, para la atención de un caso de crisis, conocimientos que no se adquieren de la noche a la mañana, sino que es con mucha práctica, siendo que nuestra regional es una de las tres más grandes a nivel nacional, con mucho movimiento de personal y flujo de llamadas y comunicaciones, motivo por el cual es indispensable que el Radioperador posea mucha experiencia, agilidad y versatilidad para el desempeño de sus funciones.

También, es importante valorar que, dada la naturaleza del puesto, quien lo ocupe debe ser una persona que se encuentre al 100% de sus capacidades, por cuanto su capacidad de escucha y habla es esencial para cumplir con las funciones propias del puesto.  Sumado a lo anterior, es preciso que la persona pueda desplazarse rápidamente y sin ninguna dificultad por diferentes sectores de la oficina y del edificio, para la lograr coordinaciones prontas e inmediatas necesarias para la atención de casos de emergencias.

En el caso específico de Cartago, debo hace mención que la persona que ocupa actualmente el puesto en cuestión, lo ha hecho por casi diez años.

Por otro lado, con relación a la plaza N° 112394 que corresponde al puesto de Auxiliar Administrativo del Departamento de Medicina legal, debo indicar que en la misma se ha venido desempeñando de forma interina desde hace meses atrás, una servidora que actualmente está en período de lactancia, motivo por el cual considero debe valorarse su condición, a la luz de los dispuesto por el Código Laboral, con la finalidad de no incurrir en una discriminación en atención a su condición actual.

Adicionalmente, deseo hacer las siguientes valoraciones, apreciaciones y sugerencias en torno a la situación detallada: 

Preocupa al suscrito que el acuerdo tomado en la sesión en mención involucre a personas que han venido ocupando de forma interina un puesto vacante dentro del Organismo de Investigación Judicial, con expectativas a futuro de poder ocuparlo en propiedad.  En otras ocasiones, cuando se ha dispuesto algún cambio en la condición de un puesto, se ha dispuesto que el cambio opere a futuro, es decir, cuando las plazas queden vacantes sin nombramientos interinos.  Lo anterior, con el propósito de no afectar a la persona que se ha venido desempeñando de forma satisfactoria en el mismo, incluso durante varios meses o años.  En ese sentido, me parece conveniente que se ordene que cuando las plazas queden vacantes sin nombramientos interinos, se disponga que no se pueden realizar nuevos nombramientos interinos hasta que las personas con discapacidad se nombren, ya que de lo contrario deviene en una grosería para quienes han venido ocupando plazas vacantes con expectativas de nombramientos en propiedad en el corto plazo.

Es importante tener presente que, si bien es cierto, nos compete garantizar el cumplimiento de las leyes aprobadas, eso no implica que deban desatenderse o vulnerarse los derechos de aquellas personas que han venido ocupando de forma interina las plazas vacantes durante un tiempo determinado.  Para el suscrito, la persona que ocupa el puesto de forma interina debería de ser incluido en la nómina y poder ser elegido, puesto que es una persona probada y con buen rendimiento, de ahí que no tiene sentido que sea sustituido arbitrariamente por otra persona sobre quien se desconoce si será eficiente en el puesto, ajeno al tema de su discapacidad.

Otro aspecto importante a tener en cuenta es el hecho de que la reforma procesal laboral estableció la prohibición de discriminación bajo severas penas, lo cual estaría ocurriendo en este caso, ya que se limita, y por ende, se discrimina la participación como oferente en el puesto a una persona que se acredita que lo desempeña adecuadamente, únicamente por no contar con una discapacidad, con lo cual estaríamos dando pie a la discriminación inversa o discriminación positiva.  

Ante esa situación, estaríamos dando un trato discriminatorio a las personas que no cuenten con una discapacidad, lo que evidentemente les causaría un perjuicio, pues se les estaría vulnerando su derecho a la estabilidad en un puesto de la Administración Pública.

Bajo ese entendido, creo conveniente que el Poder Judicial tome acciones para asegurar el cumplimiento de la Ley N° 8862 en beneficio de las personas con discapacidad. No obstante, deben plantearse otras opciones que no impliquen o conlleven el hecho de que se tenga que disponer de plazas que si bien es cierto, están vacantes, en las mismas se han venido desempeñando personas con aspiraciones a lograr la estabilidad en un puesto, ya sea de índole administrativo o profesional. 
 
Debe tomarse en consideración el principio constitucional de idoneidad comprobada, contenido en el artículo 192 de la Constitución Política.  Si bien es cierto, nuestro Ordenamiento Jurídico no define el término “idoneidad comprobada”, según el tratadista Guillermo Cananellas, la idoneidad implica un complejo de circunstancias que van desde la comprobación de condiciones físicas y el cumplimiento de requisitos reglamentarios o la demostración de dotes para el cargo o el encargo, haciendo referencia incluso a que otras veces sólo la práctica o la experiencia coronada por resultados satisfactorios, acredita la idoneidad del sujeto o del objeto que se ha de elegir o emplear. 

De lo expuesto, podríamos afirmar que la idoneidad se refiere a la aptitud o capacidad para realizar una función o desempeñar una tarea. Explica la doctrina que el contenido de esta dependerá de las características peculiares de la vacante que se debe llenar y del perfil requerido para llenarla, compuesto por aquellas condiciones físicas, psíquicas o morales que debe poseer el titular del puesto.  

Partiendo de lo esgrimido, sería riesgoso asumir que una persona sólo por el hecho de cumplir con el requisito de ser una persona con discapacidad vaya a desempeñar satisfactoriamente las labores encomendadas, según la naturaleza del puesto, es decir, llama poderosamente la atención al suscrito, que simplemente con el objetivo de cumplir con lo preceptuado en una ley, se tenga que prescindir de los servicios de personas que han venido demostrando que cumplen no sólo con los requisitos académicos propios del puesto, sino que han demostrado contar con las capacidades y competencias necesarias para cumplir de forma eficiente las labores encomendadas.

A mi juicio, creo conveniente que para la reserva de plazas establecida por ley, se consideren únicamente las plazas vacantes que no estén siendo ocupadas de forma interina por ninguna persona, ya sea aprobando la creación de plazas nuevas para esos fines o disponiendo de aquellas que se van desocupando por motivos de jubilación, renuncia, despidos, separaciones para mejor servicio público, entre otros.  Con esta medida se garantiza el cumplimiento de la ley, pero de forma progresiva, sin afectar o perjudicar los derechos de las personas que han venido cumpliendo funciones en esos puestos de forma interina. 

El acuerdo adoptado vulnera seriamente los derechos de las personas que están nombrados en esos puestos, a quienes incluso se les está poniendo en un estado de indefensión, puesto que en ningún momento fueron informados por la Comisión Institucional de Empleabilidad del Poder Judicial acerca de la posibilidad de que los mismos fueran incluidos dentro del porcentaje de plazas para dar cumplimiento a la Ley N° 8862, obviándose de esa forma el deber de darles audiencia considerando su condición como posibles afectados.

A criterio del suscrito, la selección de plazas no está debidamente justificada, dado que la misma no responde a estudios técnicos que indiquen de forma pormenorizada la o las razones por las cuales fueron seleccionadas, situación que deviene en una decisión arbitraria en menoscabo de las personas que están ocupando esos puestos actualmente.

En virtud de lo anterior, someto a su estimable consideración y estudio lo expuesto, sugiriendo salvo mejor criterio, que a futuro únicamente se disponga de puestos creados de forma exclusiva para el cumplimiento de la Ley N° 8862, todo en resguardo de los derechos de quienes han venido ocupando un puesto vacante de forma interina durante un tiempo determinado, con la expectativa a mediano o corto plazo de ser considerado para optar ese puesto en propiedad y lograr estabilidad laboral.”
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Se acuerda: 1.) Rechazar el recurso planteado por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación Judicial. 2) Mantener incólume el acuerdo tomado en sesión N° 69-19 del 6 de agosto de 2019, artículo XLIX. 3.) Trasladar a la Dirección de Gestión Humana, la inquietud presentada por el máster Walter Espinoza Espinoza, Director General del Organismo de Investigación, en cuanto al porcentaje de plazas que se reservaron para el próximo concurso exclusivo para personas con discapacidad en ese organismo e informe dentro del plazo de 5 días lo pertinente a este Consejo.”
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	Informa la Secretaría General de la Corte que revisados los registros que esta lleva, no se ha recibido respuesta por parte de la Dirección de Gestión Humana, referente al acuerdo tomado en la sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo III.
Se acordó: 1.) Tomar nota de la manifestación realizada por la Secretaría General de la Corte. 2.) Deberá la Dirección de Gestión Humana en el plazo de 10 días contados a partir de la comunicación de este acuerdo, atender la solicitud realizada por este Consejo Superior mediante la sesión N° 75-19 celebrada el 27 de agosto del 2019, artículo III, sobre el porcentaje de plazas que se reservaron para el próximo concurso exclusivo para personas con discapacidad del Organismo de Investigación Judicial.
La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc19801789][bookmark: _Toc20748790]ARTÍCULO LIII
Documento N° 774-10

[bookmark: _Toc8315230]En la sesión Nº 75-19 celebrada el 27 de agosto de 2019, artículo LXX, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
[bookmark: _Hlk4138577]“En sesión N° 20-19 celebrada el 5 de marzo del 2019, artículo LXIII, se tomó el acuerdo que literalmente dice:
“La licenciada Nacira Valverde Bermúdez, Directora interina de Planificación en oficio N° 244-PLA-OI-2019 de 22 de febrero de 2019, en atención al oficio 150-19, donde se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Superior, en la sesión celebrada el 6 de diciembre de 2018, artículo LXXVI, y a la nota DJ-AJ-46-2019  de la Dirección a su cargo; remitió el informe suscrito por la licenciada Ginethe Retana Ureña, Jefa del Subproceso Organización Institucional, relacionado con el protocolo para el otorgamiento de días en condición de permiso con goce de salario a entidades y organizaciones o agrupaciones gremiales del Poder Judicial, a saber:
“De acuerdo a lo solicitado y en complemento al oficio remitido por esta Dirección; y en atención al oficio 150-2019, suscrito por parte de la Secretaría General de la Corte con fecha de 09 enero de 2019 y al oficio DJ-AJ-46-2019 por parte de la Dirección Jurídica con fecha de 11 enero de 2019, en ambos oficios se hace referencia al acuerdo tomado por el Consejo Superior del Poder Judicial, en la sesión 106-18 celebrada el 06 de diciembre de 2018, artículo LXXVI donde se acordó: 

“Reiterar a las Direcciones de Planificación, Jurídica y de Gestión Humana, para que, en el plazo de un mes a partir de recibida la comunicación de este acuerdo, remitan el informe solicitado (“PROTOCOLO PARA EL OTORGAMIENTO DE DÍAS EN CONDICIÓN DE PERMISO CON GOCE DE SALARIO A ENTIDADES Y ORGANIZACIONES O AGRUPACIONES GREMIALES DEL PODER JUDICIAL”) por este Consejo en sesión N° 34-16 celebrada el 12 de abril del 2016, artículo XI.”

Respecto a este tema la Dirección de Planificación, se pronunció con el informe 130-PLA-OI-2019 del 01 de febrero de 2019, el cual fue puesto en consulta y se sustenta el criterio técnico, emitiéndose las recomendaciones para definir a posterior el establecimiento de un parámetro, a partir de valores reales de información. También se indicó que se realizó una investigación con el fin de comparar la situación de otras instituciones, conforme se detalla en la siguiente información:

“Es importante hacer notar que con el afán de brindar insumos al estudio, y lograr alguna posible comparación con otras instituciones, la Dirección de Planificación, realizó una revisión de la normativa aplicada en otras entidades respecto al tema de la cantidad de permisos para Grupos Gremiales, con el objetivo de tener un insumo referente al respecto, con el objetivo de tener algún parámetro comparativo que ayudara a definir la cantidad de días a otorgar para instituciones gremiales, no obstante del análisis y observación se desprende que no existe institución comparable, esto por las particularidades del Poder Judicial, principalmente cantidad de sindicatos que tienen participación  activa; además del interés institucional de integrar otras agrupaciones que no obedecen a organizaciones sindicales. Lo anterior, demuestra la necesidad apremiante de recolección de información, para su posterior análisis.”

[bookmark: _Hlk1609284]A pesar de lo indicado se estima la conveniencia de dar a conocer el detalle del “Benchmarking” realizado, con el propósito de que sirva de información para la toma de decisiones.

“Benchmarking”

Con el objetivo de ampliar en los resultados obtenidos del benchmarking (comparación con otras instituciones) se muestra el detalle de la información recopilada. Se debe aclarar que los datos presentados a continuación son aplicables únicamente a Organizaciones Sindicales debidamente inscritas y vigentes ante el Departamento de Organizaciones Sociales del Ministerio de Trabajo, y que cumplen con los requisitos definidos por cada una de las instituciones analizadas[footnoteRef:3].   [3: 	 Esa información se puede consultar en la Web mediante la dirección URL en la columna Enlace del cuadro 1.] 


Cuadro 1
Tiempos Definidos para Directivos pertenecientes a Sindicatos

	Institución
	Sindicato
	Periodo Ordinario
	Documento
	Calculo Tiempo Otorgado por Junta Directiva*
	Enlace

	Banco Popular 
	SIBANPO
	1 día hábil por semana Junta Directiva
	Dictamen de Procuraduría General de la Republica Resolución 135 del 16/06/2017 
	(1 Día semanal hábil * 52 Semanas) * 7 Directivos =364 Días al año por Junta Directiva
	http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Pronunciamiento/pro_ficha.aspx?param1=PRD&param6=1&nDictamen=20005&strTipM=T

	ICE
	-
	1 día por Mes por cada miembro de Junta Directivas+ 5 Días de actividad Interna para 1 miembro+4 Horas por mes para Miembros Comités

	Marco de actividades de las organizaciones de trabajadores
	(1 día hábil por Mes + 1/2 Día * 12 meses * 7 Directivos) + (5 días * 12 meses = 186 días al año por Junta Directiva
	http://www.pgrweb.go.cr/scij/Busqueda/Normativa/Normas/nrm_articulo.aspx?param1=NRA&nValor1=1&nValor2=62594&nValor3=81723&nValor5=41

	CCSS
	-
	1 Día a la Semana Junta Directiva + 1 a 3 Días por mes para un Directivo (según cantidad miembros*1).

	Normativa de Relaciones Laborales
	(1 Día semana * 52 semanas * 7 Directivos) + (2 días * 12 meses) = 388 Días al año por Junta Directiva
	https://rrhh.ccss.sa.cr/funcionarios/nueva-normativa.pdf

	BCCR
	Sindicato de Empleados del Banco Central
	120 días al Año.
	Convención Colectiva
	120 días al año por Junta Directiva
	http://www.mtss.go.cr/elministerio/consejostripartitosydialogosocial/convenciones%20colectivas/estado/convencion_colectiva_banco_central.pdf

	BCR
	UNEBANCO
	1 vez al Mes, para sección Junta Directiva +25 días Hábiles por mes para actividades Internas+2 licencias tiempo completo
	Convención Colectiva
	(1 días al mes * 12 meses * 7 Directivos) + (25 Días * 12) + (52 semanas * 5 días * 2 Recursos Humanos) = 904 días por año por Junta Directiva
	http://www.mtss.go.cr/elministerio/consejostripartitosydialogosocial/convenciones%20colectivas/estado/convencion_colectiva_Banco_Costa%20Rica.pdf

	MTSS
	AFUMITRA
	4 horas por semana + 40 horas al mes para Actividades internas distribuidas Directivos+2 licencias Medio Tiempo
	Convención Colectiva
	(0.5 día * 52 semanas * 7 Directivos) + ((40 Horas mes/ 8 horas día) * 12 meses) + (((20 Horas * 2 Licencias) / 8 horas) * 52 semanas) = 502 Días por año por Junta Directiva
	http://www.mtss.go.cr/elministerio/consejostripartitosydialogosocial/convenciones%20colectivas/estado/convencion_colectiva_MTSS.pdf

	Promedio aproximado de los días que conceden las instituciones a los sindicatos (7 miembros aproximadamente)
	410 días
	



*1C.C.S. S tiempo labores internas a un Directivo, según cantidad de afiliados. Para el cálculo se utilizó el valor promedio de 2.

	[bookmark: _Hlk532825329]Número de Afiliados
	# Días A Utilizar

	100 a 500
	1 días al mes

	501 a 2000
	2 días al mes

	2001 y más
	3 días al Mes



El cuadro supra, no incluye datos de secciones extraordinarias, convenciones colectivas, tiempo para capacitaciones, tiempo para preparación de asambleas o elecciones, lo anterior, si se encuentra normado en la mayoría de los casos, pero no se muestran para efectos de comparación en el presente análisis. 

Con base en la información anterior, se puede realizar supuestos para determinar la cantidad de días y horas laborales que las instituciones en análisis conceden para las labores sindicales de los miembros de las juntas Directivas. Ahora bien, partiendo de los siguientes supuestos, los cuales se pueden observar en el cuadro 1, específicamente la formula en la columna “Calculo Tiempo Otorgado por Junta Directiva*”:

-Las juntas directivas de los sindicatos y comités están constituidas por 7 miembros y todos esos miembros pertenecen a la institución. 
-Se está haciendo uso del 100% del derecho establecido en la normativa de cada institución, por cada junta directiva y sindicato.
-Se cuenta con 52 semanas laborables de 5 días hábiles.
-La jornada Laboral diaria está compuesta por 8 horas.
-Lo contemplado en el análisis incluye el tiempo destinado para secciones ordinarias, trabajo interno realizado por directivos sindicales y permisos otorgados a directivos para dedicarse a labores sindicales en los casos en que proceda.
-La cantidad de sindicatos es un aproximado, según lo que se logró obtener de internet, esto ya que la página del MTSS no permitió realizar la consulta.

Cuadro 2
Escenario de tiempo máximo invertido por Junta Directiva de Sindicatos de otras instituciones
	Empresa
	Días Laborales al Año x Junta Directiva del Sindicato
	Cantidad de Horas al año por Sindicato
	Cantidad Sindicatos Aprox
	Total
Días
	Total, Horas

	Banco Popular 
	364
	2912
	1
	364
	2912

	ICE
	186
	1488
	4
	744
	23808

	CCSS
	388
	3104
	5
	1940
	77600

	BCCR
	120
	960
	1
	120
	960

	BCR
	904
	7232
	1
	904
	7232

	MTSS
	502
	4016
	1
	502
	4016

	Poder Judicial*
	n/d
	n/d
	21
	235
	1882


Fuente: Elaboración propia.

Del cuadro anterior se puede visualizar que el tema de los días laborales que permiten dedicar a labores de las juntas directivas de los sindicatos es muy variable, en promedio las instituciones conceden 410 días a los sindicatos (7 miembros) aproximadamente 3285 horas laborales, esto sin considerar tiempos de Capacitación y otros antes mencionados, lo que resulta en una cifra significativa. 

Si se visualizara este dato por cada directivo sindical serian 58.6 días laborables por año, aproximadamente un 22.53% de los 260 días laborables del año, siempre en el entendido de que esto no vaya en perjuicio del servicio público y de labores vitales. Este dato está muy por encima del total de días reportados por la Dirección de Gestión Humana que ha sido utilizado por todos los grupos gremiales en el Poder Judicial en el año 2017. 

Lista Grupos Gremiales (al 17 diciembre 2018)

Resulta importante para la Dirección de Planificación acotar que también se consultó en la página MTSS http://www.mtss.go.cr/tramites-servicios/expediente-literal-organizaciones-sociales.html, las agrupaciones gremiales inscritas  y reconocidas en el Departamento de Organizaciones Sociales del Ministerio de Trabajo y Seguridad Social, las cuales se detallan en el cuadro .3.

Cuadro 3 
Grupos Gremiales y Estado ante Departamento de Organizaciones Sociales Ministerio de Trabajo y Seguridad Social (al 17 diciembre de 2018)
	Grupo Gremial
	Inscritos Departamento de Organizaciones Sociales del MTSS
	Tipo Organización
	Código en MTSS
	Certifica Gerente o Representante
	Certifica Junta Directiva o Consejo de Administración
	Cantidad de Afiliados

	COOPEJUDICIAL
	SI
	Cooperativa
	269-CO
	SI
	SI
	5586

	SITRAJUD
	SI
	Sindicato
	936-SI
	SI
	SI
	707

	ANEJUD
	SI
	Sindicato
	785-SI
	SI
	SI
	1980

	ASOSEJUD
	SI
	Asociación Solidarista
	2214-AS
	SI
	SI
	7672

	ANPROJUD
	SI
	Sindicato
	181-SI
	SI
	SI
	667

	ANIC
	SI
	Sindicato
	841-SI
	SI
	NO
	583

	ACOJUD
	NO
	
	
	
	
	

	SINDIJUD
	SI
	Sindicato
	951-SI
	SI
	SI
	95

	ASOCIACION CORTARRICENSE DE JUEZAS
	NO
	
	
	
	
	

	CAPREDE
	SI
	Cooperativa
	764-CO
	SI
	SI
	3118

	ACOPRODEJU
	NO
	
	
	
	
	

	ASDEPUJU
	NO
	
	
	
	
	

	ASEJUQUE
	NO
	
	
	
	
	

	ASOCIACION DE JUECES Y JUEZAS DE FAMILIA DE COSTA RICA
	NO
	
	
	
	
	

	ASOCIACION COSTARRICENSE DE INFORMATIVOS PJ
	NO
	
	
	
	
	

	ASOCIACION DE EMPLEADOS JUDICIALES DE GUANACASTE
	NO
	
	
	
	
	

	ASOCIACION DE TRABAJADORES Y TRABAJADORAS SOCIALES DEL PODER JUDICIAL
	NO
	
	
	
	
	

	ASOCOMEFO
	NO
	
	
	
	
	

	ASOCOMEL
	NO
	
	
	
	
	

	SINDEPU
	SI
	Sindicato
	995-SI
	SI
	SI
	32


[bookmark: _Hlk531856192]Fuente: Elaboración Propia, Consulta en Pagina MTSS http://www.mtss.go.cr/tramites-servicios/expediente-literal-organizaciones-sociales.html 

Tal como se aprecia, existe una importante cantidad de agrupaciones gremiales del Poder Judicial, que no aparecen registradas en el MTSS, (9 de 20 consultadas) para un 45% de representación. 

En razón de lo anterior, esta Dirección, requiere previamente a pronunciarse que la Dirección Jurídica emita un criterio, que permita determinar si la normativa revisada y el marco jurídico que atañe a los sindicatos podría utilizarse de referencia para la definición de los tiempos requeridos tanto para Sindicatos, Entidades Financieras, Cooperativas, Asociaciones Solidaristas y Otras Agrupaciones dentro del Poder Judicial. Entre la normativa relacionada se cita las siguientes:

Los Convenios 87 y 98 de OIT.
El artículo 60 de la Constitución Política
Convenio 135, así como la Recomendación 143 de OIT
Capitulo Segundo y Tercero, del Código de Trabajo
Art 33 del Reglamento del Estatuto de Servicio Civil.

Asimismo, un pronunciamiento jurídico respecto de la legalidad de utilizar los datos de otras instituciones como lo indicado en este documento, y si lo ahí plasmado es comparable con las condiciones del Poder Judicial, para homologar dichas especificaciones, y adicional a esto, si las mismas aplican tanto para la diversidad de “grupos gremiales” existentes, tales como Sindicatos, Entidades Financieras, Cooperativas, Asociaciones Solidaristas y Otras Agrupaciones de esta institución.

Lo anterior, de conformidad con lo indicado en el informe 130-PLA-OI-2019 y dado lo particular de los Grupos Gremiales en el Poder Judicial.”
- 0 -

En relación con lo anterior, informa la Secretaria General de la Corte, que en sesión N° 106-18 del 6 de diciembre de 2018, artículo LXXVI, se solicitó a las Direcciones Jurídica y de Gestión Humana, que en el plazo de un mes a partir de recibida la comunicación de este acuerdo, remitirán el informe solicitado por este Consejo en sesión N° 34-16 celebrada el 12 de abril del 2016, artículo XI y a la fecha no se han remitido lo solicitado.

En sesión N° 9-16 celebrada el 2 de febrero del año 2016, artículo XLVII, se tomó nota del informe final elaborado por la Sección de Estudios Económicos, sobre la evaluación denominada “Estudio especial sobre el proceso de recuperación de los recursos económicos de cuentas de Intereses en el SDJ e Indemnizaciones para cancelar títulos valores extraviados o prescritos y dineros en  efectivo pertenecientes a terceras personas”, y de las recomendaciones dirigidas al a Dirección Ejecutiva, las cuales deberían ser cumplidas en los plazos indicados.

Posteriormente, en sesión N° 34-16 celebrada el 12 de abril del 2016, artículo XI, se tuvieron por recibidas las manifestaciones del Integrante Arauz Montero. Asimismo, se solicitó a la Dirección de Planificación que en coordinación con la Dirección de Gestión Humana y la Dirección Jurídica, desarrollaran de manera inmediata el protocolo que deben realizar en cumplimiento con lo dispuesto por este Consejo en la sesión Nº 9-16 del 2 de febrero de 2016, artículo XLVIII y recomendaciones de la Auditoría Judicial en su informe N°79-06-SAO-2016. Además deberían adicionar si las organizaciones gremiales que se encuentran inscritas ante el Ministerio de Trabajo;  el criterio técnico y parámetros respecto al rango de la cantidad de días que eventualmente podría corresponderles de permiso con goce de salario a cada agrupación, sea los sindicatos, asociaciones, entidades financieras y otras agrupaciones, gremiales y no gremiales del Poder Judicial; para lo cual, deberán considerar:  el interés institucional, los objetivos, naturaleza y actividades para el cumplimiento de los fines de cada entidad o agrupación; así como, la cantidad de personas agremiadas, su condición laboral, cantidad de personas que conforman las juntas directivas que sean servidoras o servidores judiciales, historial de permisos aprobados y utilizados,  entre otros elementos necesarios que permitan contar con criterios objetivos y transparentes para la toma de decisiones sobre el tema. 

Además, en sesión N° 84-18 celebrada el 25 de setiembre del 2018, artículo XIII, se tuvo por rendido el informe N° DJ-AJ-3136-2018 del 13 de setiembre de 2018, suscrito por el máster Rodrigo Alberto Campos Hidalgo, Director Jurídico interino y el licenciado Jorge Kepfer Chinchilla, Coordinador Área de Análisis Jurídico, en el cual en lo conducente expuso que las Direcciones de Planificación, de Gestión Humana y Jurídica han estado trabajando en conjunto en la redacción del texto, el cual se encuentra en su etapa final; sin embargo, dichas Direcciones dependen del trabajo que aún se encuentra pendiente de realizar por parte de la Dirección de Planificación, para finalmente dar cumplimiento a lo solicitado. Por lo anterior, se indicó que debían las Direcciones de Planificación, Jurídica y de Gestión Humana, en el plazo de un mes a partir de recibida la comunicación de este acuerdo, rendir el informe solicitado por en sesión N° 34-16 celebrada el 12 de abril del 2016, artículo XI, por cuanto este Consejo no estima necesario que la Dirección de Planificación efectué una reunión o foro con dichas organizaciones. 
Finalmente, en la sesión 106-18 celebrada el 06 de diciembre de 2018, artículo LXXVI, se reiteró a las Direcciones de Planificación, Jurídica y de Gestión Humana, que en el plazo de un mes a partir de recibida la comunicación de este acuerdo, debían remitir el informe solicitado por este Consejo en sesión N° 34-16 celebrada el 12 de abril del 2016, artículo XI.
Se acordó: Hacer de conocimiento de las Direcciones de Planificación, Jurídica y de Gestión Humana, que ante la Secretaría de la Corte se encuentra acreditada cada agrupación, sea los sindicatos, asociaciones, entidades financieras y otras agrupaciones, gremiales y no gremiales del Poder Judicial, información que podrán solicitar para dar cumplimiento al acuerdo tomado por este Consejo en sesión N° 34-16 celebrada el 12 de abril del 2016, artículo XI, para que remitan el informe solicitado “Protocolo para el otorgamiento de días en condición de permiso con goce de salario a entidades y organizaciones o agrupaciones gremiales del poder judicial”.

- 0 -
Informa la Secretaría General que en cumplimiento de lo dispuesto por la Corte Plena y el Consejo Superior del Poder Judicial, en las sesiones celebradas el 10 y el 11 de diciembre de 2012, artículos XIII y XXV, respectivamente, en que se conoció el estudio efectuado por la Auditoría Judicial, denominado “Evaluación de la efectividad del proceso de seguimiento de las disposiciones emitidas por Corte Plena y Consejo Superior, que requieren estudios de algunos despachos para su resolución final, se procedió a solicitar a las Direcciones de Gestión Humana, de Planificación y Jurídica, mediante oficios N° 6983-19, N° 7767-19, N° 7768-19 del 10 y 31 de julio de 2019, respectivamente, que en el plazo de 10 días contados a partir del recibo de la comunicación, remitieran el informe solicitado en la sesión N° 20-19 celebrada el 5 de marzo del 2019, artículo LXIII o indicara los motivos por los que no se ha contestado oportunamente y definieran un plazo prudencial para su remisión.
Relacionado con lo anterior, informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a las Direcciones de Gestión Humana, de Planificación y Jurídica.
Se acordó: Reiterar a las Direcciones de Gestión Humana, de Planificación y Jurídica, para que dentro del plazo de 15 días hábiles remitan los informes solicitados en sesión N° 20-19 celebrada el 5 de marzo del 2019, artículo LXIII, en el entendido que en caso de no cumplir con lo solicitado se aplicará el régimen disciplinario en razón de los incumplimientos. Se declara acuerdo firme.”

-0-
Relacionado con lo anterior, informa la Secretaría General de la Corte, que revisados los archivos y registros que al efecto se llevan en esa oficina, se determinó que a la fecha no se ha tenido respuesta alguna sobre lo solicitado a la Dirección de Gestión Humana. No obstante, aclara que la direcciones de Planificación y Jurídica si remitieron el informe, pero se mantiene en estudio del integrante Montero Zúñiga.
-0-
Se acordó: 1.) Tener por recibida la manifestación de la Secretaría General de la Corte. 2.) Reiterar a las Dirección de Gestión Humana, para que dentro del plazo de 10 días hábiles remitan los informes solicitados en sesión N° 20-19 celebrada el 5 de marzo del 2019, artículo LXIII. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748793]ARTÍCULO LIV
Documento N° 7559-19 / 12275-19.
En oficio número 1028-CACMFJ-AGA-2019, del 23 de setiembre de 2019, el licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, informó:
“En el oficio 651-CACMFJ-2019, copiado a la Secretaría de la Corte, se informó al Consejo Superior sobre la imposibilidad de aplicar la sanción disciplinaria de un día sin goce de salario, dispuesta por el Tribunal de la Inspección Judicial, mediante voto Nº1523-2019, de las trece horas siete minutos del 11 de junio de 2019, a la licenciada Ana Belly Umaña Quesada, por cuanto se encontraba incapacitada por el período de 24 de junio del 2018 al 19 de setiembre del 2019. 

Al respecto, es indispensable hacer de conocimiento del Consejo Superior que doña Ana Belly presentó prórroga de incapacidad, por el período del 20 de setiembre del 2019 al 18 de noviembre del 2019. Razón por la cual, la sanción pendiente se hará efectiva a partir del momento que se reincorpore de la incapacidad. 

(…).”
-0-
Se acordó: Tomar nota de lo comunicado por el licenciado Mariano Rodríguez Flores, Jefe interino del Área de Gestión y Apoyo, en su oficio número 1028-CACMFJ-AGA-2019, del 23 de setiembre de 2019, sobre la fecha a partir de la cual se hará efectiva la sanción impuesta a la licenciada Ana Belly Umaña Quesada.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748795]ARTÍCULO LV
Documento N° 5287-17 / 12310-19

	La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio N° 388-CACMFJ-JEF-2019 de 25 de setiembre de 2019, remitió lo siguiente: 
“El Consejo Superior en la sesión No 80-19 del 12 de setiembre del 2019, artículo LX, aprobó el oficio N°1358-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo a raíz del acompañamiento brindado durante la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil, al Tribunal Colegiado Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste sede Liberia, dispuso en la parte dispositiva  “Informar al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y a la Dirección de Planificación, la finalización del estado de los avances de las tareas que tiene pendientes de realizar, y aportar en todos los casos evidencias que permitan demostrar las causas o causa que impiden que el despacho realice todas las tareas que tiene actualmente pendientes de realizar; o bien, evidenciar la finalización de las tareas que tienen pendientes de realizar.”

A esos efectos seguidamente se brinda un detalle de lo informado por el Tribunal Colegiado Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste sede Liberia, con relación a las acciones que estaban pendientes y que la Dirección de Planificación en su momento había indicado que comunicaran su cumplimiento al Centro, para que esta oficina informara al Órgano Superior. Para mayor detalle ver el Anexo No 1

Tabla con el contenido de las acciones pendientes y resultados
señalados en el informe 1358-PLA-MI-2019
Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil de Liberia
2019

	Actividad 
	Responsable de la Actividad
	Hallazgo
	Propuesta (Qué, quién, cuándo y cómo)
	Responsable de implementar la mejora
	Observaciones

	[bookmark: _Hlk532385186]Tema: Análisis de las variables del reporte del circulante en materia Civil del despacho 

	Ajuste de circulante según Equipos de Trabajo definidos conforme a la estructura aprobada en el informe 1201-PLA-2018.
	Dirección de Planificación  
Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	•Se detectaron 5 expedientes en ubicaciones de personal Técnico Judicial que no correspondían a los Equipos de Trabajo designados a cada persona Juzgadora
•Adicionalmente se encontraron 14 expedientes sin personal Juzgador responsable.
	•Actualizar de los expedientes en el Sistema de Gestión, de forma tal que se le asigne la persona Juzgadora y Técnica Judicial responsable de su trámite.
•Esta tarea debe ser realizada por las personas técnicas judiciales con la supervisión de la Coordinadora o Coordinador Judicial y la Jueza o Juez Coordinador del Despacho. 
El ajuste se realiza tomando en cuenta el tipo de procedimiento y la fase de los expedientes. 
	Personal del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	Respuesta del despacho: 

“Tarea finalizada”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)


	Verificación de los expedientes según tipo de Procedimiento.
	Dirección de Planificación  
Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	•Se detectaron 4 asuntos del circulante con otro tipo de procedimiento.
	•Actualizar de los expedientes en el Sistema de Gestión, de acuerdo con el procedimiento que corresponda según el Manual definido para esos efectos el cual contiene la circular 113-18.
•Esta tarea deberá ser realizada por la Coordinadora o Coordinador Judicial y la Jueza o Juez Coordinador del Despacho. 
	Personal del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	


Respuesta del despacho: 

“Tarea finalizada”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)


	Identificación de Legajos en estado “tramite” sin carpeta Principal asociada en estado activo.
	Dirección de Planificación  
Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	•Se detectaron 7 asuntos del circulante sin un principal asociado.
	•El personal Coordinador Judicial deberá efectuar la revisión correspondiente con el fin de que determine si esa carpeta accesoria debe estar terminada o bien se verifique si el Principal se encuentra Terminado, a fin de reabrir la carpeta si correspondiera.
	Personal del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	Respuesta del despacho: 

“se detectaron 7 asuntos sin un principal asociado, te informo que estos fueron revisados y se verificó que los mismos son Legajos de Ejecución de Sentencia por ende estos se tramitan por separado a un principal, es decir los mismos nunca se acumulan al principal, ya que una vez resueltos son cerrados estadísticamente como una carpeta independiente.”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)

	Verificación de las fases de los procesos activos en el Sistema de Gestión de Despachos Judiciales. 
	Dirección de Planificación  
Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	•Se detectan 80 expedientes con las fases desactualizadas, según el cátalo de nuevas Fases para el Nuevo Código Procesal Civil, Circular 113-2018 “Cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil”.
	•Actualizar los expedientes en el Sistema de Gestión, de forma tal que se le asigne la fase correcta, esta tarea debe ser realizada por las personas técnicas judiciales con la supervisión de la Coordinadora o Coordinador Judicial y la Jueza o Juez Coordinador del Despacho. 
	Personal del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	Respuesta del despacho: 

“Tarea finalizada”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)


	Análisis de cargas de trabajo por persona Juzgadora y Técnica Judicial.
	Dirección de Planificación  
Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	Existe mínima diferencia entre la cantidad de circulante distribuido al personal según los equipos de trabajo definidos, por lo que se detecta la necesidad de efectuar 7 movimientos de expedientes del circulante con el fin de equiparar cargas de trabajo; según circulante al 28 de noviembre de 2018.
	•El Coordinar Judicial debe equiparar la cantidad de expedientes por tipo de proceso y fase según las indicaciones dadas por parte de la Dirección de Planificación, en este caso se contemplaron los siguientes movimientos de expedientes: 
	Equipo
	Aumentar
	Disminuir

	J1-TJ1
	3
	 

	J2-TJ2
	4
	 

	J3-TJ3
	 
	3+4

	Total 
	7
	7



	Coordinador Judicial del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	
Respuesta del despacho: 

“…al día de hoy las Técnicas y Técnico de este Tribunal cuentan con una cantidad de expedientes equiparada…”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)

	Tema: Revisión de escritos 

	Revisión de escritos con expedientes cerrados.
	Dirección de Planificación  
Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	•De la consulta efectuada al despacho sobre los escritos tramitándose, no se logró tener acceso a la información.
	•Deberá el personal Coordinador Judicial efectuar la revisión a fin de verificar el estado correcto de los expedientes en condición de terminado con un escrito en trámite.
	Coordinador Judicial del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste
	Respuesta del despacho: 

“realizado la revisión correspondiente y se detectó que en ocasiones las partes intervinientes presentan ante RDD o bien incorporan escritos mediante gestión en línea a expedientes que se encuentran cerrados estadísticamente, en estos casos lo que se hace es reentrar la carpeta para así resolver el escrito que tenga pendiente”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)


(…)”

- 0 -

En la sesión Nº 89-18  celebrada el 11 de octubre de 2018, artículo XLVI, se aprobó el informe 284-MI-2018, remitido mediante oficio N° 1201-PLA-2018 del 8 de octubre de 2018, suscrito por el máster Dixon Li Morales, Jefe interino del Proceso de Ejecución de las Operaciones, en todos sus extremos y se acogieron sus recomendaciones, relacionadas con la estructura y organización de trabajo de los nuevos Tribunales de Primera Instancia Civil del País, en el marco de la implementación del Nuevo Código Procesal Civil (Ley 9342).
En sesión N° 80-19 celebrada el 12 de setiembre del 2019, artículo LX, se tomó nota de lo informado por el servidor Wesly Beteta Rojas, Coordinador Judicial 3 del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste. Asimismo, se tuvo por rendido el informe N° 1358-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el “resumen de hallazgos y propuesta de plan de trabajo a raíz del acompañamiento brindado durante la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil en el Tribunal Colegiado Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste (Liberia).” Seguidamente, se avalaron las recomendaciones dadas en el informe indicado, producto del abordaje realizado al Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, por consiguiente  en lo conducente, se aprobó el presente estudio y el plan de trabajo para el despacho con la finalidad de que el Tribunal analizado ejecutara las mejoras descritas en el documento que se encuentren pendientes y en caso de cumplimiento informara su estado al Consejo Superior, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. Además, se informó al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y a la Dirección de Planificación, la finalización del estado de los avances de las tareas que tiene pendientes de realizar, y aportar en todos los casos evidencias que permitieran demostrar las causas o causa que impiden que el despacho realizara  todas las tareas que tiene actualmente pendientes de realizar; o bien, evidenciar la finalización de las tareas que tienen pendientes de realizar, para el seguimiento al desempeño del Despacho y al cumplimiento del plan de trabajo.

- 0 -

Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N ° 388-CACMFJ-JEF-2019 de 25 de setiembre de 2019, suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en él informa sobre las acciones y resultados tomadas por el Tribunal Colegiado Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste, sede Liberia, respecto al informe N° 1358-PLA-MI-2019 conocido por este Consejo Superior, mediante sesión N° 80-19 celebrada el 12 de setiembre del 2019, artículo LX. 2.) Hacer este acuerdo de conocimiento de la Dirección de Planificación.
El Tribunal Colegiado Primera Instancia Civil del Primer Circuito Judicial de Guanacaste y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.

[bookmark: _Toc20748797]ARTÍCULO LVI
Documento N° 12306-19
En sesión N° 71-19 celebrada el 13 de agosto de 2019, artículo II,  se acordó trasladar a la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional; lo acotado por las licenciadas Zeidy Jacobo Morán, Mauren Solís Madrigal, Juezas del Juzgado de Familia del Tercer Circuito Judicial de San José, así como por las licenciadas Patricia Vega Jenkins, Luz Amelia Ramírez Garita y Liana Mata Méndez, Juezas del Juzgado Familia del Primer Circuito Judicial Alajuela, relacionado con el informe N° 1113-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, referente al “Plan de descongestionamiento en los Juzgados Especializados de Familia en expedientes pendientes del dictado de sentencia”, a fin de que se manifestaran al respecto.

- 0 -

En Oficio N° 379-CACMFJ-JEF-2019, del 25 de setiembre de 2019, la magistrada Julia Varela Araya, en calidad de Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia y la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, expresaron lo siguiente: 
“El Consejo Superior en la sesión N° 71-19 celebrada el 13 de agosto de 2019, artículo II, dispuso “Trasladar el presente acuerdo a la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia y al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional; a efecto que se manifiesten sobre lo acotado e informen a este Consejo Superior lo que corresponda.”
En relación con lo solicitado en mi calidad de Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia, en conjunto con el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, realizamos una reunión el pasado 5 de setiembre con la participación de la Dirección de Planificación, Escuela Judicial, Contraloría de Servicios y una delegación de personas juzgadoras firmantes de la nota conocida por ese órgano superior.
Durante el desarrollo de la reunión primeramente se escuchó al licenciado Ramón Zamora Montes, portavoz de la delegación de jueces de familia, quien expuso las apreciaciones sobre las cuotas de trabajo establecidas para esa materia, posteriormente; la Dirección de Planificación se refirió a las cuotas, así como la forma de cálculo de las mismas, finalizado este punto en la agenda del día, ambas partes estuvieron de acuerdo que la cuota que establece el acuerdo tomado en la sesión N° 71-19 celebrada el 13 de agosto de 2019, artículo II, es únicamente con respecto a los jueces que integran el plan.
Adicionalmente como resultado de la reunión se integró un equipo de trabajo para la construcción de:
Taller de validación de la fórmula estadística y de su respectivo Instructivo.
Taller de validación de las herramientas de diagnóstico del rediseño de procesos (Matrices).
Taller de validación de los indicadores de Gestión para implementar en los diferentes despachos de familia, de acuerdo al cronograma de abordaje.
Se deberá evaluar estrictamente lo sustancial de la labor, que permita realizar una medición real de la labor realizada por los juzgados de familia.
Se adquiere el compromiso de parte de las personas juzgadoras que sean seleccionadas para sumarse al equipo de trabajo para realizar el esfuerzo de hacer estas labores en un plazo máximo de tres semanas.  Para lo anterior, deben comunicar a la Dirección de Planificación lo antes posible el nombre de las tres personas que integrarán el equipo para que se definan cuanto antes las fechas de los talleres.
De momento la cuota de 30 asuntos mensuales aplicará únicamente para las cuatro personas juzgadoras que participan actualmente en los planes de descongestionamiento. 
Las cuotas de trabajo para el resto de los juzgadores saldrán de los talleres y reuniones de trabajo que se van a iniciar con la participación de los tres representantes de las personas juzgadoras de la materia de familia. 
 Es importante indicar que los talleres dieron inicio el pasado 18 de septiembre, con la participación de la Dirección de Planificación, personal juzgador y el Centro de Apoyo Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional.
Se deja rendido el presente informe de acuerdo a lo solicitado y para mayor detalle se adjunta la minuta de la reunión.
Anexo: Minuta de reunión del 5 de setiembre del 2009”
[bookmark: _MON_1630839385]
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el informe presentado mediante oficio N° 379-CACMFJ-JEF-2019, del 25 de setiembre de 2019, por la magistrada Julia Varela Araya, en calidad de Coordinadora de la Comisión de la Jurisdicción de Familia, Niñez y Adolescencia y la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. 2.) En razón de que el informe responde al requerimiento planteado por las licenciadas Zeidy Jacobo Morán, Mauren Solís Madrigal, Juezas del Juzgado de Familia del Tercer Circuito Judicial de San José, así como por las licenciadas Patricia Vega Jenkins, Luz Amelia Ramírez Garita y Liana Mata Méndez, Juezas del Juzgado Familia del Primer Circuito Judicial Alajuela, este Consejo omite pronunciamiento por carecer de interés actual. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748799]ARTÍCULO LVII
Documento N° 12358-19. 
En sesión N° 40-14 celebrada el 2 de mayo en curso, artículo XXIII, se tuvo por rendido el informe Nº 368-PLA-2014 del Departamento de Planificación, así como recibido el oficio 280-DG-2014 emitido por la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial. Asimismo, se acogió la gestión planteada por el licenciado Francisco Segura Montero y en consecuencia trasladar los puestos de las personas que ejercen labores de investigación, a la Dirección General del citado Organismo.
Mediante Correo electrónico del 26 de setiembre de 2019, el servidor Erick Masís Godínez, Investigador del Servicio Especial de Respuesta Táctica, indicó lo siguiente: 
“El suscrito, Erick Masís Godínez, servidor del Servicio Especial de Respuesta Táctica, comparezco ante sus respetables Autoridades a efecto de plantearles la coyuntura laboral que me está afectando y que considero violatoria de mi derecho a estabilidad laboral, por el ejercicio abusivo del Ius Variandi por parte de la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, al disponer mi traslado de la oficina para la cual laboro hacia la Delegación Regional del O.I.J. en Pérez Zeledón, el cual fue dispuesto mediante resolución dictada por esa Dirección, al ser las once horas con treinta minutos del diecisiete de setiembre del dos mil diecinueve.
Al respecto, estima quien suscribe que la decisión tomada por el señor Director General de la Policía Judicial, aun cuando se justifica en la resolución mencionada, dejó de considerar una serie de aspectos de orden objetivo obligatorios para definir la decisión tomada. Y es que en efecto, aun cuando reconozco la facultad patronal de modificar unilateralmente las condiciones en que se ha venido prestando el servicio cuando exista justa necesidad para cumplir con el cometido institucional; también es lo cierto que este poder dispositivo no es absoluto, pues tiene sus limitaciones. La más importante de ellas, es que su ejercicio no puede recaer sobre los elementos esenciales del contrato de trabajo a saber: el salario, la jornada y la jerarquía. Pero también tiene limitada ese poder, cuando el cambio o variación recaigan sobre un elemento no esencial, cuando este le genere un perjuicio directo al trabajador, sea en su esfera personal, familiar, patrimonial o de cualquier otra índole. Lo anterior encuentra mayor asidero en el hecho de que la propia Dirección General del OIJ, fijó oportunamente los parámetros para procurar el traslado de un servidor por medio de la Circular Número 06-2015, de la cual acompaño copia, circular que para mi caso concreto, a todas luces se está desaplicando, violentándose de esa suerte el principio de Legalidad en su acepción del principio de inderogabilidad singular de la norma. . Al respecto me permito citar que la Ley General de la Administración Pública establece:
 "Artículo 13.- 1. La Administración estará sujeta, en general, a todas las normas escritas y no escritas del ordenamiento administrativo, y al derecho privado supletorio del mismo, sin poder derogarlos ni desaplicarlos para casos concretos. ( el subrayado no es del original) 
2. La regla anterior se aplicará también en relación con los reglamentos, sea que éstos provengan de la misma autoridad, sea que provengan de otra superior o inferior competente".
 Tal y como lo ha reiterado la jurisprudencia administrativa de la Procuraduría General de la República, de conformidad con este principio de inderogabilidad singular de la norma, derivado del artículo transcrito, aunque la Administración puede derogar o reformar un reglamento o una norma dictada por ella misma, en el caso concreto mediante la circular referida,  no puede excepcionar para uno o varios casos la aplicación de este mientras se encuentre vigente. A la base de este principio están el principio de legalidad (fundamento jurídico), según el cual, los actos y comportamientos de la Administración deben estar regulados por norma escrita; lo que significa desde luego, el sometimiento a la Constitución y a la ley, preferentemente, y en general a todas las normas del ordenamiento jurídico – reglamentos ejecutivos y autónomos especialmente; o sea, en última instancia, a lo que se conoce como el "principio de juridicidad de la Administración" (Véase al respecto, la resolución Nº 897-98 de la Sala Constitucional);y el principio de igualdad (fundamento político), según el cual, todos los hombres que tienen similares características, gozan de los mismos derechos y tienen las mismas obligaciones; dicho de otra forma, igualdad es igual trato ante circunstancias o situaciones iguales (En tal sentido, remito a la resolución Nº 673-97, también de la Sala Constitucional). La propia Sala Constitucional, en la opinión consultiva n.° 2009-95 de 10:30 hrs. Del 21 de abril de 1995, estableció que este principio tenía cobertura constitucional y, por ende, era aplicable a todo el ordenamiento jurídico; incluso lo denominó como el principio de la inderogabilidad singular de la norma, y de esta forma lo hizo extensivo a todo el ordenamiento jurídico. Al respecto, el Tribunal Constitucional, expresó lo siguiente: 
" A juicio de la Sala, el principio general de Derecho que establece que las normas jurídicas obligan incluso a la autoridad que las ha dictado y, dentro de su competencia, a su superior, implica que la ley que disciplina el funcionamiento de la Administración para el ejercicio de una competencia también constitucional, la vincula en los casos concretos en o haya (sic) de ejercerla, lo cual no es más que aplicación del principio general de la inderogabilidad singular de la norma para el caso concreto; principio general de rango constitucional, como que es aplicable a la totalidad del ordenamiento jurídico, como derivación y a la vez condición del Estado de Derecho en su integridad". (En sentido similar, pueden consultarse las sentencias Nºs 464 del 21 de enero de 1994, 1709-94 de 8 de abril de 1994 y 74-89 de 8 de noviembre de 1989, entre otras). Surge el interrogante entonces de que, si la propia Dirección General del OIJ estableció los parámetros para disponer el traslado del personal de investigación, en mi caso concreto, la misma no realizó ningún análisis del resto del personal de la oficina para la cual brindo el servicio conforme la obligaba la norma (circular referida) y tan solo dispuso mi traslado justificado en necesidades institucionales. La disposición dicha, implica una afectación sustancial del salario que devengo, causándome un grave perjuicio afectando a la vez mi estabilidad laboral y social. Con toda consideración expongo que vivo en la ciudad de San José, en la localidad de Tibás, desde hace más de doce años, época en la que formé mi familia, pues convivo con mi cónyuge desde aquel tiempo, teniendo una relación estable y duradera, relación durante la cual ambos nos hemos esforzado en salir adelante tanto en el aspecto laboral como personal. Con gran esfuerzo también cumplo con el monto mensual que como obligado alimentario debo satisfacer a favor de mi hija, la cual también vive en San José, y con quien procuro mantener la mejor de las relaciones que tal filiación demandan, o sea, trato no sólo de ser un proveedor pecuniario, sino también, procuro mantener una relación padre-hija deseable.
En mi expediente laboral dentro del OIJ, nunca he tenido siquiera una amonestación, y en el desarrollo del mismo siempre he brindado el mayor de los ahíncos para cumplir adecuadamente con la función que se me ha encomendado. No obstante, con sorpresa se me ha comunicado la decisión de trasladarme a la Delegación Regional de Pérez Zeledón, sin haberse considerado la afectación que ello me provoca, tanto a nivel laboral, como personal al extremo que las relaciones con mi esposa y mi hija podrían afectarse producto de la manifiesta distancia entre aquella localidad y San José, y especialmente tal traslado significa meridianamente una afectación sustancial de mi salario, el cual se vería rebajado por las claras erogaciones que tendría que asumir en la nueva localidad, entre ellas, tener que pagar un apartamento, ( aparte del gasto que por ese rubro realizo en San José), el costo y gasto en los pasajes de autobús o gasolina de mi vehículo particular, pues obligatoriamente tendría que estar trasladándome a visitar a mi familia, que como expuse, son mi pareja y mi hija. El ejercicio abusivo del Ius Variandi que plasmo en la presente, indudablemente me causa una afectación enorme, pues el área geográfica a la que se me ha destinado no solo es lejísimo del área en donde siempre he laborado, sino que me afecta meridianamente mi universo laboral, personal y familiar, lo que estimo no puede ser prohijado por ese honorable Consejo Superior. Desconozco el criterio por el cual he sido seleccionado para ese traslado, pues en la misma unidad en que laboro, igual trabajan una serie de compañeros con mucho menores obligaciones, cuyo desarraigo les afectaría en muchísimo menor grado. Soy consciente de las necesidades institucionales y, tal como lo detalla la propia resolución, mi experiencia y dedicación puede ser dirigida en otra de las oficinas que conforman la Oficina de Planes y Operaciones, con lo cual estaría de acuerdo. Así pues, con toda consideración, respetuosamente solicito al honorable Consejo Superior, al amparo de los artículos 67 y 81 inciso 6 y 7 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, se impruebe el traslado referido.
(…)”
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Previamente a resolver la gestión presentada por el servidor Erick Masís Godínez, Investigador del Servicio Especial de Respuesta Táctica, se acordó: Solicitar criterio a la Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, en el plazo de 8 días a partir de la comunicación de ese acuerdo, respecto a lo manifestado por el investigador Masís Godínez. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748801]ARTÍCULO LVIII
Documento N° 5287-17/ 12307-19

En la sesión N° 78-19 celebrada el 5 de setiembre del 2019, artículo LX, se tomó el acuerdo cuya parte dispositiva literalmente dice: 
“Se acordó: 1) Tener por rendido el informe N° 1307-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, sobre el resumen de los hallazgos y la propuesta del plan de trabajo en el Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Nicoya, por la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil. 2) Aprobar el presente estudio y el plan de trabajo para el despacho. 3) Indicar al Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil analizado que deberán ejecutarse las mejoras descritas en el documento, que se encuentren pendientes, en un plazo no mayor a un mes; luego de su respectiva notificación, momento en que tendrá que informar con evidencia el cumplimiento de los pendientes, a la Dirección de Planificación, al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional. 4) Aprobar las recomendaciones dirigidas al Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, sede Nicoya; al Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y al Equipo Gestor de materia Civil, las cuales deberán cumplirse conforme se detalla en el informe en cuestión. 5) Notifíquese este acuerdo a la Jefatura del Despacho, con el fin de que cumplan con las recomendaciones efectuadas y lo haga de conocimiento del personal profesional y de apoyo de ese Tribunal. 6) El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional y al Equipo Gestor de materia Civil, tomarán nota para lo de su cargo. Se declara acuerdo firme.”
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	La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio N° 386-CACMFJ-JEF-2019 de 25 de setiembre de 2019, remitió lo siguiente:
[bookmark: _Hlk19179919]“El Consejo Superior en la sesión No 78-19 del 5 de setiembre del 2019, artículo LX, aprobó el oficio N°1307-PLA-MI-2019 de la Dirección de Planificación, relacionado con el resumen de los hallazgos y propuesta del plan de trabajo por la entrada en vigencia del nuevo Código Procesal Civil, al en el Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Nicoya, dispuso en la parte dispositiva  “Dar seguimiento al cumplimiento de los planes de trabajo en el Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del II Circuito Judicial de Guanacaste, sede Nicoya.”

A esos efectos seguidamente se brinda un detalle de lo informado por el Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Nicoya, con relación a las acciones que estaban pendientes y que la Dirección de Planificación en su momento había indicado que comunicaran su cumplimiento al Centro, para que esta oficina informara al Órgano Superior. Para mayor detalle ver el Anexo No 1

Tabla con el contenido de las acciones pendientes y resultados
señalados en el informe 1307-PLA-MI-2019
Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil de Nicoya
2019

	Actividad 
	Responsable de la Actividad
	Hallazgo
	Propuesta (Qué, quién, cuándo y cómo)
	Observaciones

	Tema: Distribución de cargas de trabajo entre el personal en materia Civil.

	 Distribución del Circulante. Revisión de la distribución de cargas de trabajo entre el personal técnico judicial y juzgador.
	 Dirección de Planificación.
	Desigualdad de las cargas entre las personas técnicas judiciales de hasta 12 expedientes de materia Civil. 
	La persona Coordinadora Judicial del despacho, tomando como guía el listado en formato Excel facilitado y explicado por el profesional a cargo del abordaje en fecha 13 de diciembre de 2018, ajustará el circulante entre todo el personal de forma justa y equitativa por tipos de procesos y fases. 
	 
Respuesta del despacho: “Tarea terminada con éxito. Se realizó el ajuste de forma equitativa de los procesos.”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)


	Tema: Ajuste de incongruencias en los circulantes del despacho

	Revisión de las fases de todos los procesos del Despacho
	Dirección de Planificación.
	Se detectan 18 expedientes, lo que equivale a un 6,7% del circulante, con fases desactualizadas de acuerdo con el catálogo de nuevas fases para los procesos Civiles, circular N° 113-2018 “Cambios administrativos y operativos que se deberán implementar al entrar en vigencia el nuevo Código Procesal Civil”. (Ley 9342).
	La persona Coordinadora Judicial del despacho, tomando como guía el listado en formato Excel facilitado y explicado por el profesional a cargo del abordaje en fecha 13 de diciembre de 2018, ajustará las fases de acuerdo con el catálogo de fases actualizadas de acuerdo al Nuevo Código Procesal Civil, de los 18 expedientes con fases desactualizadas.
	Respuesta del despacho: “Tarea terminada con éxito. Se realizó el ajuste de la Fase de 18 expedientes indicados en el listado aportado en fecha 13 de diciembre del año 2018”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)


	Identificación de Legajos en estado “tramite” sin Carpeta Principal asociada en estado activo.
	Dirección de Planificación.
	En el circulante Civil se encontraron 39 asuntos que corresponden a legajos, apelaciones o comisiones activas, que no se encuentran ligados o pertenecientes a asuntos principales activos, por lo cual se requiere la revisión de estos.
	La persona Coordinadora Judicial del despacho, tomando como guía el listado en formato Excel facilitado y explicado por el profesional a cargo del abordaje en fecha 13 de diciembre de 2018, revisará el estado de los 39 asuntos como legajos, apelaciones y comisiones, a fin de determinar el por qué se encuentran en estado activo y sus procesos principales no, y proceder según cada caso como corresponda.
Lo anterior, acompañado del criterio técnico de las personas juzgadoras del Despacho.
	Respuesta del despacho: “Tarea terminada con éxito. Se realizó el ajuste de 39 legajos, apelaciones o comisiones activas, indicados en el listado aportado en fecha 13 de diciembre del año 2018”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)


	Verificación de tareas de expedientes cerrados,
	Dirección de Planificación.
	71 expedientes cerrados cuyas tareas sugieren que el asunto podría o debería estar activo.
	La persona Coordinadora Judicial del despacho, tomando como guía el listado en formato Excel facilitado y explicado por el profesional a cargo del abordaje en fecha 13 de diciembre de 2018, revisará los 71 asuntos cerrados, a fin de determinar si deberían estar activos según cada caso como corresponda.
Lo anterior, acompañado del criterio técnico de las personas juzgadoras del Despacho.
	Respuesta del despacho: “Tarea terminada con éxito. Se realizó el ajuste de 71 expedientes cerrados, cuyas tareas sugerían estar activos, indicados en el listado aportado en fecha 13 de diciembre del año 2018”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)

	Verificación de tareas de expedientes activos
	Dirección de Planificación.
	19 expedientes activos cuyas tareas sugieren que el asunto podría o debería estar cerrado.
	La persona Coordinadora Judicial del despacho, tomando como guía el listado en formato Excel facilitado y explicado por el profesional a cargo del abordaje en fecha 13 de diciembre de 2018, revisará los 19 asuntos cerrados, a fin de determinar si deberían estar activos según cada caso como corresponda.

Lo anterior, acompañado del criterio técnico de las personas juzgadoras del Despacho.
	Respuesta del despacho: “Tarea terminada con éxito. Se realizó el ajuste de 19 expedientes activos, cuyas tareas sugerían estar cerrados, indicados en el listado aportado en fecha 13 de diciembre del año 2018”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)

	Revisión de escritos pendientes de trámite, de expedientes cerrados.
	Dirección de Planificación.
	Tres expedientes cerrados que tienen escritos pendientes de trámite.
	La persona Coordinadora Judicial del despacho, tomando como guía el listado en formato Excel facilitado y explicado por el profesional a cargo del abordaje en fecha 13 de diciembre de 2018, revisará los tres escritos de asuntos cerrados, a fin de determinar el trámite que corresponda para dichos escritos.
	Respuesta del despacho: “Tarea terminada con éxito. Se realizó el ajuste de 03 expedientes cerrados, con escritos pendientes, indicados en el listado aportado en fecha 13 de diciembre del año 2018”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)

	Verificación de expedientes en estado de trámite en ubicación electrónica.
	Dirección de Planificación.
	86 expedientes activos en estado de trámite, en ubicación electrónica, la cual es una ubicación en el Escritor Virtual que sugiere que el expediente se encuentra terminado.
	La persona Coordinadora Judicial del despacho, tomando como guía el listado en formato Excel facilitado y explicado por el profesional a cargo del abordaje en fecha 13 de diciembre de 2018, revisará los 86 expedientes activos en estado de trámite erróneamente ubicados en la ubicación electrónica.
	Respuesta del despacho: “Tarea terminada con éxito. Se realizó el ajuste y revisión de 86 expedientes activos, en ubicación electrónica, indicados en el listado aportado en fecha 13 de diciembre del año 2018”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)

	Tema: Revisión de libro de Pase a Fallo y Agenda Cronos.

	Verificación del uso del libro o control de Pase a Fallo.
	Dirección de Planificación
	Al ser un despacho nuevo, el Tribunal no contaba con un adecuado archivo de control sobre los expedientes pasados a fallar al personal Juzgador, debidamente establecido.
Se verificó con el despacho el funcionamiento de la mejora de Pase a Fallo en el Escritorio Virtual.
Al momento del acompañamiento, el despacho no había repartido el pendiente de fallo entre el personal Juzgador, ya que el despacho se encontraba a la espera del ajuste en la distribución de cargas de trabajo y seguidamente proceder con la consignación de la información en los libros de pase a fallo.
	El profesional a cargo del abordaje brindó al despacho un archivo en formato Excel diseñado por el equipo a cargo de los abordajes, para que la persona Coordinadora Judicial del despacho complete en el libro de pase a fallo, la información correspondiente a los expedientes pasados a fallo al personal Juzgador del despacho. Apéndice 13 

Deberá el despacho velar por el adecuado uso de la incorporación de la información de los asuntos pendientes de fallar tanto en el archivo de pase a fallo brindado durante el acompañamiento como en la mejora de Pase a Fallo del Escritorio Virtual.
	Respuesta del despacho: “Tarea terminada con éxito. A la fecha de hoy se utiliza efectivamente el pase a fallo por medio del Escritorio Virtual y la hoja electrónica de Excel “Libro de pase a fallo Versión Definitiva” Como prueba se aporta reporte de Escritorio Virtual y hoja de Excel.”

(Para mayor detalle ver el Anexo No 1)



(…)”
-0-
Se acordó: Tener por rendido el oficio N° 386-CACMFJ-JEF-2019 de 25 de setiembre de 2019 suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en el que remite informe relacionado con las acciones pendientes por parte del Tribunal Colegiado de Primera Instancia Civil del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, Sede Nicoya y los resultados señalados en el informe 1307-PLA-MI-2019.
La Dirección de Planificación tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748803]ARTÍCULO LIX
Documento N° 6486-16/ 12313-19

	La licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en oficio N° 387-CACMFJ-JEF-2019 de 25 de setiembre de 2019, remitió lo siguiente: 
“En cumplimiento con el seguimiento que se realiza al Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba; remito el informe correspondiente al período que comprende de enero a junio del 2019; elaborado por el licenciado Fabricio Miguel Abarca Fallas, Profesional 2 del Área de Gestión y Apoyo, el cual cuenta con el criterio experto de la gestora en materia laboral y los gestores en materia civil.
 
Con oficio N°606-CACMFJ-AGA-2019, del 10 de setiembre del 2019, el preliminar de este documento fue puesto en conocimiento del Magistrado Orlando Calvo Aguirre, presidente de la Comisión de la Jurisdicción Laboral, del Magistrado William Molinari Vílchez, presidente de la Comisión de la Jurisdicción Civil, así como del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba. Sin recibir observaciones.”

- 0 -

Seguidamente, se transcribe el citado informe:
[bookmark: _Hlk529880353]“En atención al seguimiento de las Matrices de Indicadores de Gestión elaboradas por la Dirección de Planificación y los informes de SIGMA, en el marco de las Reformas Procesales en Materia Laboral y en Materia Civil, se procede a rendir el informe para el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba, por el período que comprende de enero a junio del 2019.

Antecedentes

El Consejo Superior, en sesión N°88-17 celebrada el 28 de setiembre del 2017, artículo LXXVI, aprobó el oficio N°1396-PLA-2017 de la Dirección de Planificación relacionado con el abordaje del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba, a raíz de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo. Acuerdo que no fue implementado por el Juzgado.

El Consejo Superior, en sesión N°104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018, artículo XLIX, aprobó el oficio N°1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación relacionado con cambios de competencia en materia Civil y modificación en las estructuras de trabajo, con el ingreso de personal juzgador o personal técnico judicial.

Resultados del seguimiento

A continuación, se presenta el análisis del despacho:

2.1 El Juzgado presenta la siguiente estructura: 

Figura N° 1
Estructura del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
2019

Fuente: Estructura actual informe 1282-PLA-3018


2.2 Los Planes de trabajo según oficio N° 1382-PLA-2018, de la Dirección de Planificación y matriz de indicadores de gestión para cuotas de trabajo. Para otros detalles ver anexos Nos 1 y 5.

Figura N°2
Planes de Trabajo del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
2019

Fuente: Correo electónico de la Dirección de Planificación y matriz de indicadores de gestión. Ver anexo No1 y 5. 

2.2 Resultados Generales del Juzgado:

En términos generales el Juzgado Civl, Trabajo y Agrario de Turrialba, presenta una tendencia fluctuante; como puede observarse en la gráfica, muestra un crecimiento de enero a mayo y para junio un descenso en su circulante. 

El circulante al iniciar enero pasó de 969 a 1039 expedientes al finalizar junio del 2019, presentando un aumento del circulante del 7,22% que equivale a 70 asuntos, con 12 procesos inactivos.

Gráfico N°1
Circulantes finales por Materia del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
Enero-junio 2019


Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.
Durante el periodo bajo estudio, ingresaron 544 expedientes y se resolvieron 456 asuntos;  presentó una atención del 83,82%% de la entrada. Cabe destacar, que existe una diferencia de 6 procesos en los informes generados pos SIGMA, que se reflejan en los balances de las materias Civil y Laboral. Ver el siguiente cuadro.

A continuación se muestran los balances del Juzgado:

Cuadro N°1
Balance General por Materia del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
Enero-junio 2019

Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.

Las personas juzgadoras; logran una producción del 190,36%, al fallar 374 procesos de una cuota ajustada de 196 expedientes, en cuanto a los procesos firmados la matriz de indicadores de gestión, no los reporta. 

Por persona Juzgadoras y materia, se logra el siguiente resultado:

La persona juzgadora que tramita la materia laboral (tramita el 100%, con una cuota de 16 procesos por mes), logra una productividad del 282,35%, al fallar 269 procesos de una cuota ajustada de 95 expedientes.

La persona juzgadora que tramita la materia Civil (tramita el 89%, con una cuota de 10 procesos por mes), logra una productividad del 130,13%, al fallar 66 procesos de una cuota ajustada de 51 expdientes.

La persona juzgadora que tramita las materias Civil y Agraria (tramita el 100% en Agrario y 11% en Civil, con una cuota general de 9 procesos por mes), logra una productividad del 77,26%, al fallar 39 procesos de una cuota ajustada de 50 expdientes.

Cuadro N° 2
Labor de las personas juzgadoras del
 Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
Enero-junio 2019

Fuente: Matriz de indicadores de gestión y resumen. Ver anexo No1 y 6.

En el tema de las audiencias; el despacho presenta una productividad del 64,68%, al celebrar 141 audiencias de 218 señaladas.  

Cuadro N° 3
Audiencias celebradas por Materia del
 Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
Enero-junio 2019

Fuente: Matriz de indicadores de gestión y resumen. Ver anexo No1 y 6.

Por materia se logra el siguiente resultado:

Materia laboral, logra una productividad del 67,32%, al celebrar 103 audiencias de 153 señalamientos, con 4 procesos pendientes de realizar audiencias a junio.
Materia Civil, logran una productividad del 52,38%, al celebrar 11 audiencias de 21 señalamientos, con 9 procesos pendientes de realizar audiencias a junio. 
Materia Agraria, logra una productividad del 61,36%, al celebrar 27 audiencias de 44 señalamientos, con 17 procesos pendientes de realizar audiencias a junio.
En cuanto al proveído de las personas técnicas judiciales, logran una producción del 42,03%, con un proveído de 4532 procesos civiles de una cuota esperada de 10782 asuntos. 

Seguidamente se muestra el resultado de la división de labores por persona técnica judicial realizada por el Órgano Técnico.

Materia Civil y laboral, 5 personas técnicas judiciales logran una productividad del 45,24%, al proveer 4075 procesos  (1389 en Materia Civil y 2686 en Materia Laboral), de una cuota ajustada de proveído de 9007 asuntos.

Materia Agraria, logran una productividad del 25,75%, al proveer 457 procesos de una cuota ajustada de proveído de 1775 asuntos.

Cuadro N° 4
Labor de las personas técnicas judiciales del 
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
Enero-junio 2019

Fuente: Matriz de indicadores de gestión y resumen. Ver anexo No1 y 6.

2.3. Resultados por Materia del Juzgado:

2.3.1 En Materia Civil:

Presenta una tendencia fluctuante en su circulante; como puede observarse en la gráfica, en esta variable muestra un crecimiento de enero a mayo y para junio un descenso. 

El circulante al iniciar enero pasó de 446 a 541 expedientes al finalizar junio del 2019, presentando un aumento del 21,30% que equivale a 95 procesos.

A continuación se gráfica el comportamiento del circulante:

Gráfico N°2
Comportamiento del Circulante final en Materia Civil
del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
Enero-junio 2019


Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.

Durante el periodo bajo estudio, ingresaron 214 expedientes y se resolvieron 114 asuntos; presentó una atención del 53,27% de la entrada y un aumento del circulante del 21,30% que equivale a 95 asuntos. 

A continuación, se muestra el detalle mensual de procesos ingresados y terminados:

Gráfico N°3
Procesos ingresados y terminados en el 
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba (Materia Civil)
Enero-junio 2019

Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.
Referente a los motivos de términos, en el siguiente cuadro pueden indentificarse los principales tipos de finalización, las cuales se distribuyen de la siuiente manera:  las “Herencia Distribución sin Rendición de Cuentas” representa el 23,68%, seguido por las “Incompetencias” y las “Sentencias en Principal” ambas en un 16,67%, asimismo los Procesos Inadmisibles sin Condena con el 13,16% del total. 

Cuadro N°5
Motivos de los procesos finalizados del 
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba (Materia Civil)
Enero-junio 2019

Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.

Por otra parte, del análisis de la matriz de indicadores de gestión, logra rescatarse que el ingreso total proyectado de los procesos se estableció en 132 expedientes (utilizando el rango “a mejorar”, mayor a 22 asuntos mensuales) sin embargo, para el periodo el ingreso real es de 214 expedientes, superando dicho rango; asimismo la proyección de la salida total de los procesos se estableció en 192 procesos (utilizando el rango “a mejorar” menor de 32 asuntos mensuales), no obstante para el periodo la salida real es de 114 expedientes, muy por debajo del rango, para finalizar el circulante del despacho a junio es de 541 procesos ubicándose en el rango “a mejorar”, mayor a 469 procesos. Ver para mayor detalle anexos Nos1 y 6.

En el plazo en días en espera de sentencias presenta una tendencia fluctuante al pasar de 2 días en enero a 15 días en febrero, a 6 días en marzo, para abril pasó a 21 días, en mayo a 1 día y a 6 días en junio, con un pendiente de 3 procesos para fallar en junio.

En el plazo en días para resolver demandas, refleja una tendencia lineal de 6 días para los meses de enero a marzo, después pasó a o días en abril, a 1 día en mayo y a 5 días en junio. 

En el plazo en días en espera para resolver escritos, muestra presenta una tendencia fluctuante al pasar de 6 días en enero a 8 días en febrero, a 9 días en marzo, para abril pasó a 3 días, en mayo a 5 días y a 7 días en junio, la cantidad de escritos pendientes por resolver no se reporta en la matriz de indicadores de gestión. 
En el siguiente cuadro se muestra el circulante final por tipo de proceso.

Cuadro N°6
Circulante final por tipo de proceso del 
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba (Materia Civil)
junio 2019
[image: ]
                                            Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.

De acuerdo a la información anterior, el circulante final de la materia civil se distribuye de la siguiente manera:  en primer lugar nlos procesos Sucesorios representa el 39,74%, seguido de los Monitorios con un 22,55% y de los Sumarios con un 17,56%. 

2.3.2 En Materia Laboral:

Presenta una tendencia fluctuante en su circulante; como puede observarse en la gráfica, en esta variable muestra un crecimiento de enero a febrero y un descenso a partir de marzo hasta junio. 

El circulante al iniciar enero pasó de 432 a 392 expedientes al finalizar junio del 2019, presentando una disminución del 9,26% que equivale a 40 procesos.

Gráfico N°4
Comportamiento del Circulante final en Materia Laboral
del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
Enero-junio 2019


Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.
Durante el periodo bajo estudio, ingresaron 271 expedientes y se resolvieron 310 asuntos; presentó una atención del 114,39% de la entrada y una disminución en el circulante del 9,26% que equivale a 40 asuntos. 

A continuación, se detalle por mes los procesos ingresados y terminados:

Gráfico N°5
Procesos ingresados y terminados en el 
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba (Materia Laboral)
Enero-junio 2019

Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.

Entre los motivos de los casos terminados se destacan las Sentencias Dictadas con un 45,16%, seguido por las Concilaciones con un 27,42% y las Ejecuciones Cumplidas con el 8,39%. Lo anterior se muestra en el siguiente cuadro:

Cuadro N°7
Motivos de los procesos finalizados del 
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba (Materia Laboral)
Enero-junio 2019

Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.
Del análisis de la matriz de indicadores de gestión se desprende lo siguiente: el ingreso total proyectado de los procesos se estableció en 120 expedientes (utilizando el rango “a mejorar”, mayor a 20 asuntos mensuales), para el periodo el ingreso real es de 271 expedientes, superando dicho rango; asimismo la proyección de la salida total de los procesos se estableció en 222 procesos (utilizando el rango “muy bueno” mayor de 37 asuntos mensuales), para el periodo la salida real es de 310 expedientes, ubicándose por arriba del rango, para finalizar el circulante del despacho a junio es de 392 procesos, utilizando el rango “estándar” entre o igual a 382 y 422 asuntos mensuales). Ver para mayor detalle anexos Nos1 y 6.

El plazo en días en espera de sentencias presenta una tendencia muy estable, pasó  de 1 día para enero, para los meses de febrero a mayo en 0 días y 1 día en el mes de junio, con un pendiente de 0 procesos para fallar en junio.

En el plazo en días para resolver demandas, presenta una tendencia fluctuante al pasar de 0 días en enero a 4 días en febrero, a 1 días en marzo, para abril pasó 0 días, en mayo se mantiene en 0 días y a 4 días en junio. 

En el plazo en días en espera para resolver escritos, presenta una tendencia fluctuante al pasar de 1 día en enero a 6 días en febrero, a 1 días en marzo, para abril en 3 días, en mayo a 1 días y a 5 días en junio, la cantidad de escritos pendientes por resolver no se reporta en la matriz de indicadores de gestión. 

En el siguiente cuadro se muestra el circulante final por tipo de proceso.

Cuadro N°8
Circulante final por tipo de proceso del 
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba (Materia Laboral)
junio 2019

                              Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.

El tipo de proceso el circulante final de la materia laboral se distribuye de la siguiente manera: los procesos Ordinarios S. Pri. Prestaciones Laborales que representa el 40,56%, seguido de los Riesgos de Trabajo con un 21,17% y de las Pensiones de Regimen No Contributivo con un 9,69%. 

2.3.3 En Materia Agraria:

Presenta una tendencia fluctuante en su circulante; como puede observarse en la gráfica, en esta variable muestra un crecimiento de enero a marzo, un descenso en abril, un nuevo ascenso para mayo y en junio en comparación con el mes anterior se mantiene. 

El circulante al iniciar enero pasó de 91 a 106 expedientes al finalizar junio del 2019, presentando un aumento 16,48% que equivale a 15 procesos.

Gráfico N°6
Comportamiento del Circulante final en Materia Agraria
del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba
Enero-junio 2019


Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.

Durante el periodo bajo estudio, ingresaron 59 expedientes y se resolvieron 32 asuntos; presentó una atención del 83,82% de la entrada y un aumento en el circulante del 7,22% que equivale a 15 asuntos. Además reportan 12 procesos inactivos.


En el siguiente gráfico se detalla la cantidad de procesos ingresados y terminados por mes:



Gráfico N°7
Procesos ingresados y terminados en el 
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba (Materia Agraria)
Enero-junio 2019

Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.

Entre los motivos de los casos terminados prevalecen las “Sentencias Dictadas” el 46,88%, seguido por las “Incompetencias” con un 15,63%, asimismo las “Caducidad” y las “Concilaciones con un 9,38%, cada uno, como se muestra en el siguiente cuadro:

Cuadro N°9
Motivos de los procesos finalizados del 
Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba (Materia Agraria)
Enero-junio 2019

Fuente: SIGMA  ver anexo No2, 3 y 4.

Por otro lado, el análisis de la matriz de indicadores de gestión, logra rescatarse que el ingreso total proyectado de los procesos se estableció en 36 expedientes (utilizando el rango “a mejorar”, mayor a 6 asuntos mensuales), pero para el periodo el ingreso real es de 59 expedientes, superando dicho rango; asimismo la proyección de la salida total de los procesos se estableció en 66 procesos (utilizando el rango “a mejorar” menor de 11 asuntos mensuales), para el periodo la salida real es de 32 expedientes, muy por debajo del rango, para finalizar el circulante del despacho a junio es de 106 procesos ubicándose en el rango “muy bueno”, menor a 116 procesos. Ver para mayor detalle anexos Nos1 y 6.

En el plazo en días en espera de sentencias presenta una tendencia fluctuante al pasar de 43 días en enero a 57 días en febrero, a 79 días en marzo, para abril en 63 días, en mayo a 27 días y a 34 días en junio, con un pendiente de 3 procesos para fallar en junio.

En el plazo en días para resolver demandas, presenta una tendencia lineal de 0 días para los meses de enero a junio. 

En el plazo en días en espera para resolver escritos, presenta una tendencia fluctuante al pasar de 4 días en enero a 6 días en febrero, a 1 día en marzo, para abril en 2 días, en mayo a 6 días y a 5 días en junio, la cantidad de escritos pendientes por resolver no se reporta en la matriz de indicadores de gestión. 

[bookmark: _Toc20748805]La Dirección de Planificación tiene pendiente los siguientes ajustes:

[bookmark: _Toc20748806]Mediante el oficio N° 032-CACMFJ-JEF-2019 de fecha 22 de enero del 2019 y el correo electrónico de fecha 13 de marzo del año en curso, dirigido a la Dirección de Planificación solicitando una serie de ajustes a las matrices de indicadores de gestión y que a la fecha no se tiene respuesta. A continuación, se detallan los ajustes requeridos:

[bookmark: _Toc20748807]3.1 Segmentación de la cuota:

Por señalamiento por personas juzgadoras.
De las personas técnicas Judiciales por trámite de proveído, escritos, demandas nuevas y por materia.

[bookmark: _Toc20748808]3.2 Corrección de fórmulas y división de trabajo diario:

Cálculo correcto de la labor diaria tanto de las personas juzgadoras como de las personas técnicas judiciales.
Verificación de las fórmulas en las celdas y cálculos de los procentajes. 
Sumas totalizadas en las matrices. 

[bookmark: _Toc20748809]3.3 Otras Consultas o datos por incluir:

Fecha que se debe anotar en el apartado “fecha actual”.
Forma correcta de contabilizar en el apartado “Cantidad de días laborales del mes”.
Incluir el dato de las demandas pendientes.
Incluir el dato de los escritos pendientes para ambas materias.
Unificar las distribución de las cuotas y las plantillas de las matrices de indicadores de gestión.

Visita al Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba.

En conjunto con la Comisión de la Jurisdicción Civil, producto de la implementación de la reforma civil, se programaron una serie de visitas a los despachos civiles durante el 2019, visitando al despacho el 13 de agosto del 2019. Para otros detalles ver anexo No 7.

Se identificó el siguiente hallazgo: la Dirección de Planificación informó que el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba, no implemento la estructura de trabajo aprobado en el acuerdo del Consejo Superior, de la sesión N°88-17 celebrada el 28 de setiembre del 2017, artículo LXXVI, donde se aprobó el oficio N°1396-PLA-2017.

Al respecto el Juzgado, brindó la siguiente respuesta:

“El Acuerdo nunca se desaplicó como tal sino que temporalmente, por acuerdo de los tres jueces nombrados en ese momento, en consideración al alto circulante en materia laboral y la no especialización de licenciada Florycell en materia civil, entonces la suscrita jueza Milena Gutiérrez accedió a dar colaboración en materia laboral. Ello con el fin de mejorar la capacidad de respuesta del Despacho en esa materia. 

Por otro lado, la medida fue a lo interno del Despacho sin que se afectara el Sistema de Reparto implantado por la institución ni alguna directriz, de tal forma que con la entrada de la Reforma Procesal Civil se implementa la nueva distribución de cargas sin variantes. 

Cabe hacer notar que la nueva distribución de cargas en realidad implanta la propuesta temporal mencionada. Esto se concluye si observamos que a partir de la Reforma Procesal Civil se deja el 100% de la materia laboral para ser resuelta por juez 1, como en su momento se había acordado como medida temporal.”

Se emitieron las siguientes recomendaciones al Juzgado y la Dirección de Planificación:

“1. Por parte de las personas Gestoras en Representación de la Comisión de la Jurisdicción Civil y el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, se le recomienda al despacho que:
   En el acta de reunión mensual de los indicadores de gestión deben incluir los planes remediales que implementen, ellos deben tener un objetivo, tiempo determinado y deben cuantificarse.
El dato del escrito más antiguo por resolver.
Realizar el rebajo en las cuotas de las personas técnicas judiciales del tiempo que utilizan en el acompañamiento de las personas juzgadoras en las audiencias.  
Anotar todo aquel dato importante que pueda ser utilizado en la toma de decisiones a nivel del despacho o institucional.
Verificar el dato de la cantidad de audiencias pendientes de realización; cabe destacar; que se le explica la manera de calcular este indicador.
La coordinadora judicial deberá remitir a las personas juzgadoras y Técnicas Judiciales vía correo electrónico, las cápsulas remitidas a través del Correo de la Reforma relacionadas con la Circular 113-18, con el fin de minimizar los errores en la actualización de datos de los expedientes. 
A la solicitud del Centro de Apoyo a la Dirección de Planificación, incluir en la matriz de indicadores de gestión el dato de lo pendiente de escritos por proveer en todas las materias.”

Conclusiones:

5.1 A raíz de las Reformas Procesales en la Materia Laboral y en la Materia Civil, se implementaron indicadores en la Materia Agraria.

5.2  Reiteramos la necesidad de que la Dirección de Planificación de respuesta al oficio N° 032-CACMFJ-JEF-2019 de fecha 22 de enero del 2019 y al correo electrónico de fecha 13 de marzo del año en curso, donde se solicitó una serie de ajustes a las matrices de indicadores de gestión y que a la fecha no se tiene respuesta.

5.3 El despacho no ajustó su estructura en los términos del acuerdo del Consejo Superior, de la sesión N°88-17 celebrada el 28 de setiembre del 2017, artículo LXXVI, donde se aprobó el oficio N°1396-PLA-2017 de la Dirección de Planificación relacionado con el abordaje del Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba, a raíz de la entrada en vigencia de la Reforma al Código de Trabajo. Sin embargo, con la entrada en vigencia de la reforma procesal civil, ajustaron su estructura en los términos dispuestos por el Órgano Técnico.

5.4 El Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba, presenta una tendencia creciente; dado que, durante el periodo bajo estudio, ingresaron 544 expedientes y se resolvieron 456 asuntos; el circulante al iniciar enero pasó de 969 a 1039 expedientes al finalizar junio del 2019, presentó una atención del 83,82%% de la entrada y un aumento del circulante del 7,22% que equivale a 70 asuntos; además se contabilizaron con 12 procesos inactivos.

5.5 Las tres personas juzgadoras logran una producción del 190,36%, al fallar 374 procesos de una cuota ajustada de 196 expedientes, en cuanto a los procesos firmados la matriz de indicadores de gestión, no los reporta. 

5.6 Las tres personas juzgadoras logran una producción de audiencias realizadas del 64,68%, celebrando 141 procesos de 218 asuntos señaladas.

5.7 Las seis personas técnicas judiciales logran una producción del 42,03%, tramitando 4532 procesos con una cuota ajustada de 10782 expedientes. Se les asigna por parte del Órgano Técnico una cuota de proveído de 15 asuntos por día por persona técnica judicial. Por materia está distribuido de la siguiente manera:

Las cinco personas técnicas judiciales que tramitan las materias Civil y Trabajo; logran una producción del 45,24%, tramitando 1389 procesos en Civil y 2686 expedientes en laboral cuota ajustada de 9007 expedientes.
La persona técnica judicial, que tramita materia Agraria; logra una producción del 25,75%, tramitando 457 procesos de una cuota ajustada de 1775.

Recomendaciones

A la persona Juzgadora Coordinadora y al Coordinador Judicial, deben dar el seguimiento respectivo a los señalamientos de las audiencias en las tres materias; al presentar una tendencia decreciente en Materia Laboral pasando en enero de 41 a 4 señalamientos en junio, mientras que Materia en Civil en el mismo periodo pasa de 4 a 9 señalamientos, asimismo en Materia agraria pasa de 12 a 17 señalamientos. El plazo en días en espera para la realización de las audiencias pasa en enero de 89 a 72 días en junio; todo lo anterior, para un mejor aprovechamiento de las Salas asignadas y una distribución adecuada de los espacios en la agenda. 

Al equipo de mejora del despacho todos los meses debe generar el dato de los escritos pendientes por proveer; ya que, la matriz de indicadores no lo reporta.

A la persona juzgadora que tramita la Materia Laboral con una producción del 282,35%, así como a la persona juzgadora que únicamente se encarga de tramitar la materia Civil con una producción del 130,13%, continuar con su laborar al mantenerse por encima de la cuota establecida.
    
A la persona juzgadora que tramita el 100% de la Materia Agraria y el 11% de la Materia Civil cumplir las cuotas establecidas por el Órgano Técnico; ya que, presenta una producción del 77,26%; lo anterior, según las posibilidades de procesos listos en esta condición; sin dejar de lado que, en las Materias Civil y Agraria presentan según las matrices de indicadores de gestión un pendiente de 3 procesos para cada materia.  

A las personas técnicas judiciales, continuar con la labor desarrollada en el proveído de las tres Materias presentando una producción del 42,03% y cumplir con las cuotas establecidas Órgano Técnico, lo anterior según la cantidad de escritos pendientes de proveer y el traslado de las demandas pendientes.    

(…)”
- 0 -

En la sesión Nº 88-17 celebrada el 28 de setiembre de 2017, artículo LXXII, se tuvo por rendido el informe Nº 1396-PLA-2017 de la Dirección de Planificación, relacionado con el estudio del proyecto realizado en el Juzgado Civil, Laboral y Agrario de Turrialba, en el marco de la Reforma al Código de Trabajo. Asimismo, se avaló el plan de trabajo para el Juzgado Civil, Laboral y Agrario de Turrialba y sus recomendaciones, por lo que debería dicho despacho jurisdiccional iniciar con la implementación de las propuestas de mejoras descritas en el citado informe.
[bookmark: _Toc531019257]Asimismo, en la sesión N° 104-18 celebrada el 29 de noviembre de 2018, artículo XLIX, se tuvo por rendido el oficio N° 1382-PLA-2018 de la Dirección de Planificación, sobre el informe 278-MI-2018-B, relacionado con cambios de competencia en materia Civil y se modificó en las estructuras de trabajo, con el ingreso de personal juzgador o personal técnico judicial. Además, se aprobó la distribución del personal que conformará las estructuras organizacionales de los Juzgados Civiles y Laborales del país, ubicaciones en Escritorio Virtual, así como la forma de reparto de expedientes de cada uno, en beneficio del equilibrio de cargas de trabajo.
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° 387-CACMFJ-JEF-2019 de 25 de setiembre de 2019 suscrito por la licenciada Maricruz Chacón Cubillo, Directora interina del Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, en el que remite informe del seguimiento realizado al Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba; correspondiente al período de enero a junio del 2019. 2.) Deberá el Juzgado Civil, Trabajo y Agrario de Turrialba cumplir con las recomendaciones señaladas en el informe supra.
El Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748810]ARTÍCULO LX

Documento N° 12329-19 
 
El licenciado Fernando Ramírez Serrano, Juez Director del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, mediante oficio Nº 29-CJIC-2019, 25 de setiembre de 2019, solicitó lo siguiente:
“Reciban un cordial saludo. Me es grato dirigirme a ustedes con el ánimo de solicitar se autorice y declare la "alta de bienes" que se detallarán más adelante y que han sido ofrecidos por parte del Gobierno de los Estados Unidos, a través de la Administración de Control de Drogas (DEA-Drug Enforcement Administration), para uso exclusivo del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones. 
Tal y como se ha expuesto en reiteradas ocasiones, nuestro país firmó un convenio dentro del marco de la Iniciativa Regional de Seguridad para Centroamérica (CARSI), derivada de la Iniciativa Mérida, y que constituye entre otras, una iniciativa de cooperación entre el Gobierno de Estados Unidos y Costa Rica, para dotar a las oficinas del Poder Judicial encargadas de combatir el crimen organizado, de los recursos necesarios para un mejor éxito en esta ardua labor.
Desde el año 1999 se firmó entre Costa Rica y Estados Unidos una carta de acuerdo sobre el control de drogas. Luego, en el mes de junio de 2009, se firma en San José de Costa Rica la carta de entendimiento sobre la iniciativa Mérida. 
Posteriormente en abril de 2012, se introdujo a la carta de entendimiento firmada en el año 2009 una modificación a la enmienda número once, mediante la cual se crearon dos nuevos proyectos; el primero, la unidad especializada para intervenciones marítimas diseñada para desarrollar en Costa Rica la capacidad de patrullaje en aguas territoriales y la segunda, sobre las políticas de mejoramiento de las capacidades judiciales por medio del programa de donaciones Desafío de la Iniciativa de Seguridad Regional para América Central (Challenge Grant), dentro de los que se toma la previsión de dar apoyo a la Creación del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones (CJIC), diseñado para aumentar la capacidad de nuestro país para interceptar, procesar, analizar y registrar las telecomunicaciones para utilizarlas en investigaciones y procesos penales. 
Dentro de los alcances de ese proyecto, el Gobierno de los Estados Unidos pretende dar apoyo relacionado con la lucha contra el narcotráfico, dotar de capacitación y equipo, tal y como el que se donó al CJIC en el 2015 y 2018, sobre el cual ya se dio el alta de bienes. 
En esta ocasión, la Administración de Control de Drogas (DEA-Drug Enforcement Administration), pretende realizar la donación de una serie de recursos tecnológicos que son de gran utilidad para el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones. Importante recalcar, que a pesar de que la garantía de muchos de los componentes se encuentra vencida o está próxima a vencer, se nos ha informado por parte de la DEA, su anuencia en extender la misma. Considerando que el Gobierno de los Estados Unidos es nuestro principal donante y que conoce las necesidades del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, el equipo que se ofrece permite paliar ese faltante tecnológico, por lo que es de suma importancia y urgencia que se declare el alta de estos bienes.  

Lista del Equipo por Donar: 

	Cantidad
	Objeto
	Descripción
	Costo o estimación
	Garantía
	Proveedor
	Vida Útil

	1
	PowerEdge VRTX

Etiqueta de servicio: 2JK2F42
	Unidad Integrada de 3 servidores, una SAN y un Switch.
225-4380: PowerEdge VRTX Rack
332-0798: PowerEdge VRTX Shipping
340-AAWC: Shipping Materials, VRTX Rack Chassis with up to Four Half-H eight Server Nodes
310-8509: Power Cord, NEMA 5-15P to C13, 15 amp, wall plug, 10 feet / 3 meter
332-0876: PowerEdge VRTX 1Gb Switch Module, Internal 16 ports to External 8 ports
319-2038: PowerEdge VRTX Rack Configuration for 2.5 inch Hard Drives (Max 25)
318-2754: PowerEdge VRTX Locking Security Bezel
332-0877: Chassis Management Controller Card for PowerEdge VRTX Chassiss
403-BBEQ: SD Storage for Chassis Management Controller
319-1975: PowerEdge VRTX 2.5 HDD Single Expander for Single Controller
342-5756: PERC H710P Internal RAID Controller, 1GB NVRAM, for PowerEdge VRTX
342-5520: 1.2TB 10K RPM SAS 6Gbps 2.5in Hot-plug Hard Drive
318-1392: No Internal Optical Drive
332-0866: PowerEdge VRTX Rack Installation Rails with Cable Managemet Arm
450-AEJX: PowerEdge VRTX Redundant Power Supply, 4 x 1600W, (2+2)


	USD
$317,570.00
	mayo 23, 2016	

mayo 23, 2019
	Embajada de Estados Unidos
	5 Años

	6
	Dell XPS

Etiqueta de servicio:
- 8BMKQ32
- HCMKQ32
- F3QJQ32
- J2RKQ32
- 70RQK32
- BR0JQ32
	Computadora portátil

210-ADRL: XPS 13 (9343)
340-ANIZ: XPS 13 Shipping Material
580-ACEF: Internal US/English Backlit Keyboard
400-AGLJ: 256GB Solid State Drive
619-ADTC: Windows 8.1 Pro-64-bit English
389-BCMP: Intel Core i5 Processor vPro Label
391-BBWB: 13.3-inch FHD (1920 x 1080) Infinity Edge display, Sliver
450-ABEN: 45 Watt AC Adapter
555-BBWC: 802.11ac + Bluetooth 4.2, Dual Band 2.4&5 GHz, 2x2
470-AANZ: PowerCord 2.5A 1M C5 E5 with Duck Head Plug
340-AGIK: Safety/Environment and Regulatory Guide (English/French Multi-language)
631-AANF: Intel(R) vPro (TM) 9343
340-ANHR: Documentation
340-ANXO: Placemat (English, Brazilian Portugese, Dutch, French, Spanish)
340-ANHU: Palmrest
451-BBMK: 52 WHr, 4-Cell Battery (integrated)
338-BGEZ: 5th Generation Intel(R) Core (T M) i5-5300U Processor (3M Cache, up to 2.90 GHz)
	USD
$10,674.00
	Mayo 21, 2016
mayo 21, 2019 
	Embajada de Estados Unidos
	5 Años

	1
	Cisco 3750X

Serie:
FD01849P1L2
	Conmutador de red
Para red LAN.
Montable en gabinete.
2X Network Stack Device, 1X USB-4 Pin USB Type A, 24 X Network-10base-100base-1000base-T-R&J Enterprises-45, 1X Management-Ethernet 10base-T/100base-Texas-R&J Enterprises-45, 1X Management-Rs-232-R&J Enterprises-45, 
	USD
$13,842.00
	
	Embajada de Estados Unidos
	5 Años

	1
	Cisco ASA5512X

Serie:
FDX19181D7F
	Corta Fuegos.
Capacidad del cortafuegos: 1 Gbps 
Capacidad de VPN (3DES/AES): 200 Mbps 
Tasa de conexiones: 10.000 conexiones por segundo 
Rendimiento del cortafuegos + prevención de intrusiones: 250 Mbps
Peers VPN IPSec: 250 
Peers VPN SSL: 2 
Sesiones concurrentes: 100000 
Interfaces virtuales (VLAN): 50 
Contextos de seguridad: 2

	USD
$5,131.00
	
	Embajada de Estados Unidos
	5 Años

	5
	Audífonos Bose

Serie Número:
065252Z50681830AE
065252Z50681828AE
065252Z50681826AE

065252Z50681829AE
065252Z50681677AE

	Modelo QC.25
Auriculares de diadema cerrados.
Reducción de ruido.
3.5 mm
Micrófono
Cable.
	USD
$1,480.00
	
	Embajada de Estados Unidos
	Depende de uso

	1
	Servidor de Hora.

Serie Número:
A044150018
	Marca Time Machines.
Modelo TM 1000A

Servidor de tiempo basado en GPS.

Proporciona la hora exacta para todas las computadoras y dispositivos la red.
El sistema utiliza una antena GPS activa para mantener la hora actual transmitida por los satélites GPS.
	USD
$412.00
	
	Embajada de Estados Unidos
	5 Años

	1
	Dell Monitor
P1913B

Serie Número:
CN-0DT0PH-74261-52C-14RV
	Monitor profesional Dell P1913 de 19" (48 cm) con LED.
Tamaño de imagen visible diagonal:
48,26 cm
19 pulgadas (tamaño de imagen visible de 19 pulgadas de ancho)
Proporción de aspecto:
Pantalla ancha (16:10)
Tipo de panel:
TN (nemático trenzado), antirreflejo con capa resistente 3H
Resolución óptima:
1440 x 900 a 60 Hz
Relación de contraste:
1000:1 (típica)
2 millones: 1 (máx.) (relación de contraste dinámica)
Brillo:
250 cd/m2 (típico)
Tiempo de respuesta:
5 ms (de negro a blanco)
Ángulo máximo de visión:
(160° vertical/170° horizontal)
Colores admitidos:
16,78 millones de colores
Separación entre píxeles:
0,248 mm
Retroiluminación del panel:
LED
Tipo de pantalla:
Pantalla plana y ancha

	USD
$245.00
	
	
	

	1
	UNIFI

Serie número:
1503K0418D6D2819
	Equipo para ingreso inalámbrico.

Wi-Fi 802.11x 
	USD
$4,098.00
	
	Embajada de Estados Unidos
	5 Años

	1
	Dell UPS

Etiqueta de servicio: 4CN4JX1
	Dell UPS 1000T
Tower, 1000W, 120V, with
5-15P to C13, 3m input 
	USD
$440.00
	Mayo 10, 2015

Mayo 10, 2017 
	Embajada de Estados Unidos
	5 Años

	3
	Unidad grabador
Buffalo

Serie Número:
44434141209161
44434141209086
44434141209154
	Buffalo BRXL-PCBUS

Grabador portátil de discos ópticos.






	USD
$801.00
	
	[bookmark: __DdeLink__23_1733727595]Embajada de Estados Unidos
	Depende de uso

	2
	Gabinete para servidor.
Número de serie:
No tiene
	Gabinete vertical para servidor de 42 U marca Winsted
	USD
$1,800.00
	
	Embajada de Estados Unidos
	+5 años



Se adjunta la carta de ofrecimiento de equipo para ser donado al CJIC por parte de la Administración de Control de Drogas (DEA – Drug Enforcement Administration), y el oficio N° 2236-DTI-2019 que corresponde al criterio de la Dirección de Tecnologías de la Información en relación con los bienes antes descritos.
Agradeciendo su atención y quedando atento a cualquier consulta sobre el particular.”
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A continuación, se transcribe el criterio técnico de la Dirección de Tecnologías de la Información en oficio N° 2236-DTI-2019, en relación con los bienes antes descritos:
“En atención a la solicitud recibida el día 20 de agosto de los corrientes, se remite análisis técnico sobre el ofrecimiento de equipo para ser donado al Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones de parte de la embajada de los Estados Unidos de América, a través de la administración de Control y Drogas (DEA – Drug Enforcemente Administration).
Según el análisis técnico realizado, los siguientes objetos son de recibo.

	Cantidad
	Objeto
	Descripción
	Observaciones

	6
	Dell XPS
Etiqueta de servicio:
8BMKQ32
HCMKQ32
F3QJQ32
J2RKQ32
70RQ32
BR0JQ32

	Computadora portátil
	Se debe extender la garantía

	5
	Audífonos Bose
Serie.
065252Z50681830AE
065252Z50681828AE
065252Z50681826AE
065252Z50681829AE
065252Z50681877AE

	Modelo QC.25
	No hay observaciones

	1

	Servidor de Hora
Serie: A044150018
	Marca Time Machines
Modelo TM 1000A
	No hay observaciones

	1
	Dell UPS
Etiqueta de servicio:
4CN4JX1
	Dell UPS 1000T Tower
	Se debe extender la garantía

	3
	Unidad grabador Búfalo
Serie:
44434141209161
44434141209086
44434141209154

	
	No hay observaciones

	2
	Gabinete para servidor
	Gabinete vertical para servidor de 42 U marca Winsted
	No hay observaciones



Los siguientes equipos no son de recibo, en la columna observaciones se indica el criterio técnico.

	Cantidad
	Objeto
	Descripción
	Observaciones

	1
	PowerEdge VRTX

Etiqueta de servicio: 2JK2F42
	Unidad Integrada de 3 servidores, una SAN y un switch
	Equipo sin garantía, no se logra comprobar en el sitio DELL-EMC si los servidores cuentan con soporte para virtualización.

	1
	Cisco 3750X
Serie: FD01849P1L2
	Conmutador de red para red LAN
	Equipo sin garantía. Fabricante no lo vende desde el 20/10/2016, no se garantiza existencia de repuestos. 

	1
	Cisco ASA5512X
Serie: FX1918D7F
	Corta Fuegos
	Equipo sin garantía. Fabricante no lo vende desde el 25/08/2017, no se garantiza existencia de repuestos. 

	1
	Dell Monitor
Serie:
CN-0DT0PH-74261-52C-14RV

	Monitor profesional Dell P1913 de 10” (48cm) con LED
	Monitor sin etiqueta de servicio, dificultando conocer si tiene garantía y si es soportado por el fabricante, en adición, la resolución de la pantalla no se ajusta a la mayoría de los sistemas informáticos.

	1
	UNIFI

Serie:
1503K0418D6D2819

	Equipo para ingreso inalámbrico
	Por políticas internas de seguridad se prohíbe la instalación de equipos inalámbricos en el Centro de Intervenciones.



(…)”
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Se acordó: Acoger parcialmente la solicitud presentada en oficio Nº 29-CJIC-2019, 25 de setiembre de 2019, suscrito por el licenciado Fernando Ramírez Serrano, Juez Director del Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, en consecuencia, aceptar la donación de aquellos bienes que cumplan con los estándares de calidad requeridos por la institución.  2.) Autorizar el procedimiento de incorporación al patrimonio el Poder Judicial de los citados equipos, en caso de que así se estime necesario; salvo aquellos que no cumplieron con el aval por ser contrarios a las políticas institucionales o no ser compatibles con la plataforma tecnológica de este Poder de la República. 3.) Agradecer al Gobierno de los Estados Unidos, a través de la Administración de Control de Drogas (DEA-Drug Enforcement Administration), la donación recibida. 4.) En razón de la anuencia mostrada por parte de la DEA, para extender las garantías que se encuentran vencidas o próximas a vencer de los equipos detallados anteriormente, deberá la Dirección de Tecnología de la Información en conjunto con el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones, valorar la posibilidad de admitir dichos recursos. 5.) Autorizar a la Dirección de Tecnología de la Información para que coordine lo correspondiente con el Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones.
El Centro Judicial de Intervención de las Comunicaciones y los Departamentos de Proveeduría y Financiero Contable, tomarán nota para los fines consiguientes. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748813]ARTÍCULO LXI

Documento N° 12293-19

[bookmark: _Toc18936741]En sesión N° 80-19 celebrada el 12 de setiembre del 2019, artículo LXXIII, en razón de la gestión presentada por la licenciada Kensy Cruz Chaves, Jueza del Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, para integrar la terna de la plaza vacante N° 57004, para el cargo de Juez (a) 3 Familia en el Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Corredores, previamente a realizar el nombramiento de la segunda terna; se solicitó a la Sección Administrativa de la Carrera Judicial se refiriera a la petición de la señora Cruz Chaves e informara a este Consejo lo que corresponda, a saber:
“En nota del 2 de setiembre de 2019, la licenciada Kensy Cruz Chaves, funcionaria del Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, remitió la siguiente solicitud:

“(…).desde hace poco más de 13 años, me presento por este medio a solicitarles a ustedes honorables miembros del Consejo Superior, reconsiderar mi participación en la terna 67-2019 para la plaza vacante 57004 destacada en el Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Corredores, con base en lo siguiente:

I. Entre las fechas del 08/08/2019 al 13/08/2019 se inició la consulta electrónica para la conformación de la terna para el cargo de Juez 3 Familia; en plaza vacante número 57004 destacada en el Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Corredores.

II. La suscrita funcionaria, en fecha 09/08/2019 procedió a dar respuesta a la consulta realizada de forma afirmativa; para la plaza 57004, tal y como se acredita en documento adjunto.

III. En sesión del Consejo de la Judicatura n°29-2019 celebrada en fecha 14/08/2019, se aprobó la recalificación de mi nota para el puesto de Juez 3 Familia, siendo la nota propuesta de un 83.1528, tal y como se acredita en documento adjunto.

IV. Según los datos que constan en el Oficio PJ-DGH-SACJ-1578-19, TJ-0067-2019 fechado 22/08/2019, el concurso de interés concluyó en fecha 22/08/2019, momento en el cual se incorpora la Información de la Unidad de la Inspección Fiscal de cada uno de los participantes de dicho concurso. Cabe aclarar que dicho documento fue notificado a mi persona el día viernes 30/08/2019, por medio de correo electrónico, según se acredita en documento adjunto.

Como se puede desprender de los puntos anteriores, durante el momento en el que se consulta la terna, a la suscrita se le realiza la notificación de la recalificación por el Consejo de la Judicatura, momento para el cual el concurso no había cerrado, por cuanto aún no se habían recabado cada uno de los requisitos de las personas participantes, tal y como se detalla en el documento PJ-DGH-SACJ-1578-19, incluso como se puede desprender de dicho oficio; fue en fecha 22/08/2019 que se conformó la terna oficial y es remitida a este Honorable Consejo, en donde se puede acreditar incluso que para ese momento ya la suscrita cuenta con una nota superior, pudiendo con la nota obtenida integrar en un segundo lugar la terna de interés.

En virtud de lo expuesto, es mi interés solicitarles reconsiderar mi inclusión en la terna con la nota actual de 83.1528 aprobada el pasado 14/08/2019, puesto que estimo cumplo con cada uno de los requisitos exigidos para dicho concurso.

(…).”

- 0 -

	En consideración de lo anterior, la segunda terna incluida en el oficio número PJ-DGH-SACJ-1578-19 / TJ-0067-2019 del 22 de agosto de 2019, suscrito por el magistrado Orlando Aguirre Gómez, Presidente del Consejo de la Judicatura, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, no fue conocida, a saber:
“ (…)

SEGUNDA TERNA

Despacho: Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Corredores.

Plaza vacante, número de puesto 57004

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc18936746][bookmark: _Toc20748815]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	Ramírez Jiménez
José Milton

	84.1783
	100
	
	

	Guevara Vásquez
Rubén

	82.7969
	106
	
	

	Jacobo Portugués
Luis Fernando

	82.4113
	108
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc18936747][bookmark: _Toc20748816]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	Gutiérrez Bermúdez
Yendry María

	82.4093
	109
	
	

	Céspedes Oviedo
Sofia

	82.2750
	111
	
	

	Solano Araya
Ignacio De Jesús

	81.9232
	113
	
	



Interino en el puesto: Sr. César Monge Vallejos
Cédula: 011080609
Condición Laboral: Propietario como Técnico Judicial 2, Juzgado de Familia del I Circuito de Zona Sur 
Vigencia del nombramiento: 03/11/2019

(…)
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	La máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio N° PJ-DGH-SACJ-1742-19 de 13 de setiembre de 2019, remitió lo siguiente:
“En atención al oficio No. 9391-19, de fecha 13 de setiembre anterior, donde se solicita referirse a la petición de la señora Cruz Chaves e informar al Consejo Superior lo que corresponda, se indica: 

Que la señora Kensy Carolina Cruz Chaves, cédula 0603710486 solicitó recalificación de su promedio el 09 de agosto de 2019, según Consecutivo: RECA-00801-2019. Dicha solicitud se enfocaba en un estudio de experiencia para Juez 1 Familia, Juez 3 Familia, Juez 3 Familia y Penal Juvenil y Juez 3 Penal Juvenil. 

El estudio de recalificación por experiencia fue aprobado por el Consejo de la Judicatura en la sesión CJ-029-2019, celebrada el miércoles 14 de agosto de 2019. 

Cabe mencionar que para el 9 de marzo de 2019, se contaba con un total de 39 solicitudes de estudio de recalificación pendientes, los cuales se ejecutan bajo un estricto orden de ingreso. De acuerdo con la cantidad de estudios que se reciben, se ha estimado y así se ha informado a las personas petentes, que éstos se confeccionan en un período máximo de hasta un mes, sea no pueden ser efectuados en forma inmediata, sino por orden de ingreso. 

La consulta de ternas a las cuales se hace referencia se realizó del 08 al 13 de agosto anterior, sea dio inicio un día antes de que la señora Kensy Carolina Cruz Chaves solicitara la recalificación de su nota.  

El criterio del Consejo de la Judicatura con respecto a este tipo de solicitudes ha sido el que literalmente indica: 
 
“No es posible que los procedimientos para la consulta y elaboración de las ternas estén sujetos a las solicitudes de recalificación que constantemente presentan los oferentes, por cuanto esto haría incurrir en atrasos los nombramientos, ya que debe efectuarse un estudio, el cual debe ser avalado por este Consejo.”

Se deja así rendido el informe solicitado, para lo que a bien se tenga disponer.”
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Se acordó: 1.) Tener por rendido el oficio N° PJ-DGH-SACJ-1742-19 de 13 de setiembre de 2019, suscrito por la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en el que atiende la solicitud de este Consejo realizada mediante sesión N° 80-19 celebrada el 12 de setiembre del 2019, artículo LXXIII. 2.) Una vez analizados los argumentos planteados en el informe remitido por la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, se deniega la solitud de la licenciada Kensy Cruz Chaves, Jueza del Juzgado de Familia del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, para integrar la terna de la plaza vacante N° 57004, ya que no es posible que los procedimientos para la consulta y elaboración de las ternas estén sujetos a las solicitudes de recalificación que constantemente presentan los oferentes. 3.) Se procede a realizar el nombramiento para el cargo de Juez (a) 3 de Familia en el Juzgado de Familia y Violencia Doméstica del Segundo Circuito Judicial de la Zona Sur, Corredores, plaza vacante N° 57004, a partir del 14 de octubre de 2019.
Los profesionales que integran la terna son:
José Milton Ramírez Jiménez
	Rubén Guevara Vásquez
	Luis Fernando Jacobo Portugués
	Por mayoría, se designó: Al licenciado José Milton Ramírez Jiménez, quien obtuvo tres votos, el licenciado Guevara Vásquez, obtuvo dos votos.
	Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el servidor nombrado, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fue designado deberá suscribir la póliza de fidelidad respectiva y debidamente actualizada.
	Asimismo, el funcionario nombrado asumirá su cargo en la fecha indicada y procederá a su juramentación. Además se le recuerda que lo nombramientos interinos están sujetos a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria.
	Al mismo tiempo, se hace del conocimiento del servidor nombrado, que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberá de apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
	El Consejo de la Judicatura, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana y la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748817]ARTÍCULO LXII

Documento N° 12199-19 / 12238-19 / 12294-19 / 12304-19 / 12387-19 / 12380-19 / 12455-19 / 12425-19 / 12492-19 / 12666-19

En oficio número PJ-DGH-SACJ-1651-19, del 3 de setiembre de 2019, el magistrado Orlando Aguirre Gómez, Presidente del Consejo de la Judicatura, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, informaron lo siguiente:
“En atención a los oficios No. 6947-19, 6978-19, 7125-19, 7438-19, 7629-19 y 7762-19 de fechas 09, 10, 15, 22, 26 y 31 de julio de 2019, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 1 Genérico, para nombrar en los despachos que a continuación se detallan:

La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 14/08/2019 y finalizó el 20/08/2019. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 26/08/2019.

Se consultó el Sistema de Imputados Área Penal y Gestión en Línea de cada uno de los aspirantes al 26/08/2019.

Según correo electrónico del 03/09/2019 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, se incluyen los datos de cada uno de los aspirantes.

	
	
	

	Despacho (s)
	Códigos de Puesto
	Observaciones

	[bookmark: _Hlk515975628]1. Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste.


	112360
	Plaza vacante, en sustitución de la señora Dalia Soza Mora, quien pasó a otro cargo.

	2. Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste.


	5340
	Plaza vacante, en sustitución de la señora María Beleida Vidaurre Salazar, quien se acogió a su jubilación.

	3. Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional de Cartago.


	5337
	Plaza interina hasta el 31/12/2019, en sustitución de la señora Tatiana Meléndez Herrera, quien pasó a otro cargo.

	4. Juez (a) Supernumerario (a), en la Administración Regional de Cartago.

Se encuentra destacada en el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba.

Esta plaza debe realizar giras a las comunidades indígenas de la zona.

Cuenta con el Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales.


	5390
	Plaza interina hasta el 31/12/2019, en sustitución de la señora Meicer Magaly Araya Espinoza, quien pasó a otro cargo.

Se encontraba la señora Alejandra Ortega Padilla, quien pasó a otro cargo.

	5. Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Alajuela.


	351316
	Plaza interina hasta el 31/12/2019, en sustitución del señor Bridley Rodríguez Aguilar, quien pasó a otro cargo.

	6. Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica.


	363548
	Plaza interina hasta el 31/12/2019, en sustitución del señor Rafael Damián Araya Fallas, quien pasó a otro cargo.

	7. Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias de Santa Cruz. 

Cuenta con el Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales.


	44877
	Plaza interina hasta el 31/12/2019, en sustitución del señor Carlos Manuel Ruiz Rodríguez, quien pasó a otro cargo. 

En sustitución del señor Omar Donal Hernández González, quien pasó a otro cargo.

	8. Juzgado Contravencional de Cañas. 

Cuenta con el Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales.


	96637
	Plaza interina hasta el 31/12/2019, en sustitución de la señora Aura Lisseth Cedeño Yanes, quien pasó a otro cargo.

	9. Juez (a) Supernumerario (a) Área de Gestión y Apoyo. 

Destacado en el Juzgado Contravencional de Alvarado. 

La plaza puede ser ubicada en cualquier parte del país.

	102117
	Plaza interina hasta el 31/10/2019.



PRIMERA TERNA

Despacho: Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste.
Plaza vacante, número de puesto 112360. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748828]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Arce Matarrita Carlos 

	85.0756
	231
	
	

	2. Salas Hernández Viviana Eugenia 
	84.8901
	236
	
	

	3. Araya Cerdas 
Luis 

	84.3128
	262
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc20748829]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Gómez Gómez 
Lizeth 

	83.5359
	291
	
	

	5. Loría Quirós 
Osvaldo Andres 
	83.2355
	296
	
	

	6. Sánchez Montero José Manuel 
	82.3783
	322
	
	

	7. Palacios Alvarado Floribeth 

	82.1330
	329
	
	



Interino en el puesto: Sr. Carlos Arce Matarrita
Cédula: 0503510050
Condición Laboral: Propietario como Juez Supernumerario, Administración Regional de Santa Cruz 
Vigencia del nombramiento: 29/09/2019

SEGUNDA TERNA

Despacho: Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste.
Plaza vacante, número de puesto 5340. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748830]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Arce Matarrita Carlos 
 
	85.0756
	231
	
	

	2. Salas Hernández Viviana Eugenia 
	84.8901
	236
	
	

	3. Araya Cerdas 
Luis 

	84.3128
	262
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc20748831]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Gómez Gómez 
Lizeth 

	83.5359
	291
	
	

	5. Loría Quirós 
Osvaldo Andres 
	83.2355
	296
	
	

	6. Sánchez Montero José Manuel
	82.3783
	322
	
	

	7. Palacios Alvarado Floribeth 

	82.1330
	329
	
	

	8. Rojas Alvarez 
Jorge Andres
	81.8353
	337
	
	



Interina en el puesto: Sra. Cinthia Patricia Sánchez Calderón
Cédula: 0113160787
Condición Laboral: Interina
Vigencia del nombramiento: 29/09/2019

TERCERA TERNA

Despacho: Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional de Cartago.
Plaza interina hasta el 31/12/2019, número de puesto 5337. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748832]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Porras Solís 
Mayra Yesenia 
	86.5116
	184
	
	

	2. Salas Hernández Viviana Eugenia 
	84.8901
	236
	
	

	3. Coronado Villarreal Gonzalo Alberto 
	83.9925
	280
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc20748833]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Martínez Garbanzo Fernando Enrique 
	83.1731
	298
	
	

	5. Rodríguez Corrales Adriana 

	82.6086
	313
	
	

	6. Cordero Calderón José Francisco 
	82.4508
	319
	
	

	7. Quesada Alpízar 
Silvia Patricia 
	82.4231
	320
	
	



Interina en el puesto: Sra. Cynthia Stephanie Blanco Valverde
Cédula: 0112610898
Condición Laboral: Interina
Vigencia del nombramiento: 29/09/2019

CUARTA TERNA

Despacho: Juez (a) Supernumerario (a), en la Administración Regional de Cartago.
Plaza interina hasta el 31/12/2019, número de puesto 5390. 
Se encuentra destacada en el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba.
Esta plaza debe realizar giras a las comunidades indígenas de la zona.
Cuenta con el Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales.

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748834]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Salas Hernández Viviana Eugenia 
	84.8901
	236
	
	

	2. Mata Gómez 
Susana Cristina 
	84.8894
	237
	
	

	3. Rojas Pérez 
Yendri Patricia 
	84.0360
	278
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc20748835]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Coronado Villarreal Gonzalo Alberto 
	83.9925
	280
	
	

	5. Cordero Calderón José Francisco 
	82.4508
	319
	
	

	6. Quesada Alpízar 
Silvia Patricia 
	82.4231
	320
	
	

	7. Sánchez Montero José Manuel 
	82.3783
	322
	
	

	8. Céspedes Arguello Jessica Violeta 
	81.8429
	336
	
	



Interino en el puesto: Sr. Allan Mauricio Pérez Arce
Cédula: 0303470930
Condición Laboral: Propietario como Técnico Judicial 1, Juzgado de Transito de Cartago
Vigencia del nombramiento: 29/09/2019

QUINTA TERNA

Despacho: Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Alajuela.
Plaza interina hasta el 31/12/2019, número de puesto 351316.

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748836]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Salas Hernández Viviana Eugenia 
	84.8901
	236
	
	

	2. Sánchez Montero José Manuel 
	82.3783
	322
	
	

	3. Vargas Vargas
 Luis Diego 

	81.4332
	350
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc20748837]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Rodríguez Godínez Paola Elena 
	81.1072
	357
	
	

	5. Barrantes Delgado Amadita 

	80.4549
	376
	
	

	6. Roda Brenes 
Karen 

	80.3601
	378
	
	



Interino en el puesto: Sr. German Alberto Esquivel Campos
Cédula: 0109650647
Condición Laboral: Propietario como Coordinador Judicial 1, Juzgado Contravencional de Alajuelita
Vigencia del nombramiento: 15/09/2019

SEXTA TERNA

Despacho: Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica.
Plaza interina hasta el 31/12/2019, número de puesto 363548.

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748838]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Salas Hernández Viviana Eugenia 
	84.8901
	236
	
	

	2. Cordero Calderón José Francisco
	82.4508
	319
	
	

	3. Sánchez Montero José Manuel 
	82.3783
	322
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc20748839]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Vargas Vargas
 Luis Diego 

	81.4332
	350
	
	

	5. Rodríguez Godínez Paola Elena 
	81.1072
	357
	
	

	6. Murillo Monge 
Merlin Rocio 
	80.5655
	371
	
	

	7. Roda Brenes 
Karen 

	80.3601
	378
	
	

	8. Barboza Zúñiga 
Siany Pamela 
	80.3472
	379
	
	



Interino en el puesto: Sr. Luis Gabriel Quirós Soto
Cédula: 0302990550
Condición Laboral: Interino
Vigencia del nombramiento: 29/09/2019

SETIMA TERNA

Despacho: Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias de Santa Cruz. 
Plaza interina hasta el 31/12/2019, número de puesto 44877.
Cuenta con el Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales.

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748840]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Saborío Crespo Ignacio 

	85.8600
	203
	
	

	2. Salas Hernández Viviana Eugenia 
	84.8901
	236
	
	

	3. Araya Cerdas 
Luis 

	84.3128
	262
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc20748841]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Sánchez Montero José Manuel 
	82.3783
	322
	
	

	5. Vargas Vargas
 Luis Diego 

	81.4332
	350
	
	

	6. Rodríguez Godínez Paola Elena 
	81.1072
	357
	
	

	7. Murillo Monge 
Merlin Rocio 
	80.5655
	371
	
	

	8. Ugalde Rodríguez 
Ana Lorena 

	80.5475
	372
	
	

	9. Barrantes Delgado Amadita 

	80.4549
	376
	
	

	10. Roda Brenes 
Karen 

	80.3601
	378
	
	



Interina en el puesto: Sra. Marianela Segreda Miranda
Cédula: 0111720455
Condición Laboral: Propietaria como Profesional 2, Oficina de Atención a la Victima de Delitos
Vigencia del nombramiento: 29/09/2019

OCTAVA TERNA

Despacho: Juzgado Contravencional de Cañas.
Plaza interina hasta el 31/12/2019, número de puesto 96637.
Cuenta con el Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales.

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748842]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Salas Hernández Viviana Eugenia 
	84.8901
	236
	
	

	2. Araya Cerdas 
Luis 

	84.3128
	262
	
	

	3. Sánchez Montero José Manuel 
	82.3783
	322
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc20748843]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Vargas Vargas
 Luis Diego 

	81.4332
	350
	
	

	5. Rodríguez Godínez Paola Elena 
	81.1072
	357
	
	

	6. Murillo Monge 
Merlin Rocio 
	80.5655
	371
	
	

	7. Roda Brenes 
Karen 

	80.3601
	378
	
	

	8. Barboza Zúñiga 
Siany Pamela 
	80.3472
	379
	
	

	9. Chaves Ledezma Alonso 

	80.2686
	383
	
	

	10. Mata Elizondo 
Edwin Eduardo 
	80.2042
	386
	
	



Interina en el puesto: Sra. Karina Alexandra Pizarro García
Cédula: 0503770155
Condición Laboral: Interina
Vigencia del nombramiento: 29/09/2019

NOVENA TERNA

Despacho: Juez (a) Supernumerario (a) Área de Gestión y Apoyo.
Plaza interina hasta el 31/10/2019, número de puesto 102117.
Destacado en el Juzgado Contravencional de Alvarado. 
La plaza puede ser ubicada en cualquier parte del país.

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748844]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Salas Hernández Viviana Eugenia 
	84.8901
	236
	
	

	2. Granados Aguilar Eimy Angelina 
	83.6073
	287
	
	

	3. Martínez Garbanzo Fernando Enrique  
	83.1731
	298
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc20748845]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Quesada Alpízar 
Silvia Patricia 
	82.4231
	320
	
	

	5. Sánchez Montero José Manuel 
	82.3783
	322
	
	

	6. Céspedes Arguello Jessica Violeta 
	81.8429
	336
	
	

	7. Vargas Vargas
 Luis Diego 

	81.4332
	350
	
	



Interino en el puesto: Sr. Guillermo José Ocampo Arrieta
Cédula: 0603960277
Condición Laboral: Interino
Vigencia del nombramiento: 29/09/2019

Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 1 Genérico.

3. Los nombramientos interinos están sujetos a que finalicen, si regresa el titular del puesto o bien si la plaza queda vacante, por lo tanto, al cambiar la condición se deberá de realizarse un nuevo concurso.

4. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos que se realicen en plazas vacantes quedarán sujetos a que tanto la persona nombrada como la persona que se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.

5. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba. 

Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).

(…).”

- 0 -

En relación con lo anterior, en nota del 25 de setiembre de 2019, la servidora Yesenia Porras Solís, Jueza del Juzgado Tercero Especializado de Cobro del Primer Circuito Judicial de San José, informó lo siguiente:
“De la manera más respetuosa dirijo las presentes líneas a su Honorable conocimiento. En razón de la consulta realizada para el cargo de juez y jueza genérico que finalizó el veinte de agosto de este año decidí participar en el posible nombramiento para una plaza interina en el puesto 5337. La conformación de las ternas fue remitida a la Secretaria General de la Corte en fecha veintitrés de setiembre de dos mil diecinueve mediante oficio PJ-DGH-SACJ-1651-19/ TJ-0069-2019 de fecha 03 setiembre de 2019. En la terna propuesta para el nombramiento dicho, mi persona resultó ser primera postulante, no obstante por razones de salud y conveniencia familiar el traslado a dicha plaza me resultaría perjudicial, por lo que solicito de la forma más respetuosa no se me considere para ocupar dicho puesto, debido a que ello causaría un detrimento en mi salud y entorno familiar. Agradezco se acoja mi solicitud y ser excluida de la votación correspondiente. Externando las disculpas del caso.

(…).”
- 0 -

El máster Fernando Martínez Garbanzo, Juez Contravencional de Quepos, en correo electrónico del 24 de setiembre de 2019, remitió la siguiente solicitud:
“Sirva la presente saludarlos y a la vez solicitarles muy atentamente, no tomarme en cuenta en las plazas número 5337 y 102117; las cuales pertenecen respectivamente al Área de Gestión y Apoyo Nombramientos de Jueces y Administración Regional de Cartago, lo anterior por motivos personales.

(…).”

- 0 -

A esos efectos en correo electrónico del 25 de setiembre de 2019, la licenciada Laura Gutiérrez Escobar, de la Sección Administrativa de Carrera Judicial, remitió el correo electrónico del 24 de setiembre de 2019, suscrito por el servidor Luis Alberto Fuentes Ocampo, Técnico Supernumerario de la Presidencia de la Corte, que literalmente dice:
“En sesión de Consejo Superior N° 64-19 celebrada el 18 de julio 2019, Art. LXI, se acordó nombrar al licenciado Bridley Rodríguez Aguilar de forma interina hasta el 31 de diciembre en el puesto 84495 (Juzgado de Cobro de San Carlos).

En esa misma sesión se dispuso a solicitar el concurso para el puesto 351316 por el ascenso del licenciado Bridley, sin embargo; la condición de la plaza 84495 varió a vacante según el oficio N° 7674-19.

Ahora bien, en el sacj-1608-19 se solicitó el concurso para nombrar en propiedad en el puesto 84495 y fue en sesión de Consejo Superior N° 82-19 celebrada el 19 de setiembre que se designó en propiedad al licenciado Giovanni Vargas Loaiza a partir del 01-10-2019.

En virtud de lo anterior, el licenciado Bridley regresa a su puesto en propiedad (351316) a partir del 01 de octubre.

(…).”

- 0 -

En correo electrónico del 26 de setiembre de 2019, la licenciada Patricia Quesada Alpízar, Jueza de Trabajo de Heredia, informó lo siguiente:
“En virtud de encontrarme actualmente con nombramiento como Juez 3 Laboral en un periodo muy similar al de las consultas de las ternas, respetuosamente presento mi renuncia a las plazas n° 5337, 5390 y 102117 en las cuales estoy participando, mismas que fueron remitidas en oficio de terna n° TJ-0069-2019 del 03 de setiembre 2019.-

Ofreciendo las disculpas del caso por los inconvenientes que esto pueda causar.”

- 0 -

La máster Susana Cristina Mata Gómez, Jueza Coordinadora del Juzgado Contravencional de Puriscal, en correo electrónico del 26 de setiembre de 2019, informó:
“(…), respetuosamente solicito se agregue el presente correo al oficio remitido por Carrera Judicial Número 1651-2019. En ese sentido, procedo a declinar de la participación en la terna que me encuentro integrando para ocupar plaza como Juez (a) Supernumerario (a), en la Administración Regional de Cartago destacada en el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba ya que actualmente mi interés principal es acercarme a San José, Heredia o Alajuela debido a que comencé estudios de posgrado que incluso actualmente se me está dificultando con relación al traslado, por lo que necesariamente debo renunciar dicha participación.

(…).”

- 0 -

En correo electrónico del 27 de setiembre de 2019, la licenciada Paola Elena Rodríguez Godínez, Jueza Supernumeraria del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, remitió la siguiente solicitud:
“(…). Sirva el presente para saludarlos y a la vez hacerles saber que declino de la participación en las ternas que se indican en el oficio adjunto, dado que fui nombrada en propiedad como jueza supernumeraria en el I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón a partir del 02 de setiembre de 2019 y no es de mi interés ocupar los puestos descritos.  De antemano, aprecio su anuencia y quedo a sus órdenes.”

- 0 -

En correo electrónico del 27 de setiembre de 2019 la licenciada Siany Barboza Zúñiga, Jueza en el Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, informó:
“(…). Me dirijo a ustedes con el mayor respeto a solicitar lo siguiente: Mediante oficio PJ-DGH-SACJ-1651-19 Juez (a) 1 Genérico de fecha 03 de setiembre del año 2019, se comunica mi inclusión en　las ternas que a continuación se detallan: Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica (puesto número 363548) y Juzgado Contravencional de Cañas (puesto número 96637). En virtud de que a partir del 01 de octubre del presente año inicio nombramiento en el Juzgado de Trabajo del I Circuito Judicial de San José, por este medio comunico mi renuncia a las ternas antes referidas. Por lo que respetuosamente informo que declino mi participación en las ternas referidas. (…).”

- 0 -

En correo electrónico del 30 de setiembre de 2019, el licenciado Luis Diego Vargas Vargas, Juez Supernumerario en el Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, informó lo siguiente:
“(…). Sirva el presente para saludarlos y a la vez hacerles saber que declino de la participación en las ternas que se indican en el oficio adjunto, sea el oficio SACJ-1651-19, dado que fui nombrado en propiedad como juez supernumerario en el I Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Limón a partir del 02 de setiembre de 2019 y por este momento no es de mi interés ocupar los puestos descritos. (…).”

- 0 -

La licenciada Viviana Salas Hernández, Jueza de Cobro del Segundo Circuito Judicial de Alajuela mediante correo electrónico del 30 de septiembre, indicó lo siguiente:
“Estimados compañeros de la Secretaría General de la Corte

Solicito expresamente se me excluya urgentemente de las siguientes ternas en las que fui incluida de oficio: 

112 360 Supernumerario II CJ de Guanacaste
    5 340   Supernumerario II CJ de Guanacaste
    5 337   Supernumerario Cartago
    5 390   Supernumerario Cartago
351 316   Supernumerario II C J Alajuela
363 548   Supernumerario II C J de la Zona Atlántica
   44 877   Contravencional y pensiones de Santa Cruz
   96 637   Supernumerario Cañas
102 117    Supernumerario Área Gestión y apoyo

Lo anterior por cuanto fui incluida de oficio pese a haber gestionado que por ahora no se me consultaran más ternas con excepción de las que salieran en el II Circuito Judicial de Alajuela Ciudad Quesada.  No omito manifestar que me encuentro en propiedad en el Juzgado de Cobro de Ciudad Quesada y que me gustaría mantenerme estable en la zona norte. Mil gracias”

- 0 -

La licenciada Karen Roda Brenes, Jueza Contravencional de Guácimo, en correo electrónico del 2 de octubre de 2019, informó lo siguiente:

“Respetuosamente solicito declinar de las ternas interinas quinta, sexta, sétima y octava donde estoy propuesta según oficio PJ-DGH-SACJ-1651-19 de fecha 3 de setiembre del 2019, así como cualquier otra terna donde esté propuesta como interina, en virtud que me encuentro nombrada por terna en el Juzgado de Guácimo hasta el 30 de noviembre del presente año.
Solicito conocer fuera de agenda.

(…)”
- 0 -

	Se acordó: 1.)Tener por presentadas las renuncias de la máster Susana Cristina Mata Gómez, Jueza Coordinadora del Juzgado Contravencional de Puriscal, de las licenciadas Yesenia Porras Solís, Jueza del Juzgado Tercero Especializado de Cobro del Primer Circuito Judicial de San José, Patricia Quesada Alpízar, Jueza de Trabajo de Heredia, Siany Barboza Zúñiga, Jueza en el Juzgado de Trabajo del Primer Circuito Judicial de la Zona Atlántica, Viviana Salas Hernández, Jueza de Cobro del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, Karen Roda Brenes, Jueza Contravencional de Guácimo, así como del máster Fernando Martínez Garbanzo, Juez Contravencional de Quepos, a los respectivos puestos de la terna. 2.) Se procede a realizar el nombramiento de la primera terna, para el cargo de Juez (a) 1 Genérico como Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, plaza vacante N° 112360, a partir del 14 de octubre de 2019, con los siguientes profesionales:
	Carlos Arce Matarrita
	Luis Araya Cerdas 
	Lizeth Gómez Gómez 
	Por mayoría, se designó: Al licenciado Carlos Arce Matarrita, quien obtuvo cuatro votos, el licenciado Araya Cerdas obtuvo un voto. 3.) Seguidamente, se entra a conocer la segunda terna, para el cargo de Juez (a) 1 Genérico como Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Guanacaste, plaza vacante N° 5340, a partir del 14 de octubre de 2019.
	Las personas que conforman la terna son:
	Luis Araya Cerdas 
	Lizeth Gómez Gómez 
	Osvaldo Andrés Loría Quirós 
	Por mayoría, se designó: Al licenciado Luis Araya Cerdas, quien obtuvo tres votos. La licenciada Gómez Gómez obtuvo un voto y el licenciado Loría Quirós obtuvo un voto. 4.) A continuación se realiza el nombramiento de la tercera terna, para el cargo de Juez (a) 1 Genérico como Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional de Cartago, plaza interina N° 5337, a partir del 14 de octubre de 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2019.
	Quienes integran la terna son:
	Gonzalo Alberto Coronado Villarreal
	Adriana Rodríguez Corrales
	José Francisco Cordero Calderón
	Por mayoría, se designó: A la licenciada Adriana Rodríguez Corrales, quien obtuvo cuatro votos. El licenciado Cordero Calderón obtuvo un voto. 5.)  Se procede a conocer la cuarta terna, correspondiente al cargo de Juez (a) 1 Genérico como Juez (a) Supernumerario (a), en la Administración Regional de Cartago, plaza interina N° 5390 a partir del 14 de octubre de 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2019. La plaza se encuentra destacada en el Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Turrialba, debe realizar giras a las comunidades indígenas de la zona y cuenta con el Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales. Las siguientes personas conforman la terna:
	Yendri Patricia Rojas Pérez 
	Gonzalo Alberto Coronado Villarreal
	José Francisco Cordero Calderón
	Por unanimidad, se designó: Al licenciado José Francisco Cordero Calderón. 6.) Respecto al nombramiento de la quinta terna, correspondiente al cargo de Juez (a) 1 Genérico como Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de Alajuela, plaza interina N° 351316 a partir del 14 de octubre de 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2019.
	Los profesionales que integran la terna son los siguientes:
	José Manuel Sánchez Montero
	Luis Diego Vargas Vargas
	Paola Elena Rodríguez Godínez
	Por unanimidad, se designó: Al licenciado Luis Diego Vargas Vargas. 7.) Seguidamente, el nombramiento referente a la sexta terna, para el cargo de Juez (a) 1 Genérico como Juez (a) Supernumerario (a) en la Administración Regional del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, plaza interina N° 363548 a partir del 14 de octubre de 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2019.
	Quienes conforman la terna son:
	José Manuel Sánchez Montero
	Paola Elena Rodríguez Godínez
	Merlin Rocío Murillo Monge 
	Por mayoría, se designó: A la licenciada Paola Elena Rodríguez Godínez, quien obtuvo cuatro votos. El licenciado Sánchez Montero obtuvo un voto. 8.) En relación con la sétima terna, para el cargo de Juez (a) 1 Genérico en el Juzgado Contravencional y Pensiones Alimentarias de Santa Cruz, plaza interina N° 44877 a partir del 14 de octubre de 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2019, dicha plaza cuenta con el Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales.
	A continuación, las personas que integran la terna:
	Ignacio Saborío Crespo
	José Manuel Sánchez Montero
	Merlin Rocío Murillo Monge 
	Por unanimidad, se designó: Al licenciado Ignacio Saborío Crespo. 9.) En cuanto a la octava terna, para el cargo de Juez (a) 1 Genérico en el Juzgado Contravencional de Cañas, plaza interina N° 96637 a partir del 14 de octubre de 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2019, dicha plaza cuenta con el Servicio Nacional de Facilitadores y Facilitadoras Judiciales.
	La terna se conformó con los siguientes profesionales:
	José Manuel Sánchez Montero
	Merlin Rocío Murillo Monge 
	Alonso Chaves Ledezma
	Por mayoría, se designó: Al licenciado Alonso Chaves Ledezma, quien obtuvo cuatro votos. El licenciado Sánchez Montero obtuvo un voto. 10.) Finalmente, el nombramiento de la novena terna, para el cargo de Juez (a) 1 Genérico como Juez (a) Supernumerario (a) Área de Gestión y Apoyo, plaza interina N° 102117 a partir del 14 de octubre de 2019 y hasta el 31 de octubre de 2019. Destacada en el Juzgado Contravencional de Alvarado, la plaza puede ser ubicada en cualquier parte del país.
	Los profesionales que integran la terna son:
	Eimy Angelina Granados Aguilar
	José Manuel Sánchez Montero
	Jessica Violeta Céspedes Arguello
	Por unanimidad, se designó: A la licenciada Eimy Angelina Granados Aguilar.
	El Consejo de la Judicatura remitirá la terna correspondiente para llenar la siguiente plaza: 
	a.) Para nombrar en la plaza vacante Nº 363543, de Juez (a) Supernumerario en la Administración Regional de Santa Cruz, con ocasión del nombramiento del licenciado Carlos Arce Matarrita.
	b.) Para nombrar en la plaza vacante N° 44896 de Juez (a) 1 en el Juzgado Contravencional de Upala, con ocasión del nombramiento del licenciado Luis Araya Cerdas.
	Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el servidor nombrado, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fue designado deberá suscribir la póliza de fidelidad respectiva y debidamente actualizada.
	Asimismo, el funcionario nombrado asumirá su cargo en la fecha indicada y procederá a su juramentación. Además se le recuerda que lo nombramientos interinos están sujetos a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria.
	Al mismo tiempo, se hace del conocimiento del servidor nombrado, que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberá de apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
	El Consejo de la Judicatura, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748846]ARTÍCULO LXIII

Documento N° 12200-19/ 12204-19/ 12211-19/ 12228-19/ 12301-19 / 12706-19

	El Magistrado Orlando Aguirre Gómez, la máster Roxana Arrieta Meléndez y la máster Lucrecia Chaves Torres, por su orden, Presidente del Consejo de la Judicatura, Directora interina de Gestión Humana y Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, mediante oficio Nº PJ-DGH-SACJ-1725-19 del 13 de setiembre de 2019, remitieron lo siguiente:
“En atención a los oficios Nos. 6947-19, 7437-19 y 7650-19, de fechas 09, 22 y 26 de julio de 2019, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 1 Familia, para nombrar en los despachos que a continuación se detallan:

La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 29/08/2019 y finalizó el 03/09/2019. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 10/09/2019.

Se consultó el Sistema de Imputados Área Penal y Gestión en Línea de cada uno de los aspirantes al 09/09/2019.

Según correo electrónico del 12/09/2019 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, se incluyen los datos de cada uno de los aspirantes.

	
	
	

	Despacho (s)
	Códigos de Puesto
	Observaciones

	1. Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago.

	48554
	Plaza vacante, en sustitución de la señora María del Rocío Cortes Palma, quien pasó a otro cargo.

	2. Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Siquirres.


	367917
	Plaza vacante, en sustitución del señor Mario Alberto Bustamante Bustamante, quien se acogió a su jubilación.

	3. Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas. 
Modelo Oral-Electrónico. 


	378594
	Plaza extraordinaria al 31/12/2019. En sustitución del señor Diego Armando Acevedo Gómez, quien pasó a otro cargo.




PRIMERA TERNA

Despacho: Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago
Plaza vacante, número de puesto 48554. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748852]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1.Fernández            Zuñiga Arlenny        
	90.3529
	88
	
	

	2. Solano Patiño Guadalupe De Jesús
0109840690
	89.5013
	102
	
	

	3. García Acuña Wendy Pamela
	89.0344
	116
	
	




SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc20748853]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Dittel Masis Ana Cristina
	87.3763
	161
	
	

	5. Azofeifa Méndez Maria Elsa
	86.7124
	176
	
	

	6. Castro Contreras Juleen
	86.1325
	197
	
	



Interina en el puesto: Sra. Susan Herrera Alvarez
Cédula: 0110500790
Condición Laboral: Propietaria como Técnica Judicial 1, Juzgado Pensiones Alimentarias II Circuito Judicial de San José 
Vigencia del nombramiento: 30/09/2019.

SEGUNDA TERNA

Despacho: Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Siquirres
Plaza vacante, número de puesto 367917. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748854]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Azofeifa Méndez Maria Elsa
	86.7124
	176
	
	

	2. Durán Solano Mailyn de los Angeles 
	85.8521
	205
	
	

	3.Córdoba Hernandez Roy Gerardo
	85.4402
	219
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc20748855]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4.González Paniagua Rocío 
	85.0692
	232
	
	

	5. Rojas Pérez Yendri Patricia
	84.0360
	268
	
	

	6. Chinchilla Villalta Sharon Adriana
	83.8550
	274
	
	



Interino en el puesto: Sr. David Felipe Cortés Segura
Cédula: 0114450971
Condición Laboral: Interino
Vigencia del nombramiento: 31/10/2019


TERCERA TERNA

Despacho: Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas.
Plaza extraordinaria al 31/12/2019, número de puesto 378594. 

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748856]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Mejía Saénz Mercedes
	86.9943
	170
	
	

	2. González Paniagua Rocio 
	85.0692
	232
	
	

	3. Carrillo Gómez Luis Eduardo
	84.5832
	247
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas 


	[bookmark: _Toc20748857]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Ortiz Fernández Isabel Cristina
	83.8750
	272
	
	

	5. Loria Quirós Osvaldo Andrés
	83.2355
	288
	
	

	6. Brown Cunningham Giovana Irmina
	83.2095
	289
	
	

	7. Herrera Corrales María José
	83.2038
	290
	
	



Interina en el puesto: Sra. Yari Catalina Monge Cordero
Cédula: 0110080565
Condición Laboral: Propietaria como Técnica Judicial 2, Juzgado Contencioso Administrativo y Civil de Hacienda
Vigencia del nombramiento: 15/09/2019

Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 1 Familia y Juez (a) 1 Genérico.

3. Los nombramientos interinos están sujetos a que finalicen, si regresa el titular del puesto o bien si la plaza queda vacante, por lo tanto, al cambiar la condición se deberá de realizarse un nuevo concurso.

4. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos que se realicen en plazas vacantes quedarán sujetos a que tanto la persona nombrada como la persona que se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.

5. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten     nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba. 


Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).”

- 0 -



	En relación con lo anterior, la licenciada Giovanna Irmina Brown Cunningham, Jueza del Centro de Conciliación del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en correo electrónico de 23 de setiembre de 2019, manifestó lo siguiente:
“ (…)

Solicito ser excluida de la terna número Tres, para el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas, remitido a esta Secretaría mediante oficio TJ-0076-2019. Durante la fecha de la consulta la suscrita se encontraba de vacaciones fuera del país, y al no contestar, se procedió a la inclusión de oficio. Al no tener interés en dicha plaza procedo a solicitar con el debido respeto se me excluya de la misma. Con las disculpas del caso.”

- 0 -

Asimismo, en correo electrónico de 23 de setiembre de 2019, la máster Guadalupe Solano Patiño, Jueza de Familia de Cartago, indicó lo siguiente:
“El día de hoy, mediante oficio PJ-DGH-SACJ-1725-19 se me comunicó que fui incluida en la terna para el puesto vacante 48554 del Juzgado de Pensiones de Cartago, más sin embargo es mi deseo renunciar a la misma pues no tengo interés en ser nombrada en cargo distinto del que ostento en este momento.”

- 0 -

	La licenciada Mercedes Mejía Sáenz, Jueza del Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Escazú, en correo electrónico de 24 de setiembre de 2019, comunicó lo siguiente:
“Respecto del Oficio TJ-0076-2019 de fecha 23 de setiembre del 2019; comunico mi renuncia a la terna que conformo para el puesto 378594 del Segundo Primer Circuito Judicial de Puntarenas. Lo anterior, en razón que fui nombrada en el Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Escazú. Mucho les agradezco su comprensión.”

- 0 -

	La licenciada Rocío González Paniagua, Jueza del Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Escazú, en correo electrónico de 25 de setiembre de 2019, desiste de participar de la plaza de Puntarenas. Asimismo, mediante correo electrónico de 3 de octubre de 2019, la citada servidora manifestó:
	“Sirva la presente para saludar y a la vez comunicar de la manera más atenta que no tengo interés en participar en la plaza Despacho PISAV de Siquirres misma que se conocerá el día de hoy. Siendo que recientemente me encuentro nombrada como juez 1 en el JUZGADO PENSIONES Y VIOLENCIA DOMESTICA DE ESCAZÚ (Materia Pensiones Alimentarias) N° Plaza: 367914; Dicha terna fue remita ante este Consejo mediante oficio PJ-DGH-SACJ-1725-19, TJ-0076-2019.”

- 0 -

	Se acordó: 	1.) Tener por presentadas las renuncias de la máster Guadalupe Solano Patiño, Jueza de Familia de Cartago, así como de las licenciadas Giovanna Irmina Brown Cunningham, Jueza del Centro de Conciliación del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica,  Mercedes Mejía Sáenz, Jueza del Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Escazú, Rocío González Paniagua, Jueza del Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Escazú. 2.) Se procede a realizar el nombramiento de la primera terna, plaza vacante N° 48554 para el cargo de Juez (a) 1 Familia en el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Cartago, a partir del 14 de octubre de 2019, con los siguientes profesionales:
Arlenny Fernández Zuñiga
Wendy Pamela García Acuña
Ana Cristina Dittel Masis
Por mayoría, se designó: A la licenciada Arlenny Fernández  Zuñiga, quién obtuvo tres votos. La licenciada García Acuña obtuvo un voto y la licenciada Dittel Masis un voto. 3.) A continuación, el nombramiento de la segunda terna, para el cargo de Juez (a) 1 Familia en el Juzgado de Pensiones y Violencia Doméstica de Siquirres, plaza vacante N° 367917 a partir del 14 de octubre de 2019.
Los profesionales que conforman la terna son:
María Elsa Azofeifa Méndez
Mailyn de los Angeles Durán Solano
Roy Gerardo Córdoba Hernandez
Por mayoría, se designó: A la licenciada María Elsa Azofeifa Méndez, quien obtuvo cuatro votos,  la licenciada Durán Solano, obtuvo un voto. 4.) Finalmente, se entra a conocer el nombramiento de la tercera terna, para el cargo de Juez (a) 1 Familia en el Juzgado de Pensiones Alimentarias de Puntarenas, plaza extraordinaria N° 378594, a partir del 14 de octubre de 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2019.
Las personas que conforman la terna son las siguientes:
Luis Eduardo Carrillo Gómez
Isabel Cristina Ortiz Fernández
Osvaldo Andrés Loria Quirós
Por unanimidad, se designó: Al licenciado Luis Eduardo Carrillo Gómez.
El Consejo de la Judicatura remitirá la terna correspondiente para llenar la siguiente plaza: 
	a.) Para nombrar en la plaza vacante Nº 100846 de Juez (a) 1 en el Juzgado de Pensiones Alimentarias del Primer Circuito Judicial de la Zona Sur, con ocasión del nombramiento de la licenciada Azofeifa Méndez.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el servidor nombrado, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fue designado deberá suscribir la póliza de fidelidad respectiva y debidamente actualizada.
Asimismo, el funcionario nombrado asumirá su cargo en la fecha indicada y procederá a su juramentación. Además se le recuerda que lo nombramientos interinos están sujetos a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria.
Al mismo tiempo, se hace del conocimiento del servidor nombrado, que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberá de apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
El Consejo de la Judicatura, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
[bookmark: _Toc20748858]ARTÍCULO LXIV

Documento N° 12390-19 

[bookmark: _Hlk7775408]El Magistrado Orlando Aguirre Gómez, en carácter de Presidente del Consejo de la Judicatura, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio Nº SACJ-1798-19 recibido el 26 de setiembre de 2019, comunicaron lo siguiente:
“En atención al oficio No. 7629-19 de fecha 26 de julio de 2019, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 3 Penal Juvenil, del Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial Zona Sur, No. puesto 369895, plaza interina hasta el 01/05/2020, en sustitución del señor Jose Pablo Mena Fernández, quien se le concedió permiso sin goce de salario.
La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 05/09/2019 y finalizó el 10/09/2019. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 17/09/2019.
Se consultó el Sistema de Imputados Área Penal y Sistema de Consulta en Línea de cada uno de los aspirantes al 17/09/2019.
Según correo electrónico del 23/09/2019 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, se incluyen los datos de cada uno de los aspirantes.

ASPIRANTES:

	
	Causas

	[bookmark: _Toc20748860]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Delgado López
Yericka Alejandra
	88.0623
	50
	
	

	2. Hidalgo Somarribas
Patricia Lorena
	84.4821
	76
	
	

	3. Sibaja Arias
Roger 
	82.1921
	88
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748861]Nombre
	   Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Segura Mena
Lissy Dayanna
	81.7067
	93
	
	

	5. Soto Salazar
Roberto 
	79.0214
	108
	
	

	6. Murillo Saborío
Ana Belén
	78.7061
	109
	
	



Interino en el puesto: Sr. Roger Sibaja Arias
Cédula: 0112480692
Condición Laboral: Propietario como Técnico Judicial 1, Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Pérez Zeledón
Vigencia del nombramiento: 02/10/2019

Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 3 Penal Juvenil.

3. Los nombramientos interinos están sujetos a que finalicen, si regresa el titular del puesto o bien si la plaza queda vacante, por lo tanto, al cambiar la condición se deberá de realizarse un nuevo concurso.

4. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos que se realicen en plazas vacantes quedarán sujetos a que tanto la persona nombrada como la persona que se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.

5. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten     nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba.

Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).”
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Se procede a realizar el nombramiento para el cargo de Juez (a) 3 Penal Juvenil, del Juzgado Penal Juvenil del Primer Circuito Judicial Zona Sur, No. puesto 369895, plaza interina a partir del  14 de octubre y hasta el 01 de mayo de 2020.
Los profesionales que conforman la terna son:
Yericka Alejandra Delgado López
Patricia Lorena Hidalgo Somarribas
Roger Sibaja Arias
En la primera, segunda y tercera votación, se recibieron cinco votos para ampliar terna. 
De conformidad con lo establecido en el artículo 77 de la Ley de Carrera Judicial, se amplía la terna de la siguiente forma: 
Yericka Alejandra Delgado López
Patricia Lorena Hidalgo Somarribas
Roger Sibaja Arias
Lissy Dayanna Segura Mena
Roberto Soto Salazar
Ana Belén Murillo Saborío
Por mayoría, en la cuarta votación, se designó: A la licenciada Lissy Dayanna Segura Mena, quien obtuvo cuatro votos, el licenciado Sibaja Arias obtuvo un voto.
El Consejo de la Judicatura remitirá la terna correspondiente para llenar la siguiente plaza: 
a.) Para nombrar en la plaza interina Nº 377361 de Juez (a) 3 en el Juzgado Penal de Coto Brus, con ocasión del nombramiento de la licenciada Mena Segura.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el servidor nombrado, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fue designado deberá suscribir la póliza de fidelidad respectiva y debidamente actualizada.
Asimismo, el funcionario nombrado asumirá su cargo en la fecha indicada y procederá a su juramentación. Además se le recuerda que lo nombramientos interinos están sujetos a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria.
Al mismo tiempo, se hace del conocimiento del servidor nombrado, que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberá de apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
El Consejo de la Judicatura, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara este acuerdo firme.
SALE DE LA SESIÓN LA MÁSTER ROMERO JENKINS

[bookmark: _Toc20748862]ARTÍCULO LXV

Documento N° 12388-19

El Magistrado Orlando Aguirre Gómez, en carácter de Presidente del Consejo de la Judicatura, la máster Roxana Arrieta Meléndez, Directora interina de Gestión Humana y la máster Lucrecia Chaves Torres, Jefa de la Sección Administrativa de la Carrera Judicial, en oficio Nº SACJ-1800-19 recibido el 26 de setiembre de 2019, comunicaron lo siguiente:
“En atención a los oficios Nos. 7773-19, 8920-19 de fechas 31 de julio y 02 de setiembre de 2019, se remite la terna para el cargo de Juez (a) 3 Familia, para nombrar en los despachos que a continuación se detallan:
La consulta para la conformación de la presente terna dio inicio el 12/09/2019 y finalizó el 17/09/2019. Se incluyen los datos de la Inspección Judicial del Sistema de Gestión de cada uno de los aspirantes al 20/09/2019.
Se consultó el Sistema de Imputados Área Penal y Gestión en Línea de cada uno de los aspirantes al 20/09/2019.
Según correo electrónico del 23/09/2019 de la Unidad de Inspección Fiscal - Ministerio Público, se incluyen los datos de cada uno de los aspirantes.

	
	
	

	Despacho (s)
	Códigos de Puesto
	Observaciones

	1. Juzgado de Familia y de Violencia Doméstica de Grecia

	57058
	Plaza vacante, en sustitución del señor Mario Inocencio Murillo Chaves, quien se acogió a su jubilación. 

	2. Juzgado de Violencia Doméstica de Cartago
	57077
	Plaza interina hasta el 31/12/2019, en sustitución del señor Cristian Alberto Martínez Hernández, quien pasó a otro cargo.



PRIMERA TERNA

Despacho: Juzgado de Familia y de Violencia Doméstica de Grecia
Plaza vacante, número de puesto 57058

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748864]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. González Ávila
Juan Diego
	96.1053
	4
	
	

	2. Vega Jenkins
Patricia Maria
	94.6384
	19
	
	

	3. Ugalde Zumbado
Yuliana Andrea
	92.3666
	31
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748865]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Campos León
Francini Vanessa
	91.7939
	38
	
	

	5. Murillo Murillo
Jacqueline Maria
	89.1069
	61
	
	

	6. Bogarin Morales
Roly Arturo         
	86.9541
	77
	
	



Interino en el puesto: Sr. Juan Jose Alvarado Quirós
Cédula: 0103931382
Condición Laboral: Interino
Vigencia del nombramiento: 29/09/2019

SEGUNDA TERNA

Despacho: Juzgado de Violencia Doméstica de Cartago
Plaza interina hasta el 31/12/2019, número de puesto 57077

ASPIRANTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748866]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	1. Umaña Quesada Ana Belly
	94.5608
	20
	
	

	2. García Acuña Wendy Pamela
	89.0900
	63
	
	

	3. Avilés Mayorga
Andreina
	89.0574
	64
	
	



SUPLENTES:

	
	Causas


	[bookmark: _Toc20748867]Nombre
	Promedio
	Posición en lista de elegibles
	Observaciones
	Motivo y Estado

	4. Rodríguez Solano Ingrid Guiselle
	85.0766
	89
	
	

	5. Jiménez Castillo Andreina
	84.8900
	92
	
	

	6. Noguera Ruiz
Liana Denis
	84.2997
	95
	
	



Interina en el puesto: Sra. Ingrid Guiselle Rodríguez Solano
Cédula: 0112550590
Condición Laboral: Propietaria como Técnica Judicial 2, Juzgado Primero de Familia de San José
Vigencia del nombramiento: 04/11/2019

Observaciones Generales:

1. Las ternas se integran con tres aspirantes conforme la Ley de Carrera Judicial y de acuerdo con lo establecido por el Consejo de la Judicatura en sesión No CJ-23-01, Artículo VI, celebrada el 10 de julio de 2001 y el Consejo Superior en sesión No.63-01, Artículo XXX, celebrada el 09 de agosto de 2001.

2. Esta terna se conforma con la lista de elegibles de Juez (a) 3 Familia.

3. Los nombramientos interinos están sujetos a que finalicen, si regresa el titular del puesto o bien si la plaza queda vacante, por lo tanto, al cambiar la condición se deberá de realizarse un nuevo concurso.

4. De conformidad con lo establecido en el artículo 34 del Estatuto de Servicio Judicial, incisos a) y c) los nombramientos que se realicen en plazas vacantes quedarán sujetos a que tanto la persona nombrada como la persona que se sustituye, cumpla con el período de prueba establecido.

5. De acuerdo con el artículo 34 del Reglamento de Carrera Judicial, las personas que resulten     nombradas en propiedad por primera vez en la Judicatura deberán aprobar el Subprograma de Nivelación General Básica impartido por la Escuela Judicial como parte de la valoración del período de prueba. 

Se adjunta detalle conteniendo la experiencia y estudios de los interesados (as).”
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Se acordó: 1.) Se procede a realizar el nombramiento de la primera terna, para el cargo de Juez (a) 3 Familia, plaza vacante N° 57058 en el Juzgado de Familia y de Violencia Doméstica de Grecia, a partir del 14 de octubre de 2019, con los siguientes profesionales:
Juan Diego González Ávila
Patricia María Vega Jenkins
Yuliana Andrea Ugalde Zumbado
Por mayoría, se designó: A la licenciada Patricia María Vega Jenkins, quien obtuvo tres votos, la licenciada Ugalde Zumbado obtuvo dos votos. 2.) En relación a la segunda terna, para el cargo de Juez (a) 3 Familia en el Juzgado de Violencia Doméstica de Cartago, plaza interina N° 57077 a partir del 14 de octubre de 2019 y hasta el 31 de diciembre de 2019.
Los profesionales que conforman la terna son los siguientes:
Ana Belly Umaña Quesada
Wendy Pamela García Acuña
Andreína Avilés Mayorga
Por mayoría, se designó: A la licenciada Ana Belly Umaña Quesada, quien obtuvo cuatro votos, la licenciada García Acuña, obtuvo un voto.
	El Consejo de la Judicatura remitirá la terna correspondiente para llenar la siguiente plaza: 
	a.) Para nombrar en la plaza vacante Nº 367887 de Juez (a) 3 en el Juzgado de Familia del Primer Circuito Judicial de Alajuela, con ocasión del nombramiento de la licenciada Vega Jenkins.
Es entendido que de conformidad con lo que establece el artículo 19 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, el servidor nombrado, para poder ejercer válidamente el cargo en el que fue designado deberá suscribir la póliza de fidelidad respectiva y debidamente actualizada.
Asimismo, el funcionario nombrado asumirá su cargo en la fecha indicada y procederá a su juramentación. Además se le recuerda que lo nombramientos interinos están sujetos a que regrese su titular o que la plaza quede vacante y se nombre en propiedad a otro funcionario o funcionaria.
Al mismo tiempo, se hace del conocimiento del servidor nombrado, que de conformidad con el artículo 141, párrafo segundo, deberá de apersonarse a la Secretaría General de la Corte a registrar su firma para los fines que dicha norma establece.
El Consejo de la Judicatura, el Centro de Apoyo, Coordinación y Mejoramiento de la Función Jurisdiccional, la Dirección de Gestión Humana, la Sección Administrativa de la Carrera Judicial y los despachos interesados, tomarán nota para lo que a cada uno corresponda. Se declara acuerdo firme.
ENTRA A LA SESIÓN LA MÁSTER ROMERO JENKINS
ARTÍCULO LXVI
Documento N° 12621-19.
Con motivo del sentido fallecimiento del señor José Rodolfo Monge Montero, Padre de la servidora Marjorie Monge Fajardo, Técnica Judicial del Juzgado de Menor Cuantía y Tránsito de Nicoya, se acuerda expresar a doña Marjorie y a su estimable familia las condolencias de la Corte Suprema de Justicia y de este Consejo.
ARTÍCULO LXVII

Documento N° 12695-19
En razón del sentido fallecimiento del señor Mario Rojas Zamora, abuelo paterno del servidor Jorge Andrés Rojas Álvarez, juez del Juzgado Contravencional y Menor Cuantía de Naranjo, se acuerda expresar a don Jorge y a su estimable familia las condolencias de la Corte Suprema de Justicia y de este Consejo. 
ARTÍCULO LXVIII

Documento N° 12679-19.
La servidora Rosangélica Pérez García, Técnica Judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, mediante oficio N°1641-IJ-2019 del 02 de octubre de 2019, informó lo siguiente: 
“Para los efectos pertinentes de conformidad con el artículo 81 inciso 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, me permito hacer de su conocimiento que el Tribunal de la Inspección Judicial mediante resolución de las trece horas y cincuenta y un minuto del dos de octubre de dos mil diecinueve, ordeno como medida cautelar el traslado de Oficina por el lapso de tres meses al señor Gabriel Fonseca Picado.-” 
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Seguidamente, se transcribe el Considerando y Por Tanto de la resolución mencionada, que literalmente indica:
“(…)
CONSIDERANDO
I. Según la comunicación realizada por la Dirección de Tecnología de la Información, el servidor Gabriel Gilberto Fonseca Picado, aparentemente se apoderó de un bien institucional de forma indebida, además, se habría ausentado de sus labores por 3 días consecutivos en el mismo mes calendario, lo anterior al momento en que se le solicitó proceder con la devolución de una computadora portátil, la cual, retiró de la institución sin autorización alguna.
II. En el procedimiento administrativo disciplinario la Administración tiene plena facultad para aplicar las medidas cautelares que estime necesarias y procedentes durante el procedimiento administrativo, sobre todo con la finalidad de resguardar el interés público, de conformidad con el artículo 21 y 22 del Código Procesal Contencioso Administrativo, aplicable supletoriamente a esta materia, el interés público es lo que prima en estos casos para que la Administración Pública tome este tipo de decisiones.
El artículo 202 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, habilita a la Administración para que proceda a tomar aquellas medidas cautelares tales como separar preventivamente al servidor del cargo con goce de salario hasta por tres meses, norma que señala que la potestad disciplinaria de suspensión debe ejercerse de forma restrictiva, cuando existan fundadas razones para sospechar que si el servidor sigue en el desempeño de su puesto podría eventualmente obstaculizar o hacer nugatoria la investigación iniciada en su contra o bien afectar el buen servicio público. La urgencia es otro aspecto de importancia y relevante para ser tomado en consideración en las medidas cautelares en situaciones en las que exista una necesidad apremiante por parte de la Administración de tomar ciertas determinaciones de tipo cautelar para evitar mayores perjuicios al interés público o a terceros, tal y como lo mencionamos en relación con el 202 ibídem la necesidad de tutelar una investigación que se está llevando a cabo y de igual manera la afectación al servicio público. La medida cautelar se tomaría en el sentido de que el buen servicio público no solamente tiene que ver con la realización de las labores, sino también con la participación del usuario externo en los despachos, esta situación podría afectar y ser pernicioso no solo para el servicio público sino también para la imagen institucional.
III.- De esa manera, habiendo conocido la solicitud de medidas cautelares y los argumentos efectivamente resultan oportunos, tal y como lo expone la licenciada Elizabeth Villalta Schmitd, las labores que desempeña el acusado podrían verse afectadas, si el encausado continúa desempeñándose en el puesto que ocupa. Por lo anterior las argumentaciones sobre las medidas solicitadas a criterio de este Tribunal cumplen con los presupuestos establecidos en el artículo 202 de la LOPJ, y nos encontramos así con un interés público que tutelar. Las medidas que se dictan en el procedimiento administrativo responden a la protección provisional de los derechos implicados y del interés público, es importante aclarar que estas medidas provisionales no tienen carácter de sanción sino que se asumen en virtud de la urgencia para evitar que la duración del procedimiento provoque situaciones dañosas a la administración o a los intereses involucrados (incluyendo particulares cuando son prevalentes a aquellos) de los que se intenta proteger. De conformidad con lo expuesto, este Tribunal resuelve acoger la solicitud planteada por el Órgano Instructor de este procedimiento, según lo establecido en el artículo 23 del Código Procesal Contencioso Administrativo, ello en relación con lo establecido en los artículos 197 y 202 de la LOPJ, y 9 de la LGAP, y ordena una medida cautelar administrativa consistente en TRASLADAR AL SEÑOR GABRIEL GILBERTO FONSECA PICADO, POR EL LAPSO DE 3 MESES, lo anterior siempre y cuando las condiciones inicialmente tomadas en cuenta para dictar esta suspensión no varíen, pues de variar las mismas, esa medida puede ser revocada o modificada por parte de este órgano disciplinario.
POR TANTO:
Se acoge la solicitud de la licenciada Elizabeth Villalta Schmitd, Inspectora Instructora a cargo de la tramitación de este procedimiento y se dispone TRASLADAR DE OFICINA AL SEÑOR GABRIEL GILBERTO FONSECA PICADO, medida cautelar que permanecerá vigente, por el lapso de 3 meses, ello siempre y cuando las condiciones inicialmente tomadas en cuenta para dictar este traslado no varíen, pues de variar las mismas, esa medida puede ser revocada o modificada por parte de este órgano disciplinario. Notifíquese personalmente al encausado y comuníquese al Consejo Superior del Poder Judicial para lo de su cargo.”
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[bookmark: _Hlk21009379]Una vez analizada la resolución N° 2867-2019 emitida por el Tribunal de la Inspección Judicial, este Consejo Superior, en razón de la gravedad de los hechos acusados, estima conveniente modificar la medida dispuesta por esa cámara y disponer la separación del servidor Fonseca Picado de su cargo con goce de salario, por lo anterior se acuerda: 1.) Tomar nota del oficio N°1641-IJ-2019 del 02 de octubre de 2019, suscrito por la servidora Rosangélica Pérez García, Técnica Judicial del Tribunal de la Inspección Judicial, en donde remitió la resolución supracitada. 2.) De conformidad con el artículo 81 inciso 6 de la Ley Orgánica del Poder Judicial, suspender con goce de salario al servidor Gabriel Gilberto Fonseca Picado, Profesional 1 de la Dirección de Tecnología de la Información, por el plazo de tres meses, del 3 de octubre al 2 de enero de 2020. 3.) Indicarle al servidor Fonseca Picado, que las notificaciones se realizaran al medio señalado en el expediente, no obstante, de no haberlo señalado, deberá aportar un medio para atenderlas, ya sea número de fax, cuenta de correo electrónico o cualquier otro que permita la seguridad del acto de comunicación conforme a lo dispuesto en el capítulo III de la Ley de Notificaciones Nº 8687 del 4 de diciembre del 2008. En caso de no cumplir con esta prevención, las resoluciones que se dicten posteriormente se le notificarán de forma automática, conforme lo dispone el artículo XI de la referida Ley de Notificaciones. 4.) Comunicar el presente acuerdo a la Dirección de Gestión Humana, a la Dirección de Tecnología de la Información y del Tribunal de la Inspección Judicial para los fines correspondientes. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXIX 

Documento N°11915-19 / 12692-19.
Mediante circular Nº 216-2014 del 8 de octubre de 2014, publicada en el Boletín Judicial Nº 213 del 5 de noviembre de 2014, la Secretaría General de la Corte hizo de conocimiento de las servidoras y servidores judiciales, el acuerdo tomado por este Consejo en sesión Nº 83-14, celebrada el 18 de setiembre de 2014, artículo XLIX, en que adicionó la circular Nº 176-2013 denominada “Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial”, publicada en el Boletín Judicial No. 233 del 3 de diciembre de 2013.
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La servidora Melissa Chacón Ramírez, Técnica Judicial del Tribunal Colegiado Civil del Primer Circuito Judicial de Alajuela, con el visto bueno de la licenciada Nuria Rodríguez Bermúdez, Jueza Coordinadora del citado Tribunal, en nota del 02 de octubre de 2019, solicitó prórroga del permiso con goce de salario y sustitución por diez días, a partir del viernes 04 de octubre de 2019, para continuar con el cuido de su hijo.
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De conformidad con la resolución de la Sala Constitucional Nº 2005-11262 de las 15:00 horas del 24 de agosto del 2005 y el Protocolo sobre el procedimiento para la solicitud y otorgamiento de permisos para cuidar a un familiar enfermo, o que se encuentre recibiendo algún tratamiento médico especial, publicado en el Boletín Judicial Nº 233 del 3 de diciembre de 2013, se acordó: Acoger la gestión presentada por la servidora Melissa Chacón Ramírez, Técnica Judicial del Tribunal Colegiado Civil del Primer Circuito Judicial de Alajuela, en consecuencia:  Conceder permiso con goce de salario y sustitución a la servidora Chacón Ramírez, por el plazo de 10 días hábiles a partir del 04 de octubre de 2019, tiempo en el que deberá organizarse con el cuido de su hijo.
La Dirección de Gestión Humana, tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXX

Documento N° 12503-19.
Con el visto bueno del señor Randall Zúñiga López, Jefe de Planes y Operaciones, el servidor Luis Cortés Santiesteban, Analista Criminal de la Unidad de Análisis Criminal, en correo electrónico de 30 de setiembre de 2019, solicitó lo siguiente:
“Con sumo respeto acudo ante su honorable Consejo para solicitarles PERMISO PARA TIEMPO ESCOLAR POR EMBARAZO DE ALTO RIESGO de mi señora esposa (Rocio Arias Marchena…), quien actualmente se encuentra con un embarazo de tres meses en el cual por indicaciones médicas se ordena reposo total de UN MES por cuanto la placenta presenta riesgo de desprendimiento, aunado a ello se imposibilita que otros familiares por razones de trabajo y edad por ser nuestros padres adultos mayores puedan recoger a nuestro hijo de siete años de edad (7 años), (…), en la salida de la escuela. 

Por lo anterior les solicito PERMISO hasta por dos horas todos los días para poder recoger a mi hijo en la salida de la Escuela Juan Santamaría en Curridabat y llevarlo hasta la casa (también en Curridabat) y poder luego regresar a laborar, sea que el horario normalmente de salida es a las 14:10 hrs y/o a las 12:50 hrs. No omito indicar que mi esposa Rocio Arias años atrás tuvo que tomar la decisión de renunciar al Poder Judicial (en el puesto de Secretaria del Archivo Criminal) por cuanto teníamos el inconveniente que carecíamos de alguien que cuidara a nuestro hijo, además que ella también por otra parte quería dedicarse a tiempo completo a la crianza y cuido de nuestro hijo, sinceramente les agradecería la atención que le dieran a esta solicitud, la cual acudo ante ustedes ya que por ser tantos días prefiero hacerlo formalmente ante su honorable Consejo a efectos que luego si acudo a instancias inferiores (jefaturas) me lo vayan a negar, ya que es un asunto que considero importante y que se podrían prolongar a más días en el caso que mi esposa no mejorara, Gracias.

De mi parte también voy a pedir los pocos días de vacaciones que tengo (7 días) para que el permiso del tiempo sea lo menos posible y no afecte el servicio público. 

Adjunto copias digitales del Dictamen emitido por el Médico y consulta del Registro Civil de la edad de mi hijo.”
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A esos efectos, el servidor Cortés Santiesteban, en correo electrónico de 30 de setiembre de 2019, indicó lo siguiente:
“(…)

Se requiere permiso por dos horas todos los días, durante un mes inicialmente, desde el 01 al 31 de Octubre–2019, posteriormente según sean las indicaciones médicas se podría prolongar por más tiempo.”




- 0 -
En razón de las especiales circunstancias que motivan la gestión, así como contar con el visto bueno de la jefatura, se acordó: Acoger la gestión anterior, en consecuencia: 1.) Autorizar al servidor Luis Cortés Santiesteban, Analista Criminal de la Unidad de Análisis Criminal, para que se ausente del despacho dos horas al día, del 01 al 31 de Octubre 2019, con el fin de que realice la diligencia que da cuenta. 2.) Deberá el servidor Cortés Santiesteban coordinar con la jefatura la forma en que repondrá el tiempo que ocupe en dicha labor, a fin de mantener el trabajo al día y sin que se afecte el servicio público a su cargo. 
La Dirección de Gestión Humana y los despachos interesados tomarán nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXI

Documento N° 12473-19. 

[bookmark: _Hlk20917888]Mediante correo electrónico del 30 de setiembre de 2019, la servidora María de la Cruz Sanders Sánchez, Coordinadora Judicial del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, con el visto bueno de la máster Jeannette Mena Rodríguez, Jueza Coordinadora del citado despacho, solicitó lo siguiente: 
 “El Tribunal del II Circuito Judicial de la Zona Atlántica forma parte del Rediseño de Procesos del modelo Penal por medio de nuevas tecnologías de información (Plan de descongestionamiento). Es así que se nombra en nuestro caso otro Juez Unipersonal y tres personas técnicas de juicio entre otros, que brindan soporte a cada una de las secciones que se encuentran debidamente conformadas. En vista que la técnica de Juicio que forma parte de este Plan de descongestionamiento de nombre María Auxiliadora Muñoz Castro por motivos personales se vio en la  necesidad de sacar vacaciones; al no estar avalada dicha solicitud en el plan de vacaciones, en un principio no se le puede nombrar una suplencia, sin embargo el exceso de trabajo, y que contamos con un personal reducido que está estratégicamente distribuido, es necesario que se le nombre un sustituto, nombramiento que lo asume el señor Alfredo Jiménez Salvatierra, cédula 3-0498-0354. 
Por lo anterior, se les solicita con todo respeto, se autorice la sustitución de la servidora mencionada, y la autorización del pago de los días del 26 de setiembre al 04 de octubre ambas fechas del presente año, al señor Alfredo Jiménez Salvatierra, cédula número 03-0498-0354, quien en otros oportunidades a realizado labores de sustitución por incapacidades y eventuales vacaciones, actualmente nombrado como meritorio en este Despacho. La anterior solicitud cuenta con el Visto Bueno de la Coordinadora Interina Máster Jeannette Mena Rodríguez.
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Se acordó:  1) Denegar la gestión presentada por la servidora María de la Cruz Sanders Sánchez, Coordinadora Judicial del Tribunal del Segundo Circuito Judicial de la Zona Atlántica, en virtud de que la gestión se presenta de manera extemporánea, ya que en cada caso concreto debe solicitar la autorización de forma previa a este Consejo Superior, con el fin de analizar es tipo de sustituciones, debido a que no se avaladas en el Plan de Vacaciones vigente. 2.) Deberá el despacho organizarse para cubrir estas ausencias de pocos días, fomentando la colaboración y trabajo en equipo, con el fin de minimizar la afectación del servicio público.
La Dirección de Gestión Humana tomará nota para lo que corresponda. Se declara acuerdo firme.
ARTÍCULO LXXII

Documentos N° 8130-19

      La máster Siria Carmona Castro, Presidenta a.i del Tribunal de la Inspección Judicial, mediante oficio 1091-IJ-2019 del 02 de junio de 2019, hace de conocimiento lo siguiente:
“…Mediante Acuerdo tomado por ese honorable Consejo en sesión N° 056-2014 del 19 de junio de 2014, Artículo LVII, se conoció el Oficio N° 625-DG-14 del 3 de junio de 2014, remitido por el entonces Sub Director del Organismo de Investigación Judicial, señor Gerald Campos Valverde y en el cual, expuso y solicitó lo siguiente:

“(…)

En ocasiones, los juzgadores disciplinarios del O.I.J. reciben alguna queja o información que bajo su análisis consideran debe ser tramitado por el Tribunal de la Inspección Judicial, ya que estiman que por la naturaleza de la falta esta podría superar la sanción de quince días de suspensión sin goce de salario, tal y como lo establece el numeral 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial. No obstante, en ocasiones al trasladar las diligencias disciplinarias, el Tribunal de la Inspección Judicial estima, sin haber recibido ningún tipo de prueba, que las faltas no son de gravedad que puedan eventualmente ameritar una sanción que supere los quince días de suspensión, por lo que las devuelven a los respectivos juzgadores del O.I.J.

Existen casos en que nuestros juzgadores, incluida esta Representación, mantienen su criterio sobre la gravedad de la falta y por ende su eventual sanción superior a los quince días de suspensión, aspecto que configura no solo un conflicto de competencias, sino el hecho de haber ya adelantado criterio en cuanto a que la falta es superior a los quince días y que por ende no somos competentes, conflicto que respetuosamente considero debe ser dirimido por el Consejo Superior como jerarca disciplinario máximo del Poder Judicial, según se desprende de las potestades concedidas por los numerales 2010 y 2013 de la citada ley.

No obstante, en la práctica el reducido plazo del mes para iniciar causa administrativa disciplinaria ha imposibilitado que los juzgadores del O.I.J. puedan interponer esta gestión ante el Consejo Superior, ya que mediante la tramitación normal que estos casos conllevan, un expediente puede recibirse de vuelta de la Inspección Judicial en un momento cercano a la conclusión del mes concedido legalmente para realizar el traslado de cargos, a lo cual hay que considerar incluso que el Consejo Superior debe destinar tiempo para agendarlo según el día de su ingreso, decidirlo en forma colegiada, ratificarlo y posteriormente redactar el acuerdo antes que se conozca la decisión final por parte del gestionante.

No creemos que sea sano para los Jefes del Organismo de Investigación Judicial remitir la causa al Tribunal de la Inspección Judicial ya que con un traslado de cargos realizado y notificado a la persona investigada, esto por el criterio emitido de que no somos competentes, en igual sentido recibimos instrucciones del Tribunal de la Inspección Judicial de no enviarles causas abiertas para no limitar la potestad de decisión de ellos, pero mientras se resuelve la gestión de incompetencia, bien podría pasar el plazo del mes que se tiene para abrir una causa, y es esa otra situación de conflicto, que debe hacer el traslado de cargos cuando se tiene un conflicto de competencia no resuelto.

Por tanto, respetuosamente solicitamos instrucciones sobre cómo proceder en los casos en que existan estos conflictos de competencia. 

(…)”

Ante tal solicitud, ese honorable Consejo acordó: 

“Comunicar al gestionante y al Tribunal de la Inspección Judicial, que cuando una jefatura estima que no tiene competencia para el conocimiento de la causa disciplinaria, debe remitir el asunto al citado Tribunal, el cual tiene el deber de investigar y dar el trámite correspondiente a los casos disciplinarios que le son remitidos, y solo por excepción pueden ser devueltos a la jefatura que corresponda, una vez que se haya realizado el traslado de cargos, con fin de (sic) que la potestad disciplinaria no prescriba.”.

En aras de introducir las consideraciones que sustentan este oficio, se hará un resumen de los argumentos que expuso el señor Campos Valverde en su oportunidad y, que fueran avalados por ese honorable Consejo para el acuerdo descrito. Tales argumentos son:

Que en los casos en los cuales la jefatura inmediata o la jerarquía superior de ese Organismo de Investigación Judicial, recibía directamente una queja o información que podría sustentar la acusación y, en los cuales se estimaba, los hechos que se acusaban constituían una falta que podría conllevar una sanción superior a los 15 días de suspensión sin goce de salario, la competencia para conocer de los hechos correspondía al Tribunal de la Inspección Judicial y en razón de ello, dichos asuntos le eran remitidos a éste órgano disciplinario por incompetencia. 

Que se consideró que tal remisión por incompetencia podría implicar un adelanto de criterio de la jefatura inmediata o de la Dirección o Sub Dirección del Organismo de Investigación Judicial, lo cual implicaría a su vez un conflicto de competencia que debería ser dirimido por ese honorable Consejo, como órgano disciplinario máximo de este Poder de la República.

Que en los casos en que el Tribunal de la Inspección Judicial devolvía tales asuntos por considerar competentes a tales jefaturas o a la Dirección o Subdirección del Organismo de Investigación Judicial, la remisión se hacía sin el auto de traslado de cargos y, sin haberse realizado una investigación previa que permitiese asegurar, el asunto no implicaba una sanción superior a los 15 días de suspensión sin goce de salario, con lo cual se impedía plantear el conflicto de competencia; lo anterior en virtud del plazo del mes que existe para iniciar la causa disciplinaria.

Que ante lo anterior, habían recibido instrucción del Tribunal de la Inspección Judicial, en el sentido de no remitirle causas abiertas a fin de no limitar su potestad de decisión, no obstante, mientras se resolvía la eventual gestión de incompetencia, bien podía cumplirse el mes de caducidad que establece la Ley.

Que lo anterior generaba duda en cuanto al órgano responsable de confeccionar el auto de traslado de cargos, mientras se resolvía un conflicto de competencia. 


Como producto del análisis constante en procura del mejoramiento de la gestión disciplinaria, hemos procedido a estudiar la situación originada a partir del acuerdo  tomado en la Sesión N° 056-2014, Artículo LVII, en que dado que se dispone que " (...) cuando una jefatura estima que no tiene competencia para el conocimiento de la causa disciplinaria, debe remitir el asunto al citado Tribunal, el cual tiene el deber de investigar y dar el trámite correspondiente a los casos disciplinarios que le son remitidos, y solo por excepción pueden ser devueltos a la jefatura que corresponda, una vez que se haya realizado el traslado de cargos, con fin de (sic) que la potestad disciplinaria no prescriba. (...)", ha generado implicaciones tales como que los órganos de control, sea jefaturas inmediatas y en especial, el Departamento de Asuntos Internos del Organismo de Investigación Judicial, rehúsen recibir y dar el trámite correspondiente a los asuntos que por incompetencia, les remite este órgano disciplinario, cuando éstos no se acompañan del auto de traslado de cargos. Por ello, respetuosamente se plantea lo siguiente.
Para este Órgano de la Inspección Judicial, el argumento que respalda la solicitud que para entonces formulara el licenciado Gerald Campos, no puede sino servir de sustento para que los distintos órganos disciplinarios, -incluyendo al departamento de Asuntos Internos del Organismo de Investigación Judicial-, exijan que aquellas causas disciplinarias que el Tribunal de la Inspección Judicial les remita para su conocimiento de acuerdo a las reglas de la competencia, deban acompañar el respectivo auto de traslado de cargos, como sucediera en días anteriores, en que un asunto que se les remitió, no fue recibido por dicho departamento bajo la indicación verbal del servidor que atendiera la recepción, de no hacerlo por órdenes expresas de su jefatura al no llevar el traslado de cargos confeccionado. 

De lo anterior, conviene precisar, por una cuestión de validez procesal, los autos de traslado de cargos deben ser elaborados por el órgano competente a fin de evitar nulidades innecesarias. Es decir, no pueden ser emitidos por un órgano disciplinario diverso al que por ley posee la competencia del caso. De ese modo, si el Tribunal de la Inspección Judicial considera que por la posible sanción a imponer, el órgano competente para conocer del asunto es la jefatura inmediata del investigado, esto es, que el conocimiento del asunto resulta competencia de los órganos de control de inferior jerarquía, le remitirá a dicha jefatura el asunto, sin que por ello se le pueda exigir al Tribunal de la Inspección como requisito previo, la confección previa del auto de traslado, pues es claro, la competencia para su conocimiento, recae en la jefatura subordinada, y como tal, es a ésta y no al Tribunal a quien corresponde redactar la acusación.

Acorde con lo expuesto, al valorar la competencia tomando en consideración la eventual sanción aplicable, el Tribunal de la Inspección Judicial ha estimado en cada caso el plazo de caducidad, a fin de evitar que opere. Por ese motivo,    este órgano ha establecido las medidas del caso, para remitir esas incompetencias con prontitud, de forma que el órgano al que se le delega el conocimiento del asunto cuente con el tiempo suficiente para confeccionar y notificar dicho auto en el plazo dispuesto por ley. Solo en caso contrario, por razones de excepción, se ha remitido el auto de traslado de cargos junto con la remisión, tal y como así prevé la norma contenida en el artículo 69 de la Ley General de la Administración Pública. 

Ahora bien, otro aspecto a considerar y no de menor importancia que los indicados, es que el Tribunal de la Inspección Judicial posee un rango superior jerárquico en materia disciplinaria respecto de las jefaturas subordinadas (artículos 184 y 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial), en tanto además de concedérsele el control regular y constante sobre todos los servidores del Poder Judicial, incluyendo a los del Organismo de Investigación Judicial -con excepción como expone la norma, que se trate de los señores Magistrados que integran la Corte Plena, el Fiscal o Fiscala General, miembros del Consejo Superior y de este mismo Tribunal-, se le concede la competencia funcional para conocer en grado de los actos finales dictados por las jefaturas de oficinas, al ejercer el régimen disciplinario sobre sus subalternos, cuando por la naturaleza de la falta no deba aplicarse una sanción mayor a los quince días de suspensión. (Artículo 185 de la LOPJ).

Más aún, las reglas de la competencia funcional y de la jerarquía administrativa, las cuales operan en casos de régimen disciplinario, poseen un carácter improrrogable. Dicha jerarquía y naturaleza se están viendo quebrantadas y se verían quebrantadas, en caso de que ese respetable Consejo mantenga el acuerdo tomado en la Sesión N° 056-2014, Artículo LVII, pues mediante el mismo, se está aprobando el que las jefaturas subordinadas puedan determinar el conocimiento de los asuntos por parte de la Inspección Judicial, razón que invierte el principio de jerarquía y de transferencia competencial en esta materia. Lo anterior, habida cuenta que es el Jerarca quien puede delegar competencias, más nunca el inferior. (Artículos 89.1 y 90. b y c, de la Ley General de la Administración Pública). La definición de los conflictos de competencia debe realizarse caso por caso, no puede consistir en una regla según la cual, el inferior pueda delegar en el superior el conocimiento del asunto, como parece estar disponiendo el acuerdo que genera este oficio.
En ese orden, la norma contenida en el artículo 89.1 de la LAGP dispone:

ARTÍCULO 89: “Todo servidor podrá delegar sus funciones propias en su inmediato inferior, cuando ambos tengan funciones de igual naturaleza.”.(La cursiva y el destacado no corresponden a su original).

En nuestro caso, como se ha expuesto, al órgano de la Inspección Judicial se le ha concedido por ley, un rango superior jerárquico respecto de las jefaturas subordinadas, cuando éstas ejerzan el régimen disciplinario en los casos que la ley les permite, conforme así dispone la norma contenida en los artículos 184 y 185 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.

Nótese, de su parte, la disposición contenida en el artículo 90.b y c de la citada LGAP, dispone:

ARTÍCULO 90: La delegación tendrá siempre los siguientes límites:

La delegación podrá ser revocada en cualquier momento por el órgano que la ha conferido;

No podrán delegarse potestades delegadas; (…). (La cursiva no corresponde con su original)

A mayor abundamiento, el artículo 75 de la tan citada LGAP, reza:

“El inferior no podrá sostener competencia con el superior. Llegado el caso, se limitará a exponer las razones que tenga para estimar que le corresponde el conocimiento del asunto y el superior resolverá lo procedente, agregando la exposición a sus antecedentes.” 

Asimismo, acorde a la legislación vigente, las jefaturas subordinadas, los órganos de control, únicamente podrían remitir la decisión competencial sobre sus asuntos en carácter de consulta, más nunca con la potestad de ordenar dar el trámite correspondiente, salvo que sea esta Inspección, la que determine para el caso concreto su propia competencia. Menos aún puede disponerse que sea solo por excepción, el que los casos remitidos por las jefaturas subordinadas a la Inspección Judicial, puedan serles devueltos por razones de competencia, agréguese a ello, contando además con el traslado de cargos. De mantenerse lo acordado, se estarían inobservando las disposiciones legales que regulan el instituto de la delegación de previa cita. 

Resulta preciso señalar además, en aquellos casos en que el plazo de caducidad se ha puesto en riesgo, el Órgano de la Inspección Judicial ha elaborado el auto de traslado de cargos a fin de evitar el transcurso del plazo fatal de un mes. No obstante, tal situación no puede ser invocada como sustento para otorgar a las jefaturas subordinadas, potestades que atentan contra los citados principios de jerarquía y competencia funcional en materia disciplinaria, como parece ser entendido por los órganos de control adjuntos al Organismo de Investigación Judicial a partir del acuerdo del Consejo Superior tomado en la Sesión N° 056-2014, Artículo LVII. 

La practicidad del asunto legal en cuestión encuentra además sustento en el hecho que implica que el auto de traslado de cargos sea confeccionado por el órgano en el que recae la competencia para conocer del asunto, pues es claro es éste quien tiene el conocimiento directo de los hechos que podrían, en caso de acreditarse, fundamentar la falta disciplinaria que genera el proceso y su eventual sanción. Asimismo, se reduce aún más el riesgo del cumplimiento del plazo de caducidad, plazo perentorio de un mes que por su reducida temporalidad, constituye un alto riesgo para que se genere la impunidad de la falta disciplinaria. De ese modo, es posible advertir, la intención del legislador al momento de regular los institutos de la jerarquía, la competencia y, la delegación en materia administrativa encuentra sustento y se materializa en situaciones como la que se analiza, pues el resguardo al debido proceso en favor del administrado como, el cumplimiento de los deberes de la Administración en cuanto a verificar la idoneidad y probidad de sus funcionarios, no resulte amenazado.

En razón de todo lo anteriormente expuesto, se ruega a ese Honorable Consejo, proceder al análisis del Acuerdo tomado en la Sesión N° 056-2014, Artículo LVII y, tomar las acciones correspondientes a fin de que la normativa y los principios de jerarquía y de transferencia competencial en materia disciplinaria, las reglas que rigen el instituto de la delegación en materia administrativa, no sean violentados, no sufran quebranto y sean cumplidos conforme, evitando nulidades que impidan la seguridad jurídica, la tutela judicial efectiva y la economía procesal.”
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Sobre el particular, se hace necesario traer a colación, que el régimen disciplinario de las personas servidoras judiciales, se encuentra debidamente regulado en el Título VIII de la Ley Orgánica del Poder Judicial, no. 7333 y sus reformas, norma que precisa las competencias de los órganos internos, procedimiento, sanciones aplicables en cada supuesto, entre otros aspectos inherentes a esta materia. El objeto de este régimen, según dispone el numeral 174 de dicha norma es: “…asegurar la eficiencia, corrección y decoro de las funciones encomendadas al Poder Judicial y garantizar a los ciudadanos una correcta administración de justicia.” En este sentido, al amparo del numeral 175 ibídem se establece: “Todos los servidores judiciales están sujetos a responsabilidad disciplinaria en los casos y con las garantías establecidas en esta ley.”. La misma ley dispone un procedimiento especial para imponer la responsabilidad disciplinaria, la que al tenor de lo regulado por el artículo 176 ibídem, sólo podrá ser acordada por la autoridad competente. Sobre el régimen de la responsabilidad disciplinaria de las personas servidoras judiciales, el tema ya ha sido objeto de desarrollo por parte de la Sala Constitucional. En este sentido, en la resolución no. 12986 de las 9 horas 12 minutos del 19 de diciembre del 2001, indicó: “III.-… La responsabilidad disciplinaria presupone un poder disciplinario de la Administración. El vinculum iuris que se da entre la Administración Pública y el agente o servidor público implica necesariamente una serie de deberes y derechos, de manera que la transgresión a los primeros determina la responsabilidad del empleado, la cual es regulada o disciplinada distintamente por el Derecho Objetivo según sea la naturaleza jurídica de la responsabilidad. La transgresión a un deber puede ser ocasionada por una acción u omisión, que producen efectos dañosos para la Administración (interna) o para los administrados o terceros extraños a la relación de empleo público (externa), hechos u omisiones que tienen relevancia en cuanto la infracción consiste en el incumplimiento de un deber de la función o del empleo, que en consecuencia causan responsabilidad y su correlativa sanción. (…) En razón de lo anterior es que, se confirieron amplias facultades de investigación y control sobre todos los servidores judiciales al Tribunal de la Inspección Judicial, para lo cual podrá vigilar, el buen cumplimiento de los deberes, tramitará las quejas que se presenten contra ellos, instruirá las informaciones al tener conocimiento de alguna irregularidad, y resolverá lo que proceda respecto del régimen disciplinario, sin perjuicio de las atribuciones que tengan en la materia otros órganos y funcionarios del Poder Judicial, según lo dispuesto en el artículo 120 de la Ley derogada, funciones que reconoce el artículo 184 de la nueva Ley Orgánica del Poder Judicial. (…)” . Así las cosas, conforme lo dispone el artículo 176 mencionado, la responsabilidad disciplinaria solamente puede ser acordada por la autoridad competente, de conformidad con el procedimiento previsto por la Ley Orgánica. A la luz de lo establecido por el ordinal 185 ibídem, “…los jefes de oficina podrán ejercer el régimen disciplinario sobre sus subalternos, cuando por la naturaleza de la falta no deba aplicarse una suspensión mayor de quince días.”  Esta potestad es conferida a las jefaturas, quienes al amparo del numeral citado, podrán aplicar el régimen disciplinario a lo interno de sus despachos. Por ello inexorablemente, los autos de traslado de cargos deben ser elaborados por el órgano competente a fin de evitar nulidades innecesarias, y brindarle la validez procedimental. Bajo ningún supuesto, podrá ser emitido por un órgano disciplinario diverso al que por ley posee la competencia del caso. Para el tema que nos compete, conforme lo señala la señora Presidenta a.i del Tribunal de la Inspección, sí dicho órgano considera que por la posible sanción a imponer, el órgano competente para conocer del asunto es la jefatura inmediata del investigado, esto es, que el conocimiento del asunto resulta competencia de los órganos de control de inferior jerarquía, la Inspección le remitirá a dicha jefatura el asunto, sin que deba ser exigido para el Tribunal disciplinario, como requisito previo, confeccione el auto de inicio o traslado de cargos, pues la competencia recae a conocimiento de la jefatura inmediata. Es importante señalar que, el Tribunal de la Inspección Judicial, a tenor de los artículos 184 y 185 de la LOPJ, en materia disciplinaria, ejerce un rango superior jerárquico respecto de las jefaturas subordinadas (oficina de Asuntos Internos, Inspección Fiscal, área disciplinaria de la Defensa Pública y demás Jefaturas de Oficina). Por ello, ostenta la competencia funcional para conocer en alzada las apelaciones que se presenten contra los actos finales emitidos por las jefaturas ya mencionadas. Lo que imposibilita –salvo casos excepcionales- que sea el mismo órgano que confeccione el traslado de cargos, instruya el procedimiento, emita la resolución final y conozca de la apelación presentada, pues ello, quebrantaría la posibilidad de la doble instancia en materia disciplinaria. 
Por todo lo anterior, estima este Integrante, conforme lo analizado en el oficio 1091-IJ-2019, que mantener lo acordado en la Sesión N° 056-2014, Artículo LVII, quebranta el principio de jerarquía y de transferencia competencial de la materia. Pues en este caso se invierten los principios antes mencionados, ya que es el Jerarca –en este caso la Inspección Judicial- quien puede delegar competencias, más no así el inferior (Artículos 89.1 y 90. b y c, de la Ley General de la Administración Pública). En ese sentido, las jefaturas subordinadas, como lo señala el oficio bajo análisis, únicamente podrían remitir la decisión competencial sobre sus asuntos en carácter de consulta, más nunca con la potestad de ordenar dar el trámite correspondiente, salvo que sea la propia Inspección, la que determine para el caso concreto su propia competencia. Ahora bien, sin menoscabo de lo anterior, y como lo señala la señora Presidenta a.i. de la Inspección, dicha oficina, en casos de consulta, deberá establecer las medidas del caso para remitir esas incompetencias con prontitud, de forma que el órgano al que se le delega el conocimiento del asunto cuente con el tiempo suficiente para confeccionar y notificar dicho auto en el plazo dispuesto por ley. Pues, conforme se expuso, el auto de traslado de cargos tiene que ser confeccionado por el órgano en el que recae la competencia para conocer del asunto, pues es claro es éste quien tiene el conocimiento directo de los hechos que podrían, en caso de acreditarse, fundamentar la falta disciplinaria que genera el procedimiento y una eventual sanción. Solo en caso contrario, por razones de excepción, será enviado por la Inspección Judicial, el auto de traslado de cargos junto con la remisión, tal y como así prevé la norma contenida en el artículo 69 de la Ley General de la Administración Pública.
Así las cosas, analizado el oficio 1091-IJ-2019, la legislación vigente y la jurisprudencia constitucional, se recomiendan los siguientes escenarios:
En los casos que ingrese una queja nueva ante la Inspección Judicial, y ésta considere que los hechos que se acusan constituyen una falta que podría conllevar una sanción inferior a los 15 días de suspensión sin goce de salario, sin mayor demora, remitirá los autos a la jefatura inmediata. 
En los casos que la jefatura inmediata estime que los hechos que se acusan constituyen una falta que podría conllevar una sanción superior a los 15 días de suspensión sin goce de salario, sin mayor demora, remitirá a manera de consulta, los autos a la Inspección Judicial, para que este órgano, de forma expedita, fije la competencia conforme los artículos 184 y 185 de la LOPJ. De conformidad con el numeral 75 de la ley General de la Administración Pública, la jefatura inmediata no podrá sostener competencia con el superior, sea la Inspección Judicial, para asuntos de materia disciplinaria.
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Conforme lo expuesto, se acordó: 1.) Tomar nota del oficio N° 1091-IJ-2019, emitido por la máster Siria Carmona Castro. Analizadas las consideraciones realizadas por la máster Carmona Castro, la legislación vigente y la jurisprudencia constitucional, se revoca el acuerdo tomado por este órgano en Sesión N° 056-2014 del 19 de junio de 2014, Artículo LVII, para que en adelante, se aplique el siguiente procedimiento al momento de ingresar una denuncia o queja nueva a los órganos de control que aplican el procedimiento disciplinario en la Institución: a.) En los casos que ingrese una queja nueva ante la Inspección Judicial, y esta considere que los hechos que se acusan constituyen una falta que podría conllevar una sanción inferior a los 15 días de suspensión sin goce de salario, sin mayor demora, remitirá los autos a la jefatura inmediata, sin realizar el auto de inicio o traslado de cargos, salvo en los casos en que el plazo de caducidad se ha puesto en riesgo. b.) En los casos que la jefatura inmediata estime que los hechos que se acusan constituyen una falta que podría conllevar una sanción superior a los 15 días de suspensión sin goce de salario, sin mayor demora, remitirá a manera de consulta, los autos a la Inspección Judicial, para que este órgano, de forma expedita, fije la competencia conforme los artículos 184 y 185 de la LOPJ. De conformidad con el numeral 75 de la ley General de la Administración Pública, la jefatura inmediata no podrá sostener competencia con el superior, sea la Inspección Judicial, para asuntos de materia disciplinaria. 2.) La Dirección General del Organismo de Investigación Judicial, la Oficina de Asuntos Interno y el Tribunal de la Inspección Judicial, deben tener el debido cuidado referente a los plazos cuando se realicen los traslados de cargos, con el fin de evitar que opere la caducidad.
El Tribunal de la Inspección Judicial tomará nota para los fines correspondientes.
-o0o-
A las 12:54 horas terminó la sesión.
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Notas

LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS LIBROS BANCOS

Principales ₡367,201,534,301.97 ¢367,201,534,299.81 $75,586,210.95 $75,586,209.44 108,447,683.93 108,447,683.93                             

Intereses 188,686,470,241.98             394,437,337,937.77              14,847,765.20             12,820,554.56           2,865,347.05 1,685,480.75

Total registrado ₡555,888,004,543.95 ₡761,638,872,237.58 $90,433,976.15 $88,406,764.00 111,313,030.98       110,133,164.68                             

Movimiento a aplicar

Banco de Costa Rica

Diferencia en principales

Consultas efectuadas 2 223,592,722.23                    

Banco Popular

Diferencia en intereses 3 16,557,642.97                      

Diferencias de redondeo 0.02                                      

Banco Nacional

Diferencia en intereses 3 113.44                      

Diferencias de redondeo 0.39                          

BCR Custodio

Diferencias de redondeo 2.16                                       1.51                          

Consultas efectuadas 2 (205,991,018,061.01)             $2,027,096.81 1,179,866.30                                 

Saldos ajustados  ₡555,888,004,543.95 ₡555,888,004,543.95 $90,433,976.15 $90,433,976.15 111,313,030.98       111,313,030.98                             

Diferencia ₡0.00 ₡0.00 $0.00 $0.00 -                           -                                                 

Notas:

(1) Por metodologÍa, el Banco y/o Custodio reporta cupones en los estados de cuenta, que el SCI no los reporta por fechas de vencimiento, y/o incluye cupones de los títulos 

valores de tasa variable, que se presentan desactualizados en los estados de cuenta.

(3) Cupones vencidos que al 31/08/2019 se presentan en el SCI.

DOLARES  UDES

(2) Mensualmente, se reportan las diferencias a las entidades bancarias y a la Unidad de Inversiones para los ajustes correspondientes. Estas diferencias 

obedecen principalmente a cupones que de los cuales el Banco no refleja la información en el estado de cuenta.  

Análisis comparativo de Títulos Valores

Fondo de Jubilaciones y Pensiones del Poder Judicial

Al 31 de agosto del 2019

COLONES
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Macroproceso Financiero Contable

Subproceso de Ingresos

Unidad  de Cuentas por Cobrar

Contaduría Judicial Fondo de Emergencia

Libro Colones UDES Colones UDES Colones

Principales ¢0,00 28.000,00                            20.612.667,37 3.994.700.000,00                   

Intereses ¢0,00 701,95                                  2.278.799,09                            131.977.075,05                      

Total registrado en libros ₡0,00 ₡0,00 ¢28.701,95 ₡0,00 ₡2.278.799,09 4.126.677.075,05                   

Información Estados Bancarios

Banco de Costa Rica

Principales 28.000,00                    20.612.667,37 ₡3.994.700.000,00

Intereses 701,95                         2.278.799,09                    ₡132.033.719,06

Ajustes  por redondeo (56.644,01)                              

Diferencia cupones por fecha 1 

Consultas efectuadas 1 

Total informacíón Estados Bancarios -                       

-                              28.701,95           -               2.278.799,09         4.126.677.075,05       

Diferencia -                                      -                                       -                               -                     -                                   -                                          

Anális comparativo de Títulos Valores

Cuentas administrativas  Poder Judicial

Al 31 de agosto 2019

Fondo Socorro Mutuo Cta, intereses sobre Cte, Judiciales
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Sucesorio 215 | saex
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Inicio del Plan:

7 de mayo del 2019

[Meses del Plan

3 mesesy5 dias

Tota! ge escritos pendientes: 1617
Cuota por mes para los 3 técnicos: s02
Cuota por dia para l0s 3 técnicos 2

Pian de Trabajo:

Los escritos se deben ramitar desde el
mss vieja data hacia el més nuevo.
Continizan con 1a fabor de atencion de I
maniestacion y Telefonica

Escritos Nusvos 1
Demandas Nuevas 2
Escritos acumulados B
[oficioso) 1
[Total 5

[Proveido del 6 al 17 de mayo

71
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


EXPEDIENTE: 18-002487-0031-IJ
CONTRA: JOSÉ ANDRÉS CRUZ TENORIO Y OTRO
OFENDIDO: INSPECCIÓN JUDICIAL


SE ATIENDE CONTESTACIÓN DEL TRASLADO DE CARGOS Y SE 
RESUELVEN PRONTOS DESPACHOS


Tribunal de la Inspección Judicial, al ser las trece horas cuarenta y tres minutos 
del veintinueve de agosto de dos mil diecinueve,


1. Vista la contestación del traslado de cargos del encausado José Andrés Cruz 


Tenorio de fecha 14 de agosto de 2019, se resuelve:


Siendo que el señor Cruz Tenorio, en su petitoria solicita al Tribunal de la 


Inspección Judicial:


"1. Que se desestime en todos sus extremos la presente causa en mi contra y se 


ordene de inmediato el archivo de la misma causa. 


2. Que se declare la nulidad absoluta del presente proceso por los errores, omisiones, 


inconsistencias e imprecisiones del mismo y por violentar el debido proceso y el 


derecho de defensa del suscrito juzgador, quien fue puesto en un evidente estado de 


indefensión"


Lo anterior, por tratarse de cuestiones de fondo, se resolverá por parte del 


Tribunal de la Inspección Judicial, al momento del dictado del acto final, ello de 


conformidad con el artículo 211 de la Ley Orgánica del Poder Judicial.-


2. Vistos los prontos despachos presentados por el señor el encausado José Andrés 


Cruz Tenorio de fechas 19 y 22 de agosto ambos del 2019, se resuelve:


2.1 Respecto al escaneo de la contestación del traslado de cargos. Para este momento 


procesal el traslado de cargos se encuentra escaneado en su totalidad, según el 


documento presentado en fecha 14 de agosto de 2019. De igual manera y para acceso 


del Tribunal de la Inspección Judicial al momento de resolver el presente proceso 
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disciplinario, el documento original presentado por el señor Cruz Tenorio, se encuentra 


resguardado en este Tribunal como parte de la prueba, en sobre de manila 


debidamente rotulado. Lo anterior, para que en el momento procesal oportuno, el 


Tribunal que conozca el proceso cuente con el documento original a efectos de cotejar 


la documentación que por motivos del escaner oscureció los escritos. Dicha prueba 


queda a disposición de parte.  


2.2 Respecto a la prueba documental y testimonial. La misma se resolverá en el 


momento procesal oportuno, mediante el auto de admisibilidad de la prueba, donde se 


tomará en consideración las manifestaciones respecto a los testigos que solicita el 


señor Cruz Tenorio sean traídos a la audiencia de recepción de prueba.


2.3 Sobre la solicitud de la desacumulación de causas. Se acoge la solicitud que 


plantea el señor Cruz Tenorio, para que se desacumule el presente proceso por cuanto 


no existe conexidad entre los  hechos acusados en el Traslado de Cargos y las partes 


del proceso. Por ende, se ordenará lo anterior mediante un testimonio de piezas, para 


que a partir de ese momento se cuente con el número de expediente correspondiente. 


Notifíquese. MSc. Loreley Solano Salas Inspectora Judicial Instructora.- 


A
4PJNTHAND8Y61
LORELEY SOLANO SALAS - INSPECTOR/A INSTRUCTOR/A






